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PRÓLOGO

1. Los Estatutos de Autonomía -en cuanto norma institucional básica de cada Comu-
nidad Autónoma (art. 147.1 CE)- desempeñan un protagonismo capital, aunque no
exclusivo, en la arquitectura institucional del Estado de las Autonomías, basado, como
es sabido, en el llamado principio dispositivo (arts. 137 y 143 CE). Por lo pronto, mate-
rializan la vía de acceso a la Autonomía -las convencionalmente denominadas vía ordi-
naria (art. 143 CE) y vía especial (arts. 151, 152 y Disposición Transitoria Segunda CE);
son el cauce ordinario de asunción de competencias dentro del marco establecido en
la Constitución (art. 147.2.d. CE); y son, finalmente, el instrumento dinámico del
sistema autonómico en cuanto la Reforma de los Estatutos debe tener lugar conforme
al mismo procedimiento seguido para su aprobación. En el periodo inicial de la puesta
en marcha del Estado de las Autonomías y una vez promulgados los respectivos Esta-
tutos de las diecisiete Comunidades Autónomas (de 1979 a 1983) el foco de atención
principal del Derecho estatutario se centró fundamentalmente en el análisis del sistema
de distribución competencial resultante de la aplicación del principio dispositivo, sobre
la base de la negociación del Estado con cada una de las Comunidades Autónomas,
aunque otros aspectos institucionales como el sistema de Gobierno y Administración,
régimen de la Asambleas legislativas, régimen de financiación, etc., merecieron también
una atención preferente.

El conjunto de los diecisiete Estatutos de Autonomía formaban un prolijo mate-
rial normativo que alcanzaba 1086 preceptos o disposiciones, dando así vida a un riquí-
simo panorama de nuevas cuestiones político-administrativas. A fin de ofrecer una visión
general de este nuevo capítulo del Derecho público, publiqué en 1983 una obra editada
por el Instituto de Estudios de Administración Local, bajo el título de Código de los Esta-
tutos de Autonomía de las Comunidades Autónomas (Ordenación sistemática y compa-
rada por instituciones y materias). El análisis comparado de los textos estatuarios ponía
de relieve la capacidad creativa y estratégica de sus autores, apurando al máximo las
posibilidades que ofrecía el marco constitucional, extrayendo sucesivamente  de cada
nuevo texto estatutario nuevos elementos configuradores de las distintas materias
competenciales, graduando los distintos niveles competenciales (exclusiva, desarrollo
legislativo o ejecución) a costa de obtener el reconocimiento de una materia compe-
tencial; configurando ex novo procedimientos para acceder en el futuro a nuevas
competencias diferidas, etc. A los veinte años de esta primera singladura estatutaria
puede decirse que fue una excelente operación de ingeniería institucional, desde la
óptica de sus presupuestos iniciales, basados en el principio dispositivo, en la emula-
ción entre Comunidades y en la heterogeneidad institucional y competencial.
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2. El componente dinámico del Estado de la Autonomías pronto hizo acto de presencia
y a finales de los años ochenta las Comunidades Autónomas que accedieron a su auto-
gobierno por la vía del artículo 143 CE, de conformidad con el artículo 148.2 CE, al
haber pasado ya cinco años de la aprobación de sus Estatutos de Autonomía podían
iniciar y exigían el proceso de asunción de nuevas competencias... Ante este nuevo
panorama, la dirección estratégica de la reforma estatutaria por el Gobierno del Estado
no podía basarse en los mismos presupuestos y moldes que en los de los primeros
años ochenta, pues la experiencia del funcionamiento del Estado de las Autonomías
había revelado importantes disfunciones, a las que no era ni mucho menos ajena la
disparidad competencial entre las distintas Comunidades Autónomas, que la negocia-
ción de la reforma estatutaria individualizada habría posiblemente incrementado. Final-
mente, se optó por un método globalizado, pero que ha dado buenos resultados, arti-
culado en tres fases: Pactos Autonómicos de 1992 entre los Partidos Políticos
(Gobierno, PSOE y PP); utilización de la vía del artículo 150.2 CE mediante la Ley Orgá-
nica 9/1992, de 23 de diciembre, de transferencia de competencias a las Comunidades
Autónomas que accedieron por la vía del artículo 143; y finalmente revisión en 1994 de
los respectivos Estatutos mediante la correspondiente Ley Orgánica.

Como revela la Memoria de la Ley Orgánica 9/1992 remitida al Congreso de
los Diputados, el análisis comparativo de las distintas competencias ya asumidas por
las Comunidades  Autónomas y su reordenación y reajuste fue fundamental para homo-
geneizar los niveles competenciales y poder asumir, a su vez, las nuevas competencias.
De esta suerte, a lo largo de la década de los noventa, a través de las reformas aludidas
y otras posteriores, con sacrificio de las singularidades que propiciaba en su origen el
principio dispositivo, se ha logrado un alto grado de homogeneidad y ampliación de las
competencias entre las distintas Comunidades Autónomas del artículo 143 CE al mismo
tiempo que se han alcanzado niveles competenciales similares a las que lo hicieron por
la vía del artículo 151 CE. Precisamente, en los momentos actuales, la cuestión que se
suscita en el horizonte autonómico es el planteamiento de la revisión de algunos de los
Estatutos de dichas Comunidades, sin perjuicio de que durante estos últimos años sus
textos competenciales se han ampliado por la vía singular y extraestatutaria del artículo
150.2 CE.

A los veinte años de la promulgación de los últimos Estatutos de Autonomía
sigue siendo del máximo interés disponer de un Código comparado y actualizado de las
materias e instituciones que contienen los textos estatutarios. Si bien las materias
competenciales han perdido parte de su primitivo interés ante el proceso de homoge-
neización competencial, conservan su valor testimonial de primer orden. A mayor abun-
damiento, ello permite prestar atención a otros aspectos institucionales comparados
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que anteriormente no siempre han merecido la atención requerida. La obra de Ruiz
Robledo presenta una gran utilidad en cuanto actualiza y sistematiza todo el material
estatutario vigente hasta el momento. Una obra de estas características sirve de
consulta a los distintos operadores jurídicos y, en particular, a las Comunidades Autó-
nomas, al tiempo que facilita a los estudiosos detectar campos de tratamiento e inves-
tigación comparada que, como evidencia la experiencia, son especialmente fértiles para
los trabajos legislativos y doctrinales.

MARTÍN BASSOLS COMA
Catedrático de Derecho Administrativo

Universidad de Alcalá
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INTRODUCCIÓN

I. Como se ha escrito miles de veces, la Constitución española no realiza ella
misma la distribución territorial del poder político, sino que consagra el “derecho de las
nacionalidades y regiones” a la autonomía. Para el ejercicio de este derecho, y en virtud
del principio dispositivo, la Constitución recogió una gran variedad de iter autonómicos,
con dos modelos básicos: el procedimiento ordinario del artículo 146 (o más exacta-
mente del 146 en relación con la disposición transitoria primera, que permitía a los
entes preautonómicos sustituir la iniciativa de las diputaciones provinciales) y el espe-
cial para Cataluña, el País Vasco y Galicia (disposición transitoria segunda).  Como una
variedad de este segundo procedimiento, el artículo 151 se configuró como una vía
excepcional para alcanzar el máximo nivel de autonomía, siempre que se superaran los
requisitos de verificación de la  voluntad autonomista, sobre todo el referéndum de rati-
ficación de la iniciativa autonómica con un quórum difícil de alcanzar: tenía que ser apro-
bado por la mayoría absoluta del censo electoral de cada provincia.

En el momento en que se aprobó la Constitución estaba muy claro que Cata-
luña, el País Vasco y Galicia elaborarían rápidamente sus Estatutos por el procedimiento
pactado del artículo 152, tanto es así que los diputados vascos y los catalanes presen-
taron sus respectivos Estatutos en el Congreso el 29 de diciembre de 1978, el mismo
día de entrada en vigor de la Constitución. No en balde el primer objetivo de los cons-
tituyentes al reconocer en el artículo dos el derecho a la autonomía y desarrollarlo en
el Título VIII era satisfacer las demandas de autogobierno del País Vasco y Cataluña;
unas reivindicaciones de honda raigambre histórica. En un segundo lugar, estaban otros
objetivos en relación con otros territorios, como una mejor organización administrativa,
un acercamiento del poder a los ciudadanos, etc. Para lograrlos, se diseñó el iter auto-
nomico del artículo 143 que debía desembocar en unas Comunidades Autónomas sin
poder legislativo propio. El texto de la Constitución no lo decía expresamente, pero la
contraposición del silencio del artículo 147 en este punto con la concreción del artículo
152 sólo podía significar que unas  Comunidades tendrían Asamblea Legislativa y otras
no; lo mismo que la facilidad del procedimiento del artículo 146 y  la dificultad del 151;
por no hablar de la previsión del artículo 69.5 de unos senadores autonómicos elegidos
por esas Asambleas y otras por sus órganos colegiados superiores. El germen de lo
que unos años después se llamaría federalismo asimétrico estaba ya en el propio artí-
culo 2 distinguiendo entre nacionalidades y regiones.

II. El despliegue del Estado autonómico no fue, sin embargo, en el sentido de dos
tipos de Comunidades, unas políticas y otra autonómicas. El Gobierno de UCD lo intentó
mediante su racionalización de las autonomías y la recomendación de la abstención en
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el referéndum andaluz del 28 de febrero de 1980, pero los resultados de ese refe-
réndum  y la posición de las fuerzas políticas andaluzas obligaron a replantear el Estado
autonómico, sustituyendo su lógica de la dualidad por una lógica de la homogeneidad.
Irónicamente, la creación de Asambleas Legislativas en todas las Comunidades Autó-
nomas no se debió -como se temía la UCD- al éxito jurídico del referéndum andaluz, sino
a su fracaso: los más de dos millones y medio de votos afirmativos (el 55% del censo
de toda Andalucía) fue una victoria política que necesitó una complementación jurídica
(las Leyes Orgánicas 11 y 12 de 1980). Por tanto, si Andalucía lograba un Estatuto con
Asamblea Legislativa sin haber superado el quórum provincial de la mayoría absoluta
establecido en el artículo 151 de la Constitución, pero sí con la generosa ayuda del
legislador, no se podía impedir que Navarra usará la disposición adicional primera para
lograr su Asamblea Legislativa, tal y como su Diputación Foral tenía preparado desde
1979. Los órganos preautonómicos de Canarias y Valencia, que habían reconducido su
iter autonómico del 151 al 143, presionaron en sentido similar, produciendo un efecto
cascada que desembocó en los pactos autonómicos del 31 de julio de 1981 entre el
Gobierno de UCD y el PSOE para organizar todos el territorio estatal en Comunidades
Autónomas con Asamblea Legislativa. En los dos años siguientes se aprobaron, usando
prácticamente todos los procedimientos previstos en la Constitución, los otros catorce
Estatutos de Autonomía, todos con Asamblea Legislativa. Así, el Estado autonómico
efectivamente vigente, diseñado por el binomio Constitución-Estatutos (o quizás habría
que decir polinomio de dieciocho términos), abandonaba la distinción cualitativa, de
naturaleza, entre unas Comunidades políticas y otras administrativas, para sustituirla
por una diferencia cuantitativa, de grado entre las Comunidades de autonomía plena o
de primer grado y las de segundo o autonomía ordinaria.

III. El Estado autonómico homogéneo que se creó tras los pactos de 1981 no
supuso la fijación definitiva del poder político territorial en España no ya porque faltaran
muchos desarrollos complementarios (empezando por el traspaso de los servicios y la
efectiva delimitación de competencias, en la que el TC ha desarrollado una labor insus-
tituible), sino porque los propios actores políticos decidieron elevar el nivel de autogo-
bierno de las autonomías de segundo grado, para lo cual se firmaron en 1992 unos
nuevos pactos autonómicos entre el Gobierno del PSOE y el Partido Popular. La técnica
jurídica para aplicar estos pactos se dividió en dos pasos, en el primero se hizo, al
amparo del artículo 150, una transferencia general de competencias mediante la Ley
Orgánica 9/1992, de 23 de diciembre de transferencia de competencias a las Comu-
nidades Autónomas que accedieron a la autonomía del artículo 143 de la Constitución;
en el segundo, se usó la autorización del artículo 148.2 de la Constitución para
aumentar las competencias autonómicas una vez transcurridos cinco años desde la
aprobación de los Estatutos, lo que originó un largo proceso de reforma (casi de una
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década) de estos Estatutos. La homogeneidad de las competencias autonómicas
avanzó también mediante otras Leyes, como la Ley Orgánica 2/1996, de 15 de enero,
complementaria de la Ordenación del Comercio Minorista, la Ley Orgánica 16/1995, de
27 de diciembre, de transferencia de competencias a la Comunidad Autónoma Gallega,
etc. En esta línea de extender la autonomía a todo el territorio nacional, en 1995 las
Cortes Generales utilizaron el artículo 144 b de la Constitución para aprobar sendos
Estatutos de Autonomía para Ceuta y Melilla, si bien sus Asambleas carecen de
potestad legislativa. Falta de capacidad legislativa que no deja de ser una prueba más
de que no hacía  falta forzar lo más mínimo las disposiciones constitucionales para la
creación de Comunidades sin ese rasgo esencial de la autonomía política.

Aunque la distancia entre el nivel de competencias de las autonomías ordina-
rias y las especiales se ha reducido mucho en los veinticinco años de vigencia de la
Constitución, me parece que es justo señalar aquí que el País Vasco y Cataluña tienen
algunas competencias de las que no disponen las demás, muy especialmente en
materia de tráfico y policía, el primero porque así lo disponía su Estatuto, y la segunda
porque se completó la regulación de su norma institucional básica mediante la Ley Orgá-
nica 6/1997, de 15 de diciembre, de transferencia de competencias ejecutivas en
materia de tráfico y circulación de vehículos a la Comunidad Autónoma de Cataluña.
Además algunas leyes estatales generales han dado un tratamiento especial a estas
Comunidades, así por ejemplo -con base constitucional y estatutaria- la Ley Orgánica de
Régimen Electoral General reconoce la capacidad normativa de la Comunidad Autónoma
Vasca para regular las elecciones a las Diputaciones Forales. Más discutible es la Ley
41/1997de modificación de la Ley de conservación de los espacios naturales, que atri-
buye a la Generalitat catalana la gestión exclusiva del Parque Nacional de Aigües Tortes,
manteniéndole la financiación estatal, cuando parece obligado recurrir a la Ley orgánica
del artículo 150 para transferir cualquier competencia de gestión de una materia
estatal. La Ley ordinaria 1/1997 no justifica mínimamente su decisión, que además
adopta en la disposición adicional mediante una fórmula nada evidente: Aigües Tortes
«tendrá a todos los efectos de la presente Ley la consideración de Parque Nacional,
manteniendo, sin embargo, el actual régimen de gestión y organización en los términos
establecidos por la normativa autonómica». En fin, el País Vasco y Navarra tienen un
mayor grado de autonomía que las demás Comunidades en el ámbito de las compe-
tencias financieras, sobre el que volveré más adelante.

En el plano jurídico-político y el simbólico o de apreciación ciudadana, y por
tanto de imagen institucional, me parece que la gran diferencia que se mantiene entre
las cuatro Comunidades Autónomas del País Vasco, Cataluña, Galicia y Andalucía es la
celebración separada de sus elecciones autonómicas, sin que coincidan con las locales
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y con el resto de autonómicas que se celebran el último domingo del mes de mayo del
año en que correspondan. Los Estatutos ordinarios fueron reformados para atribuir a
los Presidentes de las Comunidades la capacidad de disolver las Asambleas Legisla-
tivas, pero con la importante salvedad de que en ese caso la nueva legislatura durará
únicamente el tiempo que faltara para completar la anterior. En el plano puramente polí-
tico las diferencias entre unas y otras Comunidades se centran en la existencia de
partidos políticos, donde los partidos nacionalistas desempeñan un papel central. Por
eso, en mi opinión el gran hecho diferencial del País Vasco y de Cataluña reside en que
sus respectivos partidos mayoritarios -y con ellos buena parte de sus ciudadanos- consi-
deran que existe un hecho diferencial. Desde el punto de vista estrictamente jurídico,
podrá replicarse a este argumento -aparentemente tautológico- que los hechos diferen-
ciales son los expresamente reconocidos en la Constitución (la lengua, los derechos
forales, la insularidad); pero lo cierto es que el hecho de que los partidos nacionalistas
sean mayoritarios en las Comunidades Autónomas del País Vasco y Cataluña tiene una
repercusión jurídica muy relevante, que por lo que ahora nos atañe se concreta en dos
cuestiones: por un lado en que la mayor parte de la alta conflictividad jurisdiccional
entre el Estado y las Comunidades Autónomas se centra en estas dos Comunidades;
por otro, en el bloqueo de la modificación de sus Estatutos. Así, mientras la mayoría de
los Estatutos ordinarios han sido reformados hasta tres veces, el catalán y el vasco no
se han reformado nunca; por contagio -y por cierto miedo a una baja participación en
el referéndum obligatorio de reforma- tampoco se han reformado ni el gallego ni el
andaluz, con el lamentable efecto de crear unas pautas de funcionamiento de los
poderes públicos de estas Comunidades sin soporte estatutario, cuando no simple-
mente en contra de su tenor literal (como es el caso de la atribución al Presidente de
la Junta de la capacidad para disolver el Parlamento). Sin duda, es perentorio reformar
estos cuatro Estatutos para adaptarlos a la nueva situación jurídico constitucional que
se ha creado en los últimos veinticinco años, muy especialmente por la incorporación
de España a la Unión Europea, que ha tenido una honda influencia en nuestra Constitu-
ción territorial efectivamente vigente. Evidentemente, la propuesta de Estatuto Político
del País Vasco que ha realizado el Lehendakari dificulta muchísimo esa tarea pues se
sitúa claramente fuera del marco constitucional en cuanto es contrario al principio de
soberanía única del pueblo español.

IV. Según el artículo 147 de la Constitución las competencias de cada Comunidad
Autónoma se establecen en el respectivo Estatuto; pero el  artículo 157.3 establece un
régimen específico para las financieras al ordenar que «mediante ley orgánica podrá
regularse el ejercicio de las competencias financieras enumeradas en el precedente
apartado 1, las normas para resolver conflictos que pudieran surgir y las posibles
formas de colaboración financiera entre las Comunidades Autónomas y el Estado» (art.
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157.3).  En virtud de este mandato constitucional se aprobó la Ley Orgánica 8/1980,
de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas (LOFCA). Previa-
mente, el Estatuto de Autonomía del País Vasco había excepcionado a esta Comunidad
Autónoma del sistema general de financiación sometiéndolo al sistema foral tradicional
de Concierto Económicos o Convenios. Por su parte, el Estatuto catalán también incluía
un buen número de disposiciones en materia financiera, muy especialmente una que
claramente se incluía en la materia reservada por el artículo 157.3 a la LOFCA: la deter-
minación de los impuestos estatales que se cedían a la Comunidad Autónoma (DA 6.ª).
Para compatibilizar estos mandatos estatutarios con la Constitución, el propio Estatuto
ordenaba en su Disposición Adicional Séptima que el ejercicio de las competencias
financieras se ajustará a lo que establezca la Ley Orgánica del artículo 157.3 de la
Constitución. Además, se especificaba que la modificación de Disposición Adicional
Sexta no se considerará modificación del Estatuto, por lo que no está sometida al
sistema rígido -referéndum incluido- que establece el artículo 152.2 de la Constitución.

Puesto que el Estatuto catalán, aprobado por la Ley Orgánica 4/1979, de 18
de noviembre, se adelantó casi un año a la LOFCA, la cesión de impuestos tenía una
razón de oportunidad temporal que desapareció una vez que se aprobó la LOFCA. Sin
embargo, en 1981 los Estatutos gallego y andaluz recogieron también la relación de
impuestos que se cedían a sus respectivas Comunidades Autónomas y un mandato
similar sobre la modificación de estos artículos estatutarios por una ley estatal. Posi-
blemente a favor de recoger estos mandatos jugó tanto la inercia de unos textos que
empezaron a redactarse antes de haberse aprobado la LOFCA, como el inevitable
efecto emulación, que llevaba a defender un Estatuto en todo similar al catalán.
Además, en la remisión a la ley ordinaria que hacía el Estatuto catalán (y luego copiaron
todos los demás) para modificar la relación de impuestos cedidos se establecía un
requisito favorable a la Comunidad, que no estaba en la Constitución: la ley estatal que
reforme estas cesiones deberá iniciarse mediante un proyecto previamente pactado
entre el Gobierno y la Comunidad Autónoma. Sea como fuere, lo cierto es que tras el
Estatuto gallego y el andaluz, el asturiano y todos los demás -salvo el navarro, que
mantenía el tradicional sistema de convenio económico- recogieron normas enume-
rando los impuestos estatales cedidos con idéntico procedimiento de reforma.

V. El propio Estatuto de Autonomía para Cataluña preveía la negociación del
porcentaje de participación de la Comunidad en los impuestos estatales al completarse
el traspaso de servicios o al cumplirse el sexto año de vigencia del Estatuto, porcentaje
que se revisaría cada cinco años. Esta previsión era consecuencia de la estrecha unión
que se establecía en un primer momento entre los servicios estatales transferidos a la
Generalidad y el sistema de financiación: se partía de la idea de que la Comunidad
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debería prestar estos servicios con el mismo nivel de calidad que el Estado, para lo cual
los acuerdos de las Comisiones mixtas de transferencias calculaban para cada cesión
de funcionarios, locales y todos los bienes necesarios una financiación aneja según el
coste de esos factores.

Todas las demás Comunidades siguieron este modelo provisional de financia-
ción según el coste efectivo. La revisión quinquenal del sistema de financiación, que ha
dado lugar a cuatro revisiones de la LOFCA (1989, 1996, 1998 y 2001) ha ido evolu-
cionando en el sentido de aumentar la autonomía de ingresos de las Comunidades, la
llamada corresponsabilidad fiscal, y ha desembocado en un nuevo sistema de financia-
ción con voluntad de estabilidad basado (según la Ley 21/2001, de 27 de diciembre)
en los principios de generalidad, estabilidad, suficiencia, autonomía, solidaridad, coor-
dinación, participación en la Agencia Estatal de Administración Tributaria y participación
en los Tribunales Económico-Administrativos.

VI. Nada más entrar en vigor el último Estatuto de Autonomía, el de Castilla y León
aprobado por la Ley Orgánica 4/1983, de 25 de febrero, el profesor Martín Bassols
Coma publicaba su Código de los Estatutos de Autonomía de las Comunidades Autó-
nomas (Ordenación sistemática y comparada por instituciones y materias), un libro que
para los que entonces nos adentrábamos en el complicado mundo del Estado autonó-
mico se convertiría en una fuente de consulta obligada y provechosa. En los veinte años
transcurridos desde entonces se han producido una serie de reformas de los Estatutos,
las directas de las Leyes Orgánicas de reforma y las indirectas de las Leyes ordinarias
de cesión de tributos, que me han animado a preparar por mi cuenta y riesgo un  nuevo
Código autonómico. Menos audaz que el profesor Bassols, al que  agradezco su gene-
roso prólogo, he procurado emplear en la sistemática de mi Código la estructura
general de los propios Estatutos. En especial, en la complicadísima clasificación de
competencias he distinguido,  siguiendo a la mayoría de los Estatutos, entre las compe-
tencias exclusivas, las competencias exclusivas de acuerdo con las bases estatales y
las competencias de desarrollo de las bases (o competencias complementarias), a
pesar de que en el orden competencial que ha configurado el Tribunal Constitucional
estas dos últimas competencias tienen un régimen prácticamente idéntico. Por esa idea
de mantener lo más posible la estructura de los Estatutos, siempre que he podido he
mantenido unido los distintos apartados de un artículo; por tanto, mantengo dentro de
competencias exclusivas todos los apartados de un artículo que comienzan con esa
denominación, aunque luego ellos añadan el inciso “sin perjuicio”. Igualmente, mantengo
dentro de la categoría “exclusivas de acuerdo con las bases” las competencias “plenas”
en educación, las de creación de policía, las de conservación del derecho consuetudi-
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nario y, en general todas aquellas que no reciben una denominación expresa, pero que
de su contexto pueda entenderse que se atribuyen con cierto carácter de exclusividad,
aunque sin perjuicio de una similar competencia del Estado.

De esta ordenación del Código autonómico, y de los errores e insuficiencias que pueda
encontrar el lector, soy el único responsable. Además del agradecimiento que debo a
Martín Bassols, también estoy en deuda con Jaime Nicolás Muñiz, que me alentó a
realizar este trabajo y con Joaquín Castillo Sempere, que ha aceptado publicarlo. María
Fernández no sólo me ha ayudado en la laboriosa tarea de cortar y pegar los textos,
sino que en no pocas ocasiones ha dado su acertado criterio sobre la ordenación del
articulado. En la elaboración del índice analítico ha sido fundamental la labor de María
del Mar García Morales y Olga María Poveda. 

AGUSTÍN RUIZ ROBLEDO
Profesor Titular de Derecho Constitucional de la Universidad de Granada

Director del Gabinete de Análisis de la Presidencia del Parlamento de Andalucía



TÍTULO PRELIMINAR. DISPOSICIONES GENERALES

1. LOS FUNDAMENTOS DE LA AUTONOMÍA

1. PAÍS VASCO:
Artículo 1.
El Pueblo Vasco o Euskal-Herria, como expresión de su nacionalidad, para acceder a su
autogobierno, se constituye en Comunidad Autónoma dentro del Estado español bajo la
denominación de Euskadi o País Vasco, de acuerdo con la Constitución y con el
presente Estatuto, que es su norma institucional básica.

Disposición Adicional.
La aceptación del régimen de autonomía que se establece en el presente Estatuto no
implica renuncia del Pueblo Vasco a los derechos que como tal le hubieran podido
corresponder en virtud de su historia, que podrán ser actualizados de acuerdo con lo
que establezca el ordenamiento jurídico.

2. CATALUÑA:
Preámbulo.
En el proceso de recuperación de las libertades democráticas, el pueblo de Cataluña
recobra sus instituciones de autogobierno.
Cataluña, ejerciendo el derecho a la autonomía que la Constitución reconoce y garan-
tiza a las nacionalidades y regiones que integran España, manifiesta su voluntad de
constituirse en Comunidad Autónoma.
En esta hora solemne en que Cataluña recupera su libertad, es necesario rendir home-
naje a todos los hombres y mujeres que han contribuido a hacerlo posible.
El presente Estatuto es la expresión de la identidad colectiva de Cataluña y define sus
instituciones y sus relaciones con el Estado en un marco de libre solidaridad con las
restantes nacionalidades y regiones. Esta solidaridad es la garantía de la auténtica
unidad de todos los pueblos de España.
El pueblo catalán proclama como valores superiores de su vida colectiva la libertad, la
justicia y la igualdad, y manifiesta su voluntad de avanzar por una vía de progreso que
asegure una digna calidad de vida para todos los que viven y trabajan en Cataluña.
La libertad colectiva de Cataluña encuentra en las instituciones de la Generalidad el nexo
con una historia de afirmación y respeto de los derechos fundamentales y de las liber-
tades públicas de la persona y de los pueblos; historia que los hombres y mujeres de
Cataluña quieren continuar para hacer posible la construcción de una sociedad demo-
crática avanzada.
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Por fidelidad a estos principios y para hacer realidad el derecho inalienable de Cataluña
al autogobierno, los parlamentarios catalanes proponen, la Comisión Constitucional del
Congreso de los Diputados acuerda, el pueblo catalán confirma y las Cortes Generales
ratifican el presente Estatuto.

Artículo 1.
1. Cataluña, como nacionalidad y para acceder a su autogobierno, se constituye en
Comunidad Autónoma de acuerdo con la Constitución y con el presente Estatuto, que
es su norma institucional básica.
2. La Generalidad es la institución en que se organiza políticamente el autogobierno de
Cataluña.
3. Los poderes de la Generalidad emanan de la Constitución, del presente Estatuto y
del pueblo.

3. GALICIA:
Artículo 1.
1. Galicia, nacionalidad histórica, se constituye en Comunidad Autónoma para acceder
a su autogobierno de conformidad con la Constitución Española y con el presente Esta-
tuto, que es su norma institucional básica.
2. La Comunidad Autónoma, a través de instituciones democráticas, asume como tarea
principal la defensa de la identidad de Galicia y de sus intereses y la promoción de soli-
daridad entre todos cuantos integran el pueblo gallego.
3. Los poderes de la Comunidad Autónoma de Galicia emanan de la Constitución, del
presente Estatuto y del pueblo.

4. ANDALUCÍA:
Artículo 1.
1. Andalucía, como expresión de su identidad histórica y en el ejercicio del derecho al
autogobierno que la Constitución reconoce a toda nacionalidad, se constituye en Comu-
nidad Autónoma, en el marco de la unidad indisoluble de la nación española, patria
común indivisible de todos los españoles.
2. El Estatuto de Autonomía aspira a hacer realidad los principios de libertad, igualdad
y justicia para todos los andaluces, en el marco de igualdad y solidaridad con las demás
nacionalidades y regiones de España.
3. Los poderes de la Comunidad Autónoma emanan de la Constitución y del pueblo
andaluz en los términos del presente Estatuto.
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5. ASTURIAS:
Artículo 1.
1. Asturias se constituye en Comunidad Autónoma de acuerdo con la Constitución y el
presente Estatuto que es su norma institucional básica.
2. (Modificado por LO 1/1999) La Comunidad Autónoma, comunidad histórica consti-
tuida en el ejercicio del derecho al autogobierno amparado por la Constitución, se deno-
mina Principado de Asturias.

6. CANTABRIA:
Preámbulo. (Modificado por LO 11/1998)
Cantabria, como comunidad histórica perfectamente definida dentro de España y haciendo uso del
derecho a la autonomía que la Constitución reconoce en su Título VIII y en base a las decisiones de
la Diputación Provincial y de sus Ayuntamientos libre y democráticamente expresadas, manifiesta su
voluntad de constituirse en Comunidad Autónoma de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 143 de
la Constitución.
El presente Estatuto es la expresión jurídica de la identidad de Cantabria y define sus instituciones,
competencias y recursos, dentro de la indisoluble unidad de España y en el marco de la más estrecha
solidaridad con las demás nacionalidades y regiones.
Cantabria encuentra en sus instituciones la voluntad de respetar los derechos fundamentales y liber-
tades públicas, a la vez que se afianza e impulsa el desarrollo regional sobre la base de unas rela-
ciones democráticas.
Para hacer realidad el derecho de Cantabria al autogobierno, la Asamblea Mixta de Cantabria, prevista
en el artículo 146 de la Constitución, propone y las Cortes Generales aprueban, el presente Estatuto.

Artículo 1. (Modificado por LO 11/1998)
1. Cantabria, como comunidad histórica, para ejercer su derecho al autogobierno reconocido consti-
tucionalmente, se constituye en Comunidad Autónoma de acuerdo con la Constitución y el presente
Estatuto, que es su norma institucional básica.
2. Los poderes de la Comunidad Autónoma emanan de la Constitución, del presente Estatuto y del
pueblo.
3. La denominación de la Comunidad Autónoma será la de Cantabria.

Disposición final.
Recogiendo el sentir mayoritariamente ya expresado por la Diputación y Ayuntamientos
de la actual provincia de Santander, la promulgación de este Estatuto conllevará auto-
máticamente el cambio de denominación de la provincia de Santander por provincia de
Cantabria. El Gobierno dictará las disposiciones oportunas para que en el plazo de un
año se haya dado cumplimiento a las consecuencias derivadas de esta disposición final.
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7. LA RIOJA:
Artículo 1 (Modificado por LO 2/1999)
1. La Rioja, como expresión de su identidad histórica y en el ejercicio del derecho al
autogobierno recogido en la Constitución Española se constituye en Comunidad Autó-
noma dentro del Estado Español, de acuerdo con la Constitución y el presente Estatuto
que es su norma institucional básica.
2. La Comunidad Autónoma de La Rioja, a través de sus instituciones, asume el
gobierno y la administración autónomos de la región. Sus poderes emanan del pueblo
y son ejercidos de acuerdo con la Constitución y el presente Estatuto.
3. El Estatuto de Autonomía aspira a hacer realidad los principios de libertad, igualdad
y justicia para todos los riojanos, en el marco de igualdad y solidaridad con las demás
nacionalidades y regiones de España.

8. REGIÓN DE MURCIA:
Artículo 1.
1. La provincia de Murcia, como expresión de su entidad regional histórica, dentro de
la indisoluble unidad de España, se constituye en Comunidad Autónoma, para acceder
a su autogobierno, de acuerdo con la Constitución y el presente Estatuto, que es su
norma institucional básica.
2. La Comunidad Autónoma, que se denomina Región de Murcia, asume el Gobierno y
la Administración autónomos de la provincia de Murcia.

Artículo 2.
Los poderes de la Comunidad Autónoma emanan de la Constitución, del presente Esta-
tuto y del pueblo.

9. COMUNIDAD VALENCIANA:
Preámbulo.
El presente Estatuto constituye la manifestación de la voluntad autonómica del pueblo
de las provincias valencianas, tras su etapa preautonómica, a la que accedió en virtud
del Real Decreto-Ley 10/1978, por el que se creaba el Consell del País Valenciano.
Aprobada la Constitución española, es, en su marco, donde la tradición valenciana
proveniente del histórico Reino de Valencia se encuentra con la concepción moderna del
País Valenciano, dando origen a la autonomía valenciana, como integradora de ambas
corrientes de opinión que enmarcan lo valenciano en un concepto cultural propio en el
estricto marco geográfico que comprende.
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Artículo 1.
1. El pueblo valenciano, históricamente organizado como Reino de Valencia, se consti-
tuye en Comunidad Autónoma, dentro de la indisoluble unidad de la nación española,
como expresión de su identidad histórica y en el ejercicio del derecho de autogobierno
que la Constitución reconoce a toda nacionalidad, con la denominación de Comunidad
Valenciana.
2. La Comunidad Valenciana es la expresión de la voluntad democrática y del derecho
del autogobierno del pueblo valenciano, y se rige por el presente Estatuto, que es su
norma institucional básica.
3. La Comunidad Valenciana tiene por objeto reforzar la democracia y garantizar la parti-
cipación de todos los ciudadanos en la realización de sus fines.

10. ARAGÓN:
Artículo 1. (Modificado por LO 5/1996)
Aragón, en expresión de su unidad e identidad históricas como nacionalidad, en el ejer-
cicio del derecho a la autonomía que la Constitución Española reconoce, accede a su
autogobierno de conformidad con la Constitución y el presente Estatuto, que es su
norma institucional básica.
Los poderes de la Comunidad Autónoma de Aragón emanan de la Constitución y del
pueblo aragonés en los términos del presente Estatuto.

11. CASTILLA-LA MANCHA:
Artículo 1.

Uno. (Modificado por LO 3/1997) Castilla-La Mancha, en el ejercicio del
derecho a la autonomía reconocido constitucionalmente, accede a su autogobierno de
conformidad con la Constitución Española y el presente Estatuto, que es su norma insti-
tucional básica.

Dos. La Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha es la institución en la que
se organiza política y jurídicamente el autogobierno de la región, dentro de la indisoluble
unidad de España patria común e indivisible de todos los españoles.

Tres. La Junta de Comunidades tiene plena personalidad jurídica en los
términos que establece la Constitución y con arreglo al presente Estatuto.

Cuatro. Los poderes de la Junta de Comunidades emanan de la Constitución,
del pueblo y del presente Estatuto.
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12. CANARIAS:
Artículo 1. (Modificado por LO 4/1996)
Canarias, como expresión de su identidad singular, y en el ejercicio del derecho al auto-
gobierno que la Constitución reconoce a toda nacionalidad, se constituye en Comunidad
Autónoma, en el marco de la unidad de la Nación española, de acuerdo con lo dispuesto
en la Constitución y en el presente Estatuto, que es su norma institucional básica.
La Comunidad Autónoma de Canarias, a través de sus instituciones democráticas,
asume como tarea suprema la defensa de los intereses canarios, la solidaridad entre
todos cuantos integran el pueblo canario, del que emanan sus poderes, el desarrollo
equilibrado de las Islas y la cooperación con otros pueblos, en el marco constitucional
y estatutario.

13. NAVARRA:
Preámbulo.
Navarra se incorporó al proceso histórico de formación de la unidad nacional española
manteniendo su condición de Reino, con la que vivió, junto con otros pueblos, la gran
empresa de España.
Avanzado el siglo XIX, Navarra perdió la condición de Reino, pero la ley de veinticinco
de octubre de mil ochocientos treinta y nueve confirmó sus Fueros, sin perjuicio de la
unidad constitucional, disponiendo que con la participación de Navarra, se introdujera
en ellos la modificación indispensable que reclamara el interés de la misma concilián-
dolo con el general de la Nación y de la Constitución de la Monarquía.
A tal fin, se iniciaron negociaciones entre el Gobierno de la Nación y la Diputación de
Navarra y en el acuerdo que definitivamente se alcanzó, tuvo su origen la Ley Paccio-
nada de dieciséis de agosto de mil ochocientos cuarenta y uno, aprobada por las Cortes
de la Monarquía española.
Al amparo de las citadas leyes, que traían causa de sus derechos originarios e histó-
ricos, Navarra conservó su régimen oral y lo ha venido desarrollando progresivamente,
conviniendo con la Administración del Estado la adecuación de facultades competencias
cuando fue preciso, acordando fórmulas de colaboración que se consideraron conve-
nientes y entendiendo siempre las necesidades de la sociedad.
En justa consideración a tales antecedentes, la Constitución, que afirma principios
democráticos, pluralistas y autonómicos, tiene presente la existencia del régimen foral
y, consecuentemente, en el párrafo primero de su disposición adicional primera,
ampara y respeta los derechos históricos de Navarra y, en el apartado dos de su dispo-
sición derogatoria, mantiene la vigencia en dicho territorio de la Ley de veinticinco de
octubre de mil ochocientos treinta y nueve. De ahí que, recién entrada en vigor la Cons-
titución se promulgara, previo acuerdo con la Diputación Foral, el Real Decreto de vein-
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tiséis de enero de mil novecientos setenta y nueve, con el que se inicio el proceso de
reintegración y amejoramiento del Régimen Foral de Navarra.
Es, pues, rango propio del Régimen Foral navarro, amparado por la Constitución que,
previamente a la decisión de las Cortes Generales órgano del Estado en el que se
encarna la soberanía indivisible del pueblo español, la representación de la Administra-
ción del Estado y la de la Diputación Foral de Navarra, acuerden la reforma y moderni-
zación de dicho Régimen. Dada la naturaleza y alcance del amejoramiento acordado
entre ambas representaciones, resulta constitucionalmente necesario que el Gobierno,
en el ejercicio de su iniciativa legislativa, formalice el pacto con rango y carácter de
proyecto de Ley Orgánica y lo remita a las Cortes Generales para que éstas procedan,
en su caso, a su incorporación al ordenamiento jurídico español como tal Ley Orgánica.

Artículo 1.
Navarra constituye una Comunidad Foral con régimen, autonomía e instituciones
propias, indivisible integrada en la Nación española y solidaria con todos sus pueblos.

Artículo 2.
1. Los derechos originarios e históricos de la Comunidad Foral de Navarra serán respetados
y amparados por los poderes públicos con arreglo a la Ley de veinticinco de octubre de mil
ochocientos treinta y nueve a la Ley Paccionada de dieciséis de agosto de mil ochocientos
cuarenta y uno y disposiciones complementarias, a la presente Ley Orgánica y a la Constitu-
ción, de conformidad con lo previsto en el párrafo primero de su disposición adicional primera.
2. Lo dispuesto en el apartado anterior no afectará a las Instituciones, facultades y
competencias del Estado inherentes a la unidad constitucional.

Artículo 3.
De acuerdo con la naturaleza del Régimen Foral de Navarra, su Amejoramiento, en los
términos de la presente Ley Orgánica, tiene por objeto:
1. Integrar en el Régimen Foral de Navarra todas aquellas facultades y competencias
compatibles con la unidad constitucional.
2. Ordenar democráticamente las instituciones Forales de Navarra.
3. Garantizar todas aquellas facultades y competencias propias del Régimen Foral de
Navarra.

14. EXTREMADURA:
Artículo 1.
1. Extremadura, como expresión de su identidad regional histórica, dentro de la indiso-
luble unidad de la nación española, se constituye en Comunidad Autónoma de acuerdo
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con la Constitución española y con el presente Estatuto, que es su norma institucional
básica.
2. La Comunidad Autónoma de Extremadura, a través de instituciones democráticas,
asume el ejercicio de su autogobierno regional, la defensa de su propia identidad y
valores y la mejora y promoción del bienestar de los extremeños.
3. Los poderes de la Comunidad Autónoma de Extremadura emanan del pueblo, de la
Constitución y del presente Estatuto.

15. ISLAS BALEARES:
Artículo 1. (Modificado por LO 3/1999)
1. Las Illes Balears, como expresión de su identidad histórica y de su singularidad, en
el ejercicio del derecho al autogobierno que la Constitución reconoce a las nacionali-
dades y regiones, se constituye en Comunidad Autónoma en el marco de la Constitu-
ción y el presente Estatuto.
2. La denominación de la Comunidad Autónoma es Illes Balears.

16. COMUNIDAD DE MADRID:
Artículo 1. (Modificado por LO 5/1998)
1. Madrid, en expresión del interés nacional y de sus peculiares características sociales,
económicas, históricas y administrativas, en el ejercicio del derecho a la autonomía que
la Constitución Española reconoce y garantiza, es una Comunidad Autónoma que orga-
niza su autogobierno de conformidad con la Constitución Española y con el presente
Estatuto, que es su norma institucional básica.
2. La Comunidad Autónoma de Madrid se denomina Comunidad de Madrid.
3. La Comunidad de Madrid, al facilitar la más plena participación de los ciuda-
danos en la vida política, económica, cultural y social, aspira a hacer realidad los
principios de libertad, justicia e igualdad para todos los madrileños, de confor-
midad con el principio de solidaridad entre todas las nacionalidades y regiones de
España.

17. CASTILLA Y LEÓN:
Exposición de motivos.
Los antiguos reinos de Castilla y León han mantenido a lo largo de los siglos una iden-
tidad histórica y cultural claramente definida dentro de la plural unidad de España. Al
ejercer, por abrumadora mayoría de sus instituciones representativas provinciales y
locales, el derecho a su Autonomía, en los términos que establece la Constitución espa-



ñola, el pueblo castellano-leonés ha expresado su voluntad política de organizarse en
Comunidad Autónoma, reanudando así aquella identidad.
La Comunidad de Castilla y León, fiel una vez más a ese pasado histórico, asume con
su creación y ha de orientar los actos de todas sus instituciones a la defensa de su
propia identidad, de la que constituye parte inseparable el reconocimiento y respeto a
la pluralidad cultural de España, así como a una más completa solidaridad de las provin-
cias que integran dicha Comunidad, potenciando el desarrollo integral de todos los
castellano-leoneses dentro de la más amplia solidaridad entre todos los pueblos de
España.
El presente Estatuto de Autonomía constituye la norma institucional básica, conforme a
la que se organiza la Comunidad. A través de aquél, Castilla y León recupera su máximo
órgano representativo, las Cortes, e institucionaliza como órgano superior de gobierno
y administración la Junta, a cuyo frente figura el Presidente de la Junta de Castilla y
León, elegido entre sus miembros por las Cortes y nombrado por el Rey. La necesaria
unificación del poder judicial en el ámbito de la Comunidad se logra con la creación de
un Tribunal Superior de Justicia, conforme también con los preceptos constitucionales.
De acuerdo con su propia tradición histórica, los Municipios y las Diputaciones Provin-
ciales ven expresamente declarada la Autonomía que la Constitución les reconoce, al
tiempo que el Estatuto establece los mecanismos adecuados que, a través de la parti-
cipación de aquéllas, permitan la más amplia descentralización funcional en el ámbito
de la Comunidad.
Castilla y León, consciente de su significado histórico, confía en que el proceso que
inicia con el presente Estatuto conduzca a sus hombres y a sus tierras hacia metas
elevadas de progreso social, económico y cultural y contribuya a la corrección progre-
siva de sus propios desequilibrios internos en un proyecto común asentado en los prin-
cipios democráticos de la libertad, la justicia, la igualdad, la solidaridad y el pluralismo.
En su virtud cumplidos los requisitos que para la iniciación del proceso autonómico esta-
blece el artículo 143 de la Constitución, la Asamblea a que se refiere el artículo 146 de
la misma, en su sesión de 27 de junio de 1981, ha aprobado el proyecto de Estatuto
de Autonomía de Castilla y León y las Cortes Generales aprueban el siguiente Estatuto:

Artículo 1. Disposiciones generales. (Modificado por LO 4/1999)
1. Castilla y León, como expresión de su identidad propia, de acuerdo con la vincula-
ción histórica y cultural de las provincias que la integran, y en ejercicio del derecho a la
autonomía reconocido en el artículo 2 de la Constitución, se constituye en Comunidad
Autónoma conforme a la misma y al presente Estatuto, que es su norma institucional
básica.
2. La Comunidad de Castilla y León es la institución en la que se organiza política y jurí-
dicamente el autogobierno de la Comunidad Autónoma.
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3. La Comunidad de Castilla y León tiene plena personalidad jurídica en los términos de
la Constitución y con arreglo al presente Estatuto de Autonomía.

18. CEUTA:
Artículo 1. 
Ceuta, como parte integrante de la Nación española y dentro de su indisoluble unidad,
accede a su régimen de autogobierno y goza de autonomía para la gestión de sus inte-
reses y de plena capacidad para el cumplimiento de sus fines, de conformidad con la
Constitución, en los términos del presente Estatuto y en el marco de la solidaridad entre
todos los territorios de España.

19. MELILLA:
Artículo 1. 
Melilla, como parte integrante de la Nación española y dentro de su indisoluble unidad,
accede a su régimen de autogobierno y goza de autonomía para la gestión de sus inte-
reses y de plena capacidad para el cumplimiento de sus fines, de conformidad con la
Constitución, en los términos del presente Estatuto y en el marco de la solidaridad entre
todos los territorios de España.
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2. EL TERRITORIO

1. PAÍS VASCO:
Artículo 2.
1. Álava, Guipúzcoa y Vizcaya, así como Navarra, tienen derecho a formar parte de la
Comunidad Autónoma del País Vasco.
2. El territorio de la Comunidad Autónoma del País Vasco quedará integrado por los
Territorios Históricos que coinciden con las provincias, en sus actuales límites, de Álava,
Guipúzcoa y Vizcaya, así como la de Navarra, en el supuesto de que esta última decida
su incorporación de acuerdo con el procedimiento establecido en la disposición transi-
toria cuarta de la Constitución.

Artículo 8.
Podrán agregarse a la Comunidad Autónoma del País Vasco otros territorios o munici-
pios que estuvieran enclavados en su totalidad dentro del territorio de la misma,
mediante el cumplimiento de los requisitos siguientes:
a) Que soliciten la incorporación el Ayuntamiento o la mayoría de los Ayuntamientos

interesados, y que se oiga a la Comunidad o provincia a la que pertenezcan los Territo-
rios o Municipios a agregar.
b) Que lo acuerden los habitantes de dicho Municipio o Territorio mediante referéndum

expresamente convocado, previa la autorización competente al efecto y aprobado por
mayoría de los votos válidos emitidos.
c) Que los aprueben el Parlamento del País Vasco y, posteriormente, las Cortes Gene-

rales del Estado, mediante Ley Orgánica.

2. CATALUÑA:
Artículo 2.
El territorio de Cataluña como Comunidad Autónoma es el de las comarcas compren-
didas en las provincias de Barcelona, Gerona, Lérida y Tarragona en el momento de
promulgarse el presente Estatuto.

Disposición Adicional Primera.
En el marco de la Constitución y del presente Estatuto serán reconocidas y actualizadas
las peculiaridades históricas de la organización administrativa interna del Valle de Arán.



3. GALICIA:
Artículo 2.
1. El territorio de Galicia es el comprendido en las actuales provincias de La Coruña,
Lugo, Orense y Pontevedra.
2. La organización territorial tendrá en cuenta la distribución de la población gallega y
sus formas tradicionales de convivencia y asentamiento.
3. Una Ley del Parlamento regulará la organización territorial propia de Galicia, de
acuerdo con el presente Estatuto.

4. ANDALUCÍA:
Artículo 2.
El territorio de Andalucía comprende el de los municipios de las actuales provincias de
Almería, Cádiz, Córdoba, Granada, Huelva, Jaén, Málaga y Sevilla.

Disposición adicional Primera.
La ampliación de la Comunidad Autónoma a territorios históricos no integrados en otra
Comunidad Autónoma se resolverá por las Cortes Generales, previo acuerdo de las
partes interesadas y sin que ello suponga reforma del presente Estatuto, una vez que
dichos territorios hayan vuelto a la soberanía española.

5. ASTURIAS:
Artículo 2. (Modificado por Ley 1/1999)
El territorio del Principado de Asturias es el de los concejos comprendidos dentro de
los límites actuales de la provincia de Asturias, para cuya modificación se estará a lo
dispuesto en el artículo 56 de este Estatuto.

6. CANTABRIA:
Artículo 2.1
1. El territorio de la Comunidad Autónoma es el de los municipios comprendidos dentro
de los límites administrativos de la anteriormente denominada provincia de Santander.

7. LA RIOJA:
Artículo 2. (Modificado por LO 2/1999)
El territorio de La Rioja como Comunidad Autónoma es el de los municipios compren-
didos dentro de los límites administrativos de la provincia de La Rioja.
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Disposición Adicional Segunda. De los enclaves territoriales.
Podrán agregarse a la Comunidad Autónoma de La Rioja aquellos territorios que estu-
vieren enclavados en su totalidad dentro de la misma, mediante el cumplimiento de los
requisitos que la Ley del Estado establezca.

8. REGIÓN DE MURCIA:
Artículo 3.(1 y 3) ( Modificado por LO 1/1998)
1. El territorio de la Región es el de los municipios comprendidos dentro de los límites
de la provincia de Murcia.
3. Los municipios podrán agruparse, con carácter voluntario, para la ejecución de obras y la gestión
de servicios comunes, de acuerdo con la legislación que dicte la Comunidad Autónoma.

Disposición Adicional Segunda.
Cualquier alteración de los límites territoriales de la Región de Murcia se hará mediante
reforma de este Estatuto y aprobación de las Cortes Generales, por Ley Orgánica, de
conformidad con la Constitución y las Leyes.

9. COMUNIDAD VALENCIANA:
Artículo 3.
El territorio de la Comunidad Autónoma comprende el de los municipios integrados en
las provincias de Alicante, Castellón y Valencia.

10. ARAGÓN:
Artículo 2. (Modificado por LO 5/1996)
El territorio de la Comunidad Autónoma de Aragón comprende el de los municipios que
integran las provincias de Huesca, Teruel y Zaragoza.

Artículo 10.
Podrán incorporarse a la Comunidad Autónoma de Aragón otros territorios o munici-
pios, limítrofes o enclavados, mediante el cumplimiento de los requisitos siguientes, sin
perjuicio de otros que puedan legalmente exigirse:
a) Que soliciten la incorporación el Ayuntamiento o la mayoría de los Ayuntamientos inte-
resados, y que se oiga a la Comunidad o provincia a la que pertenezcan los territorios
o municipios a agregar.
b) Que lo acuerden los habitantes de dichos municipios o territorios, mediante consulta
expresamente convocada al efecto y previa la autorización competente.
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c) Que los aprueben las Cortes de Aragón y, posteriormente, las Cortes Generales del
Estado, mediante Ley Orgánica.

11. CASTILLA-LA MANCHA:
Artículo 2.
Uno. (Modificado por LO 3/1997) El territorio de la región de Castilla-La Mancha corres-
ponde al de los municipios que integran las provincias de Albacete, Ciudad Real,
Cuenca, Guadalajara y Toledo.
Dos. Una Ley de las Cortes de Castilla-La Mancha regulará la organización territorial
propia de la región sobre la base, en todo caso, del mantenimiento de la actual demar-
cación provincial.

12. CANARIAS:
Artículo 2. (Modificado por LO 4/1996)
El ámbito territorial de la Comunidad Autónoma comprende el Archipiélago Canario, inte-
grado por las siete Islas de El Hierro, Fuerteventura, Gran Canaria, La Gomera, Lanza-
rote, La Palma y Tenerife, así como las Islas de Alegranza, La Graciosa, Lobos y
Montaña Clara, Roque del Este y Roque del Oeste, agregadas administrativamente a
Lanzarote, salvo la de Lobos, que lo está a Fuerteventura.

13. NAVARRA:
Artículo 4.
El territorio de la Comunidad Foral de Navarra está integrado por 31 de los municipios
comprendidos en sus Merindades históricas de Pamplona Estella, Tudela, Sangüesa y
Olite, en el momento de promulgarse esta Ley.

14. EXTREMADURA:
Artículo 2. (Modificado por LO 12/1999)
1. El territorio de Extremadura es el de los municipios comprendidos dentro de los
actuales límites de las provincias de Badajoz y Cáceres.
2. La Comunidad Autónoma podrá estructurar, mediante Ley, su organización territorial
en municipios y comarcas, de acuerdo con la Constitución.



15. ISLAS BALEARES:
Artículo 2.
El territorio de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears es el formado por el de las
islas de Mallorca, Menorca, Ibiza, Formentera y Cabrera y otras islas menores adya-
centes.

16. COMUNIDAD DE MADRID:
Artículo 2. (Modificado por LO 5/1998)
El territorio de la Comunidad de Madrid es el comprendido dentro de los límites de la
provincia de Madrid.

17. CASTILLA Y LEÓN:
Artículo 2. Ámbito territorial. (Modificado por LO 4/1999)
El territorio de la Comunidad de Castilla y León comprende el de los municipios inte-
grados en las provincias de Ávila, Burgos, León, Palencia, Salamanca, Soria, Valladolid
y Zamora.

Disposición Transitoria Séptima. Incorporación de provincias limítrofes.
1. En el caso de que una Comunidad Autónoma decida, a través de sus legítimos repre-
sentantes, su disolución para integrar su territorio en el de la Comunidad Autónoma de
Castilla y León, la incorporación deberá ser aprobada por las Cortes de Castilla y León
o por el Pleno del Consejo General a que se refiera la disposición transitoria primera.
2. Adoptado el acuerdo a que se refiere el apartado anterior, la reforma del Estatuto,
que sólo podrá extenderse a los extremos derivados del acuerdo correspondiente,
deberá ser aprobada por las Cortes de Castilla y León por mayoría de dos tercios y,
con posterioridad, por las Cortes Generales, mediante Ley Orgánica.
3. Para que un territorio o municipio que constituya un enclave perteneciente a una
provincia integrada en la Comunidad Autónoma de Castilla y León pueda segregarse de
la misma e incorporarse a otra Comunidad Autónoma será necesario el cumplimiento
de los siguientes requisitos:

a. Solicitud de segregación, formulada por el Ayuntamiento o Ayuntamientos
interesados, mediante acuerdo adoptado con el voto favorable de las dos
terceras partes del número de hecho y, en todo caso, de la mayoría absoluta
de los miembros de dicha o dichas Corporaciones.
b. Informe de la provincia a la que pertenezca el territorio o municipio a segregar
y de la Comunidad Autónoma de Castilla y León, favorable a tal segregación, a la
vista de las mayores vinculaciones históricas, sociales, culturales y económicas
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con la Comunidad Autónoma a la que se solicite la incorporación. A tal efecto, la
Comunidad Autónoma de Castilla y León podrá realizar encuestas y otras formas
de consulta con objeto de llegar a una más motivada resolución.
c. Refrendo entre los habitantes del territorio o municipio que pretende la
segregación, aprobado por mayoría de los votos válidos emitidos.
d. Aprobación por las Cortes Generales, mediante Ley Orgánica.

En todo caso, el resultado de este proceso quedará pendiente del cumplimiento de los
requisitos de agregación exigidos por el Estatuto de la Comunidad Autónoma a la que
se pretende la incorporación.

Disposición Transitoria Octava.
Para que un territorio o municipio que constituya un enclave perteneciente a una
provincia integrada en la Comunidad Autónoma de Castilla y León pueda segregarse de
la misma e incorporarse a otra Comunidad Autónoma será necesario el cumplimiento
de los siguientes requisitos:
En el caso de que una Ley Orgánica autorice la incorporación de una provincia limítrofe
al territorio de la Comunidad Autónoma de Castilla y León, tal incorporación se produ-
cirá sin más requisitos a la entrada en vigor de dicha Ley Orgánica, en cuyo caso se
modificará automáticamente el artículo 2 de este Estatuto, con la mención expresa de
la provincia incorporada.

18. CEUTA:
Artículo 2.
El territorio de la ciudad de Ceuta es el comprendido en la delimitación actual de su terri-
torio municipal.

19. MELILLA:
Artículo 2.
El territorio de la ciudad de Melilla es el comprendido en la delimitación actual de su
territorio municipal.
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3. LOS SÍMBOLOS

1. PAÍS VASCO:
Artículo 5.
1. La bandera del País Vasco es la bicrucífera, compuesta de aspa verde, cruz blanca

superpuesta y fondo rojo.
2. Asimismo, se reconocen las banderas y enseñas propias de los Territorios Históricos
que integran la Comunidad Autónoma.

2. CATALUÑA:
Artículo 4.
La bandera de Cataluña es la tradicional de cuatro barras rojas en fondo amarillo.

3. GALICIA:
Artículo 6.
1. La bandera de Galicia es blanca con una banda diagonal de color azul que la atra-
viesa desde el ángulo superior izquierdo hasta el inferior derecho.
2. Galicia tiene himno y escudo propios.

4. ANDALUCÍA:
Artículo 6.
1. La Bandera de Andalucía es la tradicional formada por tres franjas horizontales
-verde, blanca y verde- de igual anchura, tal como fue aprobada en la Asamblea de
Ronda en 1918.
2. Andalucía tiene himno y escudo propios, que serán aprobados definitivamente por
Ley del Parlamento Andaluz, teniendo en cuenta los acuerdos dictados sobre tales
extremos por la Asamblea de Ronda de 1918.

5. ASTURIAS:
Artículo 3.
1. La bandera del Principado de Asturias es la tradicional con la Cruz de la Victoria en
amarillo sobre fondo azul.
2. El Principado de Asturias tiene escudo propio y establecerá su himno por Ley del Prin-
cipado.
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6. CANTABRIA:
Artículo 3. (Modificado por LO 11/1998)
La bandera propia de Cantabria es la formada por dos franjas horizontales de igual
anchura, blanca la superior y roja la inferior.
Cantabria podrá establecer su escudo e himno por Ley del Parlamento.
El escudo de Cantabria, una vez aprobado por el Parlamento, podrá incorporarse a la
bandera.

7. LA RIOJA:
Artículo 3.
1. La bandera de La Rioja es la formada por cuatro franjas horizontales y de igual
tamaño, de los colores rojo, blanco, verde y amarillo.
2. (Modificado por LO 2/1999) La Comunidad Autónoma de La Rioja posee himno y
escudo propios que sólo podrán modificarse por Ley del Parlamento de La Rioja apro-
bada por mayoría de dos tercios de sus miembros.

8. REGIÓN DE MURCIA:
Artículo 4.
1. La bandera de la Región de Murcia es rectangular y contiene cuatro castillos alme-
nados en oro, en el ángulo superior izquierdo, distribuidos de dos en dos, y siete
coronas reales en el ángulo inferior derecho, dispuestas en cuatro filas, con uno, tres,
dos y un elementos, respectivamente; todo ello sobre fondo rojo carmesí o cartagena.
2. El escudo tendrá los mismos símbolos y distribución que la bandera, con la Corona
Real.
3. La Comunidad Autónoma tendrá himno propio que será aprobado por la Ley de la
Asamblea Regional.

9. COMUNIDAD VALENCIANA:
Artículo 5.
1. La tradicional señera de la Comunidad Valenciana está compuesta por cuatro barras
rojas sobre fondo amarillo, coronadas sobre franja azul junto al asta.
2. Una ley de las Cortes Valencianas podrá determinar la simbología heráldica propia de
la Comunidad que integra las tres provincias de Castellón, Valencia y Alicante y su incor-
poración a la señera, sobre las barras.
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10. ARAGÓN:
Artículo 3.
La bandera de Aragón es la tradicional de las cuatro barras rojas horizontales sobre
fondo amarillo.
El escudo de Aragón es el tradicional de los cuatro cuarteles, rematado por la corona
correspondiente, que figurará en el centro de la bandera.

11. CASTILLA-LA MANCHA:
Artículo 5.
Uno. La bandera de la región se compone de un rectángulo dividido verticalmente en
dos cuadrados iguales: el primero, junto al mástil, de color rojo carmesí con un castillo
de oro mazonado de sable y aclarado de azul, y el segundo, blanco.
Dos. La bandera de la región ondeará en los edificios públicos de titularidad regional,
provincial o municipal, y figurará al lado de la bandera de España, que ostentará lugar
preeminente: también podrá figurar la representativa de los territorios históricos.
Tres. La región de Castilla-La Mancha tendrá escudo e himno propios. Una Ley de
Cortes de Castilla-La Mancha determinará el escudo y el himno de la región.
Cuatro. Las provincias, comarcas y municipios de la región conservarán sus banderas,
escudos y emblemas tradicionales.

12. CANARIAS:
Artículo 6.
La bandera de Canarias está formada por tres franjas iguales en sentido vertical, cuyos
colores son, a partir del asta, blanco, azul y amarillo.
Canarias tiene escudo propio, cuya descripción es la siguiente: en campo de azul trae
siete islas de plata bien ordenadas dos, dos, dos y una, esta última en punta. Como
timbre una corona real de oro, surmontada de una cinta de plata con el lema Océano
de sable y como soportes dos canes en su color encollarados.

13. NAVARRA:
Artículo 7.
1. El escudo de Navarra está formado por cadenas de oro sobre fondo rojo, con una
esmeralda en el centro de unión de sus ocho brazos de eslabones y, sobre ellas, la
Corona Real, símbolo del Antiguo Reino de Navarra.
2. La bandera de Navarra es de color rojo, con el escudo en el centro

49

LOS SÍMBOLOS 0.3.



14. EXTREMADURA:
Artículo 4.
1. La bandera extremeña está formada por tres franjas horizontales iguales, verde,
blanca y negra, por este orden.
2. El escudo y el himno de Extremadura serán instituidos por una Ley de la Comunidad
Autónoma.

15. ISLAS BALEARES:
Artículo 4. (Modificado por LO 3/1999)
1. La bandera de las Illes Balears, integrada por símbolos distintivos legitimados histó-
ricamente, estará constituida por cuatro barras rojas horizontales sobre fondo amarillo,
con un cuartel situado en la parte superior izquierda de fondo morado y con un castillo
blanco de cinco torres en medio.
2. Cada isla podrá tener su bandera y símbolos distintivos propios, por acuerdo del
consejo insular respectivo.

16. COMUNIDAD DE MADRID:
Artículo 4.
1. La Bandera de la Comunidad de Madrid es roja carmesí, con siete estrellas en blanco,
de cinco puntas, colocadas cuatro y tres en el centro del lienzo.
2. El Escudo de la Comunidad de Madrid se establece por ley de la Asamblea.
3. La Comunidad de Madrid tiene Himno propio, siendo éste establecido por ley de la
Asamblea.
4. (Modificado por LO 5/1998) Se declara Fiesta de la Comunidad de Madrid el día dos
de mayo.

17. CASTILLA Y LEÓN:
Artículo 5. Símbolos de la Comunidad. (Modificado por LO 4/1999)
1. El emblema o blasón de Castilla y León es un escudo timbrado por corona real
abierta, cuartelado en cruz o contracuartelado. El primer y cuarto cuarteles: sobre
campo de gules, un castillo de oro almenado de tres almenas, mamposteado de sable
y clarado de azul. El segundo y tercer cuarteles: sobre campo de plata, un león
rampante de púrpura, linguado, uñado y armado de gules, coronado de oro.
2. La bandera de Castilla y León es cuartelada y agrupa los símbolos de Castilla y León,
conforme se han descrito en el apartado anterior. La bandera ondeará en todos los
centros y actos oficiales de la Comunidad, a la derecha de la bandera española.
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3. El pendón vendrá constituido por el escudo cuartelado sobre un fondo carmesí tradi-
cional.
4. Mediante decreto de la Junta se regulará la utilización y el diseño de la forma y dimen-
siones de los símbolos de la Comunidad.
5. Cada provincia y municipio conservarán las banderas y emblemas que les son tradi-
cionales.
6. La Comunidad Autónoma establecerá su himno mediante ley específica.

18. CEUTA:
Artículo 3.
1. La bandera de la ciudad de Ceuta es la tradicional con cuatro triángulos blancos y
cuatro negros alternos formados por las diagonales de los vértices del rectángulo y las
perpendiculares al centro de los lados al mismo, comenzando el color negro por el trián-
gulo comprendido entre el vértice superior izquierdo del rectángulo, el centro del mismo
y el centro de su lado superior.
2. El escudo de Ceuta es el tradicional de la ciudad.
3. El himno es el actual de la ciudad de Ceuta.

19. MELILLA:
Artículo 3.
1. La bandera de la ciudad de Melilla es la tradicional de color azul celeste con el
escudo de la Ciudad en el centro.
2. El escudo de Melilla es el tradicional de la ciudad.
3. El himno de Melilla será el establecido por su Asamblea.
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4. LA SEDE DE LAS INSTITUCIONES AUTONÓMICAS

1. PAÍS VASCO:
Artículo 4.
La designación de la sede de las instituciones comunes de la Comunidad Autónoma del
País Vasco se hará mediante Ley del Parlamento Vasco y dentro del territorio de la
Comunidad Autónoma.

2. CATALUÑA:
Artículo 30.3.
3. El Parlamento tiene su sede en la ciudad de Barcelona, pero podrá celebrar reuniones
en otros lugares de Cataluña en la forma y supuestos que la Ley determine.

Artículo 37.3.
3. La sede del Consejo estará en la ciudad de Barcelona, y sus organismos, servicios
y dependencias podrán establecerse en diferentes lugares de Cataluña, de acuerdo con
criterios de descentralización, desconcentración y coordinación de funciones.

3. GALICIA:
Artículo 8.
Una Ley de Galicia, para cuya aprobación se requerirá el voto favorable de las dos
terceras partes de los miembros de su Parlamento, fijará la sede de las instituciones
autonómicas.

4. ANDALUCÍA:
Artículo 7.
La capital de Andalucía, sede del Gobierno y del Parlamento, será la ciudad que decida
éste, por mayoría de dos tercios, en su primera sesión ordinaria. En dicha sesión se
decidirá también la sede del Tribunal Superior de Justicia.

5. ASTURIAS:
Artículo 5.
La sede de las instituciones del principado de Asturias es la ciudad de Oviedo, sin
perjuicio de que por Ley del Principado se establezca alguno de sus organismos, servi-
cios o dependencias en otro lugar del territorio.
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6. CANTABRIA:
Artículo 2.2.
2. La capital de la Comunidad Autónoma es la ciudad de Santander, donde tendrán la
sede sus instituciones de autogobierno.

7. LA RIOJA:
Artículo 4. (Modificado por LO 2/1999)
La capital de la Comunidad Autónoma de La Rioja es la ciudad de Logroño.

8. REGIÓN DE MURCIA:
Artículo 5.
La capitalidad de la Región se establece en la ciudad de Murcia, que será sede de sus
órganos institucionales, con excepción de la Asamblea Regional, que la tendrá en la
ciudad de Cartagena.

9. COMUNIDAD VALENCIANA:
Artículo 6.
La sede de la Generalidad Valenciana radicará en el Palacio de su nombre, sito en la
ciudad de Valencia.
Sus instituciones podrán establecerse y celebrar reuniones en cualquiera de los muni-
cipios de la Comunidad, de acuerdo con lo que determine la Ley.

10. ARAGÓN:
Artículo 13.
La sede de las Cortes de Aragón se determinará por una ley de las mismas, sin perjuicio
de que puedan celebrar sesiones en otros lugares dentro del territorio de Aragón.

Artículo 25.
La sede de la Diputación General estará en Zaragoza.
Por ley de Cortes de Aragón podrá modificarse la sede de la Diputación General.

Disposición Transitoria Undécima.
Hasta que una ley de las Cortes de Aragón determine su sede definitiva, éstas con
carácter provisional, radicarán en la ciudad de Zaragoza.
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11. CASTILLA-LA MANCHA:
Artículo 6.
Una Ley de las Cortes de Castilla-La Mancha fijará la sede de las instituciones regio-
nales.

12. CANARIAS:
Artículo 3. (Modificado por LO 4/1996)
1. La capitalidad de Canarias se fija compartidamente en las ciudades de Santa Cruz
de Tenerife y Las Palmas de Gran Canaria, regulándose su desarrollo por Ley del Parla-
mento de Canarias.
La sede del Presidente del Gobierno autónomo alternará entre ambas capitales por perí-
odos legislativos.
El Vicepresidente residirá en sede distinta a la del Presidente.
2. El Parlamento Canario tiene su sede en la ciudad de Santa Cruz de Tenerife.

Disposición Adicional Cuarta.
La sede de la Delegación del Gobierno de la Nación en la Comunidad Autónoma de
Canarias radicará en la ciudad de Las Palmas de Gran Canaria.

13. NAVARRA:
Artículo 8.
La capital de Navarra es la ciudad de Pamplona.

14. EXTREMADURA:
Artículo 5.
La sede de la Junta y de la Asamblea se fija en Mérida, que es la capital de Extrema-
dura.

15. ISLAS BALEARES:
Artículo 19.3
3. (Modificado por LO 3/1999). La sede del Parlamento de las Illes Balears radica en la
ciudad de Palma.

Artículo 32.6. (Modificado por LO 3/1999)
6. La sede del Gobierno será la ciudad de Palma, pero podrá reunirse en cualquier lugar
del territorio de la Comunidad Autónoma, previa convocatoria.



16. COMUNIDAD DE MADRID:
Artículo 5. (Modificado por LO 5/1998)
La capital de la Comunidad, sede de sus instituciones, es la villa de Madrid, pudiendo
sus organismos, servicios y dependencias localizarse en otros municipios del territorio
de la Comunidad, de acuerdo con criterios de descentralización, desconcentración y
coordinación de funciones.

Artículo 6.
La villa de Madrid, por su condición de capital del Estado y sede de las Instituciones
generales, tendrá un régimen especial, regulado por Ley votada en Cortes. Dicha Ley
determinará las relaciones entre las Instituciones estatales, autonómicas y municipales,
en el ejercicio de sus respectivas competencias.

17. CASTILLA Y LEÓN:
Artículo 3. Sede. (Modificado por LO 4/1999)
1. Una ley de las Cortes de Castilla y León, aprobada por mayoría de dos tercios, fijará
la sede o sedes de las instituciones de autogobierno.
2. La Junta de Castilla y León determinará la ubicación de los organismos o servicios
de la Administración de la Comunidad, atendiendo a criterios de descentralización,
eficacia y coordinación de funciones y a la tradición histórico-cultural.

18. CEUTA:
Su Estatuto no incluye ninguna disposición sobre esta materia.

19. MELILLA:
Su Estatuto no incluye ninguna disposición sobre esta materia.
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5. LENGUAS OFICIALES

1. PAÍS VASCO:
Artículo 6.
1. El Euskera, lengua propia del Pueblo Vasco, tendrá, como el castellano, carácter de lengua
oficial en Euskadi, y todos sus habitantes tienen el derecho a conocer y usar ambas lenguas.
2. Las instituciones comunes de la Comunidad Autónoma, teniendo en cuenta la diver-

sidad socio-lingüística del País Vasco, garantizarán el uso de ambas lenguas, regulando
su carácter oficial, y arbitrarán y regularán las medidas y medios necesarios para
asegurar su conocimiento.
3. Nadie podrá ser discriminado por razón de la lengua.
4. La Real Academia de la Lengua Vasca-Euskaltzaindia es institución consultiva oficial

en lo referente al euskera.
5. Por ser el euskera patrimonio de otros territorios vascos y comunidades, además

de los vínculos y correspondencia que mantengan las instituciones académica y cultu-
rales, la Comunidad Autónoma del País Vasco podrá solicitar del Gobierno español que
celebre y presente, en su caso, a las Cortes Generales, para su autorización, los
tratados o convenios que permitan el establecimiento de relaciones culturales con los
Estados donde se integran o residan aquellos territorios y comunidades, a fin de salva-
guardar y fomentar el euskera.

2. CATALUÑA:
Artículo 3.
1. La lengua propia de Cataluña es el catalán.
2. El idioma catalán es el oficial de Cataluña, así como también lo es el castellano, oficial
en todo el Estado español.
3. La Generalidad garantizará el uso normal y oficial de los dos idiomas, adoptará las
medidas necesarias para asegurar su conocimiento y creará las condiciones que
permitan alcanzar su plena igualdad en lo que se refiere a los derechos y deberes de
los ciudadanos de Cataluña.
4. El habla aranesa será objeto de enseñanza y de especial respeto y protección.

3. GALICIA:
Artículo 5.
1. La lengua propia de Galicia es el gallego.
2. Los idiomas gallego y castellano son oficiales en Galicia y todos tienen el derecho de
conocerlos y usarlos.
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3. Los poderes públicos de Galicia garantizarán el uso normal y oficial de los dos
idiomas y potenciarán la utilización del gallego en todos los órdenes de la vida pública,
cultural e informativa, y dispondrán los medios necesarios para facilitar su conoci-
miento.
4. Nadie podrá ser discriminado por razón de la lengua.

4. ANDALUCÍA:
Su Estatuto no incluye ninguna disposición sobre esta materia.

5. ASTURIAS:
Artículo 4. (Modificado por LO 1/1999).
1. El bable gozará de protección. Se promoverá su uso, su difusión en los medios de
comunicación y su enseñanza, respetando en todo caso las variantes locales y la volun-
tariedad en su aprendizaje.
2. Una ley del Principado regulará la protección, uso y promoción del bable.

6. CANTABRIA:
Su Estatuto no incluye ninguna disposición sobre esta materia.

7. LA RIOJA:
Su Estatuto no incluye ninguna disposición sobre esta materia.

8. REGIÓN DE MURCIA:
Su Estatuto no incluye ninguna disposición sobre esta materia.

9. COMUNIDAD VALENCIANA:
Artículo 7.
1. Los dos idiomas oficiales de la Comunidad Autónoma son el valenciano y el caste-
llano. Todos tienen derecho a conocerlos y usarlos.
2. La Generalidad Valenciana garantizará el uso normal y oficial de las dos lenguas y
adoptará las medidas necesarias para asegurar su conocimiento.
3. Nadie podrá ser discriminado por razón de su lengua.
4. Se otorgará especial protección y respeto a la recuperación del valenciano.
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5. La ley establecerá los criterios de aplicación de la lengua propia en la Administración
y en la enseñanza.
6. Mediante ley se delimitarán los territorios en los que predomine el uso de una y otra
lengua, así como los que puedan exceptuarse de la enseñanza y del uso de la lengua
propia de la Comunidad.

10. ARAGÓN:
Artículo 7. (Modificado por LO 5/1996)
Las lenguas y modalidades lingüísticas propias de Aragón gozarán de protección. Se
garantizará su enseñanza y el derecho de los hablantes en la forma que establezca una
ley de Cortes de Aragón para las zonas de utilización predominante de aquéllas.

11. CASTILLA-LA MANCHA:
Su Estatuto no incluye ninguna disposición sobre esta materia.

12. CANARIAS:
Su Estatuto no incluye ninguna disposición sobre esta materia.

13. NAVARRA:
Artículo 9.
1. El castellano es la lengua oficial de Navarra.
2.El vascuence tendrá también carácter de lengua oficial en las zonas vascoparlantes
de Navarra.
Una ley foral determinará dichas zonas, regulará el uso oficial del vascuence y, en el
marco de la legislación general del Estado, ordenará la enseñanza de esta lengua.

14. EXTREMADURA:
Artículo 11.2. (Modificado por LO 12/1999)
2. Asimismo, corresponde a la Comunidad Autónoma la protección de las peculiari-
dades lingüísticas y culturales, así como el acervo de las costumbres y tradiciones
populares de la región respetando, en todo caso, las variantes locales y comarcales.



15. ISLAS BALEARES:
Artículo 3. (Modificado por LO 3/1999)
1. La lengua catalana, propia de las Illes Balears, tendrá, junto con la castellana, el
carácter de idioma oficial.
2. Todos tienen el derecho de conocerla y utilizarla, y nadie podrá ser discriminado por
razón del idioma.
3. Las instituciones de las Illes Balears garantizarán el uso normal y oficial de los dos
idiomas, tomarán las medidas necesarias para asegurar su conocimiento y crearán las
condiciones que permitan llegar a la igualdad plena de las dos lenguas en cuanto a los
derechos de los ciudadanos de las Illes Balears.

Disposición Adicional Segunda. (Modificada por LO 3/1999)
La Comunidad Autónoma de las Illes Balears, siendo la lengua catalana también patri-
monio de otras comunidades autónomas, podrá solicitar al Gobierno del Estado y a las
Cortes Generales los convenios de cooperación y de colaboración que se consideren
oportunos con el fin de salvaguardar el patrimonio lingüístico común, así como efectuar
la comunicación cultural entre las comunidades antes citadas, sin perjuicio de los
deberes del Estado establecidos en el apartado 2 del artículo 149 de la Constitución, y
de lo que dispone el artículo 145 de la misma.
La institución oficial consultiva para todo aquello que se refiera a la lengua catalana será
la Universidad de las Illes Balears. La Comunidad Autónoma de las Illes Balears, de
acuerdo con una ley del Estado, podrá participar en una institución dirigida a salva-
guardar la unidad lingüística, institución que será integrada por todas aquellas comuni-
dades que reconozcan la cooficialidad de la lengua catalana.

16. COMUNIDAD DE MADRID:
Su Estatuto no incluye ninguna disposición sobre esta materia.

17. CASTILLA Y LEÓN:
Artículo 4. Valores esenciales. (Modificado por LO 4/1999)
1. La lengua castellana y el patrimonio histórico, artístico y natural son valores esen-
ciales para la identidad de la Comunidad de Castilla y León y serán objeto de especial
protección y apoyo, para lo que se fomentará la creación de entidades que atiendan a
dicho fin.
2. Gozarán de respeto y protección la lengua gallega y las modalidades lingüísticas en
los lugares en que habitualmente se utilicen.
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18. CEUTA:
Su Estatuto no incluye ninguna disposición sobre esta materia.

19. MELILLA:
Su Estatuto no incluye ninguna disposición sobre esta materia.
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6. DERECHOS FUNDAMENTALES Y OBJETIVOS BÁSICOS

1. PAÍS VASCO:
Artículo 7.
1. A los efectos del presente Estatuto tendrán la condición política de vascos quienes
tengan la vecindad administrativa, de acuerdo con las Leyes Generales del Estado, en
cualquiera de los municipios integrados en el territorio de la Comunidad Autónoma.
2. Los residentes en el extranjero, así como sus descendientes, si así lo solicitaren,

gozaran de idénticos derechos políticos que los residentes en el País Vasco, si hubieran
tenido su última vecindad administrativa en Euskadi, siempre que conserven la nacio-
nalidad española.

Artículo 9.
1. Los derechos y deberes fundamentales de los ciudadanos del País Vasco son los
establecidos en la Constitución.
2. Los poderes públicos vascos, en el ámbito de su competencia:
a) Velarán y garantizarán el adecuado ejercicio de los derechos y deberes fundamen-

tales de los ciudadanos.
b) Impulsarán particularmente una política tendente a la mejora de las condiciones de

vida y trabajo.
c) Adoptarán aquellas medidas que tiendan a fomentar el incremento del empleo y la

estabilidad económica.
d) Adoptarán aquellas medidas dirigidas a promover las condiciones y a remover los

obstáculos para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se
integra sean efectivas y reales.
e) Facilitarán la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica,

cultural y social del País Vasco.

2. CATALUÑA:
Artículo 6.
1. A los efectos del presente Estatuto, gozan de la condición política de catalanes los
ciudadanos españoles que, de acuerdo con las Leyes generales del Estado tengan
vecindad administrativa en cualquiera de los municipios de Cataluña.
2. Como catalanes, gozan de los derechos políticos definidos en este Estatuto los
ciudadanos españoles residentes en el extranjero que hayan tenido la última vecindad
administrativa en Cataluña y acrediten esta condición en el correspondiente Consulado
de España. Gozarán también de estos derechos sus descendientes inscritos como
españoles, si así lo solicitan, en la forma que determine la Ley del Estado.
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Artículo 8.
1. Los ciudadanos de Cataluña son titulares de los derechos y deberes fundamentales
establecidos en la Constitución.
2. Corresponde a la Generalidad, como poder público y en el ámbito de su compe-
tencia, promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los
grupos en que se integra sean reales y efectivas, remover los obstáculos que impidan
o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida polí-
tica, económica, cultural y social.

3. GALICIA:
Artículo 3.
1. A los efectos del presente Estatuto, gozan de la condición política de gallegos los
ciudadanos españoles que, de acuerdo con las Leyes generales del Estado, tengan
vecindad administrativa en cualquiera de los Municipios de Galicia.
2. Como gallegos, gozan de los derechos políticos definidos en este Estatuto los ciuda-
danos españoles residentes en el extranjero que hayan tenido la última vecindad admi-
nistrativa en Galicia y acrediten esta condición en el correspondiente Consulado de
España. Gozarán también de estos derechos sus descendientes inscritos como espa-
ñoles, si así lo solicitan, en la forma que determine la Ley del Estado.

Artículo 4.
1. Los derechos, libertades y deberes fundamentales de los gallegos son los estable-
cidos en la Constitución.
2. Corresponde a los poderes públicos de Galicia promover las condiciones para que la
libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integran sean reales y efec-
tivas remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participa-
ción de todos los gallegos en la vida política, económica, cultural y social.
3. Los poderes públicos de la Comunidad Autónoma asumen, como uno de los princi-
pios rectores de su política social y económica, el derecho de los gallegos a vivir y
trabajar en su propia tierra.

Artículo 7.
1. Las Comunidades gallegas asentadas fuera de Galicia podrán solicitar, como tales,
el reconocimiento de su galleguidad entendida como el derecho a colaborar y compartir
la vida social y cultural del pueblo gallego. Una Ley del Parlamento regulará sin perjuicio
de las competencias del Estado el alcance y contenido de aquel reconocimiento a
dichas Comunidades que en ningún caso implicará la concesión de derechos políticos.
2. La Comunidad Autónoma podrá solicitar del Estado español que para facilitar lo
dispuesto anteriormente celebre los oportunos Tratados o convenios con los Estados
donde existan dichas Comunidades.
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4. ANDALUCÍA:
Artículo 8.
1. A los efectos del presente Estatuto, gozan de la condición política de andaluces los
ciudadanos españoles que, de acuerdo con las leyes generales del Estado, tengan
vecindad administrativa en cualquiera de los municipios de Andalucía.
2. Como andaluces, gozan de los derechos políticos definidos en este Estatuto los
ciudadanos españoles residentes en el extranjero que hayan tenido la última vecindad
administrativa en Andalucía y acrediten esta condición en el correspondiente Consulado
de España. Gozarán también de estos derechos sus descendientes inscritos como
españoles, si así lo solicitan, en la forma que determine la Ley del Estado.
3. Las comunidades andaluzas asentadas fuera de Andalucía podrán solicitar, como
tales, el reconocimiento de la identidad andaluza entendida como el derecho a cola-
borar y compartir la vida social y cultural del pueblo andaluz. Una Ley del Parlamento
andaluz regulará, sin perjuicio de las competencias del Estado, el alcance y contenido
del reconocimiento a dichas comunidades que en ningún caso implicará la concesión de
derechos políticos.

Artículo 11.
Los derechos, libertades y deberes fundamentales de los andaluces son los estable-
cidos en la Constitución. La Comunidad Autónoma garantiza el respeto a las minorías
que residan en ella.

Artículo 12.
1. La Comunidad Autónoma de Andalucía promoverá las condiciones para que la
libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integran sean reales y efec-
tivas; removerá los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitará la parti-
cipación de todos los andaluces en la vida política, económica, cultural y social.
2. La Comunidad Autónoma propiciará la efectiva igualdad del hombre y de la mujer
andaluces, promoviendo la plena incorporación de ésta en la vida social y superando
cualquier discriminación laboral, cultural, económica o política.
3. Para todo ello, la Comunidad Autónoma ejercerá sus poderes con los siguientes obje-
tivos básicos:
1. La consecución del pleno empleo en todos los sectores de la producción y la espe-
cial garantía de puestos de trabajo para las jóvenes generaciones de andaluces.
2. El acceso de todos los andaluces a los niveles educativos y culturales que les
permitan su realización personal y social. Afianzar la conciencia de identidad andaluza
a través de la investigación, difusión y conocimiento de los valores históricos, culturales
y lingüísticos del pueblo andaluz en toda su riqueza y variedad.
3. El aprovechamiento y la potenciación de los recursos económicos de Andalucía como



su agricultura, ganadería, minería, pesca, industria, turismo; promoción de la inversión
pública y privada en Andalucía; así como la justa redistribución de la riqueza y la renta.
4. La superación de las condiciones económicas, sociales y culturales que determinan
la emigración de los andaluces y, mientras ésta subsista, la asistencia a los emigrados
para mantener su vinculación con Andalucía. En todo caso, se crearán las condiciones
indispensables para hacer posible el retorno de los emigrantes y que éstos contribuyan
con su trabajo al bienestar colectivo del pueblo andaluz.
5. El fomento de la calidad de vida del pueblo andaluz, mediante la protección de la
naturaleza y del medio ambiente, y el desarrollo de los equipamientos sociales, con
especial atención al medio rural.
6. La protección y realce del paisaje y del patrimonio histórico-artístico de Andalucía.
7. La superación de los desequilibrios económicos, sociales y culturales entre las
distintas áreas territoriales de Andalucía, fomentando su recíproca solidaridad.
8. La realización de un eficaz sistema de comunicaciones que potencie los intercambios
humanos, culturales y económicos.
9. La constante promoción de una política de superación de los desequilibrios exis-
tentes entre los diversos territorios del Estado, en efectivo cumplimiento del principio
constitucional de solidaridad.
10. El desarrollo industrial, como fundamento del crecimiento armónico de Andalucía.
11.La reforma agraria entendida como la transformación, modernización y desarrollo
de las estructuras agrarias y como instrumento de una política de crecimiento, pleno
empleo y corrección de los desequilibrios territoriales.

5. ASTURIAS:
Artículo 7.
1. A los efectos del presente Estatuto gozan de la condición política de asturianos los
ciudadanos españoles que, de acuerdo con las leyes generales del Estado, tengan
vecindad administrativa en cualesquiera de los Concejos de Asturias.
2. Como asturianos, gozan de los derechos políticos definidos en este Estatuto los
ciudadanos españoles residentes en el extranjero que hayan tenido la última vecindad
administrativa en Asturias y acrediten esta condición en el correspondiente Consulado
de España. Gozarán también de estos derechos, si así lo solicitan, sus descendientes
inscritos como españoles en la forma que determine la ley del Estado.

Artículo 8. (párrafo 1º).
Las comunidades asturianas asentadas fuera de Asturias podrán solicitar como tales,
el reconocimiento de su asturianía, entendida como el derecho a colaborar y compartir
la vida social y cultural de Asturias. Una ley del Principado de Asturias regulará, sin
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perjuicio de las competencias del Estado, el alcance y contenido de dicho reconoci-
miento, que en ningún caso implicará la concesión de derechos políticos.

Artículo 9.
1. Los derechos y deberes fundamentales de los asturianos, son los establecidos en la
Constitución.
2. Las instituciones de la Comunidad Autónoma de Asturias, dentro del marco de sus
competencias, velarán especialmente por:
a) Garantizar el adecuado ejercicio de los derechos y deberes fundamentales de
cuantos residen en el territorio del Principado.
b) Impulsar una política tendente a la mejora de las condiciones de vida y trabajo.
c) Adoptar aquellas medidas que tiendan a fomentar el incremento del empleo y la esta-
bilidad económica.
d) Procurar la adopción de medidas dirigidas a promover las condiciones y a remover
los obstáculos, para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que
se integra, sean efectivas y reales.
e) Facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica,
cultural y social de Asturias.

6. CANTABRIA:
Artículo 4. (Modificado por LO 11/1998)
1. A los efectos del presente Estatuto, gozan de la condición política de cántabros los
ciudadanos españoles que, de acuerdo con las Leyes generales del Estado, tengan la
vecindad administrativa en cualquiera de los municipios de Cantabria.
2. Como cántabros gozan de los derechos políticos definidos en este Estatuto los ciuda-
danos españoles residentes en el extranjero que hayan tenido la última vecindad admi-
nistrativa en Cantabria y acrediten esta condición en el correspondiente Consulado de
España. Gozarán también de estos derechos sus descendientes inscritos como espa-
ñoles, si así lo solicitan, en la forma que determine la Ley del Estado.

Artículo 5. (Modificado por LO 11/1998)
1. Los ciudadanos y ciudadanas de Cantabria son titulares de los derechos y deberes
establecidos en la Constitución y en el presente Estatuto.
2. Corresponde a las instituciones de la Comunidad Autónoma, en el ámbito de sus
competencias, promover las condiciones para que la libertad y la igualdad de las
personas y de los grupos en que se integran sean reales y efectivas, remover los obstá-
culos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciuda-
danos y ciudadanas en la vida política, económica, cultural y social.
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Artículo 6. (párrafo 1º). (Modificado por LO 11/1998)
Las comunidades montañesas o cántabras asentadas fuera del ámbito territorial de
Cantabria, así como sus asociaciones y centros sociales, tendrán el reconocimiento de
su origen cántabro y el derecho a colaborar y compartir la vida social y cultural de
Cantabria. Una Ley del Parlamento regulará, sin perjuicio de las competencias del
Estado, el alcance y contenido de dicho reconocimiento, que en ningún caso implicará
la concesión de derechos políticos.

7. LA RIOJA:
Artículo 6 (1, 2 y 3).
1. (Modificado por LO 2/1999) A los efectos del presente Estatuto gozan de la condi-
ción política de riojanos los ciudadanos españoles que, según las Leyes del Estado,
tengan vecindad administrativa en cualquiera de los municipios de la Comunidad Autó-
noma de La Rioja.
2. Como riojanos, gozan de los derechos políticos definidos en este Estatuto los ciuda-
danos españoles residentes en el extranjero que hayan tenido su última vecindad admi-
nistrativa en La Rioja y acrediten esta condición en el correspondiente Consulado de
España. Gozarán también de estos derechos sus descendientes inscritos como espa-
ñoles, si así lo solicitan, en la forma que determine la legislación del Estado.
3. (Modificado por LO 2/1999) Las comunidades riojanas asentadas fuera de La Rioja
podrán solicitar como tales, el reconocimiento de su entidad riojana, entendida como el
derecho a colaborar y compartir la vida social y cultural de La Rioja. Una Ley de la
Comunidad Autónoma de La Rioja regulará, sin perjuicio de las competencias del
Estado, el alcance y contenido de dicho reconocimiento, que, en ningún caso, implicará
la concesión de derechos políticos.

Artículo 7.
1. Los ciudadanos de La Rioja son titulares de los derechos y deberes fundamentales
establecidos en la Constitución.
2. (Modificado por LO 2/1999) Corresponde a los poderes públicos de la Comunidad
Autónoma de La Rioja, en el ámbito de sus competencias, promover las condiciones
para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integran sean
reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar
la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social,
así como la defensa y protección de los valores culturales del pueblo riojano.
3. (Modificado por LO 2/1999) Los poderes públicos de la Comunidad Autónoma impul-
sarán aquellas acciones que tiendan a mejorar las condiciones de vida y trabajo y a
incrementar la ocupación y crecimiento económico.
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8. REGIÓN DE MURCIA:
Artículo 6.
1. A los efectos del presente Estatuto, gozan de la condición política de murcianos los
españoles que, de acuerdo con las Leyes del Estado, tengan vecindad administrativa en
cualquiera de los municipios de la Región de Murcia.
2. Los españoles residentes en el extranjero gozarán de la misma condición si hubiesen
tenido su última vecindad en la Región y acrediten esta condición en el correspondiente
Consulado de España.
3. De igual condición gozarán sus descendientes inscritos como españoles, si así lo
solicitan, en la forma que determine la legislación del Estado.

Artículo 7.
1. La Región prestará especial atención a los emigrantes murcianos, sin perjuicio de lo
establecido en la Constitución y las Leyes del Estado.
2. Las comunidades murcianas asentadas fuera de la Región podrán solicitar, como
tales, el reconocimiento de su condición, entendida como el derecho a colaborar y
compartir la vida social y cultural de la misma. Una Ley de la Asamblea Regional regu-
lará, sin perjuicio de las competencias del Estado, el alcance y contenido de dicho reco-
nocimiento, que en ningún caso implicará la concesión de derechos políticos.

Artículo 9.
1. Los derechos y deberes fundamentales de los murcianos son los establecidos en la
Constitución para los españoles.
2. La Comunidad Autónoma, en el ámbito de su competencia y a través de sus órganos,
velará por:
a) Garantizar el adecuado ejercicio de los derechos fundamentales y libertades públicas
de cuantos residen en la Región, así como la observancia de sus deberes.
b) Promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo y de los
grupos en que se integra sean efectivas y reales, removiendo los obstáculos que
impidan o dificulten su plenitud.
c) Adoptar las medidas que promuevan la inversión y fomenten el progreso económico
y social, facilitando el empleo, especialmente en el medio rural, y la mejora de las condi-
ciones de trabajo.
d) Impulsar el desarrollo cultural y mejorar la calidad de vida.
e) Facilitar la participación de todos los murcianos en la vida política, económica,
cultural y social de la Región.
f) Promover la solidaridad entre los municipios y comarcas de la Región y de ésta con
las demás Comunidades Autónomas de España, utilizando para ello cuantos medios le
concede la Constitución, el presente Estatuto y las Leyes.
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9. COMUNIDAD VALENCIANA:
Artículo 2.
Los derechos, deberes y libertades de los valencianos son los establecidos o recono-
cidos por la Constitución y el presente Estatuto. Corresponde a la Generalidad Valen-
ciana, en el ámbito de sus competencias, promover las condiciones para que la libertad
e igualdad de los ciudadanos y los grupos en que se integran sean reales y efectivas;
eliminar los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud, fomentar el desarrollo de
las peculiaridades del Pueblo Valenciano y facilitar la participación de los valencianos en
la vida política, económica, cultural y social.

Artículo 4.
1. A los efectos del presente Estatuto, tienen la condición política de valencianos todos
los ciudadanos españoles que tengan o adquieran vecindad administrativa en cualquier
municipio de la Comunidad Autónoma.
2. Los ciudadanos españoles residentes en el extranjero que hayan tenido su última
vecindad administrativa en la Comunidad Autónoma Valenciana, y acrediten dicha condi-
ción en el correspondiente Consulado de España, tendrán los derechos políticos defi-
nidos en el presente Estatuto. El mismo régimen se aplicará a sus descendientes
inscritos como españoles, si así lo solicitan en la forma que lo determine la Ley del
Estado.

10. ARAGÓN:
Artículo 4.
A los efectos del presente Estatuto, gozan de la condición política de aragoneses los
ciudadanos españoles que, de acuerdo con las leyes generales del Estado, tengan
vecindad administrativa en cualquiera de los municipios de Aragón.
Gozan también de los derechos políticos contemplados en este Estatuto los españoles
residentes en el extranjero que hayan tenido su última vecindad administrativa en
Aragón y acrediten esta condición en el correspondiente Consulado de España. Los
mismos derechos corresponderán a sus descendientes, si así lo solicitan, siempre que
ostenten la nacionalidad española.

Artículo 6.
Los derechos, libertades y deberes fundamentales de los aragoneses son los estable-
cidos en la Constitución.
Corresponde a los poderes públicos aragoneses, sin perjuicio de la acción estatal y
dentro del ámbito de sus respectivas competencias:
a) Promover las condiciones adecuadas para que la libertad y la igualdad del individuo
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y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que
impidan o dificulten su plenitud, y facilitar la participación de todos los aragoneses en
la vida política, económica, cultural y social.
b) Impulsar una política tendente a la mejora y equiparación de las condiciones de vida
y trabajo de los aragoneses, propugnando especialmente las medidas que eviten su
éxodo, al tiempo que hagan posible el regreso de los que viven y trabajan fuera de
Aragón.
c) Promover la corrección de los desequilibrios económicos, sociales y culturales entre
los diferentes territorios de Aragón, fomentando su mutua solidaridad.

Artículo 8.
Los poderes públicos aragoneses velarán para que las Comunidades aragonesas asen-
tadas fuera de Aragón puedan, en la forma y con el alcance que una ley de Cortes
aragonesas determine, participar en la vida social y cultural de Aragón, sin que ello
suponga en ningún caso la concesión de derechos políticos.

11. CASTILLA-LA MANCHA:
Artículo 3.
Uno. A los efectos del presente Estatuto gozan de la condición política de ciudadanos
de Castilla-La Mancha los que, de acuerdo con las leyes generales del Estado, tengan
vecindad administrativa en cualquiera de los municipios de la región.
Dos. Gozarán también de los derechos políticos definidos en este Estatuto los espa-
ñoles residentes en el extranjero que hayan tenido la última vecindad administrativa en
cualquiera de los municipios de la región y acrediten esta condición en el correspon-
diente Consulado de España.
Igualmente gozarán de tales derechos sus descendientes si así lo solicitan, siempre que
figuren inscritos como españoles en la forma que determine la Ley del Estado.

Artículo 4.
Uno. Los derechos, libertades y deberes fundamentales de los ciudadanos de Castilla-La
Mancha son los establecidos en la Constitución.
Dos. Corresponde a los poderes públicos regionales promover las condiciones para que
la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efec-
tivas, remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación
de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social de la región.
Tres. La Junta de Comunidades propiciará la efectiva igualdad del hombre y de la mujer,
promoviendo la plena incorporación de ésta a la vida social y superando cualquier discri-
minación laboral, cultural, económica o política.
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Cuatro. Para todo ello, la Junta de Comunidades ejercerá sus poderes con los
siguientes objetivos básicos:
a) La superación de los desequilibrios existentes entre los diversos territorios del
Estado, en efectivo cumplimiento del principio constitucional de solidaridad.
b) La consecución del pleno empleo en todos los sectores de la producción y la espe-
cial garantía de puestos de trabajo para las jóvenes generaciones.
c) El aprovechamiento y la potenciación de los recursos económicos de Castilla-La
Mancha y, en especial, de su agricultura, ganadería, minería, industria y turismo, la
promoción de la inversión pública y privada, así como la justa redistribución de la
riqueza y la renta.
d) El acceso de todos los ciudadanos de la región a los niveles educativos y culturales
que les permitan su realización cultural y social.
e) La superación de las actuales condiciones económicas y sociales de nuestra región,
que condicionan el actual nivel de emigración, así como crear las condiciones necesa-
rias que hagan posible el retorno de los emigrantes.
f) El fomento de la calidad de vida, mediante la protección de la naturaleza y del medio
ambiente y el desarrollo de los equipamientos sociales, con especial atención al medio
rural.
g) La protección y realce del paisaje y del patrimonio histórico y artístico.
h) La realización de un eficaz sistema de comunicaciones que potencie los intercambios
humanos, culturales y económicos entre todos los ciudadanos de la región.
i) La reforma agraria, entendida como la transformación, modernización y desarrollo de
las estructuras agrarias y como instrumento de la política de crecimiento pleno empleo
y corrección de los desequilibrios territoriales.

Artículo 7.
Las Comunidades originarias de Castilla-La Mancha asentadas fuera del territorio de la
Comunidad Autónoma podrán solicitar, como tales, el reconocimiento de su origen,
entendido como el derecho a colaborar y compartir la vida social y cultural de Castilla-
La Mancha. Una Ley de las Cortes regionales regulará, sin perjuicio de las competen-
cias del Estado, el alcance y contenido de dicho reconocimiento que en ningún caso
implicará la concesión de derechos políticos.
La Comunidad Autónoma podrá solicitar del Estado que, para facilitar lo dispuesto ante-
riormente, celebre los oportunos Tratados o convenios internacionales con los Estados
donde existan dichas Comunidades.
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12. CANARIAS:
Artículo 4.
1. A los efectos del presente Estatuto, gozan de la condición política de canarios los
ciudadanos españoles que, de acuerdo con las Leyes generales del Estado, tengan
vecindad administrativa en cualquiera de los municipios de Canarias.
2. Como canarios, gozan de los derechos políticos definidos en este Estatuto los ciuda-
danos españoles residentes en el extranjero que hayan tenido la última vecindad admi-
nistrativa en Canarias y acrediten esta condición en el correspondiente Consulado de
España. Gozarán también de estos derechos sus descendientes inscritos como espa-
ñoles, si así lo solicitan, en la forma que determine la Ley del Estado.

Artículo 5. (Modificado por LO 4/1996)
1. Los ciudadanos de Canarias son titulares de los derechos y deberes fundamentales
establecidos en la Constitución.
2. Los poderes públicos canarios, en el marco de sus competencias, asumen como
principios rectores de su política:
a. La promoción de las condiciones necesarias para el libre ejercicio de los derechos y
libertades de los ciudadanos y la igualdad de los individuos y los grupos en que se inte-
gran.
b. La defensa de la identidad y de los valores e intereses del pueblo canario.
c. La consecución del pleno empleo y del desarrollo equilibrado entre las Islas.
d. La solidaridad consagrada en el artículo 138 de la Constitución.
e. La defensa y protección de la naturaleza y del medio ambiente.

Artículo 7. (Modificado por LO 4/1996)
Las comunidades canarias establecidas fuera del territorio de la Comunidad Autónoma
podrán solicitar como tales el reconocimiento de su personalidad de origen, entendida
como el derecho a colaborar y compartir la vida social y cultural de las Islas. Una Ley
del Parlamento de Canarias regulará el alcance y contenido del reconocimiento mencio-
nado, sin perjuicio de las competencias del Estado, así como la especial consideración
a los descendientes de canarios emigrados que regresen al Archipiélago, que en ningún
caso implicará la concesión de derechos políticos.

13. NAVARRA:
Artículo 5.
1. A los efectos de la presente Ley Orgánica, ostentarán la condición política de nava-
rros los españoles que, de acuerdo con las leyes generales del Estado, tengan la
vecindad administrativa en cualquiera de los municipios de Navarra.

71

DERECHOS FUNDAMENTALES Y OBJETIVOS BÁSICOS 0.6.



2.Los españoles residentes en el extranjero, que hayan tenido en Navarra su última
vecindad administrativa tendrán idénticos derechos políticos que son residentes en
Navarra. Gozarán, asimismo, de estos derechos sus descendientes inscritos como
españoles que lo soliciten en la forma que determine la legislación del Estado.
3.La adquisición, conservación, pérdida y recuperación de la condición civil foral de
navarro se regirá por lo establecido en la Compilación del Derecho Civil Foral o Fuero
nuevo de Navarra.

Artículo 6.
Los navarros tendrán los mismos derechos, libertades y deberes fundamentales  que
los demás españoles.

14. EXTREMADURA:
Artículo 3.
1. A los efectos del presente Estatuto gozan de la condición política de extremeños los
ciudadanos españoles que, de acuerdo con las Leyes generales del Estado, tengan
vecindad administrativa en cualquiera de los municipios de Extremadura.
2. Como extremeños gozan de los derechos políticos definidos en este Estatuto los
ciudadanos españoles residentes en el extranjero que hayan tenido la última vecindad
administrativa en Extremadura y acrediten esta condición en el correspondiente Consu-
lado de España. Gozarán también de estos derechos sus descendientes inscritos como
españoles, si así lo solicitan en la forma que determina una Ley del Estado.
3. Las Comunidades extremeñas asentadas fuera de Extremadura podrán solicitar
como tales el reconocimiento de la identidad extremeña, entendida como el derecho a
colaborar y compartir la vida social y cultural del pueblo extremeño. Una Ley de la Asam-
blea de Extremadura regulará, sin perjuicio de las competencias del Estado, el alcance
y contenido del reconocimiento a dichas Comunidades, que en ningún caso implicará la
concesión de derechos políticos.
La Comunidad Autónoma podrá solicitar del Estado que, para facilitar lo dispuesto ante-
riormente, celebre, en su caso, los oportunos Tratados y convenios internacionales con
los Estados donde existan dichas Comunidades.

Artículo 6. (Modificado por LO 12/1999)
1. Los derechos, libertades y deberes fundamentales de los extremeños son los esta-
blecidos en la Constitución.
2. Las instituciones de la Comunidad Autónoma de Extremadura, dentro del marco de
su competencia, ejercerán sus poderes con los siguientes objetivos básicos:
a) La elevación del nivel cultural y trabajo de todos los extremeños.
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b) Promover las condiciones para que la libertad y la igualdad de los extremeños sean
reales y efectivas.
c) Facilitar la participación de todos los extremeños, y, en particular, de los jóvenes y
mujeres, en la vida política, económica, cultural y social de Extremadura en un contexto
de libertad, justicia y solidaridad entre todos los extremeños.
d) Adoptar las medidas que promuevan la inversión y fomenten el progreso económico
y social de Extremadura propiciando el pleno empleo y la especial garantía de puestos
de trabajo para los jóvenes y mujeres de Extremadura, y la corrección de los desequili-
brios territoriales en la Comunidad.
e) Fomento del bienestar social y económico del pueblo extremeño, en especial de las
capas sociales más desfavorecidas, a través de la extensión y mejora de los equipa-
mientos sociales y servicios colectivos, con especial atención al medio rural y a las
comunicaciones.
f) Promover la solidaridad entre los municipios, comarcas y provincias de la región y de
ésta con las demás Comunidades Autónomas, de acuerdo con la Constitución, el
presente Estatuto y las leyes.
g) Potenciar las peculiaridades del pueblo extremeño y el afianzamiento de la identidad
extremeña, a través de la investigación, difusión, conocimiento y desarrollo de los
valores históricos y culturales del pueblo extremeño en toda su variedad y riqueza.
h) Impulsar el estrechamiento de los vínculos humanos culturales y económicos con la
nación vecina de Portugal y con los pueblos de Hispanoamérica sin perjuicio de las atri-
buciones que corresponden al Estado y del interés general de los españoles.
i) Asumir, como principal actuación, la defensa del derecho de los extremeños a vivir y
a trabajar en su tierra y crear las condiciones que faciliten el regreso a la misma de sus
emigrantes.
j) La creación de las condiciones favorables para el progreso social y económico de la
región velando por la consecución de un equilibrio económico adecuado y justo con
respecto al resto de las Comunidades Autónomas del Estado español.
k) La transformación de la realidad económica de Extremadura, mediante la industriali-
zación y la realización de una reforma agraria, entendida como la transformación,
modernización y desarrollo de las estructuras agrarias, en cuanto elemento esencial
para una política de desarrollo y de fomento del empleo, en el marco de una política
general de respeto y conservación del medio ambiente.
l) Propiciar la efectiva igualdad del hombre y la mujer extremeños promoviendo la plena
incorporación de ésta en la vida social y superando cualquier discriminación laboral
cultural económica o política.
m) Proteger los derechos y dignidad de los menores, así como de aquellas personas
que integran la denominada tercera edad.
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15. ISLAS BALEARES:
Artículo 6. (Modificado por LO 3/1999)
1. A los efectos del presente Estatuto ostentan la condición política de ciudadanos de
la Comunidad Autónoma los españoles que, de acuerdo con las Leyes generales del
Estado, tengan vecindad administrativa en cualquiera de los municipios de las Illes
Balears.
2. Los extranjeros que, teniendo vecindad en cualquiera de los municipios de las Illes
Balears, adquieran la nacionalidad española, quedarán sujetos al Derecho Civil de las
Illes Balears mientras mantengan esta vecindad y salvo en el caso de que manifiesten
su voluntad en sentido contrario.

Artículo 8.
1. Las Comunidades baleares establecidas fuera del territorio de la Comunidad Autó-
noma podrán solicitar como tales el reconocimiento de su personalidad de origen,
entendida como el derecho a colaborar y compartir la vida social y cultural de las islas.
Una Ley del Parlamento de las Illes Balears regulará, sin perjuicio de las competencias
del Estado, el alcance y contenido del reconocimiento mencionado que, en ningún caso,
implicará la concesión de derechos políticos.
2. La Comunidad Autónoma podrá solicitar del Estado español que, para facilitar la
disposición anterior, celebre en su caso, los pertinentes Tratados internacionales.

Artículo 9.
Las instituciones de autogobierno, en cumplimiento de las finalidades que les son
propias, promoverán la libertad, la justicia, la igualdad y el progreso socioeconómico
entre todos los ciudadanos de las Illes Balears, como principios de la Constitución, así
como la participación de éstos en la vida política, cultural económica y social. Inspirarán
también su función de poder público en el sentido de consolidar y desarrollar las
comunes características de nacionalidad de los pueblos de Mallorca, Menorca, Ibiza y
Formentera, así como las peculiaridades de cada una de ellas, como vínculo de solida-
ridad entre todas las islas.

16. COMUNIDAD DE MADRID:
Artículo 7. (Modificado por LO 5/1998)
1. Los derechos y deberes fundamentales de los ciudadanos de la Comunidad de
Madrid son los establecidos en la Constitución.
2. A los efectos del presente Estatuto, gozan de la condición política de ciudadanos de
la Comunidad los españoles que, de acuerdo con las leyes generales del Estado, tengan
vecindad administrativa en cualquiera de sus municipios.
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3. Como madrileños, gozan de los derechos políticos definidos en este Estatuto, los
ciudadanos españoles residentes en el extranjero que hayan tenido su última vecindad
administrativa en la Comunidad de Madrid y acrediten esta condición en el correspon-
diente Consulado de España. Gozarán también de estos derechos sus descendientes
inscritos como españoles, si así lo solicitan, en la forma que determine la ley del Estado.
4. Corresponde a los poderes públicos de la Comunidad de Madrid, en el ámbito de su
competencia, promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del individuo
y de los grupos en que se integran sean reales y efectivas, remover los obstáculos que
impidan o dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la
vida política, económica, cultural y social.

17. CASTILLA Y LEÓN:
Artículo 6. Ámbito personal. (Modificado por LO 4/1999)
1. A los efectos del presente Estatuto, tienen la condición política de ciudadanos de
Castilla y León todos los españoles que, de acuerdo con las leyes generales del Estado,
tengan vecindad administrativa en cualquiera de los municipios integrados en el terri-
torio de la Comunidad.
2. Gozarán de los derechos políticos definidos en este Estatuto, como ciudadanos de
Castilla y León, los españoles residentes en el extranjero que hayan tenido la última
vecindad administrativa en Castilla y León y acrediten esta condición en el correspon-
diente Consulado de España. Igualmente gozarán de estos derechos sus descendientes
inscritos como españoles, si así lo solicitaren, en la forma que determine la ley del
Estado.

Artículo 7. Comunidades situadas en otros territorios. (Modificado por LO 4/1999)
1. Los ciudadanos oriundos o procedentes de Castilla y León que residan en otras
Comunidades Autónomas de España o fuera del territorio nacional así como sus asocia-
ciones y centros sociales, tendrán el reconocimiento de su origen o procedencia y el
derecho a colaborar y compartir la vida social y cultural de Castilla y León.
2. Sin perjuicio de las competencias del Estado, una ley de las Cortes de Castilla y León
regulará el alcance y contenido de dicho reconocimiento.
3. Para facilitar lo anteriormente dispuesto, la Comunidad de Castilla y León podrá
suscribir convenios con otras Comunidades Autónomas y solicitar del Estado que se
adopten las previsiones oportunas en los tratados y convenios internacionales que se
celebren.
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Artículo 8. Derechos, libertades y deberes de los ciudadanos de Castilla y León. (Modi-
ficado por LO 4/1999)
1. Los ciudadanos de Castilla y León tienen los derechos, libertades y deberes esta-
blecidos en la Constitución.
2. Corresponde a los poderes públicos de Castilla y León promover las condiciones
para que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integran sean
reales y efectivas, remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud y facilitar
la participación de todos los castellanos y leoneses en la vida política, económica,
cultural y social.
3. Los poderes públicos de la Comunidad Autónoma asumen como uno de los princi-
pios rectores de su acción política, social y económica el derecho de los castellanos y
leoneses a vivir y trabajar en su propia tierra. A este fin se crearán las condiciones
indispensables para hacer posible el retorno de los emigrantes para que puedan contri-
buir con su trabajo al bienestar colectivo de los castellanos y leoneses.

18. CEUTA:
Artículo 4.
1. A los efectos del presente Estatuto gozan de la condición de ceutíes los ciudadanos
españoles que, de acuerdo con las leyes generales del Estado, tengan vecindad admi-
nistrativa en el Municipio de Ceuta.
2. Gozan también como ceutíes de los derechos políticos reconocidos en el presente
Estatuto los ciudadanos españoles residentes en el extranjero que hayan tenido su
última vecindad administrativa en el Municipio de Ceuta y acrediten esta circunstancia
en el correspondiente Consulado de España, así como los descendientes de éstos,
inscritos como españoles, si así lo solicitasen, en la forma que determine la Ley del
Estado.
3. Las comunidades ceutíes asentadas fuera de la ciudad de Ceuta podrán colaborar y
compartir la vida social y cultural del pueblo ceutí.

Artículo 5.
1. Los derechos y deberes fundamentales de los ceutíes son los establecidos en la
Constitución.
2. Las instituciones de la ciudad de Ceuta, dentro del marco de sus competencias, ejer-
cerán sus poderes con los siguientes objetivos básicos:
a) La mejora de las condiciones de vida, elevación del nivel cultural y de trabajo de
todos los ceutíes.
b) Promover las condiciones adecuadas para que la libertad y la igualdad de los ceutíes
sean reales y efectivas; facilitar la participación de los ceutíes en la vida política, econó-
mica, cultural y social de Ceuta.



c) Adoptar las medidas que promuevan la inversión y fomenten el progreso económico
y social de Ceuta, facilitando el empleo y la mejora de las condiciones de trabajo.
d) La superación de las condiciones económicas, sociales y culturales que determinan
el desarraigo de colectivos de población ceutí.
e) El fomento de la calidad de vida, mediante la protección de la naturaleza y del medio
ambiente, el desarrollo de los equipamientos sociales y el acceso de todas las capas
de la población a los bienes de la cultura.
f) La protección y realce del paisaje y del patrimonio histórico-artístico de Ceuta.
g) La realización de un eficaz sistema de comunicaciones que potencie los intercambios
humanos, culturales y económicos.
h) La promoción y estímulo de los valores de comprensión, respeto y aprecio de la plura-
lidad cultural de la población ceutí.

19. MELILLA:
Artículo 4.
1. A los efectos del presente Estatuto gozan de la condición de melillenses los ciuda-
danos españoles que, de acuerdo con las leyes generales del Estado, tengan vecindad
administrativa en el Municipio de Melilla.
2. Gozan también como melillenses de los derechos políticos reconocidos en el
presente Estatuto los ciudadanos españoles residentes en el extranjero que hayan
tenido su última vecindad administrativa en el Municipio de Melilla y acrediten esta
circunstancia en el correspondiente Consulado de España, así como los descendientes
de éstos, inscritos como españoles, si así lo solicitasen, en la forma que determine la
Ley del Estado.
3. Las comunidades melillenses asentadas fuera de la ciudad de Melilla podrán cola-
borar y compartir la vida social y cultural del pueblo melillense.

Artículo 5.
1. Los derechos y deberes fundamentales de los melillenses son los establecidos en la
Constitución.
2. Las instituciones de la ciudad de Melilla, dentro del marco de sus competencias, ejer-
cerán sus poderes con los siguientes objetivos básicos:
a) La mejora de las condiciones de vida, elevación del nivel cultural y de trabajo de
todos los melillenses.
b) Promover las condiciones adecuadas para que la libertad y la igualdad de los meli-
llenses sean reales y efectivas; facilitar la participación de los melillenses en la vida polí-
tica, económica, cultural y social de Melilla.
c) Adoptar las medidas que promuevan la inversión y fomenten el progreso económico
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y social de Melilla, facilitando el empleo y la mejora de las condiciones de trabajo.
d) La superación de las condiciones económicas, sociales y culturales que determinan
el desarraigo de colectivos de población melillense.
e) El fomento de la calidad de vida, mediante la protección de la naturaleza y del medio
ambiente, el desarrollo de los equipamientos sociales y el acceso de todas las capas
de la población a los bienes de la cultura.
f) La protección y realce del paisaje y del patrimonio histórico-artístico de Melilla.
g) La realización de un eficaz sistema de comunicaciones que potencie los intercambios
humanos, culturales y económicos.
h) La promoción y estímulo de los valores de comprensión, respeto y aprecio de la plura-
lidad cultural y lingüística de la población melillense.



TÍTULO I. COMPETENCIAS AUTONÓMICAS

1. COMPETENCIAS EXCLUSIVAS

1. PAÍS VASCO:
Artículo 10.
La Comunidad Autónoma del País Vasco tiene competencia exclusiva en las siguientes
materias:
1. Demarcaciones territoriales municipales, sin perjuicio de las facultades correspon-
dientes a los Territorios Históricos, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 37 de
este Estatuto.
2. Organización, régimen y funcionamiento de sus instituciones de autogobierno dentro
de las normas del presente Estatuto.
3. Legislación electoral interior que afecte al Parlamento Vasco, Juntas Generales y
Diputaciones Forales, en los términos previstos en el presente Estatuto y sin perjuicio
de las facultades correspondientes a los Territorios Históricos, de acuerdo con lo
dispuesto en el artículo 37 del mismo.
4. Régimen local y Estatuto de los Funcionarios del País Vasco y de su Administración
Local, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 149.1.18º de la Constitución.
5. Conservación, modificación y desarrollo del Derecho Civil Foral y especial, escrito o
consuetudinario, propio de los Territorios Históricos que integran el País Vasco y la fija-
ción del ámbito territorial de su vigencia.
6. Normas procesales y de procedimientos administrativo y económico-administrativo
que se deriven de las especialidades del derecho sustantivo y de la organización propia
del País Vasco.
7. Bienes de dominio público y patrimoniales cuya titularidad corresponda a la Comu-
nidad Autónoma, así como las servidumbres públicas en materias de sus competencias.
8. Montes, aprovechamientos y servicios forestales, vías pecuarias y pastos, sin
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 149.1.23º de la Constitución.
9. Agricultura y ganadería, de acuerdo con la ordenación general de la economía.
10. Pesca en aguas interiores, marisqueo y acuicultura, caza y pesca fluvial y lacustre.
11. Aprovechamientos hidráulicos, canales y regadíos cuando las aguas discurran ínte-
gramente dentro del País Vasco, instalaciones de producción, distribución y transporte
de energía, cuando este transporte no salga de su territorio y su aprovechamiento no
afecte a otra provincia o Comunidad Autónoma; aguas minerales, termales y subterrá-
neas. Todo ello sin perjuicio de lo establecido en el artículo 149.1.25º de la Constitu-
ción.
12. Asistencia social.
13. Fundaciones y Asociaciones de carácter docente, cultural, artístico, benéfico, asis-

79

TÍTULO I: COMPETENCIAS AUTONÓMICAS 1.1.



tencial y similares, en tanto desarrollen principalmente sus funciones en el País Vasco.
14. Organización, régimen y funcionamiento de las Instituciones y establecimientos de
protección y tutela de menores, penitenciarios y de reinserción social, conforme a la
legislación general en materia civil, penal y penitenciaria.
15. Ordenación farmacéutica de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 149.1.16º de
la Constitución, e higiene, teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 18 de este Esta-
tuto.
16. Investigación científica y técnica en coordinación con el Estado.
17. Cultura, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 149.2 de la Constitución.
18. Instituciones relacionadas con el fomento y enseñanza de las Bellas Artes. Arte-
sanía.
19. Patrimonio histórico, artístico, monumental, arqueológico y científico, asumiendo la
Comunidad Autónoma el cumplimiento de las normas y obligaciones que establezca el
Estado para la defensa de dicho patrimonio contra la exportación y la expoliación.
20. Archivos, Bibliotecas y Museos que no sean de titularidad estatal.
21. Cámaras Agrarias, de la Propiedad, Cofradías de Pescadores, Cámaras de
Comercio, Industria y Navegación, sin perjuicio de la competencia del Estado en materia
de comercio exterior.
22. Colegios Profesionales y ejercicio de las profesiones tituladas, sin perjuicio de lo
dispuesto en los artículos 36 y 139 de la Constitución. Nombramiento de Notarios de
acuerdo con las Leyes del Estado.
23. Cooperativas, Mutualidades no integradas en la Seguridad Social y Pósitos,
conforme a la legislación general en materia mercantil.
24. Sector público propio del País Vasco en cuanto no esté afectado por otras normas
de este Estatuto.
25. Promoción, desarrollo económico y planificación de la actividad económica del País
Vasco de acuerdo con la ordenación general de la economía.
26. Instituciones de crédito corporativo, público y territorial y Cajas de Ahorro, en el
marco de las bases que sobre ordenación del crédito y la banca dicte el Estado y de la
política monetaria general.
27. Comercio interior, sin perjuicio de la política general de precios, la libre circulación
de bienes en el territorio del Estado y de la legislación sobre defensa de la competencia.
Ferias y mercados interiores. Denominaciones de origen y publicidad en colaboración
con el Estado.
28. Defensa del consumidor y del usuario en los términos del apartado anterior.
29. Establecimiento y regulación de Bolsas de Comercio y demás centros de contrata-
ción de mercancías y de valores conforme a la legislación mercantil.
30. Industria, con exclusión de la instalación, ampliación y traslado de industrias sujetas
a normas especiales por razones de seguridad, interés militar y sanitario y aquellas que
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precisen de legislación específica para estas funciones, y las que requieran de
contratos previos de transferencia de tecnología extranjera. En la reestructuración de
sectores industriales corresponde al País Vasco el desarrollo y ejecución de los planes
establecidos por el Estado.
31. Ordenación del territorio y del litoral, urbanismo y vivienda.
32. Ferrocarriles, transportes terrestres, marítimos, fluviales y por cable, puertos, heli-
puertos, aeropuertos y Servicio Meteorológico del País Vasco, sin perjuicio de lo
dispuesto en el art. 149.1.20º de la Constitución, Centros de contratación y terminales
de carga en materia de transportes.
33. Obras públicas que no tengan la calificación legal de interés general o cuya reali-
zación no afecte a otros territorios.
34. En materia de carreteras y caminos, además de las competencias contenidas en el
apartado 5, número 1, del artículo 148 de la Constitución, las Diputaciones Forales de
los Territorios Históricos conservarán íntegramente el régimen jurídico y competencias
que ostentan o que, en su caso, hayan de recobrar a tenor del artículo 3º de este Esta-
tuto.
35. Casinos, juegos y apuestas, con excepción de las Apuestas Mutuas Deportivas
Benéficas.
36. Turismo y deporte. Ocio y esparcimiento.
37. Estadística del País Vasco para sus propios fines y competencias.
38. Espectáculos.
39. Desarrollo comunitario. Condición femenina. Política infantil, juvenil y de la tercera
edad.

2. CATALUÑA:
Artículo 9.
La Generalidad de Cataluña tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias:
1. Organización de sus instituciones de autogobierno, en el marco del presente Esta-
tuto.
2. Conservación, modificación y desarrollo del Derecho civil catalán.
3. Normas procesales y de procedimiento administrativo que se deriven de las particu-
laridades del Derecho sustantivo de Cataluña o de las especialidades de la organización
de la Generalidad.
4. Cultura.
5. Patrimonio; histórico, artístico, monumental, arquitectónico, arqueológico y cientí-
fico, sin perjuicio de lo que dispone el número 28 del apartado 1 del artículo 149 de la
Constitución.
6. Archivos, bibliotecas, museos, hemerotecas y demás centros de depósito cultural
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que no sean de titularidad estatal. Conservatorios de música y servicios de Bellas Artes
de interés para la Comunidad Autónoma.
7. Investigación, sin perjuicio de lo que dispone el número 15 del apartado 1 del artí-
culo 149 de la Constitución. Las Academias que tengan su sede central en Cataluña.
8. Régimen local, sin perjuicio de lo que dispone el número 18 del apartado 1 del artí-
culo 149 de la Constitución. Alteraciones de los términos municipales y denominación
oficial de los municipios y topónimo.
9. Ordenación del territorio y del litoral, urbanismo y vivienda.
10. Montes, aprovechamientos y servicios forestales, vías pecuarias y pastos, espacios
naturales protegidos y tratamiento especial de zonas de  montaña, de acuerdo con lo
dispuesto en el número 23 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.
11. Higiene, teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 17 de este Estatuto.
12. Turismo.
13. Obras públicas que no tengan la calificación legal de interés general del Estado o
cuya realización no afecte a otra Comunidad Autónoma.
14. Carreteras y caminos cuyo itinerario se desarrolle íntegramente en el territorio de
Cataluña.
15. Ferrocarriles, transportes, terrestres, marítimos, fluviales y por cable; puertos, heli-
puertos, aeropuertos y Servicio Meteorológico de Cataluña, sin  perjuicio de lo
dispuesto en los números 20 y 21 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.
Centros de contratación y terminales de carga en materia de transportes.
16. Aprovechamientos hidráulicos, canales y regadíos, cuando las aguas discurran ínte-
gramente dentro de Cataluña; instalaciones de producción, distribución y transporte de
energía, cuando este transporte no salga de su territorio y su aprovechamiento no
afecte a otra provincia o Comunidad  Autónoma; aguas minerales, termales y subterrá-
neas. Todo ello sin perjuicio de lo establecido en el número 25 del apartado 1 del artí-
culo 149 de la Constitución.
17. Pesca en aguas interiores, marisqueo, acuicultura, caza y pesca fluvial y lacustre.
18. Artesanía.
19. Ordenación farmacéutica, sin perjuicio de lo dispuesto en el número 16 del apar-
tado 1 del artículo 149 de la Constitución.
20. Establecimiento y ordenación de centros de contratación de mercaderías y valores,
de conformidad con la legislación mercantil.
21. Cooperativas, pósitos y Mutualismo no integrado en el sistema de la Seguridad
Social, respetando la legislación mercantil.
22. Cámaras de la Propiedad, Cámaras de Comercio, de Industria y Navegación, sin
perjuicio de lo que dispone el número 10 del apartado 1 del artículo 149 de la Consti-
tución.
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23. Colegios profesionales y ejercicio de las profesiones tituladas, sin perjuicio de lo
dispuesto en los artículos 36 y 139 de la Constitución.
24. Fundaciones y asociaciones de carácter docente, cultural, artístico, benéfico-asis-
tencial y similares, que desarrollen principalmente sus funciones en Cataluña.
25. Asistencia social.
26. Juventud.
27. Promoción de la mujer.
28. Instituciones públicas de protección y tutela de menores, respetando, en todo caso,
la legislación civil, penal y penitenciaria.
29. Deportes y ocio.
30. Publicidad, sin perjuicio de las normas dictadas por el Estado para sectores y
medios específicos.
31. Espectáculos.
32. Casinos, juegos y apuestas, con exclusión de las Apuestas Mutuas Deportivo Bené-
ficas.
33. Estadística de interés de la Generalidad.
34. Las restantes materias que se atribuyan en el presente Estatuto expresamente
como de competencia exclusiva y las que, con este carácter y mediante Ley Orgánica,
sean transferidas por el Estado.

3. GALICIA:
Artículo 27.
En el marco del presente Estatuto corresponde a la Comunidad Autónoma gallega la
competencia exclusiva de las siguientes materias:
1. Organización de sus instituciones de autogobierno.
2 .Organización y régimen jurídico de las comarcas y parroquias rurales como entidades
locales propias de Galicia, alteraciones de términos municipales comprendidos dentro
de su territorio y, en general, las funciones que sobre el Régimen Local correspondan
a la Comunidad Autónoma al amparo del artículo 149.1.18 de la Constitución y su
desarrollo.
3. Ordenación del territorio y del litoral, urbanismo y vivienda.
4. Conservación, modificación y desarrollo de las instituciones del Derecho civil gallego.
5. Las normas procesales y procedimientos administrativos que se deriven del especí-
fico Derecho gallego o de la organización propia de los poderes públicos gallegos.
6. Estadísticas para los fines de la Comunidad Autónoma gallega.
7. Obras públicas que no tengan la calificación legal de interés general del Estado o
cuya ejecución o explotación no afecte a otra Comunidad Autónoma o provincia.



8. Ferrocarriles y carreteras no incorporados a la red del Estado y cuyo itinerario se
desarrolle íntegramente en el territorio de la Comunidad Autónoma y, en los mismos
términos, el transporte llevado a cabo por estos medios o por cable.
9. Los puertos, aeropuertos y helipuertos no calificados de interés general por el
Estado y los puertos de refugio y puertos y aeropuertos deportivos.
10. Montes, aprovechamientos forestales, vías pecuarias y pastos sin perjuicio de lo
dispuesto en el artículo 149.1.23 de la Constitución.
11. Régimen jurídico de los montes vecinales en mano común.
12. Aprovechamientos hidráulicos, canales y regadíos cuando las aguas discurran ínte-
gramente dentro del territorio de la Comunidad, sin perjuicio de lo dispuesto en el artí-
culo 149. 1. 22 de la Constitución.
13. Instalaciones de producción, distribución y transporte de energía eléctrica cuando
este transporte no salga de su territorio y su aprovechamiento no afecte a otra
provincia o Comunidad Autónoma, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 149. 1. 22
y 25 de la Constitución.
14. Las aguas minerales y termales. Las aguas subterráneas sin perjuicio de lo
dispuesto en el artículo 149. 1. 22 de la Constitución, y en el número siete del presente
artículo.
15. La pesca en las rías y demás aguas interiores, el marisqueo, la acuicultura, la caza,
la pesca fluvial y lacustre.
16. Las ferias y mercados interiores.
17. La artesanía.
18. Patrimonio histórico, artístico, arquitectónico, arqueológico, de interés de Galicia,
sin perjuicio de lo que dispone el artículo 149. 1. 28 de la Constitución; archivos, biblio-
tecas y museos de interés para la Comunidad Autónoma, y que no sean de titularidad
estatal, conservatorios de música y servicios de Bellas Artes de interés para la Comu-
nidad.
19. El fomento de la cultura y de la investigación en Galicia, sin perjuicio de lo estable-
cido en el artículo 149. 2 de la Constitución.
20. La promoción y la enseñanza de la lengua gallega.
21. La promoción y la ordenación del turismo dentro de la Comunidad.
22. La promoción del deporte y la adecuada utilización del ocio.
23. Asistencia social.
24. La promoción del desarrollo comunitario.
25. La creación de una Policía Autónoma de acuerdo con lo que disponga le Ley Orgá-
nica prevista en el artículo 149. 1. 29 de la Constitución.
26. El régimen de las fundaciones de interés gallego.
27. Casinos, juegos y apuestas con exclusión de las Apuestas Mutuas Deportivo Bené-
ficas.
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28. Los centros de contratación de mercancías y valores de conformidad con las
normas generales de Derecho mercantil.
29. Cofradías de Pescadores, Cámaras de la Propiedad Agrarias, de Comercio, Indus-
tria y Navegación y otras de naturaleza equivalente, sin perjuicio de lo que dispone el
artículo 149 de la Constitución.
30. Normas adicionales sobre protección del medio ambiente y del paisaje en los
términos del artículo ciento 149. 1. 23.
31.Publicidad sin perjuicio de las normas dictadas por el Estado para sectores y medios
específicos.
32. Las restantes materias que con este carácter y mediante Ley Orgánica sean trans-
feridas por el Estado.

Artículo 32.
Corresponde a la Comunidad Autónoma la defensa y promoción de los valores cultu-
rales del pueblo gallego. A tal fin, y mediante Ley del Parlamento, se constituirá un
Fondo Cultural Gallego y el Consejo de la Cultura Gallega.

4. ANDALUCÍA:
Artículo 13.
La Comunidad Autónoma de Andalucía tiene competencia exclusiva sobre las siguiente
materias:
1. Organización y estructura de sus instituciones de autogobierno.
2. Organización y estructura de sus organismos autónomos.
3. Régimen local, sin perjuicio de lo que dispone el número 18 del apartado 1 del artí-
culo 149 de la Constitución.
4. Procedimiento administrativo derivado de las especialidades de la organización
propia de la Comunidad Autónoma.
5. Normas y procedimientos electorales para la constitución de sus instituciones de
autogobierno.
6. Bienes de dominio público y patrimoniales cuya titularidad corresponda a la Comu-
nidad Autónoma, así como las servidumbres públicas en materia de su competencia.
7. Montes, aprovechamientos, servicios forestales y vías pecuarias, marismas y
lagunas, pastos, espacios naturales protegidos y tratamiento especial de zonas de
montañas, sin perjuicio de lo dispuesto en el número 23, apartado 1, del artículo 149,
de la Constitución.
8. Política territorial: ordenación del territorio y del litoral, urbanismo y vivienda.
9.Las obras públicas de interés para la Comunidad Autónoma de Andalucía cuya reali-
zación no afecte a otra Comunidad Autónoma, y siempre que no tenga la calificación
legal de interés general del Estado.



10. Los ferrocarriles, carreteras y caminos cuyo itinerario se desarrolle íntegramente
en territorio andaluz y, en los mismos términos, el transporte desarrollado por estos
medios1 por vía fluvial o por cable.
11.Puertos, aeropuertos y helipuertos que no tengan la calificación legal de interés
general del Estado. Puertos de refugio, puertos y aeropuertos deportivos y, en general,
los que no desarrollen actividades comerciales.
12. Recursos y aprovechamientos hidráulicos, canales y regadíos, cuando las aguas
transcurran únicamente por Andalucía. Aguas subterráneas cuando su aprovechamiento
no afecte a otro territorio.
13. Aguas minerales y termales.
14. Instalaciones de producción, distribución y transporte de energía, cuando este
transporte no salga de Andalucía y su aprovechamiento no afecte a otro territorio.
15. Establecimiento y ordenación de centros de contratación de mercancías y valores
de conformidad con la legislación mercantil. Ferias y Mercados interiores.
16. Cámaras de Comercio, Industria y Navegación y Cámaras Agrarias, Cámaras de la
Propiedad Urbana y Cofradías de Pescadores, Cámaras Mineras y otras de naturaleza
equivalente; denominaciones de origen y sus Concejos Reguladores, sin perjuicio de la
competencia del Estado en materia de comercio exterior prevista en el artículo
149.1.10, de la Constitución. Todo ello en el marco de lo que establezca la legislación
básica del Estado, reguladora de las Corporaciones de Derecho Público.
17. Promoción y ordenación del turismo.
18. La pesca en aguas interiores, el marisqueo y la acuicultura, la y la pesca fluvial y
lacustre.
19. Artesanía.
20. Cooperativas, Pósitos y Mutuas no integradas en el sistema de la Seguridad Social,
respetando la legislación mercantil.
21. Sanidad e Higiene, sin perjuicio de lo que establece el artículo 149.1.16, de la Cons-
titución.
22. Asistencia y servicios sociales. Orientación y planificación familiar.
23. Instalaciones Publicas de protección y tutela de menores. respetando la legislación
civil, penal y penitenciaria.
24. Colegios profesionales y ejercicio de las profesiones tituladas, sin perjuicio de lo
dispuesto en los artículo 36 y 139 de la Constitución.
25. Fundaciones y asociaciones de carácter docente, cultural, artístico, benéfico-asis-
tencial y similares, que desarrollen principalmente sus funciones en Andalucía.
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26. Promoción y fomento de la cultura en todas sus manifestaciones y expresiones, sin
perjuicio del artículo 149.2 de la Constitución.
27. Patrimonio histórico, artístico, monumental, arqueológico y científico, sin perjuicio
de lo que dispone el número 28 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.
28. Archivos, museos, bibliotecas y demás colecciones de naturaleza análoga que no
sean de titularidad estatal. Conservatorios y Centros de Bellas Artes de interés para la
Comunidad Autónoma.
29. Investigación y sus instituciones, sin perjuicio de lo establecido en el número 15 del
apartado 1 del artículo 149 de la Constitución. Academias con sede central en Anda-
lucía.
30. Promoción de actividades y servicios para la juventud y la tercera edad. Desarrollo
comunitario.
31. Deporte y ocio.
32. Publicidad y espectáculos, sin perjuicio de las normas del Estado.
33. Casinos, juegos y apuestas, con exclusión de las apuestas mutuas deportivo-benéficas.
34. Estadísticas parafines de la Comunidad Autónoma. 
35.Las restantes materias que con este carácter, y mediante Ley Orgánica, sean trans-
feridas por el Estado.

5. ASTURIAS:
Artículo 10.
1.  El Principado de Asturias tiene la competencia exclusiva en las materias que a conti-
nuación se señalan:

1. Organización, régimen y funcionamiento de sus instituciones de autogo-
bierno.

2. Alteración de los términos y denominaciones de los concejos comprendidos
en su territorio, así como la creación de organizaciones de ámbito inferior y superior a
los mismos, en los términos establecidos en el artículo 6 de este Estatuto.

3. Ordenación del territorio y del litoral, urbanismo y vivienda.
4. Obras públicas que no tengan la calificación legal de interés general del

Estado ni afecten a otra Comunidad Autónoma.
5. Los ferrocarriles, carreteras y caminos cuyo itinerario se desarrolle íntegra-

mente en el territorio de la Comunidad Autónoma, y en los mismos términos el trans-
porte terrestre, fluvial, por cable o tubería.

6. El transporte marítimo exclusivamente entre puertos o puntos de la Comu-
nidad Autónoma sin conexión con puertos o puntos de otros ámbitos territoriales.

7. Centros de contratación y terminales de carga en materia de transportes.
8. Establecimiento de bolsas de valores y establecimiento y regulación de

centros de contratación de mercaderías, conforme a la legislación mercantil.



9. Puertos de refugio, puertos, aeropuertos y helipuertos que no sean de
interés general del Estado.

10. Agricultura, ganadería e industria agroalimentaria, de acuerdo con la orde-
nación general de la economía.

11. Tratamiento especial de las zonas de montaña.
12. Proyectos, construcción y explotación de los aprovechamientos hidráu-

licos, incluidos los hidroeléctricos, canales y regadíos de interés para la Región. Aguas
minerales y termales. Aguas subterráneas cuando discurran íntegramente por el ámbito
territorial de la Comunidad Autónoma.
Ordenación y concesión de recursos y aprovechamientos hidráulicos cuando las aguas
discurran íntegramente por el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma.

13. Pesca en aguas interiores, fluviales y lacustres, marisqueo, acuicultura,
alguicultura, así como el desarrollo de cualquier otra forma de cultivo industrial. Caza.
Protección de los ecosistemas en los que se desarrollan dichas actividades.

14. Comercio interior, sin perjuicio de la política general de precios, de la libre
circulación de bienes en el territorio del Estado y de la legislación sobre defensa de la
competencia. Ferias y mercados interiores. Denominación de origen, en colaboración
con el Estado.

15. Planificación de la actividad económica y fomento del desarrollo económico
de la Comunidad Autónoma dentro de los objetivos marcados por la política económica
general. Creación y gestión de un sector público de la Comunidad Autónoma.
16. Artesanía.

17. Museos, archivos, bibliotecas, hemerotecas, servicios de Bellas Artes y
demás centros de depósito cultural o colecciones de naturaleza análoga y conservato-
rios de música de interés del Principado de Asturias, que no sean de titularidad estatal.

18. Patrimonio cultural, histórico, arqueológico, incluida la arqueología indus-
trial, monumental, arquitectónico, científico y artístico de interés para el Principado de
Asturias.

19. Investigación, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 149.1.15.ª de la
Constitución. Academias con domicilio social en el Principado de Asturias.

20. Cultura, con especial atención a la promoción de sus manifestaciones
autóctonas y a la enseñanza de la cultura asturiana, todo ello sin perjuicio de lo
dispuesto en el artículo 149.2 de la Constitución.

21. Fomento y protección del bable en sus diversas variantes que, como moda-
lidades lingüísticas, se utilizan en el territorio del Principado de Asturias.

22. Turismo.
23. Deporte y ocio.
24. Asistencia y bienestar social. Desarrollo comunitario. Actuaciones de rein-

serción social.
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25. Protección y tutela de menores, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo
149.1.6.ª y 8.ª de la Constitución.

26. Casinos, juegos y apuestas con exclusión de las apuestas mutuas depor-
tivo-benéficas.

27. Cooperativas y entidades asimilables, mutuas no integradas en el sistema
de Seguridad Social, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 149.1.6. a de la Cons-
titución.

28. Espectáculos públicos.
29. Estadísticas para los fines de la Comunidad Autónoma, en coordinación con

la general del Estado y con la de las demás Comunidades Autónomas.
30. Fundaciones que desarrollen principalmente sus actividades en el Princi-

pado de Asturias.
31. Industria, sin perjuicio de lo que determinen las disposiciones del Estado

en el ejercicio de sus competencias por razones de seguridad, sanitarias o de interés
militar y las relacionadas con las industrias que estén sujetas a la legislación de minas,
hidrocarburos y energía nuclear. El ejercicio de la competencia se realizará de acuerdo
con las bases y la ordenación de la actividad económica general y la política monetaria
del Estado, en los términos de lo dispuesto en los artículos 38, 131 y 149.1.11. a y
13. a de la Constitución.

32. Instalaciones de producción, distribución y transporte de cualesquiera ener-
gías y fluidos energéticos, cuando su transporte no salga de Asturias o su aprovecha-
miento no afecte a otra Comunidad Autónoma. Todo ello sin perjuicio de lo establecido
en los números 22 y 25 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.

33. Procedimiento administrativo derivado de las especialidades del derecho
sustantivo y de la organización propia de la Comunidad Autónoma.

34. Publicidad, sin perjuicio de las normas dictadas por el Estado para
sectores y medios específicos, de acuerdo con el artículo 149.1.1.ª ,6.ª y 8.ª de la
Constitución.

35. Servicio meteorológico de la Comunidad Autónoma.
36. (Modificado por Ley 1/1999) Cajas de Ahorro e instituciones de crédito

cooperativo público y territorial, en el marco de la ordenación general de la economía y
de acuerdo con las disposiciones que en uso de sus facultades dicte el Estado.
2. En el ejercicio de estas competencias corresponderá al Principado de Asturias la
potestad legislativa, la potestad reglamentaria y la función ejecutiva, que ejercerá respe-
tando, en todo caso, lo dispuesto en la Constitución.
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6. CANTABRIA:
Artículo 24. (Modificado por Ley 2/1994 y por LO 11/1998)
La Comunidad Autónoma de Cantabria tiene competencia exclusiva en las materias que
a continuación se señalan, que serán ejercidas en los términos dispuestos en la Cons-
titución:
1. Organización, régimen y funcionamiento de sus instituciones de autogobierno.
2. Las alteraciones de los términos municipales comprendidos en su territorio y, en
general, las funciones que corresponden a la Administración del Estado sobre las
Corporaciones Locales, y cuya transferencia autorice la legislación sobre régimen local.
3. Ordenación del territorio y del litoral, urbanismo y vivienda.
4. Tratamiento especial de las zonas de montaña.
5. Las obras públicas de interés para la Comunidad Autónoma que se realicen dentro
de su propio territorio y que no sean de interés general del Estado ni afecten a otra
Comunidad Autónoma.
6. Los ferrocarriles, carreteras y caminos cuyo itinerario se desarrolle íntegramente en
el territorio de la Comunidad Autónoma y, en los mismos términos, los transportes
terrestres, fluviales y por cable o tubería; establecimiento de centros de contratación y
terminales de carga en materia de transporte terrestre.
7. Transporte marítimo, exclusivamente entre puertos o puntos de la Comunidad Autó-
noma, sin conexión con otros puertos o puntos de otros ámbitos territoriales.
8. Puertos, aeropuertos y helipuertos que no sean de interés general del Estado.
9. Agricultura, ganadería e industrias agroalimentarias de acuerdo con la ordenación
general de la economía.
10. Denominaciones de origen en colaboración con el Estado.
11. Los proyectos, construcción y explotación de los aprovechamientos hidráulicos,
canales, regadíos de interés para la Comunidad Autónoma, y las aguas minerales,
termales y subterráneas, cuando éstas discurran íntegramente por Cantabria. Ordena-
ción y concesión de recursos y aprovechamientos hidráulicos cuando las aguas discu-
rran íntegramente por el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma.
12. La pesca en aguas interiores, el marisqueo y la acuicultura, la caza y la pesca fluvial
y lacustre.
13. Comercio interior, sin perjuicio de la política general de precios, de la libre circula-
ción de bienes en el territorio del Estado y de la legislación sobre defensa de la compe-
tencia. Ferias y mercados interiores. Establecimiento de bolsas de valores y estableci-
miento y regulación de centros de contratación de mercancías, conforme a la legisla-
ción mercantil.
14. Planificación de la actividad económica y fomento del desarrollo de Cantabria,
dentro de los objetivos marcados por la política económica del Estado y del sector
público económico de la Comunidad.
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15. Artesanía.
16. Museos, archivos, bibliotecas, hemerotecas y demás centros de depósito cultural,
conservatorios de música y servicios de bellas artes, de interés para la Comunidad
Autónoma, cuya titularidad no sea estatal.
17. Patrimonio histórico, artístico, monumental, arquitectónico y arqueológico de
interés para la Comunidad Autónoma.
18. Cultura.
19. Investigación científica y técnica, en coordinación con la general del Estado.
20. Turismo.
21. Promoción del deporte y de la adecuada utilización del ocio.
22. Asistencia, bienestar social y desarrollo comunitario incluida la política juvenil, para
las personas mayores y de promoción de la igualdad de la mujer.
23. Protección y tutela de menores.
24. Vigilancia y protección de sus edificios e instalaciones y coordinación de las policías
locales sin perjuicio de su dependencia jerárquica de la autoridad municipal.
25. Casinos, juegos y apuestas, con exclusión de las Apuestas Mutuas Deportivo-Bené-
ficas.
26. Cooperativas y entidades asimilables, mutuas no integradas en el sistema de Segu-
ridad Social, respetando la legislación mercantil.
27. Espectáculos públicos.
28. Estadística para fines no estatales.
29. Fundaciones que desarrollen principalmente sus funciones en la Comunidad Autó-
noma.
30. Industria, sin perjuicio de lo que determinen las normas del Estado por razones de
seguridad, sanitarias o de interés militar y las normas relacionadas con las industrias
que estén sujetas a la legislación de minas, hidrocarburos y energía nuclear. El ejercicio
de la competencia se realizará de acuerdo con las bases y la ordenación de la actividad
económica general y la política monetaria del Estado, en los términos de lo dispuesto
en los artículos 38, 131 y números 11 y 13 del apartado 1 del artículo 149 de la Cons-
titución.
31. Instalaciones de producción, distribución y transporte de energía, cuando el trans-
porte no salga de su territorio y su aprovechamiento no afecte a otra Comunidad Autó-
noma. Todo ello sin perjuicio de lo establecido en los números 22 y 25 del apartado 1
del artículo 149 de la Constitución.
32. Procedimiento administrativo derivado de las especialidades de la organización
propia.
33. Publicidad, sin perjuicio de las normas dictadas por el Estado para sectores y
medios específicos, de acuerdo con los números 1, 6, y 8 del apartado 1 del artículo
149 de la Constitución.
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34. Servicio meteorológico de la Comunidad Autónoma.
35. Cajas de Ahorro e instituciones de crédito cooperativo público y territorial, en el
marco de la ordenación general de la economía y de acuerdo con las disposiciones que
en uso de sus facultades dicte el Estado.

7. LA RIOJA:
Artículo 8. (Modificado por LO 2/1999)
Uno. Corresponde a la Comunidad Autónoma de La Rioja la competencia exclusiva en
las siguientes materias:
1. La organización, estructura, régimen y funcionamiento de sus instituciones de auto-
gobierno.
2. Procedimiento administrativo derivado de las especialidades de la organización
propia de La Rioja.
3. Alteración de términos municipales, su denominación y capitalidad, organización de
mancomunidades, agrupación de municipios y creación de entidades infra y supramu-
nicipales.
4. Ordenación y planificación de la actividad económica, así como fomento del
desarrollo económico de la Comunidad Autónoma, dentro de los objetivos marcados
por la política económica nacional.
5. Creación y gestión de un sector público propio de la Comunidad.
6. Comercio interior sin perjuicio de la política general de precios, de la libre circulación
de bienes en el territorio del Estado y de la legislación sobre defensa de la competencia.
Establecimiento de bolsas de valores y establecimiento y regulación de centros de
contratación de mercancías, conforme a la legislación mercantil.
7. El régimen de ferias y mercados interiores.
8. La artesanía.
9. La promoción y ordenación del turismo en su ámbito territorial.
10. Casinos, juegos y apuestas, con exclusión de las Apuestas Mutuas Deportivo-Bené-
ficas.
11. Industria, sin perjuicio de lo que determinen las normas del Estado por razones de
seguridad, sanitarias o de interés militar y las normas relacionadas con las industrias
que estén sujetas a la legislación de minas, hidrocarburos y energía nuclear. El ejercicio
de la competencia se realizará de acuerdo con las bases y la ordenación de la actividad
económica general y la política monetaria del Estado, en los términos de lo dispuesto
en los artículos 38, 131 y números 11 y 13 del apartado 1 del artículo 149 de la Cons-
titución.
12. Cooperativas y entidades asimilables, mutualidades no integradas en la Seguridad
Social y pósitos, conforme a la legislación mercantil.



13. Publicidad, sin perjuicio de las normas dictadas por el Estado para sectores y
medios específicos, de acuerdo con los números 1, 6 y 8 del apartado 1 del artículo
149 de la Constitución.
14. Las obras públicas de interés para La Rioja en su propio territorio, que no sean de
interés general del Estado ni afecten a otra Comunidad Autónoma.
15. Los ferrocarriles, carreteras y caminos, cuyo itinerario se desarrolle íntegramente
dentro del territorio de La Rioja, y, en los mismos términos, el transporte desarrollado
por estos medios, por vía fluvial, por cable y por tubería. Centros de contratación y
terminales de carga de transporte en el ámbito de la Comunidad.
16. La ordenación del territorio, urbanismo y vivienda.
17. Proyectos, construcción y explotación de los aprovechamientos hidráulicos, hidro-
eléctricos, canales y regadíos de interés para La Rioja. Aguas minerales y termales;
aguas subterráneas cuando discurran íntegramente por el ámbito territorial de la Comu-
nidad Autónoma.
Ordenación y concesión de recursos y aprovechamientos hidráulicos cuando las aguas
discurran íntegramente por el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma.
18. Instalaciones de producción, de distribución y de transporte de cualesquiera ener-
gías, incluidos los recursos y aprovechamientos hidroeléctricos, de gas natural y de
gases licuados, cuando se circunscriban al territorio de la Comunidad y su aprovecha-
miento no afecte a otra Comunidad Autónoma, sin perjuicio de lo establecido en los
números 22 y 25 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.
19. Agricultura, ganadería e industrias agroalimentarias de acuerdo con la ordenación
general de la economía.
20. Las denominaciones de origen y sus consejos reguladores, en colaboración con el
Estado.
21. Pesca fluvial y lacustre, acuicultura y caza.
22. Tratamiento especial de las zonas de montaña.
23. Cultura, con especial atención a las manifestaciones peculiares de La Rioja.
La Comunidad Autónoma podrá celebrar convenios con otras Comunidades para la
gestión y prestación de servicios de actos de carácter cultural, especialmente dirigidos
a los emigrantes de origen riojano residentes en otras Comunidades.
24. Investigación científica y técnica, en coordinación con la general del Estado, pres-
tando especial atención a la lengua castellana por ser originaria de La Rioja y constituir
parte esencial de su cultura.
25. Los museos, archivos, bibliotecas, conservatorios de música y danza, centros de
bellas artes y demás centros de depósito cultural de interés para La Rioja y colecciones
de naturaleza análoga, que no sean de titularidad estatal.
26. El patrimonio artístico, arqueológico, histórico, cultural, monumental, arquitectónico
y científico de interés para La Rioja.
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27. La promoción del deporte y de la adecuada utilización del ocio.
28. Aeropuertos y helipuertos que no tengan la calificación de interés general del
Estado. Aeropuertos deportivos, instalaciones de navegación y deporte en aguas conti-
nentales.
29. Espectáculos.
30. Asistencia y servicios sociales.
31. Desarrollo comunitario. Promoción e integración de los discapacitados, emigrantes,
tercera edad y demás grupos sociales necesitados de especial protección, incluida la
creación de centros de protección, reinserción y rehabilitación. Orientación y planifica-
ción familiar.
32. Protección y tutela de menores.
33. Estadística para fines no estatales.
34. Fundaciones que desarrollen principalmente sus funciones en la Comunidad Autó-
noma.
35. Servicio meteorológico de la Comunidad Autónoma.
36. Vigilancia y protección de los edificios e instalaciones de la propia Comunidad y la
coordinación de las policías locales de La Rioja, sin perjuicio de su dependencia de las
autoridades municipales.
Para el ejercicio de la competencia de vigilancia y protección de sus edificios e instala-
ciones, la Comunidad Autónoma podrá convenir con el Estado la adscripción de una
Unidad del Cuerpo Nacional de Policía en los términos y para el ejercicio de las
funciones previstas en la Ley Orgánica aludida en el número 29 del apartado 1 del artí-
culo 149 de la Constitución.
37. Cajas de Ahorro e instituciones de crédito cooperativo público y territorial, en el
marco de la ordenación general de la economía y de acuerdo con las disposiciones que,
en uso de sus facultades, dicte el Estado.
38. Cualesquiera otras que le correspondan de acuerdo con la Constitución, el presente
Estatuto o, en general, el ordenamiento jurídico.
Dos. En el ejercicio de estas competencias corresponderá a la Comunidad Autónoma
de La Rioja la potestad legislativa, la potestad reglamentaria y la función ejecutiva, que
serán ejercidas respetando, en todo caso, lo dispuesto en la Constitución.

8. REGIÓN DE MURCIA:
Artículo 10. (Modificado por las LLOO 4/1994 y 1/1998)
Uno. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Murcia la competencia exclusiva en las
siguientes materias:
1. Organización, régimen jurídico y funcionamiento de sus instituciones de autogo-
bierno.
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2. Ordenación del territorio y del litoral, urbanismo y vivienda.
3. Obras públicas de interés para la Región dentro de su propio territorio y que no sean
de interés general del Estado ni afecten a otra Comunidad Autónoma.
4. Ferrocarriles, carreteras y caminos cuyo itinerario discurra íntegramente en el terri-
torio de la Región de Murcia y, en los mismos términos, el transporte desarrollado por
estos medios, por cable y tubería. Transporte marítimo entre puertos o puntos de la
Comunidad Autónoma, sin conexión con puertos o puntos de otros ámbitos territoriales.
Centros de contratación y terminales de carga en materia de transporte.
5. Puertos, aeropuertos y helipuertos que no tengan la calificación de interés general,
en los términos del artículo 149.1.20 de la Constitución.
6. Agricultura, ganadería e industrias agroalimentarias, de acuerdo con la ordenación
general de la economía.
7. Proyectos, construcción y explotación de los aprovechamientos hidráulicos, canales
y regadíos de interés para la Comunidad Autónoma, cuando el cauce integral de las
aguas se halle dentro de su territorio. Aguas minerales y termales.
8. Ordenación y concesión de recursos y aprovechamientos hidráulicos, aguas superfi-
ciales y subterráneas cuando discurran o se hallen íntegramente en el ámbito territorial
de la Comunidad Autónoma.
9. Pesca en aguas interiores, marisqueo, acuicultura y alguicultura, así como el
desarrollo de cualquier otra forma de cultivo industrial. Caza y pesca fluvial. Protección
de los ecosistemas en los que se desarrollan dichas actividades.
10. Ferias y mercados interiores.
11. Planificación de la actividad económica y fomento del desarrollo económico de la
Comunidad Autónoma dentro de los objetivos marcados por la política económica
nacional, así como la creación y gestión de un sector público regional propio de la
Comunidad Autónoma.
12. Artesanía.
13. Museos, archivos, bibliotecas, hemerotecas, conservatorios de música y danza,
centros dramáticos, de bellas artes y demás centros de depósito cultural o colecciones
de análoga naturaleza, de interés para la Región, que no sean de titularidad estatal.
14. Patrimonio cultural, histórico, arqueológico, monumental, artístico, paisajístico y
científico de interés para la Región.
15. Fomento de la cultura y de la investigación científica y técnica en coordinación con
el Estado, especialmente en materias de interés para la Región de Murcia.
16. Promoción, fomento y ordenación del turismo en su ámbito territorial.
17. Promoción del deporte y de la adecuada utilización del ocio.
18. Asistencia y bienestar social. Desarrollo comunitario. Política infantil y de la tercera
edad. Instituciones de protección y tutela de menores, respetando, en todo caso, la
legislación civil, penal y penitenciaria. Promoción e integración de los discapacitados,



emigrantes y demás grupos sociales necesitados de especial protección, incluida la
creación de centros de protección, reinserción y rehabilitación.
19. Política juvenil conforme a lo establecido en el artículo 48 de la Constitución.
20. Promoción de la mujer.
21. Vigilancia y protección de sus edificios e instalaciones, así como la coordinación y
demás facultades en relación con las policías locales, sin perjuicio de su dependencia
jerárquica de la autoridad municipal.
22. Casinos, juegos y apuestas, excepto las apuestas y loterías del Estado.
23. Cooperativas y entidades asimilables, mutuas no integradas en el sistema de Segu-
ridad Social, respetando la legislación mercantil.
24. Espectáculos públicos.
25. Estadística para fines no estatales.
26. Fundaciones que desarrollen principalmente sus funciones en la Comunidad Autó-
noma.
27. Industria, sin perjuicio de lo que determinen las normas del Estado por razones de
seguridad, sanitarias o de interés militar y las normas relacionadas con las industrias
que estén sujetas a la legislación de minas, hidrocarburos y energía nuclear. El ejercicio
de la competencia se realizará de acuerdo con las bases y la ordenación de la actividad
económica general y la política monetaria del Estado, en los términos de lo dispuesto
en los artículos 38, 131 y números 11 y 13 del apartado 1 del artículo 149 de la Cons-
titución.
28. Instalaciones de producción, distribución y transporte de energía, cuando el trans-
porte no salga de su territorio y su aprovechamiento no afecte a otra Comunidad Autó-
noma. Todo ello sin perjuicio de lo establecido en los números 22 y 25 del apartado 1
del artículo 149 de la Constitución.
29. Procedimiento administrativo derivado de las especialidades de la organización
propia.
30. Publicidad, sin perjuicio de las normas dictadas por el Estado para sectores y
medios específicos, de acuerdo con los números 1, 6 y 8 del apartado 1 del artículo
149 de la Constitución.
31. Servicio meteorológico de la Comunidad Autónoma.
32. Instituciones de crédito cooperativo, público y territorial y cajas de ahorro, en el
marco de la ordenación de la economía y de acuerdo con las disposiciones que en uso
de sus facultades dicte el Estado.
33. Denominaciones de origen y otras indicaciones de procedencia.
34. Comercio interior, sin perjuicio de la política general de precios, de la libre circula-
ción de bienes en el territorio del Estado y de la legislación sobre la defensa de la
competencia. Establecimiento de bolsas de valores y establecimiento y regulación de
otros centros de contratación de mercancías, conforme a la legislación mercantil.

96

1.1. TÍTULO I: COMPETENCIAS AUTONÓMICAS



35. Régimen de las zonas de montaña.
Dos. En el ejercicio de estas competencias corresponderá a la Región la potestad legis-
lativa, la potestad reglamentaria y la función ejecutiva, que ejercerá respetando, en todo
caso, lo dispuesto en la Constitución.

9. COMUNIDAD VALENCIANA:
Artículo 31.
La Generalidad Valenciana tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias:
1. Organización de sus instituciones de autogobierno, en el marco del presente Esta-
tuto.
2. Conservación, modificación y desarrollo del Derecho Civil Valenciano.
3. Normas procesales y de procedimiento administrativo que se deriven de las particu-
laridades del Derecho sustantivo valenciano o de las especialidades de la organización
de la Generalidad.
4. Cultura.
5. Patrimonio histórico, artístico, monumental, arquitectónico, arqueológico y científico,
sin perjuicio de lo que dispone el número 28 del apartado 1 del artículo ciento cuarenta
y nueve de la Constitución.
6. Archivos, bibliotecas, museos, hemerotecas y demás centros de depósito cultural
que no sean de titularidad estatal, Conservatorios de Música y servicios de Bellas Artes
de interés para la Comunidad Autónoma.
7. Investigación, sin perjuicio de lo que dispone el número dieciocho del apartado 1 del
artículo 149 de la Constitución. Academias que tengan su sede central en el territorio
de la Comunidad.
8. Régimen local, sin perjuicio de lo que dispone el número 18 del apartado 1 del artí-
culo 149  de la Constitución. Alteraciones de los términos municipales y denominación
oficial de los municipios y topónimos.
9. Ordenación del territorio y del litoral, urbanismo y vivienda.
10. Montes, aprovechamientos y servicios forestales, vías pecuarias y pastos, espacios
naturales protegidos y tratamiento especial de zonas de montaña, de acuerdo con lo
dispuesto en el número veintitrés del apartado uno) del artículo ciento cuarenta y nueve
de la Constitución.
11. Higiene, teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo treinta y ocho de este Estatuto.
12. Turismo.
13. Obras públicas que no tengan la calificación legal de interés general del Estado o
cuya realización no afecte a otra Comunidad Autónoma.
14. Carreteras y caminos cuyo itinerario se desarrolle íntegramente en el territorio de
la Comunidad.
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15. Ferrocarriles, transportes terrestres, marítimos, fluviales y por cable; puertos, heli-
puertos y servicio meteorológico de la Comunidad Autónoma Valenciana, sin perjuicio
de lo dispuesto en los números 20 y 21 del apartado 1 del artículo 149de la Constitu-
ción. Centros de contratación y terminales de carga en materia de transportes.
16. Aprovechamientos hidráulicos, canales y regadíos, cuando las aguas discurran ínte-
gramente dentro del territorio de la Comunidad; instalaciones de producción, distribu-
ción y transporte de energía cuando este transporte no salga de su territorio y su apro-
vechamiento no afecte a otra provincia o Comunidad Autónoma; aguas minerales,
termales y subterráneas. Todo ello sin perjuicio de lo establecido en el número 25del
apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.
17. Pesca en aguas interiores, marisqueo, acuicultura, caza y pesca fluvial y lacustre.
18. Artesanía.
19. Ordenación farmacéutica, sin perjuicio de lo dispuesto en el número 16del apartado
1 del artículo 149 de la Constitución.
20. Establecimiento y ordenación de centros de contratación de mercaderías y valores,
de conformidad con la legislación mercantil.
21. Cooperativas, pósitos y mutualismo no integrado en el sistema de la Seguridad
Social, respetando la legislación mercantil.
22. Colegios profesionales y ejercicio de las profesiones tituladas, sin perjuicio de lo
dispuesto en los artículos 36 y 139 de la Constitución.
23. Fundaciones y asociaciones de carácter docente, cultural, artístico, benéfico-asis-
tencial y similares, que desarrollen principalmente sus funciones en la Comunidad.
24. Asistencia social.
25. Juventud.
26. Promoción de la mujer.
27. Instituciones públicas de protección y ayuda de menores, jóvenes, emigrantes,
tercera edad, minusválidos y demás grupos o sectores sociales requeridos de especial
protección, incluida la creación de centros de protección, reinserción y rehabilitación.
28. Deportes y ocio.
29. Publicidad, sin perjuicio de las normas dictadas por el Estado para sectores y
medios específicos.
30. Espectáculos.
31. Casinos, juegos y apuestas, con exclusión de las Apuestas Mutuas Deportivo-Bené-
ficas.
32. Estadística de interés de la Generalidad.
33. Las restantes materias que se atribuyan en el presente Estatuto expresamente
como de competencia exclusiva y las que con este carácter y mediante Ley Orgánica
sean transferidas por el Estado.
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10. ARAGÓN:
Artículo 35. (Modificado por LLOO 6/1994 y 5/1996)
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en las siguientes
materias:
1.ª Organización, régimen y funcionamiento de sus instituciones de autogobierno, con
arreglo al presente Estatuto.
2.ª Régimen local, sin perjuicio de lo dispuesto en el número dieciocho del apartado 1
del artículo 149 de la Constitución.
3.ª Régimen estatutario de los funcionarios de la Comunidad Autónoma de Aragón y de
su Administración Local, sin perjuicio de lo dispuesto en el número dieciocho del apar-
tado 1 del artículo 149 de la Constitución.
4.ª Conservación, modificación y desarrollo del Derecho civil aragonés, sin perjuicio de
las competencias exclusivas del Estado, así como del Derecho procesal civil derivado
de las peculiaridades del Derecho sustantivo aragonés.
5.ª Procedimiento administrativo derivado de las especialidades de la organización
propia.
6.ª Bienes de dominio público y patrimoniales cuya titularidad corresponda a la Comu-
nidad Autónoma, así como las servidumbres públicas y demás derechos reales admi-
nistrativos en materia de sus competencias.
7.ª Ordenación del territorio, urbanismo y vivienda.
8.ª Obras públicas que no tengan la calificación legal de interés general del Estado ni
afecten a otra Comunidad Autónoma.
9.ª Ferrocarriles, carreteras y caminos cuyo itinerario discurra íntegramente en el terri-
torio de la Comunidad Autónoma y, en los mismos términos, el transporte terrestre,
fluvial y por cable. Centros de contratación y terminales de carga de transporte
terrestre en el ámbito de la Comunidad.
10.ª Aeropuertos y helipuertos deportivos, instalaciones de navegación y deporte en
aguas continentales y, en general, las que no desarrollen actividades comerciales.
11.ª Servicio meteorológico de la Comunidad Autónoma.
12.ª Agricultura, ganadería e industrias agroalimentarias, de acuerdo con la ordenación
general de la economía.
13.ª Denominaciones de origen, en colaboración con el Estado.
14.ª Tratamiento especial de las zonas de montaña.
15.ª Montes, aprovechamientos y servicios forestales, vías pecuarias, pastos y espa-
cios naturales protegidos, sin perjuicio de lo dispuesto en el número veintitrés del apar-
tado 1 del artículo 149 de la Constitución.
16.ª Proyectos, construcción y explotación de los aprovechamientos hidráulicos,
canales y regadíos de interés de la Comunidad Autónoma; aguas minerales, termales y
subterráneas; la ordenación y la concesión de recursos y aprovechamientos hidráulicos,
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canales y regadíos, cuando las aguas discurran íntegramente dentro del territorio de
Aragón.
17.ª Pesca fluvial y lacustre, acuicultura y caza; protección de los ecosistemas en los
que se desarrollen dichas actividades.
18.ª Instalaciones de producción, de distribución y de transportes de cualesquiera ener-
gías, incluidos los recursos y aprovechamientos hidroeléctricos, de gas natural y de
gases licuados, cuando se circunscriban al territorio de la Comunidad y su aprovecha-
miento no afecte a otra Comunidad Autónoma.
19.ª Comercio interior y defensa del consumidor y del usuario, sin perjuicio de la polí-
tica general de precios, de la libre circulación de bienes en el territorio del Estado y de
la legislación sobre defensa de la competencia. Ferias y mercados interiores. Estable-
cimiento y regulación de bolsas
de valores y demás centros de contratación de mercancías y de valores, conforme a la
legislación mercantil.
20.ª Publicidad, sin perjuicio de las normas generales dictadas por el Estado para
sectores y medios específicos, de acuerdo con los números uno, seis y ocho del apar-
tado 1 del artículo 149 de la Constitución.
21.ª Cámaras Agrarias, de Comercio e Industria y cualesquiera otras de naturaleza equi-
valente, sin perjuicio de la competencia general del Estado en materia de comercio exte-
rior.
22.ª Colegios profesionales y ejercicio de las profesiones tituladas.
23.ª Cooperativas y entidades asimilables, mutualidades no integradas en la Seguridad
Social y pósitos, conforme a la legislación mercantil.
24.ª Planificación de la actividad económica y fomento del desarrollo económico de la
Comunidad Autónoma, dentro de los objetivos marcados por la política económica
nacional. Creación y gestión de un sector público propio de la Comunidad.
25.ª Cajas de Ahorros e instituciones de crédito cooperativo público y territorial, en el
marco de la ordenación general de la economía y de acuerdo con las disposiciones que
en uso de sus facultades dicte el Estado.
26.ª Asistencia, bienestar social y desarrollo comunitario; juventud y promoción de las
condiciones para su participación libre y eficaz en el desarrollo político, social, econó-
mico y cultural.
27.ª Fundaciones de carácter docente, cultural, artístico, benéfico, asistencial y simi-
lares que desarrollen principalmente sus funciones en Aragón.
28.ª Protección y tutela de menores.
29.ª Investigación científica y técnica, en coordinación con la general del Estado.
30.ª Cultura, con especial atención a las manifestaciones peculiares de Aragón y a sus
modalidades lingüísticas, a su conservación y a la promoción de su estudio.
31.ª Artesanía.
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32.ª Museos, archivos y bibliotecas, conservatorios de música y danza y centros dramá-
ticos y de bellas artes de interés para la Comunidad Autónoma que no sean de titula-
ridad estatal.
33.ª Patrimonio cultural, histórico, artístico, monumental, arqueológico, arquitectónico
y científico de interés para la Comunidad Autónoma.
34.ª Industria, sin perjuicio de lo que determinen las normas generales del Estado por
razones de seguridad, sanitarias o de interés militar y las normas sobre industrias
sujetas a la legislación de minas, hidrocarburos y energía nuclear.
El ejercicio de la competencia se realizará de acuerdo con las bases y la ordenación de
la actividad económica general y la política monetaria del Estado, en los términos de lo
dispuesto en los artículos 38, 131 y números once y trece del apartado 1 del artículo
149 de la Constitución.
35.ª Estadística para los fines de la Comunidad Autónoma, en coordinación con la
general del Estado y con la de las demás Comunidades Autónomas.
36.ª Casinos, juegos, apuestas y combinaciones aleatorias, excepto las apuestas y
loterías del Estado.
37.ª Promoción y ordenación del turismo en el ámbito territorial de Aragón.
38.ª Promoción del deporte y de la adecuada utilización del ocio.
39.ª Espectáculos.
40.ª Sanidad e higiene.
41.ª Ordenación farmacéutica, sin perjuicio de lo dispuesto en el número dieciséis del
apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.
42.ª Cualesquiera otras que le correspondan de acuerdo con la Constitución, el
presente Estatuto o, en general, el ordenamiento jurídico.
2. En el ejercicio de estas competencias corresponde a la Comunidad Autónoma de
Aragón la potestad legislativa, la reglamentaria y la función ejecutiva, que ejercerá
respetando lo dispuesto en los artículos 140 y 149.1 de la Constitución y en el presente
Estatuto.

11. CASTILLA-LA MANCHA:
Artículo 31. (Modificado por LLOO 7/1994 y 3/1997)
Uno. La Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha asume las siguientes competen-
cias exclusivas:
1ª. Organización, régimen y funcionamiento de sus instituciones de autogobierno.
2ª. Ordenación del territorio, urbanismo y vivienda.
3ª. Obras públicas de interés para la región, dentro de su propio territorio, que no sean
de interés general del Estado ni afecten a otra Comunidad Autónoma.
4ª. Ferrocarriles, carreteras y caminos cuyo itinerario se desarrolle íntegramente en el
territorio de la región y, en los mismos términos, los transportes terrestres, fluviales,
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por cable o tubería. Centros de contratación y terminales de carga de transporte
terrestre en el ámbito de la Comunidad Autónoma.
5ª. Aeropuertos y helipuertos que no desarrollen actividades comerciales.
6ª. Agricultura, ganadería e industrias agroalimentarias, de acuerdo con la ordenación
general de la economía.
7ª. Denominaciones de origen y otras indicaciones de procedencia relativas a productos
de la región, en colaboración con el Estado.
8ª. Proyectos, construcción y explotación de los aprovechamientos hidráulicos, canales
y regadíos de interés para la región; aguas minerales y termales; aguas subterráneas
cuando discurran íntegramente por el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma.
Ordenación y concesión de recursos y aprovechamientos hidráulicos cuando las aguas
discurran íntegramente por el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma.
9ª. Tratamiento especial de las zonas de montaña.
10ª. Caza y pesca fluvial. Acuicultura.
11ª. Comercio interior, sin perjuicio de la política general de precios, de la libre circula-
ción de bienes en el territorio del Estado y de la legislación sobre defensa de la compe-
tencia. Ferias y mercados interiores. Establecimiento de bolsas de valores y estableci-
miento y regulación de centros de contratación de mercancías, conforme a la legisla-
ción mercantil.
12ª. Planificación de la actividad económica y fomento del desarrollo económico de la
región, dentro de los objetivos marcados por la política económica nacional y del sector
público económico de Castilla-La Mancha.
13ª. Cajas de Ahorros e instituciones de crédito cooperativo público y territorial, en el
marco de la ordenación general de la economía y de acuerdo con las disposiciones que
en uso de sus facultades dicte el Estado.
14ª. Artesanía, fiestas tradicionales y demás manifestaciones populares de la región o
de interés para ella.
15ª. Museos, bibliotecas, conservatorios y hemerotecas de interés para la región que
no sean de titularidad estatal.
16ª. Patrimonio monumental, histórico, artístico y arqueológico y otros centros cultu-
rales de interés para la región, sin perjuicio de lo dispuesto en el número 28 del apar-
tado 1 del artículo 149 de la Constitución.
17ª. Fomento de la cultura y de la investigación, sin perjuicio de lo dispuesto en el
número 2 del artículo 149 de la Constitución, prestando especial atención a las distintas
modalidades culturales de carácter regional.
18ª. Promoción y ordenación del turismo en su ámbito territorial.
19ª. Promoción del deporte y de la adecuada utilización del ocio.
20ª. Asistencia social y servicios sociales. Promoción y ayuda a los menores, jóvenes,
tercera edad, emigrantes, minusválidos y demás grupos sociales necesitados de espe-



cial atención, incluida la creación de centros de protección, reinserción y rehabilitación.
21ª. Casinos, juegos y apuestas, con exclusión de las Apuestas Mutuas Deportivo-Bené-
ficas.
22ª. Cooperativas y entidades asimilables, mutuas no integradas en el sistema de Segu-
ridad Social, respetando la legislación mercantil.
23ª. Espectáculos públicos.
24.ª Estadística para fines no estatales.
25ª. Fundaciones que desarrollen principalmente sus funciones en la Comunidad Autó-
noma.
26ª. Industria, sin perjuicio de lo que determinen las normas del Estado por razones de
seguridad, sanitarias o de interés militar y las normas relacionadas con las industrias
que están sujetas a la legislación de minas, hidrocarburos y energía nuclear. El ejercicio
de la competencia se realizará de acuerdo con las bases y la ordenación de la actividad
económica general y la política monetaria del Estado, en los términos de lo dispuesto
en los artículos 38, 131 y números 11 y 13 del apartado 1 del artículo 149 de la Cons-
titución.
27ª. Instalaciones de producción, distribución y transporte de energía, cuando el trans-
porte no salga de su territorio y su aprovechamiento no afecte a otra Comunidad Autó-
noma. Todo ello sin perjuicio de lo establecido en los números 22 y 25 del apartado 1
del artículo 149 de la Constitución.
28ª. Procedimiento administrativo derivado de las especialidades de la organización
propia.
29ª. Publicidad, sin perjuicio de las normas dictadas por el Estado para sectores y
medios específicos, de acuerdo con los números 1, 6 y 8 del apartado 1 del artículo
149 de la Constitución.
30ª. Servicio Meteorológico de la Comunidad Autónoma.
31ª. Protección y tutela de menores.
32ª. Vigilancia y protección de sus edificios e instalaciones y la coordinación de las poli-
cías locales, sin perjuicio de su dependencia jerárquica de la autoridad municipal.
Dos. En el ejercicio de estas competencias corresponderá a la región de Castilla-La
Mancha la potestad legislativa, la potestad reglamentaria y la función ejecutiva, que
serán ejercidas respetando, en todo caso, lo dispuesto en la Constitución.

12. CANARIAS:
Artículo 30. (Modificado por LO 4/1996)
La Comunidad Autónoma de Canarias, de acuerdo con las normas del presente Esta-
tuto, tiene competencia exclusiva en las siguientes materias:
1. Organización, régimen y funcionamiento de sus instituciones de autogobierno.
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2. Régimen de sus organismos autónomos, de acuerdo con la legislación básica del
Estado.
3. Demarcaciones territoriales del Archipiélago, alteración de términos municipales y
denominación oficial de municipios.
4. Caza.
5. Pesca en aguas interiores, marisqueo y acuicultura.
6. Aguas, en todas sus manifestaciones, y su captación, alumbramiento, explotación,
transformación y fabricación, distribución y consumo para fines agrícolas, urbanos e
industriales; aprovechamientos hidráulicos, canales y regadíos; regulación de recursos
hidráulicos de acuerdo con las peculiaridades tradicionales canarias.
7. Fundaciones y asociaciones de carácter docente, cultural, artístico, benéfico, asis-
tencial y similares en cuanto desarrollen esencialmente sus funciones en Canarias.
8. Investigación científica y técnica, en coordinación con el Estado.
9. Cultura, patrimonio histórico, artístico, monumental, arquitectónico, arqueológico y
científico, sin perjuicio de la competencia del Estado para la defensa de dicho patri-
monio contra la exportación y la expoliación. Archivos, bibliotecas y museos que no
sean de titularidad estatal.
10. Instituciones relacionadas con el fomento y la enseñanza de las bellas artes.
11. Artesanía.
12. Ferias y mercados interiores.
13. Asistencia social y servicios sociales.
14. Instituciones públicas de protección y tutela de menores de conformidad con la
legislación civil, penal y penitenciaria del Estado.
15. Ordenación del territorio y del litoral, urbanismo y vivienda.
16. Espacios naturales protegidos.
17. Obras públicas de interés de la Comunidad y que no sean de interés general del
Estado.
18. Carreteras y ferrocarriles y el transporte desarrollado por estos medios o por cable,
así como sus centros de contratación y terminales de carga, de conformidad con la
legislación mercantil.
19. Transporte marítimo que se lleve a cabo exclusivamente entre puertos o puntos de
la Comunidad Autónoma.
20. Deporte, ocio y esparcimiento. Espectáculos.
21. Turismo.
22. Puertos, aeropuertos y helipuertos que no tengan la calificación de interés general
por el Estado. Puertos de refugio y pesqueros; puertos y aeropuertos deportivos.
23. Estadística de interés de la Comunidad Autónoma.
24. Cooperativas, pósitos y mutualismo no integrado en el sistema de la Seguridad
Social, de conformidad con la legislación mercantil.
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25. Publicidad, sin perjuicio de las normas dictadas por el Estado para sectores y
medios específicos.
26. Instalaciones de producción, distribución y transporte de energía, de acuerdo con
las bases del régimen minero y energético.
27. Servicio meteorológico de Canarias.
28. Casinos, juegos y apuestas con exclusión de las Apuestas Mutuas Deportivo-Bené-
ficas.
29. Establecimiento y ordenación de centros de contratación de mercancías y valores,
de conformidad con la legislación mercantil.
30. Procedimiento administrativo derivado de las especialidades de la organización
propia.
31. Ordenación de establecimientos farmacéuticos.
32. El establecimiento de los criterios de distribución y porcentajes de reparto de los
recursos derivados del Régimen Económico y Fiscal de Canarias.
En el ejercicio de estas competencias corresponderán a la Comunidad Autónoma las
potestades legislativa y reglamentaria y la función ejecutiva, que ejercerá con sujeción
a la Constitución y al presente Estatuto.

13. NAVARRA:
Artículo 44.
Navarra tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias:
1. Ordenación del territorio, urbanismo y vivienda.
2. Obras públicas que no tengan la calificación legal de interés general del Estado o
cuya realización no afecte a otros territorios del mismo.
3. Aeropuertos que no sean de interés general; helipuertos.
4. Servicio meteorológico, sin perjuicio de las facultades que en esta materia corres-
ponden al Estado.
5. Aprovechamientos hidráulicos, canales y regadíos, cuando las aguas discurran ínte-
gramente dentro de Navarra y su aprovechamiento no afecte a otro territorio del
Estado.
6. Instalaciones de producción, distribución y transporte de energía. cuando este trans-
porte no salga del territorio de Navarra y su aprovechamiento no afecte a otro territorio
del Estado, aguas minerales termales subterráneas todo ello sin perjuicio de la legisla-
ción básica del Estado sobre el régimen minero y energético.
7. Investigación científica y técnica sin perjuicio de las facultades de momento y coor-
dinación general que corresponden al Estado.
8. Cultura, en coordinación con el Estado.
9. Patrimonio histórico, artístico, monumental, arquitectónico, arqueológico y científico,
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sin perjuicio de las facultades del Estado para la defensa de dicho patrimonio contra la
exportación y la expoliación.
10. Archivos, bibliotecas, museos, hemerotecas y demás centros de depósito cultural
que no sean de titularidad estatal.
11. Instituciones relacionadas con el fomento y la enseñanza de las Bellas Artes.
12. Artesanía.
13. Promoción y ordenación del turismo.
14. Promoción del deporte y de la adecuada utilización del ocio.
15. Espectáculos.
16. Casinos, juegos y apuestas con exclusión de las Apuestas Mutuas Deportivo-Bené-
ficas.
17. Asistencia social.
18. Desarrollo comunitario; condición femenina; política infantil, juvenil y de la tercera
edad.
19. Asociaciones de carácter docente, cultural, artístico, benéfico, asistencial y simi-
lares que desarrollen principalmente sus funciones en Navarra
20. Fundaciones constituidas con arreglo a las normas del Derecho Foral de Navarra.
21. Estadística de interés para Navarra.
22. Ferias y mercados interiores.
23. Instituciones y establecimientos públicos de protección y tutela de menores y de
reinserción social, conforme a la legislación general del Estado.
24. Cámaras Agrarias y de la Propiedad, Cámara de Comercio e Industria, de acuerdo
con los principios básicos de la legislación general y sin perjuicio de las competencias
del Estado en materia de comercio exterior.
25. Regulación de las denominaciones de origen y de la publicidad, en colaboración con
el Estado.
26. Colegios Profesionales y ejercicio de las profesiones tituladas, conforme a la legis-
lación general
27. Cooperativas, Mutualidades no integradas en la Seguridad Social y Pósitos,
conforma a la legislación general en la materia.
28. Establecimiento y regulación de Bolsas de Comercio y demás centros de contrata-
ción de mercaderías y valores, de conformidad con la legislación mercantil.

14. EXTREMADURA:
Artículo 7. (Modificado por LO 12/1999)
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia exclusiva en las siguientes
materias:
1. Organización de sus instituciones de autogobierno.
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2. Ordenación del territorio, urbanismo y vivienda.
3. Obras públicas de interés para la Comunidad Autónoma, dentro de su territorio y que
no tengan la calificación legal de interés general del Estado ni afecten a otra Comunidad
Autónoma.
4. Ferrocarriles carreteras y caminos, cuyo itinerario se desarrolle íntegramente en el
territorio de la región y en los mismos términos los transportes terrestres, fluviales, por
cable o tubería, centros de contratación y terminales de carga en materia de transporte
terrestre en el ámbito de la Comunidad.
5. Aeropuertos, helipuertos y puertos deportivos y, en general, los que no desarrollen
actividades comerciales.
6. Agricultura, ganadería e industrias agroalimentarias de acuerdo con la ordenación
general de la economía.
7. Los proyectos construcción y explotación de los aprovechamientos hidráulicos,
canales y regadíos de interés de la Comunidad Autónoma; aguas minerales, termales y
subterráneas cuando discurran íntegramente por el ámbito territorial de la Comunidad
Autónoma: la ordenación y la concesión de recursos y aprovechamientos hidráulicos
canales y regadíos cuando las aguas discurran íntegramente dentro del territorio de
Extremadura.
8. Caza, pesca fluvial y lacustre. Acuicultura. Protección de los ecosistemas en lo que
se desarrollan dichas actividades.
9. Ferias y mercados interiores. Establecimiento de bolsas de valores y establecimiento
y regulación de centros de contratación de mercancías, conforme a la legislación
mercantil.
10. Fomento del desarrollo económico de la Comunidad Autónoma dentro de los obje-
tivos marcados por la política económica nacional y, en especial, la creación y gestión
de un sector público regional propio de la Comunidad Autónoma.
11. Artesanía.
12. Museos, archivos y bibliotecas, conservatorios de música y danza y centros de
Bellas Artes, de interés de la Comunidad Autónoma, de titularidad no estatal.
13. Patrimonio monumental histórico, artístico, arqueológico de interés para la Comu-
nidad Autónoma, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 149.1.28 de la Constitución.
14. Folklore, tradiciones y fiestas de interés histórico o cultural.
15. Cultura, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 149.2 de la Constitución y
defensa del derecho de los extremeños a sus peculiaridades culturales.
16. Fomento de la investigación científica y técnica en orden a los intereses de la
región, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 149.1.15 de la Constitución.
17. Promoción y ordenación del turismo en el ámbito territorial de la Comunidad Autó-
noma.
18. Promoción del deporte y la adecuada utilización del ocio.



19. Promoción de la participación libre y eficaz de la juventud y de la mujer en el
desarrollo político, social económico y cultural.
20. Asistencia y bienestar social.
21. La vigilancia y protección de sus edificios e instalaciones. La coordinación y demás
facultades en relación con las policías locales en los términos que establezca una ley
orgánica.
22. Casinos, juegos y apuestas, con exclusión de las Apuestas Mutuo Deportivo-Bené-
ficas y Loterías Nacionales.
23. Cooperativas, mutuas no integradas en el sistema de la Seguridad Social, respe-
tando la legislación mercantil.
24. Espectáculos públicos.
25. Estadística para fines de interés de la Comunidad Autónoma.
26. Fundaciones que desarrollen principalmente sus funciones en la Comunidad Autó-
noma.
27. Industria, sin perjuicio de lo que determinen las normas del Estado por razones de
seguridad sanitarias o de interés militar, y las normas relacionadas con las industrias
que están sujetas a la legislación de minas, hidrocarburos y energía nuclear. El ejercicio
de la competencia se realizará de acuerdo con las bases y la ordenación de la actividad
económica general y la política monetaria del Estado, en los términos de lo dispuesto
en los artículos 38, 131 y números 11 y 13 del apartado 1 del artículo 149 de la Cons-
titución.
28. Instalaciones de producción, distribución y transporte de energía cuando el trans-
porte no salga de su territorio y su aprovechamiento no afecte a otra Comunidad Autó-
noma, sin perjuicio de lo establecido en los números 22 y 25 del apartado 1 del artí-
culo 149 de la Constitución.
29. Procedimiento administrativo derivado de las especialidades de la organización
propia.
30. Publicidad, sin perjuicio de las normas dictadas por el Estado para sectores y
medios específicos de acuerdo con los números 1, 6 y 8 del apartado 1 del artículo
149 de la Constitución.
31. Servicio meteorológico de la Comunidad Autónoma.
32. Instituciones públicas de protección y tutela de menores, de conformidad con la
legislación civil, penal y penitenciaria del Estado.
33. Comercio Interior, de acuerdo con las bases y la ordenación de la actividad econó-
mica general y la política monetaria del Estado, en los términos de lo dispuesto en los
artículos 38, 131 y los números 11 y 13 del apartado 1 del artículo 149 de la Consti-
tución.
34. Denominaciones de origen, en colaboración con el Estado.
35. Tratamiento especial de las zonas de montaña.
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36. Cajas de ahorro e instituciones de crédito cooperativo público y territorial, en el
marco de la ordenación general de la economía y de acuerdo con las disposiciones que
en uso de sus facultades dicte el Estado.
2. En el ejercicio de estas competencias corresponderá a la Comunidad Autónoma las
potestades legislativas y reglamentarias y la función ejecutiva, respetando, en todo
caso, lo dispuesto en los artículos 140 y 149.1 de la Constitución.

15. ISLAS BALEARES:
Artículo 10. (Modificado por LO 3/1999)
La Comunidad Autónoma tiene la competencia exclusiva en las siguientes materias:
1. Organización, régimen y funcionamiento de sus instituciones de autogobierno en el
marco del presente Estatuto.
2. Alteraciones de los términos municipales y denominación oficial de los municipios y
topónimos.
3. Ordenación del territorio, incluido el litoral, urbanismo y vivienda.
4. Obras públicas en el territorio de la Comunidad Autónoma que no sean de interés
general del Estado.
5. Ferrocarriles, carreteras y caminos. El transporte realizado por estos medios, por
cable y por tubería. Puertos, aeropuertos y helipuertos no calificados de interés general
por el Estado, y puertos de refugio, puertos, aeropuertos y helipuertos deportivos.
6. Transporte marítimo, exclusivamente entre puertos o puntos de la Comunidad Autó-
noma sin conexión con otros puertos o puntos de otros ámbitos territoriales.
7. Centros de contratación y terminales de carga en materia de transportes.
8. Régimen de aguas y aprovechamientos hidráulicos, canales y regadíos. Aguas mine-
rales y termales. Ordenación y concesión de recursos y aprovechamientos hidráulicos.
9. Montes, aprovechamientos forestales, vías pecuarias y pastos.
Tratamiento especial de las zonas de montaña.
10. Agricultura y ganadería, de acuerdo con la ordenación general de la economía.
11. Turismo.
12. Deporte y ocio.
13. Juventud y tercera edad.
14. Acción y bienestar sociales. Desarrollo comunitario e integración. Sanidad e
higiene.
15. Artesanía.
16. Vigilancia y protección de sus edificios e instalaciones. Coordinación y todas las
demás facultades, en relación con las policías locales, en los términos que establezca
una ley orgánica.
17. Ferias y mercados interiores.
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18. Fomento del desarrollo económico dentro del territorio de la Comunidad Autónoma,
de acuerdo con las bases y la coordinación general de la actividad económica.
19. Pesca y actividades recreativas en aguas interiores, cría y recogida de marisco,
acuicultura y caza.
20. Archivos, bibliotecas y museos que no sean de titularidad estatal. Conservatorios
de música, servicios de bellas artes, hemerotecas e instituciones similares.
21. Patrimonio monumental, cultural, histórico, artístico, arquitectónico, arqueológico,
científico y paisajístico de interés para la Comunidad Autónoma, sin perjuicio de lo
dispuesto por el artículo 149.1.28 de la Constitución.
22. Cultura.
23. Conservación, modificación y desarrollo del derecho civil de la Comunidad Autó-
noma.
24. Ordenación de la Hacienda de la Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo estable-
cido en este Estatuto.
25. Casinos, juegos y apuestas, con exclusión de las apuestas mutuas deportivo-bené-
ficas.
26. Cooperativas, depósitos y mutualismo no integrado en el sistema de la Seguridad
Social, respetando la legislación mercantil.
27. Espectáculos y actividades recreativas.
28. Estadísticas de interés de la Comunidad Autónoma.
29. Fundaciones que desarrollen principalmente sus funciones en la Comunidad Autó-
noma.
30. Industria, sin perjuicio de lo que determinen las normas del Estado por razones de
seguridad, sanitarias o de interés militar, y las normas relacionadas con las industrias
que estén sujetas a la legislación de minas, hidrocarburos y energía nuclear. El ejercicio
de la competencia se realizará de acuerdo con las bases y la ordenación de la actividad
económica general y la política monetaria del Estado, en los términos de lo dispuesto
en los artículos 38, 131 y números 11 y 13 del apartado 1 del artículo 149 de la Cons-
titución.
31. Instalaciones de producción, distribución y transporte de energía, cuando el trans-
porte no salga de la Comunidad y su aprovechamiento no afecte a otra comunidad autó-
noma. Todo ello sin perjuicio de lo establecido en los números 22 y 25 del apartado 1
del artículo 149 de la Constitución.
32. Procedimiento administrativo derivado de las especialidades de la organización
propia.
33. Publicidad, sin perjuicio de las normas dictadas por el Estado para sectores y
medios específicos, de acuerdo con los números 1, 6 y 8 del apartado 1 del artículo
149 de la Constitución.
34. Servicio meteorológico de la Comunidad Autónoma.
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35. Instituciones públicas de protección y tutela de menores.
36. Establecimientos de bolsas de valores y establecimiento y regulación de centros de
contratación de mercancías conforme a la legislación mercantil.
37. Cajas de ahorro e instituciones de crédito cooperativo público y territorial, en el
marco de la ordenación general de la actividad económica y de acuerdo con las dispo-
siciones que dentro de sus facultades dicte el Estado.
38. Comercio interior sin perjuicio de la política general de precios de la libre circula-
ción de bienes en el territorio del Estado y de la legislación sobre defensa de la compe-
tencia.
39. Denominaciones de origen y demás indicaciones de procedencia relativas a los
productos de la Comunidad Autónoma en colaboración con el Estado.
40. Investigación científica y técnica en colaboración con el Estado.
En ejercicio de estas competencias, corresponderán a la Comunidad Autónoma la
potestad legislativa, la potestad reglamentaria y la función ejecutiva.

Artículo 13.
1. La Comunidad Autónoma tiene competencia exclusiva respecto de la protección y el
fomento de la cultura autóctona, legado histórico de las Illes Balears.
2. En el desarrollo de esta competencia podrá crear los organismos adecuados.

Artículo 14. (Modificado por LO 3/1999)
La Comunidad Autónoma tiene competencia exclusiva para la enseñanza de la lengua
catalana, propia de las Illes Balears, de acuerdo con la tradición literaria autóctona. Su
normalización será un objetivo de los poderes públicos de la Comunidad Autónoma. Las
modalidades insulares del catalán serán objeto de estudio y protección, sin perjuicio de
la unidad del idioma.

16. COMUNIDAD DE MADRID:
Artículo 26. (1 y 2) (Modificado por LO 5/1998)
1. La Comunidad de Madrid, en los términos establecidos en el presente Estatuto, tiene
competencia exclusiva en las siguientes materias:
1.1. Organización, régimen y funcionamiento de sus instituciones de autogobierno.
1.2. Creación o supresión de municipios, alteración de los términos municipales
comprendidos en su territorio y creación de circunscripciones territoriales propias, en
los términos previstos en el artículo 3 del presente Estatuto.
1.3. Procedimiento administrativo derivado de las especialidades de la organización
propia.
1.4. Ordenación del territorio, urbanismo y vivienda.
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1.5. Obras públicas de interés de la Comunidad, dentro de su propio territorio.
1.6. Ferrocarriles, carreteras y caminos cuyo itinerario discurra íntegramente en el terri-
torio de la Comunidad de Madrid y, en los mismos términos, el transporte terrestre y
por cable. Centros de contratación y terminales de carga en materia de transportes
terrestres en el ámbito de la Comunidad.
1.7. Instalaciones de navegación y deporte en aguas continentales, aeropuertos y heli-
puertos deportivos, así como los que no desarrollen actividades comerciales.
1.8. Proyectos, construcción y explotación de los aprovechamientos hidráulicos,
canales y regadíos de interés de la Comunidad. Aguas nacientes, superficiales, subte-
rráneas, minerales y termales, cuando discurran íntegramente por el ámbito territorial
de la Comunidad de Madrid. Ordenación y concesión de recursos y aprovechamientos
hidráulicos, canales y regadíos cuando las aguas discurran íntegramente por el ámbito
territorial de la Comunidad de Madrid.
1.9. Pesca fluvial y lacustre, acuicultura y caza.
1.10. Tratamiento singular de las zonas de montaña.
1.11. Instalación de producción, distribución y transporte de cualesquiera energías,
cuando el transporte no salga de su territorio y su aprovechamiento no afecte a otra
Comunidad. Todo ello sin perjuicio de lo establecido en los números 22.ª y 25.ª del apar-
tado 1 del artículo 149 de la Constitución.
1.12. Publicidad, sin perjuicio de las normas dictadas por el Estado para sectores y
medios específicos, de acuerdo con las materias 1.ª, 6.ª y 8.ª del apartado 1 del artí-
culo 149 de la Constitución.
1.13. Ferias y mercados interiores, incluidas las exposiciones.
Establecimiento de bolsas de valores y establecimiento y regulación de centros de
contratación de mercancías, conforme a la legislación mercantil.
1.14. Cooperativas y entidades asimilables, mutualidades no integradas en la Seguridad
Social, conforme a la legislación mercantil.
1.15. Artesanía.
1.16. Denominaciones de origen, en colaboración con el Estado.
1.17. Fomento del desarrollo económico de la Comunidad de Madrid, dentro de los
objetivos marcados por la política económica nacional.
1.18. Archivos, bibliotecas, museos, hemerotecas, conservatorios de música y danza,
centros dramáticos y de bellas artes, y demás centros de depósito cultural o colec-
ciones de análoga naturaleza, de interés para la Comunidad de Madrid, que no sean de
titularidad estatal.
1.19. Patrimonio histórico, artístico, monumental, arqueológico, arquitectónico y cientí-
fico de interés para la Comunidad, sin perjuicio de la competencia del Estado para la
defensa de los mismos contra la exportación y la expoliación.
1.20. Fomento de la cultura y la investigación científica y técnica.
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1.21. Promoción y ordenación del turismo en su ámbito territorial.
1.22. Deporte y ocio.
1.23. Promoción y ayuda a la tercera edad, emigrantes, minusválidos y demás grupos
sociales necesitados de especial atención, incluida la creación de centros de protec-
ción, reinserción y rehabilitación.
1.24. Protección y tutela de menores y desarrollo de políticas de promoción integral de
la juventud.
1.25. Promoción de la igualdad respecto a la mujer que garantice su participación libre
y eficaz en el desarrollo político, social, económico y cultural.
1.26. Fundaciones que desarrollen principalmente sus funciones en la Comunidad de
Madrid.
1.27. Vigilancia y protección de sus edificios e instalaciones.
1.28. Coordinación y demás facultades en relación con las policías locales, en los
términos que establezca la Ley Orgánica.
1.29. Casinos, juegos y apuestas con exclusión de las apuestas mutuas deportivo-bené-
ficas.
1.30. Espectáculos públicos.
1.31. Estadística para fines no estatales.
1.32. Servicio meteorológico de la Comunidad de Madrid.
2. En el ejercicio de estas competencias corresponderá a la Comunidad de Madrid la
potestad legislativa, la reglamentaria y la función ejecutiva que se ejercerán respetando,
en todo caso, lo dispuesto en la Constitución Española.

17. CASTILLA Y LEÓN:
Artículo 31. Disposición general.
La Comunidad de Castilla y León, en el marco de lo dispuesto en la Constitución y las
correspondientes Leyes del Estado, asume las competencias que se establecen en los
artículos siguientes.

Artículo 32. Competencias exclusivas. (Modificado por LO 4/1999)
1. La Comunidad de Castilla y León tiene competencia exclusiva en las siguientes mate-
rias:
1ª Organización, régimen y funcionamiento de sus instituciones de autogobierno.
2ª Ordenación del territorio, urbanismo y vivienda.
3ª Obras públicas de interés para la Comunidad Autónoma dentro de su propio territorio
que no tengan la calificación legal de interés general del Estado ni afecten a otra Comu-
nidad Autónoma.
4ª Ferrocarriles, carreteras y caminos que transcurran íntegramente por el territorio de
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la Comunidad Autónoma y, en los mismos términos, los transportes terrestres, fluviales,
por cable o tubería. Centros de contratación y terminales de carga de transporte
terrestre en el ámbito de la Comunidad.
5ª Aeropuertos y helipuertos que no desarrollen actividades comerciales.
6ª Proyectos, construcción y explotación de los aprovechamientos hidráulicos, canales
y regadíos de interés de la Comunidad Autónoma; aguas minerales, termales y subte-
rráneas, ordenación y concesión de recursos y aprovechamientos hidráulicos, canales
y regadíos, cuando las aguas discurran íntegramente dentro del territorio de Castilla y
León.
7ª Agricultura, ganadería, industrias agroalimentarias, de acuerdo con la ordenación
general de la economía.
8ª Tratamiento especial de las zonas de montaña.
9ª Pesca fluvial y lacustre, acuicultura, caza y explotaciones cinegéticas. Protección de
los ecosistemas en que se desarrollen dichas actividades.
10ª Comercio interior, sin perjuicio de la política general de precios, de la libre circula-
ción de bienes en el territorio del Estado y de la legislación sobre defensa de la compe-
tencia. Ferias y mercados interiores. Establecimiento de bolsas de valores y estableci-
miento y regulación de centros de contratación de mercancías, conforme a la legisla-
ción mercantil.
11ª Artesanía y demás manifestaciones populares de interés de la Comunidad.
12ª Patrimonio histórico, artístico, monumental, arqueológico, arquitectónico y cientí-
fico de interés para la Comunidad, sin perjuicio de la competencia del Estado para su
defensa contra la exportación y la expoliación.
13ªMuseos, bibliotecas, hemerotecas, archivos y otros centros culturales y de depósito
de interés para la Comunidad y que no sean de titularidad estatal. En los mismos
términos, conservatorios de música y danza, centros dramáticos y otras instituciones
relacionadas con el fomento y la enseñanza de las Bellas Artes.
14ª Fiestas y tradiciones populares.
15ª Promoción del turismo y su ordenación en el ámbito de la Comunidad.
16ª Cultura, con especial atención a las distintas modalidades culturales de la Comu-
nidad. Las Academias que tengan su sede central en Castilla y León.
17ª Investigación científica y técnica, en coordinación con la general del Estado.
18ª Promoción de la educación física, del deporte y de la adecuada utilización del ocio.
19ª Asistencia social, servicios sociales y desarrollo comunitario. Promoción y atención
de la infancia, de la juventud y de los mayores. Promoción de la igualdad de la mujer.
Prevención, atención e inserción social de los colectivos afectados por la discapacidad
o la exclusión social.
20ª Protección y tutela de menores.
21ª El fomento del desarrollo económico y la planificación de la actividad económica de
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la Comunidad, dentro de los objetivos marcados por la política económica general y, en
especial, la creación y gestión de un sector público regional propio de Castilla y León.
22ª Ordenación de la Hacienda de la Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo estable-
cido en este Estatuto.
23ª Casinos, juegos y apuestas, excepto las loterías y apuestas del Estado.
24ª Cooperativas y entidades asimilables, mutuas no integradas en el sistema de Segu-
ridad Social, respetando la legislación mercantil.
25ª Espectáculos.
26ª Estadística para los fines de la Comunidad Autónoma, en coordinación con la
general del Estado y con la de las demás Comunidades Autónomas.
27ª Fundaciones que desarrollen principalmente sus funciones en la Comunidad Autó-
noma.
28ª Industria, con observancia de cuanto determinen las normas del Estado por razones
de seguridad, sanitarias o de interés militar y las normas relacionadas con las industrias
que estén sujetas a la legislación de minas, hidrocarburos y energía nuclear. El ejercicio
de la competencia se realizará de acuerdo con las bases y la ordenación de la actividad
económica general y la política monetaria del Estado, en los términos de lo dispuesto
en los artículos 38, 131 y 149.1, números 11 y 13, de la Constitución.
29ª Instalaciones de producción, de distribución y de transporte de cualesquiera ener-
gías, incluidos los recursos y aprovechamientos hidroeléctricos, eólicos, de gas natural
y de gases licuados, cuando se circunscriban al territorio de la Comunidad y su apro-
vechamiento no afecte a otra Comunidad Autónoma, todo ello sin perjuicio de lo esta-
blecido en el artículo 149.1, números 22 y 25, de la Constitución.
30ª Publicidad, dejando a salvo las normas dictadas por el Estado para sectores y
medios específicos, de acuerdo con el artículo 149.1, números 1, 6 y 8, de la Consti-
tución.
31ª Servicio meteorológico de la Comunidad Autónoma.
32ª Denominaciones de origen y otras indicaciones de procedencia relativas a
productos de la Comunidad, en colaboración con el Estado.
33ª Cajas de Ahorros e instituciones de crédito cooperativo público y territorial, en el
marco de la ordenación general de la economía y de acuerdo con las disposiciones que
en uso de sus facultades dicte el Estado.
34ª Cualesquiera otras que le correspondan de acuerdo con la Constitución, el presente
Estatuto o, en general, el ordenamiento jurídico.
2. En el ejercicio de estas competencias, corresponderán a la Comunidad de Castilla y
León las potestades legislativa y reglamentaria, y la función ejecutiva, incluida la inspec-
ción, que serán ejercidas respetando, en todo caso, lo dispuesto en la Constitución.
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18. CEUTA:
Su Estatuto no incluye ninguna competencias con este carácter de exclusividad.

19. MELILLA:
Su Estatuto no incluye ninguna competencias con este carácter de exclusividad.



2. COMPETENCIAS EXCLUSIVAS DE ACUERDO CON LAS BASES ESTATALES

1. PAÍS VASCO:
Artículo 16.
En aplicación de lo dispuesto en; la disposición transitoria adicional primera de la Cons-
titución, es de la competencia de la Comunidad Autónoma del País Vasco la enseñanza
en toda su extensión, niveles y grados, modalidades y especialidades, sin perjuicio del
artículo 27 de la Constitución y Leyes Orgánicas que lo desarrollen, de las facultades
que atribuye al Estado el artículo 149.1.30º de la misma y de la alta inspección nece-
saria para su cumplimiento y garantía.

Artículo 17.
1. Mediante el proceso de actualización del régimen foral previsto en la disposición
adicional primera de la Constitución, corresponderá a las Instituciones del País Vasco,
en la forma que se determina en este Estatuto, el régimen de la Policía Autónoma para
la protección de las personas y bienes y el mantenimiento del orden público dentro del
territorio autónomo, quedando reservados en todo caso a las Fuerzas y Cuerpos de
Seguridad del Estado los servicios policiales de carácter extracomunitario y supraco-
munitario, como la vigilancia de puertos, aeropuertos, costas y fronteras, aduanas,
control de entrada y salida en territorio nacional de españoles y extranjeros, régimen
general de extranjería, extradición y expulsión, emigración e inmigración, pasaportes y
documento nacional de identidad, armas y explosivos, resguardo fiscal del Estado,
contrabando y fraude fiscal al Estado.
2. El mando supremo de la Policía Autónoma Vasca corresponde al Gobierno del País
Vasco, sin perjuicio de las competencias que pueden tener las Diputaciones Forales y
Corporaciones Locales.
3. La Policía Judicial y Cuerpos que actúen en estas funciones se organizarán al servicio
y bajo la vigilancia de la Administración de Justicia en los términos que dispongan las
Leyes procesales.
4. Para la coordinación entre la Policía Autónoma y los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad
del Estado existirá una Junta de Seguridad formada, en número igual, por represen-
tantes del Estado y de la Comunidad Autónoma.
5. Inicialmente, las Policías Autónomas del País Vasco estarán constituidas por:

a) El Cuerpo de Miñones de la Diputación Foral de Álava, existente en la actualidad.
b) Los Cuerpos de Miñones y Miqueletes dependientes de las Diputaciones de Vizcaya

y Guipúzcoa que se establecen mediante este precepto.
Posteriormente, las Instituciones del País Vasco podrán acordar refundir en un solo
Cuerpo los mencionados en los apartados anteriores o proceder a la reorganización
precisa para el cumplimiento de las competencias asumidas.
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Todo ello sin perjuicio de la subsistencia, a los efectos de representación y tradicio-
nales, de los Cuerpos de Miñones y Miqueletes.
6. No obstante lo dispuesto en los números anteriores, los Cuerpos y Fuerzas de Segu-
ridad del Estado podrán intervenir en el mantenimiento del orden público en la Comu-
nidad Autónoma en los siguientes casos:

a) A requerimiento del Gobierno del País Vasco, cesando la intervención a instancias
del mismo.

b) Por propia iniciativa, cuando estimen que el interés general del Estado está grave-
mente comprometido, siendo necesaria la aprobación de la Junta de Seguridad a que hace
referencia el número 4 de este artículo. En supuestos de especial urgencia y para cumplir
las funciones que directamente les encomienda la Constitución, los Cuerpos y Fuerzas de
Seguridad del Estado podrán intervenir bajo la responsabilidad exclusiva del Gobierno,
dando éste cuenta a las Cortes Generales. Las Cortes Generales, a través de los proce-
dimientos constitucionales, podrán ejercitar las competencias que les corresponda.
7. En los casos de declaración del estado de alarma, excepción o sitio, todas las
fuerzas policiales del País Vasco quedarán a las órdenes directas de la autoridad civil o
militar que en su caso corresponda, de acuerdo con la legislación que regule estas
materias.

2. CATALUÑA:
Artículo 12.
1. De acuerdo con las bases y la ordenación de la actividad económica general y la polí-
tica monetaria del Estado, corresponde a la Generalidad, en los términos de lo
dispuesto en los artículos 38, 131 y en los números 11 y 13 del apartado 1 del artículo
149 de la Constitución, la competencia exclusiva de las siguientes materias:

1) Planificación de la actividad económica en Cataluña.
2)  Industria, sin perjuicio de lo que determinen las normas del Estado por razones de

seguridad, sanitarias o de interés militar, y las normas relacionadas con las industrias
que estén sujetas a la legislación de minas, hidrocarburos y energía nuclear. Queda
reservada a la competencia exclusiva del Estado la autorización para transferencia de
tecnología extranjera.

3) El desarrollo y ejecución en Cataluña de los planes establecidos por el Estado para
la reestructuración de sectores industriales.

4) Agricultura y ganadería.
5) Comercio interior, defensa del consumidor y del usuario, sin perjuicio de la política

general de precios y de la legislación sobre la defensa de la competencia. Denomina-
ciones de origen en colaboración con el Estado.

6) Instituciones de crédito corporativo, público y territorial y Cajas de Ahorro.
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7) Sector público económico de la Generalidad, en cuanto no esté contemplado por
otras normas de este Estatuto.
2. La Generalidad participará asimismo en la gestión del sector público económico
estatal, en los casos y actividades que procedan.

Artículo 13.
1. La Generalidad podrá crear una Policía Autónoma en el marco del presente Estatuto
y, en aquello que no esté específicamente regulado en el mismo, en el de la Ley Orgá-
nica prevista en el artículo 149.1.29 de la Constitución.
2. La Policía Autónoma de la Generalidad ejercerá las siguientes funciones:

a) La protección de las personas y bienes y el mantenimiento del orden público.
b) La vigilancia y protección de los edificios e instalaciones de la Generalidad.
c) Las demás funciones previstas en la Ley Orgánica a que hace referencia el apartado

1 del presente artículo.
3. Corresponde a la Generalidad el mando supremo de la Policía Autónoma y la coordi-
nación de la actuación de las Policías locales.
4. Quedan reservadas, en todo caso, a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado,
bajo la dependencia del Gobierno, los servicios policiales de carácter extracomunitario
y supracomunitario, como la vigilancia de puertos, aeropuertos, costas y fronteras,
aduanas, control de entrada y salida del territorio nacional de españoles y extranjeros,
régimen general de extranjería, extradición y expulsión, emigración e inmigración, pasa-
portes, documento nacional de identidad, tráfico, armas y explosivos, resguardo fiscal
del Estado, contrabando y fraude fiscal y las demás funciones que directamente les
encomienda el artículo 104 de la Constitución- y las que les atribuya la Ley Orgánica que
lo desarrolle.
5. La Policía Judicial y Cuerpos que actúen en esta función dependerán de los Jueces,
de los Tribunales y del Ministerio Fiscal en las funciones referidas en el artículo 126 de
la Constitución y en los términos que dispongan las Leyes procesales.
6. Se crea la Junta de Seguridad, formada por un número igual de representantes del
Gobierno y de la Generalidad, con la misión de coordinar la actuación de la Policía de la
Generalidad y de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado.
7. La Junta de Seguridad determinará el Estatuto, Reglamento, dotaciones, composi-
ción numérica y estructura, el reclutamiento de la Policía de la Generalidad, cuyos
mandos serán designados entre Jefes y Oficiales de las Fuerzas Armadas y de las
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado que, mientras presten servicio en la Policía
de la Generalidad, pasarán a la situación administrativa que prevea la Ley orgánica a
que hace referencia el apartado 1 del presente artículo o a la que determine el
Gobierno, quedando excluidos en esta situación del fuero militar. Las licencias de armas
corresponderán, en todo caso, al Estado.
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Artículo 14.
1. En el uso de las facultades y en ejercicio de las competencias que la Constitución
atribuye al Gobierno, éste asumirá la dirección de todos los servicios comprendidos en
el artículo anterior, y las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado podrán intervenir
en funciones atribuidas a la Policía de la Generalidad en los siguientes casos:
a) A requerimiento de la Generalidad, cesando la intervención a instancias de la misma.
b) Por propia iniciativa, cuando considere que está gravemente comprometido el

interés del Estado, y con aprobación de la Junta de Seguridad.
En supuestos de especial urgencia, las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado
podrán intervenir bajo la responsabilidad exclusiva del Gobierno, dando éste cuenta a
las Cortes Generales. Las Cortes Generales, a través de los procedimientos constitu-
cionales, podrán ejercitar las competencias que les correspondan.
2. En los casos de declaración del estado de alarma, de excepción o sitio, todas las
Fuerzas y Cuerpos policiales quedarán a las órdenes directas de la autoridad civil o
militar que, en su caso corresponda, de acuerdo con la legislación que regule estas
materias.

Artículo 15.
Es de la competencia plena de la Generalidad la regulación y administración de la ense-
ñanza en toda su extensión, niveles y grados, modalidades y especialidades, en el
ámbito de sus competencias, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 27 de la Cons-
titución y Leyes Orgánicas que, conforme al apartado 1 del artículo 81 de la misma, lo
desarrollen, de las facultades que atribuye al Estado el número 30 del apartado 1 del
artículo 149 de la Constitución, y de la alta inspección necesaria para su cumplimiento
y garantía.

3. GALICIA:
Artículo 30.
1. De acuerdo con las bases y la ordenación de la actuación económica general y la
política monetaria del Estado, corresponde a la Comunidad Autónoma gallega en los
términos de lo dispuesto en los artículos 38, 131 y 149. 1. 11 y 13 de la Constitución
la competencia exclusiva de las siguientes materias:

1.Fomento y planificación de la actividad económica en Galicia.
2.Industria, sin perjuicio de lo que determinen las normas del Estado por razones de

seguridad, sanitarias o de interés militar y las normas relacionadas con las industrias
que estén sujetas a la legislación de minas, hidrocarburos y energía nuclear. Queda
reservada a la competencia exclusiva del Estado la autorización para transferencia de
tecnología extranjera.
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3.Agricultura y ganadería.
4.Comercio interior, defensa del consumidor y del usuario sin perjuicio de la política

general de precios y de la legislación sobre la defensa de la competencia. Denomina-
ciones de origen en colaboración con el Estado.

5.Instituciones de crédito corporativo, público y territorial y Cajas de Ahorro.
6.Sector público económico de Galicia, en cuanto no esté contemplado por otras

normas de este Estatuto.
7.El desarrollo y ejecución en Galicia de:
a. Los planes establecidos por el Estado para la reestructuración de sectores econó-

micos.
b. Programas genéricos para Galicia estimuladores de la ampliación de actividades

productivas e implantación de nuevas empresas.
c. Programas de actuación referidos a comarcas deprimidas o en crisis.

2. La Comunidad Autónoma gallega participará, asimismo, en la gestión del sector
público económico estatal, en los casos y actividades que procedan.

Artículo 31.
Es de la competencia plena de la Comunidad Autónoma gallega la regulación y admi-
nistración de la enseñanza en toda su extensión, niveles y grados, modalidades y espe-
cialidades, en el ámbito de sus competencias, sin perjuicio de lo dispuesto en el artí-
culo 27 de la Constitución y en las Leyes Orgánicas que, conforme al apartado 1 del
artículo 81 de la misma, lo desarrollen, de las facultades que atribuye al Estado el
número 30 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución, y de la alta inspección
necesaria para su cumplimiento y garantía.

4. ANDALUCÍA:
Artículo 14.
1. Compete a la Comunidad Autónoma de Andalucía la creación de un Cuerpo de Policía
Andaluza que, sin perjuicio de las funciones de los Cuerpos de Seguridad del Estado y
dentro del marco de la correspondiente Ley Orgánica, desempeñe las que le sean
propias bajo la directa dependencia de la Junta de Andalucía.
2. Compete asimismo, a la Comunidad Autónoma de Andalucía la coordinación de las
policía locales andaluzas, sin perjuicio de su dependencia de las autoridades munici-
pales.
3.Se creará la Junta de Seguridad, que con representación paritaria del Gobierno y de
la Junta de Andalucía coordine la actuación de la Policía Autónoma con los Cuerpos y
Fuerzas de Seguridad del Estado.



Artículo 18.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma Andaluza, de acuerdo con las bases y la
ordenación de la actuación económica general y la política monetaria del Estado y en
los términos de lo dispuesto en los artículos 38, 131 y 149, 1,11 y 13, de la Constitu-
ción, la competencia exclusiva sobre las siguientes materias:
1 .Fomento y planificación de la actividad económica en Andalucía.
2. Sector público económico de la Comunidad Autónoma, en cuanto no está contem-
plado por otras normas de este Estatuto.
3.Instituciones de crédito corporativo, público y territorial, Cajas de Ahorros y Cajas
Rurales.
4. Agricultura y ganadería, competencias relativas a la reforma y desarrollo del sector
agrario y a la mejora y ordenación de las explotaciones agrícolas, ganaderas y forestales.
5. Industria, sin perjuicio de lo que determinen las normas del Estado por razones de
seguridad, sanitarias o de interés militar, y las normas relacionadas con las industrias
que estén sujetas a la legislación de minas, hidrocarburos y energía nuclear. Queda
reservada a la competencia exclusiva del Estado la autorización para la transferencia de
tecnología extranjera.
6. Comercio interior. Defensa del consumidor y el usuario, sin perjuicio de la política
general de precios y de la legislación sobre defensa de la competencia.
7.Desarrollo y ejecución en Andalucía de:
a) Los planes establecidos por el Estado para la reestructuración de sectores econó-
micos.
b) Programas genéricos para Andalucía estimuladores de la ampliación de actividades
productivas e implantación de nuevas empresas.
c) Programa de actuación referidos a comarcas deprimidas o en crisis.
2. Andalucía participará en la gestión del sector público estatal en los casos y activi-
dades que procedan.

Artículo 19.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma la regulación y administración de la ense-
ñanza en toda su extensión, niveles y grados, modalidades y especialidades en el
ámbito de sus competencias, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 27 de la Cons-
titución y Leyes Orgánicas que, conforme al apartado 1, del artículo 81 de la misma, lo
desarrollen; de las facultades que atribuye el Estado el número 30 del apartado 1, del
artículo 149 de la Constitución y de la alta inspección necesaria para su cumplimiento
y garantía.
2. Los poderes de la Comunidad Autónoma velarán porque los contenidos de la ense-
ñanza e investigación en Andalucía guarden una esencial conexión con las realidades,
tradiciones, problemas y necesidades del pueblo andaluz.
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5. ASTURIAS:
Artículo 16. (Modificado por LO 1/1999).
El Principado de Asturias impulsará la conservación y compilación del derecho consue-
tudinario asturiano.

Artículo 20. (Modificado por LO 1/1999).
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma del Principado de Asturias la vigilancia y protec-
ción de los edificios e instalaciones de la propia Comunidad y la coordinación de las poli-
cías locales asturianas, sin perjuicio de su dependencia de las autoridades municipales.
2. Para el ejercicio de la competencia prevista en el apartado anterior, la Comunidad
Autónoma podrá convenir con el Estado la adscripción de unidades del Cuerpo Nacional
de Policía en los términos y para el ejercicio de las funciones previstas en la Ley Orgá-
nica referida en el artículo 149.1.29. a de la Constitución.

6. CANTABRIA:
Artículo 30.( Modificado por LO 11/1998)
Corresponde a la Comunidad Autónoma de Cantabria, sin perjuicio de la obligación
general del Estado, la defensa y protección de los valores culturales del pueblo
cántabro.

7. LA RIOJA: Su Estatuto no incluye ningun artículo sobre este tipo de competencias.

8. REGIÓN DE MURCIA:
Artículo 8. (Modificado por LO 1/1998)
La Comunidad Autónoma prestará especial atención al derecho consuetudinario de la
Región, con particular referencia a los tribunales consuetudinarios y tradicionales en
materia de aguas, y protegerá y fomentará las peculiaridades culturales, así como el
acervo de costumbres y tradiciones populares de la misma, respetando en todo caso
las variantes locales y comarcales.

9. COMUNIDAD VALENCIANA:
Artículo 34.
1. De acuerdo con las bases y la ordenación de la actividad económica general y la polí-
tica monetaria del Estado, corresponde a la Generalidad Valenciana, en los términos de
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lo dispuesto en los artículos 38, 141 y en los números 11 y 13 del apartado 1 del artí-
culo 149  de la Constitución, la competencia exclusiva de las siguientes materias:

1. Planificación de la actividad económica de la Comunidad.
2 .Industria, sin perjuicio de lo que determinen las normas del Estado por

razones de seguridad, sanitarias o de interés general y las normas relacionadas con las
industrias que estén sujetas a la legislación de minas, hidrocarburos y energía nuclear.

3. El desarrollo y ejecución en su territorio de los planes establecidos por el
Estado para la reestructuración de sectores industriales.

4. Agricultura y ganadería.
5. Comercio interior, defensa del consumidor y del usuario, sin perjuicio de la

política general de precios y de la legislación sobre la defensa de la competencia. Deno-
minaciones de origen en colaboración con el Estado.

6. Instituciones de crédito cooperativo, público y territorial y Cajas de Ahorro.
7. Sector público económico de la Generalidad Valenciana, en cuanto no esté

contemplado por otras normas del Estatuto.
2. La Generalidad Valenciana participará asimismo en la gestión del sector público
económico estatal en los casos y actividades que procedan.

Artículo 35.
Es de la competencia plena de la Generalidad Valenciana la regulación y administración
de la enseñanza en toda su extensión, niveles y grados, modalidades y especialidades,
en el ámbito de sus competencias, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo veintisiete
de la Constitución y Leyes Orgánicas que, conforme al apartado uno del artículo
ochenta y uno de la misma, lo desarrollen de las facultades que atribuye al Estado el
número treinta del apartado uno del artículo ciento cuarenta y nueve de la Constitución
y de la alta inspección necesaria para su cumplimiento y garantía.
Artículo 36.
La Generalidad Valenciana está facultada para vigilar y custodiar sus edificios e instala-
ciones.
Existirá un cuerpo único de Policía Autónoma de la Comunidad Valenciana que estará
regulado por Ley de las Cortes Valencianas, de acuerdo con lo que establece la Ley
Orgánica prevista en el artículo ciento cuarenta y nueve coma veintinueve de la Consti-
tución.

10. ARAGÓN:
Su Estatuto no incluye ningun articulo sobre este tipo de competencias.
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11. CASTILLA-LA MANCHA:
Su Estatuto no incluye ningun articulo sobre este tipo de competencias.

12. CANARIAS:
Artículo 31. (Modificado por LO 4/1996)
La Comunidad Autónoma de Canarias, de acuerdo con las bases y la ordenación de la
actividad económica general y la política monetaria y crediticia estatal y en los términos
de lo dispuesto en los artículos 38, 131, 149.1.11 y 13 de la Constitución, tiene
competencia exclusiva sobre las siguientes materias:

1. Agricultura y ganadería.
2. Industria, sin perjuicio de lo que determinen las normas del Estado por

razones de seguridad, sanitarias y de interés militar, y las normas relacionadas con las
industrias que estén sujetas a la legislación de minas, hidrocarburos y energía nuclear.
Queda reservada a la competencia exclusiva del Estado la autorización para la transfe-
rencia de tecnología extranjera.

3. Comercio interior, defensa del consumidor y del usuario, sin perjuicio de la
política general de precios y de la legislación sobre defensa de la competencia.

4. Ordenación y planificación de la actividad económica regional en el ejercicio
de sus competencias. Sector público de Canarias.

5. Denominaciones de origen, en colaboración con el Estado.
6. Instituciones de crédito cooperativo público y territorial y Cajas de Ahorro.

Artículo 34. (Modificado por LO 4/1996)
1. La Comunidad Autónoma de Canarias tendrá competencia en materia de seguridad
ciudadana, en los términos establecidos en el artículo 148, apartado 1, número 22, de
la Constitución.
2. La Comunidad Autónoma podrá crear una policía propia, de acuerdo con lo que se
disponga al respecto por la Ley Orgánica prevista en el artículo 149.1.29 de la Consti-
tución. Corresponde al Gobierno de Canarias el mando superior de la policía autonó-
mica.
3. En el caso previsto en el apartado precedente podrá constituirse una Junta de Segu-
ridad integrada por representantes del Gobierno Central y de la Comunidad Autónoma
con el objeto de coordinar la actuación de la policía autonómica y los cuerpos y fuerzas
de seguridad del Estado en el ámbito de Canarias en los términos previstos en la Ley
Orgánica a la que se refiere el artículo 149.1.29 de la Constitución.



13. NAVARRA:
Artículo 47.
Es de la competencia plena de Navarra la regulación y administración de la enseñanza
en toda su extensión, niveles y grados, modalidades y especialidades, sin perjuicio de
lo establecido en los preceptos constitucionales sobre esta materia, de las Leyes Orgá-
nicas que los desarrollen y de las competencias del Estado en lo que se refiere a la regu-
lación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos acadé-
micos y profesionales y de la alta inspección del Estado para su cumplimiento y
garantía.

Artículo 56.
1. De acuerdo con las bases y la ordenación de la actividad económica general y de la
política monetaria, crediticia, bancaria y de seguros del Estado, corresponde a la Comu-
nidad Foral de Navarra en los términos de los pertinentes preceptos constitucionales la
competencia exclusiva en las siguientes materias:

a) Planificación de la actividad económica y fomento del desarrollo económico
dentro de Navarra.

b) Industria, sin perjuicio de lo que determinen las normas del Estado por
razones de seguridad, sanitarias o de interés militar y las normas relacionadas con las
industrias que estén sujetas a la legislación de minas, hidrocarburos y energía nuclear.
Queda reservada a la competencia exclusiva del Estado la autorización para transfe-
rencia de tecnología extranjera.

c) Desarrollo y ejecución en Navarra de los planes establecidos por el Estado
para la reestructuración de sectores industriales, de conformidad con lo establecido en
los mismos.

d) Comercio interior, defensa del consumidor y del usuario, sin perjuicio de la
política general de precios, de la libre circulación de bienes en el territorio nacional y de
la legislación sobre defensa de la competencia.

e) Instituciones de crédito corporativo, público y territorial.
f) Cajas de Ahorro, sin perjuicio del régimen especial de Convenios en esta

materia.
g) Sector público económico de Navarra, en cuanto no esté contemplado por

otros preceptos de la presente Ley Orgánica.
2. La competencia exclusiva de Navarra a que se refiere el apartado anterior se enten-
derá sin perjuicio del respeto a la libertad de empresa en el marco de la economía de
mercado.
3. Navarra participará asimismo en la gestión del sector público económico estatal, en
los casos y actividades que proceda y designará, en su caso, con lo que establezcan
las leyes del Estado, sus propios representantes en los organismos económicos, insti-
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tuciones financieras y empresas públicas del Estado, cuya competencia se extienda al
territorio navarro y que por su naturaleza no sean objeto de transferencia.

14. EXTREMADURA:
Artículo 11.1. (Modificado por LO 12/1999)
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma la conservación, defensa y protección del
Fuero del Baylío y demás instituciones de Derecho consuetudinario.

15. ISLAS BALEARES: Su Estatuto no incluye ningun artículo sobre este tipo de
competencias.

16. COMUNIDAD DE MADRID:
Artículo 26.3
3.1. De acuerdo con las bases y la ordenación de la actividad económica general y la
política monetaria del Estado, corresponde a la Comunidad de Madrid, en los términos
de lo dispuesto en los artículos 38, 131 y en las materias 11.ª y 13.ª del apartado 1
del artículo 149 de la Constitución, la competencia exclusiva en las siguientes materias:
3.1.1. Ordenación y planificación de la actividad económica regional.
3.1.2. Comercio interior, sin perjuicio de la política general de precios, de la libre circu-
lación de bienes en el territorio del Estado y de la legislación sobre defensa de la
competencia.
3.1.3. Industria, sin perjuicio de lo que determinen las normas del Estado por razones
de seguridad, sanitarias o de interés militar y las normas relacionadas con las industrias
que estén sujetas a la legislación de minas, hidrocarburos y energía nuclear.
3.1.4. Agricultura, ganadería e industrias agroalimentarias.
3.1.5. Instituciones de crédito corporativo público y territorial. Cajas de Ahorro.
3.1.6. Sector público económico de Madrid, en cuanto no esté contemplado por otros
preceptos de este Estatuto.
3.2. La Comunidad de Madrid participará, asimismo, en la gestión del sector público
económico estatal, en los casos y actividades que procedan.

17. CASTILLA Y LEÓN:
Su Estatuto no incluye ningun artículo sobre este tipo de competencias.



18. CEUTA:
Su Estatuto no incluye ningun artículo sobre este tipo de competencias.

19. MELILLA:
Su Estatuto no incluye ningun artículo sobre este tipo de competencias.
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3. COMPETENCIAS COMPLEMENTARIAS

1. PAÍS VASCO:
Artículo 11.
1. Es de competencia de la Comunidad Autónoma del País Vasco el desarrollo legisla-
tivo y la ejecución dentro de su territorio de la legislación básica del Estado en las
siguientes materias:
a) Medio ambiente y ecología.
b) Expropiación forzosa, contratos y concesiones administrativas, en el ámbito de sus

competencias, y sistema de responsabilidad de la Administración del País Vasco.
c) Ordenación del sector pesquero del País Vasco.
2. Es también de competencia de la Comunidad Autónoma del País Vasco el desarrollo
legislativo y la ejecución dentro de su territorio, de las bases, en los términos que las
mismas señalen, en las siguientes materias:
a) Ordenación del crédito, banca y seguros.
b) Reserva al sector público de recursos o servicios esenciales, especialmente en caso
de monopolio, e intervención de Empresas cuando lo exija el interés general.
c) Régimen minero y energético. Recursos geotérmicos.

Artículo 18.
1. Corresponde al País Vasco el desarrollo legislativo y la ejecución de la legislación
básica del Estado en materia de sanidad interior.
2. En materia de Seguridad Social corresponderá al País Vasco:
a) El desarrollo legislativo y la ejecución de la legislación básica del Estado, salvo las

normas que configuran el régimen económico de la misma.
b) La gestión del régimen económico de la Seguridad Social.
3. Corresponderá también al País Vasco la ejecución de la legislación del Estado sobre
productos farmacéuticos.
4. La Comunidad Autónoma podrá organizar y administrar a tales fines, dentro de su

territorio, todos los servicios relacionados con las materias antes expresadas y ejercerá
la tutela de las instituciones, entidades y fundaciones en materia de Sanidad y Segu-
ridad Social, reservándose el Estado la alta inspección conducente al cumplimiento de
las funciones y competencias contenidas en este artículo.
5. Los poderes públicos vascos ajustarán el ejercicio de las competencias que asumen
en materia de Sanidad y de Seguridad Social a criterios de participación democrática
de todos los interesados, así como de los Sindicatos de Trabajadores y Asociaciones
empresariales en los términos que la Ley establezca.

Artículo 19.
1. Corresponde al País Vasco el desarrollo legislativo de las normas básicas del Estado



en materia de medios de comunicación social, respetando en todo caso lo que dispone
el artículo 20 de la Constitución.
2. La ejecución en las materias a que se refiere el párrafo anterior se coordinará con

la del Estado, con respecto la reglamentación específica aplicable a los medios de titu-
laridad estatal.
3. De acuerdo con lo dispuesto en el párrafo primero de este artículo, el País Vasco

podrá regular, crear y mantener su propia televisión, radio y prensa, y, en general, todos
los medios de comunicación social para el cumplimiento de sus fines.

2. CATALUÑA:
Artículo 10.
1. En el marco de la legislación básica del Estado y, en su caso, en los términos que la
misma establezca, corresponde a la Generalidad el desarrollo legislativo y la ejecución
de las siguientes materias:

1) Régimen jurídico y sistema de responsabilidad de la Administración de la Genera-
lidad y de los entes públicos dependientes de ella, así como el régimen estatutario de
sus funcionarios.

2) Expropiación forzosa, contratos y concesiones administrativas, en el ámbito de
competencias de la Generalidad.

3) Reserva al sector público de recursos o servicios esenciales, especialmente en
caso de monopolio e intervención de Empresas cuando lo exija el  interés general.

4) Ordenación del crédito, banca y seguros.
5) Régimen minero y energético.
6) Protección del medio ambiente, sin perjuicio de las facultades de la Generalidad

para establecer normas adicionales de protección.
7) Ordenación del sector pesquero.

2. Corresponde a la Generalidad el desarrollo legislativo del sistema de Consultas Popu-
lares Municipales en el ámbito de Cataluña, de conformidad con lo que dispongan las
Leyes a que se refiere el apartado 3 del artículo 92 y el número 18 del apartado 1 del
artículo 149 de la Constitución, correspondiendo al Estado la autorización de su convo-
catoria.

Artículo 16.
1. En el marco de las normas básicas del Estado, corresponde a la Generalidad el
desarrollo legislativo y la ejecución del régimen de Radiodifusión y Televisión en los
términos y casos establecidos en la Ley que regule el Estatuto Jurídico de la Radio y la
Televisión.
2. Igualmente le corresponde, en el marco de las normas básicas del Estado, el
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desarrollo legislativo y la ejecución del régimen de prensa y, en general, de todos los
medios de comunicación social.
3. En los términos establecidos en los apartados anteriores de este artículo, la Gene-
ralidad podrá regular, crear y mantener su propia televisión, radio, y prensa y, en
general, todos los medios de comunicación social para el cumplimiento de sus fines.

Artículo 17.
1. Corresponde a la Generalidad de Cataluña el desarrollo legislativo y la ejecución de
la legislación básica del Estado en materia de sanidad interior.
2. En materia de Seguridad Social, corresponderá a la Generalidad de Cataluña:
El desarrollo legislativo y la ejecución de la legislación básica del Estado, salvo las
normas que configuran el régimen económico de la misma.
La gestión del régimen económico de la Seguridad Social.
3. Corresponderá también a la Generalidad de Cataluña la ejecución de la legislación del
Estado sobre productos farmacéuticos.
4. La Generalidad de Cataluña podrá organizar y administrar a tales fines, y dentro de
su territorio, todos los servicios relacionados con las materias antes expresadas, y ejer-
cerá la tutela de las instrucciones, entidades y funciones en materia de sanidad y segu-
ridad social, reservándose el Estado la alta inspección conducente al cumplimiento de
las funciones y competencias contenidas en este artículo.
5. La Generalidad de Cataluña ajustará el ejercicio de las competencias que asuma en
materia de sanidad y de seguridad social a criterios de participación democrática de
todos los interesados, así como de los Sindicatos de trabajadores y Asociaciones
empresariales en los términos que la Ley establezca.

3. GALICIA:
Artículo 28.
Es competencia de la Comunidad Autónoma gallega el desarrollo legislativo y la ejecu-
ción de la legislación del Estado en los términos que la misma establezca, de las
siguientes materias:

1. Régimen Jurídico de la Administración Pública de Galicia, y régimen estatutario de
sus funcionarios.

2 .Expropiación forzosa, contratos y concesiones administrativas en el ámbito de las
competencias propias de la Comunidad Autónoma.

3. Régimen minero y energético.
4. Reserva al sector público de recursos o servicios esenciales, especialmente en

caso de monopolio e intervención de empresas cuando lo exija el interés general.
5. Ordenación del sector pesquero.
6. Puertos pesqueros.



7. Entidades cooperativas.
8.Establecimientos farmacéuticos.

Artículo 33.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma el desarrollo legislativo y la ejecución de la
legislación básica del Estado en materia de sanidad interior.
2. En materia de Seguridad Social corresponderá a la Comunidad Autónoma el
desarrollo legislativo y la ejecución de la legislación básica del Estado, salvo las normas
que configuran el régimen económico de la misma.
Corresponde también a la Comunidad Autónoma la gestión del régimen económico de
la Seguridad Social en Galicia, sin perjuicio de la Caja Única.
3. Corresponderá también a la Comunidad Autónoma la ejecución de la legislación del
Estado sobre productos farmacéuticos.
4. La Comunidad Autónoma podrá organizar y administrar a tales fines y dentro de su
territorio todos los servicios relacionados con las materias antes expresadas, y ejercerá
la tutela de las instituciones, entidades y fundaciones en materia de Sanidad y Segu-
ridad Social, reservándose el Estado la alta inspección conducente al cumplimiento de
las funciones y competencias contenidas en este artículo.

Artículo 34.
1. En el marco de las normas básicas del Estado, corresponde a la Comunidad Autó-
noma el desarrollo legislativo y la ejecución del régimen de Radiodifusión y Televisión en
los términos y casos establecidos en la Ley que regule el Estatuto Jurídico de la Radio
y la Televisión.
2. Igualmente le corresponde, en el marco de las normas básicas del Estado, el
desarrollo legislativo y la ejecución del régimen de prensa y, en general, de todos los
medios de comunicación social.
3. En los términos establecidos en los apartados anteriores de este artículo la Comu-
nidad Autónoma podrá regular, crear y mantener su propia televisión, radio y prensa y,
en general, todos los medios de comunicación social para el cumplimiento de sus fines

4. ANDALUCÍA:
Artículo 15.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Andalucía, en el marco de la regulación
general del Estado, el desarrollo legislativo y la ejecución de las siguientes materias:

1.Régimen jurídico de la Administración de la Comunidad Autónoma de Andalucía y
régimen estatutario de sus funcionarios.

2 .Expropiación forzosa. Contratos y concesiones administrativas; sistema de respon-
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sabilidad de la Administración de la Comunidad Autónoma de Andalucía.
3. Ordenación del crédito, la Banca y los seguros.
4. Reservar al sector público de recursos o servicios esenciales, especialmente en

caso de monopolios, e intervención de empresas cuando lo exija el interés general.
5. Régimen minero y energético
6. Ordenación del sector pesquero. Puertos pesqueros.
7. Medio ambiente. Higiene de la contaminación biótica y abiótica.
8.Las restantes materias que con este carácter y mediante ley del Estado, le sean

transferidas.
2. Corresponde a la Comunidad Autónoma el desarrollo legislativo del sistema de
consultas populares locales en el ámbito de Andalucía, de conformidad con lo que
dispongan las leyes a que se refiere el apartado 3 del artículo 92 y el número 1 y 32
del artículo 149.1 de la Constitución, correspondiendo al Estado la autorización de su
convocatoria.

Artículo 16.
1. En el marco de las normas básicas del Estado, corresponde a la Comunidad Autó-
noma de Andalucía el desarrollo legislativo y la ejecución del régimen de Radiodifusión
y Televisión en los términos y casos establecidos en la Ley que regula el Estatuto Jurí-
dico de la Radio y Televisión.
2. Igualmente le corresponde, en el marco de las normas básicas del Estado, el
desarrollo legislativo y la ejecución del régimen de Prensa y, en general, de todos los
medios de comunicación social.
En los términos establecidos en los apartados anteriores de este artículo, la comunidad
Autónoma de Andalucía podrá regular, crear y mantener su propia televisión, radio y
prensa y, en general, todos los medios de comunicación social para el cumplimiento de
sus fines.

Artículo 20.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Andalucía el desarrollo legislativo y la
ejecución de la legislación básica del Estado en materia de sanidad interior.
2. En materia de Seguridad Social corresponderá a la Comunidad Autónoma:
a) El desarrollo legislativo y la ejecución de la legislación básica del Estado, salvo las
normas que configuran el régimen económico de la misma. b) La gestión del régimen
económico de la Seguridad Social.
3. Corresponderá también a la Comunidad Autónoma de Andalucía la ejecución de la
legislación del Estado sobre productos farmacéuticos.
4. La Comunidad Autónoma de Andalucía podrá organizar y administrar a tales fines, y
dentro de su territorio, todos los servicios relacionados con las materias antes expre-



sadas y ejercerá la tutela de las instituciones entidades y funciones en materia de
sanidad y Seguridad Social, reservándose el Estado la alta inspección conducente al
cumplimiento de las funciones y competencias contenidas en este artículo.
5. La Comunidad Autónoma de Andalucía ajustará el ejercicio de las competencias que
asuma en materia de sanidad y de Seguridad Social a criterios de participación demo-
crática de todos los interesados, así como de los sindicatos de trabajadores y asocia-
ciones empresariales en los términos que la ley establezca.

5. ASTURIAS:
Artículo 11. (Modificado por LO 1/1999)
En el marco de la legislación básica del Estado y, en su caso, en los términos que la
misma establezca, corresponde al Principado de Asturias el desarrollo legislativo y la
ejecución en las siguientes materias: 
1. Montes, aprovechamientos y servicios forestales, vías pecuarias, pastos y espacios
naturales protegidos.
2. Sanidad e higiene.
3. Coordinación hospitalaria en general, incluida la de la Seguridad Social.
4. Ordenación farmacéutica.
5. Protección del medio ambiente, incluidos los vertidos industriales y contaminantes en
ríos, lagos y aguas interiores y normas adicionales de protección del medio ambiente.
6. Régimen minero y energético.
7. Ordenación del sector pesquero.
8. Defensa del consumidor y del usuario, de acuerdo con las bases y la ordenación de
la actividad económica general y la política monetaria del Estado, las bases y la coor-
dinación general de la sanidad, en los términos de lo dispuesto en los artículos 38, 131
y en los números 11, 13 y 16 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.
9. Corporaciones de Derecho público representativas de intereses económicos y profe-
sionales. Ejercicio de las profesiones tituladas.
10. Régimen local.
11. Sistema de consultas populares en el ámbito del Principado de Asturias, de confor-
midad con lo que disponga la Ley a que se refiere el artículo 92.3 de la Constitución y
demás leyes del Estado, correspondiendo a éste la autorización de su convocatoria.

Artículo 17. (Modificado por LO 1/1999).
1. En materia de medios audiovisuales de comunicación social del Estado, el Principado
de Asturias ejercerá todas las potestades y competencias que le correspondan, en los
términos y casos establecidos en la legislación básica del Estado.
2. Igualmente le corresponde, en el marco de las normas básicas del Estado, el
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desarrollo legislativo y la ejecución del régimen de prensa y, en general, de todos los
medios de comunicación social.
3. En los términos establecidos en los párrafos anteriores de este artículo, la Comu-
nidad Autónoma podrá regular, crear y mantener su propia televisión, radio y prensa y,
en general, todos los medios de comunicación el cumplimiento de sus fines.

Artículo 18. (Modificado por LO 1/1999)
1.En relación con las enseñanzas universitarias, el Principado de Asturias asumirá todas
las competencias y funciones que puedan corresponderle en el marco de la legislación
general o, en su caso, de las delegaciones que pudieran producirse, fomentando en el
ámbito universitario la investigación, especialmente referida a materias o aspectos
peculiares de la región.
2. En relación con la planificación educativa, el Principado de Asturias propondrá a la
Administración del Estado la oportuna localización de los centros educativos y las moda-
lidades de enseñanza que se impartan en cada uno de ellos.
3. En el ejercicio de estas competencias, la Comunidad Autónoma fomentará la investi-
gación, especialmente la referida a materias o aspectos peculiares del Principado de
Asturias, y a la creación de centros universitarios en la Comunidad Autónoma.

6. CANTABRIA:
Artículo 25. (Modificado por Ley 2/1994 y por LO 11/1998)
En el marco de la legislación básica del Estado y en los términos que la misma esta-
blezca, corresponde a la Comunidad Autónoma de Cantabria el desarrollo legislativo y
la ejecución de las siguientes materias:
1) Montes, aprovechamientos y servicios forestales, vías pecuarias y pastos.
2) Régimen local.
3) Sanidad e higiene, promoción, prevención y restauración de la salud. Coordinación
hospitalaria en general, incluida la de la Seguridad Social.
4) Ordenación farmacéutica.
5) Corporaciones de derecho público representativas de intereses económicos y profe-
sionales. Ejercicio de profesiones tituladas.
6) Defensa de los consumidores y usuarios, de acuerdo con las bases y la ordenación
de la actividad económica general y la política monetaria del Estado, las bases y coor-
dinación general de la Sanidad, en los términos de lo dispuesto en los artículos 38, 131
y números 11 y 13 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.
7) Protección del medio ambiente y de los ecosistemas.
8) Régimen minero y energético.
9) Prensa, radio, televisión y otros medios de comunicación social, en el marco de las
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normas básicas que el Estado establezca de acuerdo con el número 27 del apartado 1
del artículo 149 de la Constitución.
10) Ordenación del sector pesquero.

Artículo 28. (Modificado por LO 11/1998)
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia de desarrollo legislativo y
ejecución de la enseñanza en toda su extensión, niveles y grados, modalidades y espe-
cialidades, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 27 de la Constitución y leyes
orgánicas que, conforme al apartado 1 del artículo 81 de la misma, lo desarrollen, y sin
perjuicio de las facultades que atribuye al Estado el número 30 del apartado 1 del artí-
culo 149, y de la alta inspección para su cumplimiento y garantía.
2. Para garantizar una prestación homogénea y eficaz del servicio público de la educa-
ción que permita corregir las desigualdades o desequilibrios que puedan producirse, la
Comunidad Autónoma facilitará a la Administración del Estado la información que ésta
le solicite sobre el funcionamiento del sistema educativo en sus aspectos cualitativos y
cuantitativos y colaborará con la Administración del Estado en las actuaciones de segui-
miento y evaluación del sistema educativo nacional.
3. En el ejercicio de estas competencias la Comunidad Autónoma fomentará la investi-
gación, especialmente la referida a materias o aspectos peculiares de Cantabria.

Artículo 29. (Modificado por LO 11/1998)
En materia de medios audiovisuales de comunicación social del Estado, la Comunidad
Autónoma de Cantabria ejercerá todas las potestades y competencias que le corres-
pondan en los términos y casos establecidos en la Ley reguladora del Estatuto Jurídico
de Radiotelevisión.

7. LA RIOJA:
Artículo 9. (Modificado por LO 2/1999, de 7 de enero)
En el marco de la legislación básica del Estado y, en su caso, en los términos que la
misma establezca, corresponde a la Comunidad Autónoma de La Rioja el desarrollo
legislativo y la ejecución en las siguientes materias:
1) Protección del medio ambiente, normas adicionales de protección del medio
ambiente y del paisaje. Espacios naturales protegidos. Protección de los ecosistemas.
2) Régimen minero y energético.
3) Defensa del consumidor y usuario, de acuerdo con las bases y la ordenación de la
actividad económica general y la política monetaria del Estado, las bases y coordina-
ción general de la sanidad, en los términos de lo dispuesto en los artículos 38, 131 y
en los números 11, 13 y 16 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.



4) La coordinación hospitalaria en general.
5) Sanidad e higiene.
6) Radiodifusión y televisión, de acuerdo con la Ley que regule el estatuto jurídico de la
radio y la televisión.
Igualmente le corresponde, en el marco de las normas básicas del Estado, el desarrollo
legislativo y ejecución del régimen de prensa y, en general, de todos los medios de
comunicación social.
En los términos establecidos en los párrafos anteriores de este apartado, la Comunidad
Autónoma podrá regular, crear y mantener su propia televisión, radio y prensa y, en
general, todos los medios de comunicación social para el cumplimiento de sus fines.
7) Sistema de consultas populares en el ámbito de La Rioja, de conformidad con lo que
disponga la Ley a la que se refiere el apartado 3 del artículo 92 de la Constitución y
demás Leyes del Estado, correspondiendo a éste la autorización de su convocatoria.
8) Régimen local.
9) Las restantes materias que con este carácter y mediante Ley del Estado, le sean
transferidas.
10) Cámaras agraria de comercio e industria o entidades equivalentes, Colegios Profe-
sionales y ejercicio de las profesiones tituladas, así como cualquiera otra corporación
de derecho público representativa de intereses económicos y profesionales.
11) Montes, aprovechamientos y servicios forestales, vías pecuarias y pastos.
12) Ordenación farmacéutica.

Artículo 10.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia de desarrollo legislativo y
ejecución de la enseñanza en toda su extensión, niveles y grados, modalidades y espe-
cialidades, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 27 de la Constitución y Leyes
Orgánicas que conforme al apartado 1 del artículo 81 de la misma lo desarrollen y sin
perjuicio de las facultades que atribuye al Estado el número 30 del apartado 1 del artí-
culo 149 y de la alta inspección para su cumplimiento y garantía.
2. Para garantizar una prestación homogénea y eficaz del servicio público de la educa-
ción que permita corregir las desigualdades o desequilibrios que puedan producirse, la
Comunidad Autónoma facilitará a la Administración del Estado la información que ésta
le solicite sobre el funcionamiento del sistema educativo en sus aspectos cualitativos y
cuantitativos y colaborará con la Administración del Estado en las actuaciones de segui-
miento y evaluación del sistema educativo nacional.
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8. REGIÓN DE MURCIA:
Artículo 11. (Modificado por LLOO 4/1994 y 1/1998)
En el marco de la legislación básica del Estado y, en su caso, en los términos que la
misma establezca, corresponde a la Comunidad Autónoma el desarrollo legislativo y la
ejecución en las siguientes materias:
1) Sanidad, higiene, ordenación farmacéutica y coordinación hospitalaria, en general,
incluida la de la Seguridad Social, sin perjuicio de lo dispuesto en el número 16 del artí-
culo 149.1 de la Constitución.
2) Montes, aprovechamientos forestales, vías pecuarias, pastos y espacios naturales
protegidos.
3) Protección del medio ambiente. Normas adicionales de protección.
4) Régimen minero y energético.
5) Prensa, radio, televisión y otros medios de comunicación social, en el marco de las
normas básicas que el Estado establezca de acuerdo con el número 27 del apartado 1
del artículo 149 de la Constitución.
6) Ordenación del sector pesquero.
7) Defensa del consumidor y usuario, de acuerdo con las bases y la ordenación de la
actividad económica general y la política monetaria del Estado, las bases y coordina-
ción general de la Sanidad, en los términos de lo dispuesto en los artículos 38, 131 y
en los números 11, 13 y 16 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.
8) Sistema de consultas populares en el ámbito de la Región de Murcia, de conformidad
con lo que disponga la Ley a que se refiere el artículo 92.3 de la Constitución y demás
leyes del Estado, correspondiendo a éste la autorización de su convocatoria.
9) Régimen local.
10) Colegios Profesionales y ejercicio de las profesiones tituladas, Cámaras Agrarias,
de Comercio, Industria y Navegación, Cofradías de Pescadores demás corporaciones
de derecho público representativas de intereses económicos y profesionales.

Artículo 14.
En materia de medios audiovisuales de comunicación social de Estado, la Comunidad
Autónoma ejercerá todas las potestades y competencias que se correspondan en los
términos y casos establecidos en la Ley reguladora del Estado Jurídico de Radio y Tele-
visión.

Artículo 16. (Modificado por LO 4/1994)
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia de desarrollo legislativo y
ejecución de la enseñanza en toda su extensión, niveles y grados, modalidades y espe-
cialidades, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 27 de la Constitución y Leyes
Orgánicas que conforme al apartado 1 del artículo 81 de la misma lo desarrollen, y sin
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perjuicio de las facultades que atribuye al Estado el número 30 del apartado 1 del artí-
culo 149 y de la alta inspección para su cumplimiento y garantía.
2. Para garantizar una prestación homogénea y eficaz del servicio público de la educa-
ción que permita corregir las desigualdades o desequilibrios que puedan producirse, la
Comunidad Autónoma facilitará a la Administración del Estado la información que ésta
le solicite sobre el funcionamiento del sistema educativo en sus aspectos cualitativos y
cuantitativos, y colaborará con la Administración del Estado en las actuaciones de segui-
miento y evaluación del sistema educativo nacional.

9. COMUNIDAD VALENCIANA:
Artículo 32.
1. En el marco de la legislación básica del Estado y, en su caso, en los términos que la
misma establezca, corresponde a la Generalidad Valenciana el desarrollo legislativo y la
ejecución de las siguientes materias:
1. Régimen jurídico y sistema de responsabilidad de la administración de la Generalidad
Valenciana y de los entes públicos, dependientes de ella, así como el régimen estatu-
tario de sus funcionarios.
2. Expropiación forzosa, contratos y concesiones administrativas, en el ámbito de
competencias de la Generalidad Valenciana.
3. Reserva al sector público de recursos o servicios esenciales, especialmente en caso
de monopolio o intervención de empresas cuando lo exija el interés general.
4. Ordenación del crédito. Banca y seguros.
5. Régimen minero y energético.
6. Protección del medio ambiente, sin perjuicio de las facultades de la Generalidad para
establecer normas adicionales de protección.
7. Ordenación del sector pesquero.
8. Corresponde a la Generalidad Valenciana el desarrollo legislativo del sistema de
consultas populares, municipales en su ámbito, de conformidad con lo que dispongan
las leyes a que se refiere el apartado tres del artículo noventa y dos y el número
dieciocho del apartado uno del artículo ciento cuarenta y nueve de la Constitución, y
correspondiendo al Estado la autorización de su convocatoria.
9. Cámaras de la Propiedad, Cámara de Comercio, Industria y Navegación, sin perjuicio
de lo que dispone el número diez del apartado uno) del artículo ciento cuarenta y nueve
de la Constitución.

Artículo 37.
1. En el marco de las normas básicas del Estado, corresponde a la Generalidad Valen-
ciana el desarrollo legislativo y la ejecución del régimen de radiodifusión y televisión en



los términos y casos establecidos en la Ley que regule el Estatuto jurídico de la radio y
la televisión.
2. Igualmente le corresponde, en el marco de las normas básicas del Estado, el
desarrollo legislativo y la ejecución del régimen de prensa y, en general, de todos los
medios de comunicación social.
3. En los términos establecidos en los apartados anteriores de este artículo, la Genera-
lidad Valenciana podrá regular, crear y mantener su propia televisión, radio y prensa y, en
general, todos los medios de comunicación social para el cumplimiento de sus fines.

Artículo 38.
1. Corresponde a la Generalidad Valenciana el desarrollo legislativo y la ejecución de la
legislación básica del Estado en materia de sanidad interior.
2. En materia de seguridad social, corresponderá a la Generalidad Valenciana:
a) El desarrollo legislativo y la ejecución de la legislación básica del Estado, salvo las
normas que configuran el régimen económico de la misma.
b) La gestión del régimen económico de la Seguridad Social.
3. Corresponderá también a la Generalidad Valenciana la ejecución de la legislación del
Estado sobre productos farmacéuticos.
4. La Generalidad Valenciana podrá organizar y administrar, a tales fines, y dentro de su
territorio, todos los servicios relacionados con las materias antes expresadas, y ejer-
cerá la tutela de las instituciones, entidades y funciones en materia de Sanidad y Segu-
ridad Social, reservándose el Estado la alta inspección conducente al cumplimiento de
las funciones y competencias contenidas en este artículo.
5. La Generalidad Valenciana ajustará el ejercicio de las competencias que asuma en
materia de Sanidad y de la Seguridad Social a efectos de participación democrática de
todos los interesados, así como de los Sindicatos de trabajadores y asociaciones
empresariales en los términos que la Ley establezca.

10. ARAGÓN:
Artículo 36. (Modificado por LLOO 6/1994 y 5/1996)
Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia de desarrollo legislativo y ejecu-
ción de la enseñanza en toda su extensión, niveles y grados, modalidades y especiali-
dades, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 27 de la Constitución y leyes orgá-
nicas que, conforme al apartado 1 del artículo 81 de la misma, lo desarrollen, y sin
perjuicio de las facultades que atribuye al Estado el número 30 del artículo 149 y de la
alta inspección para su cumplimiento y garantía.
Para garantizar una prestación homogénea y eficaz del servicio público de la educación
que permita corregir las desigualdades y desequilibrios que puedan producirse, la
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Comunidad Autónoma facilitará a la Administración del Estado la información que ésta
le solicite sobre el funcionamiento del sistema educativo en sus aspectos cualitativos y
cuantitativos y colaborará con la Administración del Estado en las actuaciones de segui-
miento y evaluación del sistema educativo nacional.
En el ejercicio de estas competencias, la Comunidad Autónoma fomentará la investiga-
ción, especialmente la referida a materias o aspectos peculiares de Aragón, y la crea-
ción de centros universitarios en las tres provincias.

Artículo 37. (Modificado por LLOO 6/1994 y 5/1996)
Corresponde a la Comunidad Autónoma el desarrollo legislativo y la ejecución de la
legislación básica del Estado en las siguientes materias:
1. Radiodifusión y televisión, de acuerdo con la Ley que regule el estatuto jurídico de la
radio y la televisión.
Igualmente le corresponde, en el marco de las normas básicas del Estado, el desarrollo
legislativo y la ejecución del régimen de prensa y, en general, de todos los medios de
comunicación social.
En los términos establecidos en los párrafos anteriores de este apartado, la Comunidad
Autónoma podrá regular, crear y mantener su propia televisión, radio y prensa y, en
general, todos los medios de comunicación social para el cumplimiento de sus fines.
2. Régimen minero y energético.
3. Protección del medio ambiente; normas adicionales de protección del medio
ambiente y del paisaje.
4. Contratos y concesiones administrativas, en el ámbito de la Comunidad.

Artículo 38. (Modificado por LO 5/1996)
Corresponde a la Comunidad Autónoma de Aragón la vigilancia y protección de los edifi-
cios e instalaciones de la propia Comunidad y la coordinación de las policías locales
aragonesas, sin perjuicio de su dependencia de las autoridades municipales.
Para el ejercicio de la competencia prevista en el apartado anterior, la Comunidad Autó-
noma podrá convenir con el Estado la adscripción de una Unidad del Cuerpo Nacional
de Policía en los términos y para el ejercicio de las funciones previstas en la Ley Orgá-
nica aludida en la regla veintinueve del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.

11. CASTILLA-LA MANCHA:
Artículo 32. (Modificado por LLOO 7/1994 y 3/1997)
En el marco de la legislación básica del Estado y, en su caso, en los términos que la
misma establezca, es competencia de la Junta de Comunidades el desarrollo legislativo
y la ejecución en las materias siguientes:
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Uno. Régimen local.
Dos. Montes, aprovechamientos y servicios forestales, vías pecuarias, pastos

y espacios naturales protegidos.
Tres. Sanidad e higiene, promoción, prevención y restauración de la salud.

Coordinación hospitalaria en general, incluida la de la Seguridad Social.
Cuatro. Ordenación farmacéutica.

Cinco. Corporaciones de derecho público representativas de intereses econó-
micos y profesionales. Ejercicio de las profesiones tituladas.

Seis. Defensa del consumidor y usuario, de acuerdo con las bases y la orde-
nación de la actividad económica general y la política monetaria del Estado, las bases
y coordinación general de la sanidad, en los términos de lo dispuesto en los artículos
38, 131 y en los números 11, 13 y 16 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitu-
ción.

Siete. Protección del medio ambiente y de los ecosistemas. Normas adicio-
nales de protección.

Ocho. Régimen minero y energético.
Nueve. Prensa, radio, televisión y otros medios de comunicación social, en

el marco de las normas básicas que el Estado establezca de acuerdo con el
número 27 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución. En los términos esta-
blecidos en el párrafo anterior, la Comunidad Autónoma podrá regular, crear y
mantener los medios de comunicación social que considere necesarios para el
cumplimiento de sus fines.

Artículo 37. (Modificado por LLOO 7/1994 y 3/1997)
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia de desarrollo legislativo y
ejecución de la enseñanza en toda su extensión, niveles y grados, modalidades y espe-
cialidades, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 27 de la Constitución y Leyes
Orgánicas que conforme al apartado 1 del artículo 81 de la misma lo desarrollen y sin
perjuicio de las facultades que atribuye al Estado el número 30 del apartado 1 del artí-
culo 149 y de la alta inspección para su cumplimiento y garantía.
2. Para garantizar una prestación homogénea y eficaz del servicio público de la educa-
ción que permita corregir las desigualdades o desequilibrios que puedan producirse, la
Comunidad Autónoma facilitará a la Administración del Estado la información que ésta
le solicite sobre el funcionamiento del sistema educativo en sus aspectos cualitativos y
cuantitativos y colaborará con la Administración del Estado en las actuaciones del segui-
miento y evaluación del sistema educativo nacional.
3. En el ejercicio de estas competencias, la Comunidad Autónoma fomentará la investi-
gación, especialmente la referida a materias o aspectos peculiares de Castilla-La
Mancha, y la creación de centros universitarios en la región.
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Artículo 38.
En materia de medios audiovisuales de comunicación social del Estado, la Junta de
Comunidades ejercerá todas las potestades y competencias que le correspondan, en
los términos y casos establecidos en la Ley Reguladora del Estatuto Jurídico de Radio-
televisión.

12. CANARIAS:
Artículo 32.
Corresponde a la Comunidad Autónoma de Canarias el desarrollo legislativo y la ejecu-
ción en las siguientes materias:
1. Enseñanza, en toda la extensión, niveles, grados, modalidades y especialidades, sin
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 27 de la Constitución y en las Leyes Orgánicas
que, conforme al apartado 1 del artículo 81 de la misma, lo desarrollen. El Estado se
reservará las facultades que le atribuye el número 30 del apartado 1 del artículo 149
de la Constitución, y la alta inspección necesaria para su cumplimiento y garantía.
2. Prensa, radio, televisión y otros medios de comunicación social, en el marco de las
normas básicas que el Estado establezca de acuerdo con el número 27 del apartado 1
del artículo 149 de la Constitución.
3. Crear, regular y mantener su propia televisión, radio, prensa y demás medios de
comunicación social para el cumplimiento de sus fines. Para ello se podrán establecer
instrumentos de cesión de uso de instalaciones y servicios entre la Radiotelevisión
pública estatal y la Comunidad Autónoma.
4. Régimen local.
5. Sistema de consultas populares en el ámbito de Canarias, de conformidad con lo que
disponga la Ley a la que se refiere el artículo 92.3 de la Constitución y demás leyes del
Estado, correspondiendo a éste la autorización de su convocatoria
6. Régimen jurídico y sistema de responsabilidad de la Administración Pública de la
Comunidad Autónoma y de los entes públicos dependientes de ella, así como el régimen
estatutario de sus funcionarios.
7. Montes, aprovechamientos y servicios forestales, vías pecuarias y pastos.
8. Reserva al sector público autonómico de recursos o servicios esenciales, especial-
mente en caso de monopolio.
9. Régimen energético y minero ajustado a sus singulares condiciones, en especial, la
seguridad en la minería del agua.
10. Sanidad e higiene. Coordinación hospitalaria en general.
11. Contratos y régimen jurídico del dominio público y de las concesiones administra-
tivas, en el ámbito competencial de la Comunidad Autónoma.
12. Protección del medio ambiente, incluidos los vertidos en el ámbito territorial de la
Comunidad Autónoma.
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13. Corporaciones de derecho público representativas de intereses económicos y
profesionales y ejercicio de profesiones tituladas en el marco de lo dispuesto en los artí-
culos 36 y 139 de la Constitución.
14. Normas de procedimiento administrativo, económico-administrativo y fiscal que se
derivan de las especialidades del régimen administrativo, económico y fiscal de Cana-
rias.
15. Ordenación del crédito, banca y seguros, de acuerdo con la ordenación de la acti-
vidad económica general y la política monetaria, crediticia, bancaria y de seguros del
Estado.
16. Ordenación del sector pesquero.
17. Creación de instituciones que fomenten la plena ocupación, la formación profesional
y el desarrollo económico y social.
18. Seguridad Social, excepto su régimen económico.

13. NAVARRA:
Artículo 54.
1. En materia de seguridad social, corresponde a Navarra:
a) El desarrollo legislativo y le ejecución de la legislación básica del Estado, salvo las
normas que configuran el régimen económico de la Seguridad Social.
b) La gestión del régimen económico de la Seguridad Social.
2. Dentro de su territorio, Navarra podrá organizar y administrar todos los servicios
correspondientes a las materias a las que se refiere el apartado anterior y ejercerá la
tutela de las instituciones, entidades y fundaciones relacionadas con las mismas.
3. Correponde al Estado la alta inspección conducente al cumplimiento de las facul-
tades y competencias contenidas en este artículo.

Artículo 55.
1. Corresponde a Navarra el desarrollo legislativo y la ejecución del régimen de radio-
difusión y televisión en los terminos y casos establecidos en la Ley que regule el Esta-
tuto jurídico de la Radio y la Televisión.
2. Igualmente le corresponde el desarrollo legislativo y la ejecución de las normas
básicas del Estado relativas al régimen de prensa y, en general, de todos los medios
de comunicación social.
3. De acuerdo con lo establecido en los apartados anteriores, Navarra podrá regular,
crear y mantener su propia prensa radio y televisión, y en general todos los medios de
comunicación social para el cumplimiento de sus fines.
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Artículo 57.
En el marco de la legislación básica del Estado, corresponde a Navarra el desarrollo
legislativo y la ejecución de las siguientes materias:
a) Sistema de responsabilidad de las administraciones públicas de Navarra.
b) Expropiación forzosa, en el ámbito de sus propias competencias.
c) Medio ambiente y ecología.
d) Reserva al sector público de recursos o servicios esenciales, especialmente en caso
de monopolio; intervención de empresas cuando lo exija el interés general.
e) Ordenación del crédito, banca y seguros.
f) Régimen minero y energético; recursos geotérmicos.

14. EXTREMADURA:
Artículo 8. (Modificado por LO 12/1999)
En el marco de la legislación básica del Estado y en los términos que la misma esta-
blezca corresponde a la Comunidad Autónoma el desarrollo legislativo y ejecución de:
1. Régimen local en la forma prevista en el artículo 148.1.2 de la Constitución y en
especial la alteración de los términos y denominaciones de los municipios compren-
didos en su territorio así como la creación de organizaciones de ámbito inferior y supe-
rior a los mismos, en los términos establecidos en el artículo 2.2 de este Estatuto.
2. Montes, aprovechamiento y servicios forestales, vías pecuarias, pastos y espacios
naturales protegidos.
3. Ordenación y planificación de la actividad económica regional, en el ejercicio las
competencias asumidas en el marco de este Estatuto.
4. Sanidad e higiene. Centros sanitarios y hospitalarios públicos. Coordinación hospita-
laria en general.
5. Régimen estatutario de los funcionarios de la Comunidad Autónoma y de la Adminis-
tración local.
6. Colegios profesionales y ejercicio de las profesiones tituladas. Cámaras Agrarias,
Cámaras de Comercio e industria y demás corporaciones de derecho público repre-
sentativas de intereses económicos y profesionales.
7. Defensa del consumidor y usuario, de acuerdo con las bases y la ordenación de la
actividad económica general y la política monetaria del Estado, las bases y coordina-
ción general de la sanidad, en los términos de lo dispuesto en los artículos 38, 131, y
en los números 11, 13 y 16 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.
8. Protección del medio ambiente. Normas adicionales de protección.
9. Régimen minero y energético.
10. Prensa, radio y televisión y otros medios de comunicación social, en el marco de
las normas básicas que el Estado establece de acuerdo con el número 27 del apartado
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1 del artículo 149 de la Constitución así como en el Estatuto Jurídico de Radiotelevisión.
11. Ordenación farmacéutica.
12. Sistema de consultas populares en el ámbito de Extremadura de conformidad con
lo que disponga la Ley a que se refiere el apartado 3 del artículo 92 de la Constitución
y demás leyes del Estado, correspondiendo a éste la autorización de su convocatoria.

Artículo 12. Modificado por LO 12/1999)
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia de desarrollo legislativo y
ejecución de la enseñanza en toda su extensión, niveles y grados, modalidades y espe-
cialidades, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 27 de la Constitución y Leyes Orgá-
nicas que conforme al apartado 1 del artículo 81 de la misma lo desarrollen, y sin perjuicio
de las facultades que atribuye al Estado el número 30 del apartado 1 del artículo 149 y
de la Alta inspección para su cumplimiento y garantía.
2. Para garantizar una prestación homogénea y eficaz del servicio público de la educa-
ción que permita corregir las desigualdades o desequilibrios que puedan producirse, la
Comunidad Autónoma facilitará a la Administración del Estado la información que ésta
le solicite sobre el funcionamiento del sistema educativo en sus aspectos cualitativos y
cuantitativos y colaborará con la Administración del Estado en las actuaciones de segui-
miento y evaluación del sistema educativo nacional.
3. Además de las competencias en materia de enseñanza y centros universitarios
previstos en el apartado anterior y en relación con estos últimos la Comunidad Autó-
noma, dentro de su territorio, asumirá las competencias y desempeñará las funciones
que puedan corresponderle en el marco de la legislación general o, en su caso, de las
delegaciones que pudieran producirse, conforme al artículo 150.2 de la Constitución,
fomentando en el ámbito universitario la investigación, especialmente referida a mate-
rias o aspectos peculiares de la Comunidad Autónoma.
4. Las competencias de desarrollo legislativo previstas en el presente artículo se regu-
larán por ley de la Asamblea aprobada por mayoría absoluta de sus miembros.

15. ISLAS BALEARES:
Artículo 11. (Modificado por LO 3/1999)
En el marco de la legislación básica del Estado y, en su caso, en los términos que la
misma establezca, corresponde a la Comunidad Autónoma de las Illes Balears el
desarrollo legislativo y la ejecución de las siguientes materias:
1. Régimen de responsabilidad de la Administración de la Comunidad Autónoma y de la
Administración Local, de conformidad con lo dispuesto en el apartado 1.18 del artículo
149 de la Constitución.
2. Régimen local.
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3. Las normas procesales y de Derecho administrativo derivadas de las peculiaridades
del Derecho sustantivo de las Illes Balears o de las especiales de la organización de la
Comunidad Autónoma.
4. Estatuto de los funcionarios de la Administración de la Comunidad Autónoma y de la
Administración local, sin perjuicio de lo que dispone el número 18 del apartado 1 del
artículo 149 de la Constitución.
5. Coordinación hospitalaria, incluida la de la Seguridad Social.
6. Contratos y concesiones administrativas en el ámbito sustantivo de competencias de
la Comunidad Autónoma.
7. Protección del medio ambiente. Normas adicionales de protección. Espacios natu-
rales protegidos. Ecología.
8. Ordenación y planificación de la actividad económica de las Illes Balears, en el ejer-
cicio de las competencias asumidas en el marco de este Estatuto.
9. Defensa de los consumidores y usuarios, de acuerdo con las bases y la ordenación
de la actividad económica general y la política monetaria del Estado, las bases y coordi-
nación general de la sanidad, en los términos de lo dispuesto en los artículos 38, 131 y
en los números 11, 13 y 16 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.
10. Régimen minero y energético.
11. Prensa, radio, televisión y otros medios de comunicación social, en el marco de las
normas básicas que el Estado establezca de acuerdo con el número 27 del apartado 1
del artículo 149 de la Constitución.
12. Ordenación del sector pesquero.
13. Actividades clasificadas.
14. Ordenación farmacéutica, sin perjuicio de lo que dispone el artículo 149.1.16 de la
Constitución.
15. Corporaciones de derecho público representativas de intereses económicos y
profesionales.
6. Sistemas de consultas populares en el ámbito de las Illes Balears, de conformidad
con lo que disponga la Ley a la que se refiere el artículo 92.3 de la Constitución y demás
leyes del Estado en los términos previstos en el artículo 149.1.32 de la Constitución.

Artículo 15.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia de desarrollo legislativo y ejecu-
ción de la enseñanza en toda su extensión, niveles y grados, modalidades y especiali-
dades, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 27 de la Constitución y Leyes Orgánicas
que conforme al apartado 1 del artículo 81 de la misma lo desarrollen y sin perjuicio de
las facultades que atribuye al Estado el número 30 del apartado 1 del artículo 149 y de
la Alta Inspección para su cumplimiento y garantía.
2. (Modificado por LO 3/1999). Para garantizar una prestación homogénea y eficaz del
servicio público de la educación que permita corregir las desigualdades o desequilibrios
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que puedan producirse, la Comunidad Autónoma facilitará a la Administración General del
Estado la información que ésta le solicite sobre el funcionamiento del sistema educativo
en sus aspectos cualitativos y cuantitativos, y colaborará con la Administración General
del Estado en las actuaciones de seguimiento y evaluación del sistema educativo.

16. COMUNIDAD DE MADRID:
Artículo 27. (Modificado por LO 5/1998)
En el marco de la legislación básica del Estado y, en su caso, en los términos que la
misma establezca, corresponde a la Comunidad de Madrid el desarrollo legislativo, la
potestad reglamentaria y la ejecución de las siguientes materias:
1. Régimen local.
2. Régimen jurídico y sistema de responsabilidad de la Administración pública de la
Comunidad de Madrid y los entes públicos dependientes de ella, así como el régimen
estatutario de sus funcionarios. Contratos y concesiones administrativas, en el ámbito de
competencias de la Comunidad de Madrid.
3. Régimen de los montes y aprovechamientos forestales, con especial referencia a los
montes vecinales en mano común, montes comunales, vías pecuarias y pastos.
4. Sanidad e higiene.
5. Coordinación hospitalaria en general, incluida la de la Seguridad Social.
6. Corporaciones de derecho público representativas de intereses económicos y profe-
sionales. Ejercicio de las profesiones tituladas.
7. Protección del medio ambiente, sin perjuicio de la facultad de la Comunidad de Madrid
de establecer normas adicionales de protección. Contaminación biótica y abiótica.
Vertidos en el ámbito territorial de la Comunidad.
8. Régimen minero y energético.
9. Protección de los ecosistemas en los que se desarrollen la pesca, acuicultura y caza.
Espacios naturales protegidos.
10. Defensa del consumidor y del usuario, de acuerdo con las bases y la ordenación de
la actividad económica general y la política monetaria del Estado, las bases y coordina-
ción general de la Sanidad, en los términos de lo dispuesto en los artículos 38, 131 y en
los números 11.ª, 13.ª y 16.ª del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.
11. Prensa, radio, televisión y otros medios de comunicación social. La Comunidad de
Madrid podrá regular, crear y mantener su propia televisión, radio, prensa y, en general,
todos los medios de comunicación social para el cumplimiento de sus fines.
12. Ordenación farmacéutica y establecimientos farmacéuticos, sin perjuicio de lo
dispuesto en la materia 16.ª del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.
13. Bienes de dominio público y patrimoniales cuya titularidad corresponda a la Comu-
nidad, así como las servidumbres públicas en materia de sus competencias.
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Artículo 29. (Modificado por LO 5/1998)
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia de desarrollo legislativo y
ejecución de la enseñanza en toda su extensión, niveles y grados, modalidades y espe-
cialidades, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 27 de la Constitución y leyes orgá-
nicas que conforme al apartado 1 del artículo 81 de la misma lo desarrollen, y sin
perjuicio de las facultades que atribuye al Estado el número 30 del apartado 1 del artí-
culo 149 y de la Alta Inspección para su cumplimiento y garantía.
2. Para garantizar una prestación homogénea y eficaz del servicio público de la educa-
ción que permita corregir las desigualdades o desequilibrios que puedan producirse, la
Comunidad Autónoma facilitará a la Administración del Estado la información que ésta le
solicite sobre el funcionamiento del sistema educativo en sus aspectos cualitativos y
cuantitativos y colaborará con la Administración del Estado en las actuaciones de segui-
miento y evaluación del sistema educativo nacional.

17. CASTILLA Y LEÓN:
Artículo 33. Otras competencias (Modificado por LO 4/1999)
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Castilla y León la vigilancia y protección de
sus edificios e instalaciones, para lo que podrá convenir con el Estado la adscripción de
una Unidad del Cuerpo Nacional de Policía, en los términos y para el ejercicio de las
funciones previstas en la Ley Orgánica a que se refiere el número 29 del artículo 149.1
de la Constitución.
2. La Comunidad Autónoma podrá también convenir con el Estado la colaboración de las
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad para el ejercicio de las funciones correspondientes a
aquellas de sus competencias que así lo precisen.
3. Corresponde a la Comunidad Autónoma la coordinación y demás facultades previstas
en la Ley Orgánica a que se refiere el número 22 del artículo 148.1 de la Constitución,
en relación con las policías locales de Castilla y León, sin perjuicio de su dependencia de
las autoridades locales.

Artículo 34. Competencias de desarrollo normativo y de ejecución. (Modificado por LO
4/1999)
1. En el marco de la legislación básica del Estado y, en su caso, en los términos que ella
establezca, es competencia de la Comunidad de Castilla y León el desarrollo legislativo
y la ejecución de la legislación del Estado en las siguientes materias:

1ª Sanidad e higiene. Promoción, prevención y restauración de la salud.
2ª Coordinación hospitalaria en general, incluida la de la Seguridad Social.
3ª Régimen Local.
4ª Defensa del consumidor y del usuario, de acuerdo con las bases y con la

ordenación de la actividad económica general y la política monetaria del Estado y con las



bases y la coordinación general de la Sanidad, en los términos de lo dispuesto en los
artículos 38, 131 y 149.1, números 11, 13 y 16, de la Constitución.

5ª Protección del medio ambiente y de los ecosistemas, sin perjuicio de las
facultades de la Comunidad Autónoma para establecer normas adicionales de protección
en los términos del artículo 149.1.23 de la Constitución.

6ª Régimen minero y energético.
7ª Prensa, radio, televisión y otros medios de comunicación social, en el marco

de las normas básicas que el Estado establezca de acuerdo con el artículo 149.1,
número 27, de la Constitución. En los términos establecidos en el párrafo anterior, la
Comunidad Autónoma podrá regular, crear y mantener los medios de comunicación
social que considere necesarios para el cumplimiento de sus fines.

8ª Ordenación farmacéutica.
9ª Montes, aprovechamientos y servicios forestales, vías pecuarias, pastos y

espacios naturales protegidos.
10ª Cámaras Agrarias, de Comercio e Industria y cualesquiera otras de natura-

leza equivalente.
11ª Colegios profesionales y ejercicio de profesiones tituladas.
12ª Sistema de consultas populares en el ámbito de Castilla y León, de confor-

midad con lo que disponga la ley a la que se refiere el artículo 92.3 de la Constitución y
demás leyes del Estado, correspondiendo a éste la autorización de su convocatoria.
2. En estas materias, y salvo norma en contrario, corresponde además a la Comunidad
la potestad reglamentaria, la gestión y la función ejecutiva, incluida la inspección.

Artículo 35. Competencias sobre educación. (Modificado por LO 4/1999)
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma la competencia de desarrollo legislativo y
ejecución de la enseñanza en toda su extensión, niveles y grados, modalidades y espe-
cialidades, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 27 de la Constitución y leyes orgá-
nicas que conforme al apartado 1 del artículo 81 de ella lo desarrollen y sin perjuicio de
las facultades que atribuye al Estado el número 30 del apartado 1 del artículo 149 y de
la alta inspección para su cumplimiento y garantía.
2. Para garantizar una prestación homogénea y eficaz del servicio público de la educa-
ción que permita corregir las desigualdades o desequilibrios que puedan producirse, la
Comunidad Autónoma facilitará a la Administración del Estado la información que ésta le
solicite sobre el funcionamiento del sistema educativo en sus aspectos cualitativos y
cuantitativos, y colaborará con la Administración del Estado en las actuaciones de segui-
miento y evaluación del sistema educativo nacional.
3. En el ejercicio de estas competencias, la Comunidad Autónoma fomentará la investi-
gación, especialmente la referida a materias o aspectos peculiares de Castilla y León, y
la creación de centros universitarios en la Comunidad.

150

1.3. TÍTULO I: COMPETENCIAS AUTONÓMICAS



18. CEUTA:
Artículo 20.
Corresponde a la ciudad de Ceuta, en los términos previstos en el presente Estatuto, la
competencia sobre la organización y funcionamiento de sus instituciones de autogo-
bierno.

Artículo 21.
1. La ciudad de Ceuta ejercerá competencias sobre las materias que a continuación se
relacionan, con el alcance previsto en el apartado 2 de este artículo:
1.ª Ordenación del territorio, urbanismo y vivienda.
2.ª Obras públicas de interés para la Ciudad que no sean de interés general del Estado.
3.ª Carreteras, caminos y transportes terrestres y por cable.
4.ª Puertos y aeropuertos deportivos.
5.ª Agricultura y ganadería.
6.ª Montes y aprovechamientos forestales.
7.ª Proyectos, construcción y explotación de aprovechamientos hidráulicos.
8.ª Caza.
9.ª Acuicultura y marisqueo.
10ª. Ferias interiores.
11ª. Fomento del desarrollo económico de la Ciudad dentro de los objetivos, planes y
programas aprobados por el Estado.
12ª. La artesanía.13ª. Museos, archivos, bibliotecas y conservatorios de interés para la
ciudad de Ceuta, que no sean de titularidad estatal.
14ª. Patrimonio cultural, histórico y arqueológico, monumental, arquitectónico y cientí-
fico de interés para la Ciudad.
15ª. Promoción y fomento de la cultura en todas sus manifestaciones y expresiones.
16ª. Promoción y ordenación del turismo en su ámbito territorial.
17ª. Promoción del deporte y de la adecuada utilización del ocio.
18ª. Asistencia social.
19ª. Sanidad e higiene.
20ª. Procedimiento administrativo derivado de las especialidades de la organización
propia de la ciudad de Ceuta.
21ª. Casinos, juegos y apuestas, con exclusión de las Apuestas Mutuas Deportivo-Bené-
ficas.
22ª. Cajas de Ahorro.
23ª. Estadísticas para fines de la Ciudad.
24ª. La vigilancia y protección de sus edificios e instalaciones. Policía local en los
términos que establezca la Ley a que se refiere el artículo 149.1.29 de la Constitución.
25ª. Las restantes materias que le sean atribuidas por el Estado.
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2. En relación con las materias enumeradas en el apartado anterior, la competencia de
la ciudad de Ceuta comprenderá las facultades de administración, inspección y sanción,
y, en los términos que establezca la legislación general del Estado, el ejercicio de la
potestad normativa reglamentaria.

19. MELILLA:
Artículo 20.
Corresponde a la ciudad de Melilla, en los términos previstos en el presente Estatuto,
la competencia sobre la organización y funcionamiento de sus instituciones de autogo-
bierno.

Artículo 21.
1. La ciudad de Melilla ejercerá competencias sobre las materias que a continuación se
relacionan, con el alcance previsto en el apartado 2 de este artículo:
1ª. Ordenación del territorio, urbanismo y vivienda.
2ª. Obras públicas de interés para la Ciudad que no sean de interés general del Estado.
3ª. Carreteras, caminos y transportes terrestres y por cable.
4ª. Puertos y aeropuertos deportivos.
5ª. Agricultura y ganadería.
6ª. Montes y aprovechamientos forestales.
7ª. Proyectos, construcción y explotación de aprovechamientos hidráulicos.
8ª. Caza.
9ª. Acuicultura y marisqueo.
10ª. Ferias interiores.
11ª. Fomento del desarrollo económico de la Ciudad dentro de los objetivos, planes y
programas aprobados por el Estado.
12ª. La artesanía.
13ª. Museos, archivos, bibliotecas y conservatorios de interés para la ciudad de Melilla,
que no sean de titularidad estatal.
14ª. Patrimonio cultural, histórico y arqueológico, monumental, arquitectónico y cientí-
fico de interés para la Ciudad.
15ª. Promoción y fomento de la cultura en todas sus manifestaciones y expresiones.
16ª. Promoción y ordenación del turismo en su ámbito territorial.
17ª. Promoción del deporte y de la adecuada utilización del ocio.
18ª. Asistencia social.
19ª. Sanidad e higiene.
20ª. Procedimiento administrativo derivado de las especialidades de la organización
propia de la ciudad de Melilla.
21ª. Casinos, juegos y apuestas, con exclusión de las Apuestas Mutuas Deportivo-Bené-
ficas.
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22ª. Cajas de Ahorro.
23ª. Estadísticas para fines de la Ciudad.
24ª. La vigilancia y protección de sus edificios e instalaciones. Policía local en los
términos que establezca la Ley a que se refiere el artículo 149.1.29 de la Constitución.
25ª. Las restantes materias que le sean atribuidas por el Estado.
2. En relación con las materias enumeradas en el apartado anterior, la competencia de
la ciudad de Melilla comprenderá las facultades de administración, inspección y sanción,
y, en los términos que establezca la legislación general del Estado, el ejercicio de la
potestad normativa reglamentaria.



4. COMPETENCIAS EJECUTIVAS

1. PAÍS VASCO:
Artículo 12.
Corresponde a la Comunidad Autónoma del País Vasco la ejecución de la legislación del
Estado en las materias siguientes:
1. Legislación penitenciaria.
2. Legislación laboral, asumiendo las facultades y competencias que en este terreno
ostenta actualmente el Estado respecto a las relaciones laborales; también la facultad
de organizar, dirigir y tutelar con la alta inspección del Estado, los servicios de éste para
la ejecución de la legislación laboral, procurando que las condiciones de trabajo se
adecuen al nivel del desarrollo y progreso social, promoviendo la cualificación de los
trabajadores y su formación integral.
3. Nombramiento de Registradores de la Propiedad, Agentes de Cambio y Bolsa y
Corredores de Comercio. Intervención en la fijación de las demarcaciones correspon-
dientes en su caso.
4. Propiedad intelectual e industrial.
5. Pesas y medidas; contraste de metales.
6. Ferias internacionales celebradas en el País Vasco.
7. Sector público estatal en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma, la que
tendrá participación en los casos y actividades que proceda.
8. Puertos y aeropuertos con calificación de interés general, cuando el Estado no se
reserve su gestión directa.
9. Ordenación del transporte de mercancías y viajeros que tengan su origen y destino
dentro del territorio de la Comunidad Autónoma, aunque discurran sobre las infraes-
tructuras de titularidad estatal a que hace referencia el número 21 del apartado 1 del
artículo 149 de la Constitución, sin perjuicio de la ejecución directa que se reserve el
Estado.
10. Salvamento marítimo y vertidos industriales y contaminantes en las aguas territo-
riales del Estado correspondientes al litoral vasco.

2. CATALUÑA:
Artículo 11.
Corresponde a la Generalidad la ejecución de la legislación del Estado en las siguientes
materias:

1) Penitenciaria.
2) Laboral, asumiendo las facultades, competencias y servicios que en este

ámbito y a nivel de ejecución ostenta actualmente el Estado respecto a las  relaciones
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laborales, sin perjuicio de la alta inspección de éste. Quedan reservadas al Estado todas
las competencias en materia de migraciones interiores y exteriores, fondos de ámbito
nacional y de empleo, sin perjuicio de lo que establezcan las normas del Estado sobre estas
materias.

3) Propiedad intelectual e industrial.
4) Nombramiento de Agentes de cambio y bolsa, Corredores de comercio. Inter-

vención, en su caso, en la delimitación de las demarcaciones correspondientes.
5) Pesas y medidas, contraste de metales.
6) Ferias internacionales que se celebren en Cataluña.
7) Museos, archivos y bibliotecas de titularidad estatal cuya ejecución no se

reserve el Estado.
8) Puertos y aeropuertos con calificación de interés general, cuando el Estado no

se reserve su gestión directa.
9) Ordenación del transporte de mercancías y viajeros que tengan su origen y

destino dentro del territorio de la Comunidad Autónoma, aunque discurran sobre las infraes-
tructuras de titularidad estatal a que hace referencia el número 21 del apartado 1 del artí-
culo 149 de la Constitución, sin perjuicio de la ejecución directa que se reserve el Estado.

10) Salvamento marítimo y vertidos industriales y contaminantes en las aguas terri-
toriales del Estado correspondientes al litoral catalán.

11) Las restantes materias que se atribuyan en el presente Estatuto expresamente
como de competencia de ejecución y las que con este carácter y mediante Ley Orgánica
sean transferidas por el Estado.

3. GALICIA:
Artículo 29.
Corresponde a la Comunidad Autónoma gallega la ejecución de la legislación del Estado en
las siguientes materias:
1 .Laboral, asumiendo las facultades, competencias y servicios que en este ámbito, y a
nivel de ejecución, ostenta actualmente el Estado respecto a las relaciones laborales sin
perjuicio de la alta inspección de éste. Quedan reservadas al Estado todas las competen-
cias en materia de migraciones interiores y exteriores fondos de ámbito nacional y de
empleo sin perjuicio de lo que establezcan las normas del Estado sobre estas materias.
2. Propiedad industrial e intelectual.
3. Salvamento marítimo.
4. Vertidos industriales y contaminantes en las aguas territoriales del Estado correspon-
dientes al litoral gallego.
5. Las restantes materias que se atribuyen en el presente Estatuto expresamente como de
competencia de ejecución y las que con este carácter y mediante Ley Orgánica sean trans-
feridas por el Estado.
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4. ANDALUCÍA:
Artículo 17.
Corresponde a la comunidad Autónoma de Andalucía la ejecución de la legislación del
Estado en las siguientes materias:
1. Penitenciarías
2. Laboral, con las facultades y servicios propios de la Administración respecto de las
relaciones laborales, sin perjuicio de la alta inspección del Estado y de lo establecido
en el artículo 149, 1, 2, de la Constitución.
3. Propiedad intelectual e industrial.
4. Museos, Archivos, Bibliotecas y otras colecciones de naturaleza análoga de titula-
ridad estatal.
5. Ferias internacionales que se celebren en Andalucía.
6. Vertidos industriales y contaminantes en las aguas territoriales correspondientes al
litoral andaluz.
7. Puertos y aeropuertos con calificación de interés general, cuando el Estado no se
reserve su gestión directa.
8. Ordenación del transporte de mercancías y viajeros que tengan su origen y destino
dentro del territorio de la Comunidades Autónomas, aunque discurran sobre las infraes-
tructuras de titularidad estatal a que hace referencia el número 21 del apartado 1 del
artículo 149, de la Constitución, sin perjuicio de la ejecución directa que se reserve el
Estado.
9. Nombramiento de Agentes de Cambio y Bolsa y Corredores de Comercio e inter-
vención de la fijación de las demarcaciones correspondientes.
10. Pesas y medidas; contrastes de metales.
11. Salvamento marítimo en el litoral andaluz.
12. Las restantes cuya ejecución se acuerde por Ley Orgánica.

5. ASTURIAS:
Artículo 12. (Modificado por LO 1/1999)
Corresponde al Principado de Asturias la ejecución de la legislación del Estado, en los
términos que en la misma se establezca, sobre las siguientes materias:
1. Ejecución, dentro de su ámbito territorial, de los tratados internacionales en lo que
afectan a las materias propias de las competencias del Principado de Asturias.
2. Asociaciones.
3. Ferias internacionales.
4. Gestión de las prestaciones y servicios sociales del sistema de Seguridad Social.
INSERSO. La determinación de las prestaciones del sistema, los requisitos para esta-
blecer las condiciones del beneficiario y la financiación se efectuará de acuerdo con las
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normas establecidas por el Estado en el ejercicio de sus competencias de conformidad
con lo dispuesto en el número 17 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.
5. Museos, archivos, bibliotecas, hemerotecas y colecciones de naturaleza análoga de
titularidad estatal cuya gestión no se reserve la Administración del Estado. Los términos
de la gestión serán fijados mediante convenios.
6. Pesas y medidas. Contraste de metales.
7. Planes establecidos por el Estado para la implantación o reestructuración de
sectores económicos.
8. Productos farmacéuticos.
9. Propiedad intelectual e industrial.
10. Laboral. De conformidad con el número 7 del apartado 1 del artículo 149 de la
Constitución, corresponde al Estado la competencia sobre la legislación laboral y la alta
inspección. Quedan reservadas al Estado todas las competencias en materia de migra-
ciones interiores y exteriores, fondos de ámbito nacional y de empleo sin perjuicio de
lo que establezcan las normas del Estado sobre estas materias.
11. Protección civil. Salvamento marítimo.
12. Puertos, aeropuertos y helipuertos de interés general cuando el Estado no se
reserve su gestión directa.
13. Gestión de la asistencia sanitaria de la Seguridad Social, de acuerdo con lo previsto
en el número 17 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución, reservándose el
Estado la alta inspección conducente al cumplimiento de la función a que se refiere este
precepto.
14. Crédito, banca y seguros, de acuerdo con las previsiones de las reglas 6, 11 y 13
del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.
15. Transporte de mercancías y viajeros que tengan su origen y destino en el territorio
del Principado de Asturias, sin perjuicio de la ejecución directa que se reserve el Estado.

6. CANTABRIA:
Artículo 26. (Modificado por Ley 2/1994 y por LO 11/1998)
Corresponde a la Comunidad Autónoma de Cantabria, en los términos que establezcan
las leyes y las normas reglamentarias que en desarrollo de su legislación dicte el
Estado, la función ejecutiva en las siguientes materias:
1. Gestión de la asistencia sanitaria de la Seguridad Social, de acuerdo con lo previsto
en el número 17 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución, reservándose el
Estado la alta inspección conducente al cumplimiento de la función a que se refiere este
precepto.
2. Asociaciones.
3. Ferias internacionales.



4. Gestión de las prestaciones y servicios sociales del sistema de Seguridad Social:
INSERSO. La determinación de las prestaciones del sistema, los requisitos para establecer
la condición de beneficiario o beneficiaria y la financiación se efectuará de acuerdo con las
normas establecidas por el Estado en el ejercicio de sus competencias, de conformidad
con lo dispuesto en el número 17 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.
5. Gestión de museos, archivos y bibliotecas de titularidad estatal que no se reserve el
Estado. Los términos de la gestión serán fijados mediante convenios.
6. Pesas y medidas. Contraste de metales.
7. Planes establecidos por el Estado para la implantación o reestructuración de sectores
económicos.
8. Productos farmacéuticos.
9. Propiedad industrial.
10. Propiedad intelectual.
11. Laboral. De conformidad con el número 7 del apartado 1 del artículo 149 de la Cons-
titución corresponde al Estado la competencia sobre legislación laboral y la alta inspección.
Quedan reservadas al Estado todas las competencias en materia de migraciones interiores
y exteriores, fondos de ámbito nacional y de empleo, sin perjuicio de lo que establezcan las
normas del Estado sobre estas materias.
12. Salvamento marítimo.
13. Nombramiento de registradores de la propiedad, notarios y otros fedatarios públicos.
14. Aeropuertos con calificación de interés general cuya gestión directa no se reserve el
Estado.
15. Crédito, banca y seguros, de acuerdo con las previsiones de las reglas 6, 11 y 13 del
apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.
16. Sector público estatal en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma, la que parti-
cipará en los casos y actividades que proceda.
17. Transporte de mercancías y viajeros que tengan su origen y destino en el territorio de
la Comunidad Autónoma de Cantabria, sin perjuicio de la ejecución directa que se reserve
el Estado.

7. LA RIOJA:
Artículo 11. (Modificado por LO 2/1999)
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de La Rioja, en los términos que establezcan las
leyes, y, en su caso, a las normas reglamentarias que para su desarrollo dicte el Estado,
la función ejecutiva de las siguientes materias:

1. Sector público estatal en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma, la que
participará en los casos y actividades en que proceda.

2. Planes establecidos por el Estado para:
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a) La reestructuración de sectores económicos.
b) El estímulo y la ampliación de actividades productivas e implantación de nuevas
empresas.
c) Las actuaciones referidas a comarcas deprimidas o en crisis.
3. Laboral. De conformidad con el número 7 del apartado 1 del artículo 149 de la

Constitución, corresponde al Estado la competencia sobre legislación laboral y la alta
inspección. Quedan reservadas al Estado todas las competencias en materia de migra-
ciones interiores y exteriores, fondos de ámbito nacional y de empleo, sin perjuicio de lo
que establezcan las normas del Estado sobre estas materias.

4. Propiedad industrial.
5. Propiedad intelectual.
6. Crédito, banca y seguros, de acuerdo con las previsiones de las reglas 6, 11 y

13 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.
7. Ferias internacionales.
8. Pesas y medidas. Contraste de metales.
9. Aeropuertos con calificación de interés general cuya gestión directa no se

reserve la Administración General del Estado.
10. Transporte de mercancías y viajeros que tenga su origen y destino dentro del

territorio de la Comunidad Autónoma, aunque éste discurra sobre las infraestructuras de
titularidad estatal a que hace referencia el número 21 del apartado 1 del artículo 149 de la
Constitución y sin perjuicio de la ejecución que se reserve el Estado.

11. Gestión de museos, archivos y bibliotecas de titularidad estatal, que no se
reserve el Estado. Los términos de la gestión serán fijados mediante convenios.

12. Productos farmacéuticos.
13. Asociaciones.
14. Gestión de la asistencia sanitaria de la Seguridad Social, de acuerdo con lo

previsto en el número 17 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución, reservándose
el Estado la alta inspección conducente al cumplimiento de la función a que se refiere este
precepto.

15. Gestión de las prestaciones y servicios sociales del sistema de Seguridad
Social: INSERSO. La determinación de las prestaciones del sistema, los requisitos para
establecer la condición de beneficiario y la financiación se efectuará de acuerdo con las
normas establecidas por el Estado en el ejercicio de sus competencias, de conformidad
con lo dispuesto en el número 17 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.
2. En el caso de las materias señaladas en este artículo o con el mismo carácter en otros
preceptos del presente Estatuto, corresponde a la Comunidad Autónoma de La Rioja la
potestad de administración así como, en su caso, la de dictar reglamentos internos de orga-
nización de los servicios correspondientes.
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8. REGIÓN DE MURCIA:
Artículo 12.(1 y 2) (Modificado por LLOO 4/1994 y 1/1998)
Uno. Corresponde a la Región de Murcia, en los términos que establezcan las Leyes y
las normas reglamentarias que en desarrollo de su legislación dicte el Estado, la función
ejecutiva en las siguientes materias:

1. Asociaciones.
2. Ferias internacionales.
3. Gestión de las prestaciones y servicios sociales del sistema de Seguridad

Social IMSERSO. La determinación de las prestaciones del sistema, los requisitos para
establecer la condición de beneficiario y la financiación se efectuarán de acuerdo con
las normas establecidas por el Estado en el ejercicio de sus competencias, de confor-
midad con lo dispuesto en el número 17 del apartado 1 del artículo 149 de la Consti-
tución.

4. Gestión de la asistencia sanitaria de la Seguridad Social, de acuerdo con lo
previsto en el número 17 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución, reserván-
dose al Estado la alta inspección conducente al cumplimiento de la función a la que se
refiere este precepto.

5. Gestión de museos, archivos y bibliotecas de titularidad estatal, que no se
reserve el Estado. Los términos de la gestión serán fijados mediante convenios.

6. Pesas y medidas. Contraste de metales.
7. Productos farmacéuticos.
8. Propiedad industrial.
9. Propiedad intelectual.
10. Laboral. De conformidad con el número 7 del apartado 1 del artículo 149

de la Constitución, corresponde al Estado la competencia sobre legislación laboral y la
alta inspección. Quedan reservadas al Estado todas las competencias en materia de
migraciones interiores y exteriores, fondos de ámbito nacional y de empleo, sin perjuicio
de lo que establezcan las normas del Estado sobre estas materias.

11. Salvamento marítimo.
Dos. Los notarios, registradores de la propiedad y mercantiles, y corredores de
comercio, serán nombrados por el Consejo de Gobierno, de conformidad con las leyes
del Estado.
La Comunidad Autónoma participará en la fijación de las demarcaciones correspon-
dientes a las notarías y a los registros de la propiedad y mercantiles en Murcia, así
como en las correspondientes a los corredores de comercio, de acuerdo con lo previsto
en las leyes generales del Estado.



161

COMPETENCIAS EJECUTIVAS 1.4.

9. COMUNIDAD VALENCIANA:
Artículo 33.
Corresponde a la Generalidad Valenciana la ejecución de la legislación del Estado en las
siguientes materias:
1. Laboral, asumiendo las facultades, competencias y servicios que en este ámbito y a
nivel de ejecución ostenta actualmente, el Estado respecto a las relaciones laborales,
sin perjuicio de la alta inspección de éste. Quedan reservadas al Estado todas las
competencias en materia de migraciones interiores y exteriores, fondos de ámbito
nacional y de empleo, sin perjuicio de lo que establezcan las normas del Estado sobre
estas materias.
2. Propiedad intelectual e industrial.
3. Nombramiento de agentes de Cambio y Bolsa, corredores de Comercio. Interven-
ción, en su caso, en la delimitación de las demás demarcaciones correspondientes.
4. Pesos, medidas y contraste de metales.
5. Ferias internacionales que se celebren en su territorio.
6. Museos, archivos y bibliotecas de titularidad estatal, cuya ejecución no se reserve al
Estado.
7. Puertos y aeropuertos con calificación de interés general cuando el Estado no se
reserve su gestión directa.
8. Ordenación del transporte de mercancías y viajeros que tengan su origen y destino
dentro del territorio de la Comunidad Autónoma Valenciana, aunque ninguna sobre las
infraestructuras de titularidad estatal a que hace referencia el número veintiuno del apar-
tado uno del artículo ciento cuarenta y nueve de la Constitución, sin perjuicio de la ejecu-
ción directa que se reserve el Estado.
9. Salvamento marítimo y vertidos industriales y contaminantes en las aguas territo-
riales del Estado correspondientes al litoral valenciano.
10. Las restantes materias que se atribuyan en el presente Estatuto expresamente
como de competencia de ejecución y las que con este carácter y mediante Ley Orgá-
nica sean transferidas por el Estado.



10. ARAGÓN:
Artículo 39. (Modificado por LO 5/1996)
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Aragón la ejecución de la legislación
general del Estado en las materias siguientes:
1.ª Gestión de la asistencia sanitaria de la Seguridad Social, de acuerdo con lo previsto
en el número diecisiete del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución, reservándose
el Estado la alta inspección conducente al cumplimiento de la función a que se refiere
este precepto.
2.ª Laboral. De conformidad con el número siete del apartado 1 del artículo 149 de la
Constitución, corresponde al Estado la competencia sobre legislación laboral y la alta
inspección. Quedan reservadas al Estado todas las competencias en materia de migra-
ciones interiores y exteriores, fondos de ámbito nacional y de empleo, sin perjuicio de
lo que establezcan las normas del Estado sobre estas materias.
3.ª Nombramiento de Registradores de la propiedad, Notarios y otros fedatarios
públicos.
4.ª Propiedad intelectual e industrial.
5.ª Crédito, banca y seguros, de acuerdo con las previsiones de las reglas seis, once y
trece del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.
6.ª Pesas y medidas. Contraste de metales.
7.ª Ferias internacionales que se celebren en Aragón.
8.ª Sector público estatal en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma, la que
participará en los casos y actividades en que proceda.
9.ª Aeropuertos con calificación de interés general cuya gestión directa no se reserve
la Administración General del Estado.
10.ª Transporte de mercancías y viajeros que tenga su origen y destino dentro del terri-
torio de la Comunidad Autónoma, aunque éste discurra sobre las infraestructuras de
titularidad estatal a que hace referencia el número veintiuno del apartado 1 del artículo
149 de la Constitución y sin perjuicio de la ejecución directa que se reserve la Admi-
nistración General del Estado.
11.ª Asociaciones de carácter docente, cultural, artístico, benéfico, asistencial y simi-
lares que desarrollen principalmente sus funciones en Aragón.
12.ª Productos farmacéuticos.
13.ª Gestión de las prestaciones y servicios sociales del sistema de Seguridad Social:
INSERSO. La determinación de las prestaciones del sistema, los requisitos para establecer
la condición de beneficiario y la financiación se efectuará de acuerdo con las normas esta-
blecidas por el Estado en el ejercicio de sus competencias, de conformidad con lo
dispuesto en el número diecisiete del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.
14.ª Museos, archivos, bibliotecas y otras colecciones de naturaleza análoga de titula-
ridad estatal cuya gestión no se reserve la Administración General del Estado.
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15.ª Planes establecidos por la Administración General del Estado en la reestructura-
ción de sectores industriales.
2. Las funciones de ejecución que este Estatuto atribuye a la Comunidad Autónoma en
aquellas materias que no sean de su competencia exclusiva comprenden el ejercicio de
todas las potestades de administración, incluida la de dictar reglamentos internos de
organización de los servicios correspondientes.

11. CASTILLA-LA MANCHA:
Artículo 33. (Modificado por LLOO 7/1994 y 3/1997)
Corresponde a la Junta de Comunidades, en los términos que establezcan las leyes y
normas reglamentarias que en desarrollo de su legislación dicte el Estado, la función
ejecutiva en las siguientes materias:
Uno. Gestión de la asistencia sanitaria de la Seguridad Social de acuerdo con lo
previsto en el número 17 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución, reser-
vándose el Estado la 1 conducente al cumplimiento de la función a que se refiere este
precepto.
Dos. Asociaciones.
Tres. Ferias internacionales.
Cuatro. Gestión de las prestaciones y servicios sociales del sistema de Seguridad Social:
INSERSO. La determinación de las prestaciones del sistema, los requisitos para esta-
blecer las condiciones del beneficiario y la financiación se efectuará de acuerdo con las
normas establecidas por el Estado en el ejercicio de sus competencias de conformidad
con lo dispuesto en el número 17 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.
Cinco. Gestión de los museos, archivos y bibliotecas de titularidad estatal, que no se
reserve el Estado. Los términos de la gestión serán fijados mediante convenios.
Seis. Pesas y medidas. Contraste de metales.
Siete. La reestructuración de sectores industriales, conforme a los planes establecidos
por la Administración del Estado.
Ocho. Productos farmacéuticos.
Nueve. Propiedad industrial.
Diez. Propiedad intelectual.
Once. Laboral. De conformidad con el número 7 del apartado 1 del artículo 149 de la
Constitución corresponde al Estado la competencia sobre legislación laboral y la alta
inspección. Quedan reservadas al Estado todas las competencias en materia de migra-
ciones interiores y exteriores, fondos de ámbito nacional y de empleo, sin perjuicio de
lo que establezcan las normas del Estado sobre estas materias.
Doce. Crédito, banca y seguros, de acuerdo con las previsiones de las reglas 6, 11 y
13 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.
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Trece. Sector público estatal en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma, la que
participará en los casos y actividades que proceda.
Catorce. Aeropuertos con calificación de interés general cuya gestión directa no se
reserve el Estado.
Quince. Transporte de mercancías y viajeros que tengan su origen y destino en el terri-
torio de la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha, sin perjuicio de la ejecución
directa que se reserve el Estado.

12. CANARIAS:
Artículo33. (Modificado por LO 4/1996)
A la Comunidad Autónoma le corresponde la competencia de ejecución en las siguientes
materias:
1. Museos, archivos y bibliotecas de titularidad estatal cuya gestión no se reserve al
Estado, a través de los instrumentos de cooperación que, en su caso, puedan estable-
cerse.
2. Ejecución de la legislación laboral.
3. Gestión de las prestaciones sanitarias y sociales del sistema de la Seguridad Social
y de los servicios del Instituto Nacional de la Salud, Instituto Nacional de Servicios
Sociales e Instituto Social de la Marina.
4. Ferias internacionales que se celebren en el Archipiélago.
5. Pesas y medidas. Contraste de metales.
6. Planes estatales de reestructuración de sectores económicos.
7. Productos farmacéuticos.
8. Propiedad industrial e intelectual.
9. Salvamento marítimo.
10. Crédito, banca y seguros.
11. Nombramiento de los corredores de comercio, e intervención, en su caso, en la
fijación de las demarcaciones correspondientes.
12. Participación en la gestión del sector público económico estatal, en los casos y acti-
vidades que procedan.
13. Puertos y aeropuertos con calificación de interés general, cuando el Estado no se
reserve su gestión directa.

13. NAVARRA:
Artículo 58.1.
1. Corresponde a Navarra la ejecución de la legislación del Estado en las siguientes
materias:
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a) Penitenciaria
b) Laboral, asumiendo las facultades y competencias y servicios de carácter ejecutivo
que actualmente ostenta el Estada con respecto a las relaciones laborales sin perjuicio
de la alta inspección de éste rectorado.
Quedan reservadas al Estado todas las competencias sobre las migraciones interiores
y exteriores y fondos de ámbito nacional y de empleo.
c) Propiedad intelectual e industrial.
d) Pesas y medidas, Contraste de metales.
e) Ferias internacionales que se celebren en Navarra.
f) Aeropuertos de interés general, cuando el Estado no se reserve su gestión directa.
g) Establecimientos y productos farmacéuticos.
h) Vertidos industriales y contaminantes.
i) Archivos, bibliotecas, museos y demás centros análogos de titularidad estatal, cuya
ejecución no se reserve el Estado.

14. EXTREMADURA:
Artículo 9. (Modificado por LO 12/1999)
Corresponde a la Comunidad Autónoma, en los términos que establezcan las leyes y
normas reglamentarias del Estado, la función ejecutiva en las siguientes materias:
1. Distribución y gestión de los fondos para la protección del desempleo.
2. Asociaciones que desarrollan principalmente sus funciones en la Comunidad Autó-
noma.
3. Ferias internacionales.
4. Gestión de las prestaciones y servicios sociales del sistema de Seguridad Social:
Imserso. La determinación de las prestaciones del sistema, los requisitos para esta-
blecer las condiciones del beneficiario y la financiación se efectuará de acuerdo con las
normas establecidas por el Estado en el ejercicio de sus competencias de conformidad
con lo dispuesto en el número 17 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.
5. Gestión de museos, archivos y bibliotecas de titularidad estatal, que no se reserve el
Estado. Los términos de la gestión serán fijados mediante convenio.
6. Pesas y medidas. Contraste de metales.
7. Planes estatales de implantación o reestructuración de sectores económicos.
8. Productos farmacéuticos.
9. Propiedad industrial.
10. Propiedad intelectual.
11. Laboral. De conformidad con el número 7 del apartado 1 del artículo 149 de la
Constitución, corresponde al Estado la competencia sobre legislación laboral y la alta
inspección. Quedan reservadas al Estado todas las competencias en materia de migra-
ciones interiores y exteriores, fondos de ámbito nacional y de empleo, sin perjuicio de



lo que establezcan las normas del Estado sobre estas materias.
12. Ordenación del transporte de mercancías y viajeros que tengan su origen y destino
dentro de la Comunidad Autónoma sin perjuicio de la ejecución directa que se reserve
el Estado.
13. La gestión de la asistencia sanitaria de la Seguridad Social, de acuerdo con lo
previsto en el número 17 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución, reserván-
dose el Estado la alta inspección conducente al cumplimiento de la función a la que se
refiere este precepto.
14. Crédito, banca y seguros, de acuerdo con las previsiones de las reglas 6, 11 y 13
del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.

15. ISLAS BALEARES:
Artículo 12. (Modificado por LO 3/1999)
Corresponde a la Comunidad Autónoma de las Illes Balears, en los términos que esta-
blezcan las leyes y las normas reglamentarias que en desarrollo de su legislación dicte
el Estado, la función ejecutiva en las siguientes materias:
1. Ejecución, dentro de su territorio, de los tratados y convenios internacionales y de
los actos normativos de las instituciones supranacionales, en lo que afecten a las mate-
rias propias de la competencia de la Comunidad Autónoma.
2. Expropiación forzosa.
3. Ordenación del transporte de viajeros y mercancías que tengan su origen y destino
dentro del territorio de la Comunidad Autónoma, sin perjuicio de la ejecución directa que
se reserve la Administración General del Estado.
4. Protección civil.
5. Asociaciones.
6. Ferias internacionales.
7. Gestión de las prestaciones y servicios sociales dentro del sistema de Seguridad
Social: INSERSO. La determinación de las prestaciones del sistema, los requisitos para
establecer la condición de beneficiario y la financiación se efectuarán de acuerdo con
las normas establecidas por el Estado en el ejercicio de sus competencias, de confor-
midad con lo que dispone el número 17 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitu-
ción.
8. Gestión de la asistencia sanitaria de la Seguridad Social, de acuerdo con lo que prevé
el número 17 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución, reservándose el Estado
la alta inspección conducente al cumplimiento de la función a que se refiere este
precepto.
9. Gestión de museos, bibliotecas y archivos de titularidad estatal que no se reserve el
Estado. Los términos de la gestión serán fijados mediante convenios.
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10. Pesos y medidas. Contraste de metales.
11. Planes establecidos por el Estado para la implantación o reestructuración de
sectores económicos.
12. Productos farmacéuticos.
13. Propiedad industrial.14. Propiedad intelectual.
15. Laboral. De conformidad con el número 7 del apartado 1 del artículo 149 de la
Constitución, corresponde al Estado la competencia sobre legislación laboral y la alta
inspección. Quedan reservadas al Estado todas las competencias en materia de migra-
ciones interiores y exteriores, fondos de ámbito nacional y de empleo, sin perjuicio de
lo que establezcan las normas del Estado sobre estas materias.
16. Salvamento marítimo.
17. Crédito, banca y seguros, de acuerdo con los puntos 6, 11 y 13 del apartado 1 del
artículo 149 de la Constitución.
18. Sector público estatal en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma, que parti-
cipará en las actividades que proceda.
19. Puertos y aeropuertos con calificación de interés general, cuando el Estado no se
reserve su gestión.

16. COMUNIDAD DE MADRID:
Artículo 28. (Modificado por LO 5/1998)
1. Corresponde a la Comunidad de Madrid la ejecución de la legislación del Estado en
las siguientes materias:
1.1. Gestión de la asistencia sanitaria de la Seguridad Social, de acuerdo con lo previsto
en la materia 17ª del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución, reservándose el
Estado la alta inspección conducente al cumplimiento de la función a que se refiere este
precepto.
1.2. Gestión de las prestaciones y servicios sociales del sistema de Seguridad Social:
Inserso. La determinación de las prestaciones del sistema, los requisitos para esta-
blecer la condición de beneficiario y la financiación se efectuarán de acuerdo con las
normas establecidas por el Estado en el ejercicio de sus competencias, de conformidad
con lo dispuesto en la materia 17ª del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.
1.3. Crédito, banca y seguros, de acuerdo con las previsiones de las reglas 6.ª, 11.ª y
13.ª del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.
1.4. Asociaciones.
1.5. Ferias internacionales que se celebren en la Comunidad de Madrid.
1.6. Museos, archivos, bibliotecas y otras colecciones de naturaleza análoga de titula-
ridad estatal cuya gestión directa no se reserve el Estado. Los términos de la gestión
serán fijados mediante convenios.
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1.7. Aeropuertos y helipuertos con calificación de interés general cuya gestión directa
no se reserve el Estado.
1.8. Pesas y medidas. Contraste de metales.
1.9. Reestructuración e implantación de sectores industriales, conforme a los planes
establecidos por la Administración General del Estado.
1.10. Productos farmacéuticos.
1.11. Propiedad intelectual e industrial.
1.12. Laboral. De conformidad con la materia 7ª del apartado 1 del artículo 149 de la
Constitución, corresponde al Estado la competencia sobre legislación laboral y la alta
inspección. Quedan reservadas al Estado todas las competencias en materia de migra-
ciones interiores y exteriores, fondos de ámbito nacional y de empleo, sin perjuicio de
lo que establezcan las normas del Estado en la materia.
1.13. Transporte de mercancías y viajeros que tengan su origen y destino en el terri-
torio de la Comunidad de Madrid, sin perjuicio de la ejecución directa que se reserva el
Estado.
2. En el ejercicio de estas competencias corresponderá a la Comunidad de Madrid la
administración, ejecución y, en su caso, inspección, así como la facultad de dictar regla-
mentos internos de organización de los servicios correspondientes, de conformidad con
las normas reglamentarias de carácter general que, en desarrollo de su legislación,
dicte el Estado.

17. CASTILLA Y LEÓN:
Artículo 36. Competencias de ejecución. (Modificado por LO 4/1999)
Corresponde a la Comunidad de Castilla y León, en los términos que establezcan las
leyes y las normas reglamentarias que en su desarrollo dicte el Estado, la función ejecu-
tiva en las siguientes materias:
1. Asociaciones.
2. Ferias internacionales.
3. Gestión de las prestaciones y servicios sociales del sistema de Seguridad Social:
INSERSO. La determinación de las prestaciones del sistema, los requisitos para esta-
blecer la condición de beneficiario y la financiación se efectuarán de acuerdo con las
normas establecidas por el Estado en el ejercicio de sus competencias, de conformidad
con lo dispuesto en el número 17 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.
4. Gestión de museos, archivos, bibliotecas y colecciones de naturaleza análoga de titu-
laridad estatal que no se reserve el Estado. Los términos de la gestión serán fijados
mediante convenios.
5. Pesas y medidas. Contraste de metales.
6. Planes establecidos por el Estado para la implantación o reestructuración de
sectores económicos.



169

COMPETENCIAS EJECUTIVAS 1.4.

7. Productos farmacéuticos.
8. Propiedad industrial.
9. Propiedad intelectual.
10. Laboral. De conformidad con el número 7 del apartado 1 del artículo 149 de la
Constitución, corresponde al Estado la competencia sobre legislación laboral y la alta
inspección. Quedan reservadas al Estado todas las competencias en materia de migra-
ciones interiores y exteriores, fondos de ámbito nacional y de empleo, sin perjuicio de
lo que establezcan las normas del Estado sobre estas materias.
11. Crédito, banca y seguros, de acuerdo con las previsiones de las reglas 6, 11 y 13
del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.
12. Gestión de la asistencia sanitaria de la Seguridad Social, de acuerdo con lo previsto
en el número 17 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución, reservándose el
Estado la alta inspección conducente al cumplimiento de la función a que se refiere este
precepto.
13. Aeropuertos con calificación de interés general cuya gestión directa no se reserve
el Estado.
14. Sector público estatal en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma, la que
participará en los casos y actividades que proceda.
15. Transporte de mercancías y viajeros que tengan su origen y destino en el territorio
de la Comunidad Autónoma de Castilla y León, sin perjuicio de la ejecución directa que
se reserve el Estado.

18. CEUTA:
Artículo 22.
1. Corresponde a la ciudad de Ceuta la ejecución de la legislación del Estado en las
siguientes materias:
1.ª Gestión en materia de protección del medio ambiente, incluidos los vertidos indus-
triales y contaminantes.
2.ª Comercio interior. Defensa de los consumidores y usuarios.
3.ª Industria, a efectos de impulsar el desarrollo económico de la ciudad.
4.ª Protección civil.
5.ª Publicidad y espectáculos.
6.ª Instalaciones de producción, distribución y transporte de energía cuando este trans-
porte no salga de Ceuta y su aprovechamiento no afecte a otro territorio.
7.ª Prensa, radio, televisión y otros medios de comunicación social.
8.ª Propiedad intelectual.
2. En relación con estas materias, la competencia de la Ciudad comprenderá las facul-
tades de administración, inspección y sanción, así como la potestad normativa regla-
mentaria para la organización de los correspondientes servicios.



19. MELILLA:
Artículo 22.
1. Corresponde a la ciudad de Melilla la ejecución de la legislación del Estado en las
siguientes materias:
1.ª Gestión en materia de protección del medio ambiente, incluidos los vertidos indus-
triales y contaminantes.
2.ª Comercio interior. Defensa de los consumidores y usuarios.
3.ª Industria, a efectos de impulsar el desarrollo económico de la Ciudad.
4.ª Protección civil.
5.ª Publicidad y espectáculos.
6.ª Instalaciones de producción, distribución y transporte de energía cuando este trans-
porte no salga de Melilla y su aprovechamiento no afecte a otro territorio.
7.ª Prensa, radio, televisión y otros medios de comunicación social.
8.ª Propiedad intelectual.
2. En relación con estas materias, la competencia de la Ciudad comprenderá las facul-
tades de administración, inspección y sanción, así como la potestad normativa regla-
mentaria para la organización de los correspondientes servicios.
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5. AMPLIACIÓN DE COMPETENCIAS

1. PAÍS VASCO:
Artículo 20 (1 y 2).
1. El País Vasco tendrá competencias legislativas y de ejecución en las demás materias
que por Ley Orgánica le transfiera o delegue el Estado según la Constitución, a petición
del Parlamento Vasco.
2. La Comunidad Autónoma del País Vasco podrá dictar la correspondiente legislación

en los términos del artículo 150.1 de la Constitución, cuando las Cortes Generales
aprueben las Leyes marco a que se refiere dicho precepto.

2. CATALUÑA:
Artículo 28.
1. La Generalidad podrá solicitar del Estado la transferencia o delegación de compe-
tencias no asumidas en el presente Estatuto.
2. También podrá solicitar la Generalidad de las Cortes Generales que las Leyes marco
que éstas aprueben en materia de competencia exclusiva del Estado atribuyan expre-
samente a la Generalidad la facultad de legislar en el desarrollo de dichas Leyes en los
términos del apartado 1 del artículo 150 de la Constitución.
3. Corresponde al Parlamento de Cataluña la competencia para formular las anteriores
solicitudes y para determinar el Organismo de la Generalidad a cuyo favor se deberá
atribuir en cada caso la competencia transferida o delegada.

3. GALICIA:
Artículo 36.
1. La Comunidad Autónoma gallega podrá solicitar del Estado la transferencia o dele-
gación de competencias no asumidas en este Estatuto.
2. Corresponde al Parlamento de Galicia la competencia para formular las anteriores
solicitudes, y para determinar el organismo de la Comunidad Autónoma gallega a cuyo
favor se deberá atribuir en cada caso la competencia transferida o delegada.

4. ANDALUCÍA:
Artículo 21.
La Comunidad Autónoma de Andalucía podrá solicitar en cualquier momento al Estado
la transferencia o delegación de competencias que, aún no asumidas en el presente
Estatuto, no estén atribuidas expresamente al estado por la Constitución, y de aquellas



otras que, atribuidas expresamente al Estado, por su propia naturaleza, sean suscepti-
bles de transferencia o delegación. En este último caso, la Ley Orgánica que se dicte
en aplicación de lo dispuesto en el artículo 150.2 de la Constitución determinará la
correspondiente transferencia de recursos financieros, la necesaria asignación de
medios personales y administrativos y las formas de control que se reserva el Estado.

Artículo 22.
La Comunidad Autónoma de Andalucía podrá dirigirse a las Cortes Generales para soli-
citar que las leyes-marco que se aprueben en materia de competencia exclusiva del
Estado atribuyan expresamente a la Comunidad Autónoma la facultad de dictar la
correspondiente legislación de desarrollo.

5. ASTURIAS:
Artículo 14. (Modificado por LO 1/1999)
1. La Junta General del Principado de Asturias podrá ejercer la iniciativa legislativa en
el artículo 87.2 de la Constitución para la aprobación por el Estado de las leyes
previstas en el artículo 150.1 y 2 de la Constitución.
2. En cualquier caso, el Principado de Asturias podrá asumir las demás competencias
que la legislación del Estado reserve a las Comunidades Autónomas.

6. CANTABRIA:
Artículo 27. (Modificado por LO 11/1998)
Transcurridos los cinco años previstos en el apartado 2 del artículo 148 de la Consti-
tución, previo acuerdo del Parlamento, adoptado por mayoría absoluta, la Comunidad
Autónoma podrá ampliar el ámbito de sus competencias en materias que no estén atri-
buidas en exclusiva al Estado, o que sólo estén atribuidas las bases o principios. El
acuerdo de asumir las nuevas competencias se someterá a las Cortes Generales para
su aprobación mediante Ley Orgánica.
Asimismo, podrá asumir competencias a través de los procedimientos establecidos en
los números 1 y 2 del artículo 150 de la Constitución.

7. LA RIOJA:
Artículo 12. (Modificado por LO 2/1999, de 7 de enero)
La Comunidad Autónoma, previo acuerdo del Parlamento de La Rioja, adoptado por
mayoría de dos tercios de sus miembros, podrá ampliar el ámbito de sus competencias
en materias que no estén atribuidas en exclusiva al Estado, o que sólo estén atribuidas
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las bases o principios, según el artículo 149 de la Constitución. El acuerdo de asumir
las nuevas competencias se someterá a las Cortes Generales para su aprobación
mediante Ley Orgánica.
Asimismo, podrá asumir competencias a través de los procedimientos establecidos en
los números 1 y 2 del artículo 150 de la Constitución.

8. REGIÓN DE MURCIA:
Artículo 13.( Modificado por LO 4/1994)
1. Transcurridos los cinco años previstos en el apartado 2 del artículo 148 de la Cons-
titución, previo acuerdo de la Asamblea Regional, adoptado por mayoría absoluta, la
Comunidad Autónoma podrá ampliar el ámbito de sus competencias en materias que no
estén atribuidas en exclusiva al Estado, o que sólo estén atribuidas las bases o princi-
pios. El acuerdo de asumir las nuevas competencias se someterá a las Cortes Gene-
rales para su aprobación mediante Ley Orgánica.
2. Asimismo, podrá asumir competencias a través de los procedimientos establecidos
en los números 1 y 2 del artículo 150 de la Constitución. En cualquier caso, la Comu-
nidad Autónoma de Murcia podrá asumir las demás competencias que la legislación del
Estado reserve a las Comunidades Autónomas.

9. COMUNIDAD VALENCIANA:
Artículo 43.
1. La Comunidad Autónoma Valenciana podrá solicitar de las Cortes Generales que las
leyes marco y las leyes de bases que éstas aprueben en materia de competencia exclu-
siva del Estado atribuyan expresamente a la Generalidad Valenciana las facultades legis-
lativas en el desarrollo de tales leyes, según lo dispuesto en el artículo ciento cincuenta,
uno, de la Constitución.
2. También podrá solicitar del Estado transferencias o delegaciones de competencia no
comprendidas en este Estatuto, de acuerdo con el artículo ciento cincuenta, dos, de la
Constitución.
3. También podrá solicitar las transferencias o delegaciones de competencias no
comprendidas en el artículo ciento cuarenta y nueve, uno, de la Constitución y no
asumidas por la Generalidad Valenciana mediante el presente Estatuto.

Disposición Adicional Tercera. (Añadida por LO 5/1994)
Todas las competencias atribuidas por el presente Estatuto quedan incorporadas a él
plenamente, asumiéndose con carácter estatutario por la Generalitat Valenciana.
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10. ARAGÓN:
Su Estatuto no incluye ninguna disposición sobre esta materia.

11. CASTILLA-LA MANCHA:
Artículo 35. (Modificado por LO 7/1994)
Uno. Transcurridos los cinco años previstos en el apartado 2 del artículo 148 de la Cons-
titución, previo acuerdo de las Cortes de Castilla-La Mancha adoptado por mayoría abso-
luta, la Comunidad Autónoma podrá ampliar el ámbito de sus competencias en materias
que no estén atribuidas en exclusiva al Estado, o que sólo estén atribuidas las bases o
principios. El acuerdo de asumir las nuevas competencias se someterá a las Cortes
Generales para su aprobación mediante Ley Orgánica.
Dos. Asimismo, podrá asumir competencias a través de los procedimientos establecidos
en los números 1 y 2 del artículo 150 de la Constitución.

Artículo 36.
Uno. La Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha ejercerá la iniciativa legislativa
prevista en el artículo 87.2 de la Constitución para la aprobación por el Estado, en su
caso, de las Leyes a que se hace referencia en el artículo anterior, en virtud de lo
dispuesto en el artículo 150.2 de la Constitución.
Dos. Sin perjuicio de lo establecido en los artículos precedentes, la Junta de Comuni-
dades de Castilla-La Mancha, de acuerdo con las correspondientes Leyes del Estado a
que se hace referencia en el número anterior, podrá asumir otras facultades de titularidad
estatal.
Tres. En cualquier caso, la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha podrá asumir las
demás competencias que la legislación del Estado reserve a las Comunidades Autó-
nomas.

12. CANARIAS:
Artículo 35. (Modificado por LO 4/1996)
La Comunidad Autónoma de Canarias podrá asumir las facultades de legislación y de
ejecución en las materias que por Ley Orgánica le transfiera o delegue el Estado.

13. NAVARRA:
Artículo 39.2.
2. Corresponderán, asimismo a Navarra todas aquellas facultades y competencias no
comprendidas en el apartado anterior que, a iniciativa de la Diputación Foral, se atribuya,
transfiera o delegue el Estado, con posterioridad a la entrada en vigor de la presente ley.



14. EXTREMADURA:
Artículo 10. (Modificado por LO 12/1999)
La Comunidad Autónoma previo acuerdo de la Asamblea de Extremadura adoptado por
mayoría absoluta y a iniciativa de la Junta, podrá ampliar el ámbito de sus competencias
en materias que no estén atribuidas en exclusiva al Estado, o de las que sólo estén atri-
buidas las bases o principios. El acuerdo de asumir las nuevas competencias se some-
terá a las Cortes Generales para su aprobación mediante ley orgánica. Las nuevas
competencias se incorporarán al Estatuto mediante su reforma de acuerdo con el proce-
dimiento previsto en el artículo 62.
Asimismo, podrá asumir competencias a través de los procedimientos establecidos en
los números 1 y 2 del artículo 150 de la Constitución.

15. ISLAS BALEARES:
Artículo 16. (Modificado por LO 3/1999)
La Comunidad Autónoma, previo acuerdo del Parlamento, adoptado por mayoría abso-
luta, podrá ampliar el ámbito de sus competencias en materias que no estén atribuidas
en exclusiva al Estado, o que sólo estén atribuidas las bases o principios.
El acuerdo de asumir las nuevas competencias se someterá a las Cortes Generales para
su aprobación, mediante Ley Orgánica.

16. COMUNIDAD DE MADRID:
Artículo 30. (Modificado por LO 5/1998)
1. La Comunidad de Madrid podrá asumir competencias sobre materias no previstas en
el presente Estatuto mediante la reforma del mismo o por decisión de las Cortes Gene-
rales, adoptada a través de los procedimientos previstos en la Constitución.
2. La Comunidad de Madrid, mediante acuerdo de la Asamblea, podrá solicitar a las
Cortes Generales la aprobación de leyes marco o leyes de transferencia o delegación,
que atribuyan, transfieran o deleguen facultades a las Comunidades Autónomas y, espe-
cíficamente, a la de Madrid.

17. CASTILLA Y LEÓN:
Artículo 37. Asunción de nuevas competencias. (Modificado por LO 4/1999)
1. En el marco de lo establecido en el apartado 2 del artículo 148 de la Constitución,
previo acuerdo de las Cortes de Castilla y León, adoptado por mayoría absoluta, la Comu-
nidad Autónoma podrá ampliar el ámbito de sus competencias en materias que no estén
atribuidas en exclusiva al Estado y en aquellas en que sólo le estén atribuidas las bases
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o principios. El acuerdo de asumir las nuevas competencias se someterá a las Cortes
Generales para su aprobación mediante ley orgánica.
Asimismo podrá asumir competencias a través de los procedimientos establecidos en
los números 1 y 2 del artículo 150 de la Constitución.
A los efectos señalados en los párrafos anteriores, la Comunidad Autónoma podrá
ejercer la iniciativa legislativa prevista en el artículo 87.2 de la Constitución.
2. En cualquier caso, la Comunidad de Castilla y León podrá asumir las demás compe-
tencias, funciones y servicios que la legislación del Estado reserve o atribuya a las Comu-
nidades Autónomas.

18. CEUTA:
Artículo 25.
La ciudad de Ceuta ejercerá, además, todas las competencias que la legislación estatal
atribuye a los Ayuntamientos, así como las que actualmente ejerce de las Diputaciones
Provinciales y las que en el futuro puedan atribuirse a éstas por Ley del Estado.

19. MELILLA:
Artículo 25.
La ciudad de Melilla ejercerá además todas las competencias que la legislación estatal
atribuye a los Ayuntamientos, así como las que actualmente ejerce de las Diputaciones
provinciales y la que en el futuro puedan atribuirse a éstas por Ley del Estado.
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6. COMPETENCIAS AUTONÓMICAS Y RELACIONES INTERNACIONALES

1. PAÍS VASCO:
Artículo 20 (3 y 5).
3. El País Vasco ejecutará los tratados y convenios en todo lo que afecte a las materias
atribuidas a su competencia en este Estatuto. Ningún tratado o convenio podrá afectar
a las atribuciones y competencias del País Vasco si no es mediante el procedimiento del
artículo 152.2 de la Constitución, salvo lo previsto en el artículo 93 de la misma.
5. El Gobierno Vasco será informado en la elaboración de los tratados y convenios, así

como de los proyectos de legislación aduanera, en cuanto afecten a materias de espe-
cífico interés para el País Vasco.

2. CATALUÑA:
Artículo 27 (3, 4 y 5).
3. La Generalidad de Cataluña adoptará las medidas necesarias para la ejecución de los
Tratados y convenios internacionales en lo que afecten a las materias atribuidas a su
competencia, según el presente Estatuto.
4. Por ser el catalán patrimonio de otros territorios y comunidades, además de los
vínculos y correspondencia que mantengan las instituciones académicas y culturales, la
Generalidad podrá solicitar del Gobierno que celebre y presente, en su caso, a las Cortes
Generales, para su autorización, los Tratados o convenios que permitan el estableci-
miento de relaciones culturales con los Estados donde se integren o residan aquellos
territorios y comunidades.
5. La Generalidad será informada, en la elaboración de los Tratados y convenios, así
como de los proyectos de legislación aduanera, en cuanto afecten a materias de su espe-
cífico interés.

3. GALICIA:
Artículo 35.3.
3. La Comunidad Autónoma gallega podrá solicitar del Gobierno que celebre y presente,
en su caso, a las Cortes Generales, para su autorización, los Tratados o convenios que
permita el establecimiento de relaciones culturales con los Estados con los que
mantenga particulares vínculos culturales o lingüísticos.



4. ANDALUCÍA:
Artículo 23.
1. La Junta de Andalucía será informada, en la elaboración de los Tratados y Convenios
Internacionales, así como de los proyectos de legislación aduanera, en cuanto afecten a
materias de su específico interés.
2. La Comunidad Autónoma adoptará las medidas necesarias para la ejecución de los
Tratados y Convenios Internacionales en lo que afecten a las materias atribuidas a su
competencia, según el presente Estatuto.
3. Conforme a lo establecido en el artículo 12.3.4º la Junta de Andalucía podrá dirigirse
al Gobierno de la Nación instándole a la celebración de Convenios o tratados con países
de recepción de emigrantes andaluces para una especial asistencia a los mismos.

5. ASTURIAS2:
Artículo 8.2
El Principado de Asturias podrá solicitar del Estado que para facilitar lo dispuesto ante-
riormente, celebre los oportunos Tratados o Convenios Internacionales con los Estados
donde existan dichas comunidades.

6. CANTABRIA:
Artículo 6.2  (Modificado por LO 11/1998)
La Comunidad Autónoma podrá solicitar del Estado que, para facilitar lo anteriormente
dispuesto, celebre, en su caso, los oportunos tratados o convenios internacionales con
los Estados donde existan dichas comunidades.

7. LA RIOJA:
Artículo 6.4. (Modificado por LO 2/1999)
La Comunidad Autónoma de La Rioja podrá solicitar del Estado que, para facilitar lo
dispuesto   anteriormente, celebre los oportunos Tratados o Convenios Internacionales
con los Estados donde existan dichas Comunidades.

Artículo 14 (5, 6 y 7). (Modificado por LO 2/1999)
5. La Comunidad Autónoma de La Rioja podrá solicitar del Gobierno de la Nación la cele-
bración de tratados o convenios internacionales en materias de interés para La Rioja.
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2 Vid. también: art. 12.1 (Título I.4, pág.154), art. 24.12 (Título II.2, pág. 211), art. 33 (Título II.3, pág. 262).



6. El Gobierno de La Rioja ejecutará los tratados y convenios en todo lo que afecte a las
materias atribuidas a su competencia. Ningún tratado o convenio podrá afectar a las atri-
buciones y competencias de la Comunidad Autónoma de La Rioja, salvo en los casos
previstos en el artículo 93 de la Constitución.
7. La Comunidad Autónoma de La Rioja será informada de la elaboración de tratados y
convenios internacionales en lo que afecten a materias de su específico interés.

8. REGIÓN DE MURCIA:
Artículo 12.3.
3. Corresponde también a la Región la ejecución, dentro de su territorio, de los tratados
internacionales y de los actos normativos de las organizaciones internacionales en lo que
afecte a materias de su competencia.
El Consejo de Gobierno de la Región será informado por el Gobierno del Estado de los
Tratados internacionales que interesen a esas mismas materias.

9. COMUNIDAD VALENCIANA: 
Su Estatuto no incluye ninguna disposición sobre esta materia.

10. ARAGÓN:
Artículo 40. (3, 4 y 5) (Modificado por LO 5/1996)
3. La Comunidad Autónoma de Aragón podrá solicitar del Gobierno de la Nación la cele-
bración de tratados o convenios internacionales en materias de interés para Aragón y,
en especial, en las derivadas de su situación geográfica como región fronteriza.
4. La Diputación General adoptará las medidas necesarias para la ejecución, dentro de
su territorio, de los tratados internacionales y actos normativos de las organizaciones
internacionales en lo que afecten a las materias propias de las competencias de la
Comunidad Autónoma.
5. La Comunidad Autónoma de Aragón será informada de la elaboración de tratados y
convenios internacionales, así como de los proyectos de legislación aduanera en lo que
afecten a materias de su específico interés.

11. CASTILLA-LA MANCHA:
Artículo 34.
La Comunidad Autónoma ejecutará, dentro de su ámbito territorial, los tratados interna-
cionales, en lo que afecten a las materias propias de su competencia.
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Artículo 40.Tres.
Tres. Igualmente, la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha podrá dirigirse al
Gobierno de la Nación para instar la celebración de convenios o tratados con países de
recepción de emigrantes de la región para una especial asistencia a los mismos.

12. CANARIAS:
Artículo 37. (Modificado por LO 4/1996)
1. La Comunidad Autónoma de Canarias podrá elevar al Gobierno las propuestas que
estime pertinentes sobre la residencia y trabajo de extranjeros en Canarias.
2. El Gobierno de Canarias podrá participar en el seno de las delegaciones españolas
ante órganos comunitarios europeos cuando se traten temas de específico interés para
Canarias, de conformidad con lo que establezca la legislación del Estado en la materia.

Artículo 38. (Modificado por LO 4/1996)
1. La Comunidad Autónoma de Canarias será informada en el proceso de negociación y
elaboración de los tratados y convenios internacionales y en las negociaciones de adhe-
sión a los mismos, así como en los proyectos de legislación aduanera, en cuanto afecten
a materias de su específico interés.
Recibida la información, el Órgano de Gobierno de la Comunidad Autónoma emitirá, en
su caso, su parecer.
2. La Comunidad Autónoma adoptará las medidas necesarias para la ejecución de los
tratados y convenios internacionales en lo que afecten a materias atribuidas a su compe-
tencia, según el presente Estatuto.
3. La Comunidad Autónoma de Canarias podrá solicitar del Gobierno del Estado la cele-
bración de tratados o convenios internacionales en materias de interés para Canarias y,
en especial, los derivados de su situación geográfica como región insular ultraperiférica,
así como los que permitan estrechar lazos culturales con aquellos países o territorios
donde existan comunidades canarias o de descendientes de canarios.

13. NAVARRA:
Artículo 58.2.
2. Corresponde asimismo a la Comunidad Foral la ejecución dentro de su territorio de los
tratados y Convenios Internacionales en lo que afecten a las materias propias de la
competencia de Navarra.
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14. EXTREMADURA3:
Artículo 15. (Modificado por LO 12/1999)
1. La Comunidad Autónoma de Extremadura será informada por el Gobierno de la
Nación del proceso de negociación y elaboración de los trabajos y convenios interna-
cionales que afecten a materias de su especifico interés, pudiendo emitir, en su caso,
su parecer.
2. La Comunidad Autónoma ejecutará los tratados y convenios internacionales suscritos
por el Reino de España en lo que afecten a materias de su competencia.

15. ISLAS BALEARES4:
Artículo 17. (3 y 4). (Modificado por LO 3/1999)
3. La Comunidad Autónoma de las Illes Balears será informada en la elaboración de los
tratados y convenios internacionales y en las negociaciones de adhesión a éstos. Reci-
bida la información, ésta emitirá, en su caso, su parecer.
4. La Comunidad Autónoma de las Illes Balears podrá solicitar del Gobierno del Estado
la celebración de tratados o convenios internacionales en materia de interés para las
Illes Balears y, en especial, los derivados de su condición de insularidad o para el
fomento de su cultura.

16. COMUNIDAD DE MADRID:
Artículo 32. (Modificado por LO 5/1998)
1. La Comunidad de Madrid podrá solicitar del Gobierno de la Nación la celebración de
tratados o convenios internacionales en materias de interés para Madrid.
2. La Comunidad de Madrid será informada de la elaboración de los tratados y conve-
nios internacionales y en las negociaciones de adhesión a los mismos, así como en los
proyectos de legislación aduanera, en cuanto afecten a materias de su específico
interés. Recibida la información, el Gobierno de la Comunidad emitirá, en su caso, su
parecer.
3. La Comunidad de Madrid adoptará las medidas necesarias para la ejecución, dentro
de su territorio, de los tratados y convenios internacionales y de los actos normativos
de las organizaciones internacionales, en lo que afecten a las materias propias de
competencia de la Comunidad de Madrid.

3 Vid. también: art. 3.3 (0.6, pág. 70)

4 Vid. también: art. 12.1 (1.4, pág. 164)



17. CASTILLA Y LEÓN 5:
Artículo 38.(3, 4 y 5). Convenios y acuerdos de cooperación. (Modificado por LO
4/1999)
3. La Comunidad Autónoma de Castilla y León podrá solicitar del Gobierno de la Nación
la celebración de tratados o convenios internacionales en materias de interés para
Castilla y León, y en especial en las derivadas de su situación geográfica como región
fronteriza.
4. La Junta de Castilla y León adoptará las medidas necesarias para la ejecución, dentro
de su territorio, de los tratados internacionales y actos normativos de las organiza-
ciones internacionales, en lo que afecten a las materias propias de las competencias de
la Comunidad Autónoma de Castilla y León.
5. La Comunidad Autónoma de Castilla y León será informada de la elaboración de
tratados y convenios internacionales, así como de los proyectos de legislación adua-
nera, en lo que afecten a materias de su específico interés.

18. CEUTA:
Su Estatuto no incluye ninguna disposición sobre esta materia.

19. MELILLA:
Su Estatuto no incluye ninguna disposición sobre esta materia.
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7. RÉGIMEN JURÍDICO

1. PAÍS VASCO:
Artículo 20 (4 y 6).
4. Las funciones de ejecución que este Estatuto atribuye a la Comunidad Autónoma del
País Vasco en aquellas materias que no sean de su competencia exclusiva, comprende
la potestad de administración, así como, en su caso, la de dictar reglamentos internos
de organización de los servicios correspondientes.
6. Salvo disposición expresa en contrario, todas las competencias mencionadas en los
artículos anteriores y otros del presente Estatuto se entienden referidas al ámbito terri-
torial del País Vasco.

Artículo 21.
El Derecho emanado del País Vasco en las materias de su competencia exclusiva es el
aplicable con la preferencia a cualquier otro y sólo en su defecto será de aplicación
supletoria el Derecho del Estado.

Artículo 38.
1. Las Leyes del Parlamento Vasco solamente se someterán al control de constitucio-
nalidad por el Tribunal Constitucional.
2. Para los supuestos previstos en el artículo 150.1 de la Constitución se estará a lo

que en el mismo se dispone.
3. Los actos y acuerdos y las normas reglamentarias emanadas de los órganos ejecu-

tivos y administrativos del País Vasco serán recurribles ante la Jurisdicción Conten-
cioso-Administrativa

Artículo 39.
Los conflictos de competencia que se puedan suscitar entre las Instituciones de la
Comunidad Autónoma y las de cada uno de sus Territorios Históricos se someterán a la
decisión de una comisión arbitral, formada por un número igual de representantes
designados libremente por el Gobierno Vasco y por la Diputación Foral del Territorio inte-
resado, y presidida por el Presidente del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco,
conforme al procedimiento que una Ley del Parlamento Vasco determine.

2. CATALUÑA:
Artículo 7.
1. Las normas y disposiciones de la Generalidad y el Derecho civil de Cataluña tendrán
eficacia territorial, sin perjuicio de las excepciones que puedan establecerse en cada
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materia y de las situaciones que hayan de regirse por el estatuto personal u otras
normas de extraterritorialidad.
2. Los extranjeros que adquieran la nacionalidad española quedarán sujetos al Derecho
Civil catalán mientras mantengan la vecindad administrativa en Cataluña, salvo que mani-
festaran su voluntad en contrario.

Artículo 25.
1. Todas las competencias mencionadas en los anteriores artículos y en los demás del
presente Estatuto se entienden referidas al territorio de Cataluña.
2. En el ejercicio de sus competencias exclusivas corresponde a la Generalidad, según
proceda, la potestad legislativa, la potestad reglamentaria y la función ejecutiva, incluida
la inspección. En el caso de las materias señaladas en el artículo 11 de este Estatuto,
o con el mismo carácter en otros preceptos del mismo, su ejercicio deberá sujetarse a
las normas reglamentarias que en desarrollo de su legislación dicte el Estado.
3. La Generalidad de Cataluña integrará en su organización los servicios correspon-
dientes, a fin de llevar a cabo las competencias que le atribuye el presente Estatuto.

Artículo 26.
1. En materia de la competencia exclusiva de la Generalidad, el Derecho catalán es el
aplicable en su territorio con preferencia a cualquier otro.
2. En defecto de Derecho propio será de aplicación supletoria el Derecho del Estado.
3. En la determinación de las fuentes del Derecho civil se respetarán por el Estado las
normas de Derecho civil catalán.

Artículo 40.
1. Las Leyes de Cataluña estarán excluidas del recurso contencioso administrativo y
únicamente sujetas al control de su constitucionalidad ejercido por el Tribunal Constitu-
cional.
2. Contra los actos y acuerdos y las normas reglamentarias emanadas de los órganos
ejecutivos y administrativos de la Generalidad, se podrá presentar recurso ante la juris-
dicción contencioso- administrativa.

3. GALICIA:
Artículo 19.
La Junta de Galicia podrá interponer recursos de inconstitucionalidad y personarse ante
el Tribunal Constitucional en los supuestos y términos previstos en la Constitución y en
la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional.
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Artículo 37.
1. Las competencias de la Comunidad Autónoma de Galicia se entienden referidas a su
territorio.
2. En las materias de su competencia exclusiva le corresponde al Parlamento la
potestad legislativa en los términos previstos en el Estatuto y en las Leyes del Estado
a las que el mismo, se refiere, correspondiéndole a la Junta la potestad reglamentaria
y la función ejecutiva.
3. Las competencias de ejecución en la Comunidad Autónoma llevan implícitas la corres-
pondiente potestad reglamentaria, la administración y la inspección. En los supuestos
previstos en los artículos 28 y 29 de este Estatuto, o en otros preceptos del mismo,
con análogo carácter, el ejercicio de esas potestades por la Comunidad Autónoma se
realizará de conformidad con las normas reglamentarias de carácter general que, en
desarrollo de su legislación, dicte el Estado.

Artículo 38.
1. En materias de competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma el Derecho propio
de Galicia es aplicable en su territorio con preferencia a cualquier otro, en los términos
previsto en el presente Estatuto.
2. A falta de Derecho propio de Galicia, será de aplicación supletoria el Derecho del
Estado.
3. En la determinación de las fuentes del Derecho civil se respetarán por el Estado las
normas del Derecho civil gallego.

4. ANDALUCÍA:
Artículo 9.
Las leyes y normas emanadas de las instituciones de autogobierno de Andalucía,
tendrán eficacia en su territorio.

Artículo 10.
El derecho propio de Andalucía, constituido por las leyes y normas reguladoras de las
materias de competencia exclusiva de su Comunidad Autónoma, así como de las que
con tal carácter le hayan sido transferidas en virtud del artículo 150.2, de la Constitu-
ción, es el aplicable con preferencia a cualquier otro en el territorio andaluz. En todo
caso, el derecho estatal tiene carácter supletorio del derecho propio de Andalucía.
Cuando la competencia de la Comunidad Autónoma consista en el desarrollo o regla-
mentación de la legislación del Estado, las normas dictadas por aquella serán de apli-
cación preferente a cualquier otra de igual naturaleza y rango.
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Artículo 41.
1. Todas las competencias atribuidas a la Comunidad Autónoma en el presente Estatuto
se entienden referidas al ámbito territorial andaluz.
2. En el ejercicio de las competencias exclusivas de Andalucía corresponden al Parla-
mento la potestad legislativa y al Consejo de Gobierno la potestad reglamentaria y la
función ejecutiva, en los términos del presente Estatuto.
3. En aquellas materias donde la competencia de la Comunidad consista en el desarrollo
legislativo y la ejecución de la legislación básica del Estado, compete al Consejo de
Gobierno la potestad reglamentaria, así como la administración e inspección.
4. En las materias en que la Comunidad Autónoma sólo tenga competencias de ejecu-
ción, corresponde al Consejo de Gobierno la administración y la ejecución, así como,
en su caso, la facultad de dictar reglamentos internos de organización de los servicios
correspondientes, de conformidad con las normas reglamentarias de carácter general
que, en desarrollo de su legislación, dicte el Estado.
5. Todos los órganos encargados de la prestación de servicios o de la gestión de
competencias y atribuciones de la Comunidad Autónoma dependen de ésta y se inte-
gran en su Administración.

Artículo 45.
1. El control de constitucionalidad de las disposiciones normativas de la Comunidad
Autónoma con fuerza de ley corresponde al Tribunal Constitucional.
2. El recurso de inconstitucionalidad frente a disposiciones normativas con fuerza de ley
que puedan afectar al ámbito propio de autonomía de la Comunidad, podrá interponerlo
el Consejo de Gobierno y, en su caso, el Parlamento.

5. ASTURIAS:
Artículo 15.
1. Todas las competencias mencionadas en los artículos anteriores y en los demás del
presente Estatuto se entenderán referidas al territorio del Principado de Asturias.

Artículo 52.
Las Leyes del Principado solamente se someterán al control de constitucionalidad que
ejerce el Tribunal Constitucional.

Artículo 54. (Modificado por LO 1/1999).
Los actos y disposiciones de la Administración del Principado están sometidos al
control de la jurisdicción contencioso-administrativa.
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6. CANTABRIA:
Artículo 33. ( Modificado por LO 11/1998)
1. Las competencias de la Comunidad Autónoma de Cantabria se entienden referidas a
su territorio.
2. En las materias de su competencia le corresponde al Parlamento de Cantabria la
potestad legislativa en los términos previstos en el Estatuto, correspondiéndole al
Gobierno la potestad reglamentaria y la función ejecutiva.
3. Las competencias de ejecución de la Comunidad Autónoma de Cantabria llevan implí-
cita la correspondiente potestad reglamentaria para la organización interna de los servi-
cios, la administración y en su caso la inspección.

Artículo 34. (Modificado por LO 11/1998)
La Comunidad Autónoma de Cantabria, como ente de Derecho público, tiene persona-
lidad jurídica. Su responsabilidad, y la de sus autoridades y personal funcionario, proce-
derá y se exigirá en los mismos términos y casos que establezca la legislación del
Estado en la materia.

Artículo 39.( Modificado por LO 11/1998)
1. Las leyes del Parlamento de Cantabria estarán excluidas del recurso contencioso-
administrativo y únicamente sujetas al control de su constitucionalidad, ejercido por el
Tribunal Constitucional.
2. El Parlamento de Cantabria podrá ser parte y personarse en los conflictos constitu-
cionales.

Artículo 40. ( Modificado por LO 11/1998)
Los actos y acuerdos y las normas reglamentarias emanadas de los órganos ejecutivos
y administrativos de la Comunidad Autónoma serán, en todo caso, impugnables ante la
jurisdicción contencioso-administrativa.

7. LA RIOJA:
Artículo 28 (Modificado por LO 2/1999).
Los Reglamentos y demás disposiciones y actos de eficacia general emanados del
Gobierno y de la Administración de la Comunidad Autónoma serán, en todo caso, publi-
cados en el Boletín Oficial de La Rioja.
Esta publicación será suficiente, a todos los efectos, para la validez de los actos y la
entrada en vigor de las disposiciones y normas. En relación con la publicación en otros
boletines oficiales, se estará a lo que disponga la correspondiente norma.
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Artículo 30.
1. La Leyes de la Comunidad Autónoma solamente están sometidas al control de cons-
titucionalidad que ejerce el Tribunal Constitucional.
2. El Gobierno, previo dictamen del Consejo de Estado, controlará la actividad de los
órganos de la Comunidad Autónoma relativa al ejercicio de funciones delegadas
conforme al artículo 153.b de la Constitución.
3. Las normas reglamentarias y los actos y acuerdos emanados de los órganos ejecu-
tivos y administrativos de la Comunidad Autónoma serán recurribles ante la jurisdicción
contencioso administrativa.
4. Respecto de la revisión de los actos en vía administrativa se estará a lo dispuesto en
las correspondientes Leyes del Estado.

8. REGIÓN DE MURCIA:
Artículo 15.
1. Todas las competencias mencionadas en los artículos anteriores y en los demás del
presente Estatuto se entenderán referidas al territorio de la Región de Murcia.
2. La Comunidad Autónoma acomodará, en su caso, sus disposiciones normativas a los
principios contenidos en las Leyes estatales a que se refiere el artículo 150.3 de la
Constitución.
3. En el ejercicio de sus competencias, la Comunidad Autónoma gozará de las potes-
tades y privilegios propios de la Administración del Estado, entre los que se
comprenden:
a) La presunción de legitimidad y la ejecutividad u obligado cumplimiento de sus actos,
así como los poderes de ejecución forzosa y revisión en vía administrativa.
b) La potestad de expropiación. Los poderes de investigación, deslinde y recuperación
de oficio de sus bienes.
c) La potestad de sanción dentro de los límites que establezca el ordenamiento jurídico.
d) La facultad de utilización del procedimiento de apremio.
e) La inembargabilidad de sus bienes y derechos, así como toda clase de privilegios
reconocidos a la Hacienda Pública estatal para el cobro de sus créditos, sin perjuicio
de los que correspondan en esta materia a la Hacienda del Estado y en igualdad de
derechos con las demás Comunidades Autónomas.
f) La excepción de toda obligación de garantía o caución ante cualquier organismo admi-
nistrativo o Tribunal jurisdiccional.
No se admitirán interdictos contra las actuaciones de la Región en materias de su
competencia, realizadas de acuerdo con el procedimiento legal.
4. El Derecho estatal, en todo caso, es supletorio de las normas de la Comunidad Autó-
noma.
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Artículo 53.
1. Las Leyes, actos y disposiciones normativas con fuerza de Ley de la Comunidad
Autónoma, así como el Reglamento de la Asamblea Regional, solamente se someterán
al control del Tribunal Constitucional.
2. La actividad de la Administración Autónoma y sus normas reglamentarias estarán
sometidas al control de la jurisdicción contencioso administrativa.
3. Lo dispuesto en los apartados anteriores se entiende sin perjuicio de las medidas de
control que puedan establecerse en virtud de lo previsto en los números 1 y 2 del artí-
culo 150 de la Constitución.

9. COMUNIDAD VALENCIANA:
Artículo 8.
Las normas y disposiciones de la Comunidad Autónoma Valenciana tendrán eficacia
territorial, con las excepciones que puedan establecerse y en los casos en que sean de
aplicación al estatuto personal y otras normas de extraterritorialidad.

Artículo 26.
1. La legislación de las Cortes Valencianas prevista en el presente Estatuto revestirá la
forma de Ley de la Generalidad Valenciana.
2. En las materias comprendidas en los artículos treinta y dos y treinta y tres del
presente Estatuto, y en defecto de la legislación estatal correspondiente, la Generalidad
Valenciana podrá dictar normas de validez provisional de acuerdo con lo dispuesto en
el apartado anterior. Dichas normas se tendrán por derogadas a la entrada en vigor de
las estatales correspondientes, salvo expresa disposición en contrario. El ejercicio de
la presente facultad de dictar legislación concurrente requerirá la previa comunicación
al Delegado del Gobierno.

Artículo 27.
En materia de competencia exclusiva, el Derecho Valenciano es el aplicable en su terri-
torio, con preferencia a cualquier otro. En defecto de derecho propio, será de aplica-
ción supletoria el Derecho Estatal.

Artículo 28.
La Generalidad Valenciana asume, además de las facultades y competencias compren-
didas en el presente Estatuto, las que se hallen implícitamente comprendidas en aqué-
llas.
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Artículo 29.
1. Las Leyes de la Generalidad Valenciana quedan excluidas del conocimiento de la juris-
dicción contencioso-administrativa, y sólo están sujetas al control de constitucionalidad,
ejercido por el Tribunal Constitucional.
2. Las normas reglamentarias, los acuerdos y otros actos administrativos de los
órganos de la Generalidad serán recurribles ante la jurisdicción contencioso-administra-
tiva.

10. ARAGÓN:
Artículo 9.
Las normas y disposiciones de la Comunidad Autónoma de Aragón tendrán eficacia
territorial, sin perjuicio de las excepciones que puedan establecerse en cada materia y
de las situaciones que hayan de regirse por el estatuto personal u otras reglas de extra-
territorialidad.
Las normas que integran el Derecho Civil de Aragón tendrán eficacia personal y serán
de aplicación a todos los que ostenten la vecindad civil aragonesa, independientemente
del lugar de su residencia, y excepción hecha de aquellas disposiciones a las que legal-
mente se les atribuya eficacia territorial.

Artículo 20.
Las leyes aragonesas serán promulgadas, en nombre del Rey, por el Presidente de la
Diputación General aragonesa, que ordenará su publicación en el «Boletín Oficial de
Aragón» y en el «Boletín Oficial del Estado», en un plazo no superior a quince días desde
su aprobación.
A efectos de su vigencia, regirá la fecha de publicación en el «Boletín Oficial de Aragón».
Las leyes emanadas de las Cortes de Aragón sólo estarán sujetas al control de su cons-
titucionalidad por el Tribunal Constitucional.

Artículo 41. (Modificado por LLOO 6/1994 y 5/1996)
En las materias de competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma el Derecho propio
de Aragón será aplicable en su territorio con preferencia a cualquier otro, en los
términos previstos en este Estatuto.
En defecto de Derecho propio, será de aplicación, como supletorio, el Derecho general
del Estado.
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11. CASTILLA-LA MANCHA:
Artículo 39.1
Uno. Todas las competencias mencionadas en los artículos anteriores y en los demás
del presente Estatuto se entenderán referidas al territorio de la Región de Castilla-La
Mancha.

12. CANARIAS:
Artículo 40. (Modificado por LO 4/1996)
1. Todas las competencias contenidas en el presente Estatuto se entienden refe-
ridas al ámbito territorial de la Comunidad Autónoma definido en el artículo 2, sin
perjuicio de la competencia exclusiva del Estado sobre las aguas de jurisdicción
española.
2. En el ejercicio de sus competencias exclusivas, corresponde a la Comunidad Autó-
noma de Canarias, según proceda, la potestad legislativa, la potestad reglamentaria y
la función ejecutiva, incluida la inspección.

Artículo 42.
1. Las Leyes del Parlamento canario únicamente podrán someterse al control de su
constitucionalidad por el Tribunal Constitucional.
2. Las normas reglamentarias y los actos y acuerdos emanados de los órganos ejecu-
tivos y administrativos de la Comunidad Autónoma de Canarias serán recurribles en la
vía contencioso-administrativa sin perjuicio de los recursos administrativos y econó-
mico-administrativos que procedan y de lo establecido en el artículo 153, b), de la Cons-
titución.
3. Las normas reglamentarias de la Comunidad Autónoma se publicarán, para su
eficacia, en el Boletín Oficial de Canarias.

Artículo 43.
El derecho propio de Canarias en materia de la competencia exclusiva de la Comunidad
Autónoma es aplicable en su territorio con preferencia a cualquier otro. En su defecto,
será de aplicación supletoria el derecho del Estado.

13. NAVARRA:
Artículo 39.1
1. Conforme a lo establecido en el artículo segundo de la presente Ley Orgánica,
corresponden a Navarra:
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a) Todas aquellas facultades y competencias que actualmente ejerce, al amparo de lo
establecido en la Ley Paccionada de dieciséis de agosto de mil ochocientos cuarenta y
uno y disposiciones complementarias.
b) Todas aquellas facultades y competencias que expresamente se le integran por la
presente Ley Orgánica.
c) Todas aquellas facultades y competencias que la legislación del Estado atribuya, trans-
fiera e delegue, con carácter general, a las Comunidades Autónomas o a las Provincias.

Artículo 40.
1. En las materias que sean competencia exclusiva de Navarra, corresponde a la Comu-
nidad Foral las siguientes potestades:
a) Legislativa.
b) Reglamentaria.
c) Administrativa, incluida la inspección.
d) Revisora en la vía administrativa.
2. Dichas potestades deberán ejercitarse en los términos previstos en la presente ley y
en la legislación del Estado a la que la misma hace referencia.
3. El Derecho navarro, en las materias de competencia exclusiva de la Comunidad Foral
y en los términos previstos en los apartados anteriores, será aplicable con preferencia
a cualquier otro.
En defecto de Derecho propio, se aplicará supletoriamente el Derecho del Estado.
4.En materia de Derecho Civil Foral, se estará a lo dispuesto en el artículo cuarenta y
Ocho de la presente Ley Orgánica.

Artículo 41.
1. En las materias a las que se refiere el artículo cincuenta y siete de la presente Ley
Orgánica y en las que con igual carácter se regulan en otros artículos de la misma
corresponden a la Comunidad Foral las siguientes potestades:
a) De desarrollo legislativo.
b) Reglamentaria.
c) De administración, incluida la inspección.
d) Revisora en la vía administrativa.
2. La potestad de desarrollo legislativo a la que se refiere el párrafo a) del apartado
anterior. deberá ejercitarse, en todo caso, de conformidad con las normas básicas que
dicte el Estado.

Artículo 42.
1. En las materias a las que se refiere el artículo cincuenta y ocho de la presente ley y
en les que con igual carácter se regulan en otros artículos de la misma, corresponden
a la Comunidad Foral las siguientes potestades:



a) Reglamentaria, para la organización de sus propios servicios.
b) De administración, incluida la inspección.
c) Revisora en la vía administrativa.
2. La Comunidad Foral ejercitará las potestades a las que se refiere el apartado ante-
rior de conformidad con las disposiciones de carácter general que, en desarrollo de su
legislación, dicte el Estado.

Artículo 43.
Todas las facultades y competencias correspondientes a Navarra se entienden referidas
a su propio territorio, sin perjuicio de la eficacia personal que, en los supuestos
previstos en los Convenios para materias fiscales entre Navarra y el Estado o en la legis-
lación estatal, puedan tener las normas dictadas por las Instituciones Forales.

14. EXTREMADURA:
Artículo 46. (Modificado por LO 12/1999)
1. Las leyes de la Asamblea de Extremadura estarán excluidas del recurso contencioso-
administrativo y únicamente sujetas al control de su constitucionalidad, ejercido por el
Tribunal Constitucional.
2. Las normas reglamentarias así como los actos y acuerdos de los órganos ejecutivos
y administrativos de la Comunidad Autónoma, serán recurribles ante la jurisdicción
contencioso-administrativa y en su caso, ante la jurisdicción competente que corres-
ponda.
3. Respecto a la revisión de los actos en vía administrativa se estará a lo dispuesto en
la legislación básica del Estado, sin perjuicio de su desarrollo y de la adaptación a las
peculiaridades organizativas de la Comunidad Autónoma de Extremadura.

Artículo 49. (Modificado por LO 12/1999)
1. Las leyes de la Asamblea de Extremadura serán promulgadas en nombre del Rey por
el Presidente, en el plazo de quince días, que dispondrá su publicación en el Diario
Oficial de la Comunidad Autónoma. Las leyes de la Asamblea serán publicadas igual-
mente en el Boletín Oficial del Estado.
2. Las leyes de la Asamblea de Extremadura entrarán en vigor a los veinte días de su
publicación en el Diario Oficial salvo que en ellas se disponga otra cosa.

Artículo 50. (Modificado por LO 12/1999)
Las normas, disposiciones y actos que lo requieran, emanados de los órganos de la
Comunidad Autónoma, serán publicados en el Diario Oficial. Esta publicación será sufi-
ciente a todos los efectos para la validez de los actos y la entrada en vigor de tales
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disposiciones y normas. En relación con la publicación en el Boletín Oficial del Estado
se estará a lo que disponga la correspondiente norma estatal.

15. ISLAS BALEARES:
Artículo 7. (Modificado por LO 3/1999)
Las normas y disposiciones de los poderes públicos de la Comunidad Autónoma de las
Illes Balears y su derecho civil, tendrán eficacia territorial, sin perjuicio de las excep-
ciones que se puedan establecer en cada materia y de las situaciones que se hayan de
regir por el estatuto personal o por otras normas extraterritoriales.

Artículo 45. (Modificado por LO 3/1999)
1. Las Leyes del Parlamento de la Comunidad Autónoma estarán excluidas del recurso
contencioso-administrativo y únicamente sujetas al control de su constitucionalidad ejer-
cido por el Tribunal Constitucional.
2. Contra los actos, los acuerdos y las normas reglamentarias emanadas de los
órganos ejecutivos y administrativos de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears se
podrá interponer recurso ante la jurisdicción contencioso-administrativa.

Artículo 47. (Modificado por LO 3/1999)
Las competencias establecidas en este Estatuto se entienden referidas al ámbito terri-
torial de las Illes Balears.

Artículo 48. (Modificado por LO 3/1999)
En las materias que sean de su competencia exclusiva, le corresponde al Parlamento
de las Illes Balears la potestad legislativa en los términos previstos en este Estatuto y
en las Leyes del Estado a las que el mismo se refiere, correspondiendo al Gobierno de
la Comunidad Autónoma la función ejecutiva, incluida la potestad reglamentaria y la
inspección.

Artículo 49. (Modificado por LO 3/1999)
1. Por lo que se refiere a las competencias previstas en el artículo 11, corresponderá
a la Comunidad Autónoma el desarrollo legislativo y la ejecución en los términos que
establezca la legislación básica del Estado.
2. En relación con las competencias relacionadas en el artículo 12, la potestad ejecu-
tiva de la Comunidad Autónoma podrá llevar aneja la potestad reglamentaria cuando así
resulte de habilitación o de delegación legislativa.
3. La potestad reglamentaria corresponde al Gobierno de las Illes Balears. Esto no
obstante, los Consejos Insulares tendrán potestad reglamentaria organizativa para
regular su propio funcionamiento.
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4. Los Consejos Insulares tendrán potestad reglamentaria normativa sólo cuando así
resulte de habilitación por Ley del Estado o del propio Parlamento.
5. Los Consejos Insulares, además de las competencias que les corresponden de
acuerdo con lo previsto en este Estatuto, tendrán las facultades de gestión y ejecución
en su territorio de las decisiones del Gobierno de las Illes Balears cuando así proceda.

Artículo 50. (Modificado por LO 3/1999)
1. En materias de competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma, el derecho propio
de las Illes Balears es aplicable en su territorio con preferencia a cualquier otro en los
términos previstos en el Estatuto.
2. En la determinación de las fuentes del Derecho Civil de las Illes Balears se respetarán
las normas que en el mismo se establezcan.
3. En todo aquello que no esté regulado por el derecho propio de las Illes Balears será
de aplicación supletoria el derecho del Estado.

16. COMUNIDAD DE MADRID:
Artículo 33.
El Derecho propio de la Comunidad de Madrid, constituido por las leyes y normas regu-
ladoras de las materias de competencia plena de la Comunidad Autónoma, es aplicable
con preferencia a cualquier otro en el territorio de Madrid. En todo caso, el Derecho
estatal tiene carácter supletorio del Derecho propio de Madrid.

Artículo 34.
1. Las competencias de la Comunidad de Madrid se entienden referidas a su territorio.
2. En las materias de su competencia, le corresponde a la Asamblea de Madrid la
potestad legislativa en los términos previstos en el Estatuto, correspondiéndole al
Consejo de Gobierno la potestad reglamentaria y la función ejecutiva.
3. Las competencias de ejecución de la Comunidad de Madrid llevan implícito la corres-
pondiente potestad reglamentaria para la organización interna de los servicios, la admi-
nistración y, en su caso, la inspección.

Artículo 35. (Modificado por LO 5/1998)
La Administración de la Comunidad de Madrid, como ente de derecho público, tiene
personalidad jurídica y plena capacidad de obrar. Su responsabilidad, y la de sus auto-
ridades y funcionarios, procederá y se exigirá en los mismos términos y casos que esta-
blezca la legislación del Estado en la materia.
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Artículo 36.
1. En el ejercicio de sus competencias ejecutivas, la Comunidad de Madrid gozará de
las potestades y privilegios propios de la Administración del Estado, entre las que se
comprenden:

a) La presunción de legitimidad y la ejecutoriedad de sus actos, así como los
poderes de ejecución forzosa y revisión en vía administrativa.

b) La potestad de expropiación, incluida la declaración de urgente ocupación
de los bienes afectados, así como el ejercicio de las restantes competencias de la legis-
lación expropiatoria atribuida a la Administración del Estado, cuando se trate de mate-
rias de competencia de la Comunidad de Madrid.

c) La potestad de sanción, dentro de los límites que establezca el ordena-
miento jurídico.

d) La facultad de utilización del procedimiento de apremio.
e) La inembargabilidad de sus bienes y derechos, así como los privilegios de

prelación, preferencia y demás reconocidos a la Hacienda pública para el cobro de sus
créditos, sin perjuicio de los que correspondan en esta materia a la Hacienda del
Estado, y en igualdad de derechos con las demás Comunidades Autónomas.

f)Las potestades de investigación, deslinde y recuperación en materia de
bienes.

g) La exención de la obligación de prestar toda clase de garantías o cauciones
ante los organismos administrativos y ante los jueces o tribunales de cualquier jurisdic-
ción.
2. No se admitirán interdictos contra las actuaciones de la Comunidad de Madrid, en
materia de su competencia, y de acuerdo con el procedimiento legalmente establecido.

Artículo 42. (Modificado por LO 5/1998)
Las leyes de la Asamblea estarán sujetas únicamente al control de constitucionalidad
por el Tribunal Constitucional.

Artículo 43.
Los actos o reglamentos emanados de los órganos ejecutivos o administrativos de la
Comunidad de Madrid, así como el control de la legalidad de la actuación administra-
tiva, y el sometimiento de ésta a los fines que la justifican, serán, en todo caso, contro-
lados por la jurisdicción contencioso-administrativa.

17. CASTILLA Y LEÓN:6

6 Ver art. 32.2, (pág 113) y art. 34.2 (pág. 148)



18. CEUTA:
Artículo 27.
Todas las competencias de la ciudad de Ceuta se entenderán referidas a su territorio.

Artículo 28.
La ciudad de Ceuta tiene personalidad jurídica propia y, en el ejercicio de sus compe-
tencias, gozará de las potestades y privilegios que el ordenamiento jurídico atribuye a
las Administraciones públicas territoriales.

Artículo 29.
Los reglamentos y demás disposiciones y actos de eficacia general, emanados de los
diferentes órganos de la Ciudad, serán, en todo caso, publicados en el «Boletín Oficial
de la Ciudad de Ceuta».

Artículo 30.
La ciudad de Ceuta se rige, en materia de procedimiento administrativo, contratos,
concesiones, expropiaciones, responsabilidad patrimonial, régimen de bienes y demás
aspectos del régimen jurídico de su Administración, por lo establecido, con carácter
general, por la legislación del Estado sobre Régimen Local, sin perjuicio de las espe-
cialidades derivadas de la organización propia de la Ciudad establecidas por el presente
Estatuto.

Artículo 32.
1. Las normas reglamentarias y los actos y acuerdos dictados por la ciudad de Ceuta
serán impugnables, en todo caso, ante los órganos competentes de la jurisdicción
contencioso-administrativa.
2. Respecto de la revisión de los actos y acuerdos en vía administrativa se estará a lo
dispuesto en la correspondiente legislación del Estado.

Disposición Adicional Primera.
En lo no previsto en el presente Estatuto y en las normas que en su desarrollo dicte la
ciudad de Ceuta, será de aplicación la legislación del Estado.

19. MELILLA:
Artículo 27.
Todas las competencias de la ciudad de Melilla se entenderán referidas a su territorio.
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Artículo 28.
La ciudad de Melilla tiene personalidad jurídica propia y, en el ejercicio de sus compe-
tencias, gozará de las potestades y privilegios que el ordenamiento jurídico atribuye a
las Administraciones públicas territoriales.

Artículo 29.
Los reglamentos y demás disposiciones y actos de eficacia general, emanados de los
diferentes órganos de la Ciudad, serán en todo caso publicados en el «Boletín Oficial de
la Ciudad de Melilla».

Artículo 30.
La ciudad de Melilla se rige en materia de procedimiento administrativo, contratos,
concesiones, expropiaciones, responsabilidad patrimonial, régimen de bienes y demás
aspectos del régimen jurídico de su Administración, por lo establecido con carácter
general por la legislación del Estado sobre Régimen Local, sin perjuicio de las especia-
lidades derivadas de la organización propia de la Ciudad establecidas por el presente
Estatuto.

Artículo 32.
1. Las normas reglamentarias y los actos y acuerdos dictados por la ciudad de Melilla
serán impugnables en todo caso ante los órganos competentes de la jurisdicción
contencioso-administrativa.
2. Respecto de la revisión de los actos y acuerdos en vía administrativa se estará a lo
dispuesto en la correspondiente legislación del Estado.

Disposición Adicional Primera.
En lo no previsto en el presente Estatuto y en las normas que en su desarrollo dicte la
ciudad de Melilla, será de aplicación la legislación del Estado.
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TÍTULO II. ORGANIZACIÓN INSTITUCIONAL

1. PRINCIPIOS GENERALES

1. PAÍS VASCO:
Artículo 24.
1. Los poderes del País Vasco se ejercerán a través del Parlamento, del Gobierno y de
su Presidente o Lendakari.
2. Los Territorios Históricos conservarán organizarán sus Instituciones forales de
conformidad a lo dispuesto en el artículo 3º del presente Estatuto.

2. CATALUÑA:
Artículo 29.
1. La Generalidad está integrada por el Parlamento, el Presidente de la Generalidad y el
Consejo Ejecutivo o Gobierno.
2. Las Leyes de Cataluña ordenarán el funcionamiento de estas Instituciones de acuerdo
con la Constitución y el presente Estatuto.

3. GALICIA:
Artículo 9.
1. Los poderes de la Comunidad Autónoma se ejercen a través del Parlamento, de la
Junta y de su Presidente.
2. Las Leyes de Galicia ordenarán el funcionamiento de estas instituciones de acuerdo
con la Constitución y el presente Estatuto.

Artículo 41.
La Comunidad Autónoma ejercerá sus funciones administrativas por órganos y entes
dependientes de la Junta de Galicia. También podrá delegarlas en las provincias, muni-
cipios y demás entidades locales reconocidas en este Estatuto.        

4. ANDALUCÍA:
Artículo 24.
1. La Junta de Andalucía es la institución en que se organiza políticamente el autogo-
bierno de la Comunidad Autónoma. La Junta de Andalucía está integrada por el Parla-
mento, el Consejo de Gobierno y el Presidente de la Junta.
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2. El Tribunal Superior de Justicia de Andalucía es el órgano jurisdiccional que, sin
perjuicio de la jurisdicción que corresponde al Tribunal Supremo, culmina la organiza-
ción judicial en el territorio andaluz.

5. ASTURIAS:
Artículo 22.
Los órganos institucionales del Principado de Asturias son la Junta General, el Consejo
de Gobierno y el Presidente.

6. CANTABRIA:
Artículo 7. (Modificado por LO 11/1998)
1. Los poderes de la Comunidad Autónoma de Cantabria se ejercerán a través de sus
instituciones de autogobierno, que son el Parlamento, el Gobierno y el Presidente.
2. Las leyes de Cantabria ordenarán el funcionamiento de estas instituciones de
acuerdo con la Constitución y el presente Estatuto.

7. LA RIOJA:
Artículo 13.
La Comunidad Autónoma de La Rioja asume desde su constitución todas las compe-
tencias, medios y recursos que, según las Leyes, correspondan a la Diputación Provin-
cial de La Rioja.
Los órganos de representación y gobierno de la Diputación Provincial establecidos por
la legislación de régimen local, quedan sustituidos en la provincia de La Rioja por los
propios de la Comunidad Autónoma, en los términos de este Estatuto. La Diputación
General de La Rioja determinará, según su naturaleza, la distribución de las competen-
cias de la Diputación Provincial entre los distintos órganos de la Comunidad Autónoma
de La Rioja, previstos en el artículo 16 de este Estatuto.

Artículo 15. (Modificado por LO 2/1999).
1. Los órganos institucionales de la Comunidad Autónoma de La Rioja son el Parla-
mento, el Gobierno y su Presidente.
2. Las Leyes de la Comunidad Autónoma ordenarán su funcionamiento de acuerdo con
la Constitución y el presente Estatuto.
3. El Tribunal Superior de Justicia de La Rioja es el órgano jurisdiccional que, sin
perjuicio de la jurisdicción que corresponde al Tribunal Supremo, culmina la organiza-
ción judicial en el territorio riojano.
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Artículo 16. (Modificado por LO 2/1999).
1. El Parlamento representa al pueblo de La Rioja, ejerce la potestad legislativa, aprueba
los presupuestos y las cuentas de La Rioja, impulsa y controla la acción política y de
Gobierno y ejerce las restantes competencias que le confiere la Constitución, este Esta-
tuto y demás normas del ordenamiento jurídico.
2. El Parlamento es inviolable.

8. REGIÓN DE MURCIA:
Artículo 20.
Los órganos institucionales de la Región de Murcia son:
-La Asamblea Regional.
-El Presidente.
-El Consejo de Gobierno.

9. COMUNIDAD VALENCIANA:
Artículo 9.
1. El conjunto de las instituciones de autogobierno de la Comunidad constituye la Gene-
ralidad Valenciana.
2. Forman parte de la Generalidad: las Cortes Valencianas o «Corts», el Presidente, el
Gobierno valenciano o «Consell» y las demás instituciones que determine el presente
Estatuto.

10. ARAGÓN:
Artículo 11. (Modificado por LO 5/1996)
Son instituciones de la Comunidad Autónoma las Cortes de Aragón, el Presidente, la
Diputación General y el Justicia de Aragón.

11. CASTILLA-LA MANCHA:
Artículo 8.
Los poderes de la región se ejercen a través de la Junta de Comunidades de Castilla-La
Mancha.
Son órganos de la Junta: las Cortes de Castilla-La Mancha, el Presidente de la Junta y
el Consejo de Gobierno.



12. CANARIAS:
Artículo 8. (Modificado por LO 4/1996)
1. Los poderes de la Comunidad Autónoma de Canarias se ejercen a través del Parla-
mento, del Gobierno y de su Presidente.
2. Las Islas se configuran como elementos de la organización territorial de la Comu-
nidad Autónoma Canaria. Las competencias que, en el marco del presente Estatuto, les
atribuyan las leyes del Parlamento de Canarias serán ejercidas a través de los Cabildos.
Los Cabildos son, simultáneamente, órganos de Gobierno, administración y represen-
tación de cada Isla e instituciones de la Comunidad Autónoma.

13. NAVARRA:
Artículo 10.
Las Instituciones forales de Navarra son:
a) El Parlamento o Cortes de Navarra.
b) El Gobierno de Navarra o Diputación Foral.
c) El Presidente del Gobierno de Navarra o Diputación Foral.

14. EXTREMADURA:
Artículo 18. (Modificado por LO 12/1999)
La Comunidad Autónoma ejercerá sus poderes a través de la Asamblea de Extrema-
dura, de la Junta de Extremadura y de su Presidente.

15. ISLAS BALEARES:
Artículo 18.
1. La organización institucional autonómica está integrada por el Parlamento, el
Gobierno y el Presidente de la Comunidad Autónoma.
2. A los Consejos Insulares les corresponderá el Gobierno y la Administración de las
islas de Mallorca, Menorca e Ibiza-Formentera y sus islas adyacentes. Estos tres
Consejos se constituirán en los términos y con las competencias que resulten de la
Constitución y del presente Estatuto.

16. COMUNIDAD DE MADRID:
Artículo 8. (Modificado por LO 5/1998)
Los poderes de la Comunidad de Madrid se ejercen a través de sus instituciones de
autogobierno: la Asamblea, el Gobierno y el Presidente de la Comunidad.
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17. CASTILLA Y LEÓN :
Artículo 9. Instituciones autonómicas. (Modificado por LO 4/1999)
1. Las instituciones básicas de la Comunidad de Castilla y León son:

1º Las Cortes de Castilla y León.
2º El Presidente de la Junta de Castilla y León.
3º La Junta de Castilla y León.

2. Tendrán el carácter de instituciones propias de la Comunidad de Castilla y León las
que determinen el presente Estatuto o las leyes aprobadas por las Cortes de Castilla y
León.

18. CEUTA:
Artículo 6.
Son órganos institucionales de la ciudad la Asamblea de Ceuta, el Presidente y el
Consejo de Gobierno.
La organización y funcionamiento de dichos órganos se ajustarán a lo establecido en el
presente Estatuto y a las normas que en su desarrollo dicte la Asamblea de Ceuta.

19. MELILLA:
Artículo 6.
Son órganos institucionales de la ciudad la Asamblea de Melilla, el Presidente y el
Consejo de Gobierno.
La organización y funcionamiento de dichos órganos se ajustarán a lo establecido en el
presente Estatuto y a las normas que en su desarrollo dicte la Asamblea de Melilla.
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2. PARLAMENTO

1. PAÍS VASCO:
Artículo 25.
1. El Parlamento Vasco ejerce la potestad legislativa, aprueba sus presupuestos e
impulsa y controla la acción del Gobierno Vasco, todo ello sin perjuicio de las compe-
tencias de las Instituciones a que se refiere el artículo 37 del presente Estatuto.
2. El Parlamento Vasco es inviolable.

Artículo 26.
1. El Parlamento Vasco estará integrado por un número igual de representantes de cada
Territorio Histórico, elegidos por sufragio universal, libre, directo y secreto.
2. La circunscripción electoral es el Territorio Histórico.
3. La elección se verificará en cada Territorio Histórico atendiendo a criterios de repre-
sentación proporcional.
4. El Parlamento Vasco será elegido por un período de cuatro años.
5. Una Ley Electoral del Parlamento Vasco regulará la elección de sus miembros y fijará
las causas de inelegibilidad e incompatibilidad que afecten a los puestos o cargos que
se desempeñen dentro de su ámbito territorial.
6. Los miembros del Parlamento Vasco serán inviolables por los votos y opiniones que
emitan en el ejercicio de su cargo. Durante su mandato, por los actos delictivos come-
tidos en el ámbito de la Comunidad Autónoma, no podrán ser detenidos ni retenidos
sino en caso de flagrante delito, correspondiendo decidir, en todo caso, sobre su incul-
pación, prisión, procesamiento y juicio al Tribunal Superior de Justicia del País Vasco.
Fuera del ámbito territorial del País Vasco, la responsabilidad penal será exigible en los
mismos términos ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.

Artículo 27.
1. El Parlamento elegirá de entre sus miembros un Presidente, una Mesa y una Diputa-
ción Permanente, funcionará en Pleno y Comisiones.
El Parlamento fijará su Reglamento interno, que deberá ser aprobado por la mayoría
absoluta de sus miembros.
El Parlamento aprobará su presupuesto y el Estatuto de su personal.
2. Los períodos ordinarios de sesiones durarán como mínimo ocho meses al año.
3. La Cámara podrá reunirse en sesión extraordinaria a petición del Gobierno, de la
Diputación Permanente o de la tercera parte de sus miembros. Las sesiones extraordi-
narias deberán convocarse con un orden del día determinado y serán clausuradas una
vez que éste haya sido agotado.
4. La iniciativa legislativa corresponde a los miembros del Parlamento, al Gobierno y a
las Instituciones representativas a que se refiere el artículo 37 de este Estatuto, en los
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términos establecidos por la ley. Los miembros del Parlamento podrán, tanto en Pleno
como en Comisiones, formular ruegos, preguntas, interpelaciones y mociones en los
términos que reglamentariamente se establezcan. La iniciativa popular para la presen-
tación de proposiciones de Ley, que hayan de ser tramitadas por el Parlamento Vasco
se regulará por éste mediante Ley, de acuerdo con lo que establezca la Ley Orgánica
prevista en el artículo 83 de la Constitución.
5. Las Leyes del Parlamento serán promulgadas por el Presidente del Gobierno Vasco,
el cual ordenará la publicación de las mismas en el «Boletín Oficial del País Vasco». A
efectos de su vigencia regirá la fecha de publicación en el «Boletín Oficial del País
Vasco».

Artículo 28.
Corresponde, además, al Parlamento Vasco:
a) Designar los Senadores que han de representar al País Vasco, según lo previsto en

el artículo 69,5 de la Constitución, mediante el procedimiento que al efecto se señale
en una Ley del propio Parlamento Vasco que asegurará la adecuada representación
proporcional.
b) Solicitar del Gobierno del Estado la adopción de un proyecto de Ley o remitir a la

Mesa del Congreso una proposición de Ley, delegando ante dicha Cámara a los miem-
bros del Parlamento Vasco encargados de su defensa.
c) Interponer el recurso de inconstitucionalidad.

2. CATALUÑA:
Artículo 30.
1. El Parlamento representa al pueblo de Cataluña y ejerce la potestad legislativa,
aprueba los presupuestos, impulsa y controla la acción política y de gobierno y ejerce
las restantes competencias que le sean atribuidas por la Constitución y, de acuerdo con
ella y el Estatuto, por la Ley que apruebe el propio Parlamento.
2. El Parlamento es inviolable.
3. El Parlamento tiene su sede en la ciudad de Barcelona, pero podrá celebrar reuniones
en otros lugares de Cataluña en la forma y supuestos que la Ley determine.

Artículo 31.
1. El Parlamento será elegido por un término de cuatro años, por sufragio universal,
libre, igual, directo y secreto, de acuerdo con la Ley Electoral que el propio Parlamento
apruebe. El sistema electoral será de representación y asegurará además la adecuada
representación de todas las zonas del territorio de Cataluña.
2. Los miembros del Parlamento de Cataluña serán inviolables por los votos y opiniones
que emitan en el ejercicio de su cargo.



Durante su mandato no podrán ser detenidos ni retenidos por los actos delictivos come-
tidos en el territorio de Cataluña, sino en caso de flagrante delito, correspondiendo
decidir, en todo caso, sobre su inculpación, prisión, procesamiento y juicio al Tribunal
Superior de Justicia de Cataluña. Fuera de dicho territorio la responsabilidad penal será
exigible en los mismos términos ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.
3. Los Diputados no estarán sujetos a mandato imperativo.

Artículo 32.
1. El Parlamento tendrá un Presidente, una Mesa y una Diputación permanente. El Regla-
mento del Parlamento regulará su composición y elección.
2. Funcionará en Pleno y en Comisiones. Las comisiones permanentes podrán elaborar
y aprobar Leyes, sin perjuicio de la capacidad del Pleno para reclamar su debate y apro-
bación en cualquier momento del proceso legislativo.
3. El Reglamento precisará el número mínimo de Diputados para la formación de los
Grupos Parlamentarios, la intervención de éstos en el proceso legislativo y las funciones
de la Junta de portavoces de aquéllos. Los Grupos Parlamentarios participarán en todas
las comisiones en proporción a sus miembros.
4. El Parlamento se reunirá en sesiones ordinarias y extraordinarias. Las sesiones
extraordinarias serán convocadas por su Presidente, por acuerdo de la Diputación
permanente o a petición de una cuarta parte de los Diputados o del número de Grupos
Parlamentarios que determine el Reglamento. También se reunirá en sesión extraordi-
naria a petición del Presidente de la Generalidad.
5. Para ser válidos los acuerdos, tanto en Pleno como en Comisiones, deberán adop-
tarse en reuniones reglamentarias con asistencia de la mayoría de sus componentes y
por aprobación de la mayoría de los presentes, excepto en los casos en que el Regla-
mento o la Ley exijan un quórum más elevado.
6. La iniciativa legislativa corresponde a los Diputados, al Consejo Ejecutivo o Gobierno
y, en los términos que una Ley de Cataluña establezca, a los órganos políticos repre-
sentativos de las demarcaciones supramunicipales de la organización territorial de Cata-
luña. La iniciativa popular para la presentación de proposiciones de Ley que hayan de
ser tramitadas por el Parlamento de Cataluña se regulará por éste mediante Ley, de
acuerdo con lo que establece la Ley Orgánica prevista en el artículo 87.3 de la Consti-
tución.

Artículo 33.
1. El Parlamento de Cataluña ejerce la potestad legislativa mediante la elaboración de
Leyes. Esta potestad sólo será delegable en el Consejo Ejecutivo o Gobierno en
términos idénticos a los que para el supuesto de delegación de las Cortes Generales al
Gobierno establecen los artículos 82, 83 y 84 de la Constitución.
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2. Las Leyes de Cataluña serán promulgadas en nombre del Rey, por el Presidente de
la Generalidad, que dispondrá su publicación en el Diari Oficial de la Generalitat en el
término de quince días desde su aprobación y en el Boletín Oficial del Estado. A efectos
de su entrada en vigor, regirá la fecha de su publicación en el Diari Oficial de la Gene-
ralitat. La versión oficial castellana será la de la Generalidad.

Artículo 34.
Corresponde también al Parlamento de Cataluña:

1. Designar a los Senadores que representarán a la Generalidad en el Senado. Esta
designación deberá hacerse en convocatoria específica para este  tema y en propor-
ción al número de Diputados de cada Grupo Parlamentario. Los Senadores designados
según lo dispuesto en este artículo deberán ser Diputados del Parlamento de Cataluña
y cesarán como Senadores, aparte lo dispuesto en esta materia por la Constitución,
cuando cesen como Diputados.

2. Elaborar proposiciones de Ley para presentarlas a la Mesa del Congreso de los
Diputados y nombrar un máximo de tres Diputados del Parlamento encargados de su
defensa.

3. Solicitar al Gobierno del Estado la adopción de un proyecto de Ley.
4. Interponer el recurso de inconstitucionalidad y personarse ante el Tribunal Consti-

tucional en los conflictos de competencia a los que hace referencia el apartado c) del
número 1 del artículo 161 de la Constitución.

3. GALICIA:
Artículo 10.
1. Son funciones del Parlamento de Galicia las siguientes:
a. Ejercer la potestad legislativa de la Comunidad Autónoma. El Parlamento sólo podrá

delegar esta potestad legislativa en la Junta en los términos que establecen los artículos
82, 83 y 84 de la Constitución para el supuesto de la delegación legislativa de las
Cortes Generales al Gobierno, todo ello en el marco del presente Estatuto.
b. Controlar la acción ejecutiva de la Junta, aprobar los presupuestos y ejercer las otras
competencias que le sean atribuidas por la Constitución, por el presente Estatuto, por
las Leyes del Estado y las del Parlamento de Galicia.
c. Designar para cada legislatura de las Cortes Generales a los Senadores represen-

tantes de la Comunidad Autónoma Gallega, de acuerdo con lo previsto en el artículo 69,
apartado cinco, de la Constitución. Tal designación se hará de forma proporcional a la
representación de las distintas fuerzas políticas existentes en el Parlamento de Galicia.
d. Elegir de entre sus miembros al Presidente de la Junta de Galicia.
e. Exigir, en su caso, responsabilidad política a la Junta y a su Presidente.
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f. Solicitar del Gobierno la adopción de proyectos de Ley y presentar ante la Mesa del
Congreso de los Diputados proposiciones de Ley.
g. Interponer recursos de inconstitucionalidad y personarse ante el Tribunal Constitu-

cional en los supuestos y en los términos previstos en la Constitución y en la Ley Orgá-
nica del Tribunal Constitucional.
2. El Parlamento de Galicia es inviolable.

Artículo 11.
1. El Parlamento estará constituido por Diputados elegidos dos por sufragio universal,
igual, libre, directo y secreto.
2. El Parlamento será elegido por un plazo de cuatro años, de acuerdo con un sistema
de representación proporcional que asegure, además, la representación de las diversas
zonas del territorio gallego.
3. Los miembros del Parlamento de Galicia serán inviolables por los votos y opiniones
que emitan en el ejercicio de su cargo. Durante su mandato no podrán ser detenidos ni
retenidos por los actos delictivos cometidos en el territorio de Galicia sino en caso de
flagrante delito, correspondiendo decidir, en todo caso, sobre su inculpación, prisión,
procesamiento y juicio al Tribunal Superior de Justicia de Galicia. Fuera de dicho terri-
torio, la responsabilidad penal será exigible, en los mismos términos, ante la Sala de lo
Penal del Tribunal Supremo.
4. La circunscripción electoral será, en todo caso, la provincia.
5. Una Ley del Parlamento de Galicia determinará los plazos y regulará el procedimiento
para elección de sus miembros, fijando su número entre 60 y 80, y las causas de inele-
gibilidad e incompatibilidad que afecten a los puestos o cargos que se desempeñen
dentro del ámbito territorial de la Comunidad Autónoma.
6. El Parlamento, mediante Ley, podrá establecer un sistema para que los intereses del
conjunto de los gallegos residentes en el extranjero estén presentes en las decisiones
de la Comunidad Autónoma.
7. Los Diputados no estarán sujetos a mandato imperativo.

Artículo 12.
1. El Parlamento elegirá de entre sus miembros un Presidente, la Mesa y una Diputación
Permanente. El Reglamento, que deberá ser aprobado por mayoría absoluta, regulará
su composición, régimen y funcionamiento.
2. El Parlamento de Galicia fijará su propio presupuesto.
3. El Parlamento funcionará en Pleno y en Comisiones, y se reunirá en sesiones ordina-
rias y extraordinarias.
4. El Reglamento precisará el número mínimo de Diputados para la formación de Grupos
Parlamentarios, la intervención de éstos en el proceso legislativo y las funciones de la
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Junta de Portavoces de aquéllos. Los Grupos Parlamentarios participarán en todas las
Comisiones en proporción al número de sus miembros.

Artículo 13.
1. La iniciativa legislativa corresponde a los Diputados, al Parlamento y a la Junta. La
iniciativa popular para la presentación de proposiciones de Ley que hayan de ser trami-
tadas por el Parlamento de Galicia se regulará por éste mediante Ley de acuerdo con
lo que establezca la Ley Orgánica prevista en el artículo 87.3 de la Constitución.
2. Las Leyes de Galicia serán promulgadas en nombre del Rey por el Presidente de la
Junta y publicadas en el Diario Oficial de Galicia y en el Boletín Oficial del Estado. A
efectos de su entrada en vigor regirá la fecha de su publicación en el Diario Oficial de
Galicia.
3. El control de la constitucionalidad de las Leyes del Parlamento de Galicia correspon-
derá al Tribunal Constitucional.

Disposición Adicional Cuarta.
La celebración de elecciones se atendrá a las Leyes que, en su caso, aprueben las
Cortes Generales con el exclusivo fin de coordinar el calendario de las diversas
consultas electorales.

4. ANDALUCÍA:
Artículo 25.
1. El Parlamento de Andalucía representa al pueblo andaluz.
2. El Parlamento de Andalucía es inviolable.

Artículo 26.
1. El Parlamento estará compuesto por 90 a 110 Diputados, elegidos por sufragio
universal, igual, libre, directo y secreto. Los miembros del Parlamento representan a
toda Andalucía y están sujetos a mandato imperativo.
2. El Parlamento es elegido por cuatro años. El mandato de los Diputados termina
cuatro años después de su elección.
3. Los diputados gozarán, aun después de haber cesado en su mandato, de inviolabi-
lidad por las opiniones manifestadas en actos parlamentarios y por los votos emitidos
en el ejercicio de su cargo. Durante su mandato no podrán ser detenidos ni retenidos
por los actos delictivos cometidos en el territorio de Andalucía, sino en caso de
flagrante delito, correspondiendo decidir, en todo caso, sobre su inculpación, prisión,
procesamiento y juicio al Tribunal Superior de Justicia de Andalucía. Fuera de dicho terri-
torio, la responsabilidad personal será exigible, en los mismos términos, ante la sala de
lo Penal del Tribunal Supremo.



Artículo 27.
1. El Parlamento elegirá de entre sus miembros al Presidente, la Mesa y la Diputación
Permanente.
2. El Parlamento se dotará de su propio Reglamento, cuya aprobación y reforma reque-
rirán el voto de la mayoría absoluta de los Diputados.
3. El Parlamento funcionará en Pleno y Comisiones. El Pleno podrá delegar en las Comi-
siones legislativas la aprobación de proyectos y proposiciones de ley, estableciendo en
su caso los criterios pertinentes. El Pleno podrá recabar en cualquier momento el
debate y votación de los proyectos o proposiciones de la ley que hayan sido objeto de
esta delegación. Corresponde en todo caso al Pleno la aprobación de los presupuestos
de la Comunidad de las leyes de desarrollo a que se refiere el artículo 22 y de todas las
que requieran una mayoría cualificada de acuerdo con el presente Estatuto.
4. El Parlamento se reunirá en sesiones ordinarias y extraordinarias. Los periodos ordi-
narios de sesiones comprenderán cuatro meses y se celebrarán entre septiembre y
diciembre el primer periodo, y entre febrero y junio el segundo. Las sesiones extraordi-
narias habrán de ser convocadas por su Presidente, con especificación, en todo caso,
del orden del día, a petición de la Diputación Permanente, de una cuarta parte de los
Diputados o del número de Grupos Parlamentarios que el Reglamento determine, así
como a petición del Consejo de Gobierno.
5. El Reglamento del Parlamento determinará el procedimiento de elección de su Presi-
dente; la composición y funciones de la Diputación Permanente, las relaciones entre
Parlamento y Consejo de Gobierno; los períodos ordinarios de sesiones con la previsión,
en todo caso, de una semana de sesiones como mínimo en cada uno de los meses
comprendidos en los períodos mencionados en el apartado anterior; el número mínimo
de Diputados para la formación de los grupos Parlamentarios; el procedimiento legisla-
tivo; las funciones de la Junta de Portavoces y el procedimiento de elección de los Sena-
dores representantes de la Comunidad Autónoma. Los Grupos Parlamentarios partici-
parán en la Diputación Permanente y en todas las Comisiones en proporción a sus
miembros.

Artículo 28.
1. La circunscripción electoral es la provincia. Una ley del Parlamento andaluz distribuirá
el número total de Diputados. Ninguna provincia tendrá más del doble de Diputados que
otra.
2. La elección se verificará atendiendo a criterios de representación proporcional. Se
utilizará para ello el mismo sistema que rija para las elecciones al Congreso de los Dipu-
tados.
3. Las elecciones tendrá lugar entre los treinta y sesenta días posteriores a la expira-
ción del mandato. Los Diputados electos deberán ser convocados para la sesión cons-
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titutiva del Parlamento dentro de los veinticinco días siguientes a la celebración de las
elecciones.
4. Serán electores y elegibles todos los andaluces mayores de dieciocho años que
estén en pleno goce de sus derechos políticos. La Comunidad Autónoma facilitará el
ejercicio del derecho de voto a los andaluces que se encuentren fuera de Andalucía.

Artículo 29.
Una ley del Parlamento Andaluz regulará las causas de inelegibilidad e incompatibilidad
para las elecciones al mismo.

Artículo 30.
Corresponde al Parlamento de Andalucía:
1. El ejercicio de la potestad legislativa propia de la Comunidad Autónoma, así como el
de las facultades normativas atribuidas a la misma, en su caso, de acuerdo con los
apartados 1 y 2 del artículo 150 de la Constitución.
2. El ejercicio de la potestad legislativa para la ejecución, en su caso, de las leyes esta-
tales.
3. El control de la acción del Consejo de Gobierno.
4. La aprobación de los Presupuestos.
5. La aprobación de los Planes Económicos.
6. La ordenación básica de los órganos y servicios de la Comunidad Autónoma.
7. El control de los medios de comunicación social dependientes de la Comunidad Autó-
noma. 8.La potestad de establecer y exigir tributos.
9 .La elección del Presidente de la Junta
10 .La apreciación, en su caso, de la incapacidad del Presidente.
11. La presentación de proposiciones de ley al Congreso de los Diputados en los
términos del artículo 87 de la Constitución.
12. La designación de los Senadores que correspondan a la Comunidad Autónoma, de
acuerdo con el artículo 69,5 de la Constitución. Los Senadores serán designados en
proporción al número de miembros de los Grupos políticos representados en el Parla-
mento. Su mandato en el Senado estará vinculado a su condición de Diputados del
Parlamento Andaluz.
13. Las restantes que se deriven de este Estatuto y sus leyes.

Artículo 31.
1. El Parlamento ejerce la potestad legislativa mediante la elaboración y aprobación de
las leyes.
2. Las leyes de Andalucía serán promulgadas en nombre del Rey, por el Presidente de
la Junta, el cual ordenará la publicación de las mismas en el “Boletín Oficial de Anda-
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lucía” en el plazo de quince días desde su aprobación, así como el “Boletín Oficial del
Estado”. A efectos de su vigencia regirá la fecha de publicación en el Boletín Oficial de
Andalucía”.

Artículo 33.
1. La iniciativa legislativa corresponde a los Diputados, en los términos previstos en el
Reglamento del Parlamento, y al Consejo de Gobierno.
2. Una ley del Parlamento Andaluz, en el marco de la Ley Orgánica previsto en el artí-
culo 87, 3, de la Constitución, regulará tanto el ejercicio de la iniciativa legislativa de los
Ayuntamientos, como la iniciativa legislativa popular.

5. ASTURIAS:
Artículo 23.
1. La Junta General del Principado de Asturias representa al pueblo asturiano, ejerce la
potestad legislativa, aprueba los presupuestos, orienta y controla la acción del Consejo
de Gobierno y ejerce las restantes competencias que le confiere la Constitución, este
Estatuto y demás normas del ordenamiento jurídico.
2. La Junta General es inviolable.

Artículo 24.
Compete también a la Junta General:
1. Elegir de entre sus miembros al Presidente del Principado de Asturias.
2. Designar los Senadores a que se refiere el artículo 69,5, de la Constitución, con
arreglo a lo que establezca una ley de la Junta, que asegurará, en todo caso, la
adecuada representación proporcional.
3. Ejercitar la iniciativa legislativa según lo dispuesto en la Constitución.
4. Fijar las previsiones de índole política, social y económica que, de acuerdo con el
artículo 131,2, de la Constitución, haya de suministrar el principado de Asturias al
Gobierno para la elaboración de los proyectos de planificación.
5. Ejercer las competencias atribuidas por el artículo 10. 1.2.), al Principado de Astu-
rias en lo relativo a la alteración de los términos y denominaciones de los Concejos, así
como las facultades en relación a la creación de organizaciones territoriales en los
términos establecidos en dicho artículo.
6. Regular la delegación de competencias administrativas del Principado en uno o varios
municipios o en las organizaciones territoriales a que se hace referencia en el artículo
sexto.
7. (Modificado por LO 1/1999). Autorizar al Consejo de Gobierno la prestación del
consentimiento para obligarse en los convenios y acuerdos del Principado de Asturias



con otras Comunidades Autónomas, así como supervisar su ejecución. El Consejo de
Gobierno dará cuenta a la Junta General del resto de los convenios y acuerdos que obli-
guen al Principado.
8. Establecer tributos. Autorizar el recurso al crédito.
9. Aprobar el programa del Consejo de Gobierno y exigir su responsabilidad política en
la forma que determine una Ley de la Junta.
10. (Modificado por LO 1/1999) Examinar y aprobar la Cuenta General del Principado,
sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 35 ter y 55 de este Estatuto.
11. Interponer recursos de inconstitucionalidad y personarse ante el Tribunal Constitu-
cional en los supuestos y términos previstos en la Constitución y en la Ley Orgánica del
Tribunal Constitucional.
12. (Añadido por LO 1/1999). Recibir la información que ha de remitirle el Consejo de
Gobierno sobre tratados y convenios internacionales en cuanto se refieran a materias
de particular interés para el Principado de Asturias, emitiendo su parecer sobre los
mismos.

Artículo 24 bis. (Añadido por LO 1/1999)
1. La Junta General podrá delegar en el Consejo de Gobierno la potestad de dictar
normas con rango de ley.
2. Las disposiciones del Consejo de Gobierno que contengan legislación delegada reci-
birán el título de Decretos legislativos.
3. No podrá delegarse la aprobación de la Ley de Presupuestos ni la de normas con
rango de ley para las que este Estatuto, las leyes o el Reglamento de la Junta General
requieran mayorías cualificadas.
4. La delegación legislativa habrá de otorgarse al Consejo de Gobierno de forma
expresa para materia concreta y con fijación del plazo para su ejercicio. La delegación
se agota por el uso que de ella haga el Consejo de Gobierno mediante la publicación de
la norma correspondiente. No podrá entenderse concedida de modo implícito o por
tiempo indeterminado. Tampoco podrá permitir la subdelegación a autoridades distintas
del propio Consejo de Gobierno.
5. La delegación legislativa deberá otorgarse mediante una ley de bases cuando su
objeto sea la formación de textos articulados o por una ley ordinaria cuando se trate de
refundir varios textos legales en uno solo.
6. Las leyes de bases delimitarán con precisión el objeto y alcance de la delegación
legislativa y los principios y criterios que han de seguirse en su ejercicio. Las leyes de
bases no podrán en ningún caso autorizar su propia modificación ni facultar para dictar
normas con carácter retroactivo.
7. La autorización para refundir textos legales determinará el ámbito normativo a que
se refiere el contenido de la delegación, especificando si se circunscribe a la mera
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formulación de un texto único o si se incluye la de regularizar, aclarar y armonizar los
textos legales que han de ser refundidos.
8. Cuando una proposición de ley o una enmienda fuere contraria a la delegación legis-
lativa en vigor, el Consejo de Gobierno está facultado para oponerse a su tramitación.
En tal supuesto, podrá presentarse una proposición de ley para la derogación total o
parcial de la ley de delegación.
9. Sin perjuicio del control jurisdiccional, el Reglamento de la Junta General y las leyes
de delegación podrán establecer fórmulas adicionales de control.

Artículo 25. (Modificado por LO 1/1999)
1. La Junta General es elegida por un período de cuatro años mediante sufragio universal,
libre, igual, directo y secreto, con aplicación de un sistema de representación propor-
cional.
2. Por ley del Principado, cuya aprobación y reforma requiere el voto de la mayoría abso-
luta de la Junta General, se fijará el número de miembros, entre 35 y 45, sus causas de
inelegibilidad e incompatibilidad y las demás circunstancias del procedimiento electoral.
3. El Presidente del Principado, previa deliberación del Consejo de Gobierno y bajo su
exclusiva responsabilidad, podrá acordar la disolución de la Cámara, con anticipación al
término natural de la legislatura.
La disolución se acordará por Decreto, en el que se convocarán a su vez elecciones,
conteniéndose en el mismo cuantos requisitos exija la legislación electoral aplicable.
El Presidente no podrá acordar la disolución de la Cámara durante el primer período de
sesiones de la legislatura, cuando reste menos de un año para su terminación, ni cuando
se encuentre en tramitación una moción de censura. Tampoco podrá acordar la disolución
antes de que transcurra el plazo de un año desde la última disolución por este procedi-
miento.
En ningún supuesto podrá el Presidente disolver la Cámara cuando se encuentre convo-
cado un proceso electoral estatal.
En todo caso, la nueva Cámara que resulte de la convocatoria electoral tendrá un mandato
limitado por el término natural de la legislatura originaria.
4. Las elecciones serán convocadas por el Presidente del Principado en los términos
previstos en la Ley de Régimen Electoral General, de manera que se celebren el cuarto
domingo de mayo de cada cuatro años, sin perjuicio de lo que dispongan las Cortes Gene-
rales, con el fin exclusivo de coordinar el calendario de las diversas consultas electorales.
5. La Junta General electa será convocada por el Presidente del Principado cesante,
dentro de los quince días siguientes a la celebración de las elecciones.
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Artículo 26.
Los miembros de la Junta General del Principado:
1. No están vinculados por mandato imperativo.
2. Gozarán, aún después de haber cesado en su mandato de inviolabilidad por las
opiniones manifestadas en actos parlamentarios y por los votos emitidos en el ejercicio
de su cargo. Durante su mandato no podrán ser detenidos ni retenidos por los actos delic-
tivos cometidos en el territorio de Asturias, sino en caso de flagrante delito, correspon-
diendo decidir en todo caso sobre su inculpación, prisión, procesamiento y juicio al
Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma. Fuera de dicho territorio la
responsabilidad penal será exigible, en los mismos términos, ante la Sala de lo Penal del
Tribunal Supremo.
3. Tienen derecho a formular preguntas, interpelaciones y mociones en los términos en
que el Reglamento determine. También les asiste el derecho a obtener de las autoridades
de la Comunidad Autónoma la información precisa para el desarrollo de sus funciones.
4. (Modificado por LO 1/1999) Por el ejercicio de su cargo representativo, los Diputados
de la Junta General percibirán retribuciones. Las modalidades de las asignaciones serán
fijadas de acuerdo con lo que prevea el Reglamento de la Cámara.

Artículo 27.
1. (Modificado por LO 1/1999). La Junta General se reunirá anualmente en dos períodos
de sesiones, comprendidos entre septiembre y diciembre el primero, y entre febrero y
junio el segundo.
2. A petición del Consejo de Gobierno, de la Diputación Permanente o de la cuarta parte
de los miembros de la Junta, ésta podrá reunirse en sesión extraordinaria, que se clausu-
rará al agotar el orden del día determinado para el que fue convocada.
3. Las sesiones plenarias de la Junta son públicas, salvo en los casos previstos en el
Reglamento.
4. Para la deliberación y adopción de acuerdos, la Junta ha de estar reunida reglamenta-
riamente y con asistencia de la mayoría de sus miembros. Los acuerdos se adoptan por
mayoría de los presentes si el Estatuto, las Leyes o el Reglamento no exigen otras mayo-
rías más cualificadas.
5. El voto es personal y no delegable.

Artículo 28.
1. (Modificado por LO 1/1999) La Junta General aprueba su Presupuesto y el estatuto de
su personal, y establece su propio Reglamento, en el que se contendrá, además, el esta-
tuto de sus miembros. La aprobación del Reglamento y su reforma precisarán el voto favo-
rable de la mayoría absoluta.
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2. La Junta, en su primera sesión, elige su Presidente y demás componentes de la Mesa,
que no podrán ser en ningún caso miembros del Consejo de Gobierno ni Presidente del
mismo

Artículo 29.
1. La Junta General del Principado funciona en Pleno y en Comisiones.
2. Las Comisiones son permanentes y, en su caso, especiales o de investigación.
3. Mientras la Junta General del Principado no esté reunida o cuando hubiere expirado su
mandato, habrá una Diputación Permanente, cuyo procedimiento de elección, composi-
ción y funciones regulará el Reglamento.

Artículo 30.
Los componentes de la Junta se constituyen en Grupos, cuyas condiciones de formación,
organización y funciones fijará el Reglamento. Todo miembro de la Cámara deberá estar
adscrito a un Grupo y se garantizará la presencia de cada uno de éstos en las Comisiones
y Diputación Permanente en proporción a su importancia numérica.

Artículo 31. (Modificado por 1/1999)
1. La iniciativa para el ejercicio de la potestad legislativa reconocida en el artículo 23 de
este Estatuto corresponde a los miembros de la Junta General y al Consejo de Gobierno.
Por ley del Principado se regulará la iniciativa de los Ayuntamientos y la iniciativa popular
para las materias que sean competencia exclusiva de la Comunidad Autónoma.
2. Las leyes aprobadas por la Junta General serán promulgadas, en nombre del Rey, por
el Presidente del Principado, que dispondrá su publicación en el “Boletín Oficial del Princi-
pado de Asturias”, en el plazo de quince días desde su aprobación, y en el “Boletín Oficial
del Estado”. Los Reglamentos serán publicados por orden del Presidente del Principado,
dentro del mismo plazo, en el “Boletín Oficial del Principado de Asturias”.

6. CANTABRIA:
Artículo 8. (Modificado por LO 11/1998)
1. El Parlamento de Cantabria representa al pueblo cántabro y es a esta institución a la
que corresponde expresar la voluntad política de aquél, ejercer la potestad legislativa,
aprobar sus presupuestos, impulsar y controlar la acción del Gobierno y ejercer las demás
competencias que le confiere la Constitución, el presente Estatuto y las demás normas del
ordenamiento jurídico.
2. El Parlamento de Cantabria es inviolable.



Artículo 9. (Modificado por LO 11/1998)
Corresponde al Parlamento de Cantabria:
1. Ejercer la potestad legislativa en materia de su competencia. El Parlamento sólo
podrá delegar esta potestad legislativa en el Gobierno en los términos que establecen
los artículos 82, 83 y 84 de la Constitución para el supuesto de la delegación legisla-
tiva de las Cortes Generales al Gobierno del Estado, todo ello en el marco del presente
Estatuto.
2. Ejercer la iniciativa legislativa y solicitar del Gobierno del Estado la adopción de
proyectos de Ley, según lo dispuesto en la Constitución.
3. Fijar las previsiones de índole política, social y económica que, de acuerdo con el
artículo 131, apartado 2, de la Constitución, haya de suministrar la Comunidad Autó-
noma al Gobierno del Estado para la elaboración de los proyectos de planificación.
4. Aprobar los convenios a realizar con otras Comunidades Autónomas y los acuerdos
de cooperación con las mismas, a que se refiere el artículo 31 del presente Estatuto.
5. Impulsar y controlar la acción política del Gobierno.
6. Aprobar los presupuestos y cuentas de la Comunidad Autónoma sin perjuicio del
control que corresponda al Tribunal de Cuentas, con arreglo al artículo 153 de la Cons-
titución.
7. Aprobar los planes de fomento de interés general para la Comunidad Autónoma.
8. Designar para cada legislatura del Parlamento de Cantabria a los Senadores o Sena-
doras representantes de la Comunidad Autónoma de Cantabria, de acuerdo con lo
previsto en el artículo 69, apartado 5, de la Constitución, por el procedimiento que al
efecto señale el propio Parlamento. Estos Senadores o Senadoras deberán ser Dipu-
tados o Diputadas del Parlamento de Cantabria y cesarán como Senadores o Sena-
doras, además de lo dispuesto en la Constitución, cuando cesen como Diputados o
Diputadas del Parlamento de Cantabria.
9. Elegir de entre sus miembros al Presidente de la Comunidad Autónoma de Cantabria.
10. Exigir, en su caso, responsabilidad política al Gobierno a su Presidente.
11. Interponer recursos de inconstitucionalidad y personarse ante el Tribunal Constitu-
cional, en los términos previstos en la Constitución y en la Ley Orgánica del Tribunal
Constitucional.
12. Controlar los medios de comunicación social cuya titularidad corresponda a la
Comunidad Autónoma.
13. Recibir la información que proporcione el Gobierno del Estado en orden a tratados
internacionales y otros proyectos que afecten al interés de la Comunidad Autónoma.
14. Cualesquiera otras que le correspondan de acuerdo con la Constitución, las leyes y
el presente Estatuto.
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Artículo 10.
1. El Parlamento estará constituido por Diputados y Diputadas elegidos por sufragio
universal, igual, libre, directo y secreto, y de acuerdo con un sistema proporcional.
2. La circunscripción electoral será la Comunidad Autónoma.
3. (Modificado por LO 7/1991) El Parlamento será elegido por un período de cuatro
años sin perjuicio de los casos de disolución anticipada. El mandato de los Diputados y
Diputadas termina cuatro años después de su elección o el día de la disolución de la
Cámara. Las elecciones serán convocadas por el Presidente de la Comunidad Autó-
noma en los términos previstos en la Ley que regule el Régimen Electoral General, de
manera que se realicen el cuarto domingo de mayo cada cuatro años. El Parlamento
electo será convocado por el Presidente cesante de la Comunidad Autónoma dentro de
los veinticinco días siguientes a la celebración de las elecciones.
4. Una Ley del Parlamento de Cantabria regulará el procedimiento para la elección de
sus miembros, fijando su número que estará comprendido entre treinta y cinco y
cuarenta y cinco, así como las causas de inelegibilidad e incompatibilidad que afecten
a los mismos.

Artículo 11.( Modificado por LO 11/1998)
1. Los Diputados y Diputadas del Parlamento de Cantabria gozarán, aun después de
haber cesado en su mandato, de inviolabilidad por las opiniones manifestadas en actos
parlamentarios y por los votos emitidos en el ejercicio de su cargo.
Durante su mandato no podrán ser detenidos ni retenidos por los actos delictivos come-
tidos en el territorio de Cantabria, sino en caso de flagrante delito, correspondiendo
decidir en todo caso sobre su inculpación, prisión, procesamiento y juicio al Tribunal
Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma. Fuera de dicho territorio la responsa-
bilidad penal será exigible, en los mismos términos, ante la Sala de lo Penal del Tribunal
Supremo.
2. Los Diputados no estarán sujetos a mandato imperativo.

Artículo 12. (Modificado por LO 11/1998)
1. El Parlamento elegirá de entre sus miembros un Presidente y la Mesa. El Reglamento,
que deberá ser aprobado por mayoría absoluta, regulará su composición, régimen y
funcionamiento.
2. El Parlamento de Cantabria fijará su propio presupuesto.
3. El Parlamento funcionará en Pleno y en Comisiones y se reunirá en sesiones ordina-
rias o extraordinarias. Los períodos ordinarios de sesiones serán los comprendidos
entre septiembre y diciembre, el primero, y entre febrero y junio, el segundo.
Las sesiones extraordinarias habrán de ser convocadas por su Presidente, con especi-
ficación, en todo caso, del orden del día, a petición de la Diputación Permanente, de
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una quinta parte de los miembros del Parlamento o del número de grupos parlamenta-
rios que el Reglamento determine, así como a petición del Gobierno.
Para la deliberación y adopción de acuerdos, el Parlamento deberá estar reunido regla-
mentariamente y con asistencia de la mayoría de sus miembros. Los acuerdos se adop-
tarán por mayoría de los Diputados y Diputadas presentes si el Estatuto, las Leyes o el
Reglamento no exigen otras mayorías más cualificadas.
El voto es personal y no delegable.
4. Las sesiones plenarias del Parlamento son públicas, salvo en los casos excepcio-
nales previstos en su Reglamento.
5. Las comisiones son permanentes y en su caso especiales o de investigación.
6. El Reglamento precisará el número mínimo de Diputados para la formación de Grupos
Parlamentarios, la intervención de éstos en el proceso legislativo y las funciones de la
Junta de Portavoces de aquéllos. Los Grupos Parlamentarios participarán en las Comi-
siones en proporción al número de sus miembros.

Artículo 13. (Modificado por LO 11/1998)
El Presidente del Parlamento coordina los trabajos del Parlamento y de sus Comisiones
y dirige los debates. La Mesa asiste al Presidente en sus funciones y establece el orden
del día, oída la Junta de Portavoces.

Artículo 14. (Modificado por LO 11/1998)
Entre los períodos de sesiones ordinarias y cuando hubiere expirado el mandato del
Parlamento, habrá una Diputación Permanente cuyo procedimiento de elección, compo-
sición y funciones regulará el Reglamento, respetando, en todo caso, la proporciona-
lidad de los distintos grupos parlamentarios.

Artículo 15. (Modificado por LO 11/1998)
1. En el marco del presente Estatuto la iniciativa legislativa corresponde a los Diputados
y Diputadas y al Gobierno. La iniciativa popular para la presentación de proposiciones
de Ley que hayan de ser tramitadas por el Parlamento de Cantabria, se regulará por
éste mediante Ley, que deberá ser aprobada por mayoría absoluta.
2. Las leyes de Cantabria serán promulgadas, en nombre del Rey, por el Presidente de
la Comunidad Autónoma y publicadas en el “Boletín Oficial de Cantabria” y en el “Boletín
Oficial del Estado”.
Entrarán en vigor a los veinte días de su publicación en el “Boletín Oficial de Cantabria”,
salvo que la propia Ley establezca otro plazo.

Disposición Adicional Tercera. (Añadida por LO 11/1998)
La celebración de elecciones atenderá a lo que dispongan las Cortes Generales, con el
fin exclusivo de coordinar el calendario de las diversas consultas electorales.
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7. LA RIOJA:
Artículo 17. (Modificado por LO 2/1999,)
1. El Parlamento será elegido por sufragio universal, libre, igual, directo y secreto. Una
Ley electoral del Parlamento de La Rioja, que requerirá la mayoría de dos tercios de sus
miembros para su aprobación, regulará el proceso de elecciones, así como las causas
de inelegibilidad e incompatibilidad de los Diputados, su cese y sustitución, asegurando
la proporcionalidad del sistema.
2. Dicha Ley fijará también el número de Diputados que constituirán el Parlamento, con
un mínimo de 32 y un máximo de 40.
3. La circunscripción electoral será la Comunidad Autónoma de La Rioja.
4. El Parlamento será elegido por un plazo de cuatro años, sin perjuicio de los casos
de disolución anticipada. El mandato de los Diputados termina cuatro años después de
su elección o el día de la disolución de la Cámara.
5. La convocatoria de elecciones se realizará por el Presidente de la Comunidad Autó-
noma, pudiendo coincidir con las elecciones locales.
6. El Presidente de la Comunidad Autónoma, previa deliberación del Gobierno y bajo su
exclusiva responsabilidad, podrá acordar la disolución del Parlamento con anticipación
al término natural de la legislatura.
La disolución se acordará por Decreto, en el que se convocarán a su vez elecciones,
conteniéndose en el mismo cuantos requisitos exija la legislación electoral aplicable.
El Presidente no podrá acordar la disolución del Parlamento durante el primer período
de sesiones de la legislatura, cuando reste menos de un año para su terminación ni
cuando se encuentre en tramitación una moción de censura. Tampoco podrá acordar la
disolución antes de que transcurra el plazo de un año desde la última disolución por este
procedimiento. En ningún supuesto podrá el Presidente disolver el Parlamento cuando
se encuentre convocado un proceso electoral estatal.
En todo caso, la nueva Cámara que resulte de la convocatoria electoral tendrá un
mandato limitado por el término natural de la legislatura originaria.
7. Los miembros del Parlamento gozarán, aun después de haber cesado en su
mandato, de inviolabilidad por las opiniones manifestadas en el ejercicio de sus
funciones. Durante su mandato no podrán ser detenidos ni retenidos por los actos delic-
tivos cometidos en el territorio de La Rioja, sino en caso de flagrante delito, corres-
pondiendo decidir, en todo caso, sobre su inculpación, prisión, procesamiento y juicio,
al Tribunal Superior de Justicia de La Rioja. Fuera de dicho territorio la responsabilidad
penal será exigible, en los mismos términos, ante la Sala de lo Penal del Tribunal
Supremo.
8. Los Diputados no estarán sujetos a mandato imperativo.



221

PARLAMENTO 2.2.

Artículo 18 (Modificado por LO 2/199,).
1. El Parlamento elegirá de entre sus miembros a un Presidente y a la Mesa.
2. El Reglamento del Parlamento, que deberá ser aprobado por mayoría absoluta de sus
miembros, regulará su composición, régimen y funcionamiento.
3. El Parlamento fijará su propio presupuesto y el estatuto de su personal.
4. El Parlamento funcionará en Pleno y en Comisiones.
5. Se reunirá anualmente en dos períodos ordinarios de sesiones: el primero, de
septiembre a diciembre, y el segundo, de febrero a junio.
A petición del Gobierno, de la Diputación Permanente o de la quinta parte de los miem-
bros del Parlamento, éste podrá reunirse en sesión extraordinaria, que se clausurará al
agotar el orden del día determinado para el que fue convocado.
6. En los períodos en que el Parlamento no esté reunido o cuando hubiere expirado su
mandato, habrá una Diputación Permanente, cuyo procedimiento de elección, compo-
sición y funciones determinará el Reglamento.
7. Para la deliberación y adopción de acuerdos, el Parlamento deberá reunirse regla-
mentariamente y con asistencia de la mitad más uno de sus miembros. Los acuerdos
se adoptarán por mayoría de los presentes si el Estatuto, las Leyes o el Reglamento no
exigen otro tipo de mayoría más cualificada.
8. El voto es personal e indelegable.

Artículo 19. (Modificado por LO 2/1999)
1. El Parlamento, de conformidad con la Constitución, el presente Estatuto y el resto
del ordenamiento jurídico, ejerce las siguientes funciones:
a) La potestad legislativa de la Comunidad Autónoma en el ámbito de su competencia.
b) El desarrollo de la legislación del Estado en aquellas materias que así le corresponda.
c) Elegir, de entre sus miembros, al Presidente de la Comunidad Autónoma.
d) Aprobar los presupuestos de la Comunidad Autónoma y la rendición anual de cuentas,
sin perjuicio del control que corresponda al Tribunal de Cuentas, con arreglo al apartado
d) del artículo 153 de la Constitución.
e) Impulsar y controlar la acción del Gobierno.
f) Aprobar los planes de fomento de interés general de la Comunidad Autónoma.
g) Aprobar la ordenación comarcal y la alteración de los términos municipales existentes en
La Rioja, sus denominaciones y capitalidad, de conformidad con lo previsto en el artículo
veintisiete.
h) Autorizar las transferencias de competencias de la Comunidad Autónoma en favor de
Entes Locales incluidos en su territorio.
i) Ejercer la iniciativa legislativa y de reforma de la Constitución, según lo dispuesto en
los artículos 87 y 166 de la misma.
j) Interponer recursos ante el Tribunal Constitucional y personarse ante el mismo en las
actuaciones en que así proceda.



k) Establecer y exigir tributos, autorizar, mediante Ley, el recurso al crédito o la pres-
tación de aval a corporaciones públicas, personas físicas o jurídicas.
l) Designar para cada legislatura del Parlamento de La Rioja a los Senadores represen-
tantes de la Comunidad Autónoma, según lo previsto en el apartado 5 del artículo 69
de la Constitución, por el procedimiento determinado por el propio Parlamento. Los
Senadores serán designados en proporción al número de miembros de los grupos polí-
ticos con representación en el Parlamento. Su mandato en el Senado estará vinculado
a su condición de Diputados en el Parlamento Riojano.
ll) Autorizar y aprobar los convenios a que se refiere el artículo catorce del presente
Estatuto, de acuerdo con los procedimientos que en el mismo se establecen y super-
visar su ejecución, por el procedimiento que el propio Parlamento determine.
m) Colaborar con las Cortes Generales y con el Gobierno de la Nación en orden a lo
dispuesto en el artículo 131 de la Constitución y en cuantos supuestos haya de sumi-
nistrar datos aquél para la elaboración de proyectos de planificación.
n) Ejercer, en general, cuantas competencias le sean atribuidas por la Constitución, por
el presente Estatuto y por las Leyes del Estado y de La Rioja.
2. El Parlamento de La Rioja tiene su sede en la ciudad de Logroño, pudiendo celebrar
reuniones en otros lugares de La Rioja en la forma y supuestos que determine su propio
Reglamento.
3. El Parlamento de La Rioja podrá delegar su potestad legislativa en el Gobierno, en
los términos del presente Estatuto y con iguales requisitos a los establecidos en los artí-
culos 82, 83 y 84 de la Constitución.

Artículo 20 (Modificado por LO 2/1999).
La iniciativa legislativa, en el ámbito reconocido en el presente capítulo a la Comunidad
Autónoma, corresponde a los Diputados, al Gobierno y al pueblo riojano en los términos
que establezca una Ley del Parlamento de La Rioja.

Artículo 21 (Modificado por LO 2/1999).
1. Las Leyes serán promulgadas en nombre del Rey por el Presidente de la Comunidad
Autónoma, que ordenará su publicación en un plazo máximo de quince días desde su
aprobación en el Boletín Oficial de La Rioja, así como en el Boletín Oficial del Estado.
2. Las Leyes y Reglamentos a que se refiere el párrafo anterior entrarán en vigor a los
veinte días siguientes a su publicación en el Boletín Oficial de La Rioja, salvo que la
propia norma establezca otro plazo.

Disposición Adicional Tercera (Modificado por LO 2/1999)
La celebración de elecciones atenderá a lo que dispongan las Cortes Generales, con el
fin exclusivo de coordinar el calendario de las diversas consultas electorales.
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8. REGIÓN DE MURCIA:
Artículo 21.
1. La Asamblea Regional representa al pueblo de la Región de Murcia.
2. La Asamblea Regional es inviolable.

Artículo 22.
La Asamblea Regional ostenta la potestad legislativa y, en el ejercicio de sus funciones, le
corresponde: Aprobar los presupuestos; impulsar, orientar y controlar la acción del
Consejo de Gobierno y del Presidente, y, en general, en el ejercicio de las competencias
que le confieren la Constitución, este Estatuto y demás normas del ordenamiento jurídico.

Artículo 23. (Modificado por LL.OO 1/1991 y 1/1998)
Compete también a la Asamblea Regional:
1º Elegir de entre sus miembros al Presidente de la Comunidad Autónoma.
2º Designar para cada legislatura de la Asamblea Regional, los Senadores a que se
refiere el artículo 69.5 de la Constitución con arreglo a lo que establezca una Ley de la
Asamblea, que asegurará en todo caso la adecuada representación proporcional.
3º Solicitar del Gobierno la formulación de proyectos de Ley y presentar ante el
Congreso de los Diputados proposiciones de Ley en los términos previstos en el artí-
culo 87.2 de la Constitución.
4º Fijar las previsiones de índole política, económica y social que, de acuerdo con el artí-
culo 131.2 de la Constitución, haya de suministrar la Comunidad Autónoma al Gobierno
para la elaboración de los proyectos de planificación económica general.
5º Ejercer las competencias atribuidas por el presente Estatuto a la Región, en relación
con la supresión y alteración de los términos y denominaciones de los municipios y la
creación de otras entidades territoriales.
6º Regular la delegación de competencias administrativas de la Región en uno o varios
municipios o en las entidades territoriales a que hace referencia el artículo 3 de este
Estatuto.
7º Autorizar la prestación del consentimiento para obligarse por los convenios y demás
acuerdos de cooperación en que la Comunidad Autónoma sea parte, así como super-
visar su ejecución.
8º Establecer y exigir tributos según lo previsto en el artículo 133.2 de la Constitución.
Autorizar la solicitud y concertación de créditos.
9º Aprobar el programa del Consejo de Gobierno y exigir, en su caso, responsabilidad
política en la forma que determine una Ley de la Asamblea.
10º Examinar y aprobar la Cuenta General de la Comunidad Autónoma.
11º Interponer el recurso de inconstitucionalidad contra leyes, disposiciones o actos
con fuerza de ley del Estado que puedan afectar al ámbito de autonomía de la Región,
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de acuerdo con lo dispuesto en la Constitución y en la Ley Orgánica del Tribunal Cons-
titucional.

Artículo 24. (Modificado por LLOO 1/1991 y 1/1998)
1. La Asamblea Regional estará constituida por Diputados elegidos por un período de
cuatro años mediante sufragio universal, libre, igual, directo y secreto. El sistema elec-
toral será proporcional.
2. La Asamblea Regional fijará por Ley el número de sus miembros, que no será infe-
rior a cuarenta y cinco ni superior a cincuenta y cinco Diputados Regionales; las causas
de inelegibilidad e incompatibilidad; la circunscripción o circunscripciones y el procedi-
miento electoral, así como los requisitos para la convocatoria y celebración de elec-
ciones.
3. Las elecciones serán convocadas por el Presidente de la Comunidad Autónoma en
los términos previstos en la Ley que regula el Régimen Electoral General, de manera
que se realicen el cuarto domingo de mayo cada cuatro años, sin perjuicio de lo que
dispongan las Cortes Generales, con el fin exclusivo de coordinar el calendario de las
diversas consultas electorales.
4. La Asamblea electa será convocada por el Presidente cesante de la Comunidad Autó-
noma, dentro de los treinta días siguientes al de celebración de las elecciones.

Artículo 25. (Modificado por LO 1/1998)
Los Diputados regionales:
1. No están sujetos a mandato imperativo.
2. Gozarán, aun después de haber cesado en su mandato, de inviolabilidad por los
votos y opiniones que emitan en el ejercicio de sus funciones, que se entienden
asumidos, a estos efectos, desde el acto de su proclamación.
Durante su mandato no podrán ser detenidos ni retenidos por los presuntos actos delic-
tivos cometidos en el territorio de la Región, sino en caso de flagrante delito, en tanto
decide el Tribunal Superior de Justicia sobre su inculpación, prisión, procesamiento y
juicio. Fuera de la Región, la responsabilidad penal será exigible en los mismos términos
ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.
3. Tienen derecho a formular preguntas, interpelaciones y mociones en los términos
que el Reglamento determine. También les asiste el derecho a obtener de las autori-
dades públicas la información precisa para el desarrollo de sus funciones, salvo que se
trate de actuaciones o materias en que el funcionario se halle obligado por ley a guardar
secreto.
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Artículo 26. (Modificado por LO 1/1998)
1. La Asamblea Regional se reunirá en dos períodos ordinarios de sesiones, compren-
didos entre septiembre y diciembre el primero y febrero y junio, el segundo.
2. A petición del Consejo de Gobierno, de la Diputación Permanente de la Asamblea
Regional, o de la cuarta parte de los Diputados regionales, la Asamblea deberá reunirse
en sesión extraordinaria, que se clausurará al agotar el orden del día para el que fue
convocada.
3. Las sesiones plenarias de la Asamblea son públicas, salvo en los casos previstos en
el Reglamento.
4. Para la deliberación y adopción de acuerdos la Asamblea ha de estar reunida regla-
mentariamente y con asistencia de la mayoría de sus miembros. Los acuerdos se adop-
tarán por mayoría simple, salvo que el Estatuto, las Leyes o el Reglamento exijan otras
mayorías.
5. El voto es personal e indelegable.

Artículo 27. (Modificado por LO 1/1998)
1. La Asamblea Regional, en el ejercicio de su autonomía, establece su propio Regla-
mento, aprueba su presupuesto y regula el Estatuto de sus miembros y el régimen de
su personal. La aprobación del Reglamento y su reforma precisan el voto final favorable
de la mayoría de los miembros de la Asamblea.
2. La Asamblea Regional elegirá de entre sus miembros a su Presidente y a los demás
componentes de la Mesa, que en ningún caso podrán ser miembros del Consejo de
Gobierno. El Reglamento regulará la composición, régimen y funcionamiento de la
Mesa.
3. La Asamblea Regional únicamente podrá ser disuelta en el supuesto de no elegirse
Presidente de la Comunidad Autónoma en el plazo de dos meses, de acuerdo con lo
dispuesto en el artículo 31.1 de este Estatuto.
4. Además el Presidente, previa deliberación del Consejo de Gobierno y bajo su exclu-
siva responsabilidad, podrá acordar la disolución de la Asamblea Regional con anticipa-
ción al término natural de la legislatura. La disolución se acordará por Decreto, en el
que se convocarán, a su vez, elecciones, conteniéndose en el mismo cuantos requisitos
exija la legislación electoral aplicable.
El Presidente no podrá acordar la disolución de la Asamblea durante el primer período
de sesiones de la legislatura, cuando reste menos de un año para su terminación, ni
cuando se encuentre en tramitación una moción de censura.
Tampoco podrá acordar la disolución antes de que transcurra el plazo de un año desde
la última disolución por este procedimiento.
En ningún supuesto podrá el Presidente disolver la Asamblea cuando se encuentre
convocado un proceso electoral estatal.
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5. En todo caso la nueva Cámara que resulte de las convocatorias electorales previstas
en los apartados 3 y 4 tendrá un mandato limitado por el término natural de la legisla-
tura originaria.

Artículo 28.
1. La Asamblea Regional funciona en Pleno y en Comisiones.
2. Las Comisiones son permanentes y, en su caso, especiales o de investigación.
3. Una Diputación Permanente, elegida de entre sus miembros por la Asamblea
Regional, asumirá las funciones de ésta cuando no esté reunida o haya expirado su
mandato. El Reglamento determinará su composición, régimen y funcionamiento.

Artículo 29.
Los Diputados regionales se constituyen en grupos, cuyas condiciones de formación y
funciones fijará el Reglamento. Todo miembro de la Cámara deberá estar adscrito a un
grupo y se garantizará la presencia de cada uno de éstos en las Comisiones y Diputa-
ción Permanente en proporción a su importancia numérica.

Artículo 30.
1. La iniciativa para el ejercicio de las potestades reconocidas en el artículo 23 corres-
ponde a los miembros de la Asamblea y al Consejo de Gobierno. Por Ley de la Asam-
blea se regulará la iniciativa de los municipios y de las comarcas a través de sus
órganos colegiados representativos, así como la iniciativa popular, de acuerdo con lo
que disponga la legislación del Estado.
2. Las Leyes aprobadas por la Asamblea serán promulgadas en el plazo de quince días
desde su aprobación, en nombre del Rey, por el Presidente de la Comunidad Autónoma,
que dispondrá su inmediata publicación en el Boletín Oficial de la Región de Murcia. Para
su publicación en el Boletín Oficial del Estado se estará a lo que dispongan las leyes
generales. A efectos de su vigencia regirá la fecha de la publicación en el Boletín Oficial
de la Región de Murcia.

9. COMUNIDAD VALENCIANA:
Artículo 10.
La potestad legislativa dentro de la Comunidad corresponde a las Cortes Valencianas,
que representan al pueblo. Las Cortes Valencianas son inviolables.

Artículo 11.
Son funciones de las Cortes Valencianas:
a) Aprobar los presupuestos de la Generalidad Valenciana y las emisiones de Deuda
Pública.



b) Controlar la acción del Gobierno valenciano.
c) Elegir al Presidente de la Generalidad Valenciana.
d) Exigir, en su caso, la responsabilidad política del Presidente y del Gobierno.
e) Ejercer el control parlamentario sobre la acción de la Administración situada bajo la
autoridad de la Generalidad Valenciana. A tal efecto, podrían crearse, en su caso, comi-
siones especiales de investigación o atribuirse esta facultad a las comisiones perma-
nentes.
f) Presentar a la Mesa del Congreso proposiciones de ley y a nombrar a los Diputados
encargados de defenderlas.
g) Solicitar del Gobierno del Estado la adopción de proyectos de ley.
h) Interponer recursos de inconstitucionalidad, así como personarse ante el Tribunal
Constitucional.
i) Aprobar, a propuesta del Gobierno valenciano, los convenios y acuerdos de coopera-
ción con el Estado y las demás Comunidades Autónomas.
j) Designar a los Senadores que han de representar a la Comunidad Autónoma Valen-
ciana, según lo previsto en el artículo sesenta y nueve coma cinco de la Constitución
k) Cuantas otras le atribuyan las leyes y el presente Estatuto.

Artículo 12.
1. Las Cortes Valencianas estarán constituidas por un número de Diputados no inferior
a setenta y cinco ni superior a cien, elegidos mediante sufragio universal, libre, igual,
directo y secreto, en la forma que determine la Ley Electoral Valenciana, atendiendo a
criterios de proporcionalidad y, en su caso, de comarcalización.
2. Para poder obtener escaño y ser proclamados electos, los candidatos de cualquier
circunscripción deberán haber sido presentados por partidos o coaliciones que
obtengan un número de votos superior al cinco por ciento de los emitidos en la Comu-
nidad Autónoma Valenciana.
3. Los miembros de las Cortes Valencianas gozarán, aun después de haber cesado en
su mandato, de inviolabilidad por las opiniones manifestadas en actos parlamentarios,
y por los votos emitidos en el ejercicio de su cargo.
Durante su mandato no podrán ser detenidos ni retenidos por actos delictivos come-
tidos en el territorio de la Comunidad Valenciana, sino en caso de flagrante delito,
correspondiendo decidir en todo caso sobre su inculpación, prisión, procesamiento y
juicio al Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma. Fuera de dicho terri-
torio la responsabilidad penal será exigible, en los mismos términos, ante la Sala de lo
Penal del Tribunal Supremo.
4. (Modificado por LO 4/1991) El mandato de las Cortes Valencianas será de cuatro
años. Las elecciones se celebrarán el cuarto domingo de mayo cada cuatro años, en
los términos previstos en la Ley que regule el régimen electoral general. En todo caso,

227

PARLAMENTO 2.2.



las Cortes Valencianas electas se constituirán en el plazo máximo de noventa días, a
contar desde la expiración del mandato.

Artículo 13.
La Ley Electoral Valenciana, prevista en el apartado uno del artículo anterior, será apro-
bada en votación de conjunto por las tres quintas partes de las Cortes Valencianas y
contemplará un mínimo de veinte Diputados por cada circunscripción, atendiendo a
criterios de proporcionalidad respecto a la población, de modo que el sistema resul-
tante no establezca una desproporción que exceda de la relación de uno a tres.

Artículo 14.
1. Las Cortes Valencianas aprobarán su Reglamento de Régimen Interno y nombrarán
a su Presidente, su Mesa y una Diputación Permanente.
2. Las Cortes Valencianas funcionarán en Pleno o en Comisiones. Podrán delegar en las
Comisiones la elaboración de leyes, sin perjuicio de que el Pleno pueda recabar el
debate y votación de las mismas.
3. Las Cortes Valencianas se reunirán en sesiones ordinarias y extraordinarias. Los perí-
odos ordinarios comprenderán cuatro meses y se celebrarán entre septiembre y
diciembre el primero, y entre febrero y junio el segundo. Las sesiones extraordinarias
serán convocadas por su Presidente, a propuesta del «Consell» de la Diputación Perma-
nente o a petición de una quinta parte de los Diputados o del número de Grupos Parla-
mentarios que determine el Reglamento de Régimen Interior. Las sesiones extraordina-
rias se clausurarán una vez agotado el orden del día determinado para el que fueron
convocadas.
4. Las Cortes Valencianas adoptan sus acuerdos por mayoría simple, salvo expresa
disposición en contrario. Para validez de sus acuerdos es necesaria la presencia de al
menos la mitad más uno de los Diputados.
5. La iniciativa legislativa corresponde a los Grupos Parlamentarios, al Gobierno valen-
ciano y al Cuerpo electoral. La iniciativa popular para la presentación de proposiciones
de ley que hayan de ser tramitadas por las Cortes Valencianas se regulará por éstas
mediante ley, en el marco de la Ley Orgánica prevista en el artículo ochenta y siete, tres,
de la Constitución.
6. Las leyes de la Generalidad Valenciana serán promulgadas, en nombre del Rey, por
su Presidente y publicadas en el «Diario Oficial de la Generalidad Valenciana», en el plazo
de quince días, desde su aprobación, y en el «Boletín Oficial del Estado».
A efectos de su vigencia, regirá la fecha de su publicación en el «Diario Oficial de la
Generalidad Valenciana».
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10. ARAGÓN:
Artículo 12. (Modificado por LO 5/1996)
Las Cortes de Aragón representan al pueblo aragonés, ejercen la potestad legislativa
de la Comunidad Autónoma, aprueban sus presupuestos, impulsan y controlan la acción
de la Diputación General, y ejercen las demás competencias que les confieren la Cons-
titución, este Estatuto y las demás normas del ordenamiento jurídico.
Las Cortes de Aragón son inviolables.

Artículo 14. (Modificado por LO 5/1996)
1. Las Cortes de Aragón establecerán su propio reglamento, aprobarán su presupuesto
y regularán el estatuto de sus funcionarios y personal. El reglamento se aprobará por
mayoría absoluta de sus miembros.
2. Las Cortes de Aragón elegirán, de entre sus miembros, a un Presidente, una Mesa y
una Diputación Permanente.
3. Las Cortes funcionarán en Pleno y en Comisiones.
4. Las Comisiones serán permanentes y, en su caso, especiales o de investigación. Las
Comisiones Permanentes tendrán como misión fundamental dictaminar los proyectos
de ley, para su posterior debate y aprobación en el Pleno.
5. Durante el tiempo que las Cortes de Aragón no estén reunidas o cuando hubiere expi-
rado su mandato se constituirá una Diputación Permanente, cuya composición, elección
de sus miembros, procedimientos de actuación y funciones regulará el propio regla-
mento de las Cortes.
6. Los Diputados de las Cortes de Aragón se constituirán en grupos parlamentarios,
cuyas condiciones de formación, organización y funciones regulará el reglamento de la
Cámara. Dichos grupos parlamentarios participarán en la Diputación Permanente y
Comisiones, en proporción a su importancia numérica.
7. Las Cortes de Aragón se reunirán en sesiones ordinarias y extraordinarias.
8. Los períodos ordinarios de sesiones tendrán lugar entre septiembre y diciembre, el
primero, y entre febrero y junio, el segundo.
9. Las sesiones extraordinarias serán convocadas por el Presidente de las Cortes de
Aragón, con especificación, en todo caso, del orden del día, a petición de la Diputación
Permanente, de una quinta parte de los Diputados o del número de grupos parlamen-
tarios que el reglamento de las Cortes determine, así como a petición de la Diputación
General.

Artículo 15.
1. Las Cortes de Aragón ejercen la potestad legislativa propia de la Comunidad.
2. La potestad legislativa de las Cortes de Aragón será únicamente delegable en la Dipu-
tación General, en los términos previstos en los artículos 82, 83 y 84 de la Constitu-
ción.



3. La iniciativa legislativa corresponde a los miembros de las Cortes de Aragón y a la
Diputación General, en los términos que establezca una Ley de Cortes. Por Ley de
Cortes de Aragón se regulará la iniciativa legislativa popular.

Artículo 16. (Modificado por LO 5/1996)
Es también competencia de las Cortes de Aragón:
a) La elección, de entre sus miembros, del Presidente de la Diputación General.
b) La designación de los Senadores a que se refiere el artículo 69.5 de la Constitución.
Esta designación deberá hacerse en proporción al número de Diputados de cada grupo
parlamentario, en los términos que establezca una ley de Cortes de Aragón.
c) El ejercicio de la iniciativa legislativa prevista en el artículo 87.2 de la Constitución.
d) El ejercicio de la iniciativa de reforma de la Constitución, según lo dispuesto en el artí-
culo 166 de la misma.
e) La fijación de las previsiones de índole política, social y económica que, de acuerdo
con el artículo 131.2 de la Constitución, haya de suministrar la Comunidad Autónoma
de Aragón al Gobierno de la Nación, para la elaboración de los proyectos de planifica-
ción.
f) La ratificación de los acuerdos y convenios de cooperación en los que la Comunidad
Autónoma de Aragón sea parte, en los supuestos a que hace referencia el artículo
145.2 de la Constitución y en aquellos casos en que sea legalmente exigible.
g) La aprobación del programa de la Diputación General.
h) El examen y la aprobación de sus cuentas y de las cuentas de la Comunidad Autó-
noma, sin perjuicio del control que corresponda al Tribunal de Cuentas con arreglo a lo
dispuesto en el artículo 153 de la Constitución.
i) La interposición del recurso de inconstitucionalidad previsto en el artículo 162 de la
Constitución y la personación ante el Tribunal Constitucional en los conflictos de compe-
tencias a que se refiere la letra c) del apartado uno del artículo 161 de la misma.
j) La aprobación de los planes generales relativos al desarrollo económico de la Comu-
nidad Autónoma de Aragón, dentro de los objetivos marcados por la política económica
general.
k) La recepción de la información que proporcionará el Gobierno de la Nación sobre
tratados internacionales y proyectos de legislación aduanera, en cuanto se refieran a
materias de particular interés para Aragón.
l) El ejercicio de la potestad tributaria y la autorización del recurso al crédito.
ll) El control de los medios de comunicación social cuya titularidad corresponda a la
Comunidad Autónoma.
m) El control del uso de la delegación legislativa a que hace referencia el artículo 15.2,
sin perjuicio del control por los tribunales.
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Artículo 17.
1. Las Cortes de Aragón podrán exigir la responsabilidad política del Presidente y de la
Diputación General, mediante la adopción, por mayoría absoluta, de una moción de
censura que no podrá replantearse hasta transcurrido un año.
2. La moción de censura deberá ser propuesta, al menos, por un 15 por 100 de los
Diputados, y deberá incluir un candidato a la Presidencia de la Diputación General.
3. Una ley de Cortes de Aragón, aprobada por mayoría absoluta, regulará su procedi-
miento.

Artículo 18. (Modificado por LO 5/1996)
1. Las Cortes de Aragón tendrán carácter unicameral y estarán constituidas por Dipu-
tados elegidos mediante sufragio universal, igual, libre, directo y secreto.
2. Las Cortes de Aragón serán elegidas por un período de cuatro años, salvo en los
casos de disolución anticipada previstos en los artículos 22.3 y 23.2 del presente Esta-
tuto.
3. La elección se verificará atendiendo a criterios de representación proporcional, que
asegure, además, la representación de las diversas zonas del territorio.
4. La circunscripción electoral será la provincia.
5. Los Diputados a Cortes de Aragón no estarán vinculados por mandato imperativo y
serán inviolables, aun después de haber cesado en su mandato, por los votos y
opiniones que emitan en el ejercicio de su cargo.
6. Durante su mandato no podrán ser detenidos ni retenidos por los actos delictivos
cometidos en el territorio aragonés, sino en caso de flagrante delito, correspondiendo
decidir, en todo caso, sobre su inculpación, prisión, procesamiento y juicio al Tribunal
Superior de Justicia de Aragón.
Fuera de dicho territorio, su responsabilidad será exigible, en los mismos términos, ante
la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.
7. La ley electoral, aprobada en las Cortes de Aragón, determinará las causas de inele-
gibilidad e incompatibilidad de los Diputados.
8. Serán elegibles a Cortes de Aragón los ciudadanos que, teniendo la condición polí-
tica de aragoneses, estén en el pleno uso de sus derechos políticos.

Artículo 19.
Las Cortes de Aragón estarán integradas por un número de Diputados comprendido
entre sesenta y setenta y cinco, correspondiendo a cada circunscripción electoral un
número tal que la cifra de habitantes necesarios para asignar un Diputado a la Circuns-
cripción más poblada no supere 2,75 veces la correspondiente a la menos poblada.
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11. CASTILLA-LA MANCHA:
Artículo 9.
Uno. Las Cortes de Castilla-La Mancha representan al pueblo de la región.
Dos. Compete a las Cortes de Castilla-La Mancha:
a) Ejercer la potestad legislativa de la región; las Cortes de Castilla-La Mancha sólo
podrán delegar esta potestad en el Consejo de Gobierno, en los términos que esta-
blecen los artículos 82, 83 y 84 de la Constitución, para el supuesto de la delegación
legislativa de las Cortes Generales al Gobierno de la Nación y en el marco de lo esta-
blecido en el presente Estatuto.
b) Controlar la acción ejecutiva del Consejo de Gobierno, aprobar los presupuestos y
ejercer las otras competencias que sean atribuidas por la Constitución, por el presente
Estatuto y por las demás normas del ordenamiento jurídico.
c) Establecer y exigir tributos de acuerdo con la Constitución, el presente Estatuto y las
correspondientes leyes del Estado.
d) Aprobar los convenios que acuerde el Consejo de Gobierno con otras Comunidades
Autónomas en los términos establecidos por el apartado 2 del artículo 145 de la Cons-
titución.
e) (Modificado por LO 3/1997) Designar para cada legislatura de las Cortes de Castilla-
La Mancha, atendiendo a criterios de proporcionalidad, a los Senadores representantes
de la Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo previsto en el artículo 69 apartado 5 de
la Constitución.
f) Elegir, de entre sus miembros, al Presidente de la Junta de Comunidades, que lo será
de su Consejo de Gobierno, en la forma prevista en el presente Estatuto.
g) Exigir, en su caso, responsabilidad política al Consejo de Gobierno y a su Presidente
en los términos establecidos por el presente Estatuto.
h) Solicitar del Gobierno de la Nación la aprobación de proyectos de Ley y presentar
ante la Mesa del Congreso de los Diputados proposiciones de Ley.
i) Interponer recursos de inconstitucionalidad y personarse ante el Tribunal Constitu-
cional en los supuestos y en los términos previstos en la Constitución y en la Ley Orgá-
nica del Tribunal Constitucional.
j) Examinar y aprobar las cuentas generales de la Junta de Comunidades sin perjuicio
de las funciones que correspondan al Tribunal de Cuentas.
Tres. Las Cortes de Castilla-La Mancha son inviolables.

Artículo 10.
Uno. (Modificado por LO 3/1997) Los Diputados de las Cortes de Castilla-La Mancha
serán elegidos por sufragio universal, igual, libre, directo y secreto, en la forma prevista
en el presente Estatuto.
Los Diputados de Castilla-La Mancha representan a toda la región y no estarán sujetos
a mandato imperativo alguno.
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Dos. (Modificado por LO 6/1991) Las Cortes de Castilla-La Mancha serán elegidas por
un plazo de cuatro años de acuerdo con un sistema de representación proporcional que
asegure la representación de las diversas zonas del territorio de la región. Las elec-
ciones serán convocadas por el Presidente de la Junta de Comunidades en los términos
previstos por la Ley que regule el Régimen Electoral General, de manera que se realicen
el cuarto domingo de mayo de cada cuatro años.
La circunscripción electoral es la provincia. Las Cortes de Castilla-La Mancha estarán
constituidas por un mínimo de 47 Diputados y un máximo de 59. La asignación de Dipu-
tados a cada provincia no será inferior a la actual: Albacete, diez Diputados; Ciudad
Real, once Diputados; Cuenca, ocho Diputados; Guadalajara, siete Diputados, y Toledo,
once Diputados.
Una Ley de las Cortes de Castilla-La Mancha, en el marco del presente Estatuto, deter-
minará los plazos y regulará el procedimiento para la elección de sus miembros y la atri-
bución de escaños fijando su número y las causas de inelegibilidad e incompatibilidad
que afecten a los puestos o cargos que se desempeñen dentro del ámbito territorial de
la Comunidad Autónoma.
Tres. Los miembros de las Cortes de Castilla-La Mancha gozarán de inviolabilidad, aun
después de cesar en su mandato, por los votos y opiniones que emitan en el ejercicio
de su cargo. Durante su mandato no podrán ser detenidos por los actos delictivos
cometidos en el territorio de la Comunidad, sino en caso de flagrante delito. Corres-
ponderá decidir, en todo caso, sobre su inculpación, prisión, procesamiento y juicio al
Tribunal Superior de Justicia de la región. Fuera del territorio regional, la responsabilidad
penal será exigible en los mismos términos ante la Sala de lo Penal del Tribunal
Supremo.
Cuatro. (Modificado por LO 3/1997) Los Diputados cesarán:
a) Por cumplimiento del término de su mandato.
b) Por dimisión.
c) Por fallecimiento.
d) Por cualquier otra causa prevista en las Leyes regionales o en el Reglamento de las
Cortes de Castilla-La Mancha.
Producida la vacante, será cubierta en los términos previstos en la Ley a que hace refe-
rencia el párrafo tercero del apartado 2 del presente artículo.
Cinco (Suprimido por LO 3/1997) 7

Artículo 11.
Uno. Las Cortes de Castilla-La Mancha elegirán de entre sus miembros un Presidente y
los demás componentes de su Mesa.

7 El texto derogado establecía: Producida la vacante, será ocupada por quien figure en el lugar siguiente el
último elegido en la lista del Partido, Federación, Coalición o Agrupación electoral a que pertenezca el Dipu-
tado cesante.
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Dos. Las Cortes de Castilla-La Mancha fijarán su presupuesto.
Tres. (Modificado por LO 3/1997) Las Cortes funcionarán en Pleno y en Comisiones y
se reunirán en sesiones ordinarias y extraordinarias. Los períodos ordinarios de
sesiones serán los que establezca su Reglamento. Las sesiones extraordinarias serán
convocadas por el Presidente de Las Cortes de Castilla-La Mancha, con especificación
del orden del día, a petición de la Diputación Permanente, de una quinta parte de los
Diputados o del Presidente del Consejo de Gobierno, y se clausurará al agotar el orden
del día para el que fueran convocadas.
Cuatro. El Reglamento precisará un número mínimo de Diputados para la formación de
Grupos Parlamentarios, la intervención de éstos en el proceso legislativo y las funciones
de la Junta de Presidentes o Portavoces de aquéllos.
Cinco. Entre los períodos de sesiones ordinarios y cuando hubiere expirado el mandato
de las Cortes habrá una Diputación Permanente cuyo procedimiento de elección,
composición y funciones regulará el Reglamento, respetando la proporcionalidad de los
distintos Grupos.
Seis. Las Cortes podrán nombrar, según determine el Reglamento, Comisiones de
investigación y encuesta sobre cualquier asunto de interés para la región.
Siete. Las sesiones de las Cortes serán públicas, salvo acuerdo en contrario de las
mismas adoptado por mayoría o con arreglo al Reglamento.

Artículo 12.
Uno. La iniciativa legislativa corresponde a los Diputados a través de sus Grupos Parla-
mentarios y al Congreso de Gobierno. Por Ley de las Cortes de Castilla-La Mancha se
regulará el ejercicio de la iniciativa legislativa popular y de las Corporaciones Locales
en el marco de la Ley Orgánica prevista en el artículo 87.3 de la Constitución.
Dos. Las leyes regionales serán promulgadas, en nombre del Rey, por el Presidente del
Consejo de Gobierno y publicadas en el Diario Oficial de la región y en el Boletín Oficial
del Estado. A efectos de su entrada en vigor regirá la fecha de su publicación en el
Diario Oficial de la región.
Tres. El control de la constitucionalidad de las leyes regionales corresponderá al
Tribunal Constitucional en los términos previstos en su Ley Orgánica.

Artículo 19.
Uno. El Consejo de Gobierno responde solidariamente de su gestión ante las Cortes de
Castilla-La Mancha.
Dos. Las Cortes de Castilla-La Mancha y sus Comisiones pueden reclamar la presencia
de los miembros del Consejo de Gobierno.
Tres. Los miembros del Consejo de Gobierno tienen acceso a las sesiones plenarias de
las Cortes de Castilla-La Mancha y de sus Comisiones y la facultad de hacerse oír en
ellas.
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Artículo 21. (Modificado por LO 3/1997)
Uno. Las Cortes de Castilla-La Mancha pueden exigir la responsabilidad política del Presi-
dente de la Junta de Comunidades mediante la adopción por mayoría absoluta de la
moción de censura.
Dos. La moción de censura deberá ser propuesta al menos por el 15% de los Diputados
y habrá de incluir un candidato a la Presencia de la Junta de Comunidades.
Tres. La moción de censura no podrá ser votada hasta que transcurran cinco días desde
su presentación. En los dos primeros días de dicho plazo podrán presentarse mociones
alternativas.
Cuatro. Si la moción de censura no fuere aprobada por las Cortes de Castilla-La Mancha,
sus signatarios no podrán presentar otra hasta que hubiere transcurrido un año desde la
fecha de votación de la primera.
Cinco. Si las Cortes de Castilla-La Mancha aceptan una moción de censura, el Consejo
de Gobierno presentará su dimisión y el candidato incluido en aquélla se entenderá inves-
tido de la confianza parlamentaria a los efectos previstos en el artículo 14 de este Esta-
tuto, y el Rey le nombrará Presidente de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha.
Seis. El Reglamento de las Cortes de Castilla-La Mancha regulará el procedimiento de
tramitación de la cuestión de confianza y de la moción de censura.

Artículo 22. (Modificado por LO 3/1997)
El Presidente, previa deliberación del Consejo de Gobierno y bajo su exclusiva responsa-
bilidad, podrá acordar la disolución de las Cortes de Castilla-La Mancha, con anticipación
al término natural de la legislatura.
La disolución se acordará por Decreto, en el que se convocarán a su vez elecciones,
conteniéndose en el mismo cuantos requisitos exija la legislación electoral aplicable.
El Presidente no podrá acordar la disolución de las Cortes durante el primer período de
sesiones de la legislatura, cuando reste menos de un año para su terminación, ni cuando
se encuentre en tramitación una moción de censura. Tampoco podrá acordar la disolu-
ción antes de que transcurra el plazo de un año desde la última disolución por este proce-
dimiento. En ningún supuesto podrá el Presidente disolver las Cortes cuando se
encuentre convocado un proceso electoral estatal.
En todo caso la nueva Cámara que resulte de la convocatoria electoral tendrá un
mandato limitado por el término natural de la legislatura originaria.

Disposición Adicional Tercera. (Modificado por LO 3/1997)
La celebración de elecciones atenderá a lo que dispongan las Cortes Generales, con el
fin exclusivo de coordinar el calendario de las diversas consultas electorales.



12. CANARIAS:
Artículo 9.
1. El Parlamento, órgano representativo del pueblo canario, estará constituido por Dipu-
tados autonómicos elegidos por sufragio universal, directo, igual, libre y secreto.
2. El sistema electoral es el de representación proporcional.
3. El número de Diputados autonómicos no será inferior a 50 ni superior a 70.
4. Cada una de las Islas de El Hierro, Fuerteventura, Gran Canaria, La Gomera, Lanza-
rote, La Palma y Tenerife constituye una circunscripción electoral.

Artículo 10.
1. Serán electores y elegibles los mayores de edad inscritos en el censo que gocen de
la condición política de canarios, según el artículo cuarto del presente Estatuto, y se
encuentren en pleno disfrute de sus derechos civiles y políticos, sin perjuicio de las
causas de inelegibilidad establecidas por la Ley.
2. La duración del mandato será de cuatro años.
3. Los miembros del Parlamento serán inviolables por los votos y opiniones que emitan
en el ejercicio de su cargo.
Durante su mandato, no podrán ser detenidos ni retenidos, sino en caso de flagrante
delito por los actos delictivos cometidos en el ámbito territorial de la Comunidad Autó-
noma, correspondiendo al Tribunal Supremo de Justicia de Canarias, en todo caso,
decidir sobre su inculpación, prisión, procesamiento y juicio, Fuera de dicho territorio,
la responsabilidad penal será exigible en los mismos términos ante la Sala de lo Penal
del Tribunal Supremo.
4. Los Diputados no estarán sujetos a mandato imperativo.

Artículo 11. (Modificado por LO 4/1996)
1. El Parlamento Canario es inviolable.
2. El Parlamento se constituirá dentro del plazo de los treinta días siguientes a la cele-
bración de las elecciones.

Artículo 12. (Modificado por LO 4/1996)
1. El Parlamento, en la primera reunión de cada legislatura, elegirá una Mesa formada
por un Presidente, dos Vicepresidentes y dos Secretarios. El Presidente será elegido
por mayoría absoluta de los miembros de la Cámara.
El Parlamento funcionará en Pleno y en Comisiones.
2. El Parlamento dictará su Reglamento, que deberá ser aprobado por mayoría abso-
luta de sus miembros. En él se determinará el régimen de sesiones, la formación de
grupos parlamentarios y el funcionamiento de la Diputación Permanente, así como
cuantas otras cuestiones afecten a los procedimientos legislativos y de control político.
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3. Los Cabildos Insulares participarán en el Parlamento a través de la Comisión General
de Cabildos Insulares. El Reglamento de la Cámara fijará su composición y funciones
que, en todo caso, serán consultivas e informativas.
4. Los acuerdos se adoptarán por mayoría simple, a excepción de los casos en que en
este propio Estatuto se establezca otro sistema de mayorías. No obstante, cuando al
menos los dos tercios de los Diputados representantes de una Isla se opusieran en el
Pleno a la adopción de un acuerdo por considerarlo perjudicial para la misma, el asunto
se pospondrá a la sesión siguiente.
5. La iniciativa legislativa corresponde al Gobierno Canario y a los Diputados autonó-
micos o a un Cabildo Insular.
La iniciativa popular para la presentación de proposiciones de Ley que hayan de ser
tramitadas por el Parlamento Canario se regulará por éste mediante Ley, de acuerdo
con lo que establezca la Ley Orgánica prevista en el artículo 87.3 de la Constitución.
6. El Parlamento se reunirá en sesiones ordinarias y extraordinarias. Los períodos ordi-
narios de sesiones comprenderán ciento veinte días y se celebrarán entre las fechas
que señale el Reglamento. Las sesiones extraordinarias habrán de ser convocadas por
su Presidente, con especificación, en todo caso, del orden del día, a petición de la Dipu-
tación Permanente, de una cuarta parte de los Diputados o del número de grupos parla-
mentarios que el Reglamento determine, así como a petición del Gobierno.
7. El Parlamento de Canarias fijará su propio presupuesto.
8. Las leyes de Canarias serán promulgadas en nombre del Rey por el Presidente del
Gobierno Canario, y publicadas en el Boletín Oficial de la Comunidad y en el Boletín
Oficial del Estado. A efectos de su entrada en vigor regirá la fecha de su publicación en
el Boletín Oficial de la Comunidad.
9. El control de la constitucionalidad de las leyes del Parlamento de Canarias corres-
ponderá al Tribunal Constitucional.

Artículo 13. (Modificado por LO 4/1996)
Son funciones del Parlamento:
a) Ejercer la potestad legislativa de la Comunidad Autónoma.
b) Aprobar los presupuestos de la misma.
c) Controlar políticamente la acción del Gobierno Canario.
d) Designar, de entre sus miembros y para cada legislatura del Parlamento de Canarias,
a los Senadores representantes de la Comunidad Autónoma, asegurando, en todo caso,
la adecuada representación proporcional. La aceptación de su designación comportará
la renuncia a su condición de diputado autonómico.
Una Ley del Parlamento de Canarias desarrollará lo dispuesto en este apartado.
e) Solicitar del Gobierno del Estado la adopción y presentación de proyectos de Ley, y
presentar directamente proposiciones de Ley ante las Cortes Generales, de acuerdo
con el artículo 87.2 de la Constitución.



238

2.2. TÍTULO II: ORGANIZACIÓN INSTITUCIONAL

f) Interponer recursos de inconstitucionalidad y personarse ante el Tribunal Constitu-
cional en los supuestos y en los términos previstos en la Constitución.
g) Cualesquiera otras que le asigne la Constitución, el presente Estatuto o las leyes.

13. NAVARRA:
Artículo 11.
El Parlamento representa al pueblo navarro, ejerce la potestad legislativa, aprueba
los Presupuestos y las Cuentas de Navarra, impulsa y controla la acción de la Dipu-
tación Foral y desempeña las demás funciones que le atribuye el ordenamiento jurí-
dico.

Artículo 12.
Compete al Parlamento la designación de los Senadores que pudieran corresponder a
Navarra como Comunidad Foral.

Artículo 13.
1. El Parlamento de Navarra es inviolable.
2. Los parlamentarios Forales gozarán, aún después de haber cesado en su mandato,
de inviolabilidad por las opiniones manifestadas en actos parlamentarios y por los votos
emitidos en el ejercicio de su cargo.

Artículo 14.
1. Los parlamentarios forales no podrán ser retenidos ni detenidos durante el
período de su mandato por los actos delictivos cometidos en el ámbito territorial de
Navarra, sino en caso de flagrante delito, correspondiendo decidir en todo caso
sobre su inculpación, prisión, procesamiento y juicio al Tribunal Superior de Justicia
de Navarra.
2. Fuera del ámbito territorial de Navarra, la responsabilidad pende será exigible, en los
mismos términos ante la correspondiente Sala del Tribunal Supremo.

Artículo 15.
1. El Parlamento será elegido por sufragio universal libre, igual, directo y secreto, por
un período de cuatro años.
2. El número de miembros del Parlamento no será inferior a cuarenta ni superior a
sesenta.
Una ley foral fijará el número concreto de parlamentarios y regulara su elección, aten-
diendo a criterios de representación proporcional, así como los supuestos de su inele-
gibilidad e incompatibilidad, todo ello de conformidad con la legislación general elec-
toral.



239

PARLAMENTO 2.2.

Artículo 16.
1. El parlamento establecerá su Reglamento y aprobará sus Presupuestos.
2. La aprobación del Reglamento y su reforma precisara el voto favorable de la mayoría
absoluta de los miembros del Parlamento en una votación final sobre el conjunto del
proyecto.

Artículo 17.
1. El Parlamento funcionará en Pleno y en Comisiones y elegirá de entre sus miembros,
un Presidente una Mesa y una Comisión Permanente.
2. El Parlamento se reunirá anualmente en dos períodos de sesiones ordinarias, el
primero de septiembre a diciembre y el segundo de febrero a junio, no pudiendo
exceder el número de sesiones plenarias de dieciséis.
3. También podrá reunirse en sesiones extraordinarias que habrán de ser convocadas
por su Presidente con especificación en todo caso del orden del día, a petición de la
Comisión Permanente, de una quinta parte de los parlamentarios, o del número de
grupos parlamentarios que el Reglamento determine, así como a petición de la Diputa-
ción Foral.
4. El Reglamento de la Cámara regulará la elección, composición, atribuciones y funcio-
namiento de los órganos enunciados en el apartado Primero.

Artículo19.
1. La iniciativa legislativa corresponde:
a) A la Diputación Foral mediante la presentación de proyectos de ley al Parlamento.
b) A los parlamentarios forales, en la forma que determine el Reglamento de la Cámara.
c) A los Ayuntamientos que representen un tercio del número de municipios de la respec-
tiva Merindad y un cincuenta por ciento de la población de derecho de la misma. El ejer-
cicio de esta iniciativa se regulará por ley foral.
2.Una ley foral establecerá la iniciativa legislativa popular, de acuerdo con lo que
disponga la correspondiente Ley Orgánica.
3. En las materias que deban ser objeto de las leyes forales a las que se refiere el artí-
culo veinte, dos, la iniciativa legislativa corresponde, con carácter exclusivo, a la Dipu-
tación Foral y a los parlamentarios.

Artículo 20.
1. Las normas del Parlamento de Navarra se denominarán leyes forales y se aprobarán
por mayoría simple.
2. Requerirán mayoría absoluta para su aprobación, en una votación final sobre el
conjunto de proyecto, las leyes forales expresamente citadas en la presente Ley Orgá-
nica y aquellas otras que sobre organización administrativa y territorial determine el
Reglamento de la Cámara.



Artículo 21.
1. El Parlamento podrá delegar en la Diputación Foral el ejercicio de la potestad legis-
lativa no procederá tal delegación en los supuestos en que, a tenor del artículo anterior,
se exija mayoría absoluta para la aprobación de las leyes forales.
2. Las leyes de delegación fijarán las bases que han de observarse por la Diputación en
el ejercicio de la potestad legislativa delegada. La ley foral podrá también autorizar y la
Diputación para refundir textos legales determinando el alcance y criterios a seguir en
la refundición
3. La delegación legislativa habrá de otorgarse a la Diputación de forma expresa, para
materia concreta y con fijación del plazo para su ejercicio.

Artículo 22.
Las leyes forales serán promulgadas en nombre del Rey por el Presidente de la Diputa-
ción foral quien dispondrá su publicación en el Boletín Oficial de Navarra en el término
de quince días desde su aprobación por el Parlamento y en el Boletín Oficial del Estado,
A efectos de su entrada en vigor, regirá la fecha de su publicación en el Boletín Oficial
de Navarra.

14. EXTREMADURA:
Artículo 19. (Modificado por LO 12/1999)
1. La Asamblea, que representa al pueblo extremeño, es inviolable y no podrá ser
disuelta salvo en los supuestos previstos en el presente Estatuto.
2. Corresponde a la Asamblea de Extremadura:

a) El ejercicio de la potestad legislativa de la Comunidad Autónoma.
b) Promover y controlar la acción de la Junta de Extremadura.
c) Aprobar los Presupuestos de la Comunidad Autónoma.
d) Elaborar su Reglamento, cuya aprobación y modificación exigirá mayoría

absoluta de la Cámara en una votación final sobre el conjunto del proyecto.
e) Designar, de entre sus miembros, los senadores correspondientes a la

Comunidad Autónoma según lo establecido en el artículo 69.5 de la Constitución.
Dichos senadores serán designados en proporción al número de miembros de los
Grupos Políticos representados en la Asamblea y su mandato terminará el día de la diso-
lución de la Cámara.

f) Interponer recurso de inconstitucionalidad de acuerdo con lo dispuesto en el
artículo 162.1 a) de la Constitución.

g) Solicitar al Gobierno de la Nación la adopción de proyectos de ley o remitir
a la Mesa del Congreso de los Diputados proposiciones de ley conforme al artículo 87.2
de la Constitución.
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h) El control de los medios de comunicación social dependientes de la Comu-
nidad Autónoma.

i) Aprobar, a propuesta de la Junta de Extremadura, los acuerdos de coopera-
ción a que se refiere el número 2 del artículo 13 de este Estatuto.

j) 1. Delegar en la Junta de Extremadura la potestad de dictar normas con
rango de ley sobre materias determinadas, que no exijan una mayoría cualificada de la
Asamblea, en los siguientes supuestos:

A) Cuando tenga por objeto la formación de textos articulados, en cuyo caso
la delegación deberá otorgarse mediante una ley de bases, que delimitará con precisión
el objeto y alcance de la delegación legislativa y los principios o criterios que han de
seguirse en su ejercicio.

Las leyes de bases no podrán, en ningún caso, autorizar la modificación de la
propia ley de bases ni facultar para dictar normas con carácter retroactivo.

B) Cuando tenga por objeto refundir varios textos legales en uno sólo, la dele-
gación legislativa se hará por ley ordinaria de carácter específico, determinándose el
ámbito normativo a que se refiere el contenido de la delegación, especificando si se
circunscribe a la mera formulación de un texto único o si se incluye la de regularizar,
aclarar y armonizar los textos legales que han de ser refundidos.

2. La delegación legislativa habrá de otorgarse al Gobierno en forma expresa,
para materia concreta y con fijación del plazo para su ejercicio. La delegación se
extingue por el transcurso de dicho plazo y por el uso que de ella haga la Junta de Extre-
madura mediante la publicación de la norma correspondiente. No podrá entenderse
concedida de modo implícito o por tiempo indeterminado. Tampoco podrá permitir la
subdelegación a autoridades distintas del propio Gobierno regional.

Sin perjuicio de la competencia propia de los Tribunales, las leyes de delega-
ción podrán establecer, en cada caso, fórmulas adicionales de control y, en su caso, a
requerimiento de dos Grupos Parlamentarios o el 15 % de los Diputados, deberá some-
terse a debate o votación de totalidad el ejercicio de la delegación dentro de los treinta
días siguientes a la publicación del Decreto legislativo.

Cuando una proposición de ley fuere contraria a una delegación legislativa en
vigor, la Junta de Extremadura está facultada para oponerse a su tramitación, en cuyo
caso sólo podrá seguir ésta después de un debate y votación de totalidad en la que se
apruebe la derogación total o parcial de la ley de delegación en los términos que espe-
cifique el autor de la proposición de ley o enmienda.

k) Y cualquier otra facultad o función que se derive de la Constitución, del
presente Estatuto y del ordenamiento jurídico vigente, instando especialmente por el
cumplimiento del principio de solidaridad nacional, expresado en los artículos 2 y 138
de la Constitución.
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Artículo 20. (Modificado por LO 12/1999)
1. La Asamblea elegirá, de entre sus miembros, un Presidente, una Mesa y una Diputa-
ción Permanente, de acuerdo con lo dispuesto en su Reglamento.
2. El Presidente representa a la Asamblea de Extremadura, dirige las sesiones de la
misma sostiene su competencia y ejerce aquellas funciones que le encomiende el Regla-
mento de la Cámara o la ley.
3. La Mesa, que se compone del Presidente y de los Vicepresidentes y Secretarios de
la Cámara, en el número que establezca el Reglamento es el órgano de gobierno Inte-
rior de la misma, ejerce las potestades administrativas para el funcionamiento de la
misma y elabora y ejecuta su Presupuesto, de acuerdo con la ley.
4. La Diputación Permanente velará por los poderes de la Cámara cuando ésta no se
encuentre reunida o se halle disuelta.
5. El Reglamento de la Cámara determinará el régimen jurídico y elección de estos
órganos.

Artículo 21. (Modificado por LO 12/1999)
1. Los miembros de la Asamblea de Extremadura serán elegidos por sufragio universal,
libre, igual, directo y secreto, de acuerdo con criterios de representación proporcional,
en número máximo de 65 por un período de cuatro años, sin perjuicio de los supuestos
de disolución anticipada.
Una ley de la Comunidad, aprobada por mayoría absoluta, regulará el procedimiento de
elección.
2. La circunscripción electoral es la provincia. La ley distribuirá el número total de miem-
bros de la Asamblea, asignando una representación mínima inicial a cada circunscrip-
ción y distribuyendo los demás en proporción a la población.
3. Serán electores y elegibles los ciudadanos que, teniendo la condición política de
extremeños, estén en pleno uso de sus derechos políticos.
4. Las elecciones serán convocadas por el Presidente de la Junta de Extremadura en
los términos previstos en la Ley que regule el Régimen Electoral General, de manera
que se realicen el cuarto domingo de mayo cada cuatro años, sin perjuicio de lo que
dispongan las Cortes Generales, con el fin exclusivo de coordinar el calendario de las
diversas consultas electorales.
5. La Asamblea electa será convocada por el Presidente de la Junta cesante dentro de
los quince días siguientes a la celebración de las elecciones.

Artículo 22. (Modificado por LO 12/1999)
Sin perjuicio, de lo establecido en las leyes del Estado, la Asamblea de Extremadura
establecerá un sistema específico de inelegibilidad e incompatibilidad para acceder a la
misma.
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Artículo 23. (Modificado por LO 12/1999)
1. La iniciativa legislativa corresponde a los miembros de la Asamblea y a la Junta de
Extremadura en los términos que establezca el Reglamento de la Asamblea y el
presente Estatuto.
2. La iniciativa popular para la presentación de proposiciones de ley que hayan de ser
tramitadas por la Asamblea serán avaladas por un número de firmas acreditadas no infe-
rior al 5 % del censo electoral, y se ejercerá en los términos que determine una ley de
la Asamblea de Extremadura de acuerdo con lo que establezca la ley orgánica prevista
en el artículo 87.3 de la Constitución.

Artículo 24. (Modificado por LO 12/1999)
1. Los miembros de la Asamblea gozarán, aun después de haber cesado su mandato,
de inviolabilidad por los votos y opiniones que emitan en el ejercicio de su cargo.
Durante su mandato no podrán ser detenidos ni retenidos en el territorio de la Comu-
nidad sino en caso de flagrante delito correspondiendo decidir, en todo caso, sobre su
inculpación, prisión, procesamiento y juicio al Tribunal Superior de Justicia de la Comu-
nidad. Fuera de dicho territorio la responsabilidad penal será exigible, en los mismos
términos, ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.
2. Los miembros de la Asamblea representan a la totalidad de la región y no estarán
sujetos a mandato imperativo.

Artículo 25. (Modificado por LO 12/1999)
1. La Asamblea de Extremadura puede recibir peticiones individuales y colectivas,
siempre por escrito, quedando prohibida la presentación por manifestaciones ciuda-
danas.
2. La Asamblea de Extremadura puede remitir a la Junta las peticiones que reciba. La
Junta estará obligada a explicarse sobre su contenido, siempre que la Asamblea lo exija.

Artículo 26. (Modificado por LO 12/1999)
El Reglamento precisará un número mínimo de miembros para la formación de Grupos
Parlamentarios, la intervención de éstos en las actividades de la Asamblea, así como
las funciones de la Junta de Portavoces.
Los Grupos de la Asamblea participarán en todas las Comisiones en proporción a sus
miembros.

Artículo 27. (Modificado por LO 12/1999)
1. La Asamblea se reunirá en sesiones ordinarias y extraordinarias.
2. Los períodos ordinarios de sesiones serán dos, que comprenderán los meses de
septiembre a diciembre, ambos inclusive, y de febrero a junio, ambos inclusive.
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3. Las sesiones extraordinarias habrán de ser convocadas por su Presidente, con espe-
cificación, en todo caso del orden del día, a petición de la Diputación Permanente, de
una quinta parte de los miembros de la Asamblea de Extremadura o del número de
Grupos Parlamentarios que el Reglamento determine, así como a petición de la Junta
de Extremadura.
4. El Reglamento regulará el régimen de sesiones de la Asamblea de Extremadura.

Artículo 28. (Modificado por LO 12/1999)
1. La Asamblea funcionará en Pleno y en Comisiones
2. Para ser válidos los acuerdos tanto en Pleno como en Comisión, deberán adoptarse
en reuniones reglamentarias con asistencia de la mayoría de sus componentes y con la
aprobación de la mayoría de votos, excepto en los casos en que el Reglamento de la
Asamblea o la ley exijan una mayoría cualificada.

Artículo 29. (Modificado por LO 12/1999)
Los miembros de la Asamblea de Extremadura deberán tener vecindad administrativa
en Extremadura.

15. ISLAS BALEARES:
Artículo 19 (1 y 2).
1. El Parlamento representa al pueblo de las Illes Balears, ejerce la potestad legislativa,
aprueba los Presupuestos de la Comunidad Autónoma, controla la acción de gobierno
y ejerce todas aquellas competencias que le son atribuidas por el presente Estatuto, las
Leyes del Estado y las del propio Parlamento.
2. El Parlamento es inviolable y sólo podrá ser disuelto en el supuesto previsto en el
apartado 5 del artículo 31 del presente Estatuto.

Artículo 20.
1. El Parlamento estará formado por los Diputados del territorio autónomo, elegidos por
sufragio universal, igual, directo y secreto, mediante un sistema de representación propor-
cional que asegurará una adecuada representación de todas las zonas del territorio.
2. La duración del mandato de los Diputados será de cuatro años.
3. (Modificado por LO 3/1999). Una ley del Parlamento, aprobada por mayoría abso-
luta, regulará el total de diputados que lo han de integrar, las circunscripciones electo-
rales y el número de diputados que ha de corresponder elegir a cada una de ellas, así
como las causas de inelegibilidad y de incompatibilidad que les afecten.
4. (Modificado por LO 3/1999). El Parlamento se constituirá en un plazo máximo de
treinta días después de la celebración de las elecciones.
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Artículo 21.
Podrán ser elegidos Diputados del Parlamento los ciudadanos españoles residentes en
las Illes Balears e inscritos en el censo electoral de éstas, siempre que sean mayores
de edad y se hallen en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos.

Artículo 22.
Serán electores todos los ciudadanos españoles mayores de edad que figuren en el
censo electoral de las Illes Balears.

Artículo 23. (Modificado por LO 3/1999)
1. Los diputados del Parlamento de las Illes Balears no estarán vinculados por mandato
imperativo alguno y gozarán, aun después de haber cesado en su mandato, de inviola-
bilidad por las opiniones manifestadas y por los votos emitidos en el ejercicio de su
cargo. Durante su mandato no podrán ser detenidos ni retenidos, salvo en caso de
flagrante delito, en todo caso, corresponderá decidir su inculpación, prisión, procesa-
miento y juicio al Tribunal Superior de Justicia de las Illes Balears. Fuera del ámbito terri-
torial de la Comunidad Autónoma, la responsabilidad penal les será exigible en los
mismos términos ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.
2. El voto de los diputados es personal e indelegable.

Artículo 24.
1. El Parlamento tendrá un Presidente, una Mesa y una Diputación Permanente.
2. El Parlamento funcionará en Pleno y en Comisiones. Las Comisiones permanentes
podrán elaborar y aprobar Leyes por expresa delegación del Pleno, sin perjuicio de la
facultad de éste para reclamar el debate y la aprobación en cualquier momento del
proceso legislativo.
3. El Parlamento podrá crear Comisiones especiales de investigación.
4. (Modificado por LO 3/1999). El Parlamento se reunirá durante ocho meses al año,
en dos períodos de sesiones comprendidos entre septiembre y diciembre, el primero,
y entre febrero y junio, el segundo.
El Parlamento se reunirá en sesión extraordinaria, a petición del Gobierno o por acuerdo
de la Diputación Permanente o del Pleno, a propuesta de una quinta parte de los dipu-
tados. La sesión extraordinaria se clausurará al agotar el orden del día determinado por
el cual se convocó.
5. Los acuerdos, tanto en el Pleno como en las Comisiones, para ser válidos, habrán
de ser adoptados en reuniones reglamentarias, con asistencia de la mayoría de sus
componentes y por aprobación de la mayoría de los presentes, excepto en aquellos
casos en los que la Ley o el Reglamento exijan un quorum más elevado.
6. Para la aprobación de los Presupuestos, de las Leyes que afecten a los Consejos
Insulares, de la modificación del Estatuto y en cualquier otro supuesto en que la Ley o



el Reglamento lo precisen, será necesario que la mayoría suficiente se alcance,
además, por el voto favorable, computado en forma separada, de los parlamentarios
que representen, cuando menos, a dos islas diferentes.
7. El Parlamento establecerá su propio Reglamento, en el que, sin desvirtuar las normas
anteriores, se regule su composición, período de sesiones, régimen y lugar de
reuniones, formas de elección, formación de Grupos Parlamentarios y su intervención
en el proceso legislativo, funciones de la Junta de Portavoces y demás cuestiones
necesarias o pertinentes para su buen funcionamiento. La aprobación y reforma del
Reglamento requerirá la mayoría absoluta de los componentes del Parlamento.

Artículo 25.
1. El Parlamento elegirá una Diputación Permanente, en la que estarán representados
todos los Grupos Parlamentarios, en proporción a su respectiva importancia numérica.
Estará presidida por el que lo sea del Parlamento.
2. La Diputación Permanente tendrá por función velar por el poder del Parlamento
cuando éste no se halle reunido, haya sido disuelto o haya expirado su mandato. En
estos dos últimos casos seguirá ejerciendo sus funciones hasta que se constituya el
nuevo Parlamento, al que rendirá cuentas de su gestión.

Artículo 26. (Modificado por LO 3/1999)
1. La iniciativa para el ejercicio de la potestad legislativa corresponde a los Diputados
y al Gobierno de las islas.
2. Los Consejos Insulares podrán solicitar del Gobierno la adopción de un proyecto de
Ley o remitir a la Mesa del Parlamento una proposición de Ley, delegando ante dicha
Cámara a un máximo de tres miembros encargados de su defensa.
3. La iniciativa popular se ejercerá en la forma y condiciones que establezca la Ley.

Artículo 27. (Modificado por LO 3/1999)
1. El Parlamento, mediante la elaboración de leyes, ejerce la potestad legislativa. El
Parlamento podrá delegar en el Gobierno de la Comunidad Autónoma la potestad de
dictar normas con categoría de Ley, en los mismos términos y supuestos de delegación
previstos en los artículos 82, 83 y 84 de la Constitución. No podrán ser objeto de dele-
gación la aprobación de las leyes que necesitan, para ser aprobadas, una mayoría espe-
cial o que esta mayoría se consiga por el voto favorable computado de forma separada
de los parlamentarios que representen, al menos, dos islas diferentes.
2. Las leyes del Parlamento serán promulgadas en nombre del Rey por el Presidente de
la Comunidad Autónoma, el cual ordenará su publicación en el Butlletí Oficial de les Illes
Balears, en el plazo de los quince días siguientes a su aprobación, así como también en
el Boletín Oficial del Estado. A efectos de su vigencia, regirá la fecha de publicación en
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el Butlletí Oficial de les Illes Balears. La versión oficial castellana será la que transmita
la Presidencia de la Comunidad Autónoma.

Artículo 28. (Modificado por LO 3/1999)
Corresponde al Parlamento:
1. Designar, en aplicación del criterio de representación proporcional, al senador o a los
senadores que han de representar a las Illes Balears en el Senado, de acuerdo con lo
establecido en el artículo 69.5 de la Constitución. Los designados cesarán en los casos
previstos en el ordenamiento jurídico y, en todo caso, al concluir la legislatura del Parla-
mento de las Illes Balears en la que fueron designados, una vez tomen posesión los
nuevos senadores. En el supuesto de disolución del Senado, el Parlamento de las Illes
Balears entregará las credenciales de la designación de los mismos senadores, que
continuarán su mandato hasta que finalice la legislatura del Parlamento y sean desig-
nados los nuevos senadores.
2. Elaborar proposiciones de ley, presentarlas a la Mesa del Congreso de los Diputados
y nombrar un máximo de tres diputados encargados de defenderlas, de conformidad
con lo que permite el artículo 87.2 de la Constitución.
3. Solicitar del Gobierno la adopción de un proyecto de Ley.
4. Interponer el recurso de inconstitucionalidad ante el Tribunal Constitucional, en los
casos previstos en la legislación vigente
5. Fijar las previsiones de índole política, social y económica que, de acuerdo con lo
dispuesto en el apartado 2 del artículo 131 de la Constitución, hayan de adoptarse para
la elaboración de los proyectos de planificación.
6. Aprobar y decidir transferencias o delegaciones de competencias a favor de los
Consejos Insulares y otros Entes locales de la Comunidad Autónoma.
7. Examinar y aprobar las cuentas de la Comunidad Autónoma, sin perjuicio del control
que pueda corresponder a otros Organismos del Estado o de la Comunidad Autónoma.

Disposición Adicional Quinta. (Modificada por LO 3/1999).
La celebración de elecciones atenderá a lo que dispongan las Cortes Generales, con el
fin exclusivo de coordinar el calendario de las diversas consultas electorales.

16. COMUNIDAD DE MADRID:
Artículo 9. (Modificado por LO 5/1998)
La Asamblea representa al pueblo de Madrid, ejerce la potestad legislativa de la Comu-
nidad, aprueba y controla el Presupuesto de la Comunidad, impulsa, orienta y controla
la acción del Gobierno y ejerce las demás competencias que le atribuyen la Constitu-
ción, el presente Estatuto y el resto del ordenamiento jurídico.
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Artículo 10. (Modificado por LO 5/1998)
1. La Asamblea es elegida por cuatro años mediante sufragio universal, libre, igual,
directo y secreto, atendiendo a criterios de representación proporcional.
2. La Asamblea estará compuesta por un Diputado por cada 50.000 habitantes o frac-
ción superior a 25.000, de acuerdo con los datos actualizados del censo de población.
El mandato de los Diputados termina cuatro años después de su elección o el día de la
disolución de la Cámara en los supuestos previstos en este Estatuto.
3. Los Diputados no estarán ligados por mandato imperativo alguno.
4. Una ley de la Asamblea, regulará las elecciones, que serán convocadas por el Presi-
dente de la Comunidad, de conformidad con lo dispuesto en este Estatuto.
5. La circunscripción electoral es la provincia.
6. Para la distribución de escaños sólo serán tenidas en cuenta las listas que hubieran
obtenido, al menos, el 5 por 100 de los sufragios válidamente emitidos.
7. Las elecciones tendrán lugar el cuarto domingo de mayo de cada cuatro años, en
los términos previstos en la Ley Orgánica que regule el Régimen Electoral General. La
sesión constitutiva de la Asamblea tendrá lugar dentro de los veinticinco días siguientes
a la proclamación de los resultados electorales.
8. Serán electores y elegibles todos los madrileños mayores de dieciocho años de edad
que estén en pleno goce de sus derechos políticos. La Comunidad Autónoma facilitará
el ejercicio del derecho al voto a los madrileños que se encuentren fuera de la Comu-
nidad de Madrid.

Artículo 11. (Modificado por LO 5/1998)
1. Los Diputados de la Asamblea recibirán de cualesquiera autoridades y funcionarios
la ayuda que precisen para el ejercicio de su labor y el trato y precedencia debidos a
su condición, en los términos que establezca una ley de la Asamblea.
2. La adquisición de la condición plena de Diputado requerirá, en todo caso, la presta-
ción de la promesa o juramento de acatamiento de la Constitución y del presente Esta-
tuto de Autonomía.
3. Los Diputados percibirán una asignación, que será fijada por la Asamblea.
4. La Asamblea determinará por ley las causas de inelegibilidad e incompatibilidad de
los Diputados.
5. Los Diputados gozarán, aun después de haber cesado en su mandato, de inviolabi-
lidad por las opiniones manifestadas en el ejercicio de sus funciones.
6. Durante su mandato los miembros de la Asamblea no podrán ser detenidos ni rete-
nidos por actos delictivos cometidos en el territorio de la Comunidad, sino en caso de
flagrante delito, correspondiendo decidir, en todo caso, sobre su inculpación, prisión,
procesamiento y juicio al Tribunal Superior de Justicia de Madrid. Fuera de dicho terri-
torio, la responsabilidad penal será exigible en los mismos términos ante la Sala de lo
Penal del Tribunal Supremo.



249

PARLAMENTO 2.2.

Artículo 12. (Modificado por LO 5/1998)
1. La Asamblea se dotará de su propio Reglamento, cuya aprobación y reforma serán
sometidas a una votación final sobre su totalidad, que requerirá el voto afirmativo de la
mayoría absoluta de los Diputados.
2. El Reglamento determinará, de acuerdo con lo establecido en el presente Estatuto,
las reglas de organización y funcionamiento de la Asamblea, especificando, en todo
caso, los siguientes extremos:

a) La relaciones entre la Asamblea y el Gobierno.
b) El número mínimo de Diputados necesario para la formación de los Grupos

Parlamentarios.
c) La composición y funciones de la Mesa, las Comisiones y la Diputación

Permanente, de manera que los Grupos Parlamentarios participen en estos órganos en
proporción al número de sus miembros.

d) Las funciones de la Junta de Portavoces.
e) La publicidad de las sesiones y el quórum y mayorías requeridos.
f) El procedimiento legislativo común y los procedimientos legislativos que, en

su caso, se establezcan.
g) El procedimiento de elección de los Senadores representantes de la Comu-

nidad de Madrid.

Artículo 13. (Modificado por LO 5/1998)
1. La Asamblea elegirá de entre sus miembros al Presidente, a la Mesa y a la Diputa-
ción Permanente.
2. Los Diputados de la Asamblea se constituirán en Grupos Parlamentarios, cuyos
Portavoces integrarán la Junta de Portavoces, que se reunirá bajo la presidencia del
Presidente de la Asamblea.
3. La Asamblea funcionará en Pleno y por Comisiones.

Artículo 14. (Modificado por LO 5/1998)
1. La Asamblea se reunirá en sesiones ordinarias y extraordinarias. Los períodos ordi-
narios de sesiones serán dos al año: el primero de septiembre a diciembre y el segundo
de febrero a junio.
2. Entre los períodos ordinarios de sesiones y en los supuestos de expiración del mandato
o de disolución de la Asamblea funcionará la Diputación Permanente, a la que corresponde
velar por los poderes de la Cámara y cuantas otras atribuciones le confiera el Reglamento.
Tras la celebración de elecciones, la Diputación Permanente dará cuenta al Pleno de la
Asamblea, una vez constituida ésta, de los asuntos tratados y de las decisiones adoptadas.
3. Las sesiones extraordinarias habrán de ser convocadas por el Presidente de la Asam-
blea a petición del Gobierno, de la Diputación Permanente, de una cuarta parte de los
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Diputados o del número de Grupos Parlamentarios que el Reglamento determine. Las
sesiones extraordinarias deberán convocarse sobre un orden del día determinado.
4. Para deliberar y adoptar acuerdos la Asamblea habrá de estar reunida reglamenta-
riamente y con asistencia de la mayoría de sus miembros. Los acuerdos deberán ser
aprobados por la mayoría de los miembros presentes, salvo en aquellos supuestos para
los que el Estatuto, el Reglamento o las leyes exijan mayorías especiales.

Artículo 15. (Modificado por LO 5/1998)
1. La Asamblea ejerce la potestad legislativa en las materias de competencia exclusiva
de la Comunidad de Madrid, recogidas en el artículo 26 del presente Estatuto.
Igualmente ejerce la potestad legislativa en las materias previstas en el artículo 27 de
este Estatuto, así como en aquellas que se le atribuyan, transfieran o deleguen en virtud
de lo dispuesto en los apartados 1 y 2 del artículo 150 de la Constitución.
2. La iniciativa legislativa corresponde a los Diputados, a los Grupos Parlamentarios y
al Gobierno, en los términos que se establezcan en el Reglamento de la Asamblea. Por
ley de la Asamblea se podrá regular el ejercicio de la iniciativa legislativa popular y de
los Ayuntamientos, para las materias a las que se refiere el apartado 1.
3. La Asamblea solamente podrá delegar la potestad de dictar normas con rango de
ley en el Gobierno de acuerdo con lo establecido para el supuesto de delegación de las
Cortes Generales en el Gobierno de la Nación, en los artículos 82, 83 y 84 de la Cons-
titución.

Artículo 16. (Modificado por LO 5/1998)
1. La Asamblea elige, de entre sus miembros, al Presidente de la Comunidad de Madrid
y controla la acción del Gobierno y de su Presidente.
2. El Reglamento establecerá las iniciativas parlamentarias que permitan a la Asamblea
ejercer el control ordinario del Gobierno y obtener del mismo y de la Administración de
la Comunidad la información precisa para el ejercicio de sus funciones. El Reglamento
regulará, asimismo, el procedimiento a seguir para la aprobación por la Asamblea, en
el ejercicio de sus funciones de impulso, orientación y control de la acción de gobierno,
de resoluciones o mociones de carácter no legislativo.
3. Corresponde, igualmente, a la Asamblea:
a) La aprobación y el control de los Presupuestos de la Comunidad y el examen y apro-
bación de sus cuentas.
b) El conocimiento y control de los planes económicos.
c) Acordar operaciones de crédito y deuda pública.
d) La ordenación básica de los órganos y servicios de la Comunidad.
e) El control de los medios de comunicación social dependientes de la Comunidad.
f) La potestad de establecer y exigir tributos.
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g) La interposición del recurso de inconstitucionalidad y la personación ante el Tribunal
Constitucional, en los supuestos y términos previstos en la Constitución y en la Ley
Orgánica del Tribunal Constitucional.
h) La solicitud al Gobierno de la Nación de la adopción de proyectos de ley y la remisión
a la Mesa del Congreso de los Diputados de proposiciones de ley, delegando ante dicha
Cámara a los miembros de la Asamblea encargados de su defensa.
i) La designación de los Senadores que han de representar a la Comunidad, según lo
previsto en el artículo 69.5 de la Constitución. Los Senadores serán designados en
proporción al número de miembros de los grupos políticos representados en la Asam-
blea. Su mandato en el Senado estará vinculado a su condición de miembros de la
Asamblea.
j) La ratificación de los convenios que la Comunidad de Madrid concluya con otras
Comunidades Autónomas, para la gestión y prestación de servicios propios de la
competencia de las mismas.
Estos convenios serán comunicados de inmediato a la Cortes Generales.
k) La ratificación de los acuerdos de cooperación que, sobre materias distintas a las
mencionadas en el apartado anterior, concluya la Comunidad de Madrid con otras
Comunidades Autónomas, previa autorización de las Cortes Generales.
l) La recepción de la información que facilitará el Gobierno de la Nación sobre tratados
y convenios internacionales y proyectos de normativa aduanera en cuanto se refirieran
a materias de específico interés para la Comunidad de Madrid.
m) La fijación de las previsiones de índole política, social y económica que, de acuerdo
con el artículo 131.2 de la Constitución, haya de suministrar la Comunidad de Madrid al
Gobierno de la Nación para la elaboración de proyecto de planificación.
n) La aprobación de planes generales de fomento relativos al desarrollo económico de
la Comunidad de Madrid, en el marco de los objetivos señalados por la política econó-
mica nacional.
ñ) Cuantos otros poderes, competencias y atribuciones le asignen la Constitución, el
presente Estatuto y las leyes.

Artículo 40.1 (Modificado por LO 5/1998)
1. Las leyes aprobadas por la Asamblea serán promulgadas en nombre del Rey por el
Presidente de la Comunidad, que ordenará su publicación en el «Boletín Oficial de la
Comunidad de Madrid» y en el «Boletín Oficial del Estado», entrando en vigor al día
siguiente de su publicación en aquél, salvo que en las mismas se disponga otra cosa.

Disposición Adicional Segunda. (Modificada por LO 5/1998)
La celebración de elecciones atenderá a lo que dispongan las Cortes Generales, con el
fin exclusivo de coordinar el calendario de las diversas consultas electorales.
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17. CASTILLA Y LEÓN:
Artículo 10. Carácter. (Modificado por LO 4/1999)
1. Las Cortes de Castilla y León representan al pueblo de Castilla y León y ejercen en
su nombre, con arreglo a la Constitución y al presente Estatuto, los poderes y atribu-
ciones que les corresponden.
2. Las Cortes de Castilla y León son inviolables.

Artículo 11. Composición.
1. Los miembros de las Cortes de Castilla y León reciben la denominación tradicional
de Procuradores y serán elegidos por sufragio universal, libre, igual, directo y secreto,
mediante un sistema de representación proporcional que asegure, además, la repre-
sentación de las diversas zonas del territorio.
2. La circunscripción electoral es la provincia, asignándose a cada una un número
mínimo de tres Procuradores y uno más por cada 45.000 habitantes o fracción supe-
rior a 22.500.

Artículo 12. Elección. (Modificado por LO 4/1999)
La elección de los miembros de las Cortes de Castilla y León se realizará de acuerdo
con las normas siguientes:
1. La convocatoria de elecciones se realizará por el Presidente de la Junta de Castilla
y León, de manera que su celebración coincida con las consultas electorales de otras
Comunidades Autónomas.
2. Los Procuradores representan a la totalidad del pueblo de Castilla y León y no están
ligados por mandato imperativo alguno. Su mandato termina cuatro años después de
su elección o el día de la disolución de la Cámara.
3. Los Procuradores gozarán de inviolabilidad por los votos emitidos y las opiniones
manifestadas en el ejercicio de sus funciones. Durante su mandato no podrán ser dete-
nidos ni retenidos por presuntos actos delictivos cometidos en el territorio de la Comu-
nidad, salvo en el caso de flagrante delito, correspondiendo decidir en todo caso sobre
su inculpación, prisión, procesamiento y juicio al Tribunal Superior de Justicia de Castilla
y León. Fuera del territorio de la Comunidad la responsabilidad penal será exigible en
los mismos términos ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.
4. La legislación electoral determinará las causas de inelegibilidad e incompatibilidad de
los Procuradores, atendiendo a lo dispuesto en el artículo 67, apartado 1, de la Cons-
titución. En cualquier caso, la condición de Procurador será compatible con la de Dipu-
tado provincial y con la de Concejal.

Artículo 13. Órganos. (Modificado por LO 4/1999)
1. Las Cortes de Castilla y León elegirán entre sus miembros al Presidente, a la Mesa
y a la Diputación Permanente.



2. Las Cortes de Castilla y León funcionarán en Pleno y en Comisiones.
3. Los Procuradores se constituyen en Grupos Parlamentarios de representación polí-
tica. La participación de cada uno de estos Grupos en las Comisiones y en la Diputa-
ción Permanente será proporcional al número de sus miembros.
4. Las Cortes de Castilla y León establecen su propio Reglamento, cuya aprobación y
reforma requerirán la mayoría absoluta en una votación final sobre su totalidad.
Asimismo regulan el estatuto del personal a su servicio y aprueban sus presupuestos,
que contemplarán dotaciones y recursos suficientes para el funcionamiento de los
Grupos Parlamentarios.
5. Las Cortes de Castilla y León se reunirán en sesiones ordinarias y extraordinarias.
Los períodos ordinarios de sesiones se celebrarán entre septiembre y diciembre, el
primero, y entre febrero y junio, el segundo. Las sesiones extraordinarias habrán de ser
convocadas por su Presidente, con especificación del orden del día, a petición de la
Junta, de la Diputación Permanente o de una quinta parte de los Procuradores, y serán
clausuradas una vez agotado dicho orden del día.

Artículo 15. Atribuciones. (Modificado por LO 4/1999)
Corresponde a las Cortes de Castilla y León:
1. Ejercer la potestad legislativa de la Comunidad en los términos establecidos por la
Constitución, por el presente Estatuto y por las leyes del Estado que les atribuyan tal
potestad.
2. Controlar la acción política y de gobierno de la Junta y de su Presidente.
3. Aprobar los Presupuestos de la Comunidad y los de las propias Cortes, así como la
rendición anual de cuentas de ambos.
4. Elegir de entre sus miembros al Presidente de la Junta de Castilla y León.
5. Designar a los Senadores que han de representar a la Comunidad, según lo previsto
en el artículo 69.5 de la Constitución. Los Senadores serán designados en proporción
al número de miembros de los grupos políticos representados en las Cortes de Castilla
y León.
6. Solicitar del Gobierno la adopción de un proyecto de Ley, o remitir a la Mesa del
Congreso de los Diputados una Proposición de Ley en los términos que establece el
artículo 87, apartado 2, de la Constitución.
7. Interponer recursos de inconstitucionalidad, de acuerdo con lo que establece el artí-
culo 162, apartado 1.a), de la Constitución, y la Ley Orgánica del Tribunal Constitu-
cional.
8. Ejercitar la iniciativa de reforma de la Constitución, en los términos previstos en la
misma.
9. Facilitar al Gobierno las previsiones de índole política, social y económica a que se
refiere el artículo 131, apartado 2, de la Constitución.
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10. Establecer y exigir tributos de acuerdo con la Constitución, el presente Estatuto y
las correspondientes leyes del Estado.
11. Aprobar transferencias de competencias de la Comunidad a los entes provinciales
y municipales de la misma salvo lo que determina el presente Estatuto o disponga una
previa ley de la propia Comunidad.
12. Ratificar los convenios que la Junta concluya con otras Comunidades Autónomas
para la gestión y prestación de servicios propios de las mismas. Dichos convenios
serán comunicados de inmediato a las Cortes Generales.
13. Ratificar los acuerdos de cooperación que sobre materias distintas a las mencio-
nadas en el número anterior concluya la Junta con otras Comunidades Autónomas
previa autorización de las Cortes Generales.
14. Ejercer cuantos otros poderes, competencias y atribuciones les asignen la Consti-
tución, el presente Estatuto y las leyes.

Artículo 16. Potestad legislativa. (Modificado por LO 4/1999)
1. La iniciativa legislativa en la Comunidad corresponde a la Junta y a los Procuradores
en los términos que para éstos establezca el Reglamento de las Cortes.
2. Por ley de las Cortes de Castilla y León se regulará el ejercicio de la iniciativa legis-
lativa popular y de los Ayuntamientos para aquellas materias que sean competencia de
la Comunidad Autónoma en los términos previstos en la ley orgánica que desarrolle lo
dispuesto en el artículo 87.3 de la Constitución.
3. Las Cortes podrán delegar en la Junta la potestad de dictar normas con rango de ley
que a aquéllas competa. La delegación deberá otorgarse para materia concreta y con
fijación de plazo para su ejercicio y se efectuará mediante ley de bases cuando su
objeto sea la formación de textos articulados o por ley ordinaria cuando se trate de
refundir varios textos legales en uno solo.
No podrán ser objeto de delegación, además de lo que disponen otras leyes, las atri-
buciones legislativas contenidas en los números 3 y 10 del artículo anterior, las ratifi-
caciones previstas en los números 12 y 13 del mismo artículo, el régimen electoral de
la Comunidad y las leyes que fijen la sede o sedes de las instituciones de autogobierno.
4. Las leyes de Castilla y León serán promulgadas en nombre del Rey, por el Presidente
de la Junta, quien ordenará su publicación en el Boletín Oficial de Castilla y León y en el
Boletín Oficial del Estado. A efectos de su entrada en vigor regirá la fecha de publica-
ción en el primero de aquéllos.

Disposición Adicional Cuarta. (Modificada por LO 4/1999)
La celebración de elecciones atenderá a lo que dispongan las Cortes Generales, con el
fin exclusivo de coordinar el calendario de las diversas consultas electorales.



18. CEUTA:
Artículo 7.
1. La Asamblea de Ceuta, órgano representativo de la Ciudad, estará integrada por 25
miembros, elegidos en la Ciudad por sufragio universal, libre, igual, directo y secreto.
Las elecciones se regirán por lo establecido en la legislación estatal reguladora del
régimen electoral general para la celebración de elecciones locales.
2. Los miembros de la Asamblea de Ceuta ostentan también la condición de Concejales.

Artículo 8.
1. Serán electores y elegibles los ciudadanos mayores de edad que estén en pleno uso
de sus derechos políticos y cumplan con los requisitos establecidos en la legislación
estatal reguladora del régimen electoral general para la celebración de elecciones
locales, si bien tanto en la documentación que se tramite como en las papeletas de voto
constará expresamente la mención «Elecciones a la Asamblea de Ceuta».
2. La circunscripción electoral será el término municipal de Ceuta.
3. La fecha de la celebración de las elecciones será la de las elecciones locales en todo
el territorio español. Su convocatoria corresponderá al Gobierno de la Nación.
4. La Asamblea electa será convocada por el Presidente cesante de la Ciudad, dentro
de los veinte días siguientes al de la celebración de las elecciones.

Artículo 9.
1. La Asamblea de Ceuta aprobará su Reglamento por mayoría absoluta y estará regida
por una Mesa compuesta por el Presidente de la Ciudad, que la presidirá, y dos Vice-
presidentes elegidos por la propia Asamblea de entre sus miembros.
2. Para dictaminar asuntos concretos o para la preparación de los acuerdos del pleno
de la Asamblea podrán constituirse comisiones en las que estarán representados todos
los grupos políticos integrantes de la Asamblea de Ceuta, en los términos que se deter-
minen en el Reglamento.

Artículo 10.
1. La Asamblea de Ceuta se reunirá en sesiones ordinarias, previa convocatoria de su
Presidente, en los términos y con la periodicidad que se establezcan en el Reglamento.
En todo caso, deberá celebrarse una sesión ordinaria, como mínimo, cada mes.
2. Asimismo, se celebrarán sesiones extraordinarias cuando así lo decida el Presidente
o lo solicite la cuarta parte, al menos, de los miembros de la Asamblea. En este último
caso, la sesión extraordinaria se celebrará en el plazo máximo de dos meses a partir
de la solicitud.
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Artículo 11.
1. Para la deliberación y adopción de acuerdos, la Asamblea ha de estar reunida regla-
mentariamente. Los acuerdos se adoptarán por mayoría simple de los presentes si el
Estatuto, las leyes o el Reglamento de la Asamblea no exigen mayorías cualificadas.
2. El voto es personal e indelegable.
3. Las sesiones de la Asamblea serán públicas, salvo en los supuestos excepcionales
en que el Reglamento autorice lo contrario en atención a lo previsto en el artículo 18.1
de la Constitución.

Artículo 12.
1. Corresponde a la Asamblea de Ceuta:
a) Ejercer la potestad normativa atribuida a la ciudad de Ceuta en los términos previstos
en el presente Estatuto.
b) Ejercer la iniciativa legislativa en los términos previstos en el presente Estatuto.
c) Elegir de entre sus miembros al Presidente de la ciudad de Ceuta.
d) Impulsar y controlar la acción del Consejo de Gobierno.
e) Aprobar los presupuestos y cuentas de la ciudad de Ceuta sin perjuicio del control
que corresponde al Tribunal de Cuentas.
f) Aprobar los planes de fomento, ordenación y actuación de interés general para la
Ciudad.
g) Aprobar su propio Reglamento.
h) Aprobar las normas básicas de organización y funcionamiento de los servicios de la
Ciudad, en aplicación de lo dispuesto en el presente Estatuto.
i) Aprobar los convenios a celebrar con cualquiera de las Comunidades Autónomas y
con la ciudad de Melilla, y los acuerdos de cooperación con aquéllas o ésta que sean
precisos.
j) La determinación y ordenación de los recursos propios de carácter tributario en los
términos establecidos en el presente Estatuto.
k) Las demás funciones que le atribuyan las leyes del Estado y el presente Estatuto.
2. La Asamblea de Ceuta ejercerá, asimismo, las restantes atribuciones que, de
acuerdo con la Ley reguladora de las bases de régimen local, corresponden al Pleno de
los Ayuntamientos.
No obstante, la Asamblea podrá delegar en el Consejo de Gobierno las facultades
previstas en el apartado i) del número 2 del artículo 22 de la citada Ley.

Artículo 13.
La Asamblea de Ceuta podrá solicitar del Gobierno la adopción de un proyecto de ley o
remitir a la Mesa del Congreso una proposición de ley, delegando, ante dicha Cámara,
un máximo de tres miembros de la Asamblea encargados de su defensa.
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19. MELILLA:
Artículo 7.
1. La Asamblea de Melilla, órgano representativo de la Ciudad, estará integrada por 25
miembros, elegidos en la Ciudad por sufragio universal, libre, igual, directo y secreto.
Las elecciones se regirán por lo establecido en la legislación estatal reguladora del
régimen electoral general para la celebración de elecciones locales.
2. Los miembros de la Asamblea de Melilla ostentan también la condición de Conce-
jales.

Artículo 8.
1. Serán electores y elegibles los ciudadanos mayores de edad que estén en pleno uso
de sus derechos políticos y cumplan con los requisitos establecidos en la legislación
estatal reguladora del régimen electoral general para la celebración de elecciones
locales, si bien tanto en la documentación que se tramite como en las papeletas de voto
constará expresamente la mención «Elecciones a la Asamblea de Melilla».
2. La circunscripción electoral será el término municipal de Melilla.
3. La fecha de la celebración de las elecciones será la de las elecciones locales en todo
el territorio español. Su convocatoria corresponderá al Gobierno de la Nación.
4. La Asamblea electa será convocada por el Presidente cesante de la Ciudad dentro
de los veinte días siguientes al de la celebración de las elecciones.

Artículo 9.
1. La Asamblea de Melilla aprobará su Reglamento por mayoría absoluta y estará regida
por una Mesa compuesta por el Presidente de la Ciudad, que la presidirá, y dos Vice-
presidentes elegidos por la propia Asamblea de entre sus miembros.
2. Para dictaminar asuntos concretos o para la preparación de los acuerdos del pleno
de la Asamblea podrán constituirse comisiones en las que estarán representados todos
los grupos políticos integrantes de la Asamblea, en los términos que se determinen en
el Reglamento.

Artículo 10.
1. La Asamblea de Melilla se reunirá en sesiones ordinarias, previa convocatoria de su
Presidente, en los términos y con la periodicidad que se establezcan en el Reglamento.
En todo caso deberá celebrarse una sesión ordinaria, como mínimo, cada mes.
2. Asimismo se celebrarán sesiones extraordinarias cuando así lo decida el Presidente
o lo solicite la cuarta parte al menos de los miembros de la Asamblea. En este último
caso, la sesión extraordinaria se celebrará en el plazo máximo de dos meses a partir
de la solicitud.
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Artículo 11.
1. Para la deliberación y adopción de acuerdos, la Asamblea ha de estar reunida regla-
mentariamente. Los acuerdos se adoptarán por mayoría simple de los presentes si el
Estatuto, las leyes o el Reglamento de la Asamblea no exigen mayorías cualificadas.
2. El voto es personal e indelegable.
3. Las sesiones de la Asamblea serán públicas, salvo en los supuestos excepcionales
en que el Reglamento autorice lo contrario en atención a lo previsto en el artículo 18.1
de la Constitución.

Artículo 12.
1. Corresponde a la Asamblea de Melilla:
a) Ejercer la potestad normativa atribuida a la ciudad de Melilla en los términos previstos
en el presente Estatuto.
b) Ejercer la iniciativa legislativa en los términos previstos en el presente Estatuto.
c) Elegir de entre sus miembros al Presidente de la ciudad de Melilla.
d) Impulsar y controlar la acción del Consejo de Gobierno.
e) Aprobar los presupuestos y cuentas de la ciudad de Melilla sin perjuicio del control
que corresponde al Tribunal de Cuentas.
f) Aprobar los planes de fomento, ordenación y actuación de interés general para la
Ciudad.
g) Aprobar su propio Reglamento.
h) Aprobar las normas básicas de organización y funcionamiento de los servicios de la
Ciudad, en aplicación de lo dispuesto en el presente Estatuto.
i) Aprobar los convenios a celebrar con cualquiera de las Comunidades Autónomas y
con la ciudad de Ceuta, y los acuerdos de cooperación con aquéllas o ésta que sean
precisos.
j) La determinación y ordenación de los recursos propios de carácter tributario en los
términos establecidos en el presente Estatuto.
k) Las demás funciones que le atribuyan las leyes del Estado y el presente Estatuto.
2. La Asamblea ejercerá, asimismo, las restantes atribuciones que, de acuerdo con la
Ley reguladora de las bases de régimen local, corresponden al Pleno de los Ayunta-
mientos.
No obstante, la Asamblea podrá delegar en el Consejo de Gobierno las facultades
previstas en el apartado i) del número 2 del artículo 22 de la citada Ley.

Artículo 13.
La Asamblea de Melilla podrá solicitar del Gobierno la adopción de un proyecto de ley
o remitir a la Mesa del Congreso una proposición de ley, delegando ante dicha Cámara
un máximo de tres miembros de la Asamblea encargados de su defensa.



259

PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD Y CONSEJO DE GOBIERNO 2.3.

3. PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD Y CONSEJO DE GOBIERNO

1. PAÍS VASCO:
Artículo 29.
El Gobierno Vasco es el órgano colegiado que ostenta las funciones ejecutivas y admi-
nistrativas del País Vasco.

Artículo 30.
Las atribuciones del Gobierno y su organización, basada en un Presidente y Consejeros,
así como el Estatuto de sus miembros, serán regulados por el Parlamento.

Artículo 31.
1. El Gobierno Vasco cesa tras la celebración de elecciones del Parlamento, en el caso
de pérdida de la confianza parlamentaria o por dimisión o fallecimiento de su Presi-
dente.
2. El Gobierno cesante continuará en funciones hasta la toma de posesión del nuevo
Gobierno.

Artículo 32.
1. El Gobierno responde políticamente de sus actos, de forma solidaria, ante el Parla-
mento Vasco, sin perjuicio de la responsabilidad directa de cada miembro por su
gestión respectiva.
2. El Presidente del Gobierno y sus miembros, durante su mandato y por los actos delic-
tivos cometidos en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma, no podrán ser dete-
nidos ni retenidos, sino en caso de flagrante delito, correspondiendo decidir, en todo
caso, sobre su inculpación, prisión, procesamiento y juicio al Tribunal Superior de
Justicia del País Vasco. Fuera del ámbito Territorial del País Vasco, la responsabilidad
penal será exigible en los mismos términos ante la Sala de lo Penal del Tribunal
Supremo.

Artículo 33.
1. El Presidente del Gobierno será designado de entre sus miembros por el Parlamento
Vasco y nombrado por el Rey.
2. El Presidente designa y separa los Consejeros del Gobierno, dirige su acción, osten-
tando a la vez la más alta representación del País Vasco y la ordinaria del Estado en
este territorio.
3. El Parlamento Vasco determinará por Ley la forma de elección del Presidente y sus
atribuciones, así como las relaciones del Gobierno con el Parlamento.



2. CATALUÑA:
Artículo 36.
1. El Presidente será elegido entre sus miembros por el Parlamento y nombrado por el
Rey.
2. El Presidente de la Generalidad dirige y coordina la acción del Consejo Ejecutivo o
Gobierno y ostenta la más alta representación de la Generalidad y la ordinaria del Estado
en Cataluña.
3. El Presidente podrá delegar temporalmente funciones ejecutivas en uno de los
Consejeros.
4. El Presidente será, en todo caso, políticamente responsable ante el Parlamento.
5. Una Ley de Cataluña determinará la forma de elección del Presidente, su estatuto
personal y sus atribuciones.

Artículo 37.
1. El Consejo, órgano colegiado de gobierno con funciones ejecutivas y administrativas,
será regulado por Ley de Cataluña, que determinará su composición, el estatuto, la
forma de nombramiento y cese de sus miembros y sus atribuciones.
2. El Consejo responde políticamente ante el Parlamento de forma solidaria, sin
perjuicio de la responsabilidad directa de cada Consejero por su gestión.
3. La sede del Consejo estará en la ciudad de Barcelona, y sus organismos, servicios
y dependencias podrán establecerse en diferentes lugares de Cataluña, de acuerdo con
criterios de descentralización, desconcentración y coordinación de funciones.
4. Todas las normas, disposiciones y actos emanados del Consejo Ejecutivo o Gobierno
y de la Administración de la Generalidad que lo requieran serán publicados en el Diari
Oficial de la Generalitat.
Esta publicación será suficiente, a todos los efectos, para la validez de los actos y la
entrada en vigor de las disposiciones y normas de la Generalidad. En relación con la
publicación en el Boletín Oficial del Estado, se estará a lo que disponga la correspon-
diente norma del Estado.

Artículo 38.
El Presidente de la Generalidad y los Consejeros, durante su mandato y por los actos
delictivos cometidos en el territorio de Cataluña, no podrán ser detenidos ni retenidos
sino en caso de flagrante delito, correspondiendo decidir, en todo caso, sobre su incul-
pación, prisión, procesamiento y juicio al Tribunal Superior de Justicia de Cataluña.
Fuera de dicho territorio la responsabilidad penal será exigible en los mismos términos
ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.
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Artículo 39.
El Consejo podrá interponer el recurso de inconstitucionalidad. Podrá también, por
propia iniciativa o previo acuerdo del Parlamento, personarse ante el Tribunal Constitu-
cional en los conflictos de competencia a que se refiere el apartado c) del número 1 del
artículo 161 de la Constitución.

3. GALICIA:
Artículo 15.
1. El Presidente dirige y coordina la acción de la Junta y ostenta la representación de la
Comunidad Autónoma y la ordinaria del Estado en Galicia.
2. El Presidente de la Junta será elegido por el Parlamento Gallego de entre sus miem-
bros y será nombrado por el Rey.
3. El Presidente del Parlamento, previa consulta con las fuerzas políticas representadas
parlamentariamente, y oída la Mesa, propondrá un candidato a Presidente de la Junta.
El candidato presentará su programa al Parlamento. Para ser elegido, el candidato
deberá, en primera votación, obtener mayoría absoluta, de no obtenerla se procederá
a una nueva votación veinticuatro horas después de la anterior, y la confianza se enten-
derá otorgada si obtuviera mayoría simple. Caso de no conseguirse dicha mayoría, se
tramitarán sucesivas propuestas en la forma prevista anteriormente.
4. El Presidente de la Junta será políticamente responsable ante el Parlamento. Una Ley
de Galicia determinará el alcance de tal responsabilidad, así como el Estatuto personal
y atribuciones del Presidente.

Artículo 16.
1. La Junta es el órgano colegiado de Gobierno de Galicia.
2. La Junta de Galicia está compuesta por el Presidente, Vicepresidente o Vicepresi-
dentes, en su caso, y los Consejeros.
3. Los Vicepresidentes y los Consejeros serán nombrados y cesados por el Presidente.
4. Una Ley de Galicia regulará la organización de la Junta y las atribuciones y el Esta-
tuto personal de sus componentes.

Artículo 17.
1. La Junta de Galicia responde políticamente ante el Parlamento de forma solidaria, sin
perjuicio de la responsabilidad directa de cada uno de sus componentes por su gestión.
2. La Junta cesa tras la celebración de elecciones al Parlamento gallego en los casos
de pérdida de la confianza parlamentaria, dimisión y fallecimiento de su Presidente.
3. La Junta cesante continuará en funciones hasta la toma de posesión de la nueva
Junta.
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Artículo 18.
El Presidente y los demás miembros de la Junta, durante su mandato y por los actos
delictivos cometidos en el territorio de Galicia, no podrán ser detenidos ni retenidos sino
en caso de flagrante delito, correspondiendo decidir, en todo caso, sobre su inculpa-
ción, prisión, procesamiento y juicio al Tribunal Superior de Justicia de Galicia. Fuera de
dicho territorio la responsabilidad penal será exigible en los mismos términos ante la
Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.

4. ANDALUCÍA:
Artículo 32.
Corresponde al Consejo de Gobierno de Andalucía la elaboración de reglamentos gene-
rales de las leyes de la Comunidad Autónoma.

Artículo 34.
El Consejo de Gobierno de Andalucía es el órgano colegiado que ostenta y ejerce las
funciones ejecutivas y administrativas de la Junta de Andalucía. El Consejo de Gobierno
está integrado por el Presidente y los Consejeros.

Artículo 35.
1. El Presidente de la Junta dirige y coordina la actividad del Consejo de Gobierno, coor-
dina la administración de la comunidad Autónoma, designa y separa a los Consejeros y
ostenta la suprema representación de la Comunidad Autónoma y la ordinaria del Estado
en Andalucía.
2. El Presidente podrá delegar temporalmente funciones ejecutivas propias en uno de
los Consejeros.
3. El Presidente es responsable políticamente ante el Parlamento.

Artículo 36.
1. El régimen jurídico y administrativo del Consejo de gobierno y el Estatuto de sus
miembros será regulado por ley del Parlamento Andaluz, que determinará las causas de
incompatibilidad de aquéllos. El Presidente y los Consejeros no podrán ejercer actividad
laboral, profesional o empresarial alguna.
2. El Consejo de Gobierno responde políticamente ante el Parlamento de forma
solidaria, sin perjuicio de la responsabilidad directa de cada Consejero por su
gestión.

Artículo 37.
1. El Presidente de la Junta será elegido de entre sus miembros por el parlamento.
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2. El Presidente del Parlamento, previa consulta a los Portavoces designados por los
Partidos o Grupos Políticos con representación parlamentaria, propondrá un candidato
a Presidente de la Junta.
3. El candidato presentará su programa al Parlamento. Para ser elegido, el candidato
deberá, en primera votación, obtener mayoría absoluta. De no obtenerla, se procederá
a una nueva votación cuarenta y ocho horas después de la anterior, y la confianza se
entenderá otorgada si obtuviera mayoría simple en la segunda o sucesivas votaciones.
Caso de no conseguirse dicha mayoría se tramitarán sucesivas propuestas en la forma
prevista anteriormente. Si transcurrido el plazo de dos meses a partir de la primera
votación, ningún candidato hubiera obtenido la mayoría simple, quedará designado
Presidente de la Junta el candidato del partido que tenga mayor número de escaños.
4. Una vez elegido, el Presidente será nombrado por el Rey y procederá a designar los
miembros del Consejo de Gobierno y a distribuir entre ellos las correspondientes
funciones ejecutivas.

Artículo 38.
El Consejo de Gobierno cesa tras la celebración de elecciones al Parlamento, y en los
casos de pérdida de cuestión de confianza y de moción de censura, dimisión, incapa-
cidad o fallecimiento del Presidente. El Consejo de Gobierno cesante continuará en
funciones hasta la toma de posesión del nuevo Consejo de Gobierno.

Artículo 39.
1. El Presidente de la Junta, previa deliberación del Consejo de Gobierno, puede plan-
tear ante el Parlamento la cuestión de confianza sobre su programa o sobre una decla-
ración de política general. La confianza se entenderá otorgada cuando vote a favor de
la misma la mayoría simple de los Diputados.
2. El Parlamento puede exigir la responsabilidad política del Presidente o del Consejo
de Gobierno mediante la adopción por mayoría absoluta de la moción de censura. Esta
habrá de ser propuesta, al menos, por una cuarta parte de los parlamentarios y habrá
de incluir un candidato a la Presidencia de la Junta. La moción de censura no podrá ser
votada hasta que transcurran cinco días desde su presentación. Si la moción de
censura no fuese aprobada por el parlamento, sus signatarios no podrán presentar otra
durante el mismo periodo de sesiones.
3. Si el Parlamento negara su confianza, el Presidente de la Junta presentará su dimi-
sión ante el Parlamento, cuyo Presidente convocará, en el plazo máximo de quince días,
la sesión plenaria para la elección de nuevo Presidente de la Junta, de acuerdo con el
procedimiento del artículo 37.
4. Si el Parlamento adoptara una moción de censura, el Presidente de la Junta presen-
tará su dimisión ante el Parlamento y el candidato incluido en aquélla se entenderá inves-
tido de la confianza de la Cámara. EL REY le nombrará Presidente de la Junta.
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Artículo 40.
1. La responsabilidad penal del Presidente de la Junta y de los Consejeros será exigible
ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo. No obstante, la de los Consejeros, para
los delitos cometidos en el ámbito territorial de su jurisdicción, será exigible ante el
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía.
2. Ante los mismos Tribunales, respectivamente, será exigible la responsabilidad civil en
que dichas personas hubieran incurrido con ocasión del ejercicio de su cargo.

5. ASTURIAS:
Artículo 32.
1. El Presidente del Principado de Asturias será elegido por la Junta General de entre
sus miembros y nombrado por el Rey.
La elección se hará por mayoría absoluta de los miembros de la Junta en primera
convocatoria, y por mayoría simple en las posteriores, debiendo mediar entre cada
convocatoria al menos cuarenta y ocho horas.
Si transcurrido el plazo de dos meses a partir de la constitución de la Junta ningún
candidato hubiera sido elegido, la Junta General electa quedará disuelta, procediéndose
a la convocatoria de nuevas elecciones. El mandato de la nueva Junta durará en todo
caso hasta la fecha en que debiera concluir el de la primera.
2. El Presidente del Principado de Asturias es el del Consejo de Gobierno, cuya actividad
dirige, coordina la administración de la Comunidad Autónoma, designa y separa a los conse-
jeros y ostenta la suprema representación del Principado y la ordinaria del Estado en Asturias.
3. El Presidente del Principado de Asturias responde políticamente ante la Junta
General.
4. (Modificado por Ley 1/1999). Una ley del Principado, aprobada por el voto favorable
de la mayoría absoluta, determinará el estatuto personal, el procedimiento de elección
y cese y las atribuciones del Presidente.

Artículo 33. (Modificado por LO 1/1999)
1. El Consejo de Gobierno es el órgano colegiado que dirige la política de la Comunidad
Autónoma y al que corresponden las funciones ejecutiva y administrativa y el ejercicio
de la potestad reglamentaria
2.  Por ley del Principado, aprobada por mayoría absoluta, se regularán las atribuciones
del Consejo de Gobierno, así como el Estatuto, forma de nombramiento y cese de sus
componentes.
3. (Suprimido por LO 1/1999)8.

8 El texto derogado establecía: El número de mienbros del Consejero de Gobierno no excederá de diez,
ademas del Presidente.



4.(Modificado por LO 1/1999) El Consejo de Gobierno será informado de los conve-
nios y tratados internacionales que puedan afectar a materias de su específico interés.

Artículo 34.
1. El Consejo de Gobierno responde políticamente ante la Junta General de forma solidaria,
sin perjuicio de la responsabilidad directa de cada uno de sus miembros por su gestión.
2. Una ley de la Junta, aprobada por el voto favorable de la mayoría de sus miembros,
regulará la responsabilidad establecida en el número anterior y, en general, las rela-
ciones entre dicha Junta y el Consejo.
3. (Suprimido por LO 1/1999)9

Artículo 35.
1. El Presidente del Consejo de Gobierno previa deliberación del mismo puede plantear
ante la Junta General la cuestión de confianza sobre su programa o sobre una declara-
ción de política general en el marco de las competencias que se atribuyen al Principado
en este Estatuto. La confianza se entenderá otorgada cuando vote a favor de la misma
la mayoría simple de los miembros de la Junta.
2. La Junta General puede exigir la responsabilidad política del Consejo de Gobierno
mediante la adopción por mayoría absoluta de la moción de censura. Esta habrá de ser
propuesta al menos por un quince por ciento de los miembros de la Junta y habrá de
incluir un candidato a Presidente del Principado de Asturias. La moción de censura no
podrá ser votada hasta que transcurran cinco días desde su presentación. En los dos
primeros días de dicho plazo podrán presentarse mociones alternativas. Si la moción
de censura no fuese aprobada por la Junta General, sus signatarios no podrán presentar
otras mientras no transcurra un año desde aquélla dentro de la misma legislatura.
3. Si la Junta General negara su confianza, el Presidente del Principado presentará su
dimisión ante la misma, cuyo Presidente convocará en el plazo máximo de quince días
la sesión plenaria para la elección de nuevo Presidente del Principado de acuerdo con
el procedimiento del artículo 32. 1, sin que en ningún caso suponga la disolución de la
Junta General.
4. Si la Junta General adoptara una moción de censura, el Presidente del Principado
presentará su dimisión ante la misma y el candidato incluido en aquélla se entenderá
investido de la confianza de la Junta. El Rey le nombrará Presidente del Principado.
5. El Presidente del Principado no podrá plantear la cuestión de confianza mientras esté
en trámite una moción de censura.
6. El Consejo de Gobierno cesante continuará en sus funciones hasta la toma de pose-
sión del nuevo Consejo.
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9 El texto derogado establecía:  Una ley de la Junta regulará el régimen de publicación de las normas y publi-
cidad  de las disposiciones y actos emanados del Consejo de Gobierno y de la Administración del Principado
de Asturias.
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Artículo 35 bis. (Modificado por LO 1/1999)
1. La responsabilidad penal del Presidente del Principado y de los miembros del Consejo
de Gobierno será exigible ante el Tribunal Superior de Justicia del Principado de Astu-
rias por los actos cometidos en el territorio del Principado. Fuera de éste, la responsa-
bilidad penal será exigible ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.
2. Ante los mismos Tribunales respectivamente será exigible la responsabilidad civil en
que dichas personas hubieren incurrido con ocasión del ejercicio de sus cargos.

6. CANTABRIA:
Artículo 17. (Modificado por LO 11/1998)
1. El Presidente de la Comunidad Autónoma ostenta la más alta representación de la
Comunidad Autónoma y la ordinaria del Estado en Cantabria.
2. El Presidente designa y separa a los miembros del Gobierno y preside, dirige y coor-
dina su actuación.
3. El Presidente de la Comunidad Autónoma será elegido por el Parlamento de entre sus
miembros y nombrado por el Rey. A tal efecto, el Presidente del Parlamento, previa
consulta con las fuerzas políticas representadas en el mismo y oída la Mesa, propondrá
un candidato o candidata a Presidente de la Comunidad Autónoma. El candidato o candi-
data presentará su programa al Pleno de la Cámara y, para ser elegido o elegida,
deberá obtener mayoría absoluta en la primera votación; de no obtenerse esta mayoría
cualificada se procederá a una nueva votación pasadas cuarenta y ocho horas y resul-
tará elegido o elegida si obtiene mayoría simple.
En el caso de no obtenerse dicha mayoría en esta segunda votación se tramitarán suce-
sivas propuestas en la forma prevista anteriormente.
Si transcurrido el plazo de dos meses, a partir de la primera votación de investidura,
ningún candidato o candidata resultare elegido o elegida por el Parlamento, éste
quedará automáticamente disuelto, procediéndose a la convocatoria de nuevas elec-
ciones para el mismo. El mandato del nuevo Parlamento durará hasta la fecha en que
debería concluir el anterior y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 23. En ningún
caso procederá la disolución del Parlamento cuando el plazo de dos meses concluya el
último año de la legislatura.

Artículo 18. (Modificado por LO 11/1998)
1. El Gobierno, órgano colegiado, dirige la acción política y ejerce la función ejecutiva y la
potestad reglamentaria de acuerdo con la Constitución, el presente Estatuto y las leyes.
2. El Gobierno está compuesto por el Presidente, el Vicepresidente, en su caso, y los
Consejeros.
3. Los miembros del Gobierno de Cantabria serán nombrados y cesados por el Presi-
dente, siendo preceptiva la información de éste al Parlamento.
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4. El Presidente podrá delegar temporalmente funciones ejecutivas y de representación
en el Vicepresidente o, en su defecto, en uno de los Consejeros.
5. Una Ley del Parlamento regulará la organización del Gobierno, las atribuciones y el esta-
tuto personal de cada uno de sus componentes.
6. Los miembros del Gobierno no podrán ejercer otras funciones representativas que las
propias del mandato parlamentario, ni cualquier otra función pública que no derive de su
cargo, ni actividad profesional o mercantil alguna.

Artículo 19. (Modificado por LO 11/1998)
1. El Gobierno cesa:
a. Tras la celebración de elecciones al Parlamento.
b. Por dimisión, incapacidad o fallecimiento de su Presidente.
c. Por la pérdida de confianza del Parlamento o la adopción por éste de una moción de
censura.
2. El Gobierno cesante continuará en sus funciones hasta la toma de posesión del nuevo
Gobierno.

Artículo 20. (Modificado por LO 11/1998)
La decisión sobre la inculpación, prisión, procesamiento y juicio del Presidente y de los
demás miembros del Gobierno, en relación con los presuntos actos delictivos que hayan
podido cometer dentro del territorio de la Comunidad Autónoma, corresponde al Tribunal
Superior de Justicia de Cantabria; fuera de dicho territorio la responsabilidad penal será
exigible ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.

Artículo 21. (Modificado por LO 11/1998)
El Gobierno podrá interponer recursos de inconstitucionalidad, suscitar conflictos de
competencia y personarse ante el Tribunal Constitucional en los supuestos y términos
previstos en la Constitución y en la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional.

Artículo 22. (Modificado por Ley 2/1994 y por LO 11/1998)
1. El Gobierno de Cantabria responderá políticamente ante el Parlamento de forma soli-
daria sin perjuicio de la responsabilidad directa de cada uno de sus componentes.
2. El Presidente, previa deliberación del Gobierno, puede plantear ante el Parlamento la
cuestión de confianza sobre su programa o sobre una declaración de política general. La
confianza se entenderá otorgada cuando vote a favor de la misma la mayoría simple de
los Diputados y Diputadas.
3. El Parlamento puede exigir la responsabilidad política del Presidente o del Gobierno
mediante la adopción por mayoría absoluta de la moción de censura. Esta habrá de ser
propuesta, al menos, por un 15 % de los Diputados y Diputadas y habrá de incluir un
candidato o candidata a la Presidencia de Cantabria. La moción de censura no podrá



ser votada hasta que transcurran cinco días desde su presentación. Si la moción de
censura no fuese aprobada por el Parlamento sus signatarios y signatarias no podrán
presentar otra mientras no transcurra un año desde aquélla, dentro de la misma legis-
latura. Durante los dos primeros días de la tramitación de la moción de censura podrán
presentarse mociones alternativas.
4. Si el Parlamento negará su confianza, el Presidente de Cantabria presentará su dimi-
sión ante el Parlamento, cuyo Presidente convocará en el plazo máximo de quince días
la sesión plenaria para la elección del nuevo Presidente de acuerdo con el procedi-
miento del artículo 17.
5. Si el Parlamento aprobará una moción de censura, el Presidente presentará su dimi-
sión ante la Cámara y el candidato o candidata incluido en aquélla se entenderá inves-
tido de la confianza del Parlamento. El Rey le nombrará Presidente de la Comunidad
Autónoma.
6. El Presidente no podrá plantear la cuestión de confianza mientras está en trámite una
moción de censura.

Artículo 23. (Modificado por Ley 2/1994 y por LO 11/1998)
1. El Presidente, previa deliberación del Gobierno, y bajo su exclusiva responsabilidad,
podrá acordar la disolución del Parlamento con anticipación al término natural de la
legislatura.
2. La disolución se acordará por Decreto, en el que se convocarán a su vez elecciones,
conteniéndose en el mismo cuantos requisitos exija la legislación electoral aplicable.
3. El Presidente no podrá acordar la disolución del Parlamento durante el primer período
de sesiones de la legislatura, cuando reste menos de un año para su terminación, ni
cuando se encuentre en tramitación una moción de censura. Tampoco podrá acordar la
disolución antes de que transcurra un año desde la última disolución por este procedi-
miento. En ningún supuesto podrá el Presidente disolver el Parlamento cuando se
encuentre convocado un proceso electoral estatal.
4. En todo caso, el nuevo Parlamento que resulte de la convocatoria electoral tendrá un
mandato limitado por el término natural de la legislatura originaria.

7. LA RIOJA:
Artículo 23. (Modificado por LO 2/1999)
1. El Presidente dirige y coordina la actuación del Gobierno, designa y separa a los
Consejeros y ostenta la más alta representación de la Comunidad Autónoma de La Rioja
y la ordinaria del Estado en este territorio.
2. El Presidente de la Comunidad Autónoma será elegido por el Parlamento de entre sus
miembros y nombrado por el Rey. El Presidente del Parlamento, previa consulta con las
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fuerzas políticas representadas en el mismo, propondrá un candidato a Presidente de
la Comunidad Autónoma de La Rioja. El candidato presentará su programa al Parla-
mento. Para ser elegido, el candidato deberá, en primera votación, obtener mayoría
absoluta; de no obtenerla se procederá a una nueva votación pasadas cuarenta y ocho
horas, y la confianza se entenderá otorgada si obtuviera mayoría simple. Caso de no
conseguirse dicha mayoría se tramitarán sucesivas propuestas en la forma prevista
anteriormente. Si transcurrido el plazo de dos meses a partir de la primera votación de
investidura ningún candidato hubiere obtenido la confianza del Parlamento, éste quedará
automáticamente disuelto, procediéndose dentro de los sesenta días siguientes a la
celebración de nuevas elecciones para el mismo. El mandato del nuevo Parlamento
durará, en todo caso, hasta la fecha en que debiera concluir el del primero.
3. El Presidente cesa por dimisión, fallecimiento, incapacidad, disolución del Parla-
mento, pérdida de la confianza otorgada o censura del Parlamento.
4. Una Ley de la Comunidad Autónoma regulará el estatuto personal del Presidente, sus
atribuciones y responsabilidad política.

Artículo 24. (Modificado por LO 2/1999)
1. El Gobierno, como órgano colegiado, ejerce las funciones ejecutivas y la administra-
ción de la Comunidad Autónoma, correspondiéndole en particular:
a) El ejercicio de la potestad reglamentaria no reservada por este Estatuto al Parla-
mento.
b) Interponer recursos ante el Tribunal Constitucional y personarse en las actuaciones
en que así proceda.
c) Ejecutar en general, cuantas funciones se deriven del ordenamiento jurídico estatal y
regional.
2. El Gobierno se compone del Presidente de la Comunidad Autónoma, el Vicepresi-
dente o Vicepresidentes, en su caso, y los Consejeros. Tanto los Vicepresidentes como
los Consejeros, que no requerirán la condición de Diputados Regionales, serán
nombrados y cesados por el Presidente, quien también determinará su número.
3. Una Ley de la Comunidad Autónoma regulará el estatuto personal de los miembros
del Gobierno y sus relaciones con los demás órganos de la Comunidad Autónoma,
dentro de las normas del presente Estatuto y de la Constitución.
4. 1. El Presidente y los demás miembros del Gobierno durante su mandato y por los
actos delictivos cometidos en el territorio de la Comunidad Autónoma, no podrán ser
detenidos ni retenidos, sino en supuesto de flagrante delito, correspondiendo decidir,
en todo caso, sobre su inculpación, prisión, procesamiento y juicio al Tribunal Superior
de Justicia de La Rioja.
2. Fuera del ámbito territorial de la Comunidad Autónoma, la responsabilidad penal será
exigible en los mismos términos ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.
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5. El Gobierno, por conducto de su Presidente, podrá plantear conflictos de jurisdicción
a los jueces y Tribunales conforme a las leyes reguladoras de aquéllas.
6. El Presidente de la Comunidad Autónoma, previa deliberación del Gobierno reunido
en consejo, puede plantear ante el Parlamento la cuestión de confianza sobre su
programa o sobre su política general; la confianza se entenderá otorgada cuando vote
a favor de la misma la mayoría simple de los Diputados.
Si el Parlamento negará la confianza, el Presidente de la Comunidad Autónoma presen-
tará su dimisión ante el Parlamento, cuyo Presidente convocará, en el plazo máximo de
quince días, la sesión plenaria para la elección del nuevo Presidente de la Comunidad
Autónoma.
7. El Parlamento puede exigir la responsabilidad política del Gobierno y de su Presidente
mediante la adopción, por mayoría absoluta de sus miembros, de una moción de
censura.
La moción de censura deberá ser propuesta, al menos, por el 15 % de los Diputados;
habrá de incluir un candidato a la Presidencia de la Comunidad Autónoma; no podrá ser
votada hasta que transcurran cinco días desde su presentación, pudiendo, en este
plazo, presentarse mociones alternativas, y, si no fuere aprobada por el Parlamento,
ninguno de los signatarios podrá presentar otra en el plazo de seis meses.

Artículo 25 (Modificado por LO 2/1999).
1. El Gobierno responde políticamente ante el Parlamento de forma solidaria, sin
perjuicio de la responsabilidad directa de cada uno de sus miembros, por su propia
gestión.
2. El Gobierno cesará en los mismos casos que su Presidente.
No obstante, aquél continuará en funciones hasta la toma de posesión del nuevo
Gobierno.

8. REGIÓN DE MURCIA:
Artículo 31.
1. El Presidente de la Comunidad Autónoma es elegido por la Asamblea Regional de
entre sus miembros y nombrado por el Rey. La elección será por mayoría absoluta de
los miembros de la Asamblea en primera convocatoria, y por mayoría simple en las
posteriores, debiendo mediar entre cada una de ellas, al menos, cuarenta y ocho horas.
Si transcurrido el plazo de dos meses desde la primera votación de investidura ningún
candidato hubiera obtenido la confianza, el Presidente de la Asamblea la disolverá,
convocando nuevas elecciones de acuerdo con la normativa electoral aplicable.
2. Al Presidente, que lo es también del Consejo de Gobierno, corresponde la suprema
representación de la Región de Murcia y la ordinaria del Estado en su territorio.



3. El Presidente dirige y coordina la acción del Consejo de Gobierno y responde políti-
camente ante la Asamblea Regional.
4. El Presidente podrá delegar temporalmente funciones ejecutivas en uno de los
Consejeros.
5. Una Ley de la Asamblea aprobada por el voto favorable de la mayoría de sus miem-
bros, desarrollará el procedimiento de elección del Presidente del Consejo de Gobierno,
así como su Estatuto personal y el procedimiento para exigir la responsabilidad política
a que se refiere el apartado tercero de este artículo.
6. El Presidente, cesa al finalizar el período para el que fue elegida la Asamblea
Regional; también cesa por pérdida de la confianza otorgada, o por censura de aquélla,
en los términos previstos en el capítulo siguiente, así como por dimensión, fallecimiento
y condena penal, que lleve aparejada la inhabilitación para cargos públicos.

Artículo 32. (Modificado por LO 1/1998)
1. El Consejo de Gobierno es el órgano colegiado que dirige la política regional, corres-
pondiéndole la función ejecutiva, el gobierno y administración de la Región y el ejercicio
de la potestad reglamentaria en materias no reservadas por el Estatuto a la compe-
tencia normativa de la Asamblea Regional.
El Consejo de Gobierno está facultado para interponer el recurso de inconstitucionalidad
de acuerdo con lo previsto en el artículo 162.1.a) de la Constitución, y el artículo 32.2
de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, así como para suscitar los conflictos de
competencia que opongan a la Región con el Estado o con otras Comunidades Autó-
nomas de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 161.1.c), de la Constitución, y en los
artículos 59 y siguientes de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional.
2. El Consejo de Gobierno está compuesto por el Presidente, el Vicepresidente, en su
caso, y los Consejeros, que el Presidente nombra y separa libremente.
3. El Consejo de Gobierno actuará siempre con absoluto respeto a los principios de
legalidad y jerarquía normativa. Sus disposiciones y resoluciones serán objeto de publi-
cación en el Boletín Oficial de la Región de Murcia.
4. En lo previsto en este Estatuto, una Ley de la Asamblea, aprobada con el voto favo-
rable de la mayoría de sus miembros, regulará la organización y las atribuciones del
Consejo de Gobierno, así como el Estatuto personal de sus miembros.

Artículo 33.
1. El Consejo de Gobierno responde políticamente ante la Asamblea de forma solidaria,
sin perjuicio de la responsabilidad directa de cada uno de sus miembros por su gestión.
En lo no previsto en el Estatuto una Ley de la Asamblea, aprobada con el voto favorable
de la mayoría de sus miembros, regulará esta responsabilidad y, en general, las rela-
ciones entre ambos órganos.
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2. El Consejo de Gobierno cesará en los mismos casos que su Presidente.
3. El Presidente del Consejo de Gobierno, previa deliberación de éste, puede plantear
ante la Asamblea Regional la cuestión de confianza sobre su programa o sobre una
declaración de política general. La confianza se entenderá otorgada cuando vote a favor
de la misma la mayoría simple de los Diputados Regionales.
Si la Asamblea Regional no otorgara su confianza, el Presidente del Consejo de
Gobierno presentará su dimisión ante la misma y el Presidente de la Asamblea convo-
cará, en el plazo máximo de quince días, una sesión plenaria para la elección de nuevo
Presidente de la Comunidad, de acuerdo con el procedimiento establecido en el artículo
31 de este Estatuto, sin que en ningún caso ello suponga la disolución de la Asamblea
Regional.
4. La Asamblea puede exigir la responsabilidad política del Consejo de Gobierno y de
su Presidente, mediante la adopción, por mayoría absoluta de sus miembros, de una
moción de censura.
La moción de censura deberá ser propuesta por el 15%, al menos, de los Diputados
regionales, habrá de incluir un candidato a la Presidencia del Consejo de Gobierno y no
podrá ser votada hasta que transcurran cinco días desde su presentación, pudiendo, en
los dos primeros días de dicho plazo, presentarse mociones alternativas. Si la moción
de censura no fuese aprobada, ninguno de los signatarios podrá presentar otra en el
plazo de un año desde aquélla, dentro de la misma legislatura.
5. El Presidente del Consejo de Gobierno no podrá plantear la cuestión de confianza
mientras esté en trámite una moción de censura.
6. El Consejo de Gobierno cesante continuará en funciones hasta la toma de posesión
del nuevo Consejo.
7. Los miembros del Consejo de Gobierno no podrán ser detenidos ni retenidos por los
presuntos actos delictivos cometidos en el territorio de la Región, sino en caso de
flagrante delito, en tanto decide el Tribunal Superior de Justicia sobre su inculpación,
prisión, procesamiento y juicio. Fuera de la Región, la responsabilidad penal será
exigible en los mismos términos ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.

9. COMUNIDAD VALENCIANA:
Artículo 15.
1. El Presidente de la Generalidad será elegido por las Cortes Valencianas de entre sus
miembros y, nombrado por el Rey. La facultad de presentar candidatos corresponde a
los Grupos Parlamentarios.
2. Para ser elegido se requiere la mayoría absoluta de las Cortes Valencianas en
primera votación. En caso de no alcanzar dicha mayoría, la votación se repetirá
cuarenta y ocho horas después, siendo candidatos los dos que, habiéndolo sido en la
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primera, hubieran alcanzado mayor número de votos. En la segunda votación bastará
la, mayoría simple para ser elegido.
3. En caso de renuncia, pérdida de la confianza en los términos del artículo dieciocho
del presente Estatuto, dimisión o incapacidad, se procederá a elegir Presidente de
acuerdo con el procedimiento del presente artículo.

Artículo 16.
1. El Presidente de la Generalidad Valenciana, que a su vez lo es del «Consell», dirige la
acción del Gobierno, coordina funciones y ostenta la más alta representación de la
Comunidad Autónoma Valenciana, así como la ordinaria del Estado en la misma.
2. El Presidente es responsable políticamente ante las Cortes Valencianas. Estas
pueden exigir la responsabilidad del Gobierno valenciano mediante la adopción por
mayoría absoluta de la moción de censura, propuesta, al menos, por la quinta parte de
los Diputados y que habrá de incluir un candidato a la Presidencia.
La moción de censura no podrá ser votada hasta que transcurran cinco días desde su
presentación. En los primeros días de dicho plazo podrán presentarse mociones alter-
nativas.
Si la moción de censura no fuere aprobada, sus signatarios no podrán presentar otra
durante el mismo período de sesiones. Si fuere aprobada, el Presidente y el Gobierno
valenciano cesarán en sus funciones y el candidato incluido en aquélla será nombrado
por el Rey, Presidente de la Generalidad Valenciana.

Artículo 17.
1. El «Consell» es el órgano colegiado del Gobierno valenciano, que ostenta la potestad
ejecutiva y reglamentaria. En particular, dirige la Administración, situada bajo la auto-
ridad de la Generalidad Valenciana.
2. Sus miembros, cuyo número no excederá de diez con funciones ejecutivas, además
del Presidente de la Generalidad Valenciana, son designados por éste. Sus funciones,
composición, forma de nombramiento y cese de sus miembros, serán regulados por ley
de las Cortes Valencianas.
3. La sede del Gobierno valenciano estará en la ciudad de Valencia, y sus organismos,
servicios y dependencias podrán establecerse en diferentes lugares del territorio de la
Comunidad, de acuerdo con criterios de descentralización y coordinación de funciones.
4. Todas las normas, disposiciones y actos emanados del Gobierno valenciano, que por
su naturaleza lo requieran, serán publicados en el «Diario Oficial de la Generalidad Valen-
ciana». Esta publicación será suficiente para su validez y entrada en vigor.
En relación con la publicación en el «Boletín Oficial del Estado» se estará a lo que
disponga la correspondiente norma estatal.



Artículo 18.
El «Consell» responde políticamente de forma solidaria ante las Cortes Valencianas, sin
perjuicio de la responsabilidad directa de sus miembros por su gestión.
Su Presidente, previa deliberación por el órgano colegiado, puede plantear ante las
Cortes Valencianas la cuestión de confianza sobre su programa, una decisión política o
un proyecto de ley. Dicha moción se entenderá aprobada cuando obtenga la mayoría
simple. Si la misma tuviere por objeto un proyecto de ley, éste se entenderá aprobado
según el texto enviado por el «Consell».

Artículo 19.
La responsabilidad penal de los miembros del «Consell» y, en su caso, la del Presidente,
se exigirá a propuesta de las Cortes Valencianas, ante el Tribunal de Justicia Valenciano.

Artículo 20.
El «Consell» podrá interponer el recurso de inconstitucionalidad. Podrá también, por
propia iniciativa, o previo acuerdo de la Asamblea, suscitar los conflictos de compe-
tencia a que se refiere el apartado c) del número uno del artículo ciento sesenta y uno
de la Constitución.

10. ARAGÓN:
Artículo 21.
1. El Presidente de la Diputación General de Aragón es elegido por las Cortes de
Aragón, de entre sus Diputados, y nombrado por el Rey.
2. El Presidente ostenta la suprema representación de Aragón y la ordinaria del Estado
en este territorio. Preside la Diputación General y dirige y coordina su acción.
3. El Presidente responde políticamente ante las Cortes de Aragón.
4. El Presidente de la Diputación General de Aragón no podrá ejercer otras funciones
representativas que las propias del mandato parlamentario, ni cualquier otra función
pública que no derive de su cargo, ni actividad profesional o mercantil alguna.

Artículo 22.
1. El Presidente de las Cortes de Aragón, previa consulta con las fuerzas políticas repre-
sentadas parlamentariamente, y oída la Mesa, propondrá un candidato a Presidente de
la Diputación General.
2. El candidato presentará su programa a las Cortes. Para ser elegido el candidato
deberá, en primera votación, obtener mayoría absoluta; de no obtenerla, se procederá
a una nueva votación veinticuatro horas después de la anterior, y la confianza se enten-
derá otorgada si obtuviera mayoría simple. Caso de no conseguir dicha mayoría, se
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tramitarán sucesivas propuestas en la forma prevista anteriormente, debiendo mediar
entre cada una de ellas un plazo no superior a diez días.
3. Si transcurrido el plazo de dos meses a partir de la constitución de las Cortes de
Aragón ningún candidato hubiere sido elegido, las Cortes electas quedarán disueltas,
procediéndose a la convocatoria de nuevas elecciones. El mandato de las nuevas
Cortes durará, en todo caso, hasta la fecha en que hubiere concluido el de las primeras.

Artículo 23. (Modificado por LO 5/1996)
1. El Presidente de la Diputación General, previa deliberación de ésta, puede plantear
ante las Cortes de Aragón la cuestión de confianza sobre su programa o sobre una
declaración de política general.
La confianza se entenderá otorgada cuando el Presidente obtenga la mayoría simple de
los votos emitidos.
El Presidente, junto con su Gobierno, cesará si las Cortes de Aragón le niegan la
confianza. Deberá, entonces, procederse a la elección de un nuevo Presidente en la
forma indicada por el artículo 22 del Estatuto.
2. El Presidente, previa deliberación de la Diputación General y bajo su exclusiva respon-
sabilidad, podrá acordar la disolución de las Cortes de Aragón con anticipación al
término natural de la legislatura.
La disolución se acordará por decreto, en el que se convocarán a su vez elecciones,
conteniéndose en el mismo cuantos requisitos exija la legislación electoral aplicable.
El Presidente no podrá acordar la disolución de las Cortes durante el primer período de
sesiones de la legislatura, cuando reste menos de un año para su terminación ni cuando
se encuentre en tramitación una moción de censura. Tampoco podrá acordar la disolu-
ción durante el primer período de sesiones ni antes de que transcurra el plazo de un
año desde la última disolución por este procedimiento. En ningún supuesto podrá el
Presidente disolver las Cortes cuando se encuentre convocado un proceso electoral
estatal.
En todo caso la nueva Cámara que resulte de la convocatoria electoral tendrá un
mandato limitado por el término natural de la Legislatura originaria.

Artículo 24. (Modificado por LO 5/1996)
1. La Diputación General ejerce la función ejecutiva y la potestad reglamentaria de la
Comunidad Autónoma de Aragón.
2. La Diputación General estará constituida por el Presidente y los Consejeros, que el
Presidente nombra y separa libremente.
3. Una ley de Cortes de Aragón determinará el estatuto, las atribuciones y las incom-
patibilidades de los miembros del Gobierno de Aragón.
4. La Diputación General responde políticamente ante las Cortes de Aragón de forma
solidaria, sin perjuicio de la responsabilidad directa de cada Consejero por su gestión.
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Artículo 26.
El Presidente y los demás miembros de la Diputación General durante su mandato y por
los actos delictivos cometidos en el territorio de Aragón, no podrán ser detenidos ni rete-
nidos, sino en supuesto de flagrante delito, correspondiendo decidir, en todo caso, sobre
su inculpación, prisión, procesamiento y juicio al Tribunal Superior de Justicia de Aragón.
Fuera del ámbito territorial de Aragón, la responsabilidad penal será exigible en los
mismos términos ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.

Artículo 27.
La Diputación General de Aragón podrá interponer recursos de inconstitucionalidad y
personarse en el Tribunal Constitucional en los supuestos y términos previstos en la
Constitución y en la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional.

Artículo 28. (Modificado por LO 5/1996)
1. La Diputación General cesará tras la celebración de elecciones a Cortes de Aragón,
en los casos de pérdida de la confianza parlamentaria y por dimisión, fallecimiento o
incapacitación de su Presidente.
2. La Diputación General cesante continuará en funciones hasta la toma de posesión de
la nueva.

11. CASTILLA-LA MANCHA:
Artículo 13. (1, 2 y 3)
Uno. El Consejo de Gobierno, órgano ejecutivo colegiado de la región, dirige la acción
política y administrativa regional, ejerce la función ejecutiva y la potestad reglamentaria
en el marco de la Constitución, del presente Estatuto, de las Leyes del Estado y de las
Leyes regionales.
Dos. (Modificado por LO 3/1997) El Consejo de Gobierno se compone del Presidente,
de los Vicepresidentes, en su caso, y de los Consejeros. Las Cortes de Castilla-La
Mancha, por mayoría de tres quintos de los miembros del Pleno de la Cámara, apro-
barán una Ley del Gobierno y del Consejo Consultivo, en la que se incluirá la limitación
de los mandatos del Presidente.
Tres. (Modificado por LO 3/1997) El Consejo de Gobierno responde políticamente ante
las Cortes de forma solidaria, sin perjuicio de la responsabilidad directa de cada Conse-
jero por su gestión.

Artículo 14.
Uno. El Presidente de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha dirige la acción
del Consejo de Gobierno, coordina las funciones de sus miembros y ostenta la superior
representación de la región, así como la ordinaria del Estado en la misma.
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Dos. (Modificado por LO 3/1997) El Presidente de la Junta de Comunidades será
elegido por las Cortes de Castilla-La Mancha de entre sus miembros y será nombrado
por el Rey.
Tres. Después de cada elección regional y en los demás supuestos estatutarios en que
así proceda, el Presidente de las Cortes de Castilla-La Mancha, previa consulta con los
representantes designados por los grupos políticos con representación parlamentaria,
propondrá un candidato a Presidente del Consejo.
Cuatro. El candidato así propuesto expondrá ante las Cortes de Castilla-La Mancha las
líneas programáticas generales que inspirarán la acción del Consejo de Gobierno y soli-
citará su confianza.
Cinco. Si las Cortes, por el voto de la mayoría absoluta de sus miembros, otorgasen su
confianza al candidato, el Rey le nombrará Presidente de la Junta de Comunidades con
el título a que se refiere el apartado 1 de este artículo. De no alcanzarse dicha mayoría,
se someterá la misma propuesta a nueva votación cuarenta y ocho horas después de
la anterior, y la confianza se entenderá otorgada si obtuviese la mayoría simple. En el
supuesto de no alcanzarse esta mayoría, se tramitarán sin debate sucesivas propuestas
y si en ninguna de ellas se llegara, en el plazo de dos meses a alcanzar la mayoría
simple quedará automáticamente designado el candidato del partido que tenga mayor
número de escaños.

Artículo 15. (Modificado por LO 3/1997)
Los Vicepresidentes y los Consejeros serán nombrados y cesados por el Presidente del
Consejo de Gobierno.

Artículo 16.
Uno. El Consejo de Gobierno cesa tras la celebración de elecciones regionales; en los
casos de pérdida de la confianza parlamentaria previstos en este Estatuto o por dimi-
sión o fallecimiento del Presidente.
Dos. El Consejo de Gobierno cesante continuará en funciones hasta la toma de pose-
sión del nuevo Consejo.

Artículo 17.
Uno. La responsabilidad penal del Presidente de la Junta y de los Consejeros será
exigible ante el Tribunal Superior de Justicia de la región por los actos delictivos come-
tidos en el territorio regional. Fuera de éste la responsabilidad penal será exigible ante
la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.
Dos. Ante los mismos Tribunales respectivamente será exigible la responsabilidad
civil en que dichas personas hubieren incurrido con ocasión del ejercicio de sus
cargos.
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Artículo 18.
El Consejo de Gobierno podrá interponer recursos de inconstitucionalidad y personarse
ante el Tribunal Constitucional en los supuestos y términos previstos en la Constitución
y en su Ley Orgánica.

Artículo 20. (Modificado por LO 3/1997)
Uno. El Presidente, previa deliberación del Consejo de Gobierno, puede plantear ante
las Cortes de Castilla-La Mancha la cuestión de confianza sobre cualquier tema de
interés regional. La confianza se entenderá otorgada cuando vote a favor de la misma
la mayoría simple de los Diputados.
Dos. Si el Presidente plantease la cuestión de confianza sobre un proyecto de Ley, éste
se considerará aprobado siempre que vote a favor de la confianza la mayoría absoluta
de los Diputados.
La cuestión de confianza prevista en el presente apartado no podrá ser planteada más
de una vez en cada período de sesiones y no podrá ser utilizada respecto de la Ley de
Presupuestos de la región, ni a proyectos de legislación electoral, orgánica o institu-
cional.
Tres. Si las Cortes de Castilla-La Mancha niegan su confianza al Presidente, éste presen-
tará su dimisión y, a continuación, se procederá a la designación de Presidente de la
Junta de Comunidades de conformidad con lo dispuesto en el artículo 14 de este Esta-
tuto.

12. CANARIAS:
Artículo 15.
Corresponde al Gobierno de Canarias:
1. Las funciones ejecutivas y administrativas, de conformidad con lo que establece el
presente Estatuto.
2. La potestad reglamentaria.
3. La planificación de la política regional y la coordinación de la política económica
insular con la regional, teniendo en cuenta las necesidades de cada isla.
4. La interposición de recursos de inconstitucionalidad y cuantas facultades le atribuya
la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional.
5. Cualquier otra potestad o facultad que le sea conferida por las Leyes.

Artículo 16. (Modificado por LO 4/1996)
1. El Gobierno de Canarias está compuesto por el Presidente, el Vicepresidente y los
Consejeros.
2. Una Ley del Parlamento canario determinará su composición y sus atribuciones, así
como el Estatuto de sus miembros.



3. El número de miembros del Gobierno no excederá de once.

Artículo 17.
1. El Parlamento elegirá de entre sus miembros al Presidente del Gobierno de Canarias.
2. El Presidente del Parlamento, previa consulta con las fuerzas políticas representadas
en el mismo, y oída la Mesa, propondrá un candidato a Presidente del Gobierno Canario.
El candidato presentará su programa al Parlamento. Para ser elegido, el candidato
deberá obtener en primera votación mayoría absoluta; de no obtenerla, se procederá a
una nueva votación pasadas cuarenta y ocho horas, y la confianza se entenderá otor-
gada si obtuviera mayoría simple. Caso de no conseguirse dicha mayoría, se tramitarán
sucesivas propuestas en la forma prevista anteriormente. Si transcurrido el plazo de
dos meses, a partir de la primera votación de investidura, ningún candidato hubiera
obtenido la confianza del Parlamento, éste quedará automáticamente disuelto, proce-
diéndose a la convocatoria de nuevas elecciones para el mismo. El mandato del nuevo
Parlamento durará, en todo caso, hasta la fecha en que debiera concluir el del primero.
3. Una vez elegido, el Presidente será nombrado por el Rey.

Artículo 18.
1. El Presidente designa y separa libremente al Vicepresidente y a los restantes miem-
bros del Gobierno, dirige y coordina su actuación y ostenta la más alta representación
de Canarias y la ordinaria del Estado en el archipiélago.
2. El Vicepresidente, que deberá tener en todo caso la condición de Diputado, sustituye
al Presidente en caso de ausencia, vacante o enfermedad.

Artículo 19.
1. El Gobierno responde solidariamente de su gestión política ante el Parlamento
canario.
2. Los miembros del Gobierno sólo podrán ser detenidos durante su mandato en
caso de flagrante delito cometido en el ámbito territorial de Canarias, correspon-
diendo decidir sobre su inculpación, prisión, procesamiento y juicio al Tribunal Supe-
rior de Justicia de Canarias. Fuera de dicho ámbito territorial, la responsabilidad
penal será exigible en los mismos términos ante la Sala de lo Penal del Tribunal
Supremo.

Artículo 20. (Modificado por LO 4/1996)
1. El Gobierno cesa tras la celebración de elecciones al Parlamento, en los casos de
pérdida de la confianza parlamentaria y por dimisión, incapacidad o fallecimiento del
Presidente.
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2. El Gobierno cesante continuará en sus funciones hasta la toma de posesión del nuevo
Gobierno, que tendrá lugar en el plazo máximo de quince días, a contar de la fecha de
nombramiento del Presidente.

Artículo 21. (Modificado por LO 4/1996)
1. El Presidente del Gobierno de Canarias, previa deliberación del Gobierno, puede plan-
tear ante el Parlamento la cuestión de confianza sobre su programa o sobre una decla-
ración de política general.
La confianza se entenderá otorgada cuando el Presidente obtenga la mayoría simple de
los votos emitidos.
El Presidente, junto con su Gobierno, cesará si el Parlamento le niega la confianza.
Deberá entonces, procederse a la elección de un nuevo Presidente en la forma indicada
por el artículo 17 del Estatuto.
2. El Parlamento puede exigir la responsabilidad política del Gobierno mediante la adop-
ción, por mayoría absoluta, de la moción de censura. Toda moción de censura debe
incluir el nombre del candidato a la presidencia y ser presentada, al menos, por el 15
por 100 de los miembros del Parlamento.
Los signatarios de una moción de censura rechazada no podrán presentar otra durante
el mismo período de sesiones.

13. NAVARRA:
Artículo 23.
1. Al Gobierno de Navarra o Diputación Foral le corresponde:
a) La función ejecutiva, comprendiendo la reglamentaria y la administrativa.
b) La facultad revisora en materia administrativa o económico-administrativa, previa a la
judicial.
c) Las competencias que le atribuye esta Ley Orgánica y las que puedan corresponderle
con arreglo a otras leyes.
2. Adoptarán la forma de Decreto Foral las disposiciones generales dictadas por la Dipu-
tación y la de Ordenes Forales las dictadas por sus miembros.

Artículo 24.
La Diputación velará especialmente por la defensa de la integridad del régimen foral de
Navarra, debiendo dar cuenta al Parlamento de cualquier contrafuero que pudiera producirse.

Artículo 25.
1. Ley foral regulará la composición, atribuciones, régimen jurídico y funcionamiento de
la Diputación, así como el estatuto de sus miembros.



Artículo 26.
La Diputación Foral precisará de la previa autorización del Parlamento para:
a) Emitir Deuda Pública, constituir avales y garantías y contraer crédito.
b) Formalizar Convenios con el Estado y con las Comunidades Autónomas.
c) Ejercitar la iniciativa a, que se refiere el artículo treinta y nueve, dos, de la presente
Ley Orgánica.

Artículo 27.
La responsabilidad criminal del Presidente y de los demás miembros de la Diputación
Foral será exigible, en su caso, ante la correspondiente Sala del Tribunal Supremo.

Artículo 28.
1. La Diputación Foral cesará tras la celebración de elecciones de Parlamento, cuando
éste se niegue su confianza o apruebe una moción de censura. o por dimisión o falle-
cimiento de su Presidente.
2. La Diputación cesante continuará en funciones hasta la toma de posesión de la nueva
Diputación.

Artículo 29.
1. El Presidente del Gobierno de Navarra o Diputación Foral será elegido por el Parla-
mento, de entre sus miembros y nombrado por el Rey.
2. El Presidente del Parlamento, previa consulta con los portavoces designados por los
partidos o grupos políticos con representación parlamentaria, propondrá un candidato
a Presidente del Gobierno de Navarra o Diputación Foral.
3. El candidato presentará su programa al Parlamento. Para ser elegido, el candidato
deberá, en primera votación, obtener mayoría absoluta. De no obtenerla, se procederá
a una segunda votación veinticuatro horas después de la anterior, y la confianza se
entenderá otorgada al candidato si obtuviera mayoría simple en esta segunda votación.
Caso de no conseguirse esta mayoría, el candidato quedará rechazado y se tramitarán
las sucesivas propuestas de candidato en la forma prevista anteriormente.
4. (Modificado por LO 1/2001) Si transcurrido el plazo de treinta días naturales a
partir de la primera votación ningún candidato hubiera sido elegido, el Parlamento
quedará disuelto, convocándose de inmediato nuevas elecciones. El mandato del
nuevo Parlamento durará, en todo caso, hasta la fecha en que hubiere concluido el
del primero.

Artículo 30.
1. El Presidente de la Diputación ostenta la más alta representación de la Comunidad
Foral y la ordinaria del Estado en Navarra.
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2. El Presidente de la Diputación designa y separa a los Diputados forales, dirige la
acción de la Diputación y ejerce las demás funciones que se determinen en una ley foral.
3. (Añadido por LO 1/2001) El Presidente del Gobierno de Navarra o Diputación Foral,
bajo su exclusiva responsabilidad y previa deliberación del Gobierno de Navarra o
Diputación Foral, podrá acordar la disolución del Parlamento y convocar nuevas elec-
ciones, con anticipación al término natural de la legislatura.  El Presidente no podrá
acordar la disolución del Parlamento durante el primer período de sesiones, ni cuando
reste menos de un año para la terminación de legislatura, ni cuando se encuentre en
tramitación una moción de censura, ni cuando se encuentre convocado un proceso
electoral estatal, ni tampoco antes de que transcurra el plazo de un año desde la
última disolución por este procedimiento. En tal caso, el nuevo Parlamento que
resulte de la convocatoria electoral, tendrá un mandato limitado por el término natural
de la legislatura originaria.

Artículo 31.
El Presidente y los Diputados forales responden solidariamente ante el Parlamento de
su gestión política, sin perjuicio de la responsabilidad directa de los mismos en su
gestión.

Artículo 32.
1. El Parlamento, por medio de su Presidente, podrá recabar de la Diputación la infor-
mación que considere necesaria para el ejercicio de sus funciones, así como la
presencia de los miembros de aquélla.
2. Los parlamentarios forales podrán formular ruegos, preguntas e interpelaciones a la
Diputación así como presentar mociones, todo ello en los términos que señale el Regla-
mento de la Cámara

Artículo 33.
El Presidente de la Diputación y los Diputados tendrán derecho a asistir y ser oídos en
las sesiones del Pleno y de las Comisiones del Parlamento.

Artículo 34.
1. El Presidente de la Diputación Foral podrá plantear ante el Parlamento la cuestión de
confianza sobre su programa de actuación, en la forma que se determine en el Regla-
mento de la Cámara. La confianza se entenderá otorgada cuando vote a favor de la
misma la mayoría simple de los parlamentarias forales.
2. Si el Parlamento niega su confianza al Presidente de la Diputación éste presentará
inmediatamente su dimisión, procediéndose a continuación a la elección de un nuevo
Presidente.
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Artículo 35.
1. El Parlamento podrá exigir la responsabilidad política de la Diputación mediante la
aprobación por mayoría absoluta de una moción de censura.
2. Las mociones de censura, que necesariamente habrán de incluir la propuesta de un
candidato a la Presidencia de la Diputación, se plantearán y tramitarán en la forma que
determine el Reglamento del Parlamento. En todo caso, la moción de censura deberá
ser propuesta, al menos por una quinta parte del número de miembros del Parlamento.
Si la moción de censura no fuese aprobada sus signatarios no podrán presentar otra
durante el mismo período de sesiones.
3. Si el Parlamento aprueba la moción de censura a la Diputación, su Presidente presen-
tará Inmediatamente la dimisión, procediéndose a nombrar Presidente de la Diputación
si candidato propuesto en la moción aprobada.

14. EXTREMADURA:
Artículo 30. (Modificado por LO 12/1999)
El Presidente de la Junta de Extremadura es el Presidente de la Comunidad Autónoma
y será elegido por la Asamblea de Extremadura de entre sus miembros y nombrados
por el Rey.

Artículo 31. (Modificado por LO 12/1999)
1. El Presidente de la Asamblea de Extremadura, previa consulta a los Portavoces
designados por los Grupos Parlamentarios, en el plazo de quince días desde la cons-
titución del Parlamento, propondrá un candidato a la Presidencia de la Junta. El candi-
dato deberá ser presentado, al menos, por la cuarta parte de los miembros de la
Asamblea.
2. El candidato propuesto presentará su programa a la Asamblea dentro del mes
siguiente a su designación y, tras el correspondiente debate, se procederá a su elec-
ción.
3. Para ser proclamado Presidente de la Junta de Extremadura, el candidato deberá
obtener la mayoría absoluta. De no obtenerla se procederá a una nueva votación
cuarenta y ocho horas después de la primera.
Si no obtuviera mayoría simple en la segunda votación, el Presidente de la Asamblea
podrá reiniciar el proceso de investidura con otro candidato que reúna también los requi-
sitos previstos en el punto 1 de este artículo.
4. El proceso podrá repetirse cuantas veces lo considere oportuno el Presidente de la
Asamblea, pero si en el plazo de dos meses, a partir de la primera votación, ninguno
de los candidatos hubiera sido elegido Presidente, la Asamblea quedará disuelta y su
Diputación Permanente procederá a convocar nuevas elecciones.
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Artículo 32. (Modificado por LO 12/1999)
1. El Presidente de la Junta de Extremadura será políticamente responsable ante la
Asamblea.
La Asamblea, por Ley, regulará el Estatuto personal del Presidente, sus atribuciones y,
en general, las relaciones entre la Junta y la Asamblea.
2. El Presidente de la Junta de Extremadura, previa deliberación de la misma, puede
plantear ante la Asamblea la cuestión de confianza sobre una declaración política
general en el marco de las competencias que se atribuyen a la Comunidad Autónoma
en este Estatuto. La confianza se entenderá otorgada cuando vote a favor de la misma
la mayoría simple de los miembros de la Asamblea.
3. Si la Asamblea negara su confianza al Presidente de la Junta, éste presentará su dimi-
sión ante aquélla, cuyo Presidente convocará, en el plazo máximo de quince días, la
sesión plenaria para la elección de nuevo Presidente, de acuerdo con el procedimiento
del artículo 34, sin que en ningún caso suponga la disolución de la Asamblea.
4. La Asamblea de Extremadura puede exigir la responsabilidad política de la Junta
mediante la adopción por mayoría absoluta de la moción de censura. Esta habrá de ser
propuesta al menos por un 15% de los miembros de la Asamblea y habrá de incluir un
candidato a Presidente de la Junta de Extremadura.
La moción de censura no podrá ser votada hasta que transcurran cinco días desde su
presentación. En los dos primeros días de dicho plazo podrán presentarse mociones
alternativas. Si la moción de censura no fuese aprobada por la Asamblea, sus signata-
rios no podrán presentar otras mientras no transcurra un año desde aquélla dentro de
la misma legislatura.
5. Si la Asamblea adoptara una moción de censura, el Presidente de la Junta presen-
tará la dimisión ante aquélla, y el candidato incluido en dicha moción se entenderá inves-
tido de la confianza de la Asamblea. El Rey lo nombrará Presidente de la Junta de Extre-
madura.
6. El Presidente de la Junta no podrá plantear la cuestión de confianza mientras esté en
trámite una moción de censura.

Artículo 33. (Modificado por LO 12/1999)
El Presidente dirige y coordina la acción de la Junta de Extremadura, ostenta la más alta
representación de Extremadura y la ordinaria del Estado en la Comunidad Autónoma y
ejerce cuantas funciones le atribuyen las Leyes.

Artículo 34. (Modificado por LO 12/1999)
1. El Presidente de la Junta de Extremadura, previa deliberación del Consejo de
Gobierno y bajo su exclusiva responsabilidad, podrá acordar la disolución de la Asam-
blea de Extremadura, mediante Decreto en el que se convocarán a su vez elecciones y
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se establecerán cuantos requisitos exija la legislación electoral aplicable. El mandato de
la nueva Asamblea finalizará, en todo caso, cuando debiera hacerlo el de la disuelta.
2. El Decreto de disolución no podrá aprobarse cuando esté en trámite una moción de
censura, ni acordarse durante el primer período de sesiones, ni antes de que transcurra
un año desde la anterior disolución o reste menos de un año para extinguirse el
mandato de la electa. Asimismo, tampoco podrá aprobarse la disolución de la Asam-
blea cuando se encuentre convocado un proceso electoral estatal.

Artículo 35. (Modificado por LO 12/1999)
Los miembros de la Junta de Extremadura son nombrados y separados libremente por
el Presidente, dando cuenta a la Asamblea.

Artículo 36. (Modificado por LO 12/1999)
La Junta de Extremadura responde políticamente ante la Asamblea de forma solidaria,
sin perjuicio de la responsabilidad directa de cada Consejero por su gestión.

Artículo 37. (Modificado por LO 12/1999)
1. La Junta de Extremadura es el órgano colegiado que ejerce las funciones propias del
Gobierno de la Comunidad.
2. Asimismo, ejercerá aquellas otras que le sean encomendadas por Ley y, en especial,
interponer el recurso de inconstitucionalidad, plantear y personarse, por propia inicia-
tiva o previo acuerdo de la Asamblea, ante el Tribunal Constitucional en los conflictos
de competencia a que se refiere el artículo 161.1.c) de la Constitución.

Artículo 38. (Modificado por LO 12/1999)
1. La Junta de Extremadura cesa tras la celebración de elecciones a la Asamblea, en
los casos de la pérdida de confianza parlamentaria o por dimisión o fallecimiento de su
Presidente.
2. La Junta de Extremadura cesante continuará en funciones hasta la toma de posesión
de la nueva Junta.

Artículo 39. (Modificado por LO 12/1999)
1. Los miembros de la Junta de Extremadura residirán necesariamente en Extremadura.
2. Los miembros de la Junta de Extremadura no podrán ejercer otras funciones repre-
sentativas que las propias del mandato parlamentario, ni cualquier otra función pública
que no derive de su cargo, ni actividad profesional o empresarial alguna.

Artículo 40. (Modificado por LO 12/1999)
1. El régimen jurídico y administrativo de la Junta será regulado en una ley de la Asam-
blea.
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2. La responsabilidad penal del Presidente de la Junta y los Consejeros será exigible
ante el Tribunal Superior de Justicia de Extremadura, por los actos delictivos cometidos
dentro del territorio de la Comunidad Autónoma. Fuera de éste, tal responsabilidad será
exigible ante la Sala de lo Penal correspondiente del Tribunal Supremo. La responsabi-
lidad civil por hechos relativos a su función será exigible ante aquel Tribunal Superior.

15. ISLAS BALEARES:
Artículo 30. (Modificado por LO 3/1999)
1. El Presidente de la Comunidad Autónoma será elegido por el Parlamento de las Illes
Balears de entre sus miembros y será nombrado por el Rey.
2. El candidato propuesto presentará al Parlamento el programa político del Gobierno
que pretenda formar y solicitará, previo debate, la confianza de aquél.
3. Si el Parlamento, por el voto de la mayoría absoluta de sus miembros, otorgare su
confianza al candidato, será nombrado Presidente según lo previsto en el apartado 1
de este mismo artículo. De no alcanzarse dicha mayoría, se someterá la misma
propuesta a nueva votación cuarenta y ocho horas después de la anterior y la confianza
será otorgada por mayoría simple.
4. Si en las citadas votaciones no se otorgare la confianza del Parlamento, se tramitarán
sucesivas propuestas en la forma prevista en los apartados anteriores.
5. En el caso de que hayan transcurrido sesenta días a partir de la primera votación
para la investidura, sin que ningún candidato obtuviese la confianza del Parlamento, éste
quedará disuelto, procediéndose a la convocatoria de nuevas elecciones. El mandato
del nuevo Parlamento durará en todo caso hasta la fecha en que debiera concluir el del
anterior.

Artículo 31. (Modificado por LO 3/1999)
1. El Presidente de las Illes Balears nombra y cesa a los miembros que han de formar
el Gobierno, dirige y coordina la acción del Gobierno y ostenta la más alta representa-
ción de la Comunidad Autónoma, así como la ordinaria del Estado en las Illes Balears.
2. El Presidente podrá delegar temporalmente funciones ejecutivas y de coordinación
en alguno de los miembros del Gobierno.
3. El Presidente, previa deliberación del Gobierno, podrá plantear ante el Parlamento la
cuestión de confianza sobre su programa o sobre una declaración de política general.
La confianza se considerará otorgada cuando vote a favor de la misma la mayoría
simple.
Si el Parlamento negara su confianza, el Presidente presentará su dimisión ante el Parla-
mento, cuyo Presidente convocará, en el plazo máximo de quince días, la sesión
plenaria para la elección de un nuevo Presidente de la Comunidad Autónoma, de
acuerdo con el procedimiento previsto en el presente Estatuto.
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4. El Presidente será políticamente responsable ante el Parlamento, que podrá exigir la
responsabilidad del Gobierno de las Illes Balears, mediante la adopción, por mayoría
absoluta, de la moción de censura propuesta como mínimo por un 15% de los Dipu-
tados y que deberá incluir un candidato a la Presidencia.
5. Si la moción de censura no fuera aprobada, los que la hayan firmado no podrán
presentar otra durante el mismo período de sesiones. Si fuese aprobada, el Presidente
y su Gobierno cesarán en sus funciones, y el candidato que se haya incluido será
nombrado Presidente por el Rey.
6. La responsabilidad penal del Presidente será exigible en los mismos términos que se
señalan para los diputados del Parlamento de las Illes Balears.
7. Una Ley del Parlamento, aprobada por mayoría absoluta, determinará la forma de
elección del Presidente, su Estatuto personal y demás atribuciones que le son
propias.
8. En caso de ausencia o enfermedad del Presidente, ostentará la representación de las
Illes Balears el Presidente del Parlamento, sin perjuicio de que el Gobierno esté interi-
namente presidido por uno de sus miembros designado por el Presidente.
9. El Presidente no podrá ostentar ningún otro cargo público en el ámbito de las Illes
Balears.

Artículo 32 (1-5 y 7-8). (Modificado por LO 3/1999)
1. El Gobierno de las Illes Balears es el órgano colegiado con funciones ejecutivas y
administrativas.
2. El Gobierno está compuesto por el Presidente, el Vicepresidente, en su caso, y los
Consejeros.
3. Una Ley del Parlamento, aprobada por mayoría absoluta, establecerá la organización
del Gobierno, las atribuciones y el Estatuto personal de cada uno de sus componentes.
4. El Gobierno responde políticamente de manera solidaria ante el Parlamento, sin
perjuicio de la responsabilidad directa de cada uno de sus miembros por su gestión.
5. La responsabilidad penal de los miembros del Gobierno será exigible en los mismos
términos que se establezca para los Diputados del Parlamento.
7. El Gobierno podrá establecer organismos, servicios y dependencias en cualquiera de
las islas, de acuerdo con lo que establece este Estatuto.
8. El Gobierno cesa:
a) Tras la celebración de elecciones al Parlamento.
b) Por dimisión, incapacidad o fallecimiento de su Presidente.
c) Por pérdida de la confianza del Parlamento o la adopción por éste de una moción de
censura.
d) El Gobierno cesante continuará en funciones hasta la toma de posesión del nuevo
Gobierno.
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Artículo 33. (Modificado por LO 3/1999)
El Gobierno tiene la potestad reglamentaria y elabora los Presupuestos de la Comunidad
Autónoma. Le podrán ser atribuidas otras facultades de acuerdo con la Ley.

Artículo 34. (Modificado por LO 3/1999)
El Gobierno podrá interponer recurso de inconstitucionalidad, suscitar conflictos de
competencia y personarse ante el Tribunal Constitucional en los supuestos y términos
previstos en la Constitución y en la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional.

Artículo 35. (Modificado por LO 3/1999)
Todas las normas, las disposiciones y los actos emanados del Gobierno y de la Admi-
nistración de la Comunidad Autónoma que lo requieran, se publicarán en el Butlletí
Oficial de les Illes Balears. A todos los efectos, esta publicación será suficiente para la
validez de los actos y para la entrada en vigor de las disposiciones y las normas de la
Comunidad Autónoma. La publicación en el Boletín Oficial del Estado se realizará de
acuerdo con la normativa dictada por el Estado.

Artículo 36. (Modificado por LO 3/1999)
El Gobierno, la Administración y la representación de las islas de Mallorca, Menorca,
Ibiza y Formentera y sus islas adyacentes corresponderá a los Consejos Insulares, los
cuales gozarán de autonomía en la gestión de sus intereses, de acuerdo con la Consti-
tución, el presente Estatuto y lo que establezcan las Leyes del Parlamento.

16. COMUNIDAD DE MADRID:
Artículo 17. (Modificado por LO 5/1998)
1. El Presidente de la Comunidad de Madrid ostenta la suprema representación de la
Comunidad Autónoma y la ordinaria del Estado en la misma, preside y dirige la actividad
del Gobierno, designa y separa a los Vicepresidentes y Consejeros y coordina la Admi-
nistración.
2. El Presidente podrá delegar funciones ejecutivas y de representación propias en los
Vicepresidentes y demás miembros del Gobierno.
3. El Presidente es políticamente responsable ante la Asamblea.

Artículo 18.
1. Después de cada renovación de la Asamblea, y en los demás supuestos en que se
produzca vacante en la Presidencia de la Comunidad, el Presidente de la Asamblea,
previa consulta con los representantes designados por los grupos políticos con repre-
sentación en la Asamblea, propondrá a ésta uno de sus miembros como candidato a la
Presidencia de la Comunidad.
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2. El candidato propuesto, conforme a lo previsto en el apartado anterior, expondrá
ante la Asamblea el programa político del Gobierno que pretenda formar y solicitará la
confianza de la Asamblea.
3. (Modificado por LO 5/1998) Si la Asamblea otorgase por mayoría absoluta su
confianza a dicho candidato, el Rey procederá a nombrarle Presidente de la Comunidad
de Madrid. De no alcanzarse dicha mayoría, se someterá la misma propuesta a nueva
votación cuarenta y ocho horas después y la confianza se entenderá otorgada si obtu-
viese mayoría simple.
4. Si efectuadas las citadas votaciones no se otorgase la confianza para la inves-
tidura, se tramitarán sucesivas propuestas en la forma prevista en los apartados
anteriores.
5. Si transcurrido el plazo de dos meses, a partir de la primera votación de investidura,
ningún candidato hubiere obtenido la confianza de la Asamblea, ésta quedará disuelta,
convocándose de inmediato nuevas elecciones.
6. El mandato de la nueva Asamblea durará, en todo caso, hasta la fecha en que debiera
concluir el primero.

Artículo 19.
1. (Modificado por LO 5/1998) El Presidente de la Comunidad de Madrid, previa
deliberación del Gobierno, puede plantear ante la Asamblea la cuestión de
confianza sobre su programa o una declaración de política general. La confianza
se entenderá otorgada cuando vote a favor de la misma la mayoría simple de los
Diputados.
2. Si la Asamblea negara su confianza, el Presidente de la Comunidad de Madrid presen-
tará su dimisión ante la Asamblea, cuyo Presidente convocará en el plazo máximo de
quince días la sesión plenaria para la elección de nuevo Presidente de la Comunidad de
Madrid, de acuerdo con el procedimiento del artículo 18.

Artículo 20. (Modificado por LO 5/1998)
1. La Asamblea puede exigir la responsabilidad política del Presidente o del Gobierno
mediante la adopción por mayoría absoluta de la moción de censura. Ésta habrá de ser
propuesta, al menos, por un 15 por 100 de los Diputados y habrá de incluir un candi-
dato a la Presidencia de la Comunidad de Madrid.
2. La moción de censura no podrá ser votada hasta que concurran cinco días desde su
presentación. Si la moción de censura no fuese aprobada por la Asamblea, sus signa-
tarios no podrán presentar otra durante el mismo período de sesiones.
3. Si la Asamblea adoptara una moción de censura, el Presidente junto con su Gobierno
cesará, y el candidato incluido en aquélla se entenderá investido de la confianza de la
Cámara. El Rey le nombrará Presidente de la Comunidad de Madrid.
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Artículo 21. (Modificado por LO 5/1998)
1. El Presidente de la Comunidad de Madrid, previa deliberación del Gobierno y bajo su
exclusiva responsabilidad, podrá acordar la disolución de la Asamblea con anticipación
al término natural de la legislatura. La disolución se formalizará por Decreto, en el que
se convocarán a su vez elecciones, conteniéndose en el mismo los requisitos que exija
la legislación electoral aplicable.
2. El Presidente no podrá acordar la disolución de la Asamblea durante el primer
período de sesiones de la legislatura, cuando reste menos de un año para la termina-
ción de la legislatura, cuando se encuentre en tramitación una moción de censura o
cuando esté convocado un proceso electoral estatal. No procederá nueva disolución de
la Asamblea antes de que transcurra un año desde la anterior.
3. En todo caso, la nueva Cámara que resulte de la convocatoria electoral tendrá un
mandato limitado por el término natural de la legislatura originaria.

Artículo 22. (Modificado por LO 5/1998)
1. El Gobierno de la Comunidad de Madrid es el órgano colegiado que dirige la política
de la Comunidad de Madrid, correspondiéndole las funciones ejecutivas y administra-
tivas, así como el ejercicio de la potestad reglamentaria en materias no reservadas en
este Estatuto a la Asamblea.
2. El Gobierno estará compuesto por el Presidente, el o los Vicepresidentes, en su
caso, y los Consejeros. Los miembros del Gobierno serán nombrados y cesados por el
Presidente.
Para ser Vicepresidente o Consejero no será necesaria la condición de Diputado.

Artículo 23. (Modificado por LO 5/1998)
1. Los miembros del Gobierno no podrán ejercer otras actividades laborales, profesio-
nales o empresariales que las derivadas del ejercicio de su cargo. El régimen jurídico y
administrativo del Gobierno y el estatuto de sus miembros será regulado por ley de la
Asamblea.
2. El Gobierno responde políticamente ante la Asamblea de forma solidaria, sin perjuicio
de la responsabilidad directa de cada Consejero por su gestión.

Artículo 24. (Modificado por LO 5/1998)
1. El Gobierno cesa tras la celebración de elecciones a la Asamblea, en los casos de
pérdida de confianza parlamentaria previstos en este Estatuto y en caso de dimisión,
incapacidad o fallecimiento del Presidente.
2. El Gobierno cesante continuará en funciones hasta la toma de posesión del nuevo
Gobierno.



Artículo 25. (Modificado por LO 5/1998)
1. La responsabilidad penal del Presidente de Gobierno, Vicepresidentes y de los Conse-
jeros será exigible ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo. No obstante, la de los
Vicepresidentes y Consejeros para los delitos cometidos en el ámbito territorial de su
jurisdicción será exigible ante el Tribunal Superior de Justicia de Madrid.
2. Ante las Salas correspondientes de los mismos Tribunales, respectivamente, será
exigible la responsabilidad civil en que dichas personas hubieran incurrido con ocasión
del ejercicio de sus cargos.

Artículo 40.2 (Modificado por LO 5/1998)
2. Los reglamentos aprobados por el Gobierno serán publicados, por orden del Presi-
dente del Gobierno, en el «Boletín Oficial de la Comunidad de Madrid» y, en su caso, en
el «Boletín Oficial del Estado».

Artículo 41. (Modificado por LO 5/1998)
El Gobierno podrá interponer recursos de inconstitucionalidad, suscitar conflictos de
competencia y personarse ante el Tribunal Constitucional, en los supuestos o términos
previstos en la Constitución y en la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional.

17. CASTILLA Y LEÓN:
Artículo 17. Elección y carácter. (Modificado por LO 4/1999)
1. El Presidente de la Junta ostenta la suprema representación de la Comunidad y la
ordinaria del Estado en ella; preside asimismo la Junta de Castilla y León, dirige sus
acciones y coordina las funciones de sus miembros.
2. El Presidente de la Junta de Castilla y León es elegido por las Cortes de Castilla y
León de entre sus miembros y nombrado por el Rey.
3. Al comienzo de cada legislatura o en caso de dimisión o fallecimiento del anterior,
las Cortes de Castilla y León procederán a la elección del Presidente por mayoría abso-
luta en primera votación o por mayoría simple en las sucesivas, con arreglo al procedi-
miento que establezca el Reglamento de aquéllas.
Si transcurrido el plazo de dos meses a partir de la primera votación de investidura
ningún candidato hubiera obtenido la confianza de las Cortes de Castilla y León, éstas
quedarán automáticamente disueltas y se procederá a la convocatoria de nuevas elec-
ciones.
En tal supuesto, el mandato de los así elegidos concluirá al completarse el resto del
período de cuatro años a que se refiere el artículo 12.2 de este Estatuto. No procederá
la disolución prevista en el segundo párrafo de este apartado cuando el plazo de dos
meses concluya faltando menos de un año para la finalización de la legislatura.
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4. El Presidente cesará además de por las causas a que se refiere el apartado anterior,
en los casos de pérdida de confianza o si las Cortes de Castilla y León adoptan la
moción de censura en los términos a que se refiere el artículo 22.3 de este Estatuto.

Artículo 18. Cuestión de confianza. (Modificado por LO 4/1999)
1. El Presidente de la Junta de Castilla y León, previa deliberación de la misma, podrá
plantear ante las Cortes de Castilla y León la cuestión de confianza sobre su programa
o sobre una declaración de política general.
2. La tramitación parlamentaria de la cuestión de confianza se regirá por el Reglamento
de las Cortes de Castilla y León y se entenderá otorgada cuando vote a favor de ella la
mayoría simple de los Procuradores.
3. El Presidente de la Junta de Castilla y León cesará si las Cortes de Castilla y León le
niegan la confianza. En este supuesto el Presidente de las Cortes convocará al Pleno
para elegir nuevo Presidente, de conformidad con el procedimiento previsto en el artí-
culo 17 de este Estatuto.

Artículo 19. Carácter y composición. (Modificado por LO 4/1999)
1. La Junta de Castilla y León es el órgano de gobierno y administración de la Comu-
nidad de Castilla y León y ejerce la función ejecutiva y la potestad reglamentaria de
acuerdo con el presente Estatuto y el resto del ordenamiento jurídico.
2. La Junta de Castilla y León está compuesta por el Presidente, los Vicepresidentes,
en su caso, y los Consejeros.
3. Una ley de Castilla y León regulará la organización y composición de la Junta, así
como las atribuciones y el estatuto personal de sus miembros.
4. El Presidente de la Junta nombra y separa libremente a sus miembros, comunicán-
dolo seguidamente a las Cortes de Castilla y León.
5. El Presidente podrá delegar funciones ejecutivas y de representación propias en los
Vicepresidentes y demás miembros de la Junta.

Artículo 20. Atribuciones. (Modificado por LO 4/1999)
Corresponde a la Junta de Castilla y León:
1. Ejercer el gobierno y administración de la Comunidad en el ámbito de las competen-
cias que ésta tenga atribuidas.
2. Interponer recursos de inconstitucionalidad en los términos que establece el artículo
162.1.a) de la Constitución y suscitar, en su caso, conflictos de competencia con el
Estado u otra Comunidad Autónoma, según lo previsto en la Ley Orgánica del Tribunal
Constitucional, personándose en estos últimos por acuerdo de las Cortes de Castilla y
León o por propia iniciativa.
3. Ejercer cuantas otras competencias o atribuciones le asignen el presente Estatuto y
las leyes.
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Artículo 21. Garantías. (Modificado por LO 4/1999)
El Presidente y los demás miembros de la Junta, durante su mandato y por los actos
delictivos cometidos en el territorio de Castilla y León, no podrán ser detenidos ni rete-
nidos sino en caso de flagrante delito, correspondiendo decidir, en todo caso, sobre su
inculpación, prisión, procesamiento y juicio al Tribunal Superior de Justicia de Castilla y
León. Fuera de dicho territorio la responsabilidad penal será exigible en los mismos
términos ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.

Artículo 22. Responsabilidad política.
1. El Presidente y la Junta son políticamente responsables ante las Cortes de Castilla y
León de forma solidaria, sin perjuicio de la responsabilidad directa de cada Consejero
por su gestión.
2. El control de la acción política y de gobierno de la Junta y de su Presidente se ejerce
por las Cortes en la forma que regule su Reglamento.
3. Las Cortes de Castilla y León pueden exigir la responsabilidad política de la Junta
mediante adopción por mayoría absoluta de sus miembros de la moción de censura.
Esta deberá ser propuesta, al menos, por el 15% de los Procuradores y habrá de incluir
un candidato a Presidente de Castilla y León.
El Reglamento de las Cortes de Castilla y León podrá establecer otros requisitos y regu-
lará el procedimiento de tramitación y los efectos de dicha moción.
Los firmantes de una moción de censura no podrán presentar otra mientras no trans-
curra un año desde la presentación de aquélla, dentro de la misma legislatura.

Artículo 23. Disolución anticipada de las Cortes. (Modificado por LO 4/1999)
1. El Presidente de la Junta de Castilla y León, bajo su exclusiva responsabilidad y previa
deliberación de la Junta, podrá acordar la disolución anticipada de las Cortes de Castilla
y León.
2. No podrá acordarse la disolución anticipada de las Cortes de Castilla y León en los
siguientes supuestos:
a. Cuando se encuentre en tramitación una moción de censura.
b. Durante el primer período de sesiones de la legislatura.
c. Antes de que transcurra un año desde la anterior disolución de la Cámara efectuada
al amparo de este artículo.
d. Cuando falte menos de un año para el final de la legislatura.
e. Cuando se encuentre convocado un proceso electoral estatal.
3. La disolución se acordará por el Presidente de la Junta mediante decreto que incluirá
la fecha de las elecciones a las Cortes de Castilla y León y demás circunstancias
previstas en la legislación electoral.
4. La duración del mandato de las Cortes así elegidas concluirá al completarse el resto
del período de cuatro años a que se refiere el artículo 12.2 de este Estatuto.
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18. CEUTA:
Artículo 14.
1. El Presidente de la ciudad de Ceuta preside la Asamblea, el Consejo de Gobierno,
cuya actividad dirige y coordina, y ostenta la suprema representación de la Ciudad.
2. El Presidente nombra y separa a los Consejeros y podrá delegar temporalmente
funciones ejecutivas propias en algunos de los miembros del Consejo.

Artículo 15.
El Presidente, que ostenta también la condición de Alcalde, será elegido por la Asam-
blea de Ceuta de entre sus miembros y nombrado por el Rey.
La elección, que tendrá que realizarse entre los miembros de la Asamblea de Ceuta que
encabezaran alguna de las listas electorales que hayan obtenido escaño, se efectuará
por mayoría absoluta. En caso de que ningún candidato obtenga dicha mayoría, quedará
designado Presidente el que encabece la lista que hubiera obtenido mayor número de
votos.

Artículo 16.
1. El Consejo de Gobierno es el órgano colegiado que ostenta las funciones ejecutivas
y administrativas de la ciudad de Ceuta. El Consejo de Gobierno está integrado por el
Presidente y los Consejeros.
2. Los miembros del Consejo serán nombrados y separados libremente por el Presi-
dente, dando cuenta a la Asamblea.

Artículo 17.
1. Corresponde al Consejo de Gobierno la dirección de la política de la ciudad y el ejer-
cicio de las funciones ejecutivas y administrativas correspondientes, sin perjuicio de las
competencias reservadas a la Asamblea.
2. El Consejo de Gobierno podrá desarrollar reglamentariamente las normas aprobadas
por la Asamblea en los casos en que aquéllas lo autoricen expresamente.
3. En todo caso, el Consejo de Gobierno tendrá la competencia para desarrollar las
normas dictadas por la Asamblea sobre organización y funcionamiento de los servicios
administrativos de la ciudad de Ceuta.

Artículo 18.
1. El Consejo de Gobierno responde políticamente ante la Asamblea, de forma solidaria,
sin perjuicio de la responsabilidad de cada uno de sus miembros por su gestión.
2. El Consejo de Gobierno cesará tras la celebración de las elecciones a la Asamblea
de Ceuta, la dimisión, incapacidad o fallecimiento de su Presidente, la aprobación por
la Asamblea de una moción de censura o la negación por la misma de la confianza soli-
citada.



3. El Consejo de Gobierno cesante continuará en sus funciones hasta la toma de pose-
sión del nuevo Consejo.

Artículo 19.
1. El Presidente, previa deliberación del Consejo de Gobierno, puede plantear ante la
Asamblea de Ceuta la cuestión de confianza sobre su programa o sobre una declara-
ción de política general. La confianza se entenderá otorgada cuando vote a favor de la
misma la mayoría simple de los miembros de aquélla.
La sesión será presidida por un Vicepresidente de la Asamblea de Ceuta. Si la Asam-
blea negara su confianza, el Presidente presentará la dimisión y el Vicepresidente de la
Asamblea convocará, en el plazo máximo de quince días, la sesión plenaria para la elec-
ción del nuevo Presidente, que tendrá lugar según lo dispuesto en el artículo 15 del
presente Estatuto.
2. La Asamblea, en una sesión presidida por un Vicepresidente, puede exigir la respon-
sabilidad del Presidente del Consejo de Gobierno, mediante la adopción por mayoría
absoluta de una moción de censura, que habrá de incluir un candidato a la Presidencia
de la ciudad, de entre los miembros de la Asamblea.
La moción deberá ser suscrita, discutida y votada de acuerdo con lo establecido en el
artículo 197 de la Ley Orgánica de Régimen Electoral General
Si la Asamblea de Ceuta adoptara una moción de censura, el candidato incluido en la
moción aprobada se entenderá investido de la confianza de la Asamblea y será
nombrado Presidente de la Ciudad.
El Presidente no podrá plantear la cuestión de confianza mientras esté en trámite una
moción de censura.

19. MELILLA:
Artículo 14.
1. El Presidente de la ciudad de Melilla preside la Asamblea, el Consejo de Gobierno,
cuya actividad dirige y coordina, y ostenta la suprema representación de la Ciudad.
2. El Presidente nombra y separa a los Consejeros y podrá delegar temporalmente
funciones ejecutivas propias en algunos de los miembros del Consejo.

Artículo 15.
El Presidente, que ostenta también la condición de Alcalde, será elegido por la Asam-
blea de entre sus miembros y nombrado por el Rey.
La elección, que tendrá que realizarse entre los miembros de la Asamblea de Melilla que
encabezaran alguna de las listas electorales que hayan obtenido escaño, se efectuará
por mayoría absoluta. En caso de que ningún candidato obtenga dicha mayoría, quedará
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designado Presidente el que encabece la lista que hubiera obtenido mayor número de
votos.

Artículo 16.
1. El Consejo de Gobierno es el órgano colegiado que ostenta las funciones ejecutivas
y administrativas de la ciudad de Melilla. El Consejo de Gobierno está integrado por el
Presidente y los Consejeros
2. Los miembros del Consejo serán nombrados y separados libremente por el Presi-
dente, dando cuenta a la Asamblea.

Artículo 17.
1. Corresponde al Consejo de Gobierno la dirección de la política de la ciudad y el ejer-
cicio de las funciones ejecutivas y administrativas correspondientes, sin perjuicio de las
competencias reservadas a la Asamblea.
2. El Consejo de Gobierno podrá desarrollar reglamentariamente las normas aprobadas
por la Asamblea en los casos en que aquéllas lo autoricen expresamente.
3. En todo caso, el Consejo de Gobierno tendrá la competencia para desarrollar las
normas dictadas por la Asamblea sobre organización y funcionamiento de los servicios
administrativos de la ciudad de Melilla.

Artículo 18.
1. El Consejo de Gobierno responde políticamente ante la Asamblea de forma solidaria,
sin perjuicio de la responsabilidad de cada uno de sus miembros por su gestión.
2. El Consejo de Gobierno cesará tras la celebración de las elecciones a la Asamblea,
la dimisión, incapacidad o fallecimiento de su Presidente, la aprobación por la Asamblea
de una moción de censura o la negación por la misma de la confianza solicitada.
3. El Consejo de Gobierno cesante continuará en sus funciones hasta la toma de pose-
sión del nuevo Consejo.

Artículo 19.
1. El Presidente, previa deliberación del Consejo de Gobierno, puede plantear ante la
Asamblea la cuestión de confianza sobre su programa o sobre una declaración de polí-
tica general. La confianza se entenderá otorgada cuando vote a favor de la misma la
mayoría simple de los miembros de aquélla.
La sesión será presidida por el Vicepresidente de la Asamblea de Melilla. Si la Asamblea
negara su confianza, el Presidente presentará la dimisión y el Vicepresidente de la
Asamblea convocará, en el plazo máximo de quince días, la sesión plenaria para la elec-
ción del nuevo Presidente, que tendrá lugar según lo dispuesto en el artículo 15 del
presente Estatuto.
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2. La Asamblea, en una sesión presidida por un Vicepresidente de la Asamblea, puede
exigir la responsabilidad del Presidente del Consejo de Gobierno mediante la adopción
por mayoría absoluta de una moción de censura, que habrá de incluir un candidato a la
Presidencia de la Ciudad, de entre los miembros de la Asamblea.
La moción de censura deberá ser suscrita, discutida y votada de acuerdo con lo esta-
blecido en el artículo 197 de la Ley Orgánica de Régimen Electoral General. Si la Asam-
blea adoptara una moción de censura, el candidato incluido en la moción aprobada se
entenderá investido de la confianza de la Asamblea y será nombrado Presidente de la
Ciudad.
El Presidente no podrá plantear la cuestión de confianza mientras esté en trámite una
moción de censura.

297

PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD Y CONSEJO DE GOBIERNO 2.3.



298

2.4. TÍTULO II: ORGANIZACIÓN INSTITUCIONAL

4. ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

1. PAÍS VASCO10:

2. CATALUÑA11:

3. GALICIA:
Artículo 39.
Corresponde a la Comunidad Autónoma la creación y estructuración de su propia Admi-
nistración pública, dentro de los principios generales y normas básicas del Estado.

4. ANDALUCÍA:
Artículo 42.
1. El Consejo de Gobierno, por conducto de su Presidente, podrá plantear conflictos de
jurisdicción a los jueces y tribunales conforme a las leyes reguladoras de aquéllos.
2. Igualmente podrá el Consejo de Gobierno ejercer la potestad expropiatoria conforme
a la legislación estatal y autonómica vigente en la materia.
3. La Comunidad Autónoma indemnizará a los particulares por toda lesión que sufran
en sus bienes o derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión
sea consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos de la misma.

Artículo 43.
1. La Comunidad Autónoma es administración pública a los efectos de la Ley Regula-
dora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.
2. Para demandar civil o laboralmente a la Comunidad Autónoma será necesario la
reclamación previa en vía administrativa.
3. La Comunidad Autónoma estará exenta de prestar cauciones o depósitos para ejer-
citar acciones o interponer recursos.

5. ASTURIAS:
Artículo 15 (2 y 3).
2. En el ejercicio de sus competencias, el Principado de Asturias gozará de las potes-
tades y privilegios propios de la Administración del Estado, entre los que se
comprenden:
10 Vid. art. 20 (I.7)
11 Vid. art. 25, 26 y 40 (I.7)



a) La presunción de legitimidad y la ejecutoriedad de sus actos, así como los poderes
de ejecución forzosa y revisión en vía administrativa.
b) La potestad de expropiación, incluida la declaración de urgente ocupación de los
bienes afectados y el ejercicio de las restantes  competencias de la legislación expro-
piatoria atribuidas a la Administración del Estado cuando se trate de materias de
competencia de la Comunidad Autónoma.
c) La potestad de sanción dentro de los límites que establezca el ordenamiento jurídico.
d) La facultad de utilización del procedimiento de apremio.
e) La inembargabilidad de sus bienes y derechos, así como los privilegios de prelación,
preferencia y demás, reconocidos a la Hacienda pública para el cobro de sus créditos,
sin perjuicio de los que correspondan  en esta materia a la Hacienda del Estado y en
igualdad de derechos con las demás Comunidades Autónomas.
f) La exención de toda obligación de garantía o caución ante cualquier organismo admi-
nistrativo o Tribunal jurisdiccional.
No se admitirán interdictos contra las actuaciones del Principado en materias de su
competencia, realizadas de acuerdo con el procedimiento legal.
3. (Modificado por LO 1/1999) En el ejercicio de la competencia prevista en el artículo
10.1.1 del presente Estatuto y de acuerdo con la legislación del Estado, corresponde
a la Comunidad Autónoma, entre otras materias, el establecimiento del régimen estatu-
tario de sus funcionarios, el régimen jurídico-administrativo derivado de las competen-
cias asumidas, la regulación de los bienes de dominio público y patrimoniales cuya titu-
laridad corresponda a la Comunidad Autónoma, así como las servidumbres públicas en
materia de su competencia y la regulación de los contratos y concesiones administra-
tivas en el ámbito del Principado de Asturias.

6. CANTABRIA:
Artículo 35. (Modificado por LO 11/1998)
1. En el ejercicio de sus competencias, la Comunidad Autónoma de Cantabria gozará
de las potestades y privilegios propios de la Administración del Estado, entre los que
se comprenden:
a. La presunción de legitimidad y la ejecutoriedad de sus actos, así como las potes-
tades de ejecución forzosa y revisión de oficio de aquéllos.
b. La potestad de expropiación en las materias de su competencia, incluida la urgente
ocupación de los bienes afectados y el ejercicio de las restantes competencias que la
legislación expropiatoria atribuye a la Administración del Estado.
c. Las potestades de investigación, deslinde y recuperación en materia de bienes.
d. La potestad de sanción, dentro de los límites que establezca el ordenamiento jurídico.
e. La facultad de utilización del procedimiento de apremio.
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f. La inembargabilidad de sus bienes y derechos, así como los privilegios de prelación
y preferencia reconocidos a la Hacienda Pública para el cobro de sus créditos, sin
perjuicio de los que correspondan en esta materia a la Hacienda del Estado y en
igualdad de derechos con las demás Comunidades Autónomas.
g. La exención de la obligación de prestar toda clase de garantías o cauciones ante los
organismos administrativos y ante los Jueces y Tribunales de cualquier jurisdicción.
2. No se admitirán interdictos contra las actuaciones de la Comunidad Autónoma en
materia de su competencia y de acuerdo con el procedimiento legalmente establecido.
3. Asimismo, en el ejercicio de la competencia de organización, régimen y funciona-
miento prevista en el artículo 24 del presente Estatuto y, de acuerdo con la legislación
del Estado, corresponde a la Comunidad Autónoma, entre otras materias, el estableci-
miento del régimen estatutario de su personal funcionario, la elaboración del procedi-
miento administrativo derivado de las especialidades de su organización propia, la regu-
lación de los bienes de dominio público y patrimoniales cuya titularidad corresponda a
la Comunidad Autónoma, y de los contratos y de las concesiones administrativas en el
ámbito de la Comunidad.
4. Para el ejercicio de la competencia de vigilancia y protección de sus edificios e insta-
laciones, prevista en el apartado 22 del artículo 24 del Estatuto, la Comunidad Autó-
noma podrá convenir con el Estado la adscripción de una Unidad del Cuerpo Nacional
de Policía en los términos y para el ejercicio de las funciones previstas en la Ley Orgá-
nica aludida en el número 29 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.

Artículo 36.
Corresponde a la Comunidad Autónoma la creación y estructuración de su propia Admi-
nistración pública, dentro de los principios generales y normas básicas del Estado.

7. LA RIOJA:
Artículo 26. (Modificado por LO 2/1999)
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma la creación y estructuración de su propia
Administración pública dentro de los principios generales y normas básicas del Estado.
2. Todos los órganos encargados de la prestación de servicios o de la gestión de
competencias y atribuciones de la Comunidad Autónoma dependen de ésta y se inte-
gran en su Administración.

Artículo 29 (Modificado por LO 2/1999).
La responsabilidad de la Administración de la Comunidad Autónoma de La Rioja y de sus
autoridades y funcionarios se exigirá en los mismos términos y casos que establezca
la legislación del Estado en la materia.
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Artículo 31.
1. En el ejercicio de sus competencias, la Administración de la Comunidad Autónoma
de La Rioja gozará de las potestades y prerrogativas propias de la Administración del
Estado, entre las que se encuentran:

a) Presunción de legitimidad y carácter ejecutivo de sus actos, así como las
facultades de ejecución forzosa y revisión.

b) Potestad expropiatoria y de investigación, deslinde y recuperación de oficio
en materia de bienes.

c) Potestad de sanción dentro de los límites que establezca la Ley y las dispo-
siciones que la desarrollen.

d) Facultad de utilizar el procedimiento de apremio.
e) Inembargabilidad de sus bienes y derechos; prelaciones y preferencias y

demás prerrogativas reconocidas a la Hacienda Pública en materia de créditos a su
favor.
2. Estos derechos y preferencias se entenderán sin perjuicio de los que correspondan
a la Hacienda del Estado, según su propia legislación.
3. La Administración de la Comunidad Autónoma de La Rioja estará exceptuada de la
obligación de prestar toda clase de cauciones o garantías ante los Tribunales de cual-
quier jurisdicción u organismo administrativo.
4. No se admitirán interdictos contra las actuaciones de la Administración de la Comu-
nidad Autónoma de La Rioja en materia de su competencia y de acuerdo con el proce-
dimiento legalmente establecido.
5. En el ejercicio de la competencia prevista en el número 1 del apartado uno del artí-
culo octavo del presente Estatuto y, de acuerdo con la legislación del Estado, corres-
ponde a la Comunidad Autónoma, entre otras materias, el establecimiento del régimen
estatutario de sus funcionarios, el régimen jurídico administrativo derivado de las
competencias asumidas, la regulación de los bienes de dominio público y patrimoniales
cuya titularidad corresponde a la Comunidad Autónoma, así como de las servidumbres
públicas en materia de su competencia, y la regulación de los contratos y concesiones
administrativas en el ámbito de la Comunidad.

8. REGIÓN DE MURCIA:
Artículo 51.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma la creación y estructuración de su propia
Administración Pública, dentro de los principios generales y normas básicas del Estado.
2. La organización de la Administración Pública de la Región responderá a los principios
de legalidad, eficacia, economía, jerarquía y coordinación, así como a los de descen-
tralización y desconcentración. En aplicación de estos principios, los organismos, servi-
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cios o dependencias regionales podrán establecerse en los lugares más adecuados del
territorio.
3. La Administración Regional posee personalidad jurídica y plena capacidad de obrar
para el cumplimento de sus fines.

Artículo 52.
El régimen jurídico de la Administración Pública Regional y de sus funcionarios será
regulado mediante Ley de la Asamblea de conformidad con la legislación básica del
Estado.

9. COMUNIDAD VALENCIANA:
Artículo 30.
En el ejercicio de sus competencias, la Generalidad Valenciana gozará de las potes-
tades y privilegios propios de la Administración del Estado.

10. ARAGÓN:
Artículo 42.
Corresponde a la Comunidad Autónoma la creación de su propia Administración Pública,
con arreglo a los principios generales contenidos en el presente Estatuto y supletoria-
mente a los que rijan la organización y funcionamiento de la Administración General del
Estado.

Artículo 43.
1. La Administración Pública de la Comunidad Autónoma, constituida por

órganos jerárquicamente ordenados y dependientes de la Diputación General, tendrá
personalidad jurídica única y gozará en el ejercicio de sus competencias de las potes-
tades y derechos de la Administración del Estado.

2. Las funciones administrativas y ejecutivas de la Comunidad Autónoma se
realizarán por los órganos e instituciones dependientes de la Diputación General, sobre
los principios de jerarquía, eficacia, objetividad, economía, coordinación, desconcen-
tración y descentralización.

Dichos órganos e instituciones podrán establecerse en diversas localidades de
Aragón.
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11. CASTILLA-LA MANCHA:
Artículo 39. (2, 3 y 4)
Dos. En el ejercicio de sus competencias, la Junta de Comunidades de Castilla-La
Mancha, gozará de las potestades y privilegios propios de la Administración del Estado,
entre los que se comprenden:

a) La presunción de legitimidad y la ejecutoriedad de sus actos, así como los
poderes de ejecución forzosa y revisión en vía administrativa.

b) La potestad de expropiación, incluida la declaración de urgente ocupación
de los bienes afectados y el ejercicio de las restantes competencias de la legislación
expropiatoria, atribuidas a la Administración del Estado, cuando se trate de materias de
competencia de la Comunidad Autónoma.

c) La potestad de sanción dentro de los límites que establezca el ordenamiento
jurídico.

d) La facultad de utilización del procedimiento de apremio.
e) La inembargabilidad de sus bienes y derechos así como los privilegios de

prelación, preferencia y demás reconocidos a la Hacienda Pública para el cobro de sus
créditos, sin perjuicio de los que correspondan en esta materia a la Hacienda del Estado
y en igualdad de derechos con las demás Comunidades Autónomas.

f) La exención de toda obligación de garantía o caución ante cualquier orga-
nismo administrativo o Tribunal jurisdiccional.

No se admitirán interdictos contra las actuaciones de la Región en materia de
su competencia, realizadas de acuerdo con el procedimiento legal.
Tres. (Modificado por LO 3/1997) Asimismo, en el ejercicio de la competencia de orga-
nización, régimen y funcionamiento prevista en el artículo 31.1.1 del presente Estatuto
y, de acuerdo con la legislación del Estado, corresponde a la Comunidad Autónoma,
entre otras materias, el establecimiento del régimen estatutario de sus funcionarios, la
elaboración del procedimiento administrativo derivado de las especialidades de su orga-
nización propia, la regulación de los bienes de dominio público y patrimoniales cuya titu-
laridad corresponda a la Comunidad Autónoma, y de los contratos y de las concesiones
administrativas en el ámbito de la Comunidad.

Cuatro. (Modificado por LO 3/1997) Para el ejercicio de la competencia de vigi-
lancia y protección de sus edificios e instalaciones, prevista en el artículo 31.1.32 del
Estatuto, la Junta de Comunidades podrá convenir con el Estado la adscripción de una
Unidad del Cuerpo Nacional de Policía en los términos y para el ejercicio de las
funciones previstas en la Ley Orgánica aludida en el número 29 del apartado 1 del artí-
culo 149 de la Constitución.
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12. CANARIAS:
Artículo 22. (Modificado por LO 4/1996)
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma la creación y organización de su propia Admi-
nistración pública, de conformidad con los principios constitucionales y normas básicas
del Estado.
2. La organización de la Administración Pública Canaria responderá a los principios de
eficacia, economía, máxima proximidad a los ciudadanos y atención al hecho insular.
3. La Comunidad Autónoma podrá ejercer sus funciones administrativas, bien directa-
mente, bien por delegación o encomienda a los Cabildos Insulares y Ayuntamientos, de
conformidad con las leyes del Parlamento de Canarias.

Artículo 41.
En el ejercicio de sus competencias, la Comunidad Autónoma gozará de las potestades
y privilegios propios de la Administración del Estado, entre los que se comprenden:
La presunción de legitimidad y la ejecutoriedad de sus actos, así como los poderes de
ejecución forzosa y de revisión en vía administrativa.
La potestad expropiatoria, incluida la declaración de urgente ocupación de los bienes
afectados y el ejercicio de las restantes competencias de la legislación expropiatoria
atribuidas a la Administración del Estado cuando se trate de materia de competencia
de la Comunidad Autónoma.
Los poderes de investigación, deslinde y recuperación de oficio en materia de bienes.
La potestad de sanción, dentro de los límites que establezca el ordenamiento jurídico.
La facultad de utilización del procedimiento de apremio.
La inembargabilidad de sus bienes y derechos, así como los privilegios de prelación,
preferencia y demás reconocidos a la Hacienda Pública para el cobro de sus créditos,
sin perjuicio de los que correspondan en esta materia a la Hacienda del Estado y en
igualdad de derechos con las demás Comunidades Autónomas.
La exención de toda obligación de garantía o caución ante cualquier organismo admi-
nistrativo o Tribunal jurisdiccional.
No se admitirán interdictos contra las actuaciones de la Comunidad Autónoma en mate-
rias de su competencia y de acuerdo con el procedimiento legalmente establecido.

13. NAVARRA12

12 Vid. arts. 39-42 (I.7 pág. 189 y ss)



14. EXTREMADURA:
Artículo 47. (Modificado por LO 12/1999)
En ejercicio de sus competencias la Comunidad Autónoma gozará de las facultades y
privilegios propios de la Administración de Estado, entre los que se comprenderán:
a. La presunción de legitimidad y el carácter ejecutivo de sus actos, así como los
poderes de ejecución forzosa y revisión.
b. La potestad expropiatoria y los poderes de investigación, deslinde y recuperación de
oficio en materia de bienes.
c. La potestad de sanción, dentro de los límites que establezca la ley y las disposiciones
que la desarrollen.
d. La inembargabilidad de sus bienes y derechos y los privilegios de prelación, prefe-
rencia y demás reconocidos a la Hacienda Pública en materia de cobros de crédito a su
favor. Estas preferencias o prelaciones se entenderán sin perjuicio de las que corres-
pondan a la Hacienda Pública del Estado según su regulación específica.
e. La Comunidad Autónoma estará exceptuado de la obligación de prestar toda clase
de cauciones o garantías ante los Tribunales de cualquier jurisdicción u organismo admi-
nistrativo.
f. La comparecencia en juicio en los mismos términos que la Administración del Estado.
g. La fe pública de sus actos en los términos que determine la ley.
h. En general, cualquier otra facultad de autotutela que le reconozca el ordenamiento
jurídico vigente.

Artículo 48. (Modificado por LO 12/1999)
La responsabilidad de la Comunidad Autónoma y de sus autoridades y funcionarios
procederá y se exigirá en los mismos términos y casos que establezca la legislación del
Estado para esta materia.

15. ISLAS BALEARES:
Artículo 43 .(Modificado por LO 3/1999)
Corresponde a la Comunidad Autónoma de las Illes Balears la creación y estructuración
de una Administración pública propia, en el marco de los principios generales y las
normas básicas de la legislación del Estado y del presente Estatuto.

Artículo 44. (Modificado por LO 3/1999)
La Comunidad Autónoma de las Illes Balears ejercerá sus funciones administrativas por
medio de los Entes y organismos dependientes del Gobierno de las Illes Balears, así
como a través de los Consejos Insulares y de los Municipios.
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16. COMUNIDAD DE MADRID13:
Artículo 37.
1. Corresponde a la Comunidad de Madrid la creación y estructuración de su propia
Administración pública, dentro de los principios generales y normas básicas del Estado.
2. El régimen jurídico de la Administración pública regional y de sus funcionarios será
regulado mediante Ley de la Asamblea, de conformidad con la legislación básica del
Estado.

Artículo 38. (Modificado por LO 5/1998)
La Administración de la Comunidad de Madrid desarrollará su actuación a través de los
órganos, organismos y entidades dependientes del Gobierno que se establezcan
pudiendo delegar dichas funciones en los municipios y demás entidades locales reco-
nocidas en este Estatuto si así lo autoriza una ley de la Asamblea, que fijará las opor-
tunas formas de control y coordinación.

Artículo 39.
En los términos previstos en este Estatuto, y de acuerdo con la legislación básica del
Estado, la Comunidad de Madrid, mediante Ley, podrá crear otras entidades de
carácter institucional para fines específicos.

17. CASTILLA Y LEÓN:
Artículo 39. Administración regional. (Modificado por LO 4/1999)
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Castilla y León la creación y estructura-
ción de los órganos y servicios de la Administración Regional que tengan por objeto
servir al ejercicio de las competencias atribuidas a aquélla.
2. En el ejercicio de sus competencias, la Administración de la Comunidad Autónoma
de Castilla y León gozará de las potestades y privilegios propios de la Administración
del Estado, entre los que se comprenden:

a) La presunción de legitimidad y la ejecutoriedad de sus actos, así como los
poderes de ejecución forzosa y revisión en vía administrativa.

b) La potestad de expropiación, incluida la declaración de urgente ocupación
de los bienes afectados, y el ejercicio de las restantes competencias de la legislación
expropiatoria atribuidas a la Administración del Estado, cuando se trate de materias de
competencia de la Comunidad Autónoma.

c) La potestad de sanción dentro de los límites que establezca el ordenamiento
jurídico.

13 Vid. arts. 35 y 36 (l.7, pág. 193)
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d) La facultad de utilización del procedimiento de apremio.
e) La inembargabilidad de sus bienes y derechos, así como los privilegios de

prelación, preferencia y demás reconocidos a la Hacienda Pública para el cobro de sus
créditos, sin perjuicio de los que correspondan en esta materia a la Hacienda del Estado
y en igualdad de derechos con las demás Comunidades Autónomas.

f) La exención de toda obligación de garantía o caución ante cualquier orga-
nismo administrativo o tribunal jurisdiccional.

g) La no admisión de interdictos contra las actuaciones de la Comunidad, en
materia de su competencia realizadas de acuerdo con el procedimiento legal.
3. Asimismo, en el ejercicio de la competencia de organización, régimen y funciona-
miento, prevista en el artículo 32.1.1 del presente Estatuto, y de acuerdo con la legis-
lación del Estado, corresponde a la Comunidad Autónoma, entre otras materias, el esta-
blecimiento del régimen estatutario de los funcionarios de la Comunidad y de su Admi-
nistración Local, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 149.1.18 de la Constitución;
la elaboración del procedimiento administrativo derivado de las especialidades de su
organización propia; y la regulación de los bienes de dominio público y patrimoniales
cuya titularidad corresponda a la Comunidad, y de los contratos y de las concesiones
administrativas en su ámbito.

18. CEUTA:
Artículo 31.
El régimen jurídico del personal de la ciudad de Ceuta será, por lo que se refiere al
personal propio, el establecido en la legislación estatal sobre función pública local. Al
personal transferido le será de aplicación lo establecido en la disposición adicional
cuarta del presente Estatuto.

Disposición Adicional Cuarta
1. El régimen de los funcionarios adscritos a servicios de titularidad estatal afectados
por los traspasos a la ciudad de Ceuta será el establecido por la legislación estatal en
materia de Función Pública para los funcionarios transferidos a Comunidades Autó-
nomas.
2. En todo caso, se respetarán a dichos funcionarios todos los derechos, de cualquier
orden y naturaleza, que les correspondan en el momento del traspaso, incluso el
derecho a participar en los concursos de traslado que convoque el Estado en igualdad
de condiciones con los demás miembros de su Cuerpo o Escala.



19. MELILLA:
Artículo 31.
El régimen jurídico del personal de la ciudad de Melilla será, por lo que se refiere al
personal propio, el establecido en la legislación estatal sobre función pública local. Al
personal transferido le será de aplicación lo establecido en la disposición adicional
cuarta del presente Estatuto.

Disposición Adicional Cuarta.
1. El régimen de los funcionarios adscritos a servicios de titularidad estatal afectados
por los traspasos a la ciudad de Melilla será el establecido por la legislación estatal en
materia de Función Pública para los funcionarios transferidos a Comunidades Autó-
nomas.
2. En todo caso, se respetarán a dichos funcionarios todos los derechos, de cualquier
orden y naturaleza, que les correspondan en el momento del traspaso, incluso el
derecho a participar en los concursos de traslado que convoque el Estado en igualdad
de condiciones con los demás miembros de su Cuerpo o Escala.
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5. ÓRGANOS SECUNDARIOS14

1. PAÍS VASCO:
Artículo 15.
Corresponde al País Vasco la creación y organización, mediante Ley, de su Parlamento,
y con respeto a la institución establecida por el artículo 54 de la Constitución, de un
órgano similar que en coordinación con aquélla ejerza las funciones a las que se refiere
el mencionado artículo y cualesquiera otras que el Parlamento Vasco pueda encomen-
darle.

2. CATALUÑA:
Artículo 35.
Sin perjuicio de la institución prevista en el artículo 54 de la Constitución y de la coor-
dinación con la misma, el Parlamento podrá nombrar un Sindic de Greuges para la
defensa de los derechos fundamentales y las libertades públicas de los ciudadanos, a
cuyos efectos podrá supervisar las actividades de la Administración de la Generalidad.
Una Ley de Cataluña establecerá su organización y funcionamiento.

Artículo 41.
Sin perjuicio de lo que dispone el apartado 1 del artículo anterior, una Ley de Cataluña
creará y regulará el funcionamiento de un organismo de carácter consultivo que dicta-
minará, en los casos que la propia Ley determine, sobre la adecuación al presente Esta-
tuto de los proyectos o proposiciones de Ley sometidos a debate y aprobación del
Parlamento de Cataluña. La interposición ante el Tribunal Constitucional del recurso de
inconstitucionalidad por el Consejo Ejecutivo o Gobierno de la Generalidad o por el Parla-
mento de Cataluña exigirá como requisito previo un dictamen de dicho organismo.

Disposición Adicional Segunda.
Mediante la correspondiente norma del Estado, y bajo la tutela de éste, se creará y
regulará la composición y funciones de un Patronato del Archivo de la Corona de
Aragón, en el que tendrán participación preeminente la Generalidad de Cataluña, otras
Comunidades Autónomas y provincias, en su caso.
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14 Se incluyen en este capítulo los órganos que tienen por objeto principal la defensa de los derechos funda-
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puestario y financiero, que se incluyen en el capítulo 5.3



3. GALICIA:
Artículo 14.
Corresponde a la Comunidad Autónoma la creación y organización mediante Ley de su
Parlamento y con respeto a la institución del Defensor del Pueblo establecida en el artí-
culo 54 de la Constitución, de un órgano similar que en coordinación con aquélla, ejerza
las funciones a las que se refiere el mencionado artículo y cualesquiera otras que el
Parlamento de Galicia pueda encomendarle.

4. ANDALUCÍA:
Artículo 44.
1. El Consejo de Estado informará los Reglamentos generales que la Comunidad Autó-
noma dicte en ejecución de las leyes estatales.
2. Igualmente informará el Consejo de Estado los expedientes de revisión de oficio de
actos declarativos de derechos en que se aprecie nulidad de pleno derecho o infracción
manifiesta de las leyes.
3. La petición de informes al Consejo de Estado será suscrita por el Presidente.

Artículo 46.
Sin perjuicio de la institución prevista en el artículo 54 de la Constitución y de la coor-
dinación con la misma, una ley regulará la institución del Defensor del Pueblo, como
comisionado del Parlamento, designado por éste, para la defensa de los derechos y
libertades comprendidos en el Título 1 de la Constitución, a cuyo efecto podrá super-
visar la actividad de la Administración autonómica, dando cuenta al Parlamento.

5. ASTURIAS:
Artículo 35 quater. (Añadido por LO 1/1999)
Se crea el Consejo Consultivo del Principado de Asturias como superior órgano de
consulta de la Comunidad Autónoma. Por ley del Principado se regularán su composi-
ción y competencias.

6. CANTABRIA:
Artículo 16. (Modificado por LO 11/1998)
1. El Defensor del Pueblo Cántabro es el Comisionado del Parlamento de Cantabria para
la protección y defensa de los derechos fundamentales de las personas, la tutela del
ordenamiento jurídico y la defensa del Estatuto de Autonomía para Cantabria, a cuyo
efecto podrá supervisar la actividad de la Administración, dando cuenta al Parlamento
cántabro.
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2. Una Ley del Parlamento de Cantabria regulará su organización y funcionamiento.
3. La aprobación de la Ley y la elección del Defensor del Pueblo cántabro requerirá
mayoría de tres quintos de la Cámara.

Artículo 38. ( Modificado por LO 11/1998)
El Consejo Jurídico Consultivo es el superior órgano de consulta y asesoramiento de las
instituciones de la Comunidad Autónoma de Cantabria y de sus corporaciones locales.
Una Ley del Parlamento de Cantabria, aprobada por mayoría de tres quintos de sus
miembros, regulará sus funciones, composición y régimen de funcionamiento.

7. LA RIOJA:
Artículo 22. (Modificado por LO 2/1999)
Sin perjuicio de la institución del Defensor del Pueblo prevista en el artículo 54 de la
Constitución y de la coordinación con la misma, la Comunidad Autónoma podrá crear
mediante Ley una institución similar a la del citado artículo, como comisionado del Parla-
mento de La Rioja, designado por éste, para la defensa de los derechos y libertades
comprendidos en el Título I de la Constitución, a cuyo efecto podrá supervisar la acti-
vidad de la Administración Autonómica, dando cuenta al Parlamento.

Artículo 42. (Modificado por LO 2/1999)
El Consejo Consultivo de La Rioja es el órgano consultivo superior de la Comunidad
Autónoma de La Rioja. Su composición y funciones se regularán por Ley, la cual garan-
tizará su imparcialidad e independencia.

8. REGIÓN DE MURCIA:
Su Estatuto no incluye ninguna disposición sobre esta materia.

9. COMUNIDAD VALENCIANA:
Artículo 24.
De acuerdo con la institución prevista en el artículo cincuenta y cuatro de la Constitu-
ción y de la coordinación con la misma, un Síndico de Agravios, nombrado por las
Cortes Valencianas como alto comisionado de las mismas, velará por los derechos
reconocidos en el título I de la Constitución española en el ámbito competencial y terri-
torial de la Comunidad Autónoma Valenciana.
La Ley fijará su Estatuto, facultades y duración de su mandato.
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Artículo 25.
Una Ley de las Cortes Valencianas establecerá las funciones, composición y organiza-
ción del Consejo de Cultura. Sus miembros serán elegidos por mayoría de dos tercios
de las Cortes Valencianas.

10. ARAGÓN:
Artículo 33.
1. El Justicia de Aragón, sin perjuicio de la institución prevista en el artículo 54 de la
Constitución y su coordinación con la misma, tiene como misiones específicas:

a) La protección y defensa de los derechos individuales y colectivos recono-
cidos en este Estatuto.

b) La tutela del ordenamiento jurídico aragonés, velando por su defensa y apli-
cación.

c) La defensa de este Estatuto.
2. En el ejercicio de su función, el Justicia de Aragón podrá supervisar la actividad de
la Administración de la Comunidad Autónoma.
3. El Justicia rendirá cuentas de su gestión ante las Cortes de Aragón.

Artículo 34.
Una Ley de las Cortes de Aragón concretará el alcance de las funciones del Justicia, así
como el procedimiento de su elección por aquéllas y el régimen de incompatibilidades.

11. CASTILLA-LA MANCHA:
Artículo 13.4.
Cuatro. (Modificado por LO 3/1997) El Consejo Consultivo es el superior órgano consul-
tivo de la Junta de Comunidades y de las Corporaciones locales de la Comunidad Autó-
noma. Su composición y funciones se regulan en la Ley prevista en el apartado 2 de este
artículo.

12. CANARIAS:
Artículo 14.
1. El Diputado del Común es el alto comisionado del Parlamento de Canarias para la
defensa de los Derechos Fundamentales y las Libertades Públicas y supervisará las acti-
vidades de las Administraciones Públicas Canarias de acuerdo con lo que establezca la
Ley.
2. Será elegido por mayoría de tres quintas partes de los miembros del Parlamento de
Canarias.
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3. El Diputado del Común coordinará sus funciones con las del Defensor del Pueblo.
4. Una Ley del Parlamento de Canarias regulará su organización y funcionamiento.

Artículo 36. (Modificado por LO 4/1996)
El Gobierno de Canarias elaborará, en el ámbito de sus competencias, los proyectos de
planificación, de acuerdo con las previsiones de la propia Comunidad Autónoma y de las
Administraciones Insulares y Territoriales y el asesoramiento y colaboración de los sindi-
catos y otras organizaciones profesionales, empresariales y económicas de Canarias. A
tal fin, se constituirá un Consejo Económico y Social, con participación de las Adminis-
traciones Insulares y Territoriales, así como de las organizaciones profesionales, empre-
sariales y económicas de Canarias y con las funciones que se desarrollarán por Ley.

Artículo 44. (Modificado por LO 4/1996)
1. El Consejo Consultivo de Canarias es el supremo órgano consultivo de la Comunidad
Autónoma. Dictamina sobre la adecuación a la artículo 153, b), de la Constitución y al
Estatuto de Autonomía de los proyectos y proposiciones de Ley y restantes materias que
determine su Ley reguladora.
2. La Ley garantizará su imparcialidad e independencia y regulará su funcionamiento y el
estatuto de sus miembros.

13. NAVARRA:
Su Estatuto no incluye ninguna disposición sobre esta materia.

14. EXTREMADURA:
Artículo 51. (Modificado por LO 12/1999)
Una ley de la Asamblea creará y regulará el funcionamiento de un órgano de carácter
consultivo no vinculante que dictaminará en los casos que la propia ley determine sobre
la adecuación al presente Estatuto y al ordenamiento jurídico vigente de las normas
disposiciones o leyes que hayan de ser aprobadas por los órganos de la Comunidad Autó-
noma.

Artículo 52. (Modificado por LO 12/1999)
Una ley de la Asamblea creará y regulará el régimen jurídico y funcionamiento de un
órgano similar al Defensor del Pueblo previsto en el artículo 54 de la Constitución cuyo
titular deberá ser elegido por las tres quintas partes de los miembros de la Asamblea de
Extremadura.
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15. ISLAS BALEARES:
Artículo 29. (Modificado por LO 3/1999)
El Parlamento, mediante ley, creará la institución de la Sindicatura de Greuges para la
defensa de las libertades y de los derechos fundamentales de los ciudadanos, así como
para supervisar e investigar las actividades de la Administración de las Illes Balears. El
síndico será elegido por el Parlamento, por la mayoría favorable de las tres quintas
partes de los diputados de la Cámara. El síndico actuará como Alto Comisionado del
Parlamento, y le rendirá cuentas de su actividad.

Artículo 41. (Modificado por LO 3/1999)
1. El Consejo Consultivo de las Illes Balears es el superior órgano de consulta de la
Comunidad Autónoma de las Illes Balears.
2. El Consejo Consultivo estará integrado por siete juristas de reconocido prestigio, tres
de los cuales serán elegidos por el Parlamento mediante el voto favorable de las tres
quintas partes de los diputados.
3. Una ley del Parlamento regulará su organización y funcionamiento.

Artículo 42. (Modificado por LO 3/1999)
1. El Consejo Económico y Social de las Illes Balears es el órgano colegiado de parti-
cipación, estudio, deliberación, asesoramiento y propuesta en materia económica y
social.
2. Una ley del Parlamento regulará su composición, la designación de sus miembros,
su organización y sus funciones.

16. COMUNIDAD DE MADRID:
Su Estatuto no incluye ninguna disposición sobre esta materia.

17. CASTILLA Y LEÓN:
Artículo 14. Procurador del Común. (Modificado por LO 4/1999)
1. El Procurador del Común es el alto comisionado de las Cortes de Castilla y León,
designado por éstas, para la protección y defensa de los derechos fundamentales de
los ciudadanos, la tutela del ordenamiento jurídico de la Comunidad y la defensa del
presente Estatuto de Autonomía.
2. Una ley de la Comunidad regulará las competencias, organización y funcionamiento
de esta institución.
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Artículo 24. Consejo Consultivo. (Modificado por LO 4/1999)
1. El Consejo Consultivo de Castilla y León es el superior órgano consultivo de la Junta
y de la Administración de la Comunidad.
2. Una ley de las Cortes de Castilla y León regulará su composición y competencias.

Artículo 54. Consejo Económico y Social. (Modificado por LO 4/1999)
1. El Consejo Económico y Social es un órgano colegiado de carácter consultivo y
asesor en materia socioeconómica de la Comunidad Autónoma de Castilla y León.
2. Una ley de la Comunidad regulará su organización y funcionamiento.

18. CEUTA:
Su Estatuto no incluye ninguna disposición sobre esta materia.

19. MELILLA:
Su Estatuto no incluye ninguna disposición sobre esta materia.



TÍTULO III. ESTRUCTURA TERRITORIAL Y RÉGIMEN LOCAL

1. PAÍS VASCO:
Artículo 3.
Cada uno de los Territorios Históricos que integran el País Vasco podrán, en el seno del
mismo, conservar o, en su caso, establecer y actualizar su organización e instituciones
privativas de autogobierno.

Artículo 37.
1. Los órganos forales de los Territorios Históricos se regirán por el régimen jurídico
privativo de cada uno de ellos.
2. Lo dispuesto en el presente Estatuto no supondrá alteración de la naturaleza del
régimen Foral específico o de las competencias de los regímenes privativos de cada
Territorio Histórico.
3. En todo caso tendrán competencias exclusivas dentro de sus respectivos territorios
en las siguientes materias:

a) Organización, régimen y funcionamiento de sus propias instituciones.
b) Elaboración y aprobación de sus presupuestos.
c) Demarcaciones territoriales de ámbito supramunicipal que no excedan los

límites provinciales.
d) Régimen de los bienes provinciales y municipales, tanto de dominio público

como patrimoniales o de propios y comunales.
e) Régimen electoral municipal.
f) Todas aquellas que se especifiquen en el presente Estatuto o que les sean

transferidas.
4. Les corresponderá, asimismo, el desarrollo normativo y la ejecución, dentro de su
territorio, en las materias que el Parlamento Vasco señale.
5. Para la elección de los órganos representativos de los Territorios Históricos se aten-
derá a criterios de sufragio universal, libre, directo, secreto y de representación propor-
cional, con circunscripciones electorales que procuren una representación adecuada de
todas las zonas de cada territorio.

2. CATALUÑA:
Artículo 5.
1. La Generalidad de Cataluña estructurará su organización territorial en municipios y
comarcas; también podrá crear demarcaciones supracomarcales.
2. Asimismo, podrán crearse agrupaciones basadas en hechos urbanísticos y metro-
politanos y otras de carácter funcional y fines específicos.
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3. Una Ley del Parlamento regulará la organización territorial de Cataluña, de acuerdo
con el presente Estatuto, garantizando la autonomía de las distintas entidades territo-
riales.
4. Lo establecido en los apartados anteriores se entenderá sin perjuicio de la organi-
zación de la provincia como entidad local y como división territorial para el cumplimiento
de las actividades del Estado, de conformidad con lo previsto en los artículos 137 y
141 de la Constitución.

3. GALICIA:
Artículo 40.
En los términos previstos en el artículo 27.2 de este Estatuto, por Ley de Galicia se
podrá:
1.Reconocer la comarca como entidad local con personalidad jurídica y demarcación

propia. La comarca no supondrá, necesariamente la supresión de los municipios que la
integren.
2. Crear asimismo, agrupaciones basadas en hechos urbanísticos y otros de carácter

funcional con fines específicos.
3. Reconocer personalidad jurídica a la parroquia rural.

Disposición Adicional Tercera.
1. La Junta coordinará la actividad de las Diputaciones Provinciales de Galicia en cuanto
afecte directamente al interés general de la Comunidad Autónoma, y a estos efectos se
unirán los presupuestos que aquéllas elaboren y aprueben al de la Junta de Galicia.
2. La Junta podrá encomendar la ejecución de sus acuerdos a las Diputaciones Provin-
ciales. Estas ejercerán las funciones que la Junta les transfiera o delegue.

4. ANDALUCÍA:
Artículo 3.
1. El municipio es la entidad territorial básica de la Comunidad Autónoma. Goza de
personalidad jurídica propia y de plena autonomía en el ámbito de sus competencias.
Su representación, gobierno y administración corresponden a los respectivos Ayunta-
mientos.
2. La alteración de términos municipales y la fusión de municipios limítrofes se realizará
de acuerdo con la legislación que dicte la Comunidad Autónoma en el marco de la legis-
lación básica del Estado.
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Artículo 4.
1. La provincia es una entidad local con personalidad jurídica propia, determinada por
la agrupación de municipios, y constituye, también, ámbito territorial para el desarrollo
y gestión de las competencias y funciones de la Comunidad Autónoma. Cualquier alte-
ración de los límites provinciales habrá de ser aprobada por las Cortes Generales
mediante Ley Orgánica.
2. El gobierno y la administración autónoma de la provincia corresponden a la Diputa-
ción, como órgano representativo de la misma, con plena autonomía para la gestión de
sus intereses específicos.
3. Serán competencias de la Diputación las siguientes:
a) Las que con carácter específico y para el fomento y la administración de los intereses
peculiares de la provincia le vengan atribuidas por la legislación básica del Estado y los
la legislación que dicte la Comunidad Autónoma en desarrollo de la misma.
b) las que pueda delegarle para su ejercicio la Comunidad Autónoma, siempre bajo la
dirección y el control de ésta.
4. En los términos de una Ley del Parlamento Andaluz y en el marco de la legislación
del Estado, la Comunidad Autónoma articulará la gestión ordinaria de sus servicios peri-
féricos propios a través de las Diputaciones Provinciales. La ley establecerá los meca-
nismos de dirección y control por parte de la Comunidad.
5. La Junta de Andalucía coordinará la actuación de las Diputaciones, en lo que se
refiere a las competencias recogidas en el apartado a) del número 3 del presente artí-
culo, en materias de interés general para Andalucía. La apreciación del interés general
y las fórmulas de coordinación se establecerán por una ley aprobada por mayoría abso-
luta del Parlamento de Andalucía y en el marco de lo que disponga la legislación básica
del Estado. En todo caso, la Comunidad Autónoma coordinará los Planes provinciales
de Obras y Servicios.

Artículo 5.
Por Ley del Parlamento Andaluz podrá regularse la creación de comarcas integradas
por municipios limítrofes dentro de la misma provincia, atendiendo a sus características
geográficas, económicas, sociales e históricas. Se requerirá en todo caso el acuerdo
de los Ayuntamientos afectados y la aprobación del Consejo de Gobierno.

5. ASTURIAS:
Artículo 6.
1. El Principado de Asturias se organiza territorialmente en municipios, que recibirán la
denominación tradicional de Concejos y en Comarcas.



320

3 TÍTULO III: ESTRUCTURA TERRITORIAL Y RÉGIMEN LOCAL

2. Se reconocerá personalidad jurídica a la parroquia rural como forma tradicional de
convivencia y asentamiento de la población asturiana.
3. Podrán crearse Áreas Metropolitanas.

6. CANTABRIA:
Artículo 2.3. (Modificado por LO 11/1998)
3. Cantabria estructura su organización territorial en municipios.
Una Ley del Parlamento podrá reconocer la comarca como entidad local con persona-
lidad jurídica y demarcación propia. La comarca no supondrá, necesariamente, la supre-
sión de los municipios que la integran.

Artículo 32. (Modificado por LO 11/1998)
La Comunidad Autónoma de Cantabria asume desde su constitución todas las compe-
tencias, medios y recursos que según las leyes correspondan a la Diputación Provincial
de Santander.
Los órganos de representación y Gobierno de la Diputación Provincial establecidos por
la legislación de régimen local quedan sustituidos en la provincia de Santander por los
propios de la Comunidad Autónoma, en los términos de este Estatuto. El Parlamento de
Cantabria determinará, según su naturaleza, la distribución de las competencias de la
Diputación Provincial entre los distintos órganos de la Comunidad Autónoma de Canta-
bria previstos en el artículo 7 de este Estatuto.

Artículo 37.( Modificado por LO 11/1998)
La Comunidad Autónoma de Cantabria ejercerá sus funciones administrativas a través
de los organismos y entidades que se establezcan, dependientes del Gobierno, y
pudiendo delegar dichas funciones en las comarcas, municipios y demás entidades
locales, si así lo autoriza una Ley del Parlamento que fijará las oportunas formas de
control y coordinación.

7. LA RIOJA:
Artículo 5. (Modificado por LO 2/1999)
1. La Comunidad Autónoma de La Rioja estructurará su organización territorial en muni-
cipios.
2. Una Ley del Parlamento podrá reconocer la comarca como entidad local con perso-
nalidad jurídica y demarcación propia. La comarca no supondrá, necesariamente, la
supresión de los municipios que la integran.
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Artículo 27. (Modificado por LO 2/1999)
En los términos previstos en los artículos quinto y octavo, tres, del presente Estatuto;
se regulará por Ley de la Comunidad Autónoma de La Rioja:
1. El reconocimiento y delimitación de las comarcas.
2. La creación de agrupaciones de municipios con fines específicos.
3. Podrán crearse áreas metropolitanas para la coordinación y gestión de los servicios
públicos.

Artículo 33. (Modificado por LO 2/1999)
1. La Administración de la Comunidad Autónoma y las Administraciones Locales ajus-
tarán sus relaciones a los principios de información mutua, colaboración, coordinación
y respeto a los ámbitos competenciales correspondientes determinados en el presente
Estatuto y en la legislación básica del Estado.
2. El Parlamento de La Rioja, en el marco de la legislación básica del Estado y mediante
Ley, podrá regular aquellas materias relativas a la Administración Local que el presente
Estatuto reconoce como de la competencia de la Comunidad Autónoma.
3. La Comunidad Autónoma podrá transferir o delegar en las corporaciones locales,
mediante Ley aprobada por mayoría absoluta, facultades correspondientes a materias
de su competencia. Esta Ley preverá en cada caso la correspondiente transferencia de
medios, así como la forma de dirección y control que se reserve la Comunidad.

8. REGIÓN DE MURCIA:
Artículo 18.
1. Se entenderán asumidas por la Comunidad Autónoma todas las competencias,
medios, recursos y servicios que, de acuerdo con la legislación del Estado, corres-
ponden a las Diputaciones provinciales y aquellas que en el futuro les puedan ser atri-
buidas.
2. Los órganos de representación y gobierno de la Diputación Provincial establecidos
por la Legislación de Régimen Local quedan sustituidos en la provincia de Murcia por
los propios de la Comunidad Autónoma en los términos de este Estatuto.
3. La Asamblea Regional, mediante Ley, determinará la distribución de estas compe-
tencias entre los distintos órganos de la Comunidad Autónoma y las condiciones para
su cesión o delegación en las entidades territoriales a que hace referencia el artículo
tercero de este Estatuto.



9. COMUNIDAD VALENCIANA:
Artículo 44.
Las Corporaciones Locales comprendidas en el territorio de la Comunidad, administran
con autonomía los asuntos propios, de acuerdo con la Constitución y las Leyes.

Artículo 45.
1. Los Municipios estarán regidos por Ayuntamientos de carácter igual y representativo,
elegidos por sufragio universal, libre, directo y secreto, en la forma que establezca la ley.
2. Las Cortes Valencianas impulsarán la autonomía municipal, pudiendo delegar la ejecu-
ción de las funciones y competencias en aquellos Ayuntamientos que, por sus medios,
puedan asumirlas, asegurando la debida coordinación y eficacia en la prestación de los
servicios.

Artículo 46.
1. Una ley de las Cortes Valencianas, en el marco de la legislación del Estado, que deberá
ser aprobada por la mayoría absoluta de sus miembros, determinará la división comarcal,
oídas las Corporaciones locales afectadas.
2. Las Comarcas son circunscripciones administrativas de la Generalidad y Entidades
locales determinadas por la agrupación de municipios para la prestación de servicios y
gestión de asuntos comunes.
3. Las áreas metropolitanas y agrupaciones de comarcas serán reguladas por ley de las
Cortes Valencianas, que deberá ser aprobada en las mismas condiciones que en el apar-
tado primero.

Artículo 47.
1. Las Diputaciones Provinciales serán expresión, dentro de la Comunidad Valenciana, de
la autonomía provincial, de acuerdo con la Constitución, la legislación del Estado y el
presente Estatuto. Tendrán las funciones consignadas en la legislación del Estado y las
delegadas por la Comunidad Autónoma.
2. Las Cortes Valencianas podrán transferir o delegar en las Diputaciones Provinciales la
ejecución de aquellas competencias que no sean de interés general de la Comunidad
Valenciana, especialmente en áreas de obras públicas, sanidad, cultura y asistencia
social.
3. La Comunidad Valenciana coordinará las funciones propias de las Diputaciones Provin-
ciales que sean de interés general comunitario. A estos efectos, y en el marco de la
Legislación del Estado, por ley de las Cortes Valencianas, aprobada por mayoría abso-
luta, se establecerán las fórmulas generales de coordinación y la relación de las
funciones que deban ser coordinadas, fijándose, en su caso, las singularidades que,
según la naturaleza de la función, sean indispensables para su más adecuada coordina-
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ción. A los efectos de coordinar estas funciones, los presupuestos de las Diputaciones,
que éstas elaboren y aprueben, se unirán a los de la Generalidad Valenciana.
4. Las Diputaciones Provinciales actuarán como instituciones de la Generalidad Valen-
ciana y estarán sometidas a la legislación, reglamentación e inspección de éstas, en
tanto en cuanto se ejecuten competencias delegadas por la misma.
5. Si una Diputación Provincial no cumpliera las obligaciones que el presente Estatuto y
otras leyes de las Cortes Valencianas le impongan, el «Consell», previo requerimiento al
Presidente de la Diputación de que se trate, podrá adoptar las medidas necesarias para
obligar a aquélla al cumplimiento forzoso de tales obligaciones. La Diputación Provincial
podrá recurrir ante el Tribunal Superior de Justicia Valenciano, previsto en el presente
Estatuto.
Las Cortes Valencianas, por mayoría absoluta, podrán revocar la delegación de la ejecu-
ción de aquellas competencias en las que la actuación de las Diputaciones atente al
interés general de la Comunidad Autónoma.

10. ARAGÓN:
Artículo 5.
Aragón estructura su organización territorial en municipios y provincias. Una ley de
Cortes de Aragón podrá ordenar la constitución y regulación de las comarcas.

11. CASTILLA-LA MANCHA:
Artículo 29.
Uno. La región se organiza territorialmente en municipios y en provincias, que gozarán
de autonomía para el gobierno y la gestión de sus respectivos intereses en el marco de
la Constitución, del Estatuto y de la legislación general del Estado.
Dos. En los términos previstos por la Constitución, por Ley de las Cortes de Castilla-La
Mancha se podrá:

a) Reconocer la comarca dentro de cada provincia como entidad local con
personalidad jurídica y demarcación propia.

b) Crear asimismo agrupaciones basadas en hechos urbanísticos y otros de
carácter funcional con fines específicos.

c) Reconocer el hecho de comunidades supramunicipales, tales como las de
Villa y Tierra, el Señorío de Molina y análogas.

Artículo 30.
Uno. La provincia es una entidad local con personalidad jurídica propia, determinada por
la agrupación de municipio y división territorial para el cumplimiento de las actividades
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del Estado. La provincia se configura también como circunscripción territorial para el
ejercicio de las competencias y funciones de la región. Cualquier alteración de los límites
provinciales habrá de ser aprobada por las Cortes Generales mediante Ley Orgánica.
Dos. El Gobierno y la Administración autónoma de las provincias corresponden a las Dipu-
taciones.
Tres. Corresponderá a las Diputaciones, dentro del ámbito de sus respectivos territorios
y en el marco de lo establecido por la legislación del Estado y de la región, ejercer las
siguientes funciones:
Aquellas que les atribuya la legislación básica del Estado en materia de Administración
Local para el fomento y la administración de los intereses peculiares de la provincia.
Las que les sean transferidas o delegadas por la Junta de Comunidades.
Dichas transferencias o delegaciones se realizarán mediante Ley aprobada por las
Cortes de Castilla-La Mancha. La Junta delegará, en todo caso, en las Diputaciones la
ejecución de aquellas competencias que no sean de interés general para la región. La
Ley preverá en cada caso la correspondiente transferencia en medios financieros, perso-
nales y patrimoniales, así como las formas de cooperación, de dirección y de control que
se reserve el Consejo de Gobierno.
La gestión ordinaria de los servicios de la administración de la región. A estos efectos,
y en el marco del régimen jurídico aplicable a las Diputaciones, éstas actuarán bajo la
dirección del Consejo de Gobierno.
Cuando en la gestión de los servicios a que se refiere el párrafo anterior las Diputaciones
no cumplieran las obligaciones que legalmente les asigne la Junta de Comunidades, el
Consejo de Gobierno podrá requerir al Presidente de la Diputación para su cumplimiento.
En caso de incumplimiento de las directrices, denegación de las informaciones solici-
tadas o inobservancia de los requerimientos formulados, la Comunidad Autónoma, de
acuerdo con lo dispuesto en su legislación, podrá suspender o dejar sin efecto la trans-
ferencia o delegación o ejecutar la competencia por sí misma. En este último supuesto,
las órdenes de la Comunidad Autónoma serán vinculantes para todos los agentes que
gestionen el servicio de que se trate.
Cuatro. La Junta de Comunidades podrá coordinar las actuaciones de las Diputaciones
en materias de interés general para Castilla-La Mancha. La apreciación del interés
general y las fórmulas de coordinación se establecerán por Ley de las Cortes de la
Región aprobada por mayoría de tres quintos y en el marco de lo que disponga la legis-
lación básica del Estado.
Cinco. Una Ley de las Cortes de Castilla-La Mancha regulará las relaciones de colabora-
ción y cooperación de la Junta de Comunidades, con las Corporaciones Locales de la
región.



12. CANARIAS:
Artículo 23.
1. Canarias articula su organización territorial en siete Islas.
2. Las Islas gozan de autonomía plena para el ejercicio de los intereses propios. También
gozarán de autonomía para el ejercicio de las competencias que se les atribuyan en el
marco que establece la Constitución y su legislación específica.
3. Los Cabildos constituyen los órganos de Gobierno, administración y representación de
cada Isla. Su organización y funcionamiento se regirá por una Ley aprobada por mayoría
absoluta del Parlamento de Canarias en el marco de la Constitución.
4. A las Islas les corresponde el ejercicio de las funciones que les son reconocidas como
propias; las que se les transfieran o deleguen por la Comunidad Autónoma, y la colabo-
ración en el desarrollo y la ejecución de los acuerdos adoptados por el Gobierno Canario,
en los términos que establezcan las leyes de su Parlamento. Las transferencias y dele-
gaciones llevarán incorporadas los medios económicos, materiales y personales que
correspondan.
5. Los Cabildos Insulares, en cuanto instituciones de la Comunidad Autónoma, asumen
en cada Isla la representación ordinaria del Gobierno y de la Administración Autónoma y
ejecutan en su nombre cualquier competencia que ésta no ejerza directamente a través
de órganos administrativos propios, en los términos que establezca la Ley.
6. El Gobierno Canario coordinará la actividad de los Cabildos Insulares en cuanto afecte
directamente al interés general de la Comunidad Autónoma.
7. A los Ayuntamientos, además de sus competencias propias, les corresponderá el ejer-
cicio de aquellas que les delegue la Comunidad Autónoma.

13. NAVARRA:
Artículo 46.
1. En materia de Administración Local, corresponden a Navarra:

a) Las facultades y competencias que actualmente ostenta, al amparo de lo
establecido en la Ley Paccionada de dieciséis de agosto de mil ochocientos cuarenta y
uno, en el Real Decreto-ley Paccionado de cuatro de noviembre de mil novecientos vein-
ticinco y disposiciones complementarias.

b) Las que, siendo compatibles con las anteriores, puedan corresponder a las
Comunidades Autónomas o a las Provincias, conforme a la legislación básica del Estado.
2. La Diputación Foral, sin perjuicio de la jurisdicción de los Tribunales de Justicia, ejer-
cerá el control de legalidad y del interés general de las actuaciones de los Municipios,
Concejos y Entidades Locales de Navarra, de acuerdo con lo que disponga una ley foral.
3. Los Municipios de Navarra gozarán, como mínimo, de la autonomía que, con carácter
general, se reconozca a los demás municipios de la Nación.
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14. EXTREMADURA:
Artículo 16. (Modificado por LO 12/1999)
1. Las relaciones entre la Comunidad Autónoma y las entidades territoriales que la
forman se regirán por lo establecido en la legislación del Estado y en el presente Esta-
tuto.
2. En los términos que disponga una ley de la Asamblea de Extremadura, la Comunidad
Autónoma podrá articular la gestión ordinaria de sus servicios a través de las entidades
locales de Extremadura.
Dicha ley establecerá los mecanismos de dirección y control por parte de la Comunidad.
3. La Comunidad Autónoma coordinará las funciones propias de las Diputaciones
Provinciales que sean de interés general de Extremadura. A estos efectos, y en el
marco de la legislación del Estado, por una ley de la Asamblea de Extremadura, apro-
bada por mayoría absoluta, se establecerán las fórmulas generales de coordinación y
la relación de funciones que deban ser coordinadas, fijándose, en su caso, las singula-
ridades que, según la naturaleza de la función, sean indispensables para su más
adecuada coordinación.
4. La Comunidad Autónoma podrá transferir o delegar en las diputaciones y los muni-
cipios mediante ley aprobada por mayoría absoluta, facultades correspondientes a
materias de su competencia. Esta ley preverá, en cada caso, la correspondiente trans-
ferencia de medios financieros así como la forma de dirección y control que se reserve
la Comunidad.

15. ISLAS BALEARES:
Artículo 5.
1. La Comunidad Autónoma articula su organización territorial en islas y municipios. Las
instituciones de gobierno de las islas son los Consejos Insulares, y las de los munici-
pios, los Ayuntamientos.
2. Esta organización será regulada, en el marco de la legislación básica del Estado, por
una Ley del Parlamento de las Illes Balears, de acuerdo con el presente Estatuto y los
principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración, delegación y
coordinación entre los Organismos administrativos y autonomía en sus respectivos
ámbitos.

Artículo 37. (Modificado por LO 3/1999)
1. Cada uno de los Consejos Insulares estará integrado por los Diputados elegidos para
el Parlamento en las islas de Mallorca, Menorca, Eivissa y Formentera.
2. Los cargos de Presidente de las Illes Balears, de Presidente del Parlamento, de
miembro del Gobierno, de senador de la Comunidad Autónoma y de portavoz de grupo
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parlamentario, exceptuando el del Grupo Mixto, en su caso, son incompatibles con el
de consejero insular.
La incompatibilidad subsistirá en caso de cese, por cualquier causa, en el ejercicio de
los cargos incompatibles.
En el Consejo que les corresponda serán sustituidos por aquellos candidatos que
ocupen el lugar siguiente al último elegido en las listas electorales correspondientes.
Los consejeros insulares sustitutos no tendrán la condición de diputado.
3. El miembro de un Consejo Insular que resulte elegido para ocupar el cargo vacante
de Presidente de las Illes Balears, de Presidente del Parlamento, de miembro del
Gobierno, de senador de la Comunidad Autónoma o de portavoz de grupo parlamen-
tario, cesará en la condición de consejero insular, y la vacante que deje en el propio
Consejo, será cubierta por aquel candidato que ocupe el lugar siguiente al del último
designado como tal en su lista electoral.
4. Los Diputados podrán renunciar a ser miembros del Consejo Insular respectivo sin
perder la condición de diputado. En este supuesto, por la Junta Electoral de las Illes
Balears se procederá a expedir la correspondiente credencial a aquel candidato que
ocupe el lugar siguiente al del último designado como tal en su lista electoral.
Asimismo, los Consejeros insulares podrán renunciar a la condición de diputado sin
perder la condición de Consejeros.
Las renuncias en uno u otro sentido son irreversibles.
5. Las renuncias a que hace referencia el apartado anterior quedan limitadas a que el
conjunto de cargos incompatibles, establecidos en el apartado 2, y el de las renuncias
voluntarias no superen el 50 % de los electos de cada candidatura en cada circuns-
cripción electoral. No queda afectado por la limitación el diputado elegido por la circuns-
cripción de Formentera.
6. Al Consejero insular que no ostentase el cargo de diputado, por haber sustituido a
uno de los incompatibles o a un diputado de los que habían voluntariamente renunciado
al cargo de consejero, se le expedirá credencial de Diputado al Parlamento de las Illes
Balears, en el supuesto de que quedase vacante el cargo por renuncia de uno de los de
su lista electoral.

Artículo 38. (Modificado por LO 3/1999)
En caso de convocatoria de elecciones o de disolución del Parlamento, los diputados y
consejeros de los Consejos Insulares continuarán ejerciendo los cargos que ostenten en los
Consejos de los cuales formen parte hasta que se haya constituido el nuevo Consejo Insular.

Artículo 39. (Modificado por LO 3/1999)
Los Consejos Insulares, además de las competencias que les correspondan como
corporaciones locales, tendrán la facultad de asumir en su ámbito territorial la función



ejecutiva y la gestión en la medida en que la Comunidad Autónoma asuma compe-
tencias sobre las mismas, de acuerdo con el presente Estatuto, en las siguientes
materias:
1. Demarcaciones territoriales, alteraciones de los términos municipales y denomina-
ción oficial de los municipios.
2. Montes y aprovechamientos forestales, vías pecuarias y pastos.
3. Agricultura y ganadería, de acuerdo con la ordenación general de la economía.
4. Pesca en aguas interiores, marisqueo, acuicultura y caza.
5. Recursos y aprovechamientos hidráulicos, canales y regadíos, régimen general de
aguas.
Aguas minerales, termales y subterráneas.
6. Patrimonio arqueológico, histórico, artístico y monumental, archivos y bibliotecas,
museos, conservatorios y bellas artes.
7. Asistencia social y servicios sociales. Promoción social de la infancia, la mujer, la
familia, la tercera edad, los minusválidos físicos, psíquicos y sensoriales. Entidades
benéficas y asistenciales.
8. Ordenación del territorio, urbanismo y vivienda, medio ambiente y ecología.
9. Carreteras, caminos, puertos de refugio y aeropuertos deportivos y, en general,
todos aquellos que no realicen actividades comerciales.
10. Transporte de viajeros y de mercancías en el seno de su propio territorio insular.
11. Obras públicas.
12. Fomento y promoción del turismo. Ordenación del turismo dentro de su ámbito terri-
torial.
13. Deporte y ocio.
14. Estadísticas de interés insular.
15. Vigilancia y protección de sus edificios e instalaciones.
16. Ferias insulares. Denominaciones de origen.
17. Fomento de la cultura.
18. Sanidad e higiene.
19. Enseñanza.
20. Coordinación de la protección civil.
21. Artesanía.
22. Cooperativas y cámaras.
23. Planificación y desarrollo económicos en el territorio de cada una de las islas, de
acuerdo con las bases y ordenación general de la economía del Estado y de la Comu-
nidad Autónoma.
24. Contratos y concesiones administrativas respecto de las materias cuya gestión les
corresponda en su territorio.
25. Actividades clasificadas.
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26. Coordinación hospitalaria, incluida la de la Seguridad Social.
27. Legislación laboral del Estado.
28. Espectáculos y actividades recreativas.
29. Instituciones públicas de protección y tutela de menores.
Y, en general, cualesquiera otras que, en su ámbito territorial, correspondan a los inte-
reses respectivos, de acuerdo con las transferencias o delegaciones que a tal fin se
establezcan.

Artículo 40.
1. La coordinación de la actividad de los Consejos Insulares en todo aquello que pueda
afectar a los intereses de la Comunidad Autónoma corresponderá al Gobierno, como
responsable de la política regional y como órgano superior de la administración comu-
nitaria.
2. Cuando las competencias sean transferidas en virtud de una Ley del Parlamento, se
establecerán las formas de control y coordinación que se le reservarán al Gobierno de
la Comunidad Autónoma.

Disposición Adicional Cuarta. (Modificada por LO 3/1999).
El Consejo Insular de Eivissa y Formentera podrá dar al Ayuntamiento de Formentera
participación en la gestión de las competencias que le hayan atribuido por ley del Parla-
mento. La encomienda de gestión se efectuará por acuerdo del Consejo Insular, previa
conformidad del Ayuntamiento de Formentera. El acuerdo de encomienda de gestión
concretará las condiciones económicas y los medios humanos y materiales que se
adscriban.

16. COMUNIDAD DE MADRID:
Artículo 3.
1. La Comunidad de Madrid se organiza territorialmente en Municipios, que gozan de
plena personalidad jurídica y autonomía para la gestión de los intereses que les son
propios.
2. Los Municipios podrán agruparse con carácter voluntario para la gestión de servicios
comunes o para la coordinación de actuaciones de carácter funcional o territorial, de
acuerdo con la legislación que dicte la Comunidad, en el marco de la legislación básica
del Estado.
3. Por Ley de la Asamblea de Madrid se podrán establecer, mediante la agrupación de
municipios limítrofes, circunscripciones territoriales propias que gozarán de plena
personalidad jurídica.
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17. CASTILLA Y LEÓN:
Artículo 25. Carácter. (Modificado por LO 4/1999)
1. El Municipio es la entidad local básica de la Comunidad. Goza de personalidad jurí-
dica propia y de plena autonomía para la gestión de sus intereses. Su representación,
gobierno y administración corresponde al respectivo Ayuntamiento.
2. La Provincia, como entidad local, tiene personalidad jurídica propia y plena autonomía
para la gestión de sus intereses. Su gobierno y administración están encomendados a
la respectiva Diputación. Es, asimismo, el ámbito territorial ordinario para el cumpli-
miento de las actividades de la Comunidad, sin perjuicio de que ésta pueda establecer
otros que resulten adecuados.
3. Mediante ley de las Cortes de Castilla y León, podrá regularse con carácter general
la organización y funcionamiento de las Comarcas.
Por las correspondientes leyes de las Cortes de Castilla y León, específicas para cada
supuesto, se podrán reconocer Comarcas, mediante la agrupación de municipios limí-
trofes, atendiendo al informe previo de los municipios afectados y a sus características
comunes.
4. Por ley de las Cortes de Castilla y León y en el marco de la legislación básica del
Estado, se regularán las Entidades Locales Menores y otras formas tradicionales de
organización municipal. Asimismo, se regulará la creación y reconocimiento de Manco-
munidades y otras agrupaciones de municipios.

Artículo 26. Relaciones con la Comunidad. (Modificado por LO 4/1999)
1. La Comunidad Autónoma y las Entidades Locales ajustarán sus relaciones recíprocas
a los deberes de lealtad e información mutua, colaboración, coordinación, descentrali-
zación y solidaridad interterritorial, respeto a los ámbitos competenciales respectivos y
ponderación de los intereses públicos implicados, cualquiera que sea la Administración
que los tenga a su cargo.
2. La Comunidad Autónoma, en el marco de la legislación básica del Estado y en el de
la propia de la Comunidad, coordinará las funciones de las Diputaciones Provinciales y
demás Entidades Locales que sean de interés general comunitario.
3. La Comunidad Autónoma, mediante ley aprobada por mayoría absoluta, podrá trans-
ferir facultades correspondientes a materias de su competencia a las Diputaciones y a
otras Corporaciones Locales que puedan asegurar su eficaz ejercicio. También podrá
delegar en las Entidades Locales, en materias de su competencia, el desempeño de sus
funciones y la prestación de servicios.
En ambos casos, se preverá el correspondiente traspaso de medios personales, finan-
cieros y materiales, así como las formas de dirección y control que se reserve la Comu-
nidad.



4. La Comunidad Autónoma asume como obligación especial el apoyo financiero a las
Entidades Locales, a cuyo fin dotará un Fondo de cooperación local adecuado, sin
perjuicio de otros instrumentos de cooperación.

18. CEUTA:
Su Estatuto no incluye ninguna disposición sobre esta materia.

19. MELILLA:
Su Estatuto no incluye ninguna disposición sobre esta materia.
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TÍTULO IV. LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA Y LOS FEDATARIOS
PÚBLICOS

1. PAÍS VASCO:
Artículo 13.15

1. En relación con la Administración de Justicia, exceptuada la jurisdicción militar, la
Comunidad Autónoma del País Vasco ejercerá, en su territorio, las facultades que las
Leyes Orgánicas del Poder Judicial y del Consejo General del Poder Judicial16 reco-
nozcan, reserven o atribuyan al Gobierno.
2. Corresponde íntegramente al Estado, de conformidad con las Leyes Generales, el
derecho de gracia y la organización y el funcionamiento del Ministerio Fiscal.

Artículo 14.
1. La competencia de los órganos jurisdiccionales en el País Vasco se extiende:
a) En el orden civil, a todas las instancias y grados, incluidos los recursos de casación

y de revisión en las materias del Derecho Civil Foral propio del País Vasco.
b) En el orden penal y social, a todas las instancias y grados, con excepción de los

recursos de casación y de revisión.
c) En el orden contencioso-administrativo, a todas las instancias y grados cuando se

trate de actos dictados por la Administración del País Vasco en las materias cuya legis-
lación exclusiva corresponde a la Comunidad Autónoma, y, en primera instancia, cuando
se trate de actos dictados por la Administración del Estado.
d) A las cuestiones de competencia entre órganos judiciales del País Vasco.
e) A los recursos sobre calificación de documentos referentes al Derecho privativo

vasco que deban tener acceso a los Registros de la Propiedad.
2. En las restantes materias se podrán interponer ante el Tribunal Supremo los recursos
que, según las Leyes, procedan. El Tribunal Supremo resolverá también los conflictos
de competencia y de jurisdicción entre los órganos judiciales del País Vasco y los demás
del Estado.

Artículo 34.
1. La organización de la Administración de Justicia en el País Vasco, que culminará en
un Tribunal Supremo con competencia en todo el territorio de la Comunidad Autónoma
y ante el que se agotarán las sucesivas instancias procesales, se estructurará de
acuerdo con lo previsto en la Ley Orgánica del Poder Judicial.

15 Vid. art 10.22 para el nombramiento de notarios (pág. 78)
16 La LO 1/1980, de 10 de enero, del Consejo General del Poder Judicial fue derogada por la LO 6/1985, de
1 de julio, del Poder Judicial. Nota que, lógicamente, ya es válida para todos los demás Estatutos que incor-
poran esta claúsula subrogatoria.
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La Comunidad Autónoma, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 152 de la
Constitución, participará en la organización de las demarcaciones judiciales de ámbito
inferior a la provincia y en la localización de su capitalidad, fijando, en todo caso, su
delimitación.
2. El Presidente del Tribunal Superior de Justicia del País Vasco será nombrado por el
Rey.
3. En la Comunidad Autónoma se facilitará el ejercicio de la acción popular y la partici-
pación en la Administración de Justicia mediante la institución del Jurado, en la forma y
con respecto a aquellos procesos penales que la Ley procesal determine.

Artículo 35.
1. El nombramiento de los Magistrados, Jueces y Secretarios se efectuará en la forma
prevista en las Leyes Orgánicas del Poder Judicial y del Consejo General del Poder Judi-
cial, siendo mérito preferente el conocimiento del Derecho Foral Vasco y el del Euskera,
sin que pueda establecerse excepción alguna por razón de naturaleza o de vecindad.
2. A instancias de la Comunidad Autónoma, el órgano competente deberá convocar los
concursos y oposiciones para cubrir las plazas vacantes de Magistrados, Jueces y
Secretarios en el País Vasco, de acuerdo con lo que disponga la Ley Orgánica del Poder
Judicial. Las plazas que quedasen vacantes en tales concursos y oposiciones serán
cubiertas por el Tribunal Superior de Justicia del País Vasco, aplicando las normas que
para este supuesto se contengan en la Ley Orgánica del Poder Judicial.
3. Corresponderá a la Comunidad Autónoma, dentro de su territorio, la provisión del
personal al servicio de la Administración de Justicia y de los medios materiales y econó-
micos necesarios para su funcionamiento, en los mismos términos en que se reserve
tal facultad al Gobierno en la Ley Orgánica del Poder Judicial, valorándose preferente-
mente, en los sistemas de provisión del personal, el conocimiento del Derecho Foral
Vasco y del euskera.
4. La Comunidad Autónoma y el Ministerio de Justicia mantendrán la colaboración
precisa para la ordenada gestión de la competencia asumida por el País Vasco.

Artículo 36.
La Policía Autónoma Vasca, en cuanto actúe como Policía Judicial, estará al servicio y
bajo la dependencia de la Administración de Justicia, en los términos que dispongan las
leyes procesales.

2. CATALUÑA:
Artículo 18.
En relación a la administración de Justicia, exceptuada la militar, corresponde a la Gene-
ralidad:



1º Ejercer todas las facultades que las Leyes Orgánicas del Poder Judicial y del
Consejo General del Poder Judicial reconozcan o atribuyan al Gobierno del Estado.

2º Fijar la delimitación de las demarcaciones territoriales de los órganos juris-
diccionales en Cataluña y la localización de su capitalidad.

3º Coadyuvar en la organización de los Tribunales consuetudinarios y tradicio-
nales y en la instalación de los Juzgados, con sujeción en todo caso a lo dispuesto en
la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Artículo 19.
El Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, en el que se integrará la actual Audiencia
Territorial de Barcelona, es el órgano jurisdiccional en que culminará la organización judi-
cial en su ámbito territorial y ante el que se agotarán las sucesivas instancias proce-
sales, en los términos del artículo 152 de la Constitución y de acuerdo con el presente
Estatuto.

Artículo 20.
1. La competencia de los órganos jurisdiccionales en Cataluña se extiende:

a) En el orden civil, a todas las instancias y grados, incluidos los recursos de
casación y de revisión en las materias de Derecho civil catalán.

b) En el orden penal y social, a todas las instancias y grados, con excepción
de los recursos de casación y de revisión.

c) En el orden contencioso-administrativo, a todas las instancias y grados,
cuando se trate de actos dictados por el Consejo Ejecutivo o Gobierno y por la Admi-
nistración de la Generalidad, en las materias cuya legislación corresponda en exclusiva
a la Comunidad Autónoma y, en primera instancia, cuando se trate de actos dictados
por la Administración del Estado de Cataluña.

d) A las cuestiones de competencia entre órganos judiciales en Cataluña.
e) A los recursos sobre calificación de documentos referentes al Derecho priva-

tivo catalán que deban tener acceso a los Registros de la Propiedad.
2. En las restantes materias se podrá interponer, cuando proceda, ante el Tribunal
Supremo, el recurso de casación o el que corresponda según las Leyes del Estado
y, en su caso, el de revisión. El Tribunal Supremo resolverá también los conflictos
de competencia y jurisdicción entre los Tribunales de Cataluña y los del resto de
España.

Artículo 21.
1. El Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña será nombrado por el Rey,
a propuesta del Consejo General del Poder Judicial. El Presidente de la Generalidad
ordenará la publicación de dicho nombramiento en el Diari Oficial de la Generalitat.
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2. El nombramiento de los Magistrados, Jueces y Secretarios del Tribunal Superior de
Justicia de Cataluña se efectuará en la forma prevista en las Leyes Orgánicas del Poder
Judicial y del Consejo General del Poder Judicial.

Artículo 22.
A instancia de la Generalidad, el órgano competente convocará los concursos y oposi-
ciones para cubrir las plazas vacantes en Cataluña de Magistrados, Jueces, Secretarios
Judiciales y restante personal al servicio de la Administración de Justicia, de acuerdo
con lo que disponga la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Artículo 23.
1. Los concursos, oposiciones y nombramientos para cubrir las plazas vacantes en
Cataluña de Magistrados, Jueces, Secretarios judiciales y restante personal al servicio
de la Administración de Justicia se efectuarán en la forma prevista en las Leyes Orgá-
nicas del Poder Judicial y del Consejo General del Poder Judicial y en ellos será mérito
preferente la especialización en Derecho catalán. En ningún caso podrá establecerse la
excepción de naturaleza o vecindad.
2. Corresponde íntegramente al Estado, de conformidad con las Leyes generales, la
organización y el funcionamiento del Ministerio Fiscal.

Artículo 24.
1. Los Notarios y los Registradores de la Propiedad y Mercantiles serán nombrados por
la Generalidad, de conformidad con las Leyes del Estado. Para la provisión de notarías,
los candidatos serán admitidos en igualdad de derechos, tanto si ejercen en el territorio
de Cataluña como en el resto de España. En estos concursos y oposiciones será mérito
preferente la especialización en Derecho catalán. En ningún caso podrá establecerse la
excepción de naturaleza o vecindad.
2. La Generalidad participará en la fijación de las demarcaciones correspondientes a los
Registros de la Propiedad y Mercantiles para acomodarlas a lo que se disponga en apli-
cación del artículo 18 párrafo 2 de este Estatuto. También participará en la fijación de
las demarcaciones notariales y del número de Notarios, de acuerdo con lo previsto en
las Leyes del Estado.

Disposición Adicional Tercera.
1. Mientras no sean cubiertas por sus titulares, y siempre que hayan resultado desiertos
los concursos y oposiciones correspondientes, las vacantes existentes o que se
produzcan en los órganos jurisdiccionales en Cataluña podrán cubrirse, temporalmente,
por personal designado por la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia, apli-
cando las normas que para este supuesto se contengan en la Ley Orgánica del Poder Judi-
cial. El personal interino que en su caso se nombre cesará cuando sea nombrado el titular.
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2. Cuando las necesidades del servicio lo aconsejen, y mientras no se resuelva sobre
la oportuna ampliación de plantilla del personal al servicio de la Administración de
Justicia, el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña podrá cubrir interinamente, de
acuerdo con lo previsto en el apartado anterior, las plazas cuya ampliación se solicitan.
A los efectos de este precepto, se considera personal al servicio de la Administración
de Justicia el que así se defina en la Ley Orgánica del Poder Judicial.

3. GALICIA:
Artículo 20.
Corresponde a la Comunidad Autónoma:
1.Ejercer todas las facultades que las Leyes Orgánicas del Poder Judicial y del Consejo
General del Poder Judicial reconozcan o atribuyan al Gobierno del Estado.
2. Fijar la delimitación de las demarcaciones territoriales de los órganos jurisdiccio-

nales en Galicia, teniendo en cuenta, entre otros criterios, los límites de los tradicionales
partidos judiciales y las características geográficas y de población.

Artículo 21.
El Tribunal Superior de Justicia de Galicia, en el que se integrará la actual Audiencia
Territorial es el órgano jurisdiccional en que culminará la organización judicial en su
ámbito territorial y ante el que se agotarán las sucesivas instancias procesales, en los
términos del artículo 152 de la Constitución y de acuerdo con el presente Estatuto.

Artículo 22.
1. La competencia de los órganos jurisdiccionales en Galicia se extiende:
a) En el orden civil, a todas las instancias y grados, incluidos los recursos de casación

y de revisión en las materias de Derecho Civil gallego.
b) En el orden penal y social, a todas las instancias y grados, con excepción de los

recursos de casación y de revisión.
c) En el orden contencioso administrativo, a todas las instancias y grados, cuando se

trate de actos dictados por la Junta y por la Administración de Galicia, en las materias
cuya legislación corresponda en exclusiva a la Comunidad Autónoma y la que, de
acuerdo con la Ley de dicha jurisdicción, le corresponda en relación con los actos
dictados por la Administración del Estado en Galicia.
d) A las cuestiones de competencia entre órganos judiciales en Galicia.
e) A los recursos sobre calificación de documentos referentes al derecho privativo

gallego que deban tener acceso a los Registros de la Propiedad.
2. En las restantes materias se podrá interponer, cuando proceda ante el Tribunal
Supremo, el recurso de casación o el que corresponda según las Leyes del Estado y,



en su caso, el de revisión. El Tribunal Supremo resolverá también los conflictos de
competencia y jurisdicción entre los Tribunales de Galicia y los del resto de España.

Artículo 23.
1. El Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Galicia será nombrado por el Rey a
propuesta del Consejo General del Poder Judicial.
2. El nombramiento de los Magistrados, Jueces y Secretarios del Tribunal Superior de
Justicia, se efectuará en la forma prevista en las Leyes Orgánicas del Poder Judicial y
del Consejo General del Poder Judicial.

Artículo 24.
1. A instancia de la Comunidad Autónoma, el órgano competente convocará los
concursos y oposiciones para cubrir las plazas vacantes en Galicia de Magistrados,
Jueces, Secretarios Judiciales y restante personal al servicio de la Administración de
Justicia, de acuerdo con lo que disponga la Ley Orgánica del Poder Judicial.
2. Corresponde íntegramente al Estado, de conformidad con las Leyes Generales, la
organización y el funcionamiento del Ministerio Fiscal.

Artículo 25.
En la resolución de los concursos y oposiciones para proveer los puestos de Magis-
trados, Jueces, Secretarios Judiciales, Fiscales y todos los funcionarios al servicio de
la Administración de Justicia, será mérito preferente la especialización en el Derecho
gallego y el conocimiento del idioma del país.

Artículo 26.
1. Los Notarios y los Registradores de la Propiedad y Mercantiles serán nombrados por
la Comunidad Autónoma, de conformidad con las Leyes del Estado. Para la provisión de
notarías, los candidatos serán admitidos en igualdad de derechos tanto si ejercen en el
territorio de Galicia como en el resto de España. En estos concursos y oposiciones será
mérito preferente la especialización en Derecho gallego y el conocimiento del idioma del
país. En ningún caso podrá establecerse la excepción de naturaleza o vecindad.
2. La Comunidad Autónoma participará en la fijación de las demarcaciones correspon-
dientes a los Registros de la Propiedad y Mercantiles para acomodarlas a lo que se
disponga en aplicación del artículo 20.2 de este Estatuto. También participará en la fija-
ción de las demarcaciones notariales y del número de Notarios, de acuerdo con lo
previsto en las Leyes del Estado.
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4. ANDALUCÍA:
Artículo 47.
El Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía será nombrado por el Rey,
a propuesta del Consejo General del Poder Judicial. El Presidente de la Junta de Anda-
lucía ordenará la publicación de dicho nombramiento en el “Boletín Oficial de la Junta de
Andalucía”.

Artículo 48.
1. El Tribunal Superior de Justicia de Andalucía es el órgano jurisdiccional en que
culmina la organización judicial en su ámbito territorial y ante el que se agotarán las
sucesivas instancias procesales, en los términos del artículo 152 de la Constitución y
de acuerdo con el presente Estatuto.
2. Se mantienen las Audiencias Territoriales de Granada y Sevilla, quedando formal-
mente integradas en la estructura y organización del Tribunal Superior de Justicia.

Artículo 49.
1. La competencia de los órganos jurisdiccionales en Andalucía se extiende:
a) En el orden civil, a todas las instancias y grados, con excepción de los recursos de
casación y revisión.
b) En el orden penal y social, a todas las instancias y grados, con excepción de los

recursos de casación y revisión.
c) En el orden contencioso-administrativo, a los recursos que se deduzcan contra los

actos y disposiciones de las Administraciones Públicas en los términos que establezca
la Ley Orgánica del Poder Judicial.
2. En las restantes materias se podrá interponer, cuando proceda, ante el Tribunal
Supremo, el recurso de casación o el que corresponda, según las Leyes del Estado y,
en su caso, el de revisión. El Tribunal Supremo resolverá también los conflictos de
competencia entre los Tribunales de Andalucía y los del resto de España.

Artículo 50.
En todo caso, corresponde al Tribunal Superior de Justicia de Andalucía:
1.Conocer de las responsabilidades que se indican en los artículos 26 y 40 de este
Estatuto. 
2.Entender de los recursos relacionados con los procesos electorales de la Comunidad
Autónoma.
3.Resolver, en su caso, los conflictos de jurisdicción entre órganos de la Comunidad.
4.Resolver las cuestiones de competencia entre órganos judiciales de Andalucía.
5.Resolver los conflictos de atribuciones entre Corporaciones Locales.
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Artículo 51.
Los andaluces podrán participar en la administración de justicia, mediante la institución
del Jurado, en los procesos penales que sustancien ante los Tribunales radicados en
territorio andaluz, en los casos que la ley estatal determine.

Artículo 52.
En relación con la Administración de Justicia, exceptuada la jurisdicción militar, corres-
ponde a la Comunidad Autónoma:
1. Ejercer todas las facultades que las Leyes Orgánicas del Poder Judicial y del Consejo
General del Poder Judicial reconozcan o atribuyan al Gobierno del Estado.
2. Fijar la delimitación de las demarcaciones territoriales de los órganos jurisdiccionales
de Andalucía, de conformidad con la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Artículo 53.
1. La Comunidad Autónoma participará en la fijación de las demarcaciones correspon-
dientes en las notarías, registros de la propiedad y mercantil radicados en su territorio.
2. Los Notarios y Registradores de la Propiedad y Mercantiles serán nombrados por la
Junta de Andalucía de conformidad con las leyes del Estado y en igualdad de derechos,
tanto si los aspirantes ejercen dentro o fuera de Andalucía.
3. A instancia de la Junta de Andalucía, el órgano competente convocará los concursos
y oposiciones para cubrir las plazas vacantes en Andalucía de Magistrados, Jueces,
Secretarios Judiciales y restantes personal al servicio de la Administración de Justicia,
de acuerdo con lo que disponga la Ley Orgánica del Poder Judicial.
4. Corresponde íntegramente al Estado, de conformidad con las leyes generales, la
organización y el funcionamiento del Ministerio Fiscal.

5. ASTURIAS:
Artículo 13. (Modificado por LO 1/1999)
De conformidad con las leyes del Estado, el Consejo de Gobierno nombrará a los nota-
rios y registradores de la propiedad y mercantiles, así como a los corredores de
comercio y participará en la fijación de las demarcaciones correspondientes.

Artículo 36. (Modificado por LO 1/1999)
El Tribunal Superior de Justicia del Principado de Asturias, en el que se integrará la
actual Audiencia Territorial de Oviedo, es el órgano jurisdiccional en el que culminará la
organización judicial en su ámbito territorial y ante el que se agotarán las sucesivas
instancias procesales, en los términos del artículo 152 de la Constitución y de acuerdo
con el presente Estatuto y la Ley Orgánica del Poder Judicial.
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Artículo 37.
1. La competencia de los órganos jurisdiccionales en Asturias se extiende:
a) En el orden civil a todas las instancias y grados, con excepción de los recursos de
casación y revisión.
b) En el orden penal y social, a todas las instancias y grados, con excepción de los
recursos de casación y revisión.
c) En el orden contencioso-administrativo, a los recursos que se deduzcan contra los
actos y disposiciones de las Administraciones públicas, en los términos que establezca
la Ley Orgánica del Poder Judicial.
d) A las cuestiones de competencia entre órganos judiciales en Asturias.
2. En las restantes materias se podrán interponer, cuando proceda, ante el Tribunal
Supremo el recurso de casación o el que corresponda según las leyes del Estado y, en
su caso, el de revisión. El Tribunal Supremo resolverá también las cuestiones de compe-
tencia entre los Tribunales de Asturias y los del resto de España.

Artículo 38.
1. El Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Principado de Asturias será
nombrado por el Rey a propuesta del Consejo General del Poder Judicial. El Presidente
del Principado de Asturias ordenará la publicación de dicho nombramiento en el Boletín
Oficial del Principado de Asturias.
2. El nombramiento de los Magistrados, Jueces y Secretarios del Tribunal Superior de
Justicia del Principado de Asturias se efectuará en la forma prevista en la Ley Orgánica
del Poder Judicial.

Artículo 39.
A instancia del Principado, el órgano competente convocará los concursos y oposi-
ciones para cubrir las plazas vacantes en Asturias de Magistrados, Jueces, Secretarios
Judiciales y restante personal al servicio de la Administración de Justicia, de acuerdo
con lo que disponga la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Artículo 41.
En relación a la Administración de Justicia, exceptuada la militar, corresponde al Princi-
pado:
1. (Modificado por LO 1/1999) Ejercer todas las facultades que la Ley Orgánica del
Poder Judicial reconozca o atribuya al Gobierno del Estado.
2. Fijar la delimitación de las demarcaciones territoriales de los órganos jurisdiccionales
en el Principado de Asturias y la localización de su capitalidad.
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6. CANTABRIA17:
Artículo 42. (Modificado por LO 11/1998)
De acuerdo con la Ley Orgánica del Poder Judicial, se creará en Cantabria un Tribunal
Superior de Justicia ante el que se agotarán las sucesivas instancias procesales, sin
perjuicio de lo establecido en el artículo 123 de la Constitución.

Artículo 43. (Modificado por Ley 2/1994 y por LO 11/1998)
1. La competencia de los órganos jurisdiccionales en Cantabria se extenderá:
a) En el ámbito civil, penal y social a todas las instancias y grados, con la

excepción de los recursos de casación y revisión.
b) En el orden contencioso-administrativo y recursos que se deduzcan contra

los actos y disposiciones de las Administraciones públicas en los términos que esta-
blezca la Ley Orgánica del Poder Judicial.

c) A las cuestiones de competencia que se susciten entre los órganos jurisdic-
cionales de Cantabria.
2. En las restantes materias se podrá interponer, cuando proceda, ante el Tribunal
Supremo, el recurso de casación o el que corresponda según las Leyes del Estado y,
en su caso, el de revisión. El Tribunal Supremo resolverá también las cuestiones de
competencia entre los Tribunales de Cantabria y los del resto de España.

Artículo 44.( Modificado por LO 11/1998)
1. En relación a la Administración de Justicia, exceptuada la Militar, corresponde a la
Comunidad Autónoma de Cantabria ejercer todas las facultades que la Ley Orgánica del
Poder Judicial reconozca o atribuya al Gobierno del Estado.
2. El Parlamento de Cantabria fijará la delimitación de las demarcaciones territoriales
de los órganos jurisdiccionales y la localización de su sede, de acuerdo con la Ley Orgá-
nica del Poder Judicial.

7. LA RIOJA:
Artículo 34. (Modificado por LO 2/1999)
En relación con la Administración de Justicia, exceptuada la militar, corresponde a la
Comunidad Autónoma de La Rioja:

1. Ejercer todas las facultades que las Leyes Orgánicas del Poder Judicial reco-
nozcan o atribuyan al Gobierno del Estado.

2. Fijar las demarcaciones territoriales de los órganos jurisdiccionales, y la
localización de su capitalidad, de acuerdo con la Ley Orgánica del Poder Judicial.

17 Vid. art. 26.13 para el nombramiento de notarios (Título I.4, pág. 156)
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Artículo 35. (Modificado por LO 2/1999)
1. El Tribunal Superior de Justicia de La Rioja, que tendrá su sede en Logroño, es el
órgano jurisdiccional de la Comunidad Autónoma en el que se agotarán las sucesivas
instancias procesales en los términos del artículo 152 de la Constitución y de acuerdo
con la Ley Orgánica del Poder Judicial y con el presente Estatuto.
2. El Presidente del Tribunal Superior de Justicia de La Rioja será nombrado por el Rey
a propuesta del Consejo General del Poder Judicial.
3. El Presidente de la Comunidad Autónoma ordenará la publicación del nombramiento
en el Boletín Oficial de La Rioja.

Artículo 36. (Modificado por LO 2/1999)
1. La competencia de los órganos jurisdiccionales de la Comunidad Autónoma se
extiende:

a) En el orden civil, a todas las instancias y grados, a excepción de los recursos
de casación y revisión regulados en la Ley de Enjuiciamiento Civil.

b) En el orden penal y social, a todas las instancias y grados, a excepción de
los recursos de casación y revisión.

c) En el orden contencioso-administrativo a todas las instancias y grados
cuando se trate de actos o reglamentos emanados del Gobierno y de la Administración
de la Comunidad Autónoma en materias cuya legislación corresponde en exclusiva al
Parlamento de La Rioja y, en primera instancia, cuando se trate de actos dictados por
la Administración del Estado de La Rioja.

d) A las cuestiones de competencia entre órganos judiciales en la Comunidad
Autónoma.
2. En las restantes materias se podrá interponer, ante el Tribunal Supremo, el recurso
de casación, el de revisión o el que corresponda, según las Leyes del Estado.
El Tribunal Supremo resolverá también los conflictos de competencia y jurisdicción entre
los Tribunales de la Comunidad Autónoma y los del resto del Estado.

Artículo 37. (Modificado por LO 2/1999)
A instancia del Gobierno de la Comunidad Autónoma, el órgano estatal competente
convocará los concursos y oposiciones para cubrir las plazas vacantes en la Comunidad
Autónoma de Magistrados, Jueces, Secretarios Judiciales y restante personal al servicio
de la Administración de Justicia de acuerdo con lo que disponga la Ley Orgánica del
Poder Judicial.

Artículo 38. (Modificado por LO 2/1999)
1. Los Notarios y los Registradores de la Propiedad y Mercantiles serán nombrados por
el Gobierno de la Comunidad Autónoma de conformidad con las Leyes del Estado.



2. La Comunidad Autónoma de La Rioja participará en la fijación de las demarcaciones
correspondientes a los Registros de la Propiedad y Mercantiles. También participará en
la fijación de las demarcaciones notariales y del número de Notarios de acuerdo con lo
previsto en las Leyes del Estado.

Artículo 39. (Modificado por LO 2/1999)
Corresponde al Gobierno de la Comunidad Autónoma:
1. Ejercer en su territorio todas las facultades que las Leyes reguladoras del Poder Judi-
cial reconozcan o atribuyan al Gobierno de la Nación.
2. Proponer al Parlamento de La Rioja la delimitación de las demarcaciones territoriales
de los órganos jurisdiccionales en la misma, de acuerdo con la Ley Orgánica del Poder
Judicial y teniendo en cuenta los límites de los actuales partidos judiciales y las carac-
terísticas geográficas, históricas y de población.

Artículo 40. (Modificado por LO 2/1999)
En todo caso, corresponde al Tribunal Superior de Justicia de La Rioja:
1. Conocer de las responsabilidades que se indican en los artículos diecisiete, apartado
siete, y veinticuatro, apartado cuatro, de este Estatuto.
2. Entender de los recursos relacionados con los procesos electorales de la Comunidad
Autónoma.
3. Resolver, en su caso, los conflictos de atribuciones entre Corporaciones Locales.

Artículo 41. (Modificado por LO 2/1999)
En la Comunidad Autónoma se propiciará la participación de los ciudadanos en la Admi-
nistración de Justicia en las formas que la legislación estatal prevea.

8. REGIÓN DE MURCIA:18

Artículo 34.
1. En los términos establecidos en el presente Estatuto y en las Leyes Orgánicas del
Consejo General del Poder Judicial y del Poder Judicial, la organización judicial en la
Región comprenderá los diversos Juzgados y Tribunales establecidos en su territorio,
la Audiencia Territorial en su caso, y el Tribunal Superior de Justicia con sede en Murcia.
2. El Tribunal Superior de Justicia, que tomará el nombre de la Región de Murcia, es
el órgano jurisdiccional en el que culminará la organización judicial en su ámbito terri-
torial y ante el que se agotarán las sucesivas instancias procesales en los términos del
artículo 123 de la Constitución y de acuerdo con el presente Estatuto.
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Artículo 35.
1. La competencia de los órganos jurisdiccionales en la Región se extiende:

a) En el orden civil, a todas las instancias y grados, incluidos los recursos de
casación y de revisión en las materias de Derecho consuetudinario murciano.

b) En el orden penal y social, a todas las instancias y grados, con excepción
de los recursos de revisión y casación.

c) En el orden contencioso administrativo, a los recursos que se deduzcan
contra los actos y disposiciones de las Administraciones públicas, en los términos que
establezca la Ley Orgánica del Poder Judicial.

d) A las cuestiones de competencias subjetivas, objetivas y por razón del terri-
torio y las jurisdiccionales en su caso.
2. Corresponderá al Tribunal Supremo conocer en la forma prevenida por la Ley Orgá-
nica del Poder Judicial, de los conflictos de competencia y jurisdicción entre los Jueces
y Tribunales de la Región de Murcia y los del resto de España.

Artículo 36.
1. El Presidente del Tribunal Superior de Justicia de la Región de Murcia será nombrado
por el Rey a propuesta del Consejo General de Poder Judicial. El Presidente de la Comu-
nidad Autónoma dispondrá la publicación de dicho nombramiento en el Boletín Oficial de
la Región de Murcia.
2. El nombramiento de los Magistrados, Jueces y Secretarios del Tribunal Superior de
Justicia de la Región de Murcia se efectuará en la forma prevista en las Leyes Orgánicas
del Poder Judicial y del Consejo General del Poder Judicial.

Artículo 37.
A instancia de la Comunidad Autónoma el órgano competente, conforme a las Leyes
Orgánicas del Poder Judicial y del Consejo General del Poder Judicial, convocará los
concursos y oposiciones para cubrir las plazas vacantes en la Comunidad Autónoma de
Magistrados, Jueces, Secretarios judiciales y restante personal al servicio de la Admi-
nistración de Justicia.

Artículo 38.
Corresponde al Estado, de conformidad con las Leyes, la organización y funcionamiento
del Ministerio Fiscal.

Artículo 39.
En relación con la Administración de Justicia, exceptuada la militar, corresponde a la
Comunidad Autónoma:



1. Ejercer todas las facultades que las Leyes Orgánicas del Poder Judicial y del Consejo
General del Poder Judicial reconozcan o atribuyan al Gobierno del Estado.
2. Fijar, en su caso, la delimitación de las demarcaciones territoriales de los órganos
jurisdiccionales en la Región y la localización de su capitalidad, de acuerdo con lo que
disponga la Ley Orgánica del Poder Judicial.

9. COMUNIDAD VALENCIANA:
Artículo 21.
El Tribunal Superior de Justicia Valenciano es el órgano jurisdiccional en el que culmina
la organización en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma Valenciana, agotán-
dose ante él las sucesivas instancias procesales, en los términos del artículo ciento
cincuenta y dos de la Constitución y la Ley Orgánica del Poder Judicial y de acuerdo con
el presente Estatuto. En este Tribunal se integrará la actual Audiencia Territorial de
Valencia.

Artículo 22.
1. El Presidente del Tribunal Superior de Justicia Valenciano será nombrado por el Rey
a propuesta del Consejo General del Poder Judicial.
2. El nombramiento de los Magistrados, Jueces y Secretarios del Tribunal Superior se
efectuará en la forma prevista en las leyes orgánicas del Poder Judicial y del Consejo
General del Poder Judicial.

Artículo 23.
1. A instancia de la Comunidad Autónoma Valenciana, el órgano competente convocará
los concursos y oposiciones para cubrir las plazas vacantes de Magistrados, Jueces,
Secretarios Judiciales y restante personal al servicio de la Administración de Justicia,
de acuerdo con lo que disponga la Ley Orgánica del Poder Judicial. En esta resolución
se tendrá en cuanta la especialización en el Derecho Valenciano.
2. Corresponde íntegramente al Estado, de conformidad con las leyes generales, la
organización y el funcionamiento del Ministerio fiscal.

Artículo 39.
En relación a la Administración de Justicia, exceptuada la militar, corresponde a la Gene-
ralidad Valenciana:
1. Ejercer todas las facultades que las Leyes Orgánicas del Poder Judicial y del Consejo
General del Poder Judicial reconozcan o atribuyan al Gobierno del Estado.
2. Fijar la delimitación de las demarcaciones territoriales de los órganos jurisdiccionales
en su territorio y localización de su capitalidad.
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3. Coadyuvar en la organización de los Tribunales consuetudinarios y tradicionales y en
especial en el Tribunal de las Aguas de la Vega Valenciana, y en la instalación de los
Juzgados, con sujeción, en todo caso, a lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Artículo 40.
1. La competencia de los Órganos Jurisdiccionales en la Comunidad Autónoma Valen-
ciana se extiende:
a) En el orden civil, a todas las instancias y grados incluidos, los recursos de casación
y de revisión en las materias de derecho civil valenciano.
b) En el orden penal y social, a todas las instancias y grados, con excepción de los
recursos de casación y de revisión.
c) En el orden contencioso-administrativo, a todas las instancias y grados, cuando se
trate de actos y disposiciones dictados por el Gobierno valenciano y por la Administra-
ción Autónoma, en las materias cuya legislación corresponda en exclusiva a la Comu-
nidad Autónoma, y en primera instancia cuando se trate de actos y disposiciones
dictados por la Administración del Estado en la Comunidad Autónoma.
d) A las cuestiones de competencias entre órganos jurisdiccionales en la Comunidad.
2. En las restantes materias se podrá interponer, cuando proceda, ante el Tribunal
Supremo, en el recurso de casación o el que corresponda, según las leyes del Estado
y, en su caso, el de revisión. El Tribunal Supremo resolverá los conflictos de compe-
tencias y jurisdicción entre los Tribunales valencianos y los del resto de España.

Artículo 41.
Los Notarios y los Registradores de la Propiedad y Mercantiles serán nombrados por el
«Consell», de conformidad con las leyes del Estado.
Para la provisión de Notarías, los candidatos serán admitidos en igualdad de derechos,
tanto si ejercen en el territorio de, la Comunidad Autónoma Valenciana como en el resto
de España. En ningún caso podrá establecerse la excepción de naturaleza o vecindad.
También participarán en la fijación de demarcaciones correspondientes a los registros
de la propiedad y mercantiles, demarcaciones notariales y número de notarios, de
acuerdo con lo previsto en las Leyes del Estado.

10. ARAGÓN:
Artículo 29. (Modificado por LO 5/1996)
El Tribunal Superior de Justicia de Aragón es el órgano jurisdiccional en que culmina la
organización judicial en su ámbito territorial y ante el que se agotarán las sucesivas
instancias procesales en los términos del artículo 152 de la Constitución y de acuerdo
con el presente Estatuto.
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Artículo 30.
1. El Presidente y los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia de Aragón serán
nombrados en la forma prevista por las Leyes Orgánicas del Poder Judicial y del
Consejo General del Poder Judicial, siendo mérito preferente el conocimiento del
Derecho propio de Aragón, sin que pueda establecerse excepción alguna por razón de
naturaleza o de vecindad.
2. El presidente del Tribunal Superior de Justicia de Aragón será nombrado por el Rey.

Artículo 31. (Modificado por LO 5/1996)
1. El nombramiento de los Magistrados, Jueces y Secretarios se efectuará en la forma
legalmente establecida, siendo mérito preferente el conocimiento del Derecho propio de
Aragón, sin que pueda establecerse excepción alguna por razón de naturaleza o de
vecindad.
2. Los Notarios y los Registradores de la propiedad y mercantiles serán nombrados por
la Comunidad Autónoma, de conformidad con las leyes del Estado. Para la provisión de
Notarías y Registros, los candidatos serán admitidos en igualdad de derechos, tanto si
ejercen en el territorio de Aragón como en el resto de España. En estos concursos y
oposiciones será mérito preferente la especialización en Derecho aragonés, sin que
pueda establecerse excepción alguna por razón de naturaleza o vecindad.
3. La Comunidad Autónoma participará en la fijación de las demarcaciones correspon-
dientes a las Notarías y a los Registros de la Propiedad y Mercantiles en Aragón, de
acuerdo con lo previsto en las leyes generales del Estado.

Artículo 32.
1. En la relación con la Administración de Justicia, exceptuando la militar, corresponde
a la Comunidad Autónoma:
a) Ejercer todas las facultades que las Leyes Orgánicas del Poder Judicial y del Consejo
General del Poder Judicial reconozcan o atribuyan al Gobierno del Estado.
b) Fijar los límites de las demarcaciones territoriales de los órganos jurisdiccionales de
Aragón localizando su capitalidad.
2. Corresponde íntegramente al Estado, de conformidad con las leyes generales, la
organización y funcionamiento del Ministerio fiscal.

11. CASTILLA-LA MANCHA:
Artículo 23.
El Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha, que tendrá su sede en Albacete,
es el órgano jurisdiccional de la Región ante el que se agotarán las sucesivas instancias
procesales en los términos del artículo 152 de la Constitución y de acuerdo con la Ley
Orgánica del Poder Judicial y con el presente Estatuto.
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Las actuaciones del Tribunal Superior de Justicia deberán practicarse en la sede del
órgano jurisdiccional. No obstante, el Tribunal podrá constituirse en cualquier lugar del
territorio de su jurisdicción, cuando así lo exija la buena administración de justicia.

Artículo 24.
Uno. La competencia de los órganos jurisdiccionales de la región se extiende:

a) En el orden civil, a todas las instancias y grados a excepción de los recursos
de casación y revisión regulados en la Ley de Enjuiciamiento Civil.

b) En el orden penal y social, a todas las instancias y grados, a excepción de
los recursos de casación y revisión.

c) En el orden contencioso administrativo a los recursos que se deduzcan
contra los actos y disposiciones de las Administraciones públicas, en los términos que
se establezca la Ley Orgánica del Poder Judicial.

d) A las cuestiones de competencia entre órganos judiciales en la región.
Dos. En las restantes materias se podrá interponer, ante el Tribunal Supremo, el recurso
de casación, el de revisión o el que corresponda, según las Leyes del Estado.
El Tribunal Supremo resolverá también los conflictos de competencia y jurisdicción entre
los Tribunales de la región y los del resto de España.

Artículo 25.
Uno. A instancia del Consejo de Gobierno, el órgano estatal competente convocará los
concursos y oposiciones para cubrir las plazas vacantes en la región, de Magistrados,
Jueces, Secretarios judiciales y restante personal al servicio de la Administración de
Justicia de acuerdo con lo que disponga la Ley Orgánica del Poder Judicial.
Dos. Corresponde en exclusiva al Estado, de conformidad con las Leyes generales, la
organización y el funcionamiento del Ministerio Fiscal.

Artículo 26.
Uno. Los Notarios y los Registradores de la Propiedad y Mercantiles serán nombrados
por el Consejo de Gobierno de conformidad con las Leyes del Estado.
Dos. La Junta de Comunidades participará en la fijación de las demarcaciones corres-
pondientes a los Registros de la Propiedad y Mercantiles para acomodarlas a lo que se
disponga en aplicación del artículo 27 letra b), de este Estatuto. También participará en
la fijación de las demarcaciones notariales y del número de Notarios de acuerdo con lo
previsto en las Leyes del Estado.

Artículo 27.
Corresponde al Consejo de Gobierno de la región:

a) Ejercer en su territorio todas las facultades que las Leyes reguladoras del
Poder Judicial reconozcan o atribuyan al Gobierno de la Nación.
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b) Proponer a las Cortes de la Región la delimitación de las demarcaciones
territoriales de los órganos jurisdiccionales en la misma, de acuerdo con la Ley Orgá-
nica del Poder Judicial y teniendo en cuenta los límites de los actuales partidos judi-
ciales y las características geográficas, históricas y de población.

Artículo 28.
Los ciudadanos de Castilla-La Mancha podrán participar en la Administración de Justicia
mediante la institución del jurado en los procesos penales que sustancien ante los Tribu-
nales radicados en el territorio de Castilla-La Mancha en los casos que determine la Ley
del Estado.

12. CANARIAS:
Artículo 24.
1. El Tribunal Superior de Justicia de Canarias es el órgano jurisdiccional que, sin
perjuicio de la jurisdicción que corresponda al Tribunal Supremo, culmina la organización
judicial en el territorio canario.
2. En él se integrarán los Tribunales de Justicia con sede en el territorio de la Comu-
nidad Autónoma, de conformidad con lo que disponga la Ley Orgánica del Poder Judi-
cial.

Artículo 25. (Modificado por LO 4/1996)
El Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Canarias será nombrado por el Rey a
propuesta del Consejo General del Poder Judicial. El Presidente del Gobierno canario
ordenará la publicación de dicho nombramiento en el Boletín Oficial de Canarias.

Artículo 26. (Modificado por LO 4/1996)
1. La competencia de los órganos jurisdiccionales de Canarias se extiende a:

a) En el orden civil, a todas las instancias y grados, sin más excepciones que
las establecidas en la Ley Orgánica del Poder Judicial y leyes procesales del Estado.

b) En el orden penal y social, a todas las instancias y grados, con excepción
de los recursos de casación y revisión.

c) En el orden contencioso-administrativo, a los recursos que se deduzcan
contra los actos y disposiciones de las Administraciones públicas, en los términos que
establezca la Ley Orgánica del Poder Judicial.
2. En las restantes materias se podrá interponer, cuando proceda, ante el Tribunal
Supremo, el recurso de casación o el que corresponda, según las leyes del Estado y,
en su caso, el de revisión.
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Artículo 27. (Modificado por LO 4/1996)
En todo caso, corresponde al Tribunal Superior de Justicia de Canarias:
1.Conocer de las responsabilidades que se indican en los artículos 10 y 19 de este
Estatuto.
2. Entender de los recursos relacionados con los procesos electorales de la Comunidad
Autónoma.
3. Resolver los conflictos de competencia entre órganos judiciales de Canarias.

Artículo 28. (Modificado por LO 4/1996)
En relación con la Administración de Justicia, exceptuada la jurisdicción militar, corres-
ponde a la Comunidad Autónoma:
1. Ejercer todas las facultades que la Ley Orgánica del Poder Judicial reconozca o atri-
buya al Gobierno del Estado.
2. Fijar la delimitación de las demarcaciones territoriales de los órganos jurisdiccionales
de Canarias, de conformidad con la Ley Orgánica del Poder Judicial.
3. La Comunidad Autónoma podrá asignar medios y recursos a los Juzgados y Tribu-
nales de Canarias.

Artículo 29. (Modificado por LO 4/1996)
1. La Comunidad Autónoma participará en la fijación de las demarcaciones correspon-
dientes en las notarías, registros de la propiedad y mercantil radicados en su territorio.
2. Los Notarios y Registradores de la Propiedad y Mercantiles serán nombrados por el
Gobierno de Canarias de conformidad con las leyes del Estado y en igualdad de dere-
chos, tanto si los aspirantes ejercen dentro o fuera de Canarias.
3. A instancia del Gobierno de Canarias, el órgano competente convocará los concursos
y oposiciones para cubrir las plazas vacantes en Canarias de Magistrados, Jueces,
Secretarios Judiciales y restante personal al servicio de la Administración de Justicia,
de acuerdo con lo que disponga la Ley Orgánica del Poder Judicial.
4. Las Administraciones públicas competentes por razón de la materia tendrán en
cuenta el coste de la insularidad en la organización y funcionamiento de los Juzgados y
Tribunales en Canarias.

Disposición Adicional Primera.
La integración de la Audiencia Provincial de Santa Cruz de Tenerife en la Audiencia de
Canarias lo será sin perjuicio de sus actuales competencias.
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13. NAVARRA:
Artículo 59.
1. Se establecerá en Navarra un Tribunal Superior de Justicia en el que culminará la
organización judicial en el ámbito Territorial de la Comunidad Foral y ante el que, sin
perjuicio de la jurisdicción que corresponde al Tribunal Supremo, se agotarán las suce-
sivas instancias procesales.
2. En el Tribunal Superior de Justicia de Navarra se integrará la Audiencia Territorial de
Pamplona.

Artículo 60.
En relación con la Administración de Justicia exceptuada la Jurisdicción Militar, corres-
ponde a Navarra:
1. Ejercer todas las facultades que las Leyes Orgánicas del Poder Judicial y del Consejo
Genera del Poder Judicial reconozcan o atribuyan al Gobierno del Estado.
2. Participar en la delimitación de las demarcaciones territoriales de los órganos juris-
diccionales que ejerzan sus funciones en Navarra y en la localización de su capitalidad.

Artículo 61.
1. La competencia de los órganos jurisdiccionales radicados en Navarra se extiende:

a) En el orden civil, a todas las instancias y grados, incluidos los recursos de
casación y revisión en las materias de Derecho Civil Foral de Navarra.

b) En el orden penal y social, a todas las instancias y grados. con excepción
de los recursos de casación y revisión.

c) En el orden contencioso-administrativo a todas las instancias y grados
cuando se trate de actos dictados por la Administración Foral. Cuando se trate de actos
dictados por la Administración del Estado en Navarra, se estará dispuesto en la Ley de
la Jurisdicción contencioso-administrativa.

d) A las cuestiones de competencia entre órganos judiciales radicados en
Navarra.

e) A los recursos sobre calificación de documentos referentes al Derecho Foral
de Navarra que deba tener acceso a los Registros de la Propiedad.
2. En las restantes materias se podrán interponer ante el Tribunal Supremo los recursos
que según las leyes del Estado, sean procedentes.

Artículo 62.
1. El Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Navarra será nombrado por el Rey,
a propuesta del Consejo General del Poder Judicial.
2. El nombramiento de los Magistrados, Jueces y Secretarios que deban prestar
servicio en Navarra se efectuará en la forma prevista en las Leyes Orgánicas del Poder
Judicial y del Consejo General del Poder Judicial.
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3. El nombramiento del restante personal al servicio de la Administración de Justicia que
deba prestar servicio en Navarra se efectuará en la forma prevista en la legislación
general del Estado.

Artículo 63.
1. A instancia de la Diputación, el órgano competente convocará, de acuerdo con lo que
disponga la Ley Orgánicos del Poder Judicial, los concursos y oposiciones precisos
para la provisión de vacantes de Magistrados, Jueces, Secretarios y restante personal
al servicio de la Administración de Justicia que deba prestar servicio en Navarra.
2. En las referidas pruebas selectivas se valorará específicamente la especialización en
Derecho Foral de Navarra, sin que pueda establecerse excepción alguna por razón de
naturaleza o vecindad.

14. EXTREMADURA:
Artículo 41. (Modificado por LO 12/1999)
1. El Tribunal Superior de Justicia de Extremadura, con sede en la ciudad de Cáceres,
es el órgano en el que culmina la organización judicial de Extremadura.
2. El Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Extremadura representa ordinaria-
mente el Poder Judicial en el territorio de la Comunidad Autónoma, será nombrado por
el Rey a propuesta del Consejo General del Poder Judicial. Su nombramiento será publi-
cado en el Diario Oficial de la Comunidad Autónoma.

Artículo 42. (Modificado por LO 12/1999)
La competencia de los Juzgados y Tribunales de la Comunidad Autónoma de Extrema-
dura será la establecida en las leyes orgánicas y procesales del Estado. No obstante,
en materia civil se extenderá a todas las instancias y grados, incluidos los recursos de
casación y revisión en cuestiones relacionadas con el Fuero del Baylío y las demás insti-
tuciones de Derecho consuetudinario extremeño.

Artículo 43. (Modificado por LO 12/1999)
En relación con la Administración de Justicia corresponderán a la Asamblea de Extre-
madura, y de acuerdo con las leyes orgánicas y procesales del Estado:

a) Fijar por ley la capitalidad de las demarcaciones judiciales de ámbito inferior
a la provincia.

b) Presentar al Consejo General del Poder Judicial la terna de juristas de reco-
nocida competencia y prestigio, para proveer las plazas vacantes que corresponda
cubrir en el Tribunal Superior de Justicia, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley Orgá-
nica del Poder Judicial.



Artículo 44. (Modificado por LO 12/1999)
1. Corresponde a la Junta de Extremadura, de conformidad con lo dispuesto en las
leyes orgánicas y procesales del Estado:

a) Ejercer las facultades que la Ley Orgánica del Poder Judicial reconozca o
atribuya al Gobierno del Estado.

b) Participar en la fijación de las demarcaciones judiciales extremeñas.
2. Los notarios y registradores de la propiedad y mercantiles y otros fedatarios
públicos, serán nombrados por la Junta de Extremadura de conformidad con las leyes
del Estado. La Comunidad Autónoma participará en la fijación de las demarcaciones
correspondientes a los Registros de la Propiedad y Mercantiles. También participará en
la fijación de las demarcaciones notariales y del número de notarios, de acuerdo con lo
previsto en las leyes del Estado.

Artículo 45. (Modificado por LO 12/1999)
En Extremadura se propiciará la participación de los ciudadanos en la Administración de
Justicia en las formas que la legislación estatal prevea.

15. ISLAS BALEARES:
Artículo 51. (Modificado por LO 3/1999)
El Tribunal Superior de Justicia de las Illes Balears es el órgano jurisdiccional en el que
culmina la organización judicial de las Illes Balears en su ámbito territorial correspon-
diente, y ante el cual se agotarán las sucesivas instancias procesales, en los términos
y en las condiciones que resulten de la Ley Orgánica del Poder Judicial y demás dispo-
siciones complementarias.

Artículo 52. (Modificado por LO 3/1999)
1. La competencia de los órganos jurisdiccionales de las islas se extiende:

a) En el orden civil, a todas las instancias y grados, incluidos los recursos de
casación y revisión, en materia de Derecho Civil de las Illes Balears.

b) En el orden contencioso-administrativo, a los recursos que se deduzcan
contra los actos y disposiciones de las Administraciones Públicas, en los términos que
establezca la Ley Orgánica del Poder Judicial.

c) En el orden penal y social, a todas las instancias y grados, con excepción
de los recursos de casación y revisión.

d) A las cuestiones de competencias entre órganos jurisdiccionales en las Illes
Balears.

e) A los recursos sobre calificación de documentos referentes al derecho
privado de las Islas y que hayan de tener acceso al Registro de la Propiedad.
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2. En las materias restantes se podrán interponer ante el Tribunal Supremo el recurso
de casación o el que corresponda, de acuerdo con las Leyes del Estado. El Tribunal
Supremo también resolverá los conflictos de competencias y jurisdicción entre los Tribu-
nales de las Illes Balears y los del resto de España.

Artículo 53. (Modificado por LO 3/1999)
1. El Presidente del Tribunal Superior de Justicia de las Illes Balears será nombrado por
el Rey a propuesta del Consejo General del Poder Judicial. El Presidente de la Comu-
nidad Autónoma ordenará la publicación de este nombramiento en el Butlletí Oficial de
les Illes Balears.
2. El nombramiento de magistrados, jueces, fiscales y secretarios que deban prestar
servicios en las Illes Balears, se efectuará en la forma prevista en la Ley Orgánica del
Poder Judicial a que hace referencia el artículo 122 de la Constitución.

Artículo 54. (Modificado por LO 3/1999)
1. A instancia de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears, el órgano competente
convocará concursos y otras pruebas de selección para cubrir las plazas vacantes en
las Illes Balears de Magistrados, Jueces, Secretarios judiciales y otro personal al
servicio de la Administración de Justicia.
2. En la resolución de los concursos y oposiciones para proveer los puestos de magis-
trados y jueces se valorará como mérito preferente la especialización en el Derecho
Civil de las Illes Balears y el conocimiento del catalán.
3. La organización y el funcionamiento del Ministerio Fiscal corresponde en su inte-
gridad al Estado, de conformidad con las Leyes generales.

Artículo 55. (Modificado por LO 3/1999)
En cuanto a la Administración de Justicia, con excepción de la militar, corresponde a la
Comunidad Autónoma de las Illes Balears:
1. Ejercer todas las facultades que las Leyes Orgánicas del Poder Judicial y del Consejo
General del Poder Judicial reconozcan o atribuyan al Gobierno del Estado.
2. Participar en la fijación de las demarcaciones territoriales de los órganos jurisdiccio-
nales en las Illes Balears y la localización de su capitalidad.

Artículo 56. (Modificado por LO 3/1999)
1. La Comunidad Autónoma participará en la fijación de las demarcaciones judiciales y
en las correspondientes a las notarías y a los registros de la propiedad y mercantiles
radicados en su territorio.
2. Los notarios, los registradores de la propiedad y mercantiles y los corredores de
comercio serán nombrados por la Comunidad Autónoma, de conformidad con las leyes
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del Estado. Para la provisión de dichas plazas, será mérito preferente la especialización
en derecho civil de las Illes Balears y el conocimiento de la lengua catalana. En ningún
caso podrán establecerse la excepción de naturaleza y vecindad.

Artículo 57. (Modificado por LO 3/1999)
Las ternas que el Parlamento debe presentar al Consejo General del Poder Judicial para
el nombramiento de los magistrados del Tribunal Superior de Justicia de las Illes
Balears, requerirán una mayoría favorable de las tres quintas partes de los diputados.

16. COMUNIDAD DE MADRID:
Artículo 45.
En el ámbito territorial de la Comunidad de Madrid, el Tribunal Superior de Justicia es el
órgano jurisdiccional ante el que se agotarán las sucesivas instancias procesales, en los
términos del artículo 152 de la Constitución y de acuerdo con el presente Estatuto y las
Leyes Orgánicas del Poder Judicial y del Consejo General del Poder Judicial. Todo ello,
sin perjuicio de la jurisdicción que corresponde al Tribunal Supremo, de acuerdo con lo
establecido en el artículo 123, 1, de la Constitución.

Artículo 46. (Modificado por LO 5/1998)
Los órganos jurisdiccionales que ejercen su jurisdicción en el ámbito territorial de la
Comunidad de Madrid extenderán su competencia:

a) En los ámbitos civil, penal y social, a todas las instancias y grados, con
excepción de los recursos de casación y revisión.

b) En el orden contencioso-administrativo, a los recursos contra actos o dispo-
siciones de las Administraciones públicas y contra las resoluciones judiciales que no
estén atribuidas a las Salas de lo contencioso-administrativo del Tribunal Supremo o de
la Audiencia Nacional. En todo caso, conocerán, en los términos de la Ley Orgánica del
Poder Judicial, de los recursos que se deduzcan contra actos y disposiciones adminis-
trativos de los órganos de la Comunidad de Madrid.

c) A las cuestiones de competencia que se susciten entre los mismos.
En las restantes materias se podrá interponer, cuando proceda, y según lo establecido
en la Ley Orgánica del Poder Judicial, ante el Tribunal Supremo, el recurso de casación
o el que corresponda según las leyes del Estado y, en su caso, el de revisión. El Tribunal
Supremo resolverá también los conflictos de competencia y jurisdicción entre los Tribu-
nales con sede en la Comunidad de Madrid y los del resto de España.

Artículo 47. (Modificado por LO 5/1998)
1. El Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Madrid será nombrado por el Rey,
a propuesta del Consejo General del Poder Judicial, en los términos previstos en la Ley
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Orgánica del Poder Judicial. El Presidente de la Comunidad ordenará la publicación de
dicho nombramiento en el «Boletín Oficial de la Comunidad de Madrid».
2. El nombramiento de los Magistrados, Jueces y Secretarios del Tribunal Superior de
Justicia se efectuará en la forma prevista en la Ley Orgánica del Poder Judicial.
3. Corresponde al Estado, de conformidad con las leyes generales, la organización y
funcionamiento del Ministerio Fiscal.

Artículo 48.
A instancias del Consejo de Gobierno de la Comunidad de Madrid, el órgano competente
convocará los concursos y oposiciones para cubrir plazas vacantes en Madrid de Magis-
trados, Jueces, Secretarios judiciales y restante personal al servicio de la Administra-
ción de Justicia, de acuerdo con lo que disponga la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Artículo 49. (Modificado por LO 5/1998)
En relación con la Administración de Justicia, exceptuando la militar, corresponde:
1. Al Gobierno de la Comunidad, ejercer todas las facultades que la Ley Orgánica del
Poder Judicial reconozca o atribuya al Gobierno de la Nación.
2. A la Asamblea, fijar los límites de las demarcaciones territoriales de los órganos juris-
diccionales de la Comunidad de Madrid y la capitalidad de las mismas, de conformidad
con la Ley Orgánica del Poder Judicial.
3. A ambas instituciones, coadyuvar en la organización e instalación de los Tribunales y
Juzgados, con sujeción, en todo caso, a lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judi-
cial.

Artículo 50. (Modificado por LO 5/1998)
1. La Comunidad de Madrid participará en la fijación de las demarcaciones correspon-
dientes en las Notarías, Registros de la Propiedad y Mercantiles radicados en su terri-
torio.
2. Los Notarios y Registradores de la Propiedad y Mercantiles y otros fedatarios
públicos serán nombrados por la Comunidad de Madrid de conformidad con las leyes
del Estado y en igualdad de derechos, tanto si los aspirantes ejercen dentro como fuera
de Madrid.

17. CASTILLA Y LEÓN:
Artículo 27. Creación. (Modificado por LO 4/1999)
1. El Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León constituye el órgano superior de la
Administración de Justicia en la Comunidad y alcanza a todo su ámbito territorial, sin
perjuicio de las competencias que correspondan al Tribunal Supremo.
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2. El Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León ajustará su organización, compe-
tencias y funcionamiento a cuanto dispongan la Ley Orgánica del Poder Judicial y las
demás que le sean de aplicación.

Artículo 28. Competencia
1. La competencia de los órganos jurisdiccionales en Castilla y León se extiende:
a. En el orden civil, a todas las instancias y grados, con excepción de los recursos de
casación y revisión.
b. En el orden penal y social, a todas las instancias y grados, con excepción de los
recursos de casación y revisión.
c. En el orden contencioso administrativo, a los recursos que se deduzcan contra los
actos y disposiciones de las Administraciones públicas en los términos que establezca
la Ley Orgánica del Poder Judicial.
d. A las cuestiones de competencia entre órganos judiciales en Castilla y León.
2. En las restantes materias se podrá interponer cuando proceda, ante el Tribunal
Supremo, el recurso de casación o el que corresponda según las Leyes del Estado y,
en su caso, el de revisión. El Tribunal Supremo resolverá también las cuestiones de
competencia entre los Tribunales de Castilla y León y los del resto de España.

Artículo 29. Presidente y personal judicial. (Modificado por LO 4/1999)
1. El Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León será nombrado por
el Rey, a propuesta del Consejo General del Poder Judicial.
El Presidente de la Junta de Castilla y León ordenará la publicación de dicho nombra-
miento en el Boletín Oficial de Castilla y León.
2. El nombramiento de los Magistrados, Jueces, Secretarios y restante personal del
Tribunal Superior y de los demás órganos de la Administración de Justicia en la Comu-
nidad se efectuará según la forma prevista en las Leyes Orgánicas del Poder Judicial y
del Consejo General del Poder Judicial.

Artículo 30. Otras competencias. (Modificado por LO 4/1999)
En relación con la Administración de Justicia, exceptuada la militar, corresponde a la
Comunidad Autónoma de Castilla y León:
1. Ejercer las facultades que las Leyes Orgánicas del Poder Judicial y del Consejo
General del Poder Judicial reconozcan o atribuyan al Gobierno del Estado.
2. Delimitar las demarcaciones territoriales de los órganos jurisdiccionales y la locali-
zación de su sede, de acuerdo con la Ley Orgánica del Poder Judicial.
3. Los Notarios y Registradores de la Propiedad y Mercantiles serán nombrados para
su destino en la Comunidad por la Junta de Castilla y León, de conformidad con las
leyes del Estado.



La Comunidad Autónoma participará en la fijación de las demarcaciones correspon-
dientes a las Notarías y Registros de la Propiedad y Mercantiles radicados en su terri-
torio.

18. CEUTA:
Disposición Adicional Sexta
Mediante la correspondiente normativa del Estado, se adecuará la Planta Judicial a las
necesidades de Ceuta.

19. MELILLA:
Disposición Adicional Sexta.
Mediante la correspondiente normativa del Estado, se adecuará la Planta Judicial a las
necesidades de Melilla.
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TÍTULO V. NORMAS ECONÓMICAS Y FINANCIERAS

1. PATRIMONIO, HACIENDA Y PRESUPUESTOS

1. PAÍS VASCO:
Artículo 40.
Para el adecuado ejercicio y financiación de sus competencias, el País Vasco dispondrá
de su propia Hacienda Autónoma.

Artículo 41.
1. Las relaciones de orden tributario entre el Estado y el País Vasco vendrán reguladas
mediante el sistema foral tradicional de Concierto Económico o Convenios.
2. El contenido del régimen de Concierto respetará y se acomodará a los siguientes
principios y bases:

a) Las Instituciones competentes de los Territorios Históricos podrán mantener,
establecer y regular, dentro de su territorio, el régimen tributario, atendiendo a la
estructura general impositiva del Estado, a las normas que para la coordinación, armo-
nización fiscal y colaboración con el Estado se contengan en el propio Concierto, y a
las que dicte el Parlamento Vasco para idénticas finalidades dentro de la Comunidad
Autónoma. El Concierto se aprobará por Ley.

b) La exacción, gestión, liquidación, recaudación e inspección de todos los
impuestos, salvo los que se integran en la Renta de Aduanas y los que actualmente se
recaudan a través de Monopolios Fiscales, se efectuará, dentro de cada Territorio Histó-
rico, por las respectivas Diputaciones Forales, sin perjuicio de la colaboración con el
Estado y su alta inspección.

c) Las Instituciones competentes de los Territorios Históricos adoptarán los
acuerdos pertinentes, con objeto de aplicar en sus respectivos territorios las normas
fiscales de carácter excepcional y coyuntural que el Estado decida aplicar al territorio
común, estableciéndose igual período de vigencia que el señalado para éstas.

d) La aportación del País Vasco al Estado consistirá en un cupo global, inte-
grado por los correspondientes a cada uno de sus territorios, como contribución a
todas las cargas del Estado que no asuma la Comunidad Autónoma.

e) Para el señalamiento de los cupos correspondientes a cada Territorio Histó-
rico que integran el cupo global antes señalado se constituirá una Comisión Mixta, inte-
grada, de una parte, por un representante de cada Diputación Foral y otros tantos por
el Gobierno Vasco, y de otra por un número igual de representantes de la Administra-
ción del Estado. El cupo así acordado se aprobará por Ley, con la periodicidad que se
fije en el Concierto, sin perjuicio de su actualización anual por el procedimiento que se
establezca igualmente en el Concierto.



f) El régimen de Conciertos se aplicará de acuerdo con el principio de solida-
ridad a que se refieren los artículos 138 y 156 de la Constitución.

Artículo 42.
Los ingresos de la Hacienda General del País Vasco estarán constituidos por:

a) Las aportaciones que efectúen las Diputaciones Forales, como expresión de
la contribución de los Territorios Históricos a los gastos presupuestarios del País Vasco.
Una Ley del Parlamento Vasco establecerá los criterios de distribución equitativa y el
procedimiento por el que, a tenor de aquéllos, se convendrá y hará efectivas las apor-
taciones de cada Territorio Histórico.

b) Los rendimientos de los impuestos propios de la Comunidad Autónoma que
establezca el Parlamento Vasco, de acuerdo con lo establecido en el artículo 157 de la
Constitución y en la Ley Orgánica sobre financiación de las Comunidades Autónomas.

c) Transferencias del Fondo de Compensación Interterritorial y otras asigna-
ciones con cargo a los Presupuestos Generales del Estado.

d) Rendimientos procedentes de su patrimonio e ingresos de Derecho Privado.
e) El producto de las operaciones de crédito y emisiones de deuda.
f) Por cualesquiera otros ingresos que puedan establecerse en virtud de lo

dispuesto en la Constitución y en el presente Estatuto.

Artículo 43.
1. Se integrarán en el patrimonio de la Comunidad Autónoma vasca los derechos y
bienes del Estado u otros organismos públicos afectos a servicios y competencias
asumidas por dicha Comunidad.
2. El Parlamento Vasco resolverá sobre los órganos del País Vasco, a quienes se trans-
ferirá la propiedad o uso de dichos bienes y derechos.
3. Una Ley del Parlamento Vasco regulará la administración, defensa y conservación del
Patrimonio del País Vasco.

Artículo 44.
Los Presupuestos Generales del País Vasco contendrán los ingresos y gastos de la acti-
vidad pública general y serán elaborados por el Gobierno Vasco y aprobados por el
Parlamento Vasco de acuerdo con las normas que éste establezca.

Artículo 45.
1. La Comunidad Autónoma del País Vasco podrá emitir deuda pública para financiar
gastos de inversión.
2. El volumen y características de las emisiones se establecerá de acuerdo con la orde-
nación general de la política crediticia y en coordinación con el Estado.
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3. Los títulos emitidos tendrán la consideración de fondos públicos a todos los efectos.

2. CATALUÑA:
Artículo 43.
1. El patrimonio de la Generalidad estará integrado por:

1) El patrimonio de la Generalidad en el momento de aprobarse el Estatuto.
2) Los bienes afectos a servicios traspasados a la Generalidad.
3) Los bienes adquiridos por la Generalidad por cualquier título jurídico válido.

2. El patrimonio de la Generalidad, su administración, defensa y conservación serán
regulados por una Ley de Cataluña.

Artículo 44.
La hacienda de la Generalidad se constituye con:
1. Los rendimientos de los impuestos que establezca la Generalidad.
2. Los rendimientos de los impuestos cedidos por el Estado a que se refiere la dispo-
sición adicional sexta y todos aquéllos cuya cesión sea aprobada por las Cortes Gene-
rales.
3. Un porcentaje de participación en la recaudación total del Estado por impuestos
directos e indirectos, incluidos los monopolios fiscales.
4. El rendimiento de sus propias tasas por aprovechamientos especiales y por la pres-
tación de servicios directos de la Generalidad, sean de propia creación o como conse-
cuencia de traspasos de servicios estatales.
5. Las contribuciones especiales que establezca la Generalidad en el ejercicio de sus
competencias.
6. Los recargos sobre impuestos estatales.
7. En su caso, los ingresos procedentes del Fondo de Compensación Interterritorial.
8. Otras asignaciones con cargo a los Presupuestos Generales del Estado.
9. La emisión de deuda y el recurso al crédito.
10. Los rendimientos del patrimonio de la Generalidad.
11. Ingresos de derecho privado, legados y donaciones; subvenciones.
12. Multas y sanciones en el ámbito de sus competencias.

Artículo 45.
1. Cuando se complete el traspaso de servicios o al cumplirse el sexto año de vigencia
de este Estatuto, si la Generalidad lo solicita, la participación anual en los ingresos del
Estado citada en el número 3 del artículo anterior y definida en la disposición transitoria
tercera se negociará sobre las siguiente bases:
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a)     La media de los coeficientes de población y el esfuerzo fiscal de Cataluña: este
último medido por la recaudación en su territorio del Impuesto sobre la Renta de las
Personas Físicas.
b)      La cantidad equivalente a la aportación proporcional que corresponda a Cataluña
por los servicios y cargas generales que el Estado continúe asumiendo como propios.
c)     El principio de solidaridad interterritorial a que se refiere la Constitución, que se
aplicará en función de la relación inversa de la renta real por habitante en Cataluña
respecto a la del resto de España.
d)      Otros criterios que se estimen procedentes.
2. La fijación del nuevo porcentaje de participación será objeto de negociación inicial y
será revisable a solicitud del Gobierno o de la Generalidad cada cinco años.

Artículo 46.
1. La gestión, recaudación, liquidación e inspección de sus propios tributos corresponderá
a la Generalidad, la cual dispondrá de plenas atribuciones para la ejecución y organización
de dichas tareas, sin perjuicio de la colaboración que pueda establecerse con la Adminis-
tración Tributaria del Estado, especialmente cuando así lo exija la naturaleza del tributo.
2. En el caso de los impuestos cuyos rendimientos se hubiesen cedido, la Generalidad
asumirá por delegación del Estado la gestión, recaudación, liquidación e inspección de
los mismos, sin perjuicio de la colaboración que pueda establecerse entre ambas Admi-
nistraciones, todo ello de acuerdo con lo especificado en la Ley que fije el alcance y
condiciones de la cesión.
3. La gestión, recaudación, liquidación e inspección de los demás impuestos del Estado
recaudados en Cataluña corresponderá a la Administración Tributaria del Estado, sin
perjuicio de la delegación que la Generalidad pueda recibir de éste, y de la colaboración
que pueda establecerse especialmente cuando así lo exija la naturaleza del tributo.

Artículo 47.
La Generalidad gozará del tratamiento fiscal que la Ley establezca para el Estado.

Artículo 49.
Corresponde al Consejo Ejecutivo o Gobierno la elaboración y aplicación del presu-
puesto de la Generalidad, y al Parlamento, su examen, enmienda, aprobación y control.
El presupuesto será único e incluirá la totalidad de los gastos e ingresos de la Genera-
lidad y de los organismos, instituciones y empresas de ella dependientes.

Artículo 50.
Corresponde exclusivamente al Parlamento la potestad propia de la Generalidad, de
establecer y exigir los impuestos, tasas y contribuciones especiales, así como la fija-
ción de recargos.
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Artículo 51.
1. La Generalidad, mediante acuerdo del Parlamento, podrá emitir deuda pública para
financiar gastos de inversión.
2. El volumen y características de las emisiones se establecerán de acuerdo con la
ordenación general de la política crediticia y en coordinación con el Estado.
3. Los títulos emitidos tendrán la consideración de Fondos Públicos a todos los
efectos.

Disposición Adicional Quinta.
Atendida la vocación cultural de Cataluña, el Estado y la Generalidad considerarán en
ella el servicio de la cultura como deber y atribución esencial, de acuerdo con lo
previsto en el apartado 2 del artículo 149 de la Constitución, y por ello colaborarán en
sus acciones para el fomento y desarrollo del patrimonio cultural común, en sus dife-
rentes expresiones lingüísticas y modalidades.
En el marco de esta colaboración se facilitará la comunicación cultural con otras
Comunidades Autónomas y provincias, prestando especial atención a todas aquéllas
con las que Cataluña hubiese tenido particulares vínculos históricos, culturales o
comerciales.

Disposición Adicional Sexta. (Modificada por LO 31/1997)
1. (Modificado por Ley 17/2002) Se cede a la Generalidad de Cataluña el rendimiento
de los siguientes tributos:
a) Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, con carácter parcial, con el límite
del 33 por 100.
b) Impuestos sobre el Patrimonio.
c) Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.
d) Impuestos sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.
e) Los tributos sobre el Juego.
f) El impuesto sobre el Valor Añadido, con carácter parcial, con el límite del 35 por 100.
g) El impuesto Especial sobre la Cerveza, con carácter parcial, con el límite del 40 por
100.
h) El impuesto Especial sobre el Vino y Bebidas Fermentadas, con carácter parcial, con
el límite del 40 por 100.
i) El Impuesto Especial sobre Productos Intermedios, con carácter parcial, con el límite
del 40 por 100.
j) El Impuesto Especial sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas, con carácter parcial, con
el límite del 40 por 100.
k) El Impuesto Especial sobre Hidrocarburos, con carácter parcial, con el límite del 40
por 100.
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l) El Impuesto Especial sobre las Labores del Tabaco, con carácter parcial, con el límite
del 40 por 100.
m) El Impuesto Especial sobre la Electricidad.
n) El Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte.

ñ) El Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos. La
eventual supresión o modificación por el Estado de alguno de los tributos antes seña-
lados implicará la extinción o modificación de la cesión.
2. El contenido de esta disposición se podrá modificar mediante acuerdo del Gobierno
con la Generalidad, que será tramitado por el Gobierno como proyecto de Ley. A estos
efectos, la modificación de la presente disposición no se considerará modificación del
Estatuto.
3. El alcance y condiciones de la cesión se establecerán por la Comisión Mixta a que
se refiere el apartado 2 de la disposición transitoria tercera, que en todo caso los refe-
rirá a rendimientos en Cataluña. El Gobierno tramitará el acuerdo de la Comisión como
Proyecto de Ley, o, si concurriesen razones de urgencia, como Decreto ley, en el plazo
de seis meses, a partir de la constitución del primer Consejo Ejecutivo o Gobierno de
la Generalidad.

Disposición Adicional Séptima.
El ejercicio de las competencias financieras reconocidas por este Estatuto a la Gene-
ralidad se ajustará a lo que establezca la Ley Orgánica a que se refiere el apartado 3
artículo 157 de la Constitución.

3. GALICIA:
Artículo 42.
La Comunidad Autónoma gallega contará para el desempeño de sus competencias con
Hacienda y Patrimonio propios.

Artículo 43.
1. El patrimonio de la Comunidad Autónoma estará integrado por:

1º El patrimonio de la Comunidad Autónoma en el momento de aprobarse el
Estatuto.

2º Los bienes afectos a servicios traspasados a la Comunidad Autónoma.
3º Los bienes adquiridos por la Comunidad Autónoma por cualquier título jurí-

dico válido.
2. El patrimonio de la Comunidad Autónoma, su administración, defensa y conservación
serán regulados por una Ley de Galicia.
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Artículo 44.
La Hacienda de la Comunidad Autónoma se constituye con:
1. Los rendimientos de los impuestos que establezca la Comunidad Autónoma.
2. Los rendimientos de los impuestos cedidos por el Estado a que se refiere la dispo-

sición adicional primera y de todos aquéllos cuya cesión sea aprobada por las Cortes
Generales.
3. Un porcentaje de participación en la recaudación total del Estado por impuestos

directos e indirectos, incluidos los monopolios fiscales.
4. El rendimiento de sus propias tasas por aprovechamientos especiales y por la pres-

tación de servicios directos de la Comunidad Autónoma, sean de propia creación o
como consecuencia de traspasos de servicios estatales.
5. Las contribuciones especiales que establezca la Comunidad Autónoma en el ejer-

cicio de sus competencias.
6. Los recargos sobre impuestos estatales.
7. En su caso, los ingresos procedentes del Fondo de Compensación Interterritorial.
8. Otras asignaciones con cargo a los Presupuestos Generales del Estado.
9. La emisión de deuda y el recurso al crédito.
10. Los rendimientos del patrimonio de la Comunidad Autónoma.
11. Ingresos de derecho privado, legados y donaciones; subvenciones.
12. Multas y sanciones en el ámbito de sus competencias.

Artículo 45.
La Comunidad Autónoma gallega o los entes locales afectados participarán en los
ingresos correspondientes a los tributos que el Estado pueda establecer para recuperar
los costos sociales producidos por actividades contaminantes o generadoras de
riesgos de especial gravedad para el entorno físico y humano de Galicia, en la forma
que establezca la Ley creadora del gravamen.

Artículo 46.
1. Cuando se complete el traspaso de servicios o al cumplirse el sexto año de vigencia
de este Estatuto, si la Comunidad Autónoma gallega lo solicita, la participación anual en
los ingresos del Estado citada en el número 3 del artículo 44 y definida en la disposi-
ción transitoria quinta se negociará sobre las siguientes bases:

a) La media de los coeficientes de población y esfuerzo fiscal de Galicia, este
último medido por la recaudación en su territorio del Impuesto sobre la Renta de las
Personas Físicas, es decir, el cociente entre la recaudación efectivamente obtenida y la
potencialmente alcanzable habida cuenta del nivel y distribución personal de la renta.

b) La cantidad equivalente a la aportación proporcional que corresponda a
Galicia por los servicios y cargas generales que el Estado continúe asumiendo como
propios.
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c) La relación inversa entre la renta real media de los residentes en la Comu-
nidad Autónoma y la media estatal.

d) Relación entre los índices de déficit en servicios sociales e infraestructuras
que afecten al territorio de la Comunidad al conjunto del Estado.

e) Relación entre los costos por habitante de los servicios sociales y adminis-
trativos transferidos para el territorio de la Comunidad y para el conjunto del Estado.

f) Otros criterios que se estimen procedentes.
2. La fijación del nuevo porcentaje de participación será objeto de negociación inicial y
será revisable a solicitud del Gobierno o de la Comunidad Autónoma gallega cada cinco
años.

Artículo 47.
1. La Comunidad Autónoma, mediante acuerdo del Parlamento, podrá emitir deuda
pública para financiar gastos de inversión.
2. El volumen y características de las emisiones se establecerán de acuerdo con la
ordenación general de la política crediticia y en coordinación con el Estado.
3. Los títulos emitidos tendrán la consideración de fondos públicos a todos los efectos.

Artículo 48.
En el supuesto de que el Estado emita deuda parcialmente destinada a la creación o
mejora de servicios situados en Galicia y transferidos a la Comunidad Autónoma
gallega, ésta estará facultada para elaborar y presentar el programa de obras y servi-
cios beneficiarios de la emisión.

Artículo 50.
La Comunidad Autónoma gallega gozará del tratamiento fiscal que la Ley establezca
para el Estado.

Artículo 51.
Se regularán necesariamente mediante Ley del Parlamento gallego las siguientes mate-
rias:
a. El establecimiento, la modificación y supresión de sus propios impuestos, tasas y

contribuciones especiales y de las exenciones o bonificaciones que les afecten.
b. El establecimiento y la modificación y supresión de los recargos sobre los impuestos
del Estado.
c. La emisión de deuda pública y demás operaciones de crédito concertadas por la

Comunidad Autónoma gallega.



Artículo 52.
Corresponde a la Junta de Galicia:

a) Aprobar los Reglamentos Generales de sus propios tributos.
b) Elaborar las normas reglamentarias precisas para gestionar los impuestos

estatales cedidos de acuerdo con los términos de dicha cesión.

Artículo 53.1.
1. Corresponde a la Junta o Gobierno la elaboración y aplicación del presupuesto de la
Comunidad Autónoma gallega, y al Parlamento su examen, enmienda, aprobación y
control. El presupuesto será único e incluirá la totalidad de los gastos e ingresos de la
Comunidad Autónoma gallega y de los organismos, instituciones y empresas de ella
dependientes.

Artículo 54.
1. La gestión, recaudación, liquidación e inspección de sus propios tributos, corres-
ponderá a la Comunidad Autónoma gallega, la cual dispondrá de plenas atribuciones
para la ejecución y organización de dichas tareas, sin perjuicio de la colaboración que
pueda establecerse con la Administración tributaria del Estado, especialmente cuando
así lo exija la naturaleza del tributo.
2. En el caso de los impuestos cuyos rendimientos se hubiesen cedido la Junta asumirá
por delegación del Estado la gestión recaudación, liquidación e inspección de los
mismos, sin perjuicio de la colaboración que pueda establecerse entre ambas Adminis-
traciones, todo ello de acuerdo con lo especificado en la Ley que fije el alcance y condi-
ciones de la cesión.
3. La gestión, recaudación, liquidación e inspección de los demás impuestos del Estado
recaudados en Galicia corresponderá a la Administración tributaria del Estado, sin
perjuicio de la delegación que la Comunidad Autónoma pueda recibir de éste y de la
colaboración que pueda establecerse, especialmente cuando así lo exija la naturaleza
del tributo.

Disposición Adicional Primera.
1. (Modificado por Ley 18/2002) Se cede a la Comunidad Autónoma de Galicia el rendi-
miento de los siguientes tributos:
a) Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, con carácter parcial, con el límite
del 33 por 100.
b) Impuestos sobre el Patrimonio.
c) Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.
d) Impuestos sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.
e) Los tributos sobre el Juego.
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f) El impuesto sobre el Valor Añadido, con carácter parcial, con el límite del 35 por 100.
g) El impuesto Especial sobre la Cerveza, con carácter parcial, con el límite del 40 por
100.
h) El impuesto Especial sobre el Vino y Bebidas Fermentadas, con carácter parcial, con
el límite del 40 por 100.
i) El Impuesto Especial sobre Productos Intermedios, con carácter parcial, con el límite
del 40 por 100.
j) El Impuesto Especial sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas, con carácter parcial, con
el límite del 40 por 100.
k) El Impuesto Especial sobre Hidrocarburos, con carácter parcial, con el límite del 40
por 100.
l) El Impuesto Especial sobre las Labores del Tabaco, con carácter parcial, con el límite
del 40 por 100.
m) El Impuesto Especial sobre la Electricidad.
n) El Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte.
ñ) El Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos. La eventual
supresión o modificación por el Estado de alguno de los tributos antes señalados impli-
cará la extinción o modificación de la cesión.
2. El contenido de esta disposición se podrá modificar mediante acuerdo del Gobierno
con la Comunidad Autónoma que será tramitado por el Gobierno como proyecto de Ley.
A estos efectos, la modificación de la presente disposición no se considerará modifi-
cación del Estatuto.
3. El alcance y condiciones de la cesión se establecerán por la Comisión Mixta a que
se refiere el apartado 1 de la disposición transitoria cuarta, que, en todo caso, los refe-
rirá a rendimientos en Galicia. El Gobierno tramitará el acuerdo de la Comisión como
proyecto de Ley, o si concurriesen razones de urgencia, como Decreto Ley, en el plazo
de seis meses a partir de la constitución de la primera Junta de Galicia.

Disposición Adicional Segunda.
El ejercicio de las competencias financieras reconocidas por este Estatuto a la Comu-
nidad Autónoma de Galicia se ajustará a lo que establezca la Ley Orgánica a que se
refiere el apartado 3 del artículo 157 de la Constitución.

4. ANDALUCÍA:
Artículo 54.
La Comunidad Autónoma andaluza contará para el desempeño de sus competencias
con patrimonio y hacienda propios.
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Artículo 55.
1. El patrimonio de la Comunidad Autónoma estará integrado por:
1º.El patrimonio de la Comunidad en el momento de aprobarse el presente Estatuto.
2º.Los bienes afectos a servicios traspasados a la Comunidad Autónoma.
3º.Los bienes adquiridos por cualquier jurídico válido.
2. El patrimonio de la Comunidad Autónoma, su administración, defensa y conservación
serán regulados por una ley del Parlamento andaluz.

Artículo 56.
Constituye la hacienda de la Comunidad Autónoma:

1. El rendimiento de los impuestos establecidos por la Comunidad.
2. El rendimiento de los tributos cedidos por el Estado a que se refiere el artí-

culo siguiente y todos aquellos cuya cesión sea aprobada por las Cortes Generales.
3.Un porcentaje de participación en los ingresos impositivos del Estado,

incluidos los monopolios fiscales.
4. El rendimiento de sus propias tasas por aprovechamientos especiales y por

la prestación e servicios directos por parte de la Comunidad Autónoma, sea de propia
creación o como consecuencia de traspasos de servicios estatales.

5. Las contribuciones especiales que establezca la Comunidad Autónoma en el
ejercicio de sus competencias.

6. Los recargos sobre impuestos estatales.
7. La participación en el Fondo de Compensación Territorial.
8. Otras asignaciones con cargo a los Presupuestos Generales del Estado.
9. Los recursos procedentes de la emisión de deuda y de operaciones de

crédito.
10. Los rendimientos del patrimonio de la Comunidad Autónoma.
11. Los ingresos de derecho privado, legados, donaciones y subvenciones.
12. Las multas y sanciones en el ámbito de sus competencias.

Artículo 57.
1. (Modificado por Ley 19/2002) Se cede a la Comunidad Autónoma de Andalucía, en
los términos previstos en el número 3 de este artículo, el rendimiento de los siguientes
tributos:

a) Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, con carácter parcial, con
el límite del 33 por 100.

b) Impuestos sobre el Patrimonio.
c) Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.
d) Impuestos sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documen-

tados.
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e) Los tributos sobre el Juego.
f) El impuesto sobre el Valor Añadido, con carácter parcial, con el límite del 35

por 100.
g) El impuesto Especial sobre la Cerveza, con carácter parcial, con el límite del

40 por 100.
h) El impuesto Especial sobre el Vino y Bebidas Fermentadas, con carácter

parcial, con el límite del 40 por 100.
i) El Impuesto Especial sobre Productos Intermedios, con carácter parcial, con

el límite del 40 por 100.
j) El Impuesto Especial sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas, con carácter

parcial, con el límite del 40 por 100.
k) El Impuesto Especial sobre Hidrocarburos, con carácter parcial, con el límite

del 40 por 100.
l) El Impuesto Especial sobre las Labores del Tabaco, con carácter parcial, con

el límite del 40 por 100.
m) El Impuesto Especial sobre la Electricidad.
n) El Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte.
ñ) El Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos. La

eventual supresión o modificación por el Estado de alguno de los tributos antes seña-
lados implicará la extinción o modificación de la cesión.
2. El contenido de este artículo se podrá modificar mediante acuerdo del Gobierno con
la Comunidad Autónoma, que será tramitado por el Gobierno como proyecto de ley. A
estos efectos, la modificación del presente artículo no se considerará modificación del
Estatuto.
3. El alcance y condiciones de la cesión se establecerán por la Comisión Mixta mencio-
nada en el apartado 2 de la Disposición transitoria sexta que, en todo caso, los referirá
a rendimientos en Andalucía. El gobierno tramitará el acuerdo de la Comisión como
proyecto de Ley, o, si concurrieran razones de urgencia, como Decreto-ley en el plazo
de seis meses, a partir de la constitución de la primera Junta de Andalucía.

Artículo 58.
1. Cuando se complete el traspaso de servicios o al cumplirse el sexto año de la
vigencia de este Estatuto, si la Comunidad Autónoma lo solicita, la participación anual
en los ingresos del Estado citados en el número 3, del artículo 56, se negociará,
teniendo en cuenta el principio de solidaridad interterritorial, sobre las siguientes bases:

a) El coeficiente de población.
b) El coeficiente de esfuerzo fiscal en el Impuesto sobre la Renta de las

Personas Físicas



c) La cantidad equivalente a la aportación proporcional que corresponde a
Andalucía por los servicios y cargas generales que el Estado continúe asumiendo como
propios.

d) La relación inversa de la renta real por habitante de la Comunidad Autónoma
respecto a la del resto de España.

e) La relación entre los índices de déficits en servicios sociales e infraestruc-
turas que afecten al territorio de la Comunidad Autónoma y al conjunto del Estado.

f) La relación entre los costos por habitantes de los servicios sociales y admi-
nistrativos transferidos para el territorio de la Comunidad Autónoma y para el conjunto
del Estado.

g) La tasa de emigración ponderada durante un período de tiempo determinado
entre otros criterios que se estimen procedentes.
2. El porcentaje de participación de la Comunidad Autónoma podrá ser objeto de revi-
sión en los siguientes supuestos:

a) Cuando se amplíen o reduzcan las competencias asumidas por la Comunidad
Autónoma y que anteriormente realizase el Estado.

b) Cuando se produzca la cesión de nuevos tributos.
c) Cuando transcurridos cinco años, después de la puesta en vigor, sea solici-

tada dicha revisión por el Estado o por la Comunidad Autónoma.
d) Cuando se lleven a cabo reformas sustanciales en el sistema tributario del

Estado.
3. En cualquier caso, el porcentaje de participación se aprobará por ley.

Artículo 59.
Si de una reforma o modificación del sistema tributario estatal resultase una variación
sensible de aquellos ingresos de la Comunidad Autónoma que dependen de los tributos
estatales el Estado deberá adoptar, de acuerdo con la Comunidad Autónoma, las
medidas de compensación oportunas.

Artículo 60.
1. La gestión, liquidación, recaudación e inspección de sus propios tributos corres-
ponde a la Comunidad Autónoma, la cual dispondrá a tales efectos de plenas atri-
buciones, sin perjuicio de la colaboración que pueda establecerse con la adminis-
tración tributaria del Estado, especialmente cuando así lo exija la naturaleza del
tributo.
2. La Comunidad Autónoma asumirá por delegación del Estado la gestión, liquidación,
recaudación, inspección y revisión, en su caso, de los tributos cedidos por el Estado,
sin perjuicio de la colaboración que pueda establecerse entre ambas administraciones
y de acuerdo con lo especificado en la ley que regule la cesión.
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3. La gestión, liquidación, recaudación, inspección y revisión en su caso, de los demás
tributos del Estado recaudados en Andalucía corresponderá a la administración tribu-
taria del Estado, sin perjuicio de la delegación que la Comunidad Autónoma pueda
recibir de éste y de la colaboración que pueda establecerse entre ambos, cuando así
lo exija la naturaleza del tributo.

Artículo 61.
La Comunidad Autónoma gozará del mismo tratamiento fiscal que la ley establezca para
el Estado.

Artículo 63.
1. Corresponde al Consejo de Gobierno la elaboración y aplicación del presupuesto de
la Comunidad Autónoma y al Parlamento su examen, enmienda, aprobación y control.
2. El presupuesto será único e incluirá la totalidad de los gastos e ingresos de la Comu-
nidad Autónoma y de los organismos, instituciones y empresas de ella dependientes,
habiendo de consignar expresamente los beneficios fiscales.

Artículo 64.
1. Corresponde al Parlamento la potestad de establecer los impuestos, tasas contribu-
ciones especiales y exacciones no fiscales, así como la fijación de recargos.
2. La potestad tributaria se ejercerá con arreglo a los principios constitucionales de
igualdad, capacidad contributiva y progresividad.

Artículo 65.
1. La Comunidad Autónoma podrá emitir deuda pública para financiar gastos de inver-
sión con arregle a una ley del Parlamento.
2. El Volumen y las características de las emisiones se establecerán de acuerdo con la
ordenación general de la política crediticia y en colaboración con el Estado.
3. Los títulos emitidos tendrán la consideración de fondos públicos a todos los efectos.
4. La Comunidad Autónoma podrá realizar operaciones de crédito por plazo inferior a un año,
con objeto de cubrir sus necesidades transitorias de tesorería, con sujeción a lo dispuesto
en el artículo 14.4, de la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas.
5. La Comunidad Autónoma podrá realizar ciertas operaciones de crédito, por plazo
superior a un año, cualquiera que sea la forma como se documente, siempre que se
cumplan los siguientes requisitos:
a) Que el importe total del crédito sea destinado exclusivamente a la realización de

gastos de inversión.
b) Que el importe total de las anualidades de amortización por capital e intereses, no

exceda del 25 por ciento de los ingresos corrientes de la Comunidad Autónoma.
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Disposición Adicional Segunda
1. Dadas las circunstancias socioeconómicas de Andalucía, que impiden la prestación
de un nivel mínimo en alguno o algunos de los servicios efectivamente transferidos, los
Presupuestos Generales del Estado consignarán, con especificación de su destino y
como fuentes excepcionales de financiación, unas asignaciones complementarias para
garantizar la consecución de dicho nivel mínimo.
2. Los criterios, alcance y cuantía de dichas asignaciones excepcionales serán fijados
para cada ejercicio por la Comisión Mixta paritaria Estado-Comunidad Autónoma a que
se hace referencia en el apartado 2 de la Disposición transitoria sexta.

5. ASTURIAS:
Artículo 42.
El Principado de Asturias, dentro de los principios de coordinación con las Haciendas
estatal y local y de solidaridad entre todos los españoles, tiene autonomía financiera,
dominio público y patrimonio propio, de acuerdo con la Constitución, el presente Esta-
tuto y la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas.

Artículo 43.
1. Son bienes del Principado de Asturias:
a) Los pertenecientes al Ente Preautonómico y a la Diputación Provincial.
b) Los bienes que estuvieren afectos a servicios traspasados al Principado.
c) Los que adquiriere por cualquier título jurídico válido.
2. El Principado tiene plena capacidad para adquirir, administrar y enajenar los bienes
que integran su patrimonio.
3. El régimen jurídico de los bienes patrimoniales y de dominio público del Principado
deberán regularse por una ley de la Junta General, en los términos del presente Esta-
tuto.

Artículo 44.
La Hacienda del Principado de Asturias está constituida por:
1. Los rendimientos procedentes de los tributos propios.
2. Los rendimientos de los impuestos cedidos por el Estado especificados en la dispo-
sición adicional.
3. Los recargos sobre impuestos estatales.
4. Un porcentaje de participación en los ingresos del Estado
5. En su caso, los ingresos procedentes del Fondo de Compensación Interterritorial y
de otros Fondos para el desarrollo regional.
6. Otras asignaciones con cargo a los Presupuestos del Estado.
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7. La emisión de Deuda y el recurso al crédito.
8. Los rendimientos procedentes de su patrimonio.
9. Ingresos de derecho privado.
10. Multas y sanciones impuestas en el ámbito de sus competencias.
10 bis. (Añadido por LO 1/1999). Cualquier otro tipo de ingresos que la legislación
prevea en el marco del artículo 157 de la Constitución. 

Artículo 45.
1. La gestión, liquidación, recaudación e inspección de sus propios tributos, así como
el conocimiento de las reclamaciones relativas a ellos corresponderá al Principado, el
cual dispondrá de plenas atribuciones para la ejecución y organización de dichas tareas,
sin perjuicio de la colaboración que pueda establecerse con la Administración Tributaria
del Estado, especialmente cuando así lo exija la naturaleza del tributo.
2. En el caso de impuestos cedidos, el Principado asumirá por delegación del Estado
la gestión, liquidación, recaudación, inspección y revisión, en su caso, de los mismos
sin perjuicio de la colaboración que pueda establecerse entre ambas Administraciones,
todo ello de acuerdo con lo especificado en la ley que fije el alcance y condiciones de
la cesión.
3. La gestión, liquidación, recaudación, inspección y revisión, en su caso, de los demás
impuestos del Estado recaudados en Asturias corresponderá a la Administración Tribu-
taria del Estado, sin perjuicio de la delegación que el Principado pueda recibir de éste
y de la colaboración que pueda establecerse especialmente cuando así lo exija la natu-
raleza del tributo.

Artículo 46.
Se regularán necesariamente mediante ley de la Junta General las siguientes materias:
1. El establecimiento, la modificación y supresión de sus impuestos propios, tasas y
contribuciones especiales.
2. El establecimiento y la modificación y supresión de los recargos sobre los impuestos
del Estado.
3. El régimen general presupuestario del Principado.

Artículo 47.
1. Corresponde al Consejo de Gobierno la elaboración del Presupuesto del Principado
y a la Junta General su examen, enmienda, aprobación y control.
2. El Consejo de Gobierno presentará el proyecto de presupuesto a la Junta antes del
último trimestre del año.
3. El presupuesto tendrá carácter anual e incluirá la totalidad de los gastos e ingresos
del Principado y de los organismos e instituciones de él dependientes.

376

5.1. TÍTULO V: NORMAS ECONÓMICAS Y FINANCIERAS



377

PATRIMONIO, HACIENDA Y PRESUPUESTOS 5.1.

4. Si la Ley del Presupuesto no se aprobara antes del primer día del ejercicio econó-
mico correspondiente, se considerará prorrogado el Presupuesto del ejercicio anterior
hasta la aprobación del nuevo.
5. (Suprimido por LO 1/1999)19.

Artículo 48.
1. El Principado de Asturias, autorizado por una Ley de la Junta General y para financiar
gastos de inversión, podrá concertar operaciones de crédito o emitir Deuda Pública
representada en títulos valores o en otros documentos.
2. El volumen y características de estas operaciones se adecuarán también a las
normas generales del Estado.
3. Los títulos emitidos tendrán la consideración de Fondos Públicos, a todos los
efectos.
4. El Principado de Asturias podrá realizar operaciones de crédito por plazo no supe-
rior a un año, con objeto de cubrir sus necesidades transitorias de tesorería.
5. Lo dispuesto en los apartados anteriores se hará de acuerdo con lo establecido al
respecto en la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas.

Artículo 51.
El Principado de Asturias gozará del tratamiento fiscal que la ley establezca para el
Estado.

Disposición Adicional.
1.  (Modificado por Ley 20/2002) Se cede a la Comunidad Autónoma del Principado de
Asturias el rendimiento de los siguientes tributos:

a) Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, con carácter parcial, con
el límite del 33 por 100.

b) Impuestos sobre el Patrimonio.
c) Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.
d) Impuestos sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.
e) Los tributos sobre el Juego.
f) El impuesto sobre el Valor Añadido, con carácter parcial, con el límite del 35

por 100.
g) El impuesto Especial sobre la Cerveza, con carácter parcial, con el límite del

40 por 100.
h) El impuesto Especial sobre el Vino y Bebidas Fermentadas, con carácter

parcial, con el límite del 40 por 100.
19 El texto derogado establecía: “Transcurridos seis meses desde la iniciación del ejercicio sin que se haya
aprobado el nuevo presupuesto, no se podrán acordar nuevos créditos en tanto no tenga lugar dicha apro-
bación. Con posterioridad, toda ley de la Comunidad que implique nuevos o mayores gastos en el ejercicio
debe indicar los medios para hacerles frente”.
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i) El Impuesto Especial sobre Productos Intermedios, con carácter parcial, con
el límite del 40 por 100.

j) El Impuesto Especial sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas, con carácter
parcial, con el límite del 40 por 100.

k) El Impuesto Especial sobre Hidrocarburos, con carácter parcial, con el límite
del 40 por 100.

l) El Impuesto Especial sobre las Labores del Tabaco, con carácter parcial, con
el límite del 40 por 100.

m) El Impuesto Especial sobre la Electricidad.
n) El Impuesto Especial sobre determinados Medios de Transporte.
ñ) El Impuesto sobre las Ventas Minoristas de determinados Hidrocarburos. La

eventual supresión o modificación por el Estado de alguno de los tributos antes seña-
lados implicará la extinción o modificación de la cesión.
2. El contenido de esta disposición se podrá modificar mediante acuerdo del Gobierno
con la Comunidad Autónoma, siendo tramitado por el Gobierno como proyecto de ley
ordinaria.
3. El alcance y condiciones de la cesión se establecerán por la Comisión Mixta a que
se refiere la disposición transitoria tercera ( debe decir “Disposición transitoria cuarta”)
con sujeción a los criterios establecidos en el artículo 10, apartado 4, de la Ley Orgá-
nica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas. El
Gobierno tramitará el acuerdo de la Comisión como proyecto de ley, en el plazo de seis
meses a partir de la constitución de la primera Junta General del Principado.

6. CANTABRIA:
Artículo 45.( Modificado por LO 11/1998)
La Comunidad Autónoma de Cantabria, dentro de los principios de coordinación con las
Haciendas estatal y local, y de solidaridad entre todos los españoles y españolas, tiene
autonomía financiera, dominio público y patrimonio propio de acuerdo con la Constitución,
el presente Estatuto y la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas.

Artículo 46. ( Modificado por LO 11/1998)
1. El patrimonio de la Comunidad Autónoma estará integrado por:

a) El patrimonio de la Diputación Provincial de Santander en el momento de
aprobarse el Estatuto.

b) Los bienes afectos a servicios traspasados a la Comunidad Autónoma de
Cantabria.

c) Los bienes adquiridos por la Comunidad Autónoma de Cantabria por cual-
quier título jurídico válido.
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2. El patrimonio de la Comunidad Autónoma de Cantabria, su administración, defensa y
conservación, serán regulados por una Ley del Parlamento.
3. La Comunidad Autónoma tiene plena capacidad para adquirir, administrar y enajenar,
según la legislación vigente, los bienes que integren su patrimonio.

Artículo 47. (Modificado por LO 11/1998)
La Hacienda de la Comunidad Autónoma se constituye con:
1. Los rendimientos de los impuestos que establezca la Comunidad Autónoma de Canta-
bria.
2. Los rendimientos de los impuestos cedidos por el Estado, a que se refiere la dispo-
sición adicional primera, y de todos aquellos cuya cesión sea aprobada por las Cortes
Generales.
3. Un porcentaje de participación en la recaudación total del Estado por la totalidad de
sus impuestos percibidos en la Comunidad Autónoma.
4. El rendimiento de sus propias tasas, aprovechamientos especiales y por la presta-
ción de servicios directos de la Comunidad Autónoma, sean de propia creación o como
consecuencia de traspasos de servicios estatales.
5. Las contribuciones especiales que establezca la Comunidad Autónoma en el ejercicio
de sus competencias.
6. Los recargos en impuestos estatales.
7. En su caso, los ingresos procedentes del Fondo de Compensación Interterritorial.
8. Otras asignaciones con cargo a los Presupuestos Generales del Estado.
9. La emisión de deuda y el recurso al crédito.
10. Los rendimientos del patrimonio de la Comunidad Autónoma.
11. Ingresos de derecho privado; legados y donaciones.
12. Multas y sanciones en el ámbito de sus competencias.

Artículo 48. ( Modificado por LO 11/1998)
La Comunidad Autónoma de Cantabria y los entes locales afectados, participarán en los
ingresos correspondientes a los tributos que el Estado pueda establecer para recuperar
los costos sociales producidos por actividades contaminantes o generadoras de riesgo
de especial gravedad para el entorno físico y humano de Cantabria, en la forma que
establezca la Ley creadora del gravamen.

Artículo 49. ( Modificado por LO 11/1998)
1. Cuando se complete el traspaso de servicios o al cumplirse el sexto año de vigencia
de este Estatuto, si la Comunidad Autónoma de Cantabria o el Estado lo solicita, la parti-
cipación anual en los ingresos del Estado, citada en el número 3 del artículo 47 y defi-
nida en la disposición transitoria décima, se negociará sobre las siguientes bases:



a) El coeficiente de población.
b) El coeficiente de esfuerzo fiscal en el Impuesto sobre la Renta de las

Personas Físicas.
c) La cantidad equivalente a la aportación proporcional que corresponda a

Cantabria, por los servicios y cargas generales que el Estado continúe asumiendo como
propios.

d) La relación inversa de la renta real por habitante de Cantabria respecto a la
del resto de España.

e) Relación entre los índices de déficit en servicios sociales e infraestructura
que afecten al territorio de la Comunidad y al conjunto del Estado.

f) Relación entre los costos por habitante de los servicios sociales y adminis-
trativos transferidos para el territorio de la Comunidad y para el conjunto del Estado.

g) Otros criterios que se estimen procedentes.
2. La fijación del nuevo porcentaje de participación será objeto de negociación y podrá
revisarse en los siguientes supuestos:

a) Cuando se amplíen o se reduzcan las competencias asumidas por la Comu-
nidad Autónoma y que anteriormente realizase el Estado.

b) Cuando se produzca la cesión de nuevos tributos.
c) Cuando se lleven a cabo reformas sustanciales en el sistema tributario del

Estado.
d) Cuando, transcurridos cinco años después de su puesta en vigor, sea soli-

citada dicha revisión por el Estado o la Comunidad Autónoma de Cantabria.

Artículo 50. ( Modificado por LO 11/1998)
1. La Comunidad Autónoma de Cantabria, mediante acuerdo del Parlamento, podrá
concertar operaciones de crédito y emitir deuda pública para financiar gastos de inver-
sión.
2. El volumen y características se establecerán de acuerdo con la ordenación de la polí-
tica crediticia y en coordinación con el Estado.
3. Los títulos emitidos tendrán la consideración de fondos públicos a todos los efectos.
4. Asimismo, el Gobierno podrá realizar operaciones de crédito por plazo inferior a un
año, con objeto de cubrir sus necesidades transitorias de tesorería.
5. Lo establecido en los artículos anteriores se ajustará a lo dispuesto en la Ley Orgá-
nica de Financiación de las Comunidades Autónomas.

Artículo 51. (Modificado por LO 11/1998)
1. La gestión, recaudación, liquidación e inspección de sus propios tributos, así como
el conocimiento de las reclamaciones relativas a los mismos, corresponderán a la
Comunidad Autónoma de Cantabria, la cual dispondrá de plenas atribuciones para la
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ejecución y organización de dichas tareas, sin perjuicio de la colaboración que pueda
establecerse con la Administración Tributaria del Estado, especialmente cuando así lo
exija la naturaleza del tributo.
2. En el caso de los impuestos cuyos rendimientos se hubiesen cedido, el Gobierno
asumirá, por delegación del Estado, la gestión, recaudación, liquidación, inspección y
revisión, en su caso, de los mismos, sin perjuicio de la colaboración que pueda esta-
blecerse entre ambas Administraciones, todo ello de acuerdo con lo especificado en la
Ley que fije el alcance y condiciones de la cesión.
3. La gestión, recaudación, liquidación, inspección y revisión, en su caso, de los demás
impuestos del Estado, recaudados en Cantabria, corresponderá a la Administración
Tributaria del Estado, sin perjuicio de la delegación que la Comunidad Autónoma de
Cantabria pueda recibir de éste y de la colaboración que pueda establecerse, especial-
mente cuando así lo exija la naturaleza del tributo.

Artículo 53. (Modificado por LO 11/1998)
La Comunidad Autónoma de Cantabria gozará del tratamiento fiscal que la Ley esta-
blezca para el Estado.

Artículo 54. ( Modificado por LO 11/1998)
Se regularán necesariamente, mediante Ley del Parlamento de Cantabria, las siguientes
materias:

a) El establecimiento, modificación y supresión de sus propios impuestos,
tasas y contribuciones especiales y de las exenciones o bonificaciones que les afecten.

b) El establecimiento, modificación y supresión de los recargos sobre los
impuestos del Estado, de acuerdo con lo establecido en el artículo 12 de la Ley Orgá-
nica de Financiación de las Comunidades Autónomas.

Artículo 55. ( Modificado por LO 11/1998)
Corresponde al Gobierno de Cantabria:

a) Aprobar los reglamentos generales de sus propios tributos.
b) Elaborar las normas reglamentarias precisas para gestionar los impuestos

estatales cedidos de acuerdo con los términos de dicha cesión.

Artículo 56. ( Modificado por LO 11/1998)
Corresponde al Gobierno la elaboración y aplicación del presupuesto de la Comunidad
Autónoma de Cantabria y al Parlamento su examen, enmienda, aprobación y control.
El presupuesto será único, tendrá carácter anual e incluirá la totalidad de los gastos e
ingresos de la Comunidad Autónoma de Cantabria y de los organismos y entidades
dependientes de la misma.
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Igualmente se consignará en él el importe de los beneficios fiscales que afecten a los
tributos atribuidos a la Comunidad Autónoma de Cantabria.
Si los presupuestos generales de la Comunidad Autónoma no fueran aprobados antes
del primer día del ejercicio económico correspondiente, quedará automáticamente
prorrogada la vigencia de los anteriores.

Disposición Adicional Primera. (Modificada por LO 11/1998 y por Ley 29/1997)
1. (Modificado por Ley 21/2002) Se cede a la Comunidad Autónoma de Cantabria el
rendimiento de los siguientes tributos:
a) Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, con carácter parcial, con el límite
del 33 por 100.
b) Impuestos sobre el Patrimonio.
c) Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.
d) Impuestos sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.
e) Los tributos sobre el Juego.
f) El impuesto sobre el Valor Añadido, con carácter parcial, con el límite del 35 por 100.
g) El impuesto Especial sobre la Cerveza, con carácter parcial, con el límite del 40 por
100.
h) El impuesto Especial sobre el Vino y Bebidas Fermentadas, con carácter parcial, con
el límite del 40 por 100.
i) El Impuesto Especial sobre Productos Intermedios, con carácter parcial, con el límite
del 40 por 100.
j) El Impuesto Especial sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas, con carácter parcial, con
el límite del 40 por 100.
k) El Impuesto Especial sobre Hidrocarburos, con carácter parcial, con el límite del 40
por 100.
l) El Impuesto Especial sobre las Labores del Tabaco, con carácter parcial, con el límite
del 40 por 100.
m) El Impuesto Especial sobre la Electricidad.
n) El Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte.
ñ) El Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos. La eventual
supresión o modificación por el Estado de alguno de los tributos antes señalados impli-
cará la extinción o modificación de la cesión.
2. El contenido de esta disposición se podrá modificar mediante acuerdo del Gobierno
con la Comunidad Autónoma, que será tramitado por el Gobierno como proyecto de
Ley. A estos efectos, la modificación de la presente disposición no se considerará modi-
ficación del Estatuto.
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3. El alcance y condiciones de la cesión se establecerán por la Comisión Mixta a que
se refiere el apartado 1 de la disposición transitoria 7 que, en todo caso, las referirá a
rendimientos en Cantabria.
El Gobierno tramitará el acuerdo de la Comisión como proyecto de ley, en el plazo de
seis meses a partir de la constitución del primer Consejo de Gobierno de Cantabria.

Disposición Adicional Segunda. (Añadida por LO 11/1998)
1. La Comunidad Autónoma de Cantabria velará para que, en los términos de los artí-
culos 138 y 139 de la Constitución española, el Estado garantice la realización efectiva
de los principios de igualdad y solidaridad y el equilibrio económico de las diversas
Comunidades Autónomas, sin que las diferencias entre sus Estatutos y competencias
puedan implicar, en ningún caso, privilegios económicos o sociales en perjuicio de
Cantabria.
2. Con el fin de garantizar el nivel mínimo en la prestación de servicios públicos funda-
mentales que la Comunidad Autónoma haya asumido, y siempre que se dé el supuesto
previsto en la Ley Orgánica reguladora de la Financiación de las Comunidades Autó-
nomas, la Hacienda de la Comunidad Autónoma recibirá con cargo a los Presupuestos
Generales del Estado la asignación complementaria a la que se refiere el artículo 158,
apartado 1, de la Constitución Española.
3. La Comunidad Autónoma velará para que en la valoración del coste de los servicios
transferidos o a transferir, en el cálculo de la participación anual de los ingresos del
Estado, en la determinación de la asignación compensatoria a que se refiere el apar-
tado anterior y en la de los demás instrumentos de solidaridad previstos en el artículo
158 de la Constitución española para la corrección de los desequilibrios tradicionales
de Cantabria se ponderen adecuadamente, entre otros, los factores de dificultad
orográfica y dispersión demográfica.
4. La Comunidad Autónoma de Cantabria velará para que el traspaso de funciones y
servicios de la gestión de la asistencia sanitaria de la Seguridad Social, incluida en el
apartado 1 del artículo 26 del presente Estatuto, garantice la continuidad del hospital
“Marqués de Valdecilla” como centro de referencia nacional, para que pueda mantener
e incrementar en el futuro su alto nivel de actualización asistencial, docente, científica
y tecnológica.

Disposición Transitoria Undécima.
Se cede a la Comunidad Autónoma, en los términos previstos en la disposición transi-
toria tercera de la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas el
Impuesto sobre el Lujo que se recaude en destino.



7. LA RIOJA:
Artículo 43. (Modificado por LO 2/1999)
La Comunidad Autónoma de La Rioja contará para el desempeño de sus competencias
y funciones con hacienda, dominio público y patrimonio propio. Ejercerá la autonomía
financiera de acuerdo con la Constitución, el presente Estatuto, la Ley Orgánica de
Financiación de las Comunidades Autónomas.

Artículo 44. (Modificado por LO 2/1999)
1. El patrimonio de la Comunidad Autónoma estará integrado por:
Los bienes y derechos pertenecientes a la Diputación Provincial de La Rioja en el
momento de constituirse la Comunidad Autónoma.
Los bienes y derechos afectados a los servicios que se traspasen a la Comunidad Autó-
noma.
Los bienes y derechos que adquiera por cualquier título jurídico.
2. La Comunidad Autónoma tiene capacidad para adquirir, poseer, administrar y
enajenar los bienes que integran su patrimonio.
3. Una Ley del Parlamento de La Rioja regulará el régimen jurídico, así como la admi-
nistración, defensa y conservación del Patrimonio de la Comunidad Autónoma.

Artículo 45. (Modificado por LO 2/1999)
Los recursos de la Comunidad Autónoma estarán constituidos por:
a) Los ingresos procedentes de su patrimonio, legados, donaciones y demás de
Derecho privado.
b) Los ingresos procedentes de la recaudación tributaria.
c) Los rendimientos de las tasas, contribuciones especiales e impuestos propios de la
Comunidad que el Parlamento de La Rioja pueda establecer, de acuerdo con el artículo
157 de la Constitución.
d) Los rendimientos de los tributos cedidos total o parcialmente por el Estado y que se
especifican en la disposición adicional primera, así como aquellos cuya cesión sea apro-
bada por las Cortes Generales.
e) Los recargos que pudieran establecerse sobre los impuestos del Estado.
f) Las participaciones en los ingresos del Estado.
g) El producto de operaciones de crédito y emisión de deuda.
h)El producto de multas y sanciones en el ámbito de su competencia.
i) Asignaciones con cargo a los Presupuestos Generales del Estado.
j) La participación en el Fondo de Compensación Interterritorial y en otros Fondos.
k) Cuantos otros recursos se le atribuyan de acuerdo con las Leyes.
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Artículo 46. (Modificado por LO 2/1999)
A los efectos de concretar los ingresos de la Comunidad Autónoma de La Rioja, y de
forma especial, la participación territorializada de La Rioja en los tributos generales que
se determinen y las condiciones para la aprobación de recargos sobre tributos del
sistema fiscal general, en el marco de lo dispuesto en el artículo 157.3 de la Constitu-
ción y en la legislación que lo desarrolle, la Administración General del Estado y la Comu-
nidad Autónoma de La Rioja suscribirán un acuerdo bilateral que se formalizará en Comi-
sión Mixta, que podrá ser revisado periódicamente de forma conjunta, el cual deberá
tener en cuenta el esfuerzo fiscal de La Rioja y que atenderá singularmente los criterios
de corresponsabilidad fiscal y solidaridad interterritorial, así como la corrección de los
desequilibrios producidos en La Rioja por los efectos derivados de su situación limítrofe
con otros territorios.

Artículo 47. (Modificado por LO 2/1999)
1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, la participación anual de la Comu-
nidad Autónoma de La Rioja en los ingresos del Estado a que se refiere el apartado e)
del artículo 44 del presente Estatuto, se negociará atendiendo a los criterios que fije la
legislación de desarrollo del artículo 157 de la Constitución y cualesquiera otros que
permitan garantizar, con suficiencia y solidaridad, el ejercicio de las competencias de la
Comunidad Autónoma.
2. El porcentaje de participación únicamente podrá ser objeto de revisión en los
siguientes supuestos:

a) Cuando se amplíen o reduzcan las competencias asumidas por la Comunidad
Autónoma entre las que anteriormente correspondiesen al Estado.

b) Cuando se produzca la cesión de nuevos tributos.
c) Cuando se reforme sustancialmente el sistema tributario del Estado.
d) Cuando, transcurridos cinco años desde su entrada en vigor, sea solicitada

su revisión por el Estado o la Comunidad Autónoma.

Artículo 48.
1. La Comunidad Autónoma regulará por sus órganos competentes, según lo estable-
cido en el presente Estatuto y normas que lo desarrollen, las siguientes materias:

a) La elaboración, examen, aprobación y control de sus presupuestos.
b) El establecimiento, modificación y supresión de sus propios impuestos,

tasas y contribuciones especiales, así como de los elementos directamente deter-
minantes de la deuda tributaria, inclusive exenciones y bonificaciones que les
afecten.

c) El establecimiento, modificación y supresión de los recargos sobre
impuestos estatales.
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d) La emisión de deuda pública y las operaciones de crédito, de acuerdo con
lo establecido en el artículo 14 de la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades
Autónomas.

e) El régimen jurídico de su patrimonio en el marco de la legislación básica del
Estado.

f) Los reglamentos generales de sus propios impuestos.
g) Las normas reglamentarias precisas para gestionar los impuestos estatales

cedidos de acuerdo con las especificaciones de dicha cesión.
h) Las demás funciones y competencias que le atribuyan las Leyes.

2. Deberán adoptar necesariamente la forma de Ley las cuestiones referidas en los
apartados b), c), d) y e) y aquéllas otras que así lo requiera el ordenamiento jurídico.

Artículo 49.
1. La gestión, liquidación, recaudación e inspección de los tributos propios corresponderá a
la Comunidad Autónoma, la cual dispondrá de plenas atribuciones para la organización y ejecu-
ción de dichas tareas, sin perjuicio de la colaboración que pueda establecerse con la Admi-
nistración Tributaria del Estado, especialmente cuando así lo exija la naturaleza del tributo.
2. En caso de impuestos cedidos, la Comunidad Autónoma asumirá, por delegación del
Estado, la gestión, liquidación, recaudación, inspección y, en su caso, revisión de los
mismos, sin perjuicio de la colaboración que pueda establecerse entre ambas Adminis-
traciones, todo ello de acuerdo con la Ley que fije el alcance y condiciones de la cesión.
3. La gestión, recaudación, liquidación, inspección y revisión, en su caso, de los demás
impuestos del Estado recaudados en la Comunidad Autónoma de La Rioja, correspon-
derá a la Administración Tributaria del Estado, sin perjuicio de la delegación que aquélla
pueda recibir de ésta y de la colaboración que pueda establecerse, especialmente
cuando así lo exija la naturaleza del tributo.

Artículo 52.
La Comunidad Autónoma gozará del tratamiento fiscal que la Ley establezca para el
Estado.

Artículo 55. (Modificado por LO 2/1999)
1. Corresponde al Parlamento la potestad de establecer los impuestos, tasas, contri-
buciones especiales y exacciones no fiscales, así como la fijación de recargos.
2. La potestad tributaria se ejercerá con arreglo a los principios constitucionales de
igualdad, capacidad contributiva y progresividad.

Artículo 57.
1. La Comunidad Autónoma de La Rioja podrá realizar operaciones de crédito por plazo
inferior a un año, con objeto de cubrir sus necesidades de tesorería.
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2. La Comunidad Autónoma de La Rioja podrá concertar operaciones de crédito por
plazo superior a un año, operaciones de crédito exterior, crédito público o emisión de
deuda en las condiciones establecidas por la Ley Orgánica de Financiación de las Comu-
nidades Autónomas.
3. La deuda pública de la Comunidad Autónoma de La Rioja y los títulos valores de
carácter equivalente estarán sujetos a lo dispuesto en la Ley Orgánica de Financiación
de las Comunidades Autónomas y, en su defecto, a las mismas normas que regulen la
deuda pública del Estado, gozando de iguales beneficios y condiciones que ésta.

Disposición Adicional Primera. De la cesión de rendimiento de tributos.
1.(Modificado por Ley 22/2002) Se cede a la Comunidad Autónoma de La Rioja el rendi-
miento de los siguientes tributos:
a) Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, con carácter parcial, con el límite
del 33 por 100.
b) Impuestos sobre el Patrimonio.
c) Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.
d) Impuestos sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.
e) Los tributos sobre el Juego.
f) El impuesto sobre el Valor Añadido, con carácter parcial, con el límite del 35 por 100.
g) El impuesto Especial sobre la Cerveza, con carácter parcial, con el límite del 40 por
100.
h) El impuesto Especial sobre el Vino y Bebidas Fermentadas, con carácter parcial, con
el límite del 40 por 100.
i) El Impuesto Especial sobre Productos Intermedios, con carácter parcial, con el límite
del 40 por 100.
j) El Impuesto Especial sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas, con carácter parcial, con
el límite del 40 por 100.
k) El Impuesto Especial sobre Hidrocarburos, con carácter parcial, con el límite del 40
por 100.
l) El Impuesto Especial sobre las Labores del Tabaco, con carácter parcial, con el límite
del 40 por 100.
m) El Impuesto Especial sobre la Electricidad.
n) El Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte.
ñ) El Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos. La eventual
supresión o modificación por el Estado de alguno de los tributos antes señalados impli-
cará la extinción o modificación de la cesión.
2. El contenido de esta disposición se podrá modificar mediante acuerdo del Gobierno
con la Comunidad Autónoma, que será tramitado como proyecto de Ley ordinaria. A
estos efectos, la modificación de la presente disposición no se entenderá como modi-
ficación del Estatuto.
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3. El alcance y condiciones de la cesión se establecerán por la Comisión Mixta, que, en
todo caso, los referirá a rendimientos en La Rioja. El Gobierno tramitará el acuerdo
como Ley en el plazo de seis meses, a partir de la constitución del primer Consejo de
Gobierno de La Rioja.

8. REGIÓN DE MURCIA:
Artículo 40.
La Región de Murcia tiene autonomía financiera, dominio público y patrimonio propio de
acuerdo con la Constitución, este Estatuto y los principios de coordinación orgánica y
funcional con las Administraciones Estatal y Local, así como de solidaridad entre todos
los españoles.

Artículo 41.
1. El patrimonio de la Comunidad Autónoma de Murcia se compone de:
a) Los bienes, derechos y acciones pertenecientes al Ente Preautonómico y a la Dipu-
tación Provincial.
b) Los bienes que estuvieran afectos a servicios traspasados a la Comunidad Autó-
noma.
c) Los bienes que adquiera por cualquier título jurídico válido.
2. La Comunidad Autónoma tiene plena capacidad para adquirir y disponer de los bienes
que integren su patrimonio.
3. El régimen jurídico de los bienes patrimoniales y de dominio público de la Región
deberá regularse por una Ley de la Asamblea en los términos del presente Estatuto y
en el marco de la legislación básica del Estado.

Artículo 42.
La Hacienda de la Comunidad Autónoma está constituida por:a) Los ingresos proce-
dentes de su patrimonio y demás de Derecho privado.
b) Los ingresos procedentes de sus propios impuestos, tasas y contribuciones espe-
ciales.
c) Los ingresos procedentes de los tributos que sean cedidos total o parcialmente por
el Estado.
d) Los recargos que pudieran establecerse sobre los impuestos del Estado.
e) Las participaciones en los ingresos del Estado.
f) El producto de las operaciones de crédito y de las emisiones de Deuda.
g) El producto de las multas y sanciones en el ámbito de su competencia.
h) Las asignaciones que se puedan establecer en los Presupuestos Generales del
Estado.
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i) Las transferencias del Fondo de Compensación Interterritorial para la inversión en el
territorio de la Región.
j) Cualesquiera otros ingresos públicos o privados.

Artículo 43.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma:
La administración de los tributos propios, en sus fases de gestión, liquidación, recau-
dación e inspección, pudiendo solicitar de la Administración Tributaria del Estado la cola-
boración que precise para el mejor cumplimiento de estas funciones.
Por delegación del Estado, la administración de los tributos cedidos por éste en la
forma y límite que señale el acto de cesión.
2. En los demás casos, dicha administración corresponderá al Estado, sin perjuicio de
la delegación que la Región pueda recibir de éste y de la colaboración que pueda esta-
blecerse, especialmente cuando las necesidades y circunstancias así lo aconsejen.
3. El Consejo de Gobierno podrá colaborar con las Corporaciones municipales para la
recaudación de los tributos propios de éstas, sin perjuicio de la gestión, liquidación e
inspección que corresponde a tales entidades.

Artículo 45.
Se regularán necesariamente mediante Ley de la Asamblea Regional las siguientes
materias:
1. El establecimiento, modificación y supresión de sus propios impuestos, tasas y
contribuciones especiales, así como de los elementos directamente determinantes de
la deuda tributaria, inclusive exenciones y bonificaciones que les afecten.
2. El establecimiento, modificación y supresión de los recargos sobre los impuestos del
Estado

Artículo 46.(Modificado por LO 1/1998)
1. Corresponde al Consejo de Gobierno la elaboración del Presupuesto de la Comunidad
Autónoma, y a la Asamblea Regional su examen, enmienda, aprobación y control.
2. El Presupuesto tendrá carácter anual, ajustando su periodicidad a la de los Presu-
puestos del Estado, y será presentado por el Consejo de Gobierno a la Asamblea con
una antelación mínima de dos meses a la fecha de inicio del correspondiente ejercicio.
3. En él se incluirán la totalidad de los gastos e ingresos de los organismos y entidades
integrantes de la Comunidad Autónoma, consignándose igualmente el importe de los
beneficios fiscales que afecten a tributos correspondientes a ésta.
4. El Presupuesto de la Comunidad Autónoma será elaborado con criterios homogé-
neos, de forma que sea posible su consolidación con los Presupuestos Generales del
Estado.
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5. Si la Ley de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma no fuera aprobada
antes del primer día del ejercicio económico correspondiente, quedará automática-
mente prorrogada la del ejercicio anterior hasta la aprobación del nuevo.

Artículo 47.
1. El Consejo de Gobierno, autorizado por una Ley de la Asamblea, podrá emitir Deuda
Pública y concertar otras operaciones de crédito para financiar gastos de inversión por
un plazo superior a un año.
2. Asimismo, el Consejo de Gobierno podrá realizar operaciones de crédito por plazo
no superior a un año, con objeto de cubrir necesidades transitorias de Tesorería.
3. Las operaciones de crédito a que se refieren los números a anteriores se ajustarán
a lo dispuesto en la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas y
demás normas generales del Estado.
4. Los títulos emitidos tendrán la consideración de fondos públicos a todos los efectos.

Artículo 50.
La Región de Murcia gozará del tratamiento fiscal que la Ley establezca para el Estado.

Disposición Adicional Primera. (Modificada por Ley 34/1997)
1. (Modificado por Ley 23/2002) Se cede a la Comunidad Autónoma de la Región de
Murcia el rendimiento de los siguientes tributos:
a) Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, con carácter parcial, con el límite
del 33 por 100.
b) Impuestos sobre el Patrimonio.
c) Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.
d) Impuestos sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.
e) Los tributos sobre el Juego.
f) El impuesto sobre el Valor Añadido, con carácter parcial, con el límite del 35 por 100.
g) El impuesto Especial sobre la Cerveza, con carácter parcial, con el límite del 40 por
100.
h) El impuesto Especial sobre el Vino y Bebidas Fermentadas, con carácter parcial, con
el límite del 40 por 100.
i) El Impuesto Especial sobre Productos Intermedios, con carácter parcial, con el límite
del 40 por 100.
j) El Impuesto Especial sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas, con carácter parcial, con
el límite del 40 por 100.
k) El Impuesto Especial sobre Hidrocarburos, con carácter parcial, con el límite del 40
por 100.
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l) El Impuesto Especial sobre las Labores del Tabaco, con carácter parcial, con el límite
del 40 por 100.
m) El Impuesto Especial sobre la Electricidad.
n) El Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte.
ñ) El Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos. La eventual
supresión o modificación por el Estado de alguno de los tributos antes señalados impli-
cará la extinción o modificación de la cesión.
2. El alcance y condiciones de la cesión se establecerá por la Comisión Mixta a la que
se refiere la disposición transitoria quinta que, en todo caso, los referirá a bienes,
valores o rendimientos sitos u obtenidos en la Región de Murcia. El Gobierno no trami-
tará el acuerdo de la Comisión como proyecto de Ley, en el plazo de seis meses a partir
de la aprobación por las Cortes del presente Estatuto.
3. En tanto no estén en vigor los impuestos referidos en los epígrafes a) y c) del apar-
tado uno de esta disposición, se ceden a la Comunidad Autónoma los siguientes
impuestos:
En sustitución del impuesto reseñado en el epígrafe a), el actual Impuesto Extraordinario
sobre el Patrimonio de las Personas Físicas.
En tanto no entre en vigor el impuesto reseñado en la letra c), el actual Impuesto
General sobre Sucesiones.
4. El contenido de esta disposición se podrá modificar mediante acuerdo del Gobierno
con la Comunidad Autónoma, siendo tramitada por el Gobierno como proyecto de Ley
ordinaria. A estos efectos, la modificación de la presente disposición no se considerará
modificación del Estatuto.

9. COMUNIDAD VALENCIANA:
Artículo 48.
1. La Comunidad Autónoma Valenciana dispondrá, para el adecuado desarrollo y ejecu-
ción de sus competencias, de patrimonio y hacienda propios.
2. La actividad financiera de la Comunidad Valenciana no supondrá, en ningún caso, el
establecimiento de privilegios económicos o sociales.
3. La Generalidad Valenciana gozará del tratamiento fiscal que la legislación establezca
para el Estado.

Artículo 50.
1. El patrimonio de la Generalidad está integrado por:
a) Los bienes y derechos de los que sea titular el Ente Preautonómico en el momento
de la aprobación del presente Estatuto.
b) Los bienes y derechos afectos a los servicios transferidos por el Estado al Ente
Preautonómico.
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c) Los bienes procedentes de herencias intestadas, cuando el causante ostentare la
condición jurídica de valenciano, en los términos que establezca la Legislación del
Estado.
d) Los bienes y derechos adquiridos por la Generalidad mediante cualquier título jurídico
válido.
2. El patrimonio de la Comunidad Autónoma, su administración, defensa y conservación,
serán regulados por Ley de las Cortes Valencianas.

Artículo 51.
La Hacienda de la Comunidad Autónoma se constituye por:
a) Los ingresos procedentes de su patrimonio y demás derechos privados, legados,
donaciones y subvenciones.
b) Sus propios impuestos, tasas y contribuciones especiales, de acuerdo con lo que
establezca la ley prevista en el artículo ciento cincuenta y siete, tres, de la Constitución.
c) Los rendimientos de los impuestos cedidos por el Estado.
d) Los recargos sobre los impuestos estatales.
e) Un porcentaje de participación en la recaudación total del Estado, incluyendo los
rendimientos de los monopolios fiscales.
f) Las asignaciones y subvenciones a cargo de los Presupuestos Generales del Estado.
g) La emisión de deuda y el recurso al crédito.
h) Los ingresos procedentes del Fondo de Compensación Interterritorial.
i) El producto de las multas y sanciones en el ámbito de su competencia.
j) Cualquier otro tipo de ingresos que puedan obtenerse en virtud de las leyes.

Artículo 52.
1. (Modificado por Ley 24/2002) Se cede a la Generalidad Valenciana el rendimiento de
los siguientes tributos:
a) Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, con carácter parcial, con el límite
del 33 por 100.
b) Impuestos sobre el Patrimonio.
c) Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.
d) Impuestos sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.
e) Los tributos sobre el Juego.
f) El impuesto sobre el Valor Añadido, con carácter parcial, con el límite del 35 por 100.
g) El impuesto Especial sobre la Cerveza, con carácter parcial, con el límite del 40 por
100.
h) El impuesto Especial sobre el Vino y Bebidas Fermentadas, con carácter parcial, con
el límite del 40 por 100.
i) El Impuesto Especial sobre Productos Intermedios, con carácter parcial, con el límite
del 40 por 100.
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j) El Impuesto Especial sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas, con carácter parcial, con
el límite del 40 por 100.
k) El Impuesto Especial sobre Hidrocarburos, con carácter parcial, con el límite del 40
por 100.
l) El Impuesto Especial sobre las Labores del Tabaco, con carácter parcial, con el límite
del 40 por 100.
m) El Impuesto Especial sobre la Electricidad.
n) El Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte.
ñ) El Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos. La eventual
supresión o modificación por el Estado de alguno de los tributos antes señalados impli-
cará la extinción o modificación de la cesión.
2. El contenido de este artículo se podrá modificar mediante acuerdo del Gobierno con
la Comunidad Autónoma, que será tramitado por el Gobierno como proyecto de ley. A
estos efectos, la modificación del presente artículo no se considerará modificación del
Estatuto.
3. El alcance y condiciones de la cesión se establecerán por la Comisión Mixta mencio-
nada en la disposición transitoria tercera que, en todo casó, lo referirá a rendimientos
de la Comunidad Autónoma. El Gobierno tramitará el acuerdo de la Comisión como
proyecto de ley, o, si concurrieran razones de urgencia, como Decreto-ley, en el plazo
de seis meses a partir de la constitución de las primeras Cortes Valencianas.

Artículo 53.
1. La participación en los impuestos del Estado, citada en la letra e) del artículo
cincuenta y uno, se fijará de acuerdo con el Parlamento y el Gobierno del Estado, con
sujeción a las normas de la Ley Orgánica que desarrolla el artículo ciento cincuenta y
siete de la Constitución.
2. El porcentaje de participación se revisará en los supuestos previstos en la Ley y, en
todo caso, cada cinco años.

Artículo 54.
La gestión, recaudación, liquidación e inspección de sus tributos propios, los cedidos y
las formas de colaboración en estas materias, en relación a los Impuestos del Estado,
se adecuará a la Ley Orgánica establecida en el artículo ciento cincuenta y siete, tres,
de la Constitución.

Artículo 55.
1. Corresponde al Gobierno valenciano la elaboración del presupuesto de la Genera-
lidad, el cual debe ser sometido a las Cortes Valencianas para su aprobación. Toda
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proposición o enmienda que suponga un aumento de los créditos o disminución de los
ingresos presupuestarios, requerirá la conformidad del Gobierno valenciano para su
tramitación.
2. El presupuesto de la Generalidad será único y se elaborará con criterios homogéneos
con los del Estado. El presupuesto tiene carácter anual.
3. El presupuesto incluirá necesariamente la totalidad de los ingresos y gastos de los
organismos y, en su caso, los beneficios fiscales que afecten a los tributos propios esta-
blecidos por las Cortes Valencianas.
4. El presupuesto debe ser presentado a las Cortes Valencianas, al menos con dos
meses de antelación al comienzo del correspondiente ejercicio. Si aquél no estuviera
aprobado el primer día del ejercicio, se entenderá prorrogado el del ejercicio anterior
hasta la aprobación.

Artículo 56.
1. La Generalidad, mediante acuerdo de las Cortes Valencianas, podrá emitir deuda
pública para financiar gastos de inversión.
2. El volumen y características de las emisiones se establecerá de acuerdo con la orde-
nación general de la política crediticia y en coordinación con el Estado.
3. Los títulos emitidos tendrán la consideración de fondos públicos a todos los efectos.
4. Si el Estado emite deuda que afecte a un servicio traspasado a la Generalidad Valen-
ciana, ésta tendrá derecho a una participación en función del servicio que presta.

Artículo 60.
Por ley de las Cortes Valencianas se podrá crear un Consejo económico-social. En dicha
ley se regulará su composición, funciones y Estatuto de sus miembros.

Disposición Adicional Primera
El ejercicio de las competencias financieras se ajustará a lo dispuesto en la Ley Orgá-
nica de Financiación de las Comunidades Autónomas.

Disposición Adicional Segunda.
El Gobierno valenciano y el Consejo de Cultura informarán el correspondiente antepro-
yecto de la norma estatal que regule la situación del archivo de la Corona de Aragón,
cuyo Patronato contará, en todo caso, con una representación paritaria de las Comuni-
dades Autónomas interesadas en el mismo.
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10. ARAGÓN:
Artículo 45.
1. La Comunidad Autónoma de Aragón dispondrá de Hacienda Autónoma para la
adecuada financiación y desarrollo de los servicios propios de su competencia en coor-
dinación, tanto con la Hacienda estatal como con las locales, atendiéndose especial-
mente a los principios de suficiencia y de solidaridad en la redistribución intrarregional.
2. La autonomía financiera de la Comunidad Autónoma de Aragón estará garantizada
por la Constitución, la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas y
el Estatuto de Autonomía, mediante el ejercicio de las potestades y competencias que
en ellas se le reconocen.
3. La potestad tributaria de la Comunidad Autónoma de Aragón responderá en su regu-
lación a los principios de generalidad y equitativa distribución de la carga fiscal entre los
ciudadanos llamados a satisfacerla.

Artículo 46. (Modificado por LO 5/1996)
1. El patrimonio de la Comunidad Autónoma de Aragón estará integrado por todos los
bienes de los que sea titular, estén o no adscritos a algún servicio o uso público de la
Comunidad Autónoma y cualquiera que sea su naturaleza y el título de adquisición.
2. Una ley de Cortes de Aragón regulará el régimen jurídico del patrimonio de la Comu-
nidad Autónoma, así como su administración, conservación y defensa.

Artículo 47. (Modificado por LO 5/1996)
La Hacienda de la Comunidad Autónoma de Aragón está constituida por:
1. Los ingresos por los impuestos que establezca la Comunidad Autónoma de Aragón.
2. Los ingresos por los tributos cedidos por el Estado.
3. El porcentaje de participación en la recaudación total de la Administración General
del  Estado por impuestos directos e indirectos no cedidos a las Comunidades Autó-
nomas.
4. El rendimiento de sus precios públicos y sus propias tasas por la utilización del
dominio público, la prestación de un servicio público o la realización de una actividad
que se refiera, afecte o beneficie de modo particular al sujeto pasivo.
5. Las contribuciones especiales que establezca la Comunidad Autónoma de Aragón en
el ejercicio de sus competencias.
6. Los recargos propios establecidos sobre los tributos estatales.
7. Los ingresos procedentes, en su caso, de la participación en el Fondo de Compen-
sación Interterritorial y en los fondos de las instituciones de la Unión Europea.
8. Los ingresos procedentes de la emisión de deuda y del recurso al crédito.
9. Los ingresos procedentes de los tributos establecidos por la Comunidad Autónoma
de Aragón sobre las materias que la legislación de régimen local reserve a las Corpo-
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raciones Locales cuando dicha legislación lo prevea, estableciendo medidas de
compensación, de modo que no se vean mermados sus ingresos.
10. Los rendimientos del patrimonio de la Comunidad Autónoma de Aragón.
11. Los ingresos de Derecho privado y los procedentes de legados y donaciones.
12. Los ingresos derivados de multas y sanciones en el ámbito de su competencia.
13. Otras asignaciones con cargo a los presupuestos generales del Estado o de otros
entes nacionales o internacionales.
14. Cualquier otro tipo de ingresos que puedan obtenerse en virtud de las leyes.

Artículo 48. (Modificado por LO 5/1996)
A los efectos de concretar lo dispuesto en el artículo anterior, y de forma especial la
participación territorializada de Aragón en los tributos generales que se determine y las
condiciones para la aprobación de recargos sobre tributos del Sistema Fiscal General,
en el marco de lo dispuesto en el artículo 157.3 de la Constitución y en la legislación
que lo desarrolle, la Administración General del Estado y la Comunidad Autónoma de
Aragón suscribirán un acuerdo bilateral que se formalizará en Comisión Mixta y podrá
ser revisado periódicamente de forma conjunta, deberá tener en cuenta el esfuerzo
fiscal de Aragón y que atenderá singularmente los criterios de corresponsabilidad fiscal
y solidaridad interterritorial.

Artículo 49. (Modificado por LO 5/1996)
Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, la participación anual de la Comu-
nidad Autónoma de Aragón en los ingresos del Estado a que se refiere el apartado tres
del artículo 47 del presente Estatuto, se negociará atendiendo a los criterios que fije la
legislación básica de desarrollo del artículo 157 de la Constitución y cualesquiera otros
que permitan garantizar, con suficiencia y solidaridad, el ejercicio de las competencias
de la Comunidad Autónoma.
El porcentaje de participación únicamente podrá ser objeto de revisión en los siguientes
supuestos:
a) Cuando se amplíen las competencias asumidas por la Comunidad Autónoma de entre
las que anteriormente correspondiesen a la Administración General del Estado.
b) Cuando se produzca la cesión de nuevos tributos o la supresión de los ya cedidos.
c) Cuando se reforme sustancialmente el sistema tributario del Estado.
d) Cuando, transcurridos cinco años desde su entrada en vigor, sea solicitada dicha revi-
sión por la Administración General o por la Comunidad Autónoma.

Artículo 50.
La Comunidad Autónoma de Aragón podrá realizar operaciones de crédito para cubrir
sus necesidades transitorias de tesorería, con arreglo al ordenamiento vigente.
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Artículo 51.
1. La Comunidad Autónoma, mediante ley de Cortes de Aragón, podrá recurrir a cual-
quier tipo de préstamo o crédito, emitir deuda pública o títulos equivalentes para finan-
ciar gastos de inversión, con sujeción al ordenamiento vigente.
2. El volumen y características del endeudamiento se establecerán por ley de Cortes
de Aragón, de acuerdo con la ordenación general de la política crediticia y en coordi-
nación con el Estado.
3. Los títulos emitidos tendrán la consideración de fondos públicos a todos los efectos.

Artículo 52.
En el supuesto de que el Estado emita deuda que, total o parcialmente, esté destinada
a la creación o mejora de servicios situados en Aragón y transferidos a la Comunidad
Autónoma aragonesa, ésta estará facultada para elaborar y presentar el programa de
obras y servicios beneficiarios de la emisión.

Artículo 54. (Modificado por LO 5/1996)
La Comunidad Autónoma de Aragón gozará del mismo tratamiento fiscal que la ley
otorgue al Estado.

Artículo 55.
1. El presupuesto de la Comunidad Autónoma será único, de carácter anual, e incluirá
la totalidad de los gastos e ingresos de la misma y de todos sus organismos, institu-
ciones y empresas.
2. Corresponde a la Diputación General la elaboración y ejecución del presupuesto y a
las Cortes su examen, enmienda, aprobación y control. El proyecto de presupuesto
deberá presentarse antes del último trimestre del ejercicio en curso.
3. Una Ley de Cortes de Aragón regulará las normas de organización y procedimiento
para asegurar la rendición de cuentas de la Comunidad Autónoma, que deberán some-
terse a la aprobación de aquéllas, sin perjuicio del control que corresponde al Tribunal
de Cuentas.

Artículo 56.
El ejercicio por parte de los órganos de la Comunidad Autónoma de las competencias
de naturaleza económica que con carácter de exclusivas o concurrentes se le reco-
nocen en el presente Estatuto, serán actuadas de acuerdo con la ordenación de la acti-
vidad económica general y la política monetaria del Estado en el marco de los objetivos
de política social y económica del Gobierno de la Nación y con respeto pleno al prin-
cipio de libertad de empresa reconocido en el artículo 38 de la Constitución, sin que en
ningún caso dicho ejercicio pueda suponer, directa o indirectamente, fraccionamiento o
ruptura de la unidad económica del mercado nacional.



Artículo 58. (Modificado por LO 5/1996)
Corresponde a las Cortes de Aragón:
1. El establecimiento, modificación y supresión de:
a) Los tributos propios de la Comunidad Autónoma.
b) Los recargos propios sobre los tributos del Estado.
2. La determinación de los elementos cuantificadores de los ingresos tributarios
citados, así como de las exenciones, bonificaciones y demás beneficios fiscales.
3. La solicitud de cesión de tributos del Estado y, en su caso, de modificación y renuncia
a los mismos.

Artículo 59.
Corresponde a la Diputación General aprobar:
1. Los reglamentos generales de sus propios tributos.
2. Las normas reglamentarias de los recargos propios sobre los tributos del Estado.

Artículo 60.
1. La gestión, liquidación, recaudación e inspección de sus propios tributos correspon-
derá a la Comunidad Autónoma de Aragón, la cual dispondrá de plenas atribuciones
para la ejecución y organización de dichas tareas, sin perjuicio de la colaboración que
pueda establecerse con la Administración Tributaria del Estado, especialmente cuando
así lo exija la naturaleza del tributo.
2. En caso de tributos cedidos, la Comunidad Autónoma de Aragón asumirá por dele-
gación del Estado la gestión, liquidación, recaudación, inspección y revisión, en su
caso, de los mismos, sin perjuicio de la colaboración que pueda establecerse entre
ambas Administraciones, todo ello de acuerdo con lo especificado en la ley que fije el
alcance y condiciones de la cesión. La cesión de tributos comportará las transferencias
de los medios personales y materiales necesarios para el ejercicio de dicha gestión.
3. La gestión, liquidación, recaudación, inspección y revisión, en su caso, de los demás
tributos del Estado recaudados en la Comunidad Autónoma, corresponderá a la Admi-
nistración Tributaria del Estado, sin perjuicio de la delegación que aquélla pueda recibir
de ésta, y de la colaboración que pueda establecerse, especialmente cuando así lo exija
la naturaleza del tributo.
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Disposición Adicional Segunda. (Modificada por LO 5/1996 y por Ley 25/1997)
1. (Modificado por Ley 25/2002) Se cede a la Comunidad Autónoma de Aragón, en los
términos previstos en el apartado 3 de esta disposición, el rendimiento de los siguientes
tributos:
a) Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, con carácter parcial, con el límite
del 33 por 100.
b) Impuestos sobre el Patrimonio.
c) Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.
d) Impuestos sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.
e) Los tributos sobre el Juego.
f) El impuesto sobre el Valor Añadido, con carácter parcial, con el límite del 35 por 100.
g) El impuesto Especial sobre la Cerveza, con carácter parcial, con el límite del 40 por
100.
h) El impuesto Especial sobre el Vino y Bebidas Fermentadas, con carácter parcial, con
el límite del 40 por 100.
i) El Impuesto Especial sobre Productos Intermedios, con carácter parcial, con el límite
del 40 por 100.
j) El Impuesto Especial sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas, con carácter parcial, con
el límite del 40 por 100.
k) El Impuesto Especial sobre Hidrocarburos, con carácter parcial, con el límite del 40
por 100.
l) El Impuesto Especial sobre las Labores del Tabaco, con carácter parcial, con el límite
del 40 por 100.
m) El Impuesto Especial sobre la Electricidad.
n) El Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte.
ñ) El Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos.
2. El contenido de esta disposición se podrá modificar mediante acuerdo del Gobierno
con la Comunidad Autónoma, que será tramitado por aquél como proyecto de ley. A
estos efectos, la modificación de la presente disposición no se considerará modifica-
ción del Estatuto.
3. El alcance y condiciones de la cesión se establecerán por la Comisión Mixta a que
se refiere el número 1 de la disposición transitoria sexta, que, en todo caso, los refe-
rirá a rendimientos en Aragón. El Gobierno tramitará el acuerdo de la Comisión como
proyecto de ley.
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11. CASTILLA-LA MANCHA:
Artículo 42.
Uno. La Comunidad Autónoma, con sujeción a los principios de coordinación con las
Haciendas estatal y local y de solidaridad entre todos los españoles, tiene autonomía
financiera y patrimonio propio de acuerdo con la Constitución, con este Estatuto y con
la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas.
Dos. La Comunidad Autónoma y sus instituciones de autogobierno gozan de idéntico
tratamiento fiscal que el establecido por las Leyes del Estado.

Artículo 43.
Uno. El patrimonio de la Comunidad Autónoma estará integrado por:
Primero.- El patrimonio de la Junta de Comunidades en el momento de aprobarse el
Estatuto.
Segundo.- Los bienes afectos a los servicios traspasados a la Comunidad Autónoma.
Tercero.- Los bienes adquiridos por la Junta de Comunidades por cualquier título jurídico
válido.
Dos. El régimen jurídico del Patrimonio, su administración defensa y conservación serán
regulados por una Ley de las Cortes de Castilla-La Mancha, en el marco de la legisla-
ción básica del Estado.

Artículo 44.
La Hacienda de la Comunidad Autónoma se constituye con:
Uno. Los rendimientos de sus propios impuestos, tasas y contribuciones especiales.
Dos. Los rendimientos de los tributos cedidos por el Estado a que se refiere la dispo-
sición adicional primera y de todos aquellos cuya cesión sea aprobada por las Cortes
Generales.
Tres. Un porcentaje de participación en la recaudación de los impuestos estatales no
cedidos.
Cuatro. Los recargos sobre impuestos estatales.
Cinco. Las transferencias procedentes del Fondo de Compensación Interterritorial y de
otros fondos para el desarrollo regional.Seis. Otras asignaciones con cargo a los Presu-
puestos Generales del Estado.Siete. El producto de la emisión de Deuda y el recurso al
crédito.
Ocho. Los rendimientos del patrimonio de la Comunidad Autónoma y los demás
ingresos de derecho privado, legados, herencias y donaciones.
Nueve. El producto de las multas y sanciones en el ámbito de su competencia.
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Artículo 45.
La Comunidad Autónoma o los Entes locales afectados participarán en los ingresos
correspondientes a los tributos que el Estado pueda establecer para recuperar los
costos sociales producidos por actividades contaminantes o generadoras de riesgos de
especial gravedad para el entorno físico y humano de la región, en la forma que esta-
blezca la ley creadora del gravamen.

Artículo 46.
Uno. Cuando se complete el traspaso de servicios o al cumplirse el sexto año de
vigencia de este Estatuto, la participación anual en los ingresos del Estado citada en el
número 3 del artículo 44, y definida en la disposición transitoria quinta se negociará
sobre las siguientes bases:
a) La media de los coeficientes de población y esfuerzo fiscal de la región.
b) La cantidad equivalente a la aportación proporcional que corresponde a la región por
los servicios y cargas generales que el Estado continúe asumiendo como propios.
c) La relación inversa entre la renta media de los residentes en la región y la media
estatal.
d) La relación entre los índices de déficit en servicios sociales e infraestructuras que
afecten al territorio de la región y al conjunto del Estado.
e) Otros criterios que se estimen procedentes, entre ellos superficie y número de muni-
cipios.
Dos. El porcentaje de participación de la Comunidad Autónoma únicamente podrá ser
objeto de revisión en los siguientes casos:
a) Cuando se amplíen o reduzcan las competencias asumidas por la Comunidad Autó-
noma y que anteriormente realizase el Estado.
b) Cuando se produzca la cesión de nuevos tributos.
c) Cuando se lleven a cabo reformas sustanciales en el sistema tributario del Estado.
d) Cuando, transcurridos cinco años después de su puesta en vigor sea solicitada dicha
revisión por el Estado o por la Comunidad Autónoma.

Artículo 47.
Uno. La Comunidad Autónoma, mediante Ley de las Cortes de Castilla-La Mancha, podrá
emitir Deuda Pública y concertar operaciones de crédito para financiar gastos de inver-
sión.
Dos. El volumen y características de las emisiones se establecerán de acuerdo con la
ordenación general de la política crediticia y en coordinación con el Estado.Tres. Los
títulos emitidos tendrán la consideración de Fondos públicos a todos los efectos.
Cuatro. Igualmente podrá concertar operaciones de crédito por plazo inferior a un año,
con objeto de cubrir sus necesidades transitorias de tesorería.



Cinco. Lo establecido en los apartados anteriores se ajustará a lo dispuesto en la Ley
Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas.

Artículo 49.
Se regulan necesariamente mediante ley de las Cortes de Castilla-La Mancha, las
siguientes materias:

a) El establecimiento, la modificación y supresión de los propios impuestos,
tasas y contribuciones especiales y de las exenciones o bonificaciones que les afecten.

b) El establecimiento, la modificación y supresión de los recargos sobre los
impuestos del Estado.

c) La emisión de Deuda Pública y demás operaciones de crédito concertadas
por la Comunidad Autónoma.

Artículo 50.
Corresponde al Consejo de Gobierno:

a) Aprobar los Reglamentos Generales de sus propios tributos.
b) Elaborar las normas reglamentarias precisas para gestionar los impuestos

estatales cedidos de acuerdo con los términos de dicha cesión.

Artículo 52.
Uno. La gestión, recaudación, liquidación e inspección de sus propios tributos, así como
el conocimiento de las reclamaciones relativas a ellos, corresponderá a la Junta de
Comunidades, la cual dispondrá de plenas atribuciones para la ejecución y organización
de dichas tareas, sin perjuicio de la colaboración que pueda establecerse con la Admi-
nistración Tributaria del Estado, especialmente cuando así lo exija la naturaleza del
tributo.
Dos. En el caso de los tributos cuyos rendimientos se hubieren cedido, el Consejo de
Gobierno asumirá, por delegación del Estado, la gestión, recaudación, liquidación e
inspección y revisión de los mismos, en su caso, sin perjuicio de la colaboración que
pueda establecerse entre ambas Administraciones, todo ello de acuerdo con lo especi-
ficado en la Ley que fije el alcance y condiciones de la cesión.
Tres. La gestión, recaudación y liquidación e inspección y revisión de los demás
impuestos del Estado recaudados en la región corresponderá a la Administración tribu-
taria estatal, sin perjuicio de la delegación que el Consejo de Gobierno pueda recibir de
éste y de la colaboración que pueda establecerse, especialmente cuando así lo exija la
naturaleza del tributo.
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Disposición Adicional Primera.
Uno. (Modificado por Ley 26/2002) Se cede a la Comunidad Autónoma de Castilla-La
Mancha el rendimiento de los siguientes tributos:
a) Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, con carácter parcial, con el límite
del 33 por 100.
b) Impuestos sobre el Patrimonio.
c) Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.
d) Impuestos sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.
e) Los tributos sobre el Juego.
f) El impuesto sobre el Valor Añadido, con carácter parcial, con el límite del 35 por 100.
g) El impuesto Especial sobre la Cerveza, con carácter parcial, con el límite del 40 por
100.
h) El impuesto Especial sobre el Vino y Bebidas Fermentadas, con carácter parcial, con
el límite del 40 por 100.
i) El Impuesto Especial sobre Productos Intermedios, con carácter parcial, con el límite
del 40 por 100.
j) El Impuesto Especial sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas, con carácter parcial, con
el límite del 40 por 100.
k) El Impuesto Especial sobre Hidrocarburos, con carácter parcial, con el límite del 40
por 100.
l) El Impuesto Especial sobre las Labores del Tabaco, con carácter parcial, con el límite
del 40 por 100.
m) El Impuesto Especial sobre la Electricidad.
n) El Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte.
ñ) El Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos. La eventual
supresión o modificación por el Estado de alguno de los tributos antes señalados impli-
cará la extinción o modificación de la cesión.
Dos. El contenido de esta disposición se podrá modificar mediante acuerdo del
Gobierno de la Nación con el Consejo de la Junta de Comunidades, que será tramitado
por aquél como proyecto de Ley. Esta modificación no tendrá la consideración de modi-
ficación del Estatuto.
Tres. El alcance y condiciones de la cesión se establecerá por acuerdo entre el
Gobierno de la Nación y el Consejo de Gobierno que, en todo caso, las referirá a rendi-
mientos en la región. El Gobierno tramitará el acuerdo como proyecto de Ley.

Disposición Adicional Segunda.
El ejercicio de las competencias financieras reconocidas por este Estatuto a la Junta de
Comunidades se ajustará a lo que establezca la Ley Orgánica a que se refiere el apar-
tado 3 del artículo 157 de la Constitución.
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12. CANARIAS:
Artículo 45.
La Comunidad Autónoma canaria contará con Hacienda y Patrimonio propios para el
desarrollo y ejecución de sus competencias.

Artículo 46. (Modificado por LO 4/1996)
1. Canarias goza de un régimen económico-fiscal especial, propio de su acervo histó-
rico y constitucionalmente reconocido, basado en la libertad comercial de importación
y exportación, no aplicación de monopolios y en franquicias aduaneras y fiscales sobre
el consumo.
2. Dicho régimen económico y fiscal incorpora a su contenido los principios y normas
aplicables como consecuencia del reconocimiento de Canarias como región ultraperi-
férica de la Unión Europea, con las modulaciones y derogaciones que permitan paliar
las características estructurales permanentes que dificultan su desarrollo.
3. El régimen económico-fiscal de Canarias sólo podrá ser modificado de acuerdo con
lo establecido en la disposición adicional tercera de la Constitución, previo informe del
Parlamento Canario que, para ser favorable, deberá ser aprobado por las dos terceras
partes de sus miembros.
4. El Parlamento Canario deberá ser oído en los proyectos de legislación financiera y
tributaria que afecten al régimen económico-fiscal de Canarias.

Artículo 47.
1. El patrimonio de la Comunidad Autónoma estará integrado por:
a) El patrimonio de la Junta de Canarias en el momento de aprobarse el Estatuto.
b) Los bienes afectos a servicios traspasados a la Comunidad Autónoma.
c) Los bienes adquiridos por cualquier título jurídico válido.
2. El patrimonio de la Comunidad Autónoma, su administración, defensa y conservación
serán regulados por una Ley del Parlamento Canario.

Artículo 49.
Los recursos de la Comunidad Autónoma estarán constituidos por:
a) El producto de su patrimonio y los ingresos de derecho privado que le correspondan.
b) Los ingresos procedentes de sus propios impuestos, arbitrios, tasas y contribuciones
especiales.
c) El rendimiento de los impuestos cedidos por el Estado a la Hacienda Regional
Canaria.
d) Los recargos y participaciones en los impuestos y otros ingresos del Estado.
e) Las asignaciones y subvenciones que se le otorguen con cargo a los Presupuestos
Generales del Estado.
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f) Las transferencias procedentes del Fondo de Compensación Interterritorial y demás
subvenciones de naturaleza privada o pública.
g) Los recursos y otros ingresos que se le asignen como consecuencia de las compe-
tencias que se transfieran a la Comunidad Autónoma.
h) El importe de las multas y demás sanciones pecuniarias en el ámbito de su compe-
tencia.
i) La emisión de Deuda y el recurso al crédito.
j) Cualesquiera otros que puedan producirse en virtud de Leyes generales y territoriales
o como consecuencia de la vinculación a áreas supranacionales.

Artículo 51.
La Comunidad Autónoma tendrá potestad para establecer y exigir tributos propios, de
acuerdo con la disposición adicional tercera de la Constitución y las Leyes.
Artículo 52.
1. La Comunidad Autónoma percibirá un porcentaje de participación en la recaudación
en todo el territorio español de los impuestos estatales no cedidos.
2. El porcentaje de participación en tales impuestos se negociará a través de una Comi-
sión Mixta, de acuerdo con lo previsto en la Ley Orgánica de Financiación de las Comu-
nidades Autónomas.

Artículo 53.
El Parlamento canario podrá establecer recargos sobre los impuestos estatales
cedidos, así como sobre los no cedidos que graven la renta o el patrimonio de las
personas físicas con residencia habitual en Canarias.

Artículo 54.
Si de una reforma o modificación del sistema tributario estatal resultase una variación
sensible de aquellos ingresos de la Comunidad Autónoma que dependan de los tributos
estatales, el Estado deberá adoptar, de acuerdo con la Comunidad Autónoma, las
medidas de compensación oportunas.

Artículo 55. (Modificado por LO 4/1996)
1. Con el fin de garantizar la realización efectiva de los principios consagrados en los
artículos 31 y 138 de la Constitución, el Estado otorgará a la Hacienda canaria, con
cargo a los Presupuestos Generales, las adecuadas asignaciones complementarias,
siempre que se dé el supuesto previsto en el artículo 15.2 de la Ley Orgánica de Finan-
ciación de las Comunidades Autónomas, o cuando el costo por habitante de los servi-
cios sociales y administrativos a cargo de la Comunidad Autónoma sea más elevado que
el correspondiente a todo el Estado por razones derivadas de las características dife-
renciales básicas del hecho insular y de la economía canaria.
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2. En cada ejercicio presupuestario y dentro del principio de la solidaridad interterrito-
rial, se ejecutará un programa de inversiones públicas distribuido entre el Estado y la
Comunidad Autónoma.
3. La Comunidad Autónoma del Archipiélago canario participará en la determinación
anual de la cuantía total del Fondo de Compensación Interterritorial a que se refiere el
apartado 2 del artículo 158 de la Constitución.

Artículo 56.
1. La Comunidad Autónoma podrá realizar operaciones de crédito y recurrir a la emisión
de Deuda, en los casos y con los requisitos que se establezcan en la Ley Orgánica de
Financiación de las Comunidades Autónomas.
Los títulos de Deuda Pública emitidos tendrán la consideración de fondos públicos a
todos los efectos.
2. En el supuesto de que el Estado emita Deuda parcialmente destinada a la creación o
mejora de servicios situados en el archipiélago canario y transferidos a la Comunidad
Autónoma, ésta estará facultada para elaborar y presentar el programa de obras y servi-
cios beneficiarios de la inversión.

Artículo 57.
1. La Comunidad Autónoma de Canarias está obligada a velar por su propio equilibrio
territorial y por la realización interna del principio de solidaridad.
2. A tal efecto se creará un Fondo de Solidaridad Interinsular. Sus recursos serán distri-
buidos por el Parlamento canario.

Artículo 58.
La Comunidad Autónoma gozará de los mismos beneficios fiscales que corresponden
al Estado.

Artículo 59.
Se regularán necesariamente mediante Ley del Parlamento canario las siguientes materias:
a) El establecimiento y la modificación de sus propios tributos.
b) El establecimiento y la modificación de los recargos sobre los impuestos del Estado.
c) Todo beneficio fiscal que afecte a los tributos propios de la Hacienda canaria.
d) La autorización para la creación y conversión en Deuda Pública, así como para la reali-
zación de las restantes operaciones de crédito concertadas por la Comunidad Autónoma.
e) El régimen jurídico del Patrimonio de la Comunidad Autónoma.
f) Las participaciones que en impuestos, asignaciones y subvenciones correspondan
a la Hacienda insular, de acuerdo con lo establecido en el artículo 49 del presente
estatuto.
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g) (Modificado por LO 4/1996) Los criterios de distribución y porcentajes de reparto de
los recursos derivados del Régimen Económico-Fiscal de Canarias.

Artículo 60.
1. Corresponde al Gobierno canario en materia del presente título:
a) Aprobar los Reglamentos generales de los impuestos propios de la Comunidad.
b) Elaborar las normas reglamentarias precisas para gestionar los impuestos estatales
cedidos de acuerdo con los términos de dicha cesión.
c) Elaborar el proyecto de Ley de los Presupuestos Generales de la Comunidad Autó-
noma
2. Corresponde al Cabildo Insular en el marco de sus competencias y en materias a que
se refiere el presente título:
a) La formación y aprobación de sus presupuestos.
b) La elaboración de las normas reglamentarias precisas para la gestión de sus
ingresos.

Artículo 61.1. (Modificado por LO 4/1996)
1. Corresponde al Parlamento la aprobación y fiscalización de los Presupuestos Gene-
rales de la Comunidad Autónoma, así como controlar las consignaciones de los Presu-
puestos de las Islas destinados a financiar competencias transferidas o delegadas de
las mismas.
Los Presupuestos, que tendrán carácter anual e igual período que los del Estado,
incluirán la totalidad de los ingresos y gastos corrientes y de inversión.
Si los presupuestos no fueran aprobados antes del primer día del ejercicio económico
correspondiente, los anteriores quedarán automáticamente prorrogados en sus respec-
tivas vigencias.

Artículo 62.
1. La gestión, liquidación, recaudación e inspección de sus propios tributos correspon-
derá a la Comunidad Autónoma, la cual dispondrá de plenas atribuciones para la ejecu-
ción y organización de dichas tareas, sin perjuicio de la colaboración que pueda esta-
blecer con la Administración Tributaria del Estado.
2. En caso de tributos cedidos, la Comunidad Autónoma asumirá por delegación del
Estado la gestión, liquidación, recaudación, inspección y revisión, en su caso, de los
mismos, sin perjuicio de la colaboración que pueda establecerse entre ambas adminis-
traciones, todo ello de acuerdo con lo especificado en la Ley que fije el alcance y condi-
ciones de la cesión.
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3. Las Islas, Municipios y otros Entes territoriales podrán actuar como delegados y cola-
boradores del Gobierno Canario para la liquidación, gestión y recaudación de los
tributos regionales.

Disposición Adicional Segunda.
1. (Modificado por Ley 27/2002) Se cede a la Comunidad Autónoma de Canarias el
rendimiento de los siguientes tributos:
a) Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, con carácter parcial, con el límite
del 33 por 100.
b) Impuestos sobre el Patrimonio.
c) Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.
d) Impuestos sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.
e) Los tributos sobre el Juego.
f) El impuesto sobre el Valor Añadido, con carácter parcial, con el límite del 35 por 100.
g) El impuesto Especial sobre la Cerveza, con carácter parcial, con el límite del 40 por
100.
h) El impuesto Especial sobre el Vino y Bebidas Fermentadas, con carácter parcial, con
el límite del 40 por 100.
i) El Impuesto Especial sobre Productos Intermedios, con carácter parcial, con el límite
del 40 por 100.
j) El Impuesto Especial sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas, con carácter parcial, con
el límite del 40 por 100.
k) El Impuesto Especial sobre Hidrocarburos, con carácter parcial, con el límite del 40
por 100.
l) El Impuesto Especial sobre las Labores del Tabaco, con carácter parcial, con el límite
del 40 por 100.
m) El Impuesto Especial sobre la Electricidad.
n) El Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte.
ñ) El Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos. La eventual
supresión o modificación por el Estado de alguno de los tributos antes señalados impli-
cará la extinción o modificación de la cesión.
2. El contenido de la presente disposición podrá modificarse mediante acuerdo del
Gobierno con la Comunidad Autónoma, que será tramitado por el Gobierno como
proyecto de Ley. A estos efectos la modificación de esta disposición no se considerará
modificación del Estatuto.

Disposición Adicional Tercera. (Modificada por LO 4/1996)
Una Ley Orgánica de las previstas en el artículo 150.2 de la Constitución podrá atribuir
a la Comunidad Autónoma de Canarias facultades relativas a los impuestos indirectos
de específica aplicación en Canarias, derivados de su régimen económico-fiscal.



13. NAVARRA:
Artículo 18.1.
1. Corresponde a la Diputación la elaboración de los Presupuestos Generales de
Navarra y la formalización de las Cuentas para su presentación al Parlamento a fin de
que por éste sean debatidos, enmendados y en su caso, aprobados, todo ello conforme
a lo que determinen las leyes forales. Igualmente la Diputación dará cuenta de su acti-
vidad económica al Parlamento de Navarra, para el control de la misma.

Artículo 45.
1. En virtud de su régimen foral, la actividad tributaria y financiera de Navarra se regu-
lará por el sistema tradicional del Convenio Económico.
2. En los Convenios Económicos se determinarán las aportaciones de Navarra a las
cargas generales del Estado señalando la cuantía de las mismas y el procedimiento
para su actualización , así como los criterios de armonización de su régimen tributario
con el régimen general del Estado.
3. Navarra tiene potestad para mantener, establecer y regular su propio régimen tribu-
tario, sin perjuicio de lo dispuesto en el correspondiente Convenio Económico que
deberá respetar los principios contenidos en el Título Preliminar del Convenio Econó-
mico de mil novecientos sesenta y nueve, así como el principio de solidaridad a que se
refiere el artículo primero de esta Ley Orgánica.
4. Dada la naturaleza paccionada de los Convenios Económicos, una vez suscritos por
el Gobierno de la nación y la Diputación, serán sometidos al Parlamento Foral y a las
Cortes Generales para su aprobación mediante ley ordinaria.
5. La Deuda Pública de Navarra y los títulos-valores de carácter equivalente emitidos
por la Comunidad Foral tendrán a todos los efectos la consideración de Fondos
públicos. El volumen y características de las emisiones se establecerá en coordinación
con el Estado, conforme a lo que se determina en el artículo 67 del presente Amejora-
miento.
6. Una ley foral regulará el Patrimonio de Navarra y la administración, defensa y conser-
vación del mismo.

Artículo 51.
Corresponde al Consejo de Gobierno la elaboración y aplicación del presupuesto de la
Comunidad Autónoma y a las Cortes de Castilla-La Mancha su examen, aprobación y
control.
El presupuesto será único, tendrá carácter anual e incluirá la totalidad de los gastos e
ingresos de la Junta de Comunidades y de los organismos y entidades dependientes de
la misma. Igualmente se consignará en él el importe de los beneficios fiscales que
afecten a los tributos atribuidos a la Comunidad Autónoma.
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El Consejo de Gobierno deberá presentar el proyecto de Presupuestos a las Cortes de
Castilla-La Mancha antes del 1 de octubre de cada año. Si los presupuestos generales
de la Comunidad fueran aprobados antes del primer día del ejercicio económico corres-
pondientes, quedará prorrogada automáticamente la vigencia de los anteriores.

14. EXTREMADURA:
Artículo 54.
Para el ejercicio y desarrollo de sus competencias, la Comunidad Autónoma gozará de
autonomía financiera, dominio público y patrimonio propio de acuerdo con la Constitu-
ción, la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas y el presente
Estatuto.

Artículo 55. (Modificado por LO 12/1999)
1. El Patrimonio de la Comunidad Autónoma estará formado por:

a. Los bienes y derechos pertenecientes a la Junta Regional de Extremadura.
b. Los bienes afectos a Servicios traspasados o que en el futuro se transfieran
a la Comunidad Autónoma.
c. Los bienes y derechos adquiridos por la Comunidad Autónoma por cualquier

título jurídico válido.
2. El régimen jurídico de los bienes patrimoniales y de dominio público de la Comunidad
Autónoma, su administración, defensa y conservación serán regulados por una Ley de
la Asamblea de Extremadura, en el marco de la legislación básica del Estado.

Artículo 56. (Modificado por LO 12/1999)
1. Dentro del principio de solidaridad, la actividad financiera de la Comunidad Autónoma
se ejercerá en coordinación con la Hacienda del Estado y de conformidad con los prin-
cipios generales establecidos en la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades
Autónomas.
2. La Junta de Extremadura, bajo el control de la Asamblea de Extremadura, ejercerá
sus poderes en materia fiscal y financiera, de acuerdo con dichos principios generales.
3. La Comunidad Autónoma extremeña gozará del tratamiento fiscal que la Ley esta-
blezca para el Estado.

Artículo 57. (Modificado por LO 12/1999)
Para el ejercicio de sus competencias, la Hacienda de la Comunidad Autónoma de Extre-
madura dispondrá de:
a) Los ingresos procedentes de su patrimonio y demás de derecho privado.
b) Sus propios tributos y precios públicos.
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c) Los tributos cedidos, total o parcialmente por el Estado y los recargos que sobre los
impuestos estatales puedan establecerse.
d) Las participaciones en los ingresos del Estado.
e) El producto de las operaciones de crédito.
f) El producto de las multas y sanciones en el ámbito de su competencia.
g) Otras asignaciones con cargo a los Presupuestos Generales del Estado.
h) Las subvenciones o aportaciones de fondos de otras Administraciones públicas por
el ejercicio de acciones concertadas.
i) Cualesquiera otros ingresos de derecho público o privado.
j) Las transferencias del Fondo de Compensación Interterritorial y otros Fondos
previstos en la Constitución y en las leyes del Estado.

Artículo 58 (Modificado por LO 12/1999)
Corresponde a la Asamblea de Extremadura:
a) Establecer, modificar y suprimir los tributos propios de la Comunidad Autónoma, de
acuerdo con la Constitución y las leyes, a iniciativa propia o de la Junta de Extremadura,
en la forma prevista en este Estatuto para el ejercicio de la potestad legislativa, igual-
mente, podrá regular los tributos cedidos en los términos de la Ley de cesión acordada
de conformidad con lo dispuesto en la disposición adicional primera de este Estatuto.
b) Establecer, modificar y suprimir los recargos sobre los impuestos del Estado en la
forma prevista en este Estatuto para el ejercicio de la potestad legislativa y de acuerdo
con la Constitución y las leyes.
c) Autorizar a la Junta de Extremadura para concertar operaciones de crédito por plazo
superior a un año y con destino exclusivamente a gastos de inversión. El importe total
de las anualidades de amortización por capital e intereses no podrá exceder del 25 %
de los ingresos corrientes de la Comunidad Autónoma.
d) Aprobar la solicitud de autorización al Estado, formulada por la Junta de Extremadura,
para concertar operaciones de crédito en el extranjero, así como la emisión de deuda
o cualquier otra apelación al crédito público.
La Deuda Pública de Extremadura y los títulos-valores de carácter análogo emitidos por
la Comunidad Autónoma de Extremadura tendrán, a todos los efectos, la consideración
de fondos públicos y gozarán de los mismos beneficios y condiciones que los del
Estado.
e) Autorizar a la Junta de Extremadura a negociar la participación de la Comunidad en
la recaudación de los impuestos estatales no cedidos, para lo que se tendrán en cuenta
las bases establecidas en la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autó-
nomas.
Asimismo, autorizar a la Junta de Extremadura para solicitar la revisión del porcentaje
de participación fijado en los impuestos estatales no cedidos.
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f) Autorizar a la Junta de Extremadura para que solicite del Estado asignaciones comple-
mentarias a través de los Presupuestos Generales del Estado para garantizar el nivel
mínimo en la prestación de los servicios públicos fundamentales que haya asumido.
Conocer la rendición anual de cuentas presentadas por la Junta de Extremadura ante
las Cortes Generales sobre la utilización de dichas asignaciones y el nivel de prestación
alcanzado en los servicios con ellas financiados.
g) Conocer y en su caso, censurar los acuerdos convenidos por la Junta de Extrema-
dura con el Estado y las Comunidades Autónomas en los que se determinen los
proyectos en que se materializan las inversiones realizadas con cargo al Fondo de
Compensación Interterritorial.
Conocer y, en su caso, censurar la rendición de cuentas anual presentada por la Junta
de Extremadura a las Cortes Generales del destino de los recursos recibidos con cargo
a dicho Fondo de Compensación Interterritorial y del estado de realización de los
proyectos que con cargo al mismo estén en curso de ejecución.

Artículo 59. (Modificado por LO 12/1999)
A la Junta de Extremadura le corresponden todas las funciones y facultades necesarias
para la administración y aplicación de los recursos de la Comunidad Autónoma, de
acuerdo con la Constitución y las Leyes, salvo los poderes específicamente reservados
a la Asamblea de Extremadura en el artículo anterior y demás concordantes de este
Estatuto.

Artículo 60. (Modificado por LO 12/1999)
Corresponde a la Junta de Extremadura, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo ante-
rior y concordantes de este Estatuto:
a) La elaboración y ejecución del Presupuesto de la Comunidad Autónoma, que se habrá
de presentar a la Asamblea para su examen, enmienda, aprobación y control antes del
15 de octubre de cada año.
Dicho Presupuesto será único, con carácter anual, e incluirá la totalidad de los gastos
e ingresos de los organismos, instituciones y empresas dependientes de la Comunidad,
y en el se consignará el importe de los beneficios fiscales que afecten a tributos
cedidos a la Comunidad Autónoma. En el Presupuesto se incluirá el de la Asamblea de
Extremadura, elaborado y aprobado autónomamente por su Mesa, cuyo crecimiento no
podrá exceder de los criterios generales fijados para la elaboración de aquél.
Si la Ley de Presupuestos no se aprobara antes del primer día del ejercicio económico
correspondiente se considerará prorrogado el Presupuesto del ejercicio anterior hasta
la aprobación del nuevo.
b) La conformidad para tramitar toda proposición o enmienda que suponga aumento de
los créditos o disminución de los ingresos presupuestarios.
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c) La aprobación y aplicación de los reglamentos generales de sus propios tributos.
d) La promoción y realización, conjuntamente con el Estado, de proyectos concretos de
inversión con la correspondiente aprobación, en cada caso, de la Asamblea de Extre-
madura, aun cuando los recursos financieros que se comprometan por la Comunidad
provengan total o parcialmente de las transferencias del Fondo de Compensación, a que
tuviera derecho con arreglo a la ley.
e) La gestión, liquidación, recaudación e inspección de los tributos propios de la Comu-
nidad Autónoma, así como las atribuciones necesarias para la ejecución y organización
de dichas tareas, incluso el establecimiento de la adecuada colaboración con la Admi-
nistración Tributaria del Estado.
f) Asumir, por delegación del Estado, la gestión, liquidación, inspección y revisión, en su
caso, de los tributos cedidos, así como el establecimiento de la adecuada colaboración
con la Administración Tributaria del Estado.
g) Realizar operaciones de crédito por plazo inferior a un año con objeto de cubrir sus
necesidades transitorias de tesorería, dando cuenta a la Asamblea de Extremadura.
h) Cualesquiera otras facultades que, con la aceptación de la Junta de Extremadura, la
Administración Tributaria del Estado delegue en la Comunidad Autónoma, en materia de
gestión, liquidación, recaudación, inspección y revisión de los demás tributos del Estado
recaudados en Extremadura.
i) Proponer a la Asamblea de Extremadura para su tramitación, como proyecto de ley,
la constitución de empresas públicas o institucionales que fomenten la plena ocupación
y el desarrollo económico y social en el marco de sus competencias.
j) Designar representantes de la Comunidad en los órganos económicos, institucionales,
financieros y en las empresas públicas del Estado cuya competencia se extienda al terri-
torio de Extremadura y que por su naturaleza no sea objeto de transferencia, de
acuerdo con lo que establezcan las leyes del Estado y dando cuenta a la Asamblea de
Extremadura.
k) Designar los miembros correspondientes a la Comunidad Autónoma en la Comisión
u otros organismos de carácter mixto, dando cuenta a la Asamblea.

Disposición Adicional Primera. (Modificada por LO 12/1999)
1. (Modificado por Ley 28/2002) Se cede a la Comunidad Autónoma de Extremadura el
rendimiento de los siguientes tributos:
a)Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, con carácter parcial, con el límite
del 33 por 100.
b) Impuestos sobre el Patrimonio.
c) Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.
d) Impuestos sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.
e) Los tributos sobre el Juego.
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f) El impuesto sobre el Valor Añadido, con carácter parcial, con el límite del 35 por 100.
g) El impuesto Especial sobre la Cerveza, con carácter parcial, con el límite del 40 por
100.
h) El impuesto Especial sobre el Vino y Bebidas Fermentadas, con carácter parcial, con
el límite del 40 por 100.
i) El Impuesto Especial sobre Productos Intermedios, con carácter parcial, con el límite
del 40 por 100.
j) El Impuesto Especial sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas, con carácter parcial, con
el límite del 40 por 100.
k) El Impuesto Especial sobre Hidrocarburos, con carácter parcial, con el límite del 40
por 100.
l) El Impuesto Especial sobre las Labores del Tabaco, con carácter parcial, con el límite
del 40 por 100.
m) El Impuesto Especial sobre la Electricidad.
n) El Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte.
ñ) El Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos. La eventual
supresión o modificación por el Estado de alguno de los tributos antes señalados impli-
cará la extinción o modificación de la cesión.
2. El contenido de esta disposición se podrá modificar mediante el acuerdo del
Gobierno con la Comunidad Autónoma, siendo tramitado por el Gobierno como proyecto
de ley ordinaria.
3. El alcance y condiciones de la cesión se establecerá por la Comisión Mixta de Trans-
ferencias, con sujeción a los criterios establecidos en el artículo 10, apartado 4 de la
Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autó-
nomas. El Gobierno tramitará el acuerdo de la Comisión como proyecto de ley.

Disposición Adicional Segunda.
1. Mientras las circunstancias socioeconómicas de Extremadura impidan la prestación
de un nivel mínimo en alguno o algunos de los servicios efectivamente transferidos, los
Presupuestos Generales del Estado consignarán, con especificación de su destino y
como fuentes excepcionales de financiación, unas asignaciones complementarias para
garantizar la consecución de dicho nivel mínimo, entendiéndose por tal el nivel medio
de los mismos en el territorio nacional.
2. Los criterios, alcance y cuantía de dichas asignaciones excepcionales se fijarán con
arreglo a lo establecido en el artículo 15 de la Ley Orgánica de Financiación de las
Comunidades Autónomas.
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15. ISLAS BALEARES:
Artículo 58. (Modificado por LO 3/1999)
1. Para el desarrollo y ejecución de sus funciones, la Comunidad Autónoma de las Illes
Balears, en el marco de los principios de coordinación con las Haciendas del Estado y
Locales, tiene autonomía financiera, dominio y patrimonio propios, de acuerdo con la
Constitución, las Leyes Orgánicas reguladoras de estas materias y el presente Estatuto.
2. La autonomía financiera deberá permitir llevar a término el principio de suficiencia de
recursos para poder ejercer las competencias propias de la Comunidad Autónoma.
3. La Comunidad Autónoma está obligada a velar por su propio equilibrio territorial, en
especial entre las diversas islas que la integran, con el fin de hacer posible la plena reali-
zación del principio de solidaridad.
4. La Comunidad Autónoma, a todos los efectos, tendrá el mismo tratamiento fiscal que
la Ley establezca para el Estado.
5. Una Ley de las Cortes Generales regulará el reconocimiento específico del hecho
diferencial de la insularidad como garantía de la solidaridad y del equilibrio interterrito-
rial.

Artículo 59. (Modificado por LO 3/1999)
1. El patrimonio de la Comunidad Autónoma está integrado por:
a) El patrimonio de la Comunidad en el momento de aprobarse el Estatuto.
b) Los bienes y derechos afectados a los servicios traspasados a la Comunidad Autó-
noma.
c) Los bienes y derechos que la Comunidad Autónoma haya adquirido o adquiera por
cualquier título jurídico válido.
2. Su administración, control, defensa, conservación y reivindicación será regulada por
Ley del Parlamento de las Illes Balears.

Artículo 60. (Modificado por LO 3/1999)
Formarán la hacienda de la Comunidad Autónoma los siguientes recursos:
a) Los ingresos procedentes de su patrimonio.
b) Los ingresos derivados de las actividades de derecho privado que pueda ejercitar.
c) El rendimiento de sus propios impuestos, tasas y contribuciones especiales.
d) Los tributos cedidos total o parcialmente por el Estado.
e) Los recargos sobre los impuestos estatales.
f) Las participaciones en los ingresos del Estado.
g) El producto de las multas y sanciones en el ámbito del ejercicio de sus competen-
cias.
h) Las asignaciones que se establezcan en los Presupuestos Generales del Estado.
i) Las transferencias que procedan del Fondo de Compensación Interterritorial y de
otros fondos para el desarrollo de las Illes Balears.
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j) El producto de las operaciones de crédito.
k) Cualquier otro tipo de ingresos que puedan obtenerse en virtud de las leyes.

Artículo 61. (Modificado por LO 3/1999)
1. La Comunidad Autónoma podrá establecer y exigir sus propios tributos, de acuerdo
con la Constitución y las Leyes, sin que éstos puedan recaer sobre hechos imponibles
gravados por el Estado.
2. El establecimiento por el Estado de tributos sobre hechos imponibles gravados por
la Comunidad Autónoma y que supongan una disminución de los ingresos de ésta obli-
gará a instrumentar las necesarias medidas de compensación en su favor.
3. La Comunidad Autónoma podrá establecer y gestionar tributos sobre las materias
que la legislación de régimen local reserve a las Corporaciones Locales, en los
supuestos en que dicha legislación lo prevea y en los términos que la misma contemple.
En todo caso deberán establecerse las medidas de compensación o coordinación
adecuadas en favor de aquellas Corporaciones, de modo que los ingresos de tales
Corporaciones Locales no se vean mermados ni reducidos tampoco en sus posibili-
dades de crecimiento futuro.

Artículo 62. (Modificado por LO 3/1999)
1. La Comunidad Autónoma podrá establecer tasas sobre la utilización de su dominio
público, la prestación por ella de un servicio público o la realización por la misma de una
actividad que se refiera, afecte o beneficie de modo particular al sujeto pasivo.
2. Cuando el Estado o las Corporaciones Locales transfieran a la Comunidad Autónoma
bienes de dominio público para cuya utilización estuvieren establecidas tasas o compe-
tencias en cuya ejecución o desarrollo presten servicios o realicen actividades igual-
mente gravadas con tasas, aquéllas y éstas se considerarán como tributos propios de
la Comunidad Autónoma. El rendimiento previsto para cada tasa por la prestación de
servicios o realización de actividades no podrá sobrepasar el coste de dichos servicios
o actividades.

Artículo 63. (Modificado por LO 3/1999)
La Comunidad Autónoma podrá establecer contribuciones especiales por la obtención
por el sujeto pasivo de un beneficio o de un aumento en el valor de los bienes, como
consecuencia de la realización por aquélla de obras públicas o del establecimiento o
ampliación a su costa de servicios públicos. La recaudación por la contribución espe-
cial no podrá superar el coste de la obra o del establecimiento o ampliación del servicio
soportado por la Comunidad Autónoma.
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Artículo 64. (Modificado por LO 3/1999)
La Comunidad Autónoma podrá establecer recargo sobre los impuestos estatales
cedidos, así como sobre los no cedidos que graven la renta o el patrimonio de las
personas físicas con domicilio fiscal en su territorio, sin que ello pueda suponer una
minoración en los ingresos del Estado por dichos impuestos ni desvirtuar la naturaleza
o estructura de los mismos.

Artículo 65. (Modificado por LO 3/1999)
La Comunidad Autónoma dispondrá de un porcentaje de participación en la recaudación
de los impuestos estatales no cedidos que se negociará con arreglo a las bases esta-
blecidas en la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas y el mayor
costo medio de los servicios sociales y administrativos de la Comunidad Autónoma,
derivados de la insularidad, la especialización de su economía y las notables variaciones
estacionales de su actividad productiva

Artículo 66. (Modificado por LO 3/1999)
1. La Comunidad Autónoma podrá realizar operaciones de crédito por plazo inferior a
un año, con objeto de cubrir sus necesidades perentorias de tesorería.
2. Igualmente podrá concertar operaciones de crédito por un plazo superior a un año,
cualquiera que sea la forma como se documenten, siempre que se cumplan los
siguientes requisitos:
a) Que el importe total del crédito vaya destinado exclusivamente a la realización de
gastos de inversión.
b) Que el importe total de las anualidades de amortización por capital e intereses no
exceda del 25% de los ingresos corrientes de la Comunidad Autónoma.
3. La deuda pública de la Comunidad Autónoma y los títulos valores de carácter equi-
valente emitidos por ésta, estarán sujetos a las mismas normas y gozarán de los
mismos beneficios y condiciones que la deuda pública del Estado.
4. El volumen y las características de las emisiones se establecerán de acuerdo con la
ordenación general de la política crediticia y en coordinación con el Estado.

Artículo 67. (Modificado por LO 3/1999)
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de las Illes Balears la gestión, liquidación,
recaudación e inspección de sus propios tributos, sin perjuicio de la colaboración que
pueda establecerse con la Administración tributaria del Estado, especialmente cuando
así lo exija la naturaleza del tributo.
2. En el caso de tributos cedidos, la Comunidad Autónoma asumirá por delegación del
Estado la gestión, liquidación, recaudación, inspección y revisión, en su caso, de los
mismos, sin perjuicio de la colaboración que pueda establecerse entre ambas Adminis-
traciones, conforme con la Ley que fije el alcance y condiciones de la cesión.
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3. En cuanto a la gestión, liquidación, recaudación, inspección y revisión, en su caso,
de los demás tributos del Estado recaudados en la Comunidad Autónoma, ésta tendrá
las facultades derivadas de la delegación que pueda recibir aquél y, en todo caso, las
de colaboración puedan establecerse.

Artículo 70. (Modificado por LO 3/1999)
Las resoluciones de los órganos económico-administrativos de la Comunidad Autó-
noma, al igual que los del Estado, podrán ser, en todo caso, objeto del recurso econó-
mico-administrativo, en los términos establecidos por la normativa reguladora de este
procedimiento.

Artículo 71. (Modificado por LO 3/1999)
Corresponde al Parlamento de las Islas:
a) El examen, aprobación y control del presupuesto de la Comunidad Autónoma sin
perjuicio del control que corresponde al Tribunal de Cuentas, con arreglo al artículo 153
de la Constitución.
b) El establecimiento, modificación y supresión de sus tasas, contribuciones especiales
e impuestos propios, así como la fijación de los elementos determinantes de la relación
jurídico-tributaria y de la cuantía del débito.
c) El establecimiento, modificación y supresión de recargos sobre impuestos estatales.
d) La autorización para la emisión y la conversión de Deuda pública, sin perjuicio de la
autorización del Estado cuando proceda.
e) El régimen jurídico de su patrimonio.

Artículo 72. (Modificado por LO 3/1999)
Corresponde al Gobierno de la Comunidad Autónoma:
a) La potestad reglamentaria en materias fiscales de competencia propia de la Comu-
nidad Autónoma.
b) La potestad reglamentaria para la gestión de los impuestos estatales cedidos.
c) La estadística con fines exclusivos de la Comunidad Autónoma.
d) La tutela financiera sobre los entes locales, sin perjuicio de la autonomía que la Cons-
titución establece y de lo que dispongan las leyes de transferencia a los Consejos Insu-
lares.
e) La tutela y el control financieros sobre cuantas Instituciones y Organismos tenga
reservada competencia la Comunidad Autónoma, según lo previsto en el Título II de este
Estatuto.

Artículo 73. (Modificado por LO 3/1999)
A los efectos de concretar lo que dispone el artículo 60, y de forma especial la partici-
pación territorializada de las Illes Balears en los tributos generales que se determinen y
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las condiciones para la aprobación de recargos sobre tributos del Sistema Fiscal
General, en el marco de lo que dispone el artículo 157.3 de la Constitución y en la legis-
lación que lo desarrolle, la Administración General del Estado y la Comunidad Autónoma
de las Illes Balears suscribirán un acuerdo bilateral que se formalizará en comisión mixta
y que podrá ser revisado periódicamente de forma conjunta; deberá tener en cuenta el
esfuerzo fiscal de las Illes Balears y atenderá singularmente a los criterios de corres-
ponsabilidad fiscal y de solidaridad interterritorial.

Artículo 74. (Modificado por LO 3/1999)
1. Sin perjuicio de lo que dispone el artículo anterior, la participación anual de la Comu-
nidad Autónoma de las Illes Balears en los ingresos del Estado a que se refiere el apar-
tado f) del artículo 60, se negociará atendiendo a los criterios que fije la legislación de
desarrollo del artículo 157 de la Constitución, y a cualesquiera otros que permitan
garantizar, con suficiencia y solidaridad, el ejercicio de las competencias de la Comu-
nidad Autónoma.
2. El porcentaje de participación únicamente podrá ser objeto de revisión en los
siguientes supuestos:
a) Cuando se amplíen o reduzcan las competencias asumidas por la Comunidad Autó-
noma y que anteriormente realizase el Estado.
b) Cuando se produzca la cesión de nuevos tributos.
c) Cuando se lleven a cabo reformas sustanciales en el sistema tributario del Estado.
d) Cuando, transcurridos cinco años desde su entrada en vigor, sea solicitada dicha
revisión por la Administración General del Estado o por la Comunidad Autónoma.

Disposición Adicional Tercera. (Modificada por LO 3/1999)
1. (Modificada por Ley 29/2002) Se cede a la Comunidad Autónoma de las Illes Balears
el rendimiento de los siguientes tributos:
a) Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, con carácter parcial, con el límite
del 33 por 100.
b) Impuestos sobre el Patrimonio.
c) Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.
d) Impuestos sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.
e) Los tributos sobre el Juego.
f) El impuesto sobre el Valor Añadido, con carácter parcial, con el límite del 35 por 100.
g) El impuesto Especial sobre la Cerveza, con carácter parcial, con el límite del 40 por
100.
h) El impuesto Especial sobre el Vino y Bebidas Fermentadas, con carácter parcial, con
el límite del 40 por 100.
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i) El Impuesto Especial sobre Productos Intermedios, con carácter parcial, con el límite
del 40 por 100.
j) El Impuesto Especial sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas, con carácter parcial, con
el límite del 40 por 100.
k) El Impuesto Especial sobre Hidrocarburos, con carácter parcial, con el límite del 40
por 100.
l) El Impuesto Especial sobre las Labores del Tabaco, con carácter parcial, con el límite
del 40 por 100.
m) El Impuesto Especial sobre la Electricidad.
n) El Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte.
ñ) El Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos. La eventual
supresión o modificación por el Estado de alguno de los tributos antes señalados impli-
cará la extinción o modificación de la cesión.
2. El contenido de esta disposición podrá modificarse mediante acuerdo del Gobierno
con la Comunidad Autónoma, que será tramitado como proyecto de ley en las Cortes
Generales. A estos efectos, la modificación de la presente disposición no se entenderá
como modificación del Estatuto.

16. COMUNIDAD DE MADRID:
Artículo 51.
La Comunidad de Madrid, dentro de los principios de coordinación con las Haciendas
estatal y local, goza de autonomía financiera, es titular de bienes de dominio público y
de patrimonio y hacienda propios, de acuerdo con la Constitución, el presente Estatuto,
la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas y demás normas que
la desarrollan.

Artículo 52. (Modificado por LO 5/1998)
1. El patrimonio de la Comunidad de Madrid está integrado por todos los bienes, dere-
chos y acciones de los que sea titular, estén o no adscritos a algún uso o servicio
público y cualquiera que sea su naturaleza y el título de adquisición.
2. Una ley de la Asamblea regulará el régimen jurídico del patrimonio de la Comunidad
de Madrid, así como su administración, conservación y defensa.

Artículo 53.
La Hacienda de la Comunidad de Madrid se constituye con:
1. (Modificado por LO 5/1998) Los rendimientos de sus propios impuestos, tasas,
contribuciones especiales y precios públicos .
2. Los recargos que establezca la Comunidad de Madrid sobre impuestos estatales, en
los términos que establezca la Ley reguladora de los mismos.
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3. Las asignaciones complementarias que se establezcan, en su caso, en los Presu-
puestos Generales del Estado con destino a la Comunidad de Madrid.
4. Las participaciones en los impuestos estatales no cedidos.
5. Los rendimientos de los impuestos cedidos por el Estado.
6. Las transferencias del Fondo de Compensación Interterritorial y de otros fondos
destinados a favorecer el desarrollo regional.
7. Los rendimientos derivados del patrimonio de la Comunidad de Madrid y los ingresos
de Derecho privado, herencias, legados y donaciones.
8. Los ingresos derivados de la imposición de multas y sanciones en el ámbito de sus
competencias.
9. (Modificado por LO 5/1998) El producto de las operaciones de crédito y la emisión
de deuda pública.
10. Cuantos otros recursos se le atribuyan de acuerdo con las Leyes del Estado.

Artículo 54. (Modificado por LO 5/1998)
1. La participación anual de la Comunidad de Madrid en los ingresos del Estado, a que
se refiere el número 4 del artículo 53, se negociará atendiendo a los criterios que fije
la legislación de desarrollo del artículo 157 de la Constitución y cualesquiera otros que
permitan garantizar, con suficiencia y solidaridad, el ejercicio de las competencias de la
Comunidad de Madrid.
El porcentaje de participación podrá ser objeto de revisión en los siguientes supuestos:
a) Cuando se amplíen o reduzcan las competencias asumidas por la Comunidad de
Madrid entre las que anteriormente correspondiesen al Estado.
b) Cuando se produzca la cesión de nuevos tributos.
c) Cuando se lleven a cabo reformas sustanciales en el sistema tributario del Estado.
d) Cuando, transcurridos cinco años desde su entrada en vigor, sea solicitada su revi-
sión por el Estado o la Comunidad de Madrid.
2. El porcentaje de participación se establecerá por ley.

Artículo 55.
1. La Comunidad de Madrid, mediante acuerdo de la Asamblea, podrá concertar opera-
ciones de crédito y deuda pública, en los ámbitos nacional y extranjero, para financiar
operaciones de inversión.
2. El volumen y las características de las operaciones de crédito y emisión de deuda
pública se establecerán de acuerdo con la ordenación de la política crediticia estable-
cida por el Estado.
3. Los títulos de deuda que se emitan tendrán consideración de fondos públicos a todos
los efectos.
4.  (Modificado por LO 5/1998) El Gobierno podrá realizar operaciones de crédito por
plazo inferior a un año, con objeto de cubrir sus necesidades transitorias de tesorería.
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La Ley de Presupuestos de la Comunidad regulará anualmente las condiciones básicas
de estas operaciones.
5. Lo dispuesto en los apartados anteriores se realizará de acuerdo con lo establecido
en la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas.

Artículo 56.
1. La gestión, recaudación, liquidación e inspección de sus propios tributos, así como
el conocimiento de las reclamaciones relativas a los mismos, corresponderán a la
Comunidad de Madrid, que dispondrá de plenas atribuciones para la ejecución y orga-
nización de dichas tareas, sin perjuicio de la colaboración que pueda establecerse con
la Administración Tributaria del Estado, especialmente cuando así lo exija la naturaleza
del tributo.
2. En el caso de los impuestos cuyos rendimientos hubiesen sido cedidos, el Consejo
de Gobierno asumirá, por delegación del Estado, la gestión, recaudación, liquidación,
inspección y revisión, en su caso, de los mismos, sin perjuicio de la colaboración que
pueda establecerse entre ambas administraciones, todo ello de acuerdo con lo especi-
ficado en la Ley que fije el alcance y condiciones de la cesión.
3. La gestión, recaudación, liquidación, inspección y revisión, en su caso, de los demás
impuestos del Estado, recaudados en el ámbito de la Comunidad Autónoma correspon-
derá a la Administración Tributaria del Estado, sin perjuicio de la Delegación que la
Comunidad Autónoma pueda recibir de éste y de la colaboración que pueda estable-
cerse, especialmente, cuando así lo exija la naturaleza del tributo.

Artículo 57.
La Comunidad de Madrid colaborará con el Estado y los Ayuntamientos en todos los
aspectos relativos al régimen fiscal y financiero.

Artículo 58.
La Comunidad de Madrid gozará del mismo tratamiento fiscal que la Ley establezca
para el Estado.

Artículo 59.
Se regularán necesariamente, mediante Ley de Asamblea de Madrid, las siguientes
materias:
a) El establecimiento, la modificación y supresión de sus propios impuestos, tasas y
contribuciones especiales, y de las exenciones y bonificaciones que les afecten.
b) El establecimiento, modificación y supresión de los recargos sobre los impuestos del
Estado, de acuerdo con lo establecido en el artículo 12 de la Ley Orgánica de Finan-
ciación de las Comunidades Autónomas.



c) El régimen general presupuestario de la Comunidad de Madrid, de acuerdo con los
principios de la legislación del Estado.

Artículo 60. (Modificado por LO 5/1998)
Corresponde al Gobierno de la Comunidad de Madrid:
a) Aprobar los Reglamentos generales de sus propios tributos.
b) Elaborar las normas reglamentarias precisas para gestionar los impuestos estatales
cedidos, de acuerdo con los términos de dicha cesión.

Artículo 61.
1. (Modificado por LO 5/1998) Corresponde al Gobierno la elaboración y ejecución del
presupuesto de la Comunidad de Madrid, y a la Asamblea, su examen, enmienda, apro-
bación y control. El Gobierno presentará el proyecto de presupuesto a la Asamblea con
una antelación mínima de dos meses a la fecha del inicio del correspondiente ejercicio.
2. El presupuesto será único, tendrá carácter anual e incluirá la totalidad de los ingresos
y gastos de la Comunidad y de los organismos, instituciones y empresas de ella depen-
dientes. Se consignará en el Presupuesto el importe de los beneficios fiscales que
afecten a los Tributos de la Comunidad.

Disposición Adicional Primera.
1. (Modificado por Ley 30/2002) Se cede a la Comunidad de Madrid el rendimiento de
los siguientes tributos:
a) Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, con carácter parcial, con el límite
del 33 por 100.
b) Impuestos sobre el Patrimonio.
c) Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.
d) Impuestos sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.
e) Los tributos sobre el Juego.
f) El impuesto sobre el Valor Añadido, con carácter parcial, con el límite del 35 por 100.
g) El impuesto Especial sobre la Cerveza, con carácter parcial, con el límite del 40 por
100.
h) El impuesto Especial sobre el Vino y Bebidas Fermentadas, con carácter parcial, con
el límite del 40 por 100.
i) El Impuesto Especial sobre Productos Intermedios, con carácter parcial, con el límite
del 40 por 100.
j) El Impuesto Especial sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas, con carácter parcial, con
el límite del 40 por 100.
k) El Impuesto Especial sobre Hidrocarburos, con carácter parcial, con el límite del 40
por 100.
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l) El Impuesto Especial sobre las Labores del Tabaco, con carácter parcial, con el límite
del 40 por 100.
m) El Impuesto Especial sobre la Electricidad.
n) El Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte.
ñ) El Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos. La eventual
supresión o modificación por el Estado de alguno de los tributos antes señalados impli-
cará la extinción o modificación de la cesión.
2. El contenido de esta disposición se podrá modificar mediante acuerdo del Gobierno
con la Comunidad de Madrid, que será tramitado por el Gobierno como proyecto de
Ley. A estos efectos, la modificación de la presente disposición no se considerará modi-
ficación del Estatuto.
3. El alcance y condiciones de la cesión se establecerán por la Comisión Mixta mencio-
nada en la Disposición transitoria segunda que, en todo caso, los referirá a rendimientos
en el ámbito de la Comunidad de Madrid. El Gobierno tramitará el acuerdo de la Comi-
sión como proyecto de Ley.

17. CASTILLA Y LEÓN:
Artículo 41. Otros principios. (Modificado por LO 4/1999)
1. La Comunidad Autónoma de Castilla y León velará porque, en los términos de los artí-
culos 138 y 139 de la Constitución Española, el Estado garantice la realización efectiva
de los principios de igualdad y solidaridad y el equilibrio económico de las diversas
Comunidades Autónomas, sin que las diferencias entre sus Estatutos y competencias
puedan implicar, en ningún caso, privilegios económicos o sociales en perjuicio de
Castilla y León.
2. Con el fin de garantizar el nivel mínimo en la prestación de los servicios públicos
fundamentales que la Comunidad Autónoma haya asumido, su Hacienda recibirá con
cargo a los Presupuestos Generales del Estado la asignación complementaria a que se
refiere el artículo 158.1 de la Constitución Española, siempre que se den los supuestos
previstos al efecto en la ley que regule la financiación de las Comunidades Autónomas
o en otras normas de desarrollo.
3. La Comunidad Autónoma velará porque en la valoración del coste de los servicios
transferidos o a transferir, en el cálculo de la participación anual de los ingresos del
Estado, en la determinación de la asignación compensatoria a que se refiere el apar-
tado anterior y en la de los demás instrumentos de solidaridad previstos en el artículo
158 de la Constitución Española, para la corrección de los desequilibrios tradicionales
de Castilla y León se ponderen adecuadamente, entre otros, los factores de extensión
superficial y dispersión y baja densidad de la población.
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Artículo 42. Autonomía financiera. (Modificado por LO 4/1999)
1. La Comunidad, dentro de los principios de coordinación con las Haciendas estatal y
local, de suficiencia y de solidaridad entre todos los españoles, tiene autonomía finan-
ciera y patrimonio propio, de acuerdo con la Constitución, el presente Estatuto y la ley
orgánica que regule la financiación de las Comunidades Autónomas.
2. La Comunidad y las instituciones que la componen gozan de idéntico tratamiento
fiscal que el establecido por las leyes para el Estado.

Artículo 43. Patrimonio. (Modificado por LO 4/1999)
1. El patrimonio de la Comunidad Autónoma de Castilla y León estará integrado por
todos los bienes de los que ella sea titular, estén o no adscritos a algún servicio o uso
público de la Comunidad y cualquiera que sea su naturaleza y el título de adquisición.
2. Una ley de las Cortes de Castilla y León regulará el régimen jurídico del patrimonio
de la Comunidad Autónoma, así como su administración, conservación y defensa.

Artículo 44. Recursos financieros. (Modificado por LO 4/1999)
1. La Hacienda de la Comunidad Autónoma se constituye con:

1. Los rendimientos de sus propios impuestos, tasas, precios públicos y contribu-
ciones especiales.

2. Los rendimientos de los tributos cedidos por el Estado a que se refiere la disposi-
ción adicional primera y de todos aquellos cuya cesión sea aprobada por las Cortes
Generales.

3. Un porcentaje de participación en la recaudación de los impuestos estatales no
cedidos.

4. Los recargos sobre impuestos estatales.
5. Las transferencias procedentes del Fondo de Compensación Interterritorial de otros

fondos para el desarrollo.
6. Otras asignaciones con cargo a los Presupuestos Generales del Estado.
7. Los ingresos procedentes de la Unión Europea.
8. Los ingresos procedentes de otros organismos nacionales o internacionales.
9. El producto de la emisión de deuda y el recurso al crédito.
10. Los rendimientos del patrimonio de la Comunidad Autónoma y los demás ingresos

de derecho privado, legados, herencias y donaciones.
11. El producto de las multas y sanciones en el ámbito de su competencia.
12. Cualquier otro tipo de ingresos que puedan obtenerse en virtud de las leyes.

2. La regulación de la Hacienda de la Comunidad se ordenará de conformidad con lo
establecido en este Estatuto y en la legislación del Estado.
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Artículo 45. Otros recursos. (Modificado por LO 4/1999)
La Comunidad Autónoma o las Entidades Locales afectadas participarán en los ingresos
correspondientes a los tributos que el Estado pueda establecer para recuperar los
costes sociales producidos por actividades contaminantes o generadoras de riesgos de
especial gravedad para el medio, en la forma que establezca la ley creadora del
gravamen.

Artículo 46. Tributos. (Modificado por LO 4/1999)
1. Los tributos propios o los cedidos a la Comunidad acomodarán su regulación a lo
establecido en la ley orgánica que regule la financiación de las Comunidades Autó-
nomas.
2. En la misma forma se regularán los recargos que proceda establecer y las partici-
paciones en los tributos estatales.
3. No se considerará reforma del Estatuto el establecimiento, modificación o supresión
de cualquiera de los conceptos tributarios mencionados en los apartados 1 y 2 de este
artículo.

Artículo 47. Revisión de la participación. (Modificado por LO 4/1999)
La revisión de la participación de la Comunidad Autónoma en los ingresos del Estado
quedará sujeta a lo que se disponga en la ley orgánica que regule la financiación de las
Comunidades Autónomas.

Artículo 48. Deuda pública y crédito. (Modificado por LO 4/1999)
1. La Comunidad Autónoma podrá emitir deuda pública y concertar operaciones de
crédito para financiar gastos de inversión en los términos que autorice la correspon-
diente ley de las Cortes de Castilla y León.
2. El volumen y características de las emisiones se establecerán de acuerdo con la
ordenación general de la política crediticia y en coordinación con el Estado.
3. Los valores emitidos tendrán la consideración de fondos públicos a todos los
efectos.
4. Igualmente podrá concertar operaciones de crédito por plazo inferior a un año con
objeto de cubrir sus necesidades transitorias de tesorería.
5. Lo establecido en los apartados anteriores se ajustará a lo dispuesto en la ley orgá-
nica que regule la financiación de las Comunidades Autónomas.

Artículo 50. Presupuestos. (Modificado por LO 4/1999)
1. Los Presupuestos de la Comunidad constituirán la expresión cifrada conjunta y siste-
mática de las obligaciones que como máximo pueden reconocer y de los derechos que
prevean liquidar durante el correspondiente ejercicio. Tendrán carácter anual e incluirán



la totalidad de los gastos e ingresos de los organismos y entidades que la integren, y
en ellos se consignará el importe de los beneficios fiscales que afecten a los tributos
atribuidos a la Comunidad de Castilla y León.
2. Corresponderá a la Junta la elaboración de los Presupuestos de Castilla y León y a
las Cortes de Castilla y León su examen, enmienda, aprobación y control. La Junta
presentará el proyecto de Presupuestos a las Cortes de Castilla y León antes del 15 de
octubre de cada año. Si no fuera aprobado antes del primer día del ejercicio económico
correspondiente, quedarán automáticamente prorrogados los del año anterior hasta la
aprobación del nuevo.
3. Los Presupuestos de la Comunidad se presentarán equilibrados, y su elaboración y
gestión se efectuará con criterios homogéneos a los del Estado, de forma que sea
posible su consolidación.
4. La contabilidad de la Comunidad se adaptará al Plan General de Contabilidad Pública
que se establezca para todo el sector público.
La Comunidad vendrá obligada a publicar sus Presupuestos y cuentas anuales, y a sumi-
nistrar la información que requiera el Consejo de Política Fiscal y Financiera, certificando
la exactitud material de los datos contables.
5. En todo lo no dispuesto expresamente por este Estatuto en materia de contabilidad
y control de la actividad financiera, se tendrá en cuenta la legislación estatal que sea
aplicable.

Disposición Adicional Primera. (Modificada por Ley 30/1997)
1. (Modificado por Ley 31/2002) Se cede a la Comunidad de Castilla y León el rendi-
miento de los siguientes tributos:
a) Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, con carácter parcial, con el límite
del 33 por 100.
b) Impuestos sobre el Patrimonio.
c) Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.
d) Impuestos sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.
e) Los tributos sobre el Juego.
f) El impuesto sobre el Valor Añadido, con carácter parcial, con el límite del 35 por 100.
g) El impuesto Especial sobre la Cerveza, con carácter parcial, con el límite del 40 por
100.
h) El impuesto Especial sobre el Vino y Bebidas Fermentadas, con carácter parcial, con
el límite del 40 por 100.
i) El Impuesto Especial sobre Productos Intermedios, con carácter parcial, con el límite
del 40 por 100.
j) El Impuesto Especial sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas, con carácter parcial, con
el límite del 40 por 100.
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k) El Impuesto Especial sobre Hidrocarburos, con carácter parcial, con el límite del 40
por 100.
l) El Impuesto Especial sobre las Labores del Tabaco, con carácter parcial, con el límite
del 40 por 100.
m) El Impuesto Especial sobre la Electricidad.
n) El Impuesto Especial sobre Determinados Medios de Transporte.
ñ) El Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados Hidrocarburos. La eventual
supresión o modificación por el Estado de alguno de los tributos antes señalados impli-
cará la extinción o modificación de la cesión.
2. El contenido de esta Disposición se podrá modificar mediante acuerdo del Gobierno
con la Comunidad, que será tramitado por el Gobierno como proyecto de Ley. A estos
efectos, la modificación de la presente Disposición no se considerará reforma del Esta-
tuto.
3. El alcance y condiciones de la cesión se establecerá por la Comisión Mixta a que se
refiere la Disposición transitoria tercera, que, en todo caso, las referirá a rendimientos
en la Comunidad. El Gobierno tramitará el acuerdo de la Comisión como proyecto de
Ley en el plazo de seis meses a partir de la constitución de la primera Junta, con arreglo
a la disposición transitoria primera.

Disposición Transitoria Novena. Cesión del Impuesto de Lujo.
Mientras no se establezca el Impuesto sobre el Valor Añadido, se considerará cedido el
Impuesto de Lujo que se recauda en destino.

18. CEUTA:
Artículo 34.
La ciudad de Ceuta, con sujeción al principio de coordinación con la Hacienda estatal,
goza de autonomía financiera, es titular de bienes de dominio público y de patrimonio y
hacienda propios, de acuerdo con la Constitución, el presente Estatuto y la legislación
del Estado sobre régimen financiero de las Entidades locales. De acuerdo con estos
principios, el Estado garantizará la suficiencia financiera de la Ciudad.

Artículo 35.
1. El patrimonio de la ciudad de Ceuta estará integrado por:
1.º El patrimonio del Ayuntamiento en el momento de la entrada en vigor del presente
Estatuto.
2.º Los bienes afectos a los servicios que, en aplicación de lo dispuesto en el presente
Estatuto, se traspasen a la ciudad de Ceuta.
3.º Los bienes adquiridos por cualquier título jurídico.
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4.º Cualesquiera otros bienes y derechos que le correspondan a tenor de lo dispuesto
en el presente Estatuto o por otra disposición legal.
2. La ciudad de Ceuta tiene plena capacidad para adquirir, administrar y enajenar los
bienes que integran su patrimonio.

Artículo 36.
La ciudad de Ceuta dispondrá de los recursos que le correspondan en los términos del
presente Estatuto, así como los que la legislación financiera local establezca en el futuro
para los municipios y provincias.
En particular, le corresponderán los siguientes recursos:
1.º Los rendimientos de sus propios tributos, que serán los previstos en la legislación
del Estado para los municipios y provincias y en la disposición adicional segunda del
presente Estatuto.
2.º Las asignaciones complementarias que se establezcan en su caso en los Presu-
puestos Generales del Estado en garantía del nivel mínimo de los servicios fundamen-
tales de su competencia.
3.º Las participaciones en tributos estatales, según los criterios establecidos para los
municipios y provincias.
4.º Las transferencias derivadas del Fondo de Compensación Interterritorial y de otros
Fondos destinados a favorecer el desarrollo, de acuerdo con los criterios establecidos
en las disposiciones reguladoras de los mismos.
5.º Los rendimientos derivados del patrimonio de la Ciudad y los ingresos de Derecho
privado, herencias, legados y donaciones.
6.º Los ingresos derivados de la imposición de multas y sanciones en el ámbito de su
competencia.
7.º El producto de las operaciones de crédito.
8.º Las transferencias que reciba la ciudad de Ceuta en aplicación de la participación
en los ingresos estatales, por competencias traspasadas del Estado.
9.º Los rendimientos de los tributos del Estado que le sean cedidos por éste. El alcance
y términos de la cesión serán determinados por Ley.
10º. Cuantos otros recursos se atribuyan a las Comunidades Autónomas y a las Enti-
dades locales por la legislación estatal o, a través de los Presupuestos Generales del
Estado, como consecuencia de la vinculación de España a la Unión Europea.

Artículo 37.
La ciudad de Ceuta podrá concertar operaciones de crédito en todas sus modalidades
y con cualesquiera personas o entidades en los términos previstos en el presente artí-
culo.
1. Para la financiación de sus inversiones, la ciudad de Ceuta puede acudir al crédito
público y privado, a medio o largo plazo, en cualquiera de sus formas.



2. La obtención de créditos puede instrumentarse mediante las siguientes formas:
a) Emisión pública de títulos representativos de la deuda.
b) Contratación de préstamos o créditos.
c) Conversión o sustitución total o parcial de deudas preexistentes.
d) Contratación de avales.
3. El pago de las obligaciones derivadas de las operaciones de crédito podrá ser garan-
tizado con la afectación de ingresos específicos y con la constitución de garantía real
sobre determinados bienes del patrimonio de las Entidades locales
4. La ciudad de Ceuta podrá concertar operaciones transitorias de tesorería con cuales-
quiera entidades financieras para atender sus obligaciones, siempre que, en su
conjunto, no superen el 30 por 100 de sus ingresos anuales de carácter ordinario y
queden necesariamente cancelados, con sus intereses, antes de la finalización del ejer-
cicio económico siguiente a aquel en que se contraten.
5. Las operaciones de crédito a formalizarse con el exterior y las instrumentadas
mediante emisiones públicas de títulos representativos precisarán de la previa autori-
zación de los órganos competentes del Ministerio de Economía y Hacienda.
El concierto de operaciones que se pretenda realizar, una vez que la carga financiera
total anual de la Ciudad supere el 25 por 100 de sus ingresos anuales de carácter
corriente, precisará la previa autorización superior que corresponderá otorgar a los
órganos competentes del Ministerio de Economía y Hacienda.

Artículo 38.
1. La gestión, liquidación, recaudación, inspección y revisión de sus propios tributos
corresponderán a la ciudad de Ceuta en la forma en que se establezca en la legislación
sobre régimen financiero de las Entidades locales
2. La gestión, liquidación, inspección y revisión de los impuestos del Estado recaudados
en el territorio de la ciudad de Ceuta corresponderán a la Administración tributaria del
Estado, sin perjuicio de la colaboración que pueda establecerse, especialmente cuando
así lo exija la naturaleza del tributo.

Artículo 39.
Se regularán necesariamente mediante acuerdo plenario de la Asamblea, el estableci-
miento, modificación, supresión y ordenación de los tributos y de las exenciones y boni-
ficaciones que les afecten.

Artículo 40.
1. Corresponde al Consejo de Gobierno la elaboración y ejecución del presupuesto de
la Ciudad, y a la Asamblea de Ceuta, su examen, enmienda, aprobación y control, de
acuerdo con la legislación estatal sobre financiación de las Entidades locales.
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2. El presupuesto será único, tendrá carácter anual e incluirá la totalidad de los ingresos
y gastos de la Ciudad y de los organismos, instituciones y empresas de ella depen-
dientes.

Disposición Adicional Segunda
Subsistirán la peculiaridades económico-fiscales existentes actualmente en la ciudad de
Ceuta, sin perjuicio de las necesarias adaptaciones que hayan de realizarse derivadas
de la vinculación de España a Entidades supranacionales.
Mediante Ley del Estado se actualizará y garantizará las peculiaridades del régimen
económico y fiscal de Ceuta.

Disposición Adicional Tercera
1. El porcentaje por participación en la recaudación en los ingresos estatales, según lo
dispuesto en el punto 8.º del artículo 36 del presente Estatuto, tendrá su base inicial en
el coste efectivo de los servicios transferidos, contenida en los ingresos estatales por
Impuestos directos e indirectos no susceptibles de cesión, excluidos los recursos y
participaciones de la Unión Europea (U.E.), así como los ingresos correspondientes a
las cuotas del sistema de la Seguridad Social y a las aportaciones al desempleo.
2. El porcentaje señalado según lo dispuesto en el número 1 anterior tendrá vigencia
quinquenal y únicamente será revisable en los siguientes casos:
a) Cuando se amplíen o reduzcan las competencias asumidas por la ciudad de Ceuta y
que anteriormente realizaba el Estado.
b) Cuando se lleven a cabo reformas sustanciales en el sistema tributario estatal.
c) Cuando, transcurridos cinco años desde su puesta en vigor, se solicite su revisión
por el Estado o por la ciudad de Ceuta .
3. Para determinar la financiación que en cada año del quinquenio se derive del porcen-
taje de participación, se aplicarán idénticas reglas de evolución que las utilizadas para
determinar el importe anual de las participaciones de las Comunidades Autónomas en
los ingresos del Estado.
Asimismo, se seguirá igual procedimiento para practicar la liquidación definitiva respec-
tiva.
4. El porcentaje de participación de la ciudad de Ceuta en los ingresos del Estado, regu-
lado en los números anteriores, se aprobará por la Ley de Presupuestos Generales del
Estado correspondiente al primer año del quinquenio al que se refiere.

19. MELILLA:
Artículo 34.
La ciudad de Melilla, con sujeción al principio de coordinación con la Hacienda estatal,
goza de autonomía financiera, es titular de bienes de dominio público y de patrimonio y
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hacienda propios, de acuerdo con la Constitución, el presente Estatuto y la legislación
del Estado sobre régimen financiero de las Entidades locales. De acuerdo con estos
principios el Estado garantizará la suficiencia financiera de la Ciudad.

Artículo 35.
1. El patrimonio de la ciudad de Melilla estará integrado por:
1.º El patrimonio del Ayuntamiento en el momento de la entrada en vigor del presente
Estatuto. 
2.º Los bienes afectos a los servicios que, en aplicación de lo dispuesto en el presente
Estatuto, se traspasen a la ciudad de Melilla
3.º Los bienes adquiridos por cualquier título jurídico.
4.º Cualesquiera otros bienes y derechos que le correspondan a tenor de lo dispuesto
en el presente Estatuto o por otra disposición legal.
2. La ciudad de Melilla tiene plena capacidad para adquirir, administrar y enajenar los
bienes que integran su patrimonio.

Artículo 36.
La ciudad de Melilla dispondrá de los recursos que le correspondan en los términos del
presente Estatuto, así como los que la legislación financiera local establezca en el futuro
para los municipios y provincias.
En particular, le corresponderán los siguientes recursos:
1.º Los rendimientos de sus propios tributos, que serán los previstos en la legislación
del Estado para los municipios y provincias y en la disposición adicional segunda del
presente Estatuto.
2.º Las asignaciones complementarias que se establezcan en su caso en los Presu-
puestos Generales del Estado en garantía del nivel mínimo de los servicios fundamen-
tales de su competencia.
3.º Las participaciones en tributos estatales según los criterios establecidos para los
municipios y provincias.
4.º Las transferencias derivadas del Fondo de Compensación Interterritorial y de otros
Fondos destinados a favorecer el desarrollo, de acuerdo con los criterios establecidos
en las disposiciones reguladoras de los mismos.
5.º Los rendimientos derivados del patrimonio de la Ciudad y los ingresos de Derecho
privado, herencias, legados y donaciones.
6.º Los ingresos derivados de la imposición de multas y sanciones en el ámbito de su
competencia.
7.º El producto de las operaciones de crédito.
8.º Las transferencias que reciba la ciudad de Melilla en aplicación de la participación
en los ingresos estatales, por competencias traspasadas del Estado.
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9.º Los rendimientos de los tributos del Estado que le sean cedidos por éste. El alcance
y los términos de la cesión serán determinados por ley.
10º. Cuantos otros recursos se atribuyan a las Comunidades Autónomas y a las Enti-
dades locales por la legislación estatal o, a través de los Presupuestos Generales del
Estado, como consecuencia de la vinculación de España a la Unión Europea.

Artículo 37.
La ciudad de Melilla podrá concertar operaciones de crédito en todas sus modalidades y
con cualesquiera personas o entidades en los términos previstos en el presente artículo.
1. Para la financiación de sus inversiones, la ciudad de Melilla puede acudir al crédito
público y privado, a medio o largo plazo, en cualquiera de sus formas.
2. La obtención de créditos puede instrumentarse mediante las siguientes formas:
a) Emisión pública de títulos representativos de la deuda.
b) Contratación de préstamos o créditos.
c) Conversión o sustitución total o parcial de deudas preexistentes.
d) Contratación de avales.
3. El pago de las obligaciones derivadas de las operaciones de crédito podrá ser garan-
tizado con la afectación de ingresos específicos y con la constitución de garantía real
sobre determinados bienes del patrimonio de las Entidades locales
4. La ciudad de Melilla podrá concertar operaciones transitorias de tesorería con
cualesquiera entidades financieras para atender sus obligaciones, siempre que en su
conjunto no superen el 30 por 100 de sus ingresos anuales de carácter ordinario y
queden necesariamente cancelados, con sus intereses, antes de la finalización del ejer-
cicio económico siguiente a aquel en que se contraten.
5. Las operaciones de crédito a formalizarse con el exterior y las instrumentadas
mediante emisiones públicas de títulos representativos precisarán de la previa autori-
zación de los órganos competentes del Ministerio de Economía y Hacienda.
El concierto de operaciones que se pretenda realizar, una vez que la carga financiera
total anual de la Ciudad supere el 25 por 100 de sus ingresos anuales de carácter
corriente, precisará la previa autorización superior que corresponderá otorgar a los
órganos competentes del Ministerio de Economía y Hacienda.

Artículo 38.
1. La gestión, liquidación, recaudación, inspección y revisión de sus propios tributos
corresponderán a la ciudad de Melilla en la forma en que se establezca en la legislación
sobre régimen financiero de las Entidades locales.
2. La gestión, liquidación, inspección y revisión de los impuestos del Estado recaudados
en el territorio de la ciudad de Melilla corresponderán a la Administración tributaria del
Estado, sin perjuicio de la colaboración que pueda establecerse, especialmente cuando
así lo exija la naturaleza del tributo.



434

5.1. TÍTULO V: NORMAS ECONÓMICAS Y FINANCIERAS

Artículo 39.
Se regularán necesariamente mediante acuerdo plenario de la Asamblea el estableci-
miento, modificación, supresión y ordenación de los tributos y de las exenciones y boni-
ficaciones que les afecten.

Artículo 40.
1. Corresponde al Consejo de Gobierno la elaboración y ejecución del presupuesto de
la Ciudad, y a la Asamblea de Melilla, su examen, enmienda, aprobación y control de
acuerdo con la legislación estatal sobre financiación de las Entidades locales.
2. El presupuesto será único, tendrá carácter anual e incluirá la totalidad de los ingresos
y gastos de la Ciudad y de los organismos, instituciones y empresas de ella depen-
dientes.

Disposición Adicional Segunda.
Subsistirán la peculiaridades económico-fiscales existentes actualmente en la ciudad de
Melilla, sin perjuicio de las necesarias adaptaciones que hayan de realizarse derivadas
de la vinculación de España a Entidades supranacionales.
Mediante ley del Estado se actualizará y garantizará las peculiaridades del régimen
económico y fiscal de Melilla.

Disposición Adicional Tercera.
1. El porcentaje por participación en la recaudación en los ingresos estatales, según lo
dispuesto en el punto 8.º del artículo 36 del presente Estatuto, tendrá su base inicial en
el coste efectivo de los servicios transferidos, contenida en los ingresos estatales por
Impuestos directos e indirectos no susceptibles de cesión, excluidos los recursos y
participaciones de la Unión Europea (UE), así como los ingresos correspondientes a las
cuotas del sistema de la Seguridad Social y a las aportaciones al desempleo.
2. El porcentaje señalado según lo dispuesto en el número uno anterior tendrá vigencia
quinquenal y únicamente será revisable en los siguientes casos:
a) Cuando se amplíen o reduzcan las competencias asumidas por la ciudad de Melilla y
que anteriormente realizaba el Estado.
b) Cuando se lleven a cabo reformas sustanciales en el sistema tributario estatal.
c) Cuando, transcurridos cinco años desde su puesta en vigor, se solicite su revisión
por el Estado o por la ciudad de Melilla.
3. Para determinar la financiación que en cada año del quinquenio se derive del porcen-
taje de participación, se aplicarán idénticas reglas de evolución que las utilizadas para
determinar el importe anual de las participaciones de las Comunidades Autónomas en
los ingresos del Estado.
Asimismo se seguirá igual procedimiento para practicar la liquidación definitiva respec-
tiva.
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4. El porcentaje de participación de la ciudad de Melilla en los ingresos del Estado, regu-
lado en los números anteriores, se aprobará por la Ley de Presupuestos Generales del
Estado correspondiente al primer año del quinquenio al que se refiere.
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2. HACIENDAS LOCALES

1. PAÍS VASCO:
Su Estatuto no incluye ninguna disposición sobre esta materia.

2. CATALUÑA:
Artículo 48.
1. Corresponde a la Generalidad la tutela financiera sobre los Entes Locales, respetando
la autonomía que a los mismos reconocen los artículos 140 y 142 de la Constitución y
de acuerdo con el artículo 9.8 de este Estatuto.
2. Es competencia de los Entes Locales de Cataluña la gestión, recaudación, liquidación
e inspección de los tributos propios que les atribuyan las Leyes, sin perjuicio de la dele-
gación que puedan otorgar para estas facultades a favor de la Generalidad.
Mediante Ley del Estado se establecerá el sistema de colaboración de los Entes
Locales, de la Generalidad y del Estado para la gestión, liquidación, recaudación e
inspección de aquellos tributos que se determinen.
Los ingresos de los Entes Locales de Cataluña consistentes en participaciones en
ingresos estatales y en subvenciones incondicionadas se percibirán a través de la Gene-
ralidad, que los distribuirá de acuerdo con los criterios legales que se establezcan por
las referidas participaciones.

Disposición Adicional Cuarta.
A partir de la entrada en vigor del presente Estatuto, los presupuestos que elaboren y
aprueben las Diputaciones Provinciales de Barcelona, Gerona, Lérida y Tarragona se
unirán al de la Generalidad.

3. GALICIA:
Artículo 49.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma gallega la tutela financiera sobre los entes
locales respetando la autonomía que a los mismos reconocen los artículos 140 y 142
de la Constitución y de acuerdo con el artículo 27. 2 de este Estatuto.
2. Es competencia de los entes locales de Galicia la gestión, recaudación, liquidación e
inspección de los tributos propios que les atribuyan las Leyes, sin perjuicio de la dele-
gación que puedan otorgar para estas facultades a favor de la Comunidad Autónoma
gallega.
Mediante Ley del Estado se establecerá el sistema de colaboración de los entes
locales, de la Comunidad Autónoma gallega y del Estado para la gestión, liquidación,
recaudación e inspección de aquellos tributos que se determinen.
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Los ingresos de los entes locales de Galicia, consistentes en participación en ingresos
estatales y en subvenciones incondicionadas se percibirán a través de la Comunidad
Autónoma gallega, que los distribuirá de acuerdo con los criterios legales que se esta-
blezcan para las referidas participaciones.

4. ANDALUCÍA:
Artículo 62.
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma la tutela financiera de los Entes Locales,
respetando la autonomía que a los mismos les reconocen los artículos 140 y 142 de la
Constitución y de acuerdo con el artículo 13,3, del presente Estatuto.
2. Es competencia de los Entes Locales la gestión, liquidación, recaudación e inspec-
ción de sus propios tributos, sin perjuicio de la delegación que de sus facultades puedan
otorgar en favor de la Comunidad Autónoma.
3. Mediante Ley de Cortes se establecerá el sistema de colaboración entre los Entes
Locales, la Comunidad Autónoma y el Estado para la gestión, liquidación, recaudación
e inspección de los tributos que se determinen.
4. Los ingresos de los Entes Locales consistentes en participaciones en ingresos esta-
tales y en subvenciones incondicionadas se percibirán a través de la Comunidad Autó-
noma, que los distribuirá de acuerdo con los criterios legales establecidos para dichas
participaciones.

5. ASTURIAS:
Artículo 51 bis. (Añadido por LO 1/1999).
Corresponde al Principado de Asturias la tutela financiera de las Corporaciones Locales
sin perjuicio de la autonomía que les garantiza el artículo 140 de la Constitución y en el
marco de lo dispuesto en los artículos 142 y 149.1.18. a de la misma.

6. CANTABRIA:
Artículo 52. (Modificado por LO 11/1998)
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma de Cantabria velar por los intereses finan-
cieros de los entes locales, respetando la autonomía que a los mismos reconocen los
artículos 140 y 142 de la Constitución.
2. Es competencia de los entes locales de Cantabria la gestión, recaudación, liquida-
ción e inspección de los tributos propios que les atribuyen las leyes, sin perjuicio de la
delegación que puedan otorgar para estas facultades a favor de la Comunidad Autó-
noma de Cantabria. Mediante Ley del Estado, se establecerá el sistema de colabora-
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ción de los entes locales, de la Comunidad Autónoma de Cantabria y del Estado para la
gestión, liquidación, recaudación e inspección de aquellos tributos que se determinen.

7. LA RIOJA:
Artículo 53. (Modificado por LO 2/1999)
1. Corresponde a la Comunidad Autónoma la tutela financiera respecto a los Entes
Locales, conforme a lo dispuesto en el artículo noveno, apartado nueve, del presente
Estatuto, respetando en todo caso, la autonomía reconocida a los mismos en los artí-
culos 140 y 142 de la Constitución.
2. La Comunidad Autónoma de La Rioja colaborará con los entes locales en la gestión,
liquidación, recaudación e inspección de los tributos que tienen atribuidos, respetando
su autonomía financiera y de conformidad con lo establecido en la legislación básica y
en la del Parlamento de La Rioja.
3. Los ingresos de los Entes Locales consistentes en participaciones en ingresos esta-
tales y en subvenciones incondicionadas se percibirán a través de la Comunidad Autó-
noma, que los distribuirá de acuerdo con los criterios legales establecidos para dichas
participaciones.

8. REGIÓN DE MURCIA:
Su Estatuto no incluye ninguna disposición sobre esta materia, salvo la competencia
general sobre régimen local (art. 11.9).

9. COMUNIDAD VALENCIANA:
Artículo 49.
1. En el caso de que la Generalidad, cuando así lo prevea la legislación sobre Régimen
Local, establezca tributos sobre hechos precisamente sujetos a la imposición municipal
por las Corporaciones Locales, la Ley que establezca el tributo establecerá las medidas
de compensación o coordinación en favor de estas Corporaciones, de modo que los
ingresos de las mismas no se vean ni mermados ni reducidos en sus posibilidades de
crecimiento futuro.
2. Los ingresos de los Entes Locales de la Comunidad Valenciana, consistentes en parti-
cipaciones en ingresos estatales y en subvenciones incondicionales, se percibirán a
través de la Generalidad, que los distribuirá de acuerdo con los criterios legales que la
legislación del Estado establezca para las referidas participaciones.
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10. ARAGÓN:
Artículo 53. (Modificado por LO 5/1996)
Corresponde a la Comunidad Autónoma la tutela financiera respecto de los Entes
Locales, conforme a lo dispuesto en el artículo 35.1.2.ª del presente Estatuto, respe-
tando, en todo caso, la autonomía reconocida a los mismos en los artículos 140 y 142
de la Constitución.
La Comunidad Autónoma de Aragón colaborará con los Entes Locales en la gestión,
liquidación, recaudación e inspección de los tributos que tienen atribuidos, respetando
su autonomía financiera y de conformidad con lo establecido en la legislación básica y
la de las Cortes de Aragón.
Los ingresos de los Entes Locales consistentes en participaciones en ingresos esta-
tales y en subvenciones incondicionadas se percibirán a través de la Comunidad Autó-
noma, que los distribuirá de acuerdo con los criterios legales establecidos por el Estado
para dichas participaciones.

11. CASTILLA-LA MANCHA:
Su Estatuto no incluye ninguna disposición sobre esta materia, salvo la competencia
general sobre régimen local (art. 32.1).

12. CANARIAS:
Artículo 48. (Modificado por LO 4/1996)
El patrimonio insular estará integrado por:

a) El patrimonio de la Isla a la entrada en vigor del presente Estatuto.
b) Los bienes afectos a los servicios traspasados a cada Isla.
c) Los bienes y derechos que adquiera la Isla en el ejercicio de sus competencias y

funciones.
d) Los bienes que adquiera la Isla por donación, sucesión o cualquier otro título jurí-

dico válido.
e) Cualesquiera otros bienes o derechos que le correspondan a tenor de lo dispuesto

en el presente Estatuto o por otra disposición legal.

Artículo 50. (Modificado por LO 4/1996)
Los recursos de las Islas están constituidos por:

a) Los establecidos en su legislación específica.
b) Los establecidos en la legislación de régimen local.
c) Los derivados del régimen económico-fiscal de Canarias.
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d) Las participaciones en los impuestos regionales, en las asignaciones o
subvenciones estatales y en las transferencias procedentes del Fondo de Compensa-
ción Interterritorial, que puedan otorgarse por Ley del Parlamento Canario.

e) Los que les asignen como consecuencia de las competencias que se les
transfieran

13. NAVARRA:
Artículo 48.
1. Es competencia de los Entes locales de la región la gestión, recaudación, liquidación
e inspección de los tributos propios que les atribuyan las Leyes, sin perjuicio de la dele-
gación que puedan otorgar para el ejercicio de estas facultades a favor del Consejo de
Gobierno.
2. Mediante Ley del Estado se establecerá el sistema de colaboración de los Entes
locales, de la Comunidad Autónoma y del Estado para la gestión, liquidación, recauda-
ción e inspección de aquellos tributos que se determinen.
3. Los ingresos de los Entes locales de la región, consistentes en participación en
ingresos estatales y en subvenciones incondicionadas, se percibirán a través del
Consejo de Gobierno, que los distribuirá de acuerdo con los criterios que establezca la
Ley del Estado para las referidas participaciones.

14. EXTREMADURA:
Su Estatuto no incluye ninguna disposición sobre esta materia, salvo la competencia
general sobre régimen local (art. 8.1).

15. ISLAS BALEARES:
Artículo 68. (Modificado por LO 3/1999)
Para el desarrollo y la ejecución de sus funciones y competencias, los Consejos Insu-
lares gozarán de autonomía financiera, la cual deberá respetar el principio de suficiencia
de recursos para garantizar el ejercicio adecuado de las competencias propias.
Artículo 69. (Modificado por LO 3/1999)
Los recursos de los Consejos Insulares estarán constituidos por:

1. Los recursos propios, establecidos para los Consejos Insulares por la legis-
lación estatal como entes de Administración Local.

2. Los que se determinan en las leyes de transferencias, como financiación
provisional de las funciones y servicios que se transfieren.

3. Las subvenciones y transferencias de capital establecidas por ley del Parla-
mento.
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4. La participación en la financiación de la Comunidad, en proporción a las
competencias autonómicas que los Consejos gestionan como financiación definitiva.

5. Las transferencias procedentes del Fondo de Compensación Interinsular, de
acuerdo con la distribución que establezca la ley del Parlamento.

6. Cualquier tipo de ingresos que puedan obtenerse en virtud de las leyes.

16. COMUNIDAD DE MADRID:
Su Estatuto no incluye ninguna disposición sobre esta materia, salvo la competencia
general sobre régimen local (art. 27.1).

17. CASTILLA Y LEÓN:
Artículo 52. Coordinación de las Haciendas locales.
1. Corresponde a la Comunidad velar por los intereses financieros de los entes locales
de su territorio, respetando la autonomía que a los mismos reconocen los artículos 140
a 142 de la Constitución.
2. Sin perjuicio de la competencia de dichos entes locales la Comunidad podrá esta-
blecer fórmulas de colaboración en la gestión, liquidación, recaudación e inspección de
los tributos de aquéllos. Igualmente, se podrán arbitrar fórmulas de colaboración en la
percepción de otros ingresos de los entes locales.

18. CEUTA:
Su Estatuto no incluye ninguna disposición sobre esta materia.

19. MELILLA:
Su Estatuto no incluye ninguna disposición sobre esta materia.
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3. CONTROLES TÉCNICOS Y JUDICIALES

1. PAÍS VASCO:
Su Estatuto no incluye ninguna disposición sobre esta materia.

2. CATALUÑA:
Artículo 42.
Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 136 y en el apartado d) del artículo 153 de la
Constitución, se crea la Sindicatura de Cuentas de Cataluña. Una Ley de Cataluña regulará
su organización y funcionamiento y establecerá las garantías, normas y procedimientos
para asegurar la rendición de las cuentas de la Generalidad, que deberá someterse a la
aprobación del Parlamento.

3. GALICIA:
Artículo 53.2.
2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 136 y en el apartado d) del artículo 153 de
la Constitución, se crea el Consejo de Cuentas de Galicia. Una Ley de Galicia regulará su
organización y funcionamiento y establecerá las garantías, normas y procedimientos para
asegurar la rendición de las cuentas de la Comunidad Autónoma, que deberá someterse
a la aprobación del Parlamento.

4. ANDALUCÍA:
Artículo 70.
El control económico y presupuestario de la Comunidad Autónoma se ejercerá por el
Tribunal de Cuentas, en los términos de la ley.

5. ASTURIAS:
Artículo 35 ter. (Añadido por LO 1/1999).
1. Se crea la Sindicatura de Cuentas del Principado de Asturias. Por ley del Principado se
regulará su composición y funciones.
2. Dependerá directamente de la Junta General del Principado y ejercerá sus funciones
por delegación de ella en el examen y comprobación de la Cuenta General del Principado.

Artículo 55. (Modificado por LO 1/1999)
1. El control económico y presupuestario del Principado de Asturias se ejercerá por la



444

5.3. TÍTULO V: NORMAS ECONÓMICAS Y FINANCIERAS

Sindicatura de Cuentas del Principado, sin perjuicio de las funciones del Tribunal de
Cuentas del Reino.
2. El informe de la Sindicatura de Cuentas del Principado será remitido a la Junta General
para su tramitación de acuerdo con lo que prevea el Reglamento de la Cámara.

6. CANTABRIA:
Artículo 41.( Modificado por LO 11/1998)
El control económico y presupuestario de la Comunidad Autónoma se ejercerá por el
Tribunal de Cuentas del Estado.
El informe del Tribunal de Cuentas será remitido, además de a las Cortes Generales, al
Parlamento de Cantabria.
Lo establecido en los párrafos anteriores se llevará a cabo de acuerdo con lo que
disponga la Ley Orgánica prevista en el artículo 136, apartado 4, de la Constitución.

7. LA RIOJA:
Artículo 32.
El control económico y presupuestario de la Comunidad Autónoma se ejercerá por el
Tribunal de Cuentas conforme a lo dispuesto en los artículos 136 y 153.d) de la Consti-
tución.

Artículo 50. (Modificado por LO 2/1999)
La Comunidad Autónoma podrá crear su propio Tribunal Económico-Administrativo,
mediante Ley que regulará su composición, régimen y funcionamiento.

Artículo 51. (Modificado por LO 2/1999)
1. El conocimiento de las distintas reclamaciones interpuestas contra los actos dictados por
las respectivas Administraciones en materia tributaria, tanto si en ellas se suscitan cues-
tiones de hecho como de derecho, corresponderá:
a) Cuando se trate de tributos propios de la Comunidad Autónoma de La Rioja, a su propio
Tribunal Económico-Administrativo.
b) Cuando se trate de tributos cedidos o de recargos establecidos sobre tributos del Estado,
a los órganos económico-administrativos de éste.
2. Las resoluciones de los órganos económico-administrativos, tanto del Estado como de la
Comunidad Autónoma de La Rioja, podrán ser, en todo caso, objeto de recurso contencioso-
administrativo en los términos establecidos en la normativa reguladora de esta jurisdicción.
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8. REGIÓN DE MURCIA:
Artículo 44.
1. El conocimiento de las reclamaciones interpuestas contra los actos dictados en
materia tributaria, corresponderá:
a) Cuando se trate de tributos propios de la Comunidad Autónoma, a sus propios
órganos económico-administrativos.
b) Cuando se trate de tributos cedidos y de recargos establecidos sobre Tributos del
Estado, a los órganos económico-administrativos del mismo.
2. Las resoluciones de los órganos económico-administrativos de la Comunidad Autó-
noma podrán ser objeto de recurso contencioso administrativo, en los términos esta-
blecidos por la normativa reguladora de esta jurisdicción.

Artículo 54.
El control económico y presupuestario de la Región, se ejercerá por el Tribunal de
Cuentas del Estado, y sus investigaciones y actuaciones podrán producirse tanto a
iniciativa de los órganos regionales como del Consejo Auditor del Tribunal de Cuentas,
todo ello sin perjuicio de las facultades que corresponden a la Asamblea Regional.
El informe del Tribunal de Cuentas será remitido a la Asamblea Regional y a las Cortes
Generales.

9. COMUNIDAD VALENCIANA:
Artículo 59.
El control económico y presupuestario de la actividad financiera de la Generalidad
Valenciana corresponde a la Sindicatura de Cuentas, sin perjuicio de lo establecido en
la legislación del Estado. Una ley de las Cortes Valencianas fijará su composición y
funciones, así como el Estatuto de sus miembros.

10. ARAGÓN20

11. CASTILLA-LA MANCHA21

20 Vid. art. 16.h ( II.2, pág. 228)

21 Vid. art. 9.1.j ( II.2, pág. 230)



12. CANARIAS:
Artículo 61.2.
2. La Audiencia de Cuentas, dependiente del Parlamento de Canarias, realizará las
funciones de fiscalización externa de la gestión económica, financiera y contable del sector
público de la Comunidad Autónoma y demás entes públicos de Canarias, sin perjuicio de
las competencias que corresponden al Tribunal de Cuentas de acuerdo con la Constitución.
Ejercerá sus funciones por delegación del Parlamento en el examen y comprobación de
la Cuenta General de la Comunidad Autónoma Canaria.
Una Ley del Parlamento de Canarias regulará su organización y funcionamiento

13. NAVARRA:
Artículo 18 (2, 3 y 4).
2. Como órgano dependiente del Parlamento de Navarra funcionará la Cámara de
Comptos, a la que corresponderán las competencias previstas en su Ley constitutiva y
en las que la modifiquen o desarrollen.
Previamente al conocimiento y aprobación por el Parlamento de las Cuentas de la
Comunidad Foral y del sector público dependiente de la misma, la Cámara de Comptos
efectuará su examen y censura emitiendo dictamen para el Parlamento de Navarra.
Igualmente informará sobre las Cuentas y la gestión económica le las Corporaciones Locales
de Navarra, conforme a lo que se disponga en una ley foral sobre Administración Local.
3. sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados anteriores; la Cámara de Comptos remi-
tirá sus actuaciones al Tribunal de Cuentas. El dictamen del Tribunal de Cuentas será
enviado con su respectivo expediente al Parlamento de Navarra para que éste, en su
caso, adopte las medida, que procedan.
4. Corresponderá al Tribunal de Cuentas el enjuiciamiento de la responsabilidad
contable en que pudieran incurrir quienes en Navarra tengan a su cargo el manejo de
caudales o efectos públicos y, por acción u omisión contraria a la ley, originen menos-
cabo de los mismos.
Si, en el ejercicio de su función fiscalizadora, la Cámara de Comptos advirtiera la exis-
tencia de indicios de responsabilidad contable dará traslado de las correspondientes
actuaciones al Tribunal de Cuentas.

14. EXTREMADURA:
Artículo 53. (Modificado por LO 12/1999)
Una ley de la Asamblea creará y regulará el régimen jurídico y funcionamiento de un
órgano de control económico y presupuestario de las instituciones de la Comunidad
Autónoma, sin perjuicio de las atribuciones del Tribunal de Cuentas del Estado.
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15. ISLAS BALEARES:
Artículo 46. (Modificado por LO 3/1999)
1. Sin perjuicio de las competencias que correspondan al Tribunal de Cuentas, la
Sindicatura de Comptes es el órgano al cual corresponde la fiscalización externa
de la actividad económica, financiera y contable del sector público de las Illes
Balears.
2. La Sindicatura de Comptes estará formada por tres síndicos, elegidos por el Parla-
mento por mayoría de tres quintas partes de los diputados.
3. Una ley del Parlamento regulará su funcionamiento y organización.

16. COMUNIDAD DE MADRID:
Artículo 44. (Modificado por LO 5/1998)
El control económico y presupuestario de la Comunidad de Madrid se ejercerá por la
Cámara de Cuentas, sin perjuicio del que corresponda al Tribunal de Cuentas, de
acuerdo con lo establecido en los artículos 136 y 153.d) de la Constitución.
Por ley de la Asamblea se regularán la composición y funciones de la Cámara de
Cuentas.

17. CASTILLA Y LEÓN:
Artículo 51. Presupuestos. (Modificado por LO 4/1999)
1. El Consejo de Cuentas, dependiente de las Cortes de Castilla y León, realizará las
funciones de fiscalización externa de la gestión económica, financiera y contable del
sector público de la Comunidad Autónoma y demás entes públicos de Castilla y León,
sin perjuicio de las competencias que corresponden al Tribunal de Cuentas de acuerdo
con la Constitución.
2. Una ley de las Cortes regulará sus competencias, organización y funcionamiento.

18. CEUTA:
Disposición Transitoria Tercera
Los acuerdos de la ciudad de Ceuta en materia de tributos y presupuestos serán impug-
nables en la vía contencioso-administrativa.
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19. MELILLA:
Disposición Transitoria Tercera
Los acuerdos de la ciudad de Melilla en materia de tributos y presupuestos serán impug-
nables en la vía contencioso-administrativa.
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4. FOMENTO ECONÓMICO

1. PAÍS VASCO:
Su Estatuto no incluye ninguna disposición sobre esta materia.

2. CATALUÑA:
Artículo 52.
La Generalidad queda facultada para constituir instituciones que fomenten la plena
ocupación y el desarrollo económico y social en el marco de sus competencias.

Artículo 53.
La Generalidad, de acuerdo con lo que establezcan las Leyes del Estado, designará sus
propios representantes en los organismos económicos, las instituciones financieras y
las empresas públicas del Estado cuya competencia se extienda al territorio catalán y
que por su naturaleza no sean objeto de traspaso.

Artículo 54.
La Generalidad podrá constituir empresas públicas como medio de ejecución de las
funciones que sean de su competencia, según lo establecido en el presente Estatuto.

Artículo 55.
1. La Generalidad, como poder público, podrá hacer uso de las facultades previstas en
el apartado 1 del artículo 130 de la Constitución, y podrá fomentar mediante una legis-
lación adecuada, las sociedades cooperativas en los términos resultantes del número
21 del artículo 9 del presente Estatuto.
2. Asimismo, de acuerdo con la legislación del Estado en la materia, podrá hacer uso
de las demás facultades previstas en el apartado 2 del artículo 129 de la Constitución.

3. GALICIA:
Artículo 55.
1. La Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo que establezcan las Leyes del Estado,
designará sus propios representantes en los organismos económicos, las Instituciones
financieras y las empresas públicas del Estado, cuya competencia se extienda al terri-
torio gallego y que por su naturaleza no sean objeto de traspaso.
2. La Comunidad Autónoma podrá constituir empresas públicas como medio de ejecu-
ción de las funciones que sean de su competencia, según lo establecido en el presente
Estatuto.
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3. La Comunidad Autónoma, como poder público, podrá hacer uso de las facultades
previstas en el apartado 1) del artículo 130 de la Constitución, y podrá fomentar,
mediante una legislación adecuada, las Sociedades cooperativas en los términos resul-
tantes del número 7 del artículo 28 del presente Estatuto.
Asimismo, de acuerdo con la legislación del Estado en la materia, podrá hacerse uso
de las demás facultades previstas en el apartado 2 del artículo 129 de la Constitución.
4. La Comunidad Autónoma gallega queda facultada para constituir instituciones que
fomenten la plena ocupación y el desarrollo económico y social en el marco de sus
competencias.

4 ANDALUCÍA:
Artículo. 66.
La Comunidad Autónoma queda facultada para constituir instituciones que fomenten el
pleno empleo y el desarrollo económico y social en el marco de sus competencias.

Artículo 67.
La Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo que establezcan las leyes del Estado,
designará sus propios representantes en los organismos económicos, las instituciones
financieras y las empresas públicas del Estado cuya competencia se extienda al terri-
torio de Andalucía y que por su naturaleza no sean susceptibles de traspaso.

Artículo 68.
La Comunidad Autónoma podrá constituir empresas públicas para la ejecución de
funciones de su competencias.

Artículo 69.
1. La Comunidad Autónoma, como poder público, podrá hacer uso de las facultades
previstas en el artículo 130,1, de la Constitución y podrá fomentar mediante una legis-
lación adecuada las sociedades cooperativas.
2. Asimismo, de acuerdo con la legislación del Estado en la materia, podrá hacer uso
de las demás facultades previstas en el artículo 129,2, de la Constitución.

5. ASTURIAS:
Artículo 19.
1. En los términos y número que establezca la legislación general del Estado, el Princi-
pado de Asturias propondrá las personas que hayan de formar parte de los órganos de
administración de aquellas Empresas públicas de titularidad estatal implantadas en Astu-
rias que dicha legislación determine.
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2. (Modificado por LO 1/1999) El Principado de Asturias podrá elaborar y remitir al
Gobierno cualesquiera informes, estudios o propuestas relativos a la gestión de dichas
Empresas o a su incidencia en la socioeconomía de la Comunidad Autónoma. Dichos
informes, estudios o propuestas darán lugar a resolución motivada del Gobierno o de
los organismos o Entidades titulares de la participación de las Empresas.

Artículo 49.
1. El Principado de Asturias, de acuerdo con las disposiciones del Estado, impulsará el
establecimiento de instituciones públicas de crédito y ahorro territoriales y podrá
adoptar las medidas que considere necesarias para garantizar su funcionalidad y posi-
bilitar la captación y afirmación del ahorro regional.
2. El Principado de Asturias queda facultado para crear entidades que fomenten la plena
ocupación y desarrollo económico y social, en el marco de sus competencias.
Asimismo, podrá constituir empresas públicas como medio de ejecución de las
funciones que sean de su competencia, según lo establecido en el presente Estatuto.

Artículo 50. (Modificado por LO 1/1999)
El Principado de Asturias promoverá los objetivos establecidos en los artículos 129.2 y
130.1 de la Constitución.

6. CANTABRIA:
Artículo 57.( Modificado por LO 11/1998)
1. La Comunidad Autónoma de Cantabria, de acuerdo con lo que establezcan las leyes
del Estado, designará sus propios representantes en los organismos económicos, las
instituciones financieras y las empresas públicas del Estado cuya competencia se
extienda al territorio de Cantabria y que, por su naturaleza, no sean objeto de traspaso.
2. La Comunidad Autónoma podrá elaborar y remitir al Gobierno del Estado cuales-
quiera informes, estudios o propuestas relativos a la gestión de las empresas públicas
o a su incidencia en la socioeconomía de la Comunidad Autónoma. Dichos informes,
estudios o propuestas darán lugar a resoluciones motivadas del Gobierno o de los orga-
nismos o entidades titulares de la participación de las empresas.
3. La Comunidad Autónoma de Cantabria podrá constituir empresas públicas como
medio de ejecución de las funciones que sean de su competencia, según lo establecido
en el presente Estatuto.
4. La Comunidad Autónoma de Cantabria, como poder público, podrá hacer uso de las
facultades previstas en el apartado 1 del artículo 130 de la Constitución, y podrá
fomentar mediante acciones adecuadas, las sociedades cooperativas. Asimismo, de
acuerdo con la legislación del Estado en la materia, podrá hacer uso de las demás facul-
tades previstas en el apartado 2 del artículo 129 de la Constitución.
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5. La Comunidad Autónoma de Cantabria queda facultada para constituir instituciones
que fomenten la ocupación y el desarrollo económico y social, en el marco de sus
competencias.

7. LA RIOJA:
Artículo 54. (Modificado por LO 2/1999)
1. La Comunidad Autónoma de La Rioja, de acuerdo con lo que establezcan las Leyes
del Estado, designará sus propios representantes en los organismos económicos, las
instituciones financieras y de ahorro y las empresas públicas del Estado cuya compe-
tencia se extienda al territorio de La Rioja.
2. La Comunidad Autónoma de La Rioja podrá constituir empresas públicas y mixtas
como medio de ejecución de las funciones que sean de su competencia, según lo esta-
blecido en el presente Estatuto.
3. La Comunidad Autónoma de La Rioja, como poder público, podrá hacer uso de las
facultades previstas en el apartado 1 del artículo 130 de la Constitución. Asimismo, de
acuerdo con la legislación del Estado en la materia, podrá hacer uso de las facultades
previstas en el apartado dos del artículo 129 de la Constitución y, en especial, fomen-
tará, mediante acciones adecuadas, las sociedades cooperativas.
4. La Comunidad Autónoma de La Rioja queda facultada para constituir o participar en
instituciones que fomenten la ocupación y el desarrollo económico y social, en el marco
de sus competencias.
5. La Comunidad Autónoma de La Rioja, dentro de las normas generales del Estado,
podrá adoptar medidas que posibiliten la captación y afirmación del ahorro regional.

8. REGIÓN DE MURCIA:
Artículo 17. (Modificado por LO 1/1998)
1. En los términos que establezca la legislación en materia de empresas públicas, la
Región de Murcia propondrá al Gobierno las personas que hayan de formar parte de los
órganos de administración de aquellas empresas públicas implantadas en su territorio.
2. La Comunidad Autónoma podrá elaborar y remitir al Gobierno cualesquiera informes,
estudios o propuestas relativos a la gestión de dichas empresas o a su incidencia
socioeconómica en la Región. Dichos informes, estudios o propuestas darán lugar a
resolución motivada del Gobierno o de los organismos o entidades titulares de la parti-
cipación de las empresas.
3. Corresponde a la Región de Murcia la ejecución en su territorio de los planes esta-
blecidos por el Estado para la implantación o reestructuración de los sectores econó-
micos. La Región participará en la gestión del sector público estatal en los casos y acti-
vidades que procedan.
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Artículo 48.
1. La Comunidad Autónoma, de acuerdo con la legislación del Estado, impulsará el esta-
blecimiento y desarrollo de Instituciones públicas de crédito y ahorro territoriales, adop-
tando las medidas que considere necesarias para garantizar su funcionamiento y posi-
bilitar la captación y asignación del ahorro regional.
De igual manera, y dentro de sus competencias, procurará que la organización y la
distribución de la inversión que tales Entidades realicen se adapten a los principios de
proporcionalidad y solidaridad comarcales.
2. La Comunidad Autónoma de Murcia podrá constituir Empresas públicas como medio
de ejecución de las funciones que son de su competencia, según lo establecido en el
presente Estatuto. Asimismo podrá participar en las de economía mixta, directa o indi-
rectamente.

Artículo 49.
La Comunidad Autónoma, como poder público y en el marco de sus competencias:

a) Atenderá a la modernización y desarrollo de todos los sectores económicos
y, en particular, de la agricultura, de la ganadería, de la pesca y de la artesanía, a fin
de equiparar el nivel de vida de todos los ciudadanos de la Región.

b) Promoverá las diversas formas de participación en la empresa y fomentará,
mediante una legislación adecuada, las cooperativas y demás modalidades asociativas.
También adoptará las medidas que faciliten el acceso de los trabajadores a la propiedad
de los medios de producción.

9. COMUNIDAD VALENCIANA:
Artículo 57.
La Generalidad Valenciana queda facultada para constituir instituciones de crédito espe-
cializadas y otras instituciones necesarias para su política económica, en los términos
establecidos en la legislación del Estado.

Artículo 58.
1. La Generalidad Valenciana, en el ejercicio de las competencias que le vienen atribuidas
por el presente Estatuto, podrá constituir entidades y organismos para el fomento del
pleno empleo y el desarrollo económico y social.
2. La Generalidad Valenciana está facultada, mediante Ley de sus Cortes, para constituir
un sector público propio que se coordinará con el estatal.
3. En los términos y número que establezca la legislación general del Estado, la Comu-
nidad Autónoma Valenciana propondrá las personas que han de formar parte de los
órganos de administración de aquellas Empresas públicas de titularidad estatal implan-
tadas en su territorio.
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10. ARAGÓN:
Artículo 57.
1. La Diputación General de Aragón, en el ámbito del territorio aragonés, fomentará,
como poder público, la modernización y desarrollo económico y social en el marco de lo
dispuesto en los artículos 40 y 130.1 de la Constitución, así como las sociedades coope-
rativas y similares y las distintas formas de participación en la empresa, de acuerdo con
las facultades reconocidas en el artículo 129 de la Constitución.
2. La Diputación General de Aragón podrá constituir empresas públicas para la ejecución
de sus funciones propias reconocidas en el presente Estatuto, así como instar del Estado
la creación de empresas mixtas que estimulen la actividad económica aragonesa.
3. De acuerdo con lo que establezcan las Leyes del Estado, la Diputación General de
Aragón designará, en su caso, sus propios representantes en los organismos econó-
micos, las instituciones financieras y las empresas públicas del Estado, cuyas compe-
tencias se extiendan al territorio aragonés y que, por su propia naturaleza, no sean objeto
de transferencia a la Comunidad Autónoma.
4. La Diputación General de Aragón intervendrá en la elaboración de los planes y
programas económicos del Estado, en la medida en que afecten a Aragón, en los
términos que señala el artículo 131.2 de la Constitución, y podrá constituir o participar
en instituciones que fomenten la plena ocupación y el desarrollo económico y social en
el territorio aragonés.
5. La Diputación General de Aragón velará por el equilibrio territorial de Aragón y por la
realización interna del principio de solidaridad.

11. CASTILLA-LA MANCHA:
Artículo 41.
Uno. La Junta de Comunidades orientará su actuación económica a la consecución del
pleno empleo el aprovechamiento y potenciación de sus recursos, el aumento de la
calidad de la vida de los castellano-manchegos y la solidaridad regional, prestando aten-
ción prioritaria al desarrollo de las provincias y zonas más deprimidas.
Dos. Conforme al artículo 16.2 de la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades
Autónomas, las transferencias del Fondo de Compensación Interterritorial deberán
destinarse a financiar proyectos de carácter local, comarcal, provincial, regional, e
infraestructura, obras públicas, regadíos, ordenación del territorio, vivienda y equipa-
miento colectivo, mejora del hábitat rural, transportes y comunicaciones y, en general,
aquellas inversiones que coadyuven a disminuir las diferencias de renta y riqueza entre
los habitantes de la región.
Tres. Todos los órganos de la Junta de Comunidades atenderán al desarrollo de los
sectores económicos de mayor interés regional y, en particular, de la agricultura, gana-
dería e industrias derivadas.
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Artículo 53.
Uno. La Junta de Comunidades, de acuerdo con lo que establezcan las Leyes del
Estado, designará, en su caso, sus propios representantes en los organismos econó-
micos, las instituciones financieras y las empresas públicas del Estado, cuya compe-
tencia se extienda al territorio de la región y que por su naturaleza no sean objeto de
traspaso.
Dos. La Junta de Comunidades podrá constituir empresas públicas como medio de
ejecución de las funciones que sean de su competencia, según lo establecido en el
presente Estatuto.
Tres. La Junta de Comunidades, como Poder público, podrá hacer uso de las facultades
previstas en el apartado 1 del artículo 130 de la Constitución, y podrá fomentar,
mediante acciones adecuadas, las sociedades cooperativas en los términos resultantes
del presente Estatuto.
Asimismo, de acuerdo con la legislación del Estado en la materia, podrá hacerse uso
de las demás facultades previstas en el apartado 2 del artículo 129 de la Constitución.
Cuatro. La Junta de Comunidades queda facultada para constituir instituciones que
fomenten la plena ocupación y el desarrollo económico y social en el marco de sus
competencias.
Cinco. El ejercicio por parte de los órganos de la Comunidad Autónoma de las compe-
tencias de naturaleza económica, que con carácter de exclusivas o concurrentes se le
reconocen en el presente Estatuto, serán ejercidas de acuerdo con la ordenación de la
actividad económica general y la política monetaria del Estado, en el marco de los obje-
tivos de la política social y económica del Gobierno de la Nación y con pleno respeto al
derecho a la libertad de empresa reconocido en el artículo 38 de la Constitución.

12. CANARIAS:
Artículo 63.
1. Los poderes públicos canarios quedan facultados para constituir un sector público
económico autónomo.
2. En los términos y número que establezca la Legislación general del Estado, la Comu-
nidad Autónoma propondrá las personas que hayan de formar parte de los órganos de
administración de aquellas empresas públicas de titularidad estatal implantadas en
Canarias que dicha legislación determine. La Comunidad Autónoma podrá elaborar y
remitir al Gobierno cualesquiera informe, estudio o propuesta relativo a la gestión de
dichas empresas o a su incidencia en la socioeconomía de la región. Dichos informes,
estudios o propuestas darán lugar a resolución motivada del Gobierno o de los orga-
nismos o entidades titulares de la participación en las empresas.
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13. NAVARRA22

14. EXTREMADURA23:
Artículo 17. (Modificado por LO 12/1999)
La Junta de Extremadura podrá participar en los órganos de gestión, control y admi-
nistración de las empresas en las que participe el Estado y particularmente en los mono-
polios estatales y empresas públicas que desarrollen preferentemente su actividad en
la región. La designación de sus miembros corresponderá al órgano competente de la
Administración del Estado previa propuesta de la Junta de Extremadura, que informará
previamente a la Asamblea y en el número y forma que establezca la legislación del
Estado.
La Junta de Extremadura podrá elaborar y remitir al Gobierno de la Nación cualquier
informe, estudio o propuesta relativo a la gestión de los monopolios estatales,
empresas públicas o servicios de la Administración Central del Estado en la Comunidad
en orden a su incidencia en la situación socioeconómica de la región.
Los informes, estudios o propuestas serán objeto de comunicación a la Asamblea de
Extremadura y el acuerdo que ésta adopte debidamente notificado, dará lugar a reso-
lución motivada del Gobierno de la Nación o de los organismos o entidades titulares de
la participación de las empresas.

Artículo 61. (Modificado por LO 12/1999)
1. La Comunidad Autónoma, como poder público, mediante acuerdo de la Asamblea y
a propuesta de la Junta de Extremadura podrá hacer uso de las facultades previstas en
el artículo 130 de la Constitución, presentando especial atención a las necesidades de
la agricultura y la ganadería.
2. Asimismo, de acuerdo con la legislación del Estado en la materia, podrá fomentar las
sociedades cooperativas y hacer uso de las demás facultades previstas en el artículo
129.2 de la Constitución.
3. Toda la riqueza de la región, en sus distintas formas y sea cualesquiera la titularidad,
está subordinada a los intereses generales de la Comunidad.
4. De acuerdo con lo establecido en el artículo 8, la Comunidad Autónoma podrá,
mediante ley, planificar la actividad económica regional, en el marco de la planificación
general del Estado.
5. La Comunidad Autónoma, dentro de las normas generales del Estado, podrá adoptar
medidas que posibiliten la captación y afirmación del ahorro regional.

22 Vid. art. 56.3 (I.2, pág. 125)
23 Vid. también art. 60 (V.1, pág. 407)
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6. Se reconoce la iniciativa pública en la actividad económica, mediante ley, y la parti-
cipación social en organismos e instituciones cuya función afecte a la calidad de vida.
7. La Comunidad Autónoma podrá, a través de la ley correspondiente, constituir un
órgano económico-administrativo que conozca y resuelva las reclamaciones inter-
puestas contra los actos dictados por la Administración tributaria de la Comunidad Autó-
noma cuando se trate de tributos propios de esta, tanto si se sustancien cuestiones de
hecho como de derecho.

15. ISLAS BALEARES:
Artículo 14.1 (Modificado por LO 12/1999)
1. Tanto en el ejercicio de las competencias propias como de las que la Comunidad
reciba del Estado por transferencia o delegación, sus instituciones de gobierno tendrán
como objetivo primordial promover, con el apoyo necesario del Estado, las condiciones
favorables para el progreso social y económico en la región y velarán por la consecu-
ción de un equilibrio económico adecuado y justo con respecto al resto de las Comuni-
dades del Estado español, cifrado en un nivel y calidad de vida para todos los que viven
y trabajan en Extremadura igual, como mínimo, a los valores medios alcanzados en el
resto de España.

Artículo 75. (Modificado por LO 3/1999)
1. El Parlamento podrá acordar la creación de Instituciones de crédito propias como
instrumentos de colaboración en la política económica de la Comunidad Autónoma.
2. Los poderes públicos de la Comunidad Autónoma quedan facultados para la creación
de un sector público propio.
3. La Comunidad Autónoma participará, asimismo, en la gestión del sector público
económico estatal en los casos y actividades que procedan.
4. La Comunidad Autónoma promoverá eficazmente las diversas formas de participa-
ción en la empresa y fomentará, mediante una legislación adecuada, las sociedades
cooperativas. También establecerá los medios que faciliten el acceso de los trabaja-
dores a la propiedad de los medios de producción.

16. COMUNIDAD DE MADRID:
Artículo 62. (Modificado por LO 5/1998)
En las empresas o entidades financieras de carácter público cuyo ámbito de actuación
se extienda fundamentalmente a la provincia de Madrid, el Gobierno de la Comunidad,
de acuerdo con lo que establezcan las leyes del Estado, designará las personas que
han de representarle en los órganos de administración de aquéllas.



458

5.4. TÍTULO V: NORMAS ECONÓMICAS Y FINANCIERAS

Artículo 63.
1. La Comunidad de Madrid podrá ser titular de empresas públicas y entidades de
crédito y ahorro, como medio de ejecución de las funciones que sean de su compe-
tencia, de conformidad con el artículo 27 del presente Estatuto.
2. La Comunidad elaborará un programa anual de actuación del sector público econó-
mico, cuyas líneas generales estarán coordinadas con la actividad presupuestaria anual.

17. CASTILLA Y LEÓN:
Artículo 40. Principios de política económica. (Modificado por LO 4/1999)
1. La Comunidad orientará su actuación económica a la consecución del pleno empleo,
al aprovechamiento y la potenciación de sus recursos, al aumento de la calidad de la
vida de los castellanos y leoneses y de la solidaridad interregional, prestando atención
prioritaria al desarrollo de las provincias y zonas más deprimidas.
A tales fines, y para el mejor ejercicio de sus competencias, la Comunidad podrá
dotarse de instrumentos que fomenten la plena ocupación, la formación profesional y el
desarrollo económico y social.
2. Con objeto de asegurar el equilibrio económico dentro del territorio de la Comunidad
y la realización interna del principio de solidaridad, se constituirá un Fondo de compen-
sación regional, que será regulado por ley de las Cortes de Castilla y León.
3. Los órganos de la Comunidad atenderán a la promoción de todos los sectores econó-
micos y, en particular, de los relacionados con el desarrollo del mundo rural.
4. La Comunidad de Castilla y León participará en la elaboración de planes y programas
económicos del Estado, especialmente cuando éstos afecten a la Comunidad Autó-
noma, en los términos establecidos en el artículo 131 de la Constitución.

Artículo 49. Instituciones públicas de crédito y ahorro.
La Comunidad, en coordinación con la política crediticia del Estado, impulsará el esta-
blecimiento de instituciones públicas de crédito y ahorro territoriales, adoptando las
medidas que considere necesarias para garantizar su funcionalidad y posibilitar la capta-
ción del ahorro y su asignación a los fines regionales, dentro de sus competencias.
Asimismo, la Comunidad ejercitará las competencias que legalmente le correspondan
en relación con las instituciones privadas de crédito y ahorro, especialmente con las
Cajas de Ahorro de la región, en orden a promover la progresiva regionalización de sus
inversiones.

Artículo 53. Sector público.
1. La Comunidad, de acuerdo con lo que establezcan las Leyes del Estado, designará,
en su caso, sus propios representantes en los organismos económicos, las institu-
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ciones financieras y las empresas públicas del Estado cuya competencia se extienda al
territorio de la Comunidad y que por su naturaleza no sean objeto de traspaso.
2. Solamente por Ley de las Cortes de Castilla y León podrán constituirse empresas
públicas como medio de ejecución de las funciones que sean de la competencia de la
Comunidad.
3. La Comunidad queda facultada para constituir instituciones que fomenten la plena
ocupación y para crear y mantener su propio sector público, en coordinación con el
sector público estatal, a fin de impulsar el desarrollo económico y social y de realizar
sus objetivos en el marco de sus competencias.

18. CEUTA:
Artículo 24.
1. La ciudad de Ceuta podrá elaborar y remitir al Gobierno cualesquiera informes, estu-
dios o propuestas relativas a la gestión de empresas públicas y entidades autónomas
dependientes del Estado e implantadas en Ceuta o a su incidencia en la socioeconomía
de la Ciudad. Dichos informes, estudios o propuestas darán lugar a la resolución moti-
vada del Gobierno o de los organismos o entidades titulares de la participación de las
empresas.
2. La ciudad de Ceuta ejercerá las demás facultades que la legislación del Estado pueda
atribuirle en relación con tales empresas y entidades.

19. MELILLA:
Artículo 24.
1. La ciudad de Melilla podrá elaborar y remitir al Gobierno cualesquiera informes, estu-
dios o propuestas relativos a la gestión de empresas públicas y entidades autónomas
dependientes del Estado e implantadas en Melilla o a su incidencia en la socioeconomía
de la Ciudad. Dichos informes, estudios o propuestas darán lugar a la resolución moti-
vada del Gobierno o de los organismos o entidades titulares de la participación de las
empresas.
2. La ciudad de Melilla ejercerá las demás facultades que la legislación del Estado
pueda atribuirle en relación con tales empresas y entidades.
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TÍTULO VI. RELACIONES INTERADMINISTRATIVAS

1. PAÍS VASCO:
Artículo 22.
1. La Comunidad Autónoma podrá celebrar convenios con otras Comunidades Autó-
nomas para la gestión y prestación de servicios propios de la exclusiva competencia de
las mismas. La celebración de los citados convenios, antes de su entrada en vigor,
deberá ser comunicada a las Cortes Generales. Si las Cortes Generales o alguna de las
Cámaras manifestaran reparos en el plazo de treinta días, a partir de la recepción de la
comunicación, el convenio deberá seguir el trámite previsto en el párrafo tercero de
este artículo. Si transcurrido dicho plazo no se hubiesen manifestado reparos al
convenio, entrará en vigor.
2. La Comunidad Autónoma podrá celebrar convenios con otro Territorio Histórico foral
para la gestión y prestación de servicios propios correspondientes a las materias de su
competencia, siendo necesaria su comunicación a las Cortes Generales. A los veinte
días de haberse efectuado esta comunicación, los convenios entrarán en vigor.
3. La Comunidad Autónoma podrá establecer también acuerdos de cooperación con
otras Comunidades Autónomas previa autorización de las Cortes Generales.

Artículo 23.
1. La Administración Civil del Estado en el territorio vasco se adecuará al ámbito
geográfico de la Comunidad Autónoma.
2. De conformidad con el artículo 154 de la Constitución, un delegado nombrado por
el Gobierno la dirigirá y la coordinará, cuando proceda, con la Administración propia de
la Comunidad Autónoma.

2. CATALUÑA:
Artículo 27 (1 y 2).
1. Para la gestión y prestación de servicios propios correspondientes a materias de su
exclusiva competencia, la Generalidad podrá celebrar convenios con otras Comuni-
dades Autónomas. Estos acuerdos deberán ser aprobados por el Parlamento de Cata-
luña y comunicados a las Cortes Generales y entrarán en vigor a los treinta días de esta
comunicación, salvo que éstas acuerden en dicho plazo que, por su contenido, el
convenio debe seguir el trámite previsto en el párrafo 2 de este artículo, como acuerdo
de cooperación.
2. La Generalidad también podrá establecer acuerdos de cooperación con otras Comu-
nidades Autónomas, previa autorización de las Cortes Generales.



462

6 TÍTULO VI: RELACIONES INTERADMINISTRATIVAS

3. GALICIA:
Artículo 35 (1 y 2).
1. La Comunidad Autónoma podrá celebrar convenios con otras Comunidades Autó-
nomas para la gestión y prestación de servicios propios de la exclusiva competencia de
las mismas. La celebración de los citados convenios, antes de su entrada en vigor,
deberá ser comunicada a las Cortes Generales. Si las Cortes Generales, o alguna de
las Cámaras, manifestaran reparos en el plazo de treinta días, a partir de la recepción
de la comunicación, el convenio deberá seguir el trámite previsto en el párrafo
siguiente. Si transcurrido dicho plazo no se hubiesen manifestado reparos al convenio,
entrará en vigor.
2. La Comunidad Autónoma podrá establecer también acuerdos de cooperación con
otras Comunidades Autónomas, previa autorización de las Cortes Generales.

4. ANDALUCÍA:
Artículo 72.
1. En los supuestos, condiciones y requisitos que determine el Parlamento, la Comu-
nidad Autónoma puede celebrar Convenios con otras Comunidades para la gestión y
prestación conjunta de servicios propios de las mismas.
2. La Comunidad Autónoma podrá celebrar Convenios con otras Comunidades para la
gestión y prestación de servicios de actos de carácter cultural, especialmente dirigidos
a los emigrantes de origen andaluz residentes en dichas Comunidades.
3. El Parlamento comunicará a las Cortes Generales, a través del Presidente, la cele-
bración, en su caso, de los Convenios previstos en los apartados anteriores, que
entrará en vigor a los treinta días de tal comunicación. Si las Cortes Generales o alguna
de las Cámaras formularan objeciones en dicho plazo, a partir de la recepción de la
comunicación, el Convenio deberá seguir el trámite previsto en el número siguiente de
este artículo.
4. El Parlamento habrá de solicitar autorización de las Cortes Generales para concertar
acuerdos de cooperación con otras Comunidades Autónomas. Compete al Parlamento
determinar el alcance, la forma y el contenido de dichos acuerdos.
5. La Comunidad Autónoma podrá solicitar del Gobierno que celebre y presente, en su
caso, a las Cortes Generales, para su autorización, los tratados o convenios que
permitan el establecimiento de relaciones culturales con los estados con los que
mantengan particulares vínculos culturales o históricos.

Artículo 73.
Corresponde al Presidente la representación de la Comunidad Autónoma de Andalucía
en sus relaciones con el Estado y con las demás Comunidades Autónomas.
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Disposición Adicional Tercera
La Comunidad Autónoma andaluza podrá establecer con las ciudades de Ceuta y Melilla
relaciones de especial colaboración.

5. ASTURIAS:
Artículo 21.
1. El Principado de Asturias podrá celebrar convenios con otras Comunidades Autó-
nomas para la gestión y prestación de servicios propios de la exclusiva competencia de
las mismas. La celebración de los citados convenios, antes de su entrada en vigor,
deberá ser comunicada a las Cortes Generales. Si las Cortes Generales, o algunas de
las Cámaras, manifestaran reparos en el plazo de treinta días a partir de la recepción
de la comunicación, el convenio deberá seguir el trámite previsto en el párrafo
siguiente. Si transcurrido dicho plazo no se hubiesen manifestado reparos al convenio,
entrará en vigor.
2. La Comunidad Autónoma podrá establecer también acuerdos de cooperación con
otras Comunidades Autónomas, previa autorización de las Cortes Generales.

6. CANTABRIA:
Artículo 31. (Modificado por LO 11/1998)
La Comunidad Autónoma de Cantabria podrá celebrar convenios con otras Comuni-
dades Autónomas para la gestión y prestación de servicios propios de su competencia,
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 145, apartado 2, de la Constitución.
Estos acuerdos deberán ser aprobados por el Parlamento y comunicados a las Cortes,
y entrarán en vigor a los treinta días de la comunicación, salvo que éstas acuerden en
dicho plazo que, por su contenido, el convenio debe seguir el trámite previsto en el
párrafo siguiente, como acuerdo de cooperación.
La Comunidad Autónoma podrá establecer acuerdos de cooperación con otras Comu-
nidades Autónomas previa autorización de las Cortes Generales.

7. LA RIOJA:
Artículo 14 (1, 2, 3 y 4). (Modificado por LO 2/1999)
1. La Comunidad Autónoma de La Rioja podrá celebrar convenios con otras Comuni-
dades Autónomas o Territorios de Régimen Foral para la gestión y prestación de los
servicios propios de su competencia, de acuerdo con lo establecido en el artículo 145.2
de la Constitución, y con el procedimiento que el Parlamento de La Rioja determine.
2. Una vez aprobados los convenios, se comunicarán por el Parlamento a las Cortes



464

6 TÍTULO VI: RELACIONES INTERADMINISTRATIVAS

Generales y entrarán en vigor, a tenor de lo que en los mismos se establezca, transcu-
rridos treinta días desde la recepción de la comunicación en las Cortes Generales, si
éstas no manifestasen reparo, en caso contrario el convenio deberá seguir el trámite
previsto en el apartado tres de este artículo, como acuerdo de cooperación.
3. (Suprimido por LO 2/ 1999).24

4. Los convenios o acuerdos de cooperación que el Gobierno de La Rioja suscriba con
otras Comunidades Autónomas, requerirán, previa a su formalización, la aprobación y
autorización del Parlamento.

8. REGIÓN DE MURCIA:
Artículo 12.Tres
Tres. Corresponde también a la Región la ejecución, dentro de su territorio, de los
tratados internacionales y de los actos normativos de las organizaciones internacionales
en lo que afecte a materias de su competencia.
El Consejo de Gobierno de la Región será informado por el Gobierno del Estado de los
Tratados internacionales que interesen a esas mismas materias.

Artículo 19. (Modificado por LO 1/1998)
1. La Región de Murcia podrá establecer acuerdos de cooperación con otras Comuni-
dades Autónomas previa autorización de las Cortes Generales.
2. No obstante lo dispuesto en el número anterior, y sin más requisitos que la previa
comunicación a las Cortes, la Región podrá celebrar convenios con otras Comunidades
para la gestión y prestación de servicios que le son propios. Estos convenios podrán
crear entes y sociedades de gestión susceptibles de asociar a otras entidades públicas
y privadas interesadas.
En los treinta días siguientes a la recepción de la comunicación, cualquiera de las
Cámaras podrá instar a que por razón de su contenido el convenio siga el trámite de
autorización previsto en el artículo 145.2 segundo inciso, de la Constitución.
3. Transcurridos treinta días desde la recepción de la comunicación por las Cortes sin
que ninguna de las Cámaras haya objetado la conclusión del convenio o, en todo caso,
luego de obtenida la autorización de las Cortes, se procederá a la publicación de aquél
en el Boletín Oficial de la Región de Murcia y en el Boletín Oficial del Estado, entrando
en vigor a tenor de lo que el mismo disponga.
4. Para el ejercicio de la competencia de vigilancia y protección de sus edificios e insta-
laciones prevista en el artículo 10, uno, 21, del Estatuto, la Comunidad Autónoma podrá
convenir con el Estado la adscripción de una Unidad del Cuerpo Nacional de Policía en

24 El texto derogado establecía: “La Comunidad Autónoma de La Rioja podrá establecer también otros
acuerdos de cooperación con las Comunidades Autónomas o Territorios de Régimen Foral, previa autoriza-
ción de las Cortes Generales”.
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los términos y para el ejercicio de las funciones previstas en la Ley Orgánica aludida en
el número 29 del apartado1 del artículo 149 de la Constitución

9. COMUNIDAD VALENCIANA:
Artículo 42.
1. La Generalidad Valenciana podrá celebrar convenios de colaboración para la gestión
y prestación de servicios correspondientes a materias de su exclusiva competencia,
tanto con el Estado como con otras Comunidades Autónomas. Dichos acuerdos
deberán ser aprobados por las Cortes Valencianas y comunicados a las Cortes Gene-
rales, entrando en vigor a los treinta días de su publicación.
2. Para el establecimiento de acuerdos de cooperación con otras Comunidades Autó-
nomas, se requerirá, además de lo previsto en el apartado anterior, la autorización de
las Cortes Generales.

10. ARAGÓN:
Artículo 40. (1 y 2) (Modificado por LO 5/1996)
1. Para la gestión y la prestación de servicios propios correspondientes a materias de
su competencia exclusiva, la Comunidad Autónoma de Aragón podrá celebrar convenios
con otras Comunidades Autónomas. Tales convenios deberán ser aprobados por las
Cortes de Aragón y comunicados a las Cortes Generales, y entrarán en vigor a los
treinta días de dicha comunicación, salvo que las Cortes Generales acuerden, en el
mismo término, que por su contenido, deben ajustarse a lo previsto en el apartado dos
de este artículo.
2. La Comunidad Autónoma de Aragón podrá igualmente establecer acuerdos de coope-
ración con otras Comunidades Autónomas, previa autorización de las Cortes Generales.

Artículo 44. (Modificado por LO 5/1996)
1. La Administración de la Comunidad Autónoma y las Administraciones locales ajus-
tarán sus relaciones a los principios de información mutua, colaboración, coordinación
y respeto a los ámbitos competenciales correspondientes determinados en el presente
Estatuto y en la legislación básica del Estado.
2. Las Cortes de Aragón, en el marco de la legislación básica del Estado y mediante
ley, podrán regular aquellas materias relativas a la Administración local que el presente
Estatuto reconoce como de la competencia de la Comunidad Autónoma.
3. La Comunidad Autónoma podrá transferir o delegar en las Corporaciones Locales,
mediante ley aprobada por mayoría absoluta, facultades correspondientes a materias
de su competencia. Esta ley preverá en cada caso la correspondiente transferencia de
medios, así como la forma de dirección y control que se reserve la Comunidad.
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Disposición Adicional Primera. (Modificada por LO 5/1996)
1. Mediante la correspondiente norma del Estado, y bajo la tutela de éste, se

creará y regulará la composición y funciones de un Patronato del Archivo de la Corona de
Aragón, en el que tendrán participación preeminente la Comunidad Autónoma aragonesa
y otras Comunidades Autónomas.

2. La Comunidad Autónoma de Aragón informará el anteproyecto de norma a que
se refiere el apartado anterior, atendiendo a la unidad histórica del Archivo de la Corona
de Aragón.

11. CASTILLA-LA MANCHA:
Artículo 40 (1 y 2).

Uno. La Junta de Comunidades podrá celebrar convenios con otras Comunidades
Autónomas para la gestión y prestación de servicios propios de la exclusiva competencia
de las mismas. La celebración de los citados convenios, antes de su entrada en vigor,
deberá ser comunicada a las Cortes Generales. Si las Cortes Generales, o alguna de las
Cámaras, manifiestan reparos en el plazo de treinta días a partir de la recepción de la
comunicación, el convenio deberá seguir el trámite previsto en el párrafo siguiente. Si
transcurrido dicho plazo no se hubiesen manifestado reparos, el convenio entrará en vigor.

Dos. La Junta de Comunidades podrá establecer también acuerdos de coopera-
ción con otras Comunidades Autónomas, previa autorización de las Cortes Generales.

12. CANARIAS:
Artículo 39.
1. Para la gestión y prestación de servicios propios correspondientes a materias de su
exclusiva competencia, la Comunidad Autónoma de Canarias podrá celebrar convenios
con otras Comunidades Autónomas. Estos acuerdos deberán ser aprobados por el Parla-
mento Canario y comunicados a las Cortes Generales, y entrarán en vigor a los treinta días
de esta comunicación, salvo que éstas acuerden, en dicho plazo, que, por su contenido,
el convenio debe seguir el trámite previsto en el apartado dos de este artículo, como
acuerdo de cooperación.
2. La Comunidad Autónoma de Canarias podrá establecer acuerdos de cooperación con
otras Comunidades Autónomas, previa autorización de las Cortes Generales.

Disposición Adicional Quinta. (Modificada por LO 4/1996)
La declaración de interés general de obras, instalaciones o servicios en Canarias tendrá
en cuenta las singularidades del Archipiélago.
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13. NAVARRA:
Artículo 70.
1. Navarra podrá celebrar Convenios con las Comunidades Autónomas para la gestión
y prestación de servicios propios correspondientes a materias de su exclusiva compe-
tencia. Dichos convenios entrarán en vigor a los treinta días de su comunicación a las
Cortes Generales, salvo que éstas acuerden en dicho plazo que, por su contenido, el
Convenio debe seguir el trámite previsto en el apartado tercero para los Acuerdos de
Cooperación.
2. Navarra podrá celebrar Convenios con la Comunidad Autónoma del País Vasco y con
las demás Comunidades Autónomas limítrofes para la gestión y prestación de servicios
propios correspondientes a las materias de su competencia. Dichos Convenios entrarán
en vigor en los veinte días de su comunicación a las Cortes Generales.
3. Previa autorización de las Cortes Generales, Navarra podrá establecer Acuerdos de
Cooperación con la Comunidad Autónoma del País Vasco y con otras Comunidades
Autónomas.

14. EXTREMADURA:
Artículo 13. (Modificado por LO 12/1999)
1. La Comunidad Autónoma de Extremadura podrá celebrar convenios con otras
Comunidades Autónomas para la gestión y prestación de servicios propios de la
exclusiva competencia de las mismas. La celebración de los citados convenios, antes
de su entrada en vigor, deberá ser comunicada a las Cortes Generales y a la Asam-
blea de Extremadura. Si las Cortes Generales, alguna de las Cámaras o la Asamblea
de Extremadura manifiestan reparos en el plazo de treinta días a partir de la recep-
ción de la comunicación, el convenio deberá seguir el requisito previsto en el apar-
tado siguiente.
Si transcurrido dicho plazo no se hubiesen manifestado reparos al convenio, entrará en
vigor.
2. A propuesta de la Junta de Extremadura que deberá ser aprobada por la Asamblea,
la Comunidad Autónoma podrá establecer también acuerdos de cooperación con otras
Comunidades Autónomas, previa autorización de las Cortes Generales.

Artículo 14. (2,3,4 y 5) (Modificado por LO 12/1999)
2. Las competencias de la Comunidad Autónoma serán ejercidas de acuerdo con los
principios de mutua colaboración auxilio e información recíproca con el resto de los
poderes públicos del Estado.
3. Podrán celebrarse convenios con la Administración del Estado en asuntos de interés
común dentro de sus respectivas competencias.



468

6 TÍTULO VI: RELACIONES INTERADMINISTRATIVAS

4. La Comunidad Autónoma de Extremadura participará en la elaboración y ejecución
de los planes y programas de interés general de la Nación, formará parte de los
órganos o entidades de cooperación que se creen y, en su caso, gestionará los fondos
que sean objeto de distribución territorial.
5. Para el ejercicio de la competencia prevista en el artículo 7.1.21 la Comunidad Autó-
noma podrá convenir con el Estado la adscripción de una Unidad del Cuerpo Nacional de
Policía en los términos y para el ejercicio de las funciones previstas en la Ley Orgánica
aludida en la regla 29 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución.

15. ISLAS BALEARES:
Artículo 17. (1 y 2). (Modificado por LO 3/1999)
1. En materia de prestación y de gestión de servicios propios de la Comunidad Autó-
noma, ésta podrá celebrar convenios con otras comunidades autónomas. Estos
acuerdos deberán ser adoptados por el Parlamento y comunicados a las Cortes Gene-
rales, y entrarán en vigor a los treinta días de esta comunicación, salvo que éstas, en el
plazo citado, estimen que se trata de un acuerdo de cooperación, según lo dispuesto en
el apartado 2 del artículo 145 de la Constitución.
2. La Comunidad Autónoma podrá también establecer acuerdos de cooperación con
otras Comunidades Autónomas, previa autorización de las Cortes Generales.

Disposición Adicional Primera.
Mediante la correspondiente normativa del Estado y bajo su tutela se creará y regulará
la composición y funciones del Patronato del Archivo de la Corona de Aragón, en el que
tendrá participación preeminente la Comunidad Autónoma de las Illes Balears en igualdad
con las demás Comunidades Autónomas afectadas.

16. COMUNIDAD DE MADRID:
Artículo 31.
1. La Comunidad de Madrid podrá celebrar convenios de cooperación con otras Comu-
nidades Autónomas, en especial con las limítrofes, para la gestión y prestación de servi-
cios propios de la competencia de las mismas. La celebración de los citados convenios,
antes de su entrada en vigor, deberá ser comunicada a las Cortes Generales. Si las
Cortes Generales o alguna de las Cámaras manifestaran reparos en el plazo de treinta
días, a partir de la recepción de la comunicación, el Convenio deberá seguir el trámite
previsto en el apartado siguiente. Si transcurrido dicho plazo no se hubiese manifestado
reparos al Convenio, entrará en vigor.
2. La Comunidad de Madrid podrá establecer acuerdos de cooperación con otras Comu-
nidades Autónomas, previa autorización de las Cortes Generales.
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3. La Comunidad Autónoma de Madrid, por su tradicional vinculación, mantendrá rela-
ciones de especial colaboración con las Comunidades castellanas, para lo cual podrá
promover la aprobación de los correspondientes acuerdos y convenios.

17. CASTILLA Y LEÓN:
Artículo 38.(1 y 2). Convenios y acuerdos de cooperación. (Modificado por LO 4/1999)
1. Para la gestión y la prestación de servicios propios correspondientes a materias de
su competencia exclusiva, la Comunidad Autónoma de Castilla y León podrá suscribir
convenios con otras Comunidades Autónomas. Tales convenios deberán ser aprobados
por las Cortes de Castilla y León y comunicados a las Cortes Generales, y entrarán en
vigor a los treinta días de dicha comunicación, salvo que las Cortes Generales acuerden
en el mismo término que, por su contenido, deben ajustarse a lo previsto en el apartado
2 de este artículo.
2. La Comunidad Autónoma de Castilla y León podrá igualmente establecer acuerdos de
cooperación con otras Comunidades Autónomas, previa autorización de las Cortes Gene-
rales.

Disposición Adicional Segunda.
La Comunidad de Castilla y León considerará con carácter prioritario el establecimiento
de convenios y acuerdos de cooperación con las Comunidades Autónomas de Cantabria
y La Rioja, dada la vinculación histórica, política y cultural entre éstas y aquella Comu-
nidad.

Disposición Adicional Tercera. (Modificada por LO 4/1999)
Dada la relevancia que la Cuenca del Duero tiene como elemento configurador del terri-
torio de Castilla y León, la Comunidad Autónoma cooperará en los términos previstos en
la legislación estatal y mediante los oportunos convenios, especialmente en materia de
gestión, en el ejercicio de las competencias a que se refiere el artículo 149.1.22 de la
Constitución. Todo ello sin perjuicio de las previsiones establecidas en el artículo 37.1
del presente Estatuto.

18. CEUTA:
Artículo 23.
En el marco de la programación general de la enseñanza, la ciudad de Ceuta propondrá
a la Administración del Estado las peculiaridades docentes a impartir en los centros,
atendiendo a las necesidades que se estimen prioritarias para la comunidad ceutí.
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Artículo 26.
La ciudad de Ceuta, mediante acuerdo de su Asamblea, podrá proponer al Gobierno la
adopción de las medidas necesarias para modificar las leyes y disposiciones generales
aplicables, al objeto de adaptarlas a las peculiaridades de la Ciudad.

Artículo 33.
Por iniciativa del Presidente de la ciudad de Ceuta y del Delegado del Gobierno en la
misma, podrán constituirse, de común acuerdo entre ambas Administraciones, órganos
encargados de elaborar y, en su caso, controlar la ejecución de planes y programas
conjuntos de obras y servicios, cuando se estime necesario para la mejor satisfacción
de los intereses de la Ciudad. Todo ello sin menoscabo de las competencias que corres-
ponden, en sus ámbitos respectivos, a cada una de las dos Administraciones.

Disposición Adicional Quinta
La ciudad de Ceuta podrá establecer con la Comunidad Autónoma de Andalucía y con
la ciudad de Melilla relaciones de especial colaboración.

19. MELILLA:
Artículo 23.
En el marco de la programación general de la enseñanza, la ciudad de Melilla propondrá
a la Administración del Estado las peculiaridades docentes a impartir en los centros,
atendiendo a las necesidades que se estimen prioritarias para la comunidad melillense.

Artículo 26.
La ciudad de Melilla, mediante acuerdo de su Asamblea, podrá proponer al Gobierno la
adopción de las medidas necesarias para modificar las leyes y disposiciones generales
aplicables, al objeto de adaptarlas a las peculiaridades de la Ciudad.

Artículo 33.
Por iniciativa del Presidente de la ciudad de Melilla y del Delegado del Gobierno en la
misma, podrán constituirse, de común acuerdo entre ambas Administraciones, órganos
encargados de elaborar y, en su caso, controlar la ejecución de planes y programas
conjuntos de obras y servicios, cuando se estime necesario para la mejor satisfacción
de los intereses de la Ciudad. Todo ello sin menoscabo de las competencias que corres-
ponden, en sus ámbitos respectivos, a cada una de las dos Administraciones.

Disposición Adicional Quinta.
La ciudad de Melilla podrá establecer con la Comunidad Autónoma de Andalucía y con
la ciudad de Ceuta relaciones de especial colaboración.
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TÍTULO VII. REFORMA DEL ESTATUTO

1. PAÍS VASCO:
Artículo 46.
1. La reforma del Estatuto se ajustará al siguiente procedimiento:

a) La iniciativa corresponderá al Parlamento Vasco, a propuesta de una quinta
parte de sus componentes, al Gobierno Vasco o a las Cortes Generales del Estado
Español.

b) La propuesta habrá de ser aprobada por el Parlamento Vasco por mayoría
absoluta.

c) Requerirá, en todo caso, la aprobación de las Cortes Generales del Estatuto
mediante Ley Orgánica.

d) Finalmente precisará la aprobación de los electores mediante referéndum.
2. El Gobierno Vasco podrá ser facultado, por delegación expresa del Estado, para
convocar los referéndums a que se refiere el presente artículo.

Artículo 47.
1. No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, cuando la reforma tuviera por objeto
una mera alteración de la organización de los poderes del País Vasco y no afectara a
las relaciones de la Comunidad Autónoma con el Estado o a los regímenes forales priva-
tivos de los Territorios Históricos, se podrá proceder de la siguiente manera:

a) Elaboración del proyecto de reforma por el Parlamento Vasco.
b) Consulta a las Cortes Generales y a las Juntas Generales.
c) Si en el plazo de treinta días, a partir de la recepción de la consulta ningún

órgano consultado se declarase afectado por la reforma, se convocará, debidamente
autorizado, un referéndum sobre el texto propuesto.

d) Finalmente se requerirá la aprobación de las Cortes Generales mediante Ley
Orgánica.

e) Si en el plazo señalado en la letra c) alguno de los órganos consultados se
declarase afectado por la reforma, ésta habrá de seguir el procedimiento previsto en el
artículo 46, dándose por cumplidos los trámites de los apartados a) y b) del número 1
del mencionado artículo.
2. En el caso de que se produjera la hipótesis prevista en la disposición transitoria
cuarta de la Constitución, el Congreso y el Senado, en sesión conjunta y siguiendo el
proceso reglamentario que de común acuerdo determinen, establecerán, por mayoría
absoluta, qué requisitos de los establecidos en el artículo 46 se aplicarán para la
reforma del Estatuto, que deberán en todo caso incluir la aprobación mediante Ley
Orgánica, por las Cortes Generales, y el referéndum del conjunto de los territorios afec-
tados.
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3. El segundo inciso de la letra b) del número 6 del artículo 17 del Estatuto podrá ser
suprimido por mayoría de tres quintos del Congreso y el Senado, y aprobación del Parla-
mento Vasco con posterior referéndum convocado al efecto, debidamente autorizado.

2. CATALUÑA:
Artículo 56.
1. La reforma del Estatuto se ajustará siguiente procedimiento:
La iniciativa de la reforma corresponderá al Consejo Ejecutivo o Gobierno de la Gene-
ralidad, al Parlamento de Cataluña a propuesta de una quinta parte de sus Diputados o
a las Cortes Generales.
La propuesta de reforma requerirá, en todo caso, la aprobación del Parlamento de Cata-
luña por mayoría de dos tercios, la aprobación de las Cortes Generales mediante Ley
Orgánica y, finalmente, el referéndum positivo de los electores.
2. Si la propuesta de reforma no es aprobada por el Parlamento de Cataluña o por las
Cortes Generales, o no es confirmada mediante referéndum por el cuerpo electoral, no
podrá ser sometida nuevamente a debate y votación del Parlamento hasta que haya
transcurrido un año.
3. La aprobación de la reforma por las Cortes Generales mediante Ley Orgánica incluirá
la autorización del Estado para que la Generalidad convoque el referendum a que se
refiere el párrafo b) del apartado 1 de este artículo.

Artículo 57.
No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, cuando la reforma tuviera por objeto la
simple alteración de la organización de los poderes de la Generalidad y no afectará a
las relaciones de la Comunidad Autónoma con el Estado, se podrá proceder de la
siguiente manera:

a) Elaboración del proyecto de reforma por el Parlamento de Cataluña.
b) Consulta a las Cortes Generales.
c) Si en el plazo de treinta días, a partir de la recepción de la consulta prevista

en el apartado precedente, las Cortes Generales no se declarasen afectadas por la
reforma, se convocará debidamente autorizado un referendum sobre el texto
propuesto.

d) Se requerirá finalmente la aprobación de las Cortes Generales mediante Ley
Orgánica.

e) Si en el plazo señalado en la letra c) las Cortes se declarasen afectadas
por la reforma, ésta habrá de seguir el procedimiento previsto en el artículo anterior,
dándose por cumplidos los trámites del apartado a) del número 1 del mencionado
artículo.
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3. GALICIA:
Artículo 56.
1. La reforma del Estatuto se ajustará al siguiente procedimiento:

a) La iniciativa de la reforma corresponderá a la Junta, al Parlamento gallego,
a propuesta de una quinta parte de sus miembros, o a las Cortes Generales.

b) La propuesta de reforma requerirá, en todo caso, la aprobación del Parla-
mento gallego por mayoría de dos tercios la aprobación de las Cortes Generales
mediante Ley Orgánica y, finalmente, el referéndum positivo de los electores.
2. Si la propuesta de reforma no es aprobada por el Parlamento gallego o por las
Cortes Generales o no es confirmada mediante referéndum por el Cuerpo electoral, no
podrá ser sometida nuevamente a debate y votación del Parlamento hasta que haya
transcurrido un año.
3. La aprobación de la reforma por las Cortes Generales, mediante Ley Orgánica,
incluirá la autorización del Estado para que la Comunidad Autónoma gallega convoque
el referéndum a que se refiere el párrafo b) del apartado uno de este artículo.

Artículo 57.
No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, cuando la reforma tuviera por objeto la
simple alteración de la organización de los poderes de la Comunidad Autónoma y no
afectara a las relaciones de la Comunidad Autónoma con el Estado, se podrá proceder
de la siguiente manera:

a) Elaboración del proyecto de reforma por el Parlamento de Galicia.
b) Consulta a las Cortes Generales.
c) Si en el plazo de treinta días, a partir de la recepción de la consulta prevista

en el apartado precedente, las Cortes Generales no se declarasen afectadas por la
reforma, se convocará, debidamente autorizado, un referéndum sobre el texto
propuesto.

d) Se requerirá finalmente la aprobación de las Cortes Generales mediante Ley
Orgánica.

e) Si en el plazo señalado en la letra c) las Cortes se declarasen afectadas por
la reforma, ésta habrá de seguir el procedimiento previsto en el artículo anterior,
dándose por cumplidos los trámites del apartado a) del número uno del mencionado
artículo.

4. ANDALUCÍA:
Artículo 74.
1. La reforma del Estatuto se ajustará al siguiente procedimiento: a) La iniciativa de la
reforma corresponderá al Consejo de Gobierno o al Parlamento Andaluz, a propuesta
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de una tercera parte de sus miembros, o a las Cortes Generales. b) La propuesta de
reforma requerirá, en todo caso, la aprobación del Parlamento Andaluz por mayoría de
tres quintos, la aprobación de las Cortes Generales mediante Ley Orgánica y, final-
mente, el referéndum positivo de los electores andaluces.
2. Si la propuesta de reforma no es aprobada por el Parlamento o por las Cortes Gene-
rales, o no es confirmada mediante referéndum del cuerpo electoral, no podrá ser
sometida nuevamente a debate y votación del Parlamento hasta que haya transcurrido
un año.
3. La Ley Orgánica que apruebe la reforma del Estatuto establecerá el plazo dentro del
cual el Gobierno de la nación deberá autorizar la convocatoria de referéndum.

Artículo 75.
No obstante, lo dispuesto en el artículo anterior, cuando la reforma tuviera por objeto
la simple alteración de la organización de los poderes de la Comunidad Autónoma y no
afectara a las relaciones de ésta con el Estado, se podrá proceder de la siguiente
manera:

a) Elaboración del proyecto de reforma por el Parlamento de Andalucía.
b) Consulta a las Cortes Generales.
c) Si en el plazo de treinta días, a partir de la recepción de la consulta prevista

en el apartado anterior, las Cortes Generales no se declarasen afectadas por la
reforma, se convocará, debidamente autorizado, un referéndum sobre el texto
propuesto.

d) Se requerirá finalmente la aprobación de las Cortes Generales mediante Ley
Orgánica.

e) Si en el plazo señalado en la letra c) las Cortes Generales se declarasen afec-
tadas por la reforma, ésta habrá de seguir el procedimiento previsto en el artículo ante-
rior, dándose por cumplidos los trámites del apartado a) del número 1 del mencionado
artículo.

5. ASTURIAS:
Artículo 56.
La reforma de este Estatuto se ajustará al siguiente procedimiento:
1. La iniciativa corresponderá a una cuarta parte de los miembros de la Junta General,
a dos tercios de los municipios asturianos o al Consejo de Gobierno, así como al
Gobierno y a las Cortes Generales del Estado.
2. El proyecto de reforma será aprobado por la Junta General del Principado por
mayoría de tres quintos de sus miembros y sometido ulteriormente a la aprobación de
las Cortes Generales como Ley Orgánica.
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Artículo 56 bis. (Añadido por LO 1/1999)
Cuando la reforma de este Estatuto tenga únicamente por objeto la ampliación de
competencias en materias que no estén constitucionalmente reservadas al Estado, la
iniciativa será la prevista en el artículo anterior, y el proyecto de reforma deberá ser
aprobado por la mayoría absoluta de los miembros de la Junta General, antes de su ulte-
rior aprobación por las Cortes Generales como Ley Orgánica.

6. CANTABRIA:
Artículo 58. (Modificado por LO 11/1998)
1. La reforma del Estatuto se ajustará al siguiente procedimiento:

a) La iniciativa de la reforma corresponderá al Gobierno, al Parlamento a
propuesta de un tercio de sus miembros, o a las Cortes Generales.

b) La propuesta de reforma requerirá, en todo caso, la aprobación del Parla-
mento de Cantabria, por mayoría de dos tercios, y la aprobación de las Cortes Gene-
rales, mediante Ley Orgánica.
2. Si la propuesta de reforma no es aprobada por el Parlamento de Cantabria o por las
Cortes Generales, no podrá ser sometida nuevamente a debate o votación por el Parla-
mento hasta que haya transcurrido un año.

7. LA RIOJA:
Artículo 58. (Modificado por LO 2/1999)
La reforma del Estatuto se ajustará al siguiente procedimiento:
1. Su iniciativa corresponderá al Gobierno de La Rioja, al Parlamento a propuesta de un
tercio de sus miembros, a dos tercios de municipios, cuya población represente al
menos la mayoría del censo electoral, y a las Cortes Generales.
2. La propuesta de reforma requerirá, en todo caso, la aprobación del Parlamento de
La Rioja por mayoría de dos tercios de sus miembros y la aprobación de las Cortes
Generales mediante Ley Orgánica.
3. Si la propuesta de reforma no es aprobada por el Parlamento de La Rioja o por las
Cortes Generales, no podrá ser sometida nuevamente a debate o votación del Parla-
mento hasta que haya transcurrido un año, a contar desde la fecha de la iniciativa.

8. REGIÓN DE MURCIA:
Artículo 55.
La reforma de este Estatuto se ajustará al siguiente procedimiento:
1. La iniciativa corresponderá a una cuarta parte de los miembros cuya población repre-
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sente, al menos, la mayoría del censo electoral de la región y al Consejo de Gobierno,
así como al Gobierno y a las Cortes Generales.
2. El proyecto de reforma será aprobado por la Asamblea Regional por mayoría de tres
quintos de sus miembros y sometido ulteriormente a la aprobación de las Cortes Gene-
rales como Ley Orgánica.
3. La modificación del Estatuto que implique la asunción de nuevas competencias sólo
exigirá su aprobación por la mayoría absoluta de la Asamblea Regional, observándose
en lo demás lo previsto en este artículo, así como el plazo de cinco años establecido
en el artículo 148.2 de la Constitución.

9. COMUNIDAD VALENCIANA:
Artículo 61.
1. La iniciativa de reforma del Estatuto corresponde al «Consell», a la quinta parte de
los miembros de las Cortes Valencianas o a las Cortes Generales. La reforma del Esta-
tuto deberá ser aprobada por las Cortes Valencianas, mediante acuerdo adoptado por
tres quintas partes de sus miembros, salvo que sólo tuviera por objeto la ampliación del
ámbito competencial, en cuyo caso bastará la mayoría simple de las Cortes Valen-
cianas.
2. Los trámites posteriores a la aprobación por las Cortes Valencianas de la modifica-
ción pretendida serán los mismos que se requirieron para la aprobación del presente
Estatuto.
3. Si la reforma no obtuviera las mayorías previstas para cada caso en el apartado uno
del presente artículo, o los requisitos exigidos para su aprobación, no se podrá iniciar
nuevo procedimiento de reforma sobre el mismo punto durante el mismo mandato de
las Cortes Valencianas.
4. Si las Cortes Generales no aprueban la reforma propuesta, se devolverá a las Cortes
Valencianas para nueva deliberación, acompañando mensaje motivado sobre el punto o
puntos que hubieren ocasionado su devolución y proponiendo soluciones alternativas.

10. ARAGÓN:
Artículo 61.
1. La iniciativa de la reforma de este Estatuto corresponderá a la Diputación General de
Aragón, a las Cortes aragonesas a propuesta de un quinto de sus Diputados y a las
Cortes Generales.
2. La propuesta de reforma requerirá, en todo caso, la aprobación de las Cortes de
Aragón por mayoría de dos tercios y la aprobación de las Cortes Generales mediante
Ley Orgánica.
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3. Si la propuesta de reforma no es aprobada por las Cortes de Aragón o por las Cortes
Generales, la misma no podrá ser sometida nuevamente a debate y votación hasta que
haya transcurrido un año.

11. CASTILLA-LA MANCHA:
Artículo 54.
Uno. La reforma del Estatuto se ajustará al siguiente procedimiento:

a) La iniciativa de la reforma corresponderá al Consejo de Gobierno, a las
Cortes de Castilla-La Mancha a propuesta de una cuarta parte de sus miembros, así
como al Gobierno y a las Cortes Generales de la Nación.

b) La propuesta de reforma requerirá, en todo caso, la aprobación de las
Cortes de Castilla-La Mancha por mayoría absoluta y la aprobación de las Cortes Gene-
rales mediante Ley Orgánica.

c) Si la propuesta de reforma no es aprobada por las Cortes de Castilla-La
Mancha o por las Cortes Generales no podrá ser sometida nuevamente a debate y vota-
ción hasta que haya transcurrido un año.

12. CANARIAS:
Artículo 64. (Modificado por LO 4/1996)
1. La reforma del Estatuto se ajustará al siguiente procedimiento:

a) La iniciativa corresponderá al Parlamento, al Gobierno de Canarias o a las
Cortes Generales.

b) La propuesta habrá de ser aprobada por el Parlamento de Canarias por
mayoría absoluta.

c) Requerirá, en todo caso, la aprobación de las Cortes Generales mediante
Ley Orgánica.
2. Si las Cortes Generales, durante la tramitación parlamentaria, modificarán sustan-
cialmente la reforma propuesta, se devolverá al Parlamento de Canarias para nueva deli-
beración, acompañando mensaje motivado sobre el punto o puntos que hubieren
ocasionado su devolución y proponiendo soluciones alternativas, en cuyo caso el Parla-
mento de Canarias podrá acceder a las mismas, proponer otras soluciones o desistir
de la reforma estatutaria.
3. Si la propuesta de reforma no fuera aprobada por el Parlamento de Canarias o por
las Cortes Generales, no podrá ser sometida nuevamente a debate en la misma legis-
latura de aquél.
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Artículo 65. (Modificado por LO 4/1996)
Cuando la reforma tuviera por objeto una alteración en la organización de los poderes
de Canarias que afectará directamente a las Islas, se requerirá la audiencia previa de
los Cabildos Insulares.

13. NAVARRA:
Artículo 71.
1. Dada la naturaleza jurídica del régimen foral, el Amejoramiento al que se refiere la
presente Ley orgánica es modificable unilateralmente.
2. La reforma del mismo se ajustará, en todo caso, al siguiente procedimiento:
a) La iniciativa corresponderá a la Diputación Foral o al Gobierno de la Nación.
b) Tras las correspondientes negociaciones, la Diputación Foral y el Gobierno formu-
larán, de común acuerdo, la propuesta de reforma, que será sometida a la aprobación
del Parlamento Foral y de las Cortes Generales, por el mismo procedimiento seguido
para la aprobación de la presente Ley Orgánica.
3. Si la propuesta de reforma fuese rechazada. continuara en vigor el régimen jurídico
vigente con anterioridad a su formulación.

14. EXTREMADURA:
Artículo 62. (Modificado por LO 12/1999)
La reforma del Estatuto se ajustará al procedimiento siguiente:
1. La iniciativa de la reforma corresponderá:

a) A la Junta de Extremadura.
b) A la Asamblea de Extremadura, a propuesta de una tercera parte de sus

miembros.
c) A las Cortes Generales.

2. La propuesta de reforma requerirá en todo caso la aprobación de la Asamblea de
Extremadura por mayoría de dos tercios de sus miembros.
3. La reforma del Estatuto requerirá la aprobación de las Cortes Generales mediante
Ley Orgánica.

Artículo 63. (Modificado por LO 12/1999)
Si el proyecto de reforma no es aprobado por la Asamblea de Extremadura o por las
Cortes Generales, no podrá presentarse nuevamente a debate y votación de la Asam-
blea hasta que haya transcurrido un año, sin perjuicio del plazo de cinco años previsto
en el artículo 148.2 de la Constitución, cuando la modificación del Estado implique la
asunción de nuevas competencia.
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15. ISLAS BALEARES:
Artículo 76. (Modificado por LO 3/1999)
1. La iniciativa de reforma corresponderá al Parlamento, a propuesta de una quinta
parte de los diputados, al Gobierno de la Comunidad Autónoma y a las Cortes Gene-
rales.
2. La propuesta de reforma requerirá para prosperar la aprobación del Parlamento
por mayoría absoluta y la aprobación de las Cortes Generales mediante una ley orgá-
nica.
3. En lo no previsto en este artículo, se estará a lo que sobre esta materia dispone la
Constitución.
4. En el supuesto de tramitación en el Congreso de los Diputados y en el Senado de
una propuesta de reforma del Estatuto de Autonomía de las Illes Balears, el Parlamento
podrá retirarla.

16. COMUNIDAD DE MADRID:
Artículo 64.
1. (Modificado por LO 5/1998) La reforma del Estatuto se ajustará al siguiente proce-
dimiento:
La iniciativa de la reforma corresponderá al Gobierno o a la Asamblea de Madrid, a
propuesta de una tercera parte de sus miembros, o de dos tercios de los municipios de
la Comunidad cuya población represente la mayoría absoluta de la Comunidad de
Madrid.
La propuesta de reforma requerirá, en todo caso, la aprobación de la Asamblea por
mayoría de dos tercios y la aprobación de las Cortes Generales mediante ley orgánica.
2. Si la propuesta de reforma no es aprobada por la Asamblea, o por las Cortes Gene-
rales, no podrá ser sometida nuevamente a debate y votación de la Asamblea hasta que
haya transcurrido un año.

17. CASTILLA Y LEÓN:
Artículo 55. Procedimiento.
La reforma del presente Estatuto de Autonomía se ajustará al siguiente procedimiento:

1º La iniciativa de la reforma corresponderá a las Cortes de Castilla y León, a
propuesta de una tercera parte de los miembros de la misma; a la Junta o a las Cortes
Generales.

2º La propuesta de reforma requerirá, en todo caso, la aprobación de las
Cortes de Castilla y León por mayoría de dos tercios y la posterior aprobación de las
Cortes Generales mediante Ley Orgánica.
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3º  Si la propuesta de reforma no es aprobada por las Cortes de Castilla y León
o por las Cortes Generales, no podrá ser sometida nuevamente a debate y votación de
aquéllas hasta que haya transcurrido más de un año.

18. CEUTA:
Artículo 41.
1. La iniciativa de la reforma corresponderá a la Asamblea de Ceuta, de acuerdo con la
facultad de iniciativa legislativa prevista en el artículo 13 del presente Estatuto, a las
Cortes Generales o al Gobierno de la Nación.
2. La iniciativa de reforma aprobada por la Asamblea de Ceuta requerirá la mayoría de
dos tercios de la misma. En todo caso, la propuesta de reforma requerirá la aprobación
de las Cortes Generales mediante Ley Orgánica.

19. MELILLA:
Artículo 41.
1. La iniciativa de la reforma corresponderá a la Asamblea de la Ciudad, de acuerdo con
la facultad de iniciativa legislativa prevista en el artículo 13 del presente Estatuto, a las
Cortes Generales o al Gobierno de la Nación.
2. La iniciativa de reforma aprobada por la Asamblea requerirá la mayoría de dos tercios
de la misma. En todo caso, la propuesta de reforma requerirá la aprobación de las
Cortes Generales mediante Ley Orgánica.
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DISPOSICIONES TRANSITORIAS

1. RELACIONES ENTRE ORDENAMIENTOS

1. PAÍS VASCO:
Disposición Transitoria Séptima.
1. Mientras las Cortes Generales no elaboren las Leyes básicas o generales a las que

este Estatuto se refiere y/o el Parlamento Vasco no legisle sobre las materias de su
competencia, continuarán en vigor las actuales Leyes del Estado que se refieren a
dichas materias, sin perjuicio de que su ejecución se lleve a cabo por la Comunidad
Autónoma en los casos así previstos en este Estatuto.
2. Lo previsto en el artículo 23.1 de este Estatuto se entenderá sin perjuicio de las

peculiaridades que por su propia naturaleza puedan requerir, respecto al ámbito terri-
torial de prestación, determinados servicios de la Administración Civil del Estado.

2. CATALUÑA:
Disposición Transitoria Segunda.
Mientras las Cortes Generales no elaboren las Leyes a las que este Estatuto se refiere,
y el Parlamento de Cataluña legisle sobre las materias de su competencia, continuarán
en vigor las actuales Leyes y disposiciones del Estado que se refieren a dichas mate-
rias, sin perjuicio de que su desarrollo legislativo, en su caso, y su ejecución, se lleve a
cabo por la Generalidad en los supuestos así previstos en este Estatuto.

3. GALICIA:
Disposición Transitoria Tercera. 
Mientras las Cortes Generales no elaboren las Leyes a que este Estatuto se refiere y el
Parlamento de Galicia legisle sobre las materias de su competencia, continuarán en
vigor las actuales Leyes y disposiciones del Estado que se refieren a dichas materias,
sin perjuicio de que su desarrollo legislativo, en su caso, y su ejecución, se lleve a cabo
por la Comunidad Autónoma gallega en los supuestos así previstos en este Estatuto.

4. ANDALUCÍA:
Disposición Transitoria Primera.
Mientras las Cortes Generales no elaboren las leyes a que este Estatuto se refiere y el
Parlamento de Andalucía legisle sobre las materias de su competencia, continuarán en
vigor las actuales leyes y disposiciones del Estado que se refieren a dichas materias,
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sin perjuicio de que su desarrollo legislativo, en su caso, y su ejecución, se lleven a cabo
por la Comunidad Autónoma en los supuestos así previstos en este Estatuto.

5. ASTURIAS:
Su Estatuto ha derogado en su reforma las disposiciones sobre esta materia.

6. CANTABRIA:
Disposición Transitoria Octava.
Hasta tanto la Asamblea Regional no legisle sobre las materias de su competencia conti-
nuarán en vigor las actuales Leyes y disposiciones del Estado que se refieren a dichas
materias, sin perjuicio de que su desarrollo reglamentario y ejecución se lleven a cabo
por la Diputación Regional de Cantabria en los supuestos previstos por este Estatuto.

7. LA RIOJA:
Su Estatuto ha derogado en su reforma las disposiciones sobre esta materia.

8. REGIÓN DE MURCIA:
Su Estatuto ha derogado en su reforma las disposiciones sobre esta materia.

9. COMUNIDAD VALENCIANA:
Su Estatuto ha derogado en su reforma las disposiciones sobre esta materia.

10. ARAGÓN:
Disposición Transitoria Quinta.
Mientras las Cortes Generales no elaboren las leyes a que este Estatuto hace referencia
y las Cortes de Aragón no legislen en las materias de su competencia, continuará en
vigor en el territorio aragonés la actual normativa del Estado, sin perjuicio de que el
desarrollo legislativo, en su caso, y su ejecución se lleven a efecto por la Comunidad
Autónoma de Aragón en los términos previstos en este Estatuto.
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11. CASTILLA-LA MANCHA:
Disposición Transitoria Cuarta.
Mientras las Cortes Generales no elaboren las Leyes a que este Estatuto se refiere y
hasta que las Cortes de Castilla-La Mancha legislen sobre las materias de su compe-
tencia, continuarán en vigor las actuales Leyes y disposiciones del Estado que se
refieran a dichas materias, sin perjuicio de que su desarrollo legislativo, en su caso, y
su ejecución, se lleve a cabo por la Junta de Comunidades en los supuestos así
previstos en el Estatuto.

12. CANARIAS:
Disposición Transitoria Segunda.
Mientras las Cortes Generales no elaboren la legislación básica o las Leyes marco a que
se refieren la Constitución y el presente Estatuto, y la Comunidad Autónoma Canaria no
dicte normas sobre las materias de su competencia, continuarán aplicándose las Leyes y
disposiciones del Estado que se refieren a dichas materias, sin perjuicio de su ejecución
por la Comunidad Autónoma de Canarias en los casos así previstos en este Estatuto.
No obstante, la Comunidad Autónoma, en el ejercicio de las competencias que le son
reconocidas podrá desarrollar legislativamente los principios o bases contenidos en el
Derecho estatal vigente en cada momento, interpretando dicho Derecho conforme a la
Constitución.

13. NAVARRA:
Disposición Transitoria Tercera.
Mientras las Cortes Generales o el Parlamento de Navarra no aprueben las disposi-
ciones a las que se refiere la presente Ley Orgánica, continuarán en vigor las leyes y
disposiciones del Estado que regulen las materias que deban ser objeto de aquéllas, sin
perjuicio de las facultades y competencias que corresponden a Navarra.

14. EXTREMADURA:
Su Estatuto ha derogado en su reforma las disposiciones sobre esta materia.

15. ISLAS BALEARES:
Disposición Transitoria Cuarta. (Modificada por LO 3/1999)
1. Las leyes del Estado relativas a materias transferidas a la Comunidad Autónoma
seguirán en vigencia mientras el Parlamento no apruebe una normativa propia. Corres-
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ponderá al Gobierno de la Comunidad o, en su caso, a los Consejos Insulares, la apli-
cación de aquéllas.
2. Las disposiciones reglamentarias del Estado seguirán vigentes mientras el Gobierno
de la Comunidad Autónoma no dicte otras de preferente aplicación.
3. Hasta que no sean asumidas por la Administración de las Illes Balears las compe-
tencias que le correspondan de conformidad con el presente Estatuto, todos los orga-
nismos del Estado o de la Administración Local seguirán ejerciendo sus funciones y
jurisdicciones anteriores.
4. En tanto no se haya constituido la Sindicatura de Comptes, el Gobierno de las Illes
Balears, en un plazo de tres meses a partir de la fecha de cierre de los presupuestos
generales de la Comunidad Autónoma, deberá presentar al Parlamento de las Illes
Balears, para su aprobación correspondiente, una cuenta de liquidación del presupuesto
citado de ingresos y de gastos.

16. COMUNIDAD DE MADRID:
Disposición Transitoria Primera.
Mientras las Cortes Generales no elaboren la legislación de bases a que este Estatuto
se refiere, y la Asamblea no dicte normas sobre las materias de su competencia, conti-
nuarán en vigor las actuales leyes y disposiciones del Estado que se refieren a dichas
materias. Todo ello, sin perjuicio de su ejecución por la Comunidad, en los casos así
previstos.
Asimismo, la Comunidad podrá desarrollar legislativamente los principios o bases que
se contengan en el derecho estatal vigente en cada momento, en los supuestos
previstos en este Estatuto, interpretando dicho derecho conforme a la Constitución.

17. CASTILLA Y LEÓN:
Disposición Transitoria Quinta. Aplicación transitoria de la legislación estatal.
Mientras las Cortes Generales no elaboren las leyes a que se refieren la Constitución y
el presente Estatuto, y las de Castilla y León legislen sobre las materias de su compe-
tencia, continuarán en vigor las actuales leyes y disposiciones del Estado que se
refieren a dichas materias, sin perjuicio de que su desarrollo legislativo, en su caso, y
su ejecución se lleven a cabo por la Comunidad Autónoma en los supuestos previstos
en este Estatuto.
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18. CEUTA:
Su Estatuto no incluye ninguna disposición sobre esta materia.

19. MELILLA:
Su Estatuto no incluye ninguna disposición sobre esta materia.
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2. CONSTITUCIÓN DE LOS ÓRGANOS AUTONÓMICOS

1. PAÍS VASCO:
Disposición Transitoria Primera.
A partir de la aprobación definitiva de este Estatuto, el Consejo General Vasco convo-
cará, en un plazo máximo de sesenta días, elecciones para el Parlamento Vasco, que
habrán de celebrarse dentro de los cuatro meses siguientes a la fecha de su convoca-
toria.
A estos efectos, cada Territorio Histórico de los que integren la Comunidad Autónoma
constituirá una circunscripción electoral. Los partidos políticos, coaliciones de los
mismos y agrupaciones electorales podrán presentar candidaturas en cada circuns-
cripción electoral en listas cerradas y bloqueadas. El reparto de escaños se realizará
mediante el sistema proporcional. El número de Parlamentarios por cada circunscrip-
ción será de veinte.
Una vez celebradas las elecciones, el Consejo General del País Vasco convocará al
Parlamento electo en el plazo de treinta días para que proceda al nombramiento del
Presidente del Gobierno Vasco.
La elección del Presidente necesitará en primera votación la mayoría absoluta de la
Cámara y, caso de no obtenerla, la mayoría simple, en sucesiva o sucesivas votaciones.
Si en el plazo de sesenta días desde la constitución del Parlamento no se hubiera
elegido Presidente del Gobierno, se procederá a la disolución de la Cámara y a la convo-
catoria de nuevas elecciones.
Con carácter supletorio serán aplicables las normas dictadas para regular las elec-
ciones generales del 15 de junio de 1977, así como el vigente Reglamento del
Congreso de los Diputados.

Disposición Transitoria Novena.
Una vez promulgada la Ley Orgánica que apruebe este Estatuto, el Consejo General
Vasco podrá acordar el asumir la denominación de Gobierno Provisional del País Vasco,
conservando en todo caso sus actuales funciones y régimen jurídico hasta que se dé
cumplimiento a lo previsto en la disposición transitoria primera del mismo.

2. CATALUÑA:
Disposición Transitoria Primera.
La Junta de Seguridad prevista en el párrafo 6 del artículo 13 del presente Estatuto
deberá constituirse en el plazo de tres meses, a partir del nombramiento del primer
Consejo Ejecutivo o Gobierno de la Generalidad que se constituya, de acuerdo con lo
previsto en este Estatuto, a los efectos de coordinar las competencias del Estado y de
la Generalidad en esta materia.
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Disposición Transitoria Cuarta.
En tanto una Ley de Cataluña no regule el procedimiento para las elecciones al Parla-
mento, éste será elegido de acuerdo con las normas siguientes:
1. Previo acuerdo con el Gobierno, el Consejo Ejecutivo de la Generalidad provisional
convocará las elecciones en el término máximo de quince días desde la promulgación
del presente Estatuto. Las elecciones deberán celebrarse en el término máximo de
sesenta días desde el de la convocatoria.
2. Las circunscripciones electorales serán las cuatro provincias de Barcelona, Gerona,
Lérida y Tarragona. El Parlamento de Cataluña estará integrado por 135 Diputados, de
los cuales la circunscripción de Barcelona elegirá un Diputado por cada 50.000 habi-
tantes, con un máximo de 85 Diputados. Las circunscripciones de Gerona, Lérida y
Tarragona elegirán un mínimo de seis Diputados, más uno por cada 40.000 habitantes,
atribuyéndose a las mismas 17,15 y 18 Diputados, respectivamente.
3. Los Diputados serán elegidos por sufragio universal, igual, directo y secreto, de los
mayores de dieciocho años, según un sistema de escrutinio proporcional
4. Las Juntas Provinciales Electorales tendrán, dentro de los límites de su respectiva
jurisdicción, la totalidad de las competencias que la normativa electoral vigente atribuye
a la Junta Central.
Para los recursos que tuvieran por objeto la impugnación de la validez de la elección y
la proclamación de Diputados electos será competente la Sala de lo Contencioso admi-
nistrativo de la Audiencia Territorial de Barcelona, hasta que quede integrada en el
Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, que también entenderá de los recursos o
impugnaciones que procedan contra los acuerdos de las Juntas Electorales Provin-
ciales.
Contra las resoluciones de dicha Sala de la Audiencia Territorial no cabrá recurso
alguno.
5. En todo aquello que no esté previsto en la presente disposición serán de aplicación
las normas vigentes para las elecciones legislativas al Congreso de los Diputados de
las Cortes Generales.

Disposición Transitoria Quinta.
1. Una vez proclamados los resultados de las elecciones, y en un término máximo de
ocho días, el primer Parlamento de Cataluña se constituirá bajo una Mesa de edad inte-
grada por un Presidente y dos Secretarios, y procederá inmediatamente a elegir la
Mesa provisional. Esta se compondrá de un Presidente, dos Vicepresidentes y cuatro
Secretarios.
2. En una segunda sesión, que se celebrará como máximo, diez días después del final
de la sesión constitutiva, el Presidente del Parlamento, previa consulta a los portavoces
designados por los Partidos o Grupos Políticos con representación parlamentaria,
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propondrá de entre los miembros del Parlamento un candidato a Presidente de la Gene-
ralidad, procediéndose, tras debate, a la votación.
3. El candidato deberá obtener los votos de la mayoría absoluta de los miembros del
Parlamento para ser elegido Presidente de la Generalidad. Esta elección supondrá la
simultánea aprobación del programa de gobierno y de la composición del Consejo
Ejecutivo propuestos por el candidato elegido.
4. De no alcanzar dicha mayoría, el mismo candidato podrá someterse a una segunda
votación cuarenta y ocho horas después de la anterior, en la que también se requerirá
la mayoría absoluta para ser elegido Presidente. Si tampoco se alcanzase la mayoría
absoluta en la segunda votación, el mismo candidato podrá someterse a una tercera
votación cuarenta y ocho horas después de la anterior, siendo elegido Presidente si
obtuviese el voto favorable de la mayoría simple de los Diputados.
5. Si después de esta tercera votación el candidato no resultase elegido, deberá
iniciarse el procedimiento con otro candidato, designado en los mismos términos del
apartado 2 de esta disposición transitoria.
6. Si pasados dos meses desde la primera votación ningún candidato obtuviese la
confianza del Parlamento, éste quedará disuelto y se convocarán nuevas elecciones en
el término de quince días.
7. Elegido el primer Presidente de la Generalidad, la organización de ésta se acomodará
a lo previsto en el presente Estatuto, cesando el Presidente y los Consejeros
nombrados al amparo del Real Decreto-Ley 41/1977, de 29 de septiembre.

3. GALICIA:
Disposición Transitoria Primera.
El primer Parlamento Gallego será elegido de acuerdo con las normas siguientes:
1. Previo acuerdo con el Gobierno, la Junta Preautonómica de Galicia convocará las

elecciones en el término máximo de ciento veinte días desde la promulgación del
presente Estatuto. Las elecciones deberán celebrarse en el término máximo de sesenta
días a partir de la fecha de la convocatoria.
2. La circunscripción electoral será la provincia, eligiéndose un total de setenta y un

miembros, de los que corresponderán a la provincia de La Coruña, veintidós; a la de
Lugo, quince; a la de Orense, quince, y a la de Pontevedra, diecinueve.
3. Los miembros del Parlamento gallego serán elegidos por sufragio universal, igual,

directo y secreto, de los mayores de dieciocho años, según un sistema de representa-
ción proporcional.
4. Las Juntas Provinciales electorales tendrán, dentro de los límites de su respectiva

jurisdicción, la totalidad de las competencias que la normativa electoral vigente atribuye
a la Junta Central.
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Para los recursos que tuvieran por objeto la impugnación de la validez de la elección y
proclamación de los miembros electos será competente la Sala de lo Contencioso Admi-
nistrativo de la Audiencia Territorial de La Coruña, hasta que quede integrada en el
Tribunal Superior de Justicia de Galicia, que también entenderá de los recursos o impug-
naciones que procedan contra los acuerdos de las Juntas electorales provinciales.
Contra las resoluciones de dicha Sala de la Audiencia Territorial, no cabrá recurso
alguno.
5. En todo lo no previsto en la presente disposición serán de aplicación las normas

vigentes para las elecciones legislativas al Congreso de los Diputados de las Cortes
Generales.

Disposición Transitoria Segunda.
1. En su primera reunión, el Parlamento gallego:

a) Se constituirá, presidido por una Mesa de edad, integrada por un Presidente
y dos Secretarios, y procederá a elegir la Mesa provisional, que estará compuesta por
un Presidente, dos Vicepresidentes, un Secretario y un Vicesecretario.

b) Elegirá sus Autoridades conforme a este Estatuto.
2. Elegidos los órganos de la Comunidad Autónoma gallega, se disolverán las Institu-
ciones preautonómicas.

4. ANDALUCÍA:
Disposición Transitoria Cuarta.
1. Promulgado el presente Estatuto, la actual Junta Preautonómica, de acuerdo con el
Gobierno, convocará elecciones al Parlamento en el plazo de tres meses. Las elec-
ciones deberán celebrarse en el término máximo de sesenta días desde su convoca-
toria, siendo de aplicación en este caso las normas vigentes para las elecciones al
Congreso de los Diputados. No será de aplicación lo dispuesto en el artículo 4 apartado
2, letra a), del Real Decreto-ley 20/1977, de 18 de marzo.
2. De no estar constituido el Tribunal Superior de Justicia, los recursos electorales que
pudieran plantearse serán resueltos por las Audiencias Territoriales de Granada o
Sevilla, según el territorio donde aquellos se suscitaren.
3. En las primeras elecciones al Parlamento se elegirán los siguientes Diputados:
Almería, once; Huelva, once; Jaén, trece; Granada, trece; Córdoba, trece; Cádiz, quince;
Málaga, quince, y Sevilla, dieciocho.

Disposición Transitoria Quinta.
1. La actual Junta Preautonómica de Andalucía continuará en sus funciones hasta la
elección de los órganos que hayan de sustituirla, de acuerdo con el presente Estatuto.
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2. Una vez proclamados los resultados de las elecciones y en un término máximo de
quince días, el Parlamento de Andalucía se constituirá bajo una Mesa de edad integrada
por un Presidente y dos Secretarios, procederá inmediatamente a elegir la Mesa provi-
sional, que estará compuesta por un Presidente, dos Vicepresidentes y dos Secretarios,
siendo aplicable con carácter supletorio el Reglamento del Congreso de los Diputados.

5. ASTURIAS:
Su Estatuto ha derogado en su reforma las disposiciones transitorias sobre esta
materia.

6. CANTABRIA:
Disposición Transitoria Primera.
Las primeras elecciones a la Asamblea Regional de Cantabria se realizarán entre el 1
de febrero y el 31 de mayo de 1983, por sufragio universal, igual, libre, directo y
secreto de los mayores de 18 años, según el sistema D’Hont, en base a los siguientes
criterios:

a) La Asamblea constará de treinta y cinco miembros.
b) No serán tenidas en cuenta aquellas listas que no hubiesen obtenido por lo

menos el 5% de los votos válidos emitidos en toda la Comunidad Autónoma.
La Junta Electoral Provincial tendrá, dentro de los límites de su jurisdicción, la totalidad
de las competencias atribuidas a la Junta Central. Para los recursos que no tuvieran por
objeto las impugnaciones de la validez de la elección y proclamación de los miembros
electos, será competente la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Audiencia Terri-
torial de Burgos. Contra las resoluciones de la misma no cabra recurso alguno.
En todo lo no previsto por la presente disposición transitoria, serán de aplicación las
normas vigentes para las elecciones legislativas al Congreso de los Diputados de las
Cortes Generales.

Disposición Transitoria Segunda.
Una vez proclamados los resultados electorales por la Junta Provincial y dentro de los
veinticinco días siguientes a la celebración de las elecciones, se constituirá la Asamblea
Regional de Cantabria, presidida por una Mesa de edad integrada por un Presidente y
dos Secretarios y procederá a elegir la Mesa, que estará compuesta por un Presidente,
dos Vicepresidentes y dos Secretarios. El Presidente será elegido de entre sus miem-
bros por mayoría absoluta en primera votación y por mayoría simple en posterior. Los
Vicepresidentes y Secretarios serán elegidos de entre sus miembros, en dos votaciones
separadas, en las que cada elector incluirá un nombre para Vicepresidente en la primera
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y otro para Secretario en la segunda, siendo elegidos en cada una de ellas los dos
candidatos que más votos obtengan.
La presentación de las candidaturas para la elección de la Mesa corresponderá a los
distintos grupos políticos representados en la Asamblea Regional.

Disposición Transitoria Tercera.
A la entrada en vigor del presente Estatuto, la Diputación Provincial de Santander
quedará integrada en la Comunidad Autónoma en los términos de lo dispuesto en el artí-
culo 31 del presente Estatuto.

Disposición Transitoria Cuarta.
1. En tanto no se celebren las primeras elecciones a la Asamblea Regional, esta
quedará constituida provisionalmente por los Diputados a Cortes, los Senadores y los
Diputados provinciales de la actual provincia de Santander.
2. Una vez constituida la Asamblea Regional Provisional, las vacantes producidas por
renuncia, fallecimiento o pérdida individual de la condición de Diputado a Cortes o
Senador, se cubrirán por las personas que a estos efectos propongan los partidos polí-
ticos cuyos miembros hubiesen originado la vacante.
En caso de disolución anticipada de las Cortes, los Diputados y Senadores elegidos en
la provincia de Santander se entenderán prorrogados como miembros de la Asamblea
Regional Provisional hasta la proclamación de los nuevos Diputados y Senadores que
resulten elegidos en la misma.
En el caso de vacantes que afecten a los Diputados provinciales, la sustitución se efec-
tuará de acuerdo con la Ley de Elecciones Locales.
3. Esta Asamblea Regional Provisional tendrá las siguientes competencias:
a) El control de la actividad del Consejo de Gobierno.
b) Elaborar y aprobar las normas de su régimen interior y organizar sus propios servi-
cios.
c) Las que se deriven de los traspasos de competencias de la Administración del
Estado.
d) En general las que corresponden a la Asamblea Regional atribuidas a la misma por
el presente Estatuto, excepto el ejercicio de la potestad legislativa.
4. La Mesa de la Asamblea Regional Provisional estará compuesta por el Presidente,
dos Vicepresidentes y dos Secretarios, que serán elegidos en la forma prevista en la
disposición transitoria segunda.
5. Dentro de los veinticinco días siguientes a la entrada en vigor de este Estatuto se
procederá a la constitución de la Asamblea Regional de Cantabria con la composición
prevista en el punto anterior, mediante convocatoria a sus miembros efectuada por el
Presidente de la actual Diputación Provincial.
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En esta primera sesión constitutiva de la Asamblea Regional se procederá a la elección
del Presidente y de la Mesa.

Disposición Transitoria Quinta.
Para el período de la Asamblea Provisional, el Presidente de la Diputación Regional de
Cantabria se elegirá también conforme al artículo 16.2 de este Estatuto, sin que sea de
aplicación el último párrafo del punto 2 del citado artículo en lo que a limitación de
tiempo se refiere.

Disposición Transitoria Sexta.
1. El Presidente de la Diputación Regional a que se refiere la disposición transitoria
quinta, nombrará a los miembros del Consejo de Gobierno. Su composición y funciones
se acomodarán a las competencias que haya de ejercer durante este período transitorio
la Diputación Regional.
2. Corresponden a este Consejo de Gobierno las siguientes competencias:
a) Las que le atribuye el presente Estatuto.
b) Las que actualmente corresponden a la Diputación Provincial.

7. LA RIOJA:
Disposición Transitoria Primera. De las competencias de la Diputación Provincial.
De acuerdo con lo establecido en el artículo 14 de presente Estatuto, y a partir de la
fecha de su entrada en vigor, las competencias actuales de la Diputación Provincial de
La Rioja o las que en el futuro puedan ser atribuidas a las Diputaciones Provinciales,
serán asumidas por la Comunidad Autónoma de La Rioja, a través de sus órganos
competentes, una vez constituidos éstos.
Ello implicará el traspaso de sus bienes, derechos y obligaciones, cuyas inscripciones
se harán de oficio.

Disposición Transitoria Segunda. De la Diputación Provisional.
1. En tanto no se celebren las primeras elecciones a la Diputación General de La Rioja,
se constituirá una Diputación Provisional compuesta por los Diputados al Congreso, los
Senadores y los Diputados provinciales de la actual provincia de La Rioja.
2. Dentro de los treinta días siguientes a la entrada en vigor de este Estatuto se proce-
derá a la constitución de la Diputación Provisional de La Rioja, con la composición
prevista en el número anterior, mediante convocatoria a sus miembros efectuada por el
Presidente de la Diputación Provincial. En esta primera sesión constitutiva de la Diputa-
ción Provisional se procederá a la elección de la Mesa de la misma, constituida por el
Presidente, dos Vicepresidentes y dos Secretarios. La elección se efectuará en los
términos previstos en la disposición transitoria sexta, apartado segundo.
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3. La Diputación Provisional asumirá las siguientes competencias:
Todas las que este Estatuto atribuye a la Diputación General de La Rioja, excepto el ejer-
cicio de la potestad legislativa.
Elaborar y aprobar las normas de su Reglamento interno y organizar sus servicios.
Las que se deriven del traspaso de competencias de la Administración del Estado.
4. En caso de disolución anticipada de las Cortes Generales, los Diputados y Senadores
elegidos en la provincia de La Rioja se entenderán prorrogados como miembros de la
Diputación Provisional hasta la proclamación de los nuevos Diputados y Senadores que
resulten elegidos.
En el caso de vacantes que afecten a los Diputados provinciales, la sustitución se efec-
tuará de acuerdo con la legislación sobre elecciones locales.

Disposición Transitoria Tercera. Del Presidente provisional de la Comunidad Autó-
noma de La Rioja.
El Presidente de la Diputación Provincial de La Rioja asumirá las funciones de Presidente
de la Comunidad Autónoma hasta la elección del mismo, que se realizará en la misma
forma que se dispone en los apartados uno y dos de la disposición transitoria séptima,
sin que sea de aplicación el apartado tres.

Disposición Transitoria Cuarta. Del Consejo de Gobierno Provisional.
1. El Presidente de la Comunidad Autónoma nombrará los miembros del Consejo de
Gobierno. Su composición y atribuciones se acomodarán a las competencias que haya
de ejercer la Comunidad Autónoma en este período transitorio. Su número no podrá
exceder de diez miembros.
2. Corresponden a este Consejo de Gobierno las siguientes competencias:
Las que le atribuye el presente Estatuto, que se deriven del traspaso de competencias
de la Administración del Estado.
Las que actualmente correspondan a la Diputación Provincial.

Disposición Transitoria Quinta. De las primeras elecciones.
La primera elección para la Diputación General de La Rioja se verificará de

acuerdo con las siguientes normas:
1ª. Tendrá lugar entre el uno de febrero y el treinta y uno de mayo de mil nove-

cientos ochenta y tres.
2ª. Esta Diputación General se compondrá de treinta y cinco Diputados,

elegidos por sufragio universal, libre, igual, directo y secreto, siendo electores los
mayores de edad incluidos en los censos electorales de los municipios de La Rioja y
que se hallen en uso de sus derechos civiles y políticos.

3ª. La circunscripción electoral es la Comunidad Autónoma.
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4ª. Los candidatos se propondrán por los partidos políticos y quienes tengan
reconocido ese derecho, en listas cerradas que contengan, como mínimo, treinta y
cinco nombres, pudiendo añadirse hasta otro número igual al de titulares en concepto
de suplentes.

5ª. La atribución de puestos en la Diputación a las distintas listas se efectuará
siguiendo un orden de colocación en que aparecen en razón a los votos obtenidos, por
aplicación del sistema D’Hont, no teniéndose en cuenta aquellas listas que no hubiesen
obtenido, por lo menos, el 5% de los votos válidos emitidos en toda la Comunidad Autó-
noma.

6ª. Se aplicarán en forma supletoria el Real Decreto ley 20/1977, de 18 de
marzo, sobre Elecciones Generales, o la Ley Electoral vigente en ese momento para las
elecciones a Cortes Generales.

Disposición Transitoria Sexta. De la constitución de la Diputación General.
1. Transcurridos diez días naturales a partir de la proclamación de los resultados
definitivos de la elección, se constituirá en el primer día hábil la Diputación General
de La Rioja, presidida por una Mesa de edad, integrada por el electo presente de
más edad, como Presidente, que será asistido por dos Vicepresidentes, los que
sigan en más edad al anterior, y dos Secretarios, los dos miembros más jóvenes de
la Junta.
2. Constituida esta Mesa de edad, se procederá a elegir la Mesa provisional, compuesta
por un Presidente, dos Vicepresidentes y dos Secretarios. La votación será separada
en número de tres, una para Presidente, otra para Vicepresidentes y otra para Secre-
tarios. Serán electos el más votado en el primer caso y los dos primeros en orden a los
puestos de Vicepresidentes y Secretarios. Los electores, en cada votación, sólo podrán
señalar un nombre.

Disposición Transitoria Séptima. De la elección del Presidente del Consejo de
Gobierno.
1. En una segunda sesión, que se celebrará dentro de los quince días naturales
siguientes a la elección de la Mesa provisional, el Presidente de la Diputación, previa
consulta a los representantes designados por los partidos o grupos con representación
en la misma, propondrán de entre los miembros de la Diputación General un candidato
a Presidente del Consejo de Gobierno, procediéndose al debate de su programa y vota-
ción para tal cargo.
En primera votación deberá obtener la mayoría absoluta de los miembros de la Diputa-
ción; de no obtenerla, se someterá la misma propuesta a nueva votación cuarenta y
ocho horas después de la anterior y la confianza se entenderá otorgada si obtuviere la
mayoría simple.
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2. Si efectuadas las citadas votaciones no se otorgase la confianza para la investidura,
se tramitarán sucesivas propuestas, con el mismo u otro candidato, en la forma prevista
en el párrafo anterior.
3. Si transcurrido el plazo de dos meses desde la primera votación de investidura
ningún candidato hubiere obtenido la confianza de la Diputación General, ésta quedará
disuelta de pleno derecho, y, en tal caso, se procederá a la celebración de nuevas elec-
ciones en el plazo de sesenta días.

8. REGIÓN DE MURCIA:
Disposición Transitoria Primera.
1. Las primeras elecciones a la Asamblea Regional tendrán lugar entre el uno de febrero
y el treinta y uno de mayo de 1.983.

El Consejo de Gobierno de la Región, previo acuerdo con el Gobierno de la
Nación, convocará las elecciones en la fecha que conjuntamente se establezca.
2. En tanto una Ley regional no regule el procedimiento para las elecciones a la Asam-
blea Regional, ésta será elegida de acuerdo con las siguientes normas:

a) Para las primeras elecciones se adoptarán las siguientes circunscripciones
electorales, que se constituyen por reunión de los municipios que se indican:

1. Lorca, Aguilas, Puerto Lumbreras, Totana, Alhama, Librilla, Aledo y Mazarrón.
2. Cartagena, La Unión, Puente Álamo, Torre Pacheco, San Javier y San Pedro

del Pinatar.
3. Murcia, Alcantarilla, Bemiel, Molina, Alguazas, Las Torres de Cotillas, Lorquí,

Ceutí, Cieza, Abarán, Blanca, Archena, Ricote, Ulea, Villanueva, Ojos, Fortuna, Abanilla
y Santomera.

4. Caravaca, Cehegín, Calasparra, Moratalla, Bullas, Pliego, Mula, Albudeite y
Campos del Río.

5. Jumilla y Yecla.
b) La Asamblea estará integrada por un número de miembros que no será infe-

rior a treinta y cinco ni superior a cuarenta y cinco Diputados regionales, de los cuales
cada circunscripción elegirá uno fijo y otro más por cada veinticinco mil habitantes o
fracción superior a la mitad de dicho número.

c) Los Diputados serán elegidos por sufragio universal, igual, directo y secreto
de los mayores de dieciocho años. La atribución de escaños a cada lista se hará aten-
diendo a criterios de representación proporcional por aplicación del sistema D’Hont.

d) Para el acceso a la Asamblea Regional se requerirá la obtención de, al
menos, un cinco por ciento de los votos válidos emitidos a nivel regional.

e) En todo aquello que no esté previsto en la presente disposición, serán de
aplicación las normas vigentes para las elecciones legislativas al Congreso de los Dipu-
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tados de las Cortes Generales. Asimismo será de aplicación, de forma supletoria, el
número 7 del artículo 11 de la Ley 39/1978, de diecisiete de julio, de Elecciones
Locales. (Esta Ley fue derogada por la Ley Orgánica de Régimen Electoral General.)
3. El decimoquinto día a partir de la proclamación de los resultados provisionales de las
elecciones, o en el siguiente hábil, si aquél no lo fuere, se constituirá la Asamblea
Regional presidida por una Mesa integrada por un Presidente, el de mayor edad, y dos
Secretarios, los de menor edad de sus componentes, y procederá a elegir mediante
voto limitado la Mesa compuesta de un Presidente, dos Vicepresidentes y dos Secreta-
rios, de forma análoga a la establecida para el Congreso de los Diputados.
4. La Asamblea Regional en su segunda sesión, que se celebrará el decimoquinto día
posterior al final de la sesión constitutiva, o en el siguiente hábil si aquél no lo fuere,
elegirá Presidente de la Comunidad Autónoma con arreglo al siguiente procedimiento:

a) El Presidente de la Asamblea Regional proclamará candidatos a aquellos que
con una antelación mínima de veinticuatro horas hubiesen sido presentados como tales
ante la Mesa por, al menos, cinco miembros de la Asamblea Regional.

b) Los candidatos a la Presidencia expondrán sucesivamente su programa polí-
tico y solicitarán la confianza de la Asamblea.

c) Resultará elegido Presidente el que obtenga la confianza de la Asamblea, de
acuerdo con el sistema de elección previsto en el artículo 31 de este Estatuto.

Disposición Transitoria Segunda.
1. En tanto no se celebren las primeras elecciones a la Asamblea Regional, ésta
quedará constituida provisionalmente por los miembros del actual Consejo Regional de
Murcia.
2. Dentro de los treinta días siguientes a la entrada en vigor de este Estatuto se proce-
derá a la constitución de la Asamblea Regional provisional, con la composición prevista
en el número anterior, mediante convocatoria a sus miembros efectuada por el Presi-
dente del actual Consejo Regional de Murcia. En esta primera sesión constitutiva de la
Asamblea Regional provisional se procederá a la elección de Presidente y Mesa de la
misma y a la elección de Presidente de la Comunidad Autónoma, en la forma prescrita,
respectivamente, en los números tres y cuatro de la disposición transitoria primera.
3. La Asamblea Regional provisional así constituida tendrá todas las competencias que
este Estatuto atribuye a la Asamblea Regional, excepto el ejercicio de la potestad legis-
lativa. En todo caso, la Asamblea Regional provisional podrá dictar aquellas disposi-
ciones necesarias para el funcionamiento de las Instituciones de la Comunidad Autó-
noma.
4. Una vez constituida la Asamblea Regional provisional, elegido el Presidente de la
Comunidad Autónoma y nombrado el Consejo de Gobierno, la Diputación Provincial de
Murcia quedará disuelta y asumida por la Comunidad Autónoma, cesando en sus
funciones el Presidente de la Diputación y demás Diputados provinciales.
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5. La publicación en el Boletín Oficial del Estado del nombramiento del Presidente por
el Rey llevará consigo la extinción del Ente Preautonómico.

Disposición Transitoria Tercera.
1. El Presidente de la Comunidad Autónoma, elegido conforme a la disposición transi-
toria segunda, nombrará a los miembros del Consejo de Gobierno provisional.
2. Corresponde a este Consejo de Gobierno las siguientes competencias:

a) La que el presente Estatuto atribuye al Consejo de Gobierno.
b) Las que de acuerdo con la legislación general del Estado corresponden a la

Diputación Provincial.

9. COMUNIDAD VALENCIANA:
Disposición Transitoria Tercera.
1. En el plazo de treinta días desde la promulgación del presente Estatuto, los parla-
mentarios elegidos en las elecciones generales de mil novecientos setenta y nueve,
más otros tantos miembros designados por los partidos políticos por los que fueron
presentados en la misma proporción, se constituirán en una Asamblea que desempe-
ñará, en cuanto sean aplicables, las funciones atribuidas por el presente Estatuto a las
Cortes Valencianas, de forma transitoria, hasta las primeras elecciones a las mismas.
Las consecuencias jurídicas del control político del ejecutivo serán adoptadas por
mayoría cualificada de dos tercios.
2. Durante el período transitorio mencionado en el apartado anterior, el «Consell» estará
compuesto por doce miembros, de los cuales nueve serán designados por los partidos
políticos con representación parlamentaria en el territorio de la Comunidad, en propor-
ción al número de parlamentarios obtenidos por cada uno de ellos en las elecciones
generales de mil novecientos setenta y nueve. Los tres restantes se designarán uno por
cada una de las tres Diputaciones Provinciales, de entre sus miembros.

Disposición Transitoria Séptima.
1. Previa votación favorable de las Cortes Valencianas en su período transitorio, el
«Consell», de acuerdo con el Gobierno del Estado, convocará las primeras elecciones,
que se celebrarán entre el uno de febrero y el treinta y uno de mayo de mil novecientos
ochenta y tres.
2. En estas primeras elecciones el sistema electoral se ajustará a las siguientes
normas:
a) La circunscripción electoral de la provincia;
b) Corresponderán veintinueve Diputados a la provincia de Alicante, veinticinco a la de
Castellón y treinta y cinco a la de Valencia;
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c) El escrutinio se ajustará a las normas que rigen para las elecciones al Congreso de
los Diputados;
d) y, en todo caso, regirán los límites establecidos en el artículo doce coma dos del
presente Estatuto.

Disposición Transitoria Octava.
La creación del Consejo Económico-Social Valenciano tendrá lugar una vez promulgada
la ley a que se refiere el artículo ciento treinta y uno coma dos, de la Constitución.

10. ARAGÓN:
Disposición Transitoria Primera.
Las primeras Cortes de Aragón estarán compuestas de la siguiente forma:
Huesca tendrá 18 Diputados; Teruel, 16, y Zaragoza, 32.

Disposición Transitoria Segunda.
1. Desde la entrada en vigor de este Estatuto hasta la constitución de las Cortes de
Aragón se formará una Asamblea Provisional.
2. La composición de dicha Asamblea será la prevista en la disposición anterior. La
distribución de sus miembros, se realizará aplicando en cada provincia la regla D’Hont
al resultado obtenido en las últimas elecciones generales por los partidos políticos y
coaliciones electorales que hubieran obtenido, al menos, el 5 por 100 de los votos
emitidos en Aragón. La designación corresponderá a los respectivos partidos y coali-
ciones, pudiendo formar parte de la Asamblea Provisional, si así lo deciden los partidos
a que pertenezcan, los Parlamentarios en Cortes Generales y miembros electos de
Corporaciones locales, y debiendo concurrir en los designados las demás condiciones
de elegibilidad y compatibilidad previstas en el ordenamiento vigente.
3. Serán competencias de esta Asamblea las siguientes:

a) Elaborar y aprobar las normas de su régimen interno y organizar sus propios
servicios.

b) Dictar las normas que sean precisas para las primeras elecciones a las
Cortes de Aragón.

c) Las que se deriven de los traspasos de competencias de la Administración
del Estado.

d) La elección, por mayoría absoluta en primera votación y simple en poste-
riores, de entre sus miembros, del Presidente de la Diputación General.

e) La aprobación del programa de la Diputación General.
f) Examinar y aprobar sus propias cuentas y las de la Diputación General.
g) Aprobar su presupuesto y el de la Comunidad Autónoma.
h) La exigencia de responsabilidad política de la Diputación General.
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4. La Asamblea Provisional se constituirá en el plazo máximo de treinta días, desde la
entrada en vigor de este Estatuto.
5. La Asamblea Provisional se constituirá mediante la formación de una Mesa de edad,
integrada por un Presidente, un Vicepresidente y un Secretario, y se procederá a la elec-
ción de la Mesa, que estará compuesta por un Presidente, dos Vicepresidentes y dos
Secretarios. Estos cargos serán incompatibles con la condición de miembro de la Dipu-
tación General.
6. Dentro de los quince días siguientes a la constitución de la Mesa se procederá a la
elección del Presidente de la Diputación General, por el procedimiento previsto en los
artículos 21 y 22 de este Estatuto.
7. Elegido el Presidente de la Diputación General, quedará disuelto el Ente preautonó-
mico.
8. La organización de la Comunidad Autónoma de Aragón se acomodará a lo previsto
en este Estatuto, subrogándose aquélla en todos los derechos y obligaciones del Ente
preautonómico.

Disposición Transitoria Tercera.
Hasta que una Ley de Cortes regule el procedimiento para las elecciones a las mismas,
éstas serán elegidas de acuerdo con los criterios siguientes:
a) La Diputación General convocará las primeras elecciones que se celebrarán entre el
1 de febrero y el 31 de mayo de 1983, de acuerdo con las previsiones generales que
se establezcan.
b) Las Juntas Provinciales Electorales tendrán, dentro de los límites de su respectiva
jurisdicción, la totalidad de las competencias que la normativa electoral vigente atribuye
a la Junta Central.
Para los recursos que tuvieran por objeto la impugnación de la validez de la elección y
proclamación de los miembros electos será competente la Sala de lo Contencioso-Admi-
nistrativo de la Audiencia Territorial de Zaragoza, sin perjuicio de las atribuciones que
en esta materia puedan concederse en su día al Tribunal Superior de Justicia de Aragón.
Contra las resoluciones de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Terri-
torial de Zaragoza, o del Tribunal Superior de Justicia de Aragón, en su caso, no cabrá
recurso alguno.
c) En todo lo no previsto en este Estatuto, se aplicará la normativa vigente para las elec-
ciones legislativas al Congreso de los Diputados, excepción hecha de las causas de
inelegibilidad que afecten a los Alcaldes y Presidentes de Diputaciones Provinciales.

Disposición Transitoria Cuarta.
1. Una vez proclamados los resultados de las elecciones, y en el plazo máximo de ocho
días, se procederá a la constitución de las primeras Cortes de Aragón, en la forma
prevista en los apartados 5 y 6 de la Disposición transitoria segunda de este Estatuto.
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2. En segunda sesión, que se celebrará como máximo diez días después de finalizada
la sesión constitutiva, se procederá a la elección del Presidente de la Diputación General
de Aragón, de acuerdo con las previsiones contenidas en este Estatuto.

11. CASTILLA-LA MANCHA:
Disposición Transitoria Primera.
Hasta tanto no se promulgue la Ley Electoral Regional pertinente, a que hace referencia
el artículo 10, y que habrá de obtener el voto final favorable de la mayoría absoluta de
los Diputados, las Cortes de Castilla-La Mancha se elegirán de acuerdo con las normas
siguientes:
Uno. Previo acuerdo con el Gobierno de la Nación, el Órgano Ejecutivo de la Comunidad
Autónoma procederá a convocar las elecciones regionales mediante Decreto que se
publicará en el Boletín Oficial del Estado y en el Diario Oficial de la región. Las elec-
ciones deberán celebrarse en el término máximo de sesenta días a partir de la fecha
de la convocatoria.
Dos. La circunscripción electoral será la provincia.
Tres. Se compondrán de 44 Diputados, distribuidos de la siguiente forma: Albacete, 9;
Ciudad Real, 10; Cuenca, 8; Guadalajara, 7, y Toledo, 10, eligiéndose por el sistema de
representación proporcional mediante listas provinciales. Los escaños se asignarán por
el método D’Hont entre los partidos, federaciones y coaliciones que hubiesen obtenido
más del 5% de los votos válidamente emitidos en la región.
Cuatro. Las Juntas Provinciales Electorales tendrán, dentro de los límites de su respec-
tiva jurisdicción, las competencias que la normativa electoral vigente les atribuye. Sus
resoluciones podrán ser objeto de recurso ante la Junta Electoral Central.
Cinco. Para los recursos que tuvieran por objeto la impugnación de la elección y procla-
mación de los miembros electos será competente la Sala de lo Contencioso Adminis-
trativo de la Audiencia Territorial de Albacete hasta que se quede constituido el Tribunal
Superior de Justicia de la Región.
Seis. En todo lo previsto en el presente Estatuto será de aplicación la legislación elec-
toral del Estado. No será de aplicación lo dispuesto en el artículo 4, apartado 2, letra
a), en el apartado 3 del artículo 21 y en el apartado 6 del artículo 29 del Real Decreto
Ley 20/1977, de 18 de marzo, sobre normas electorales. (Este Real Decreto Ley fue
derogado por la Ley Orgánica del Régimen Electoral General). Salvo sentencia firme en
contrario, en ningún caso se producirán elecciones parciales.
Siete. Una vez proclamados los resultados electorales, y dentro de los veinticinco días
siguientes a la celebración de las elecciones, se constituirán las Cortes de Castilla-La
Mancha, presididas por una Mesa de edad integrada por un Presidente y dos Secreta-
rios, y procederán a elegir, mediante voto limitado, la Mesa provisional, compuesta de
un Presidente, dos Vicepresidentes y dos Secretarios.
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Ocho. Las Cortes de Castilla-La Mancha en su segunda sesión, que se celebrará dentro
de los veinticinco días siguientes a aquél en que finalizó la sesión constitutiva, elegirán
al Presidente de la Junta de Comunidades, de acuerdo con el procedimiento previsto en
el artículo 14 de este Estatuto.

Disposición Transitoria Tercera.
1. En tanto no se celebren las primeras elecciones a las Cortes de Castilla-La Mancha,
se constituirá una Asamblea provisional integrada por un número de miembros igual al
de Diputados y Senadores a Cortes Generales por las cinco provincias, designados por
los partidos políticos en número igual al de sus parlamentarios en las Cortes Generales,
de entre personas que ostenten cargo electivo. Esta Asamblea adoptará todos sus
acuerdos por mayoría absoluta, salvo cuando se trate de elección de cargos previstos
en el presente Estatuto.
2. Dentro de los treinta días siguientes a la entrada en vigor de este Estatuto se proce-
derá a la constitución de las Cortes de Castilla-La Mancha con la composición prevista
en el número anterior, mediante convocatoria a sus miembros efectuada por el Presi-
dente de la Junta de Comunidades. En esta primera sesión constitutiva se procederá a
la elección de la Mesa de las Cortes de Castilla-La Mancha y del Presidente de la Junta
de Comunidades en los términos previstos respectivamente en la disposición transitoria
primera, apartado 7, y en el artículo 14 de este Estatuto.
3. Las Cortes así constituidas tendrán todas las competencias que este Estatuto atri-
buye a las Cortes de Castilla-La Mancha, excepto el ejercicio de la potestad legislativa.
En todo caso, las Cortes podrán, con carácter provisional, dictar aquellas disposiciones
necesarias para el funcionamiento de las instituciones de la Comunidad Autónoma.
4. Una vez constituidas las Cortes de Castilla-La Mancha y elegido el Presidente de la
Junta de Comunidades, quedará disuelto el Ente Preautonómico.

12. CANARIAS:
Disposición Transitoria Primera.
1. De acuerdo con lo establecido en el artículo 9 del presente Estatuto, y en tanto no
se disponga otra cosa por una Ley del Parlamento Canario aprobada por mayoría de
dos terceras partes de sus miembros, se fija en 60 el número de Diputados del Parla-
mento Canario, conforme a la siguiente distribución: 15 por cada una de las Islas de
Gran Canaria y Tenerife, ocho por La Palma, ocho por Lanzarote, siete por Fuerteven-
tura, cuatro por La Gomera y tres por El Hierro.
2. (Modificado por LO 4/1996) Igualmente, de acuerdo con lo establecido en el artículo
9 del presente Estatuto, y en tanto no se disponga otra cosa por una Ley del Parlamento
Canario aprobada por mayoría de dos terceras partes de sus miembros, se establece
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que sólo serán tenidas en cuenta aquellas listas de partido o coalición que hubieran
obtenido el mayor número de votos válidos de su respectiva circunscripción electoral y
las siguientes que hubieran obtenido, al menos, el 30 por 100 de los votos válidos
emitidos en la circunscripción insular o, sumando los de todas las circunscripciones en
donde hubiera presentado candidatura, al menos, el 6 por 100 de los votos válidos
emitidos en la totalidad de la Comunidad Autónoma.

13. NAVARRA:
Disposición Transitoria Primera.
1. Hasta que no entre en vigor la Ley Foral a la que se refiere el artículo quince, dos, la
elección del Parlamento de Navarra se realizará conforme a las siguientes normas:
a) La elección será convocada por la Diputación Foral, previo acuerdo con el Gobierno
de la Nación, y se celebrará en el período comprendido entre el uno de febrero y el
treinta y uno de mayo de mil novecientos ochenta y tres.
b) El Parlamento estará integrado por cincuenta parlamentarios que serán elegidos por
sufragio universal, libre, Igual, directo y secreto en una única circunscripción electoral
que comprenderá todo el territorio de Navarra
c) A los efectos de la atribución de escaños, no serán tenidas en cuenta las listes que
no hubiesen obtenido por lo menos, el cinco por ciento de los votos válidos emitidos.
d) En todo aquello que no esté previsto en la presente Disposición transitoria, se estará
a lo dispuesto en la legislación reguladora de la elección de los miembros del Congreso
de los Diputados de las Cortes Generales. No será de aplicación lo dispuesto en el artí-
culo cuarto, apartado dos, letra a), del Real Decreto-ley veinte/mil novecientos setenta
y siete, de dieciocho de marzo.
2. La constitución, organización y funcionamiento del Parlamento elegido conforme a lo
establecido en el apartado anterior, se regirá por lo dispuesto en la presente Ley Orgá-
nica y en el Reglamento de la Cámara.

Disposición Transitoria Segunda.
Hasta que no entre en vigor la ley foral a la que se refiere el artículo veinticinco, se
observaran las siguientes normas:
a) Dentro de los quince días naturales siguientes a la publicación en el Boletín Oficial del
Estado del Real Decreto de nombramiento del Presidente de la Diputación Foral, éste
designará a los Diputados forales cuyo número no podrá ser inferior a siete ni superior
a once. El Presidente asignará en los Diputados forales las titularidades que corres-
pondan en relación con las materias propias de la competencia de la Comunidad Foral
y podrá designar, de entre los Diputados forales, hasta dos Vicepresidentes.
b) El régimen jurídico y funcionamiento de la Diputación Foral se ajustará a lo estable-
cido en el Reglamento al que se refiere el apartado cuarto de la Disposición transitoria
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sexta, con las modificaciones que en el mismo puedan introducirse por el mismo proce-
dimiento seguido para su aprobación.

14. EXTREMADURA:
Su Estatuto ha derogado en su reforma las disposiciones transitorias sobre esta
materia.

15. ISLAS BALEARES:
Disposición Transitoria Quinta. (Modificada por LO 3/1999)
1. Al promulgarse el presente Estatuto, las Instituciones de autogobierno de las Illes

Balears habrán de respetar las competencias que los Consejeros Insulares hayan reci-
bido del Ente Preautonómico.
2. A propuesta del Gobierno de la Comunidad Autónoma, y de acuerdo con una Ley del
Parlamento, se nombrará una Comisión Técnica Interinsular encargada de distribuir las
competencias a que hace referencia el artículo 39 del presente Estatuto, así como la
fijación del control y coordinación que en cada caso corresponda al Gobierno de la
Comunidad Autónoma, en la medida en que sean asumidas por la Comunidad Autónoma
por transferencia o delegación del Estado.
3. La Comisión Técnica Interinsular estará integrada por dieciséis Vocales designados:
cuatro por el Gobierno de la Comunidad y cuatro por cada uno de los Consejos Insu-
lares de Mallorca, Menorca e Ibiza-Formentera. Esta Comisión Técnica Interinsular se
dará su propio reglamento de funcionamiento, que será aprobado por mayoría simple
de sus componentes.
4. Los acuerdos de la Comisión Técnica Interinsular tomarán la forma de propuesta al
Parlamento de las Illes Balears, el cual, en su caso, las aprobará mediante una ley que
tendrá vigencia a partir de la publicación en el Butlletí Oficial de les Illes Balears.

16. COMUNIDAD DE MADRID:
Disposición Transitoria Cuarta.
1. La Diputación Provincial de Madrid queda integrada en la Comunidad de Madrid a
partir de la entrada en vigor del presente Estatuto y gestionará los intereses generales
de la Comunidad que afectan al ámbito local hasta la constitución de los órganos de
autogobierno comunitarios, ajustándose a sus actuales competencias y programas
económicos y administrativos, y aplicando en el ejercicio de sus funciones, de forma
armónica, la legislación local vigente y la estatal, con prevalencia de esta última orde-
nación.
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2. Una vez constituidos los órganos de autogobierno comunitario, quedarán disueltos
de pleno derecho los órganos políticos de la Diputación Provincial de Madrid, la cual
cesará en sus funciones. La Comunidad de Madrid asumirá todas las competencias,
medios y recursos que según la Ley correspondan a la Diputación Provincial de Madrid
y se subrogará en las relaciones jurídicas que se deriven de las actividades desarro-
lladas por aquélla.

17. CASTILLA Y LEÓN:
Disposición Transitoria Primera. Organización provisional.
Hasta que se celebren las primeras elecciones a Cortes de Castilla y León, el Consejo
General de Castilla y León, creado por Real Decreto ley 20/1978, de 13 de junio,
quedará sometido al siguiente régimen:
1. El Pleno del Consejo General, en el plazo de siete días, a partir de la entrada en vigor
del Estatuto, se estructurará conforme a los siguientes criterios:

a. El número total de sus miembros será el resultante de aplicar a cada
provincia la representación proporcional establecida en el artículo 10 de este Estatuto.

b. La distribución de los miembros del Pleno entre los diversos partidos polí-
ticos se llevará a cabo tomando como base los resultados de las últimas elecciones
generales y aplicando el sistema proporcional utilizado en ellas.
Una vez fijado el número de miembros del Pleno por cada provincia y distribuidos entre
los partidos, éstos procederán a la designación de sus representantes en el Pleno.

c. El Pleno del Consejo de Castilla y León tendrá las competencias que este
Estatuto atribuye a las Cortes de Castilla y León, con excepción expresa de las compe-
tencias de carácter legislativo. En todo caso, el Pleno del Consejo podrá, con carácter
provisional, dictar aquellas disposiciones necesarias para el funcionamiento de la Comu-
nidad.

d. El funcionamiento del Pleno de Consejo de Castilla y León se acomodará a
lo dispuesto en el Reglamento del Congreso de los Diputados y en este Estatuto.
2. Una vez constituido el Pleno, se procederá a la elección del Presidente de la Junta
de Castilla y León, conforme a lo dispuesto en el artículo 17 del presente Estatuto.
3. El Presidente, una vez elegido, designará a la Junta según las normas del presente
Estatuto.
4. Una vez en funciones los órganos a que se refiere esta Disposición, quedará extin-
guido el régimen preautonómico para Castilla y León, establecido por Real Decreto Ley
20/1978, de 13 de junio.
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18. CEUTA:
Disposición Transitoria Primera.
La acomodación de la organización del Ayuntamiento de Ceuta a la prevista en el
presente Estatuto se efectuará de conformidad con las reglas siguientes:
1. Las próximas elecciones locales, a celebrar el domingo 28 de mayo de 1995, se
convocarán para elegir a los miembros de la Asamblea de Ceuta, de acuerdo con lo
establecido en el artículo 7 del presente Estatuto.
La constitución de esta Asamblea se llevará a cabo en los mismos plazos y con el
mismo procedimiento previsto para la constitución de las corporaciones municipales en
la Ley Orgánica del Régimen Electoral General.
2. Los órganos de gobierno del Ayuntamiento continuarán en funciones hasta la consti-
tución de los nuevos órganos de la Ciudad, de conformidad con lo previsto en el artí-
culo 194.2 de la Ley Orgánica del Régimen Electoral General.

19. MELILLA:
Disposición Transitoria Primera.
La acomodación de la organización del Ayuntamiento de Melilla a la prevista en el
presente Estatuto se efectuará de conformidad con las reglas siguientes:
1. Las próximas elecciones locales, a celebrar el domingo 28 de mayo de 1995, se
convocarán para elegir a los miembros de la Asamblea de Melilla de acuerdo con lo
establecido en el artículo 7 del presente Estatuto.
La constitución de esta Asamblea se llevará a cabo en los mismos plazos y con el
mismo procedimiento previstos para la constitución de las corporaciones municipales
en la Ley Orgánica del Régimen Electoral General.
2. Los órganos de gobierno del Ayuntamiento continuarán en funciones hasta la consti-
tución de los nuevos órganos de la Ciudad, de conformidad con lo previsto en el artí-
culo 194.2 de la Ley Orgánica del Régimen Electoral General.
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3. TRASPASO DE FUNCIONARIOS Y SERVICIOS

1. PAÍS VASCO:
Disposición Transitoria Segunda.
Una Comisión Mixta, integrada por igual número de representantes del Gobierno Vasco
y del Gobierno del Estado, reunida en el plazo máximo de un mes, a partir de la cons-
titución de aquél, establecerá las normas conforme a las que se transferirán a la Comu-
nidad Autónoma las competencias que le corresponden en virtud del presente Estatuto,
y los medios personales y materiales necesarios para el pleno ejercicio de las mismas,
llevando a cabo las oportunas transferencias.
A la entrada en vigor del presente Estatuto se entenderán transferidas, con carácter
definitivo, las competencias y recursos ya traspasados para esa fecha al Consejo
General Vasco.
Serán respetados todos los derechos adquiridos de cualquier orden y naturaleza que en
el momento de la transferencia tengan los funcionarios y personal adscritos a los servi-
cios estatales o de otras instituciones públicas objeto de dichas transferencias.

Disposición Transitoria Tercera.
1. Las transferencias que hayan de realizarse en materia de enseñanza, tanto de los medios
patrimoniales como personales, con los que el Estado atiende actualmente sus servicios en
el País Vasco, se realizarán conforme a los programas y calendarios que establezca la Comi-
sión Mixta de transferencias que se crea en la disposición transitoria segunda.
2. El traspaso de los servicios de enseñanza se hará a la Comunidad Autónoma o, en

su caso, a las Diputaciones Forales.

Disposición Transitoria Cuarta.
La Junta de Seguridad que se crea en virtud de lo prevenido en el artículo 17 determi-
nará el Estatuto, Reglamento, dotaciones, composición numérica, estructura y recluta-
miento de los Cuerpos de Policía Autónoma, cuyos mandos se designarán entre Jefes
y Oficiales de las Fuerzas Armadas y Cuerpos de Seguridad del Estado que, mientras
presten servicio en estos Cuerpos, pasarán a la situación administrativa que prevea la
Ley de Policía de las Comunidades Autónomas, o a la que determinen los Ministerios de
Defensa e Interior, quedando excluidos en esta situación del fuero castrense, Las licen-
cias de armas corresponden en todo caso al Estado.

Disposición Transitoria Quinta.
La Comisión Mixta de Transferencias que se crea para la aplicación de este Estatuto
establecerá los oportunos convenios, mediante los cuales la Comunidad Autónoma
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asumirá la gestión del régimen económico de la Seguridad Social, dentro de su carácter
unitario y del respeto al principio de solidaridad, según los procedimientos, plazos y
compromisos que, por una ordenada gestión, se contengan en tales convenios.

2. CATALUÑA:
Disposición Transitoria Tercera.
1. Hasta que se haya completado el traspaso de los servicios correspondientes a las
competencias fijadas a la Generalidad en este Estatuto, el Estado garantizará la finan-
ciación de los servicios transferidos a la Generalidad con una cantidad igual al coste
efectivo del servicio en Cataluña en el momento de la transferencia.
2. Para garantizar la financiación de los servicios antes referidos, se crea una Comisión
Mixta paritaria Estado Generalidad, que adoptará un método encaminado a fijar el
porcentaje de participación previsto en el apartado 3 del artículo 44. El método a seguir
tendrá en cuenta tanto los costes directos como los costes indirectos de los servicios,
así como los gastos de inversión que correspondan.
3. La Comisión Mixta del apartado anterior fijará el citado porcentaje, mientras dure el
período transitorio, con una antelación mínima de un mes a la presentación de los Presu-
puestos Generales del Estado en las Cortes.
4. A partir del método fijado en el apartado 2 se establecerá un porcentaje en el que
se considerará el coste efectivo global de los servicios transferidos por el Estado a la
Generalidad, minorado por el total de la recaudación obtenida por la Generalidad por los
tributos cedidos, en relación con la suma de los ingresos obtenidos por el Estado en
los Capítulos I y II del último presupuesto anterior a la transferencia de los servicios valo-
rados.

Disposición Transitoria Sexta.
El traspaso de los servicios inherentes a las competencias que, según el presente Esta-
tuto, corresponden a la Generalidad, se hará de acuerdo con las bases siguientes:
1. Una vez constituido el Consejo Ejecutivo o Gobierno de la Generalidad, y en el término
máximo de un mes, se nombrará una Comisión Mixta encargada de inventariar los
bienes y derechos del Estado que deban ser objeto de traspaso a la Generalidad, de
concretar los servicios e instituciones que deban traspasarse y de proceder a la adap-
tación, si es preciso, de los que pasen a la competencia de la Generalidad.
2. La Comisión Mixta estará integrada paritariamente por vocales designados por el
Gobierno y por el Consejo de la Generalidad y ella misma establecerá sus normas de
funcionamiento.
Los acuerdos de la Comisión Mixta adoptarán la forma de propuesta al Gobierno, que
las aprobará mediante Decreto, figurando aquéllos como anejos al mismo, y serán publi-
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cados simultáneamente en el Boletín Oficial del Estado y en el Diari Oficial de la Gene-
ralitat, adquiriendo vigencia a partir de esta publicación.
3. La Comisión Mixta establecerá los calendarios y plazos para el traspaso de cada
servicio. En todo caso, la referida Comisión deberá determinar en un plazo de dos
años desde la fecha de su constitución el término en que habrá de completarse el tras-
paso de todos los servicios que corresponden a la Generalidad, de acuerdo con este
Estatuto.
4. Será título suficiente para la inscripción en el Registro de la Propiedad del traspaso
de bienes inmuebles del Estado a la Generalidad la certificación por la Comisión Mixta
de los acuerdos gubernamentales debidamente promulgados. Esta certificación deberá
contener los requisitos exigidos por la Ley Hipotecaria.
El cambio de titularidad en los contratos de arrendamiento de locales para oficinas
públicas de los servicios que se transfieran no dará derecho al arrendador a extinguir o
renovar el contrato.
5. Los funcionarios adscritos a servicios de titularidad estatal o a otras instituciones
públicas que resulten afectadas por los traspasos a la Generalidad pasarán a depender
de ésta, siéndoles respetados todos los derechos de cualquier orden y naturaleza que
les correspondan en el momento del traspaso, incluso el de participar en los
concursos de traslado que convoque el Estado en igualdad de condiciones con los
restantes miembros de su Cuerpo, pudiendo ejercer de esta manera su derecho
permanente de opción.
Mientras la Generalidad no apruebe el régimen estatutario de sus funcionarios, serán de
aplicación las disposiciones del Estado vigentes sobre la materia.
6. La Generalidad asumirá con carácter definitivo y automático, y sin solución de conti-
nuidad los servicios que ya le hayan sido traspasados desde el 29 de septiembre de
1977 hasta la vigencia del presente Estatuto. En relación a las competencias cuyo tras-
paso esté en curso de ejecución, se continuará su tramitación de acuerdo con los
términos establecidos por el correspondiente Decreto de traspaso. Tanto en uno como
en otro caso, las transferencias realizadas se adaptarán, si fuera preciso, a los términos
del presente Estatuto.
7. Las Diputaciones Provinciales de Barcelona, Gerona, Lérida y Tarragona podrán
transferir o delegar en la Generalidad de Cataluña, de acuerdo con lo establecido en la
legislación de Régimen Local, aquellos servicios que por su propia naturaleza requieran
un planeamiento coordinado, pudiendo conservar aquéllas la ejecución y gestión de
esos mismos servicios.
8. La Comisión Mixta creada de acuerdo con el artículo 3 del Real Decreto de 30 de
septiembre de 1977 se considerará disuelta cuando se constituya la Comisión Mixta
referida en el apartado 1 de esta disposición transitoria.
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Disposición Transitoria Séptima.
Las transferencias que hayan de realizarse en materia de enseñanza para traspasar a
la competencia de la Generalidad los servicios y centros del Estado en Cataluña se reali-
zarán de acuerdo con los calendarios y programas que defina la Comisión Mixta.

3. GALICIA:
Disposición Transitoria Cuarta.
1. Con la finalidad de transferir a Galicia las funciones y atribuciones que le corres-
pondan con arreglo al presente Estatuto, se creará, en el término máximo de un mes a
partir de la constitución de la Junta de Galicia, una Comisión Mixta paritaria integrada
por representantes del Estado y de la Comunidad Autónoma gallega. Dicha Comisión
Mixta establecerá sus normas de funcionamiento. Los miembros de la Comisión Mixta
representantes de Galicia darán cuenta periódicamente de su gestión ante el Parla-
mento de Galicia.
La Comisión Mixta establecerá los calendarios y plazos para el traspaso de cada
servicio. En todo caso, la referida Comisión deberá determinar en un plazo de dos años
desde la fecha de su constitución, el término en que habrá de completarse el traspaso
de todos los servicios que corresponden a la Comunidad Autónoma gallega, de acuerdo
con este Estatuto.
2. Los acuerdos de la Comisión Mixta adoptarán la forma de propuestas al Gobierno,
que las aprobará mediante Decreto, figurando aquéllos como anejos al mismo y serán
publicados simultáneamente en el Boletín Oficial del Estado y en el Diario Oficial de
Galicia, adquiriendo vigencia a partir de esta publicación.
3. Será título suficiente para la inscripción en el Registro de la Propiedad del traspaso
de bienes inmuebles del Estado a la Comunidad Autónoma la certificación por la Comi-
sión Mixta de los acuerdos gubernamentales debidamente promulgados. Esta certifica-
ción deberá contener los requisitos exigidos por la Ley Hipotecaria.
El cambio de titularidad en los contratos de arrendamiento de locales para oficinas
públicas de los servicios que se transfieran no dará derecho al arrendador a extinguir o
renovar el contrato.
4. Los funcionarios adscritos a servicios de titularidad estatal o a otras instituciones
públicas que resulten afectadas por los traspasos a la Comunidad Autónoma pasarán a
depender de ésta, siéndoles respetados todos los derechos de cualquier orden y natu-
raleza que les corresponda en el momento del traspaso, incluso el de participar en los
concursos de traslado que convoque el Estado en igualdad de condiciones con los
restantes miembros de su Cuerpo, pudiendo ejercer de esta manera su derecho perma-
nente de opción.
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Mientras la Comunidad Autónoma de Galicia no apruebe el régimen estatutario de sus
funcionarios, serán de aplicación las disposiciones del Estado vigentes sobre la materia.
5. La Comisión Mixta, creada de acuerdo con el Real Decreto 474/1978, de 16 de
marzo, se considerará disuelta cuando se constituya la Comisión Mixta a que se refiere
el apartado 1 de la presente disposición transitoria.

Disposición Transitoria Quinta.
1. Hasta que se haya completado el traspaso de los servicios correspondientes a las
competencias fijadas a la Comunidad Autónoma en este Estatuto, el Estado garantizará
la financiación de los servicios transferidos a la Comunidad con una cantidad igual al
coste efectivo del servicio en Galicia en el momento de la transferencia.
2. Para garantizar la financiación de los servicios antes referidos la Comisión Mixta
prevista en la disposición transitoria cuarta adoptará un método encaminado a fijar el
porcentaje de participación previsto en el apartado 3 del artículo 44. El método a seguir
tendrá en cuenta tanto los costes directos como los costes indirectos de los servicios,
así como los gastos de inversión que correspondan.
3. Al fijar las transferencias para inversiones se tendrá en cuenta en la forma progresiva
que se acuerde, la conveniencia de equiparar los niveles de servicios en todo el terri-
torio del Estado, estableciéndose, en su caso, las transferencias necesarias para el
funcionamiento de los servicios.
La financiación a que se refiere este apartado tendrá en cuenta las aportaciones que se
realicen a Galicia, partiendo del Fondo de Compensación a que se refiere el artículo 158
de la Constitución, así como la acción inversora del Estado en Galicia, que no sea apli-
cación de dicho Fondo.
4. La Comisión Mixta a que se refiere el apartado 2 fijará el citado porcentaje, mientras
dure el período transitorio, con una antelación mínima de un mes a la presentación de
los Presupuestos Generales del Estado en las Cortes.
5. A partir del método fijado en el apartado 2, se establecerá un porcentaje en el que
se considerará el coste efectivo global de los servicios transferidos por el Estado a la
Comunidad Autónoma, minorado por el total de la recaudación por ésta por los tributos
cedidos, en relación con la suma de los ingresos obtenidos por el Estado en los Capí-
tulos I y II del último Presupuesto anterior a la transferencia de los servicios.

Disposición Transitoria Séptima.
Las transferencias que hayan de realizarse en materia de enseñanza para traspasar a
la competencia de la Comunidad Autónoma los servicios y centros del Estado en Galicia,
se realizarán de acuerdo con los calendarios y programas que defina la Comisión Mixta.
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4. ANDALUCÍA:
Disposición Transitoria Segunda.
1. Constituido el Parlamento y designado el Gobierno de Andalucía, dentro del mes
siguiente se designará una Comisión Mixta paritaria Gobierno-Junta que regulará el
proceso, el tiempo y las condiciones del traspaso de las competencias propias de la
Comunidad, conforme al presente Estatuto. Asimismo, determinará el traspaso de
medios personales y materiales necesarios para el ejercicio de tales competencias.
Para la elaboración de las propuestas de traspasos a la Comisión Mixta podrán consti-
tuirse, como órganos de trabajo, Comisiones Sectoriales de transferencias.
2. La Comisión se reunirá a petición del Gobierno o de la Junta, establecerá sus propias
normas de funcionamiento y elevará sus acuerdo al Gobierno para su promulgación
como Real Decreto.
3. A la entrada en vigor del presente Estatuto se entenderán transferidas con carácter
definitivo las competencias y recursos ya traspasados para esa fecha al Ente Preauto-
nómico.
4. Los funcionarios adscritos a servicios de titularidad estatal o a otras instituciones
públicas que resulten afectadas por los traspasos a la Comunidad Autónoma pasarán a
depender de ésta, siéndoles respetados todos los derechos de cualquier orden o natu-
raleza que les correspondan en el momento del traspaso, incluso el de participar en los
concursos de traslados que convoque el Estado, en igualdad de condiciones con los
restantes miembros de su cuerpo, pudiendo ejercer de esta manera su derecho a
permanente adopción.
5. La transferencia a la Comunidad Autónoma de Andalucía de bienes o derechos estará
exenta de toda clase de cargas, gravámenes o derechos.
6. Será título suficiente para la inscripción en el Registro de la Propiedad del traspaso
de bienes inmuebles del Estado a la Junta de Andalucía la certificación por la Comisión
Mixta de los acuerdos gubernamentales debidamente publicados. Esta certificación
deberá contener los requisitos exigidos por la Ley Hipotecaria. El cambio de titularidad
en los contratos de arrendamiento de locales para oficinas públicas de los servicios ya
asumidos por la Junta de Andalucía no se reputará traspaso y no dará derecho al arren-
dador a extinguir o renovar el contrato.

Disposición Transitoria Sexta.
1. Hasta que se haya completado el traspaso de los servicios correspondientes a las
competencias atribuidas a la Comunidad por el presente Estatuto, el Estado garantizará
la financiación de los servicios transferidos con una cantidad mínima equivalente al
coste efectivo del servicio en Andalucía en el momento de la transferencia.
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2. Para garantizar la financiación de los servicios referidos, se crea una Comisión Mixta
paritaria Estado-Comunidad Autónoma, que adoptará un método encaminado a fijar el
porcentaje de participación previsto en el artículo 58, 3. El método a seguir tendrá en
cuenta tanto los costes directos como los costes indirectos de los servicios, así como
los gastos de inversión suficientes para atender las necesidades de la Comunidad Anda-
luza con objeto de que alcance, al menos, la cobertura media nacional.
3. La Comisión Mixta fijará el citado porcentaje, mientras dure el período transitorio, con
una antelación mínima de un mes a la presentación en las Cortes de los Presupuestos
Generales del Estado.
4. A partir del método fijado en el apartado segundo, se establecerá un porcentaje en
el que se considerará el coste efectivo global de los servicios transferidos por el Estado
minorado por el total de la recaudación obtenida por la Comunidad Autónoma por los
tributos cedidos, en relación con la suma de los ingresos obtenidos por el Estado por
impuestos directos e indirectos en el último presupuesto anterior a la transferencia de
los servicios valorados.
5. Durante el período transitorio contemplado en dicha disposición, serán de aplicación
las asignaciones complementarias previstas en la Disposición Adicional segunda.

5. ASTURIAS:
Disposición Transitoria Cuarta.
El traspaso de los servicios inherentes a las competencias que según el presente Esta-
tuto corresponden al Principado se hará de acuerdo con las bases siguientes:
1. En el término máximo de un mes desde el nombramiento del Presidente por el Rey
quedarán designados los vocales de una Comisión Mixta ( Inciso redactado conforme a
LO 1/1999) encargada de inventariar los bienes y derechos del Estado que deban ser
objeto de traspaso al Principado, de concretar los servicios y funcionarios que deban
traspasarse y de proceder a la adaptación, si es preciso, de los que pasen a la compe-
tencia del Principado.
2. La Comisión Mixta estará integrada paritariamente por vocales designados por el
Gobierno de la nación y por el Consejo de Gobierno y ella misma establecerá sus
normas de funcionamiento.
Los acuerdos de la Comisión Mixta adoptarán la forma de propuesta al Gobierno de la
nación, que los aprobará mediante decreto figurando aquéllos como anejos al mismo,
y serán publicados simultáneamente en el Boletín Oficial del Estado y en el Boletín Oficial
del Principado, adquiriendo vigencia a partir de esta publicación
3. La Comisión Mixta establecerá los calendarios y plazos para el traspaso de cada
servicio. En todo caso, la referida Comisión deberá determinar en un plazo de dos años,
desde la fecha de su constitución, el término en que habrá de completarse el traspaso
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de todos los servicios que correspondan al Principado, de acuerdo con este Estatuto.
4. Para preparar los traspasos y para verificarlos por bloques orgánicos de naturaleza
homogénea, la Comisión Mixta de transferencias estará asistida por Comisiones secto-
riales, de ámbito nacional, agrupadas por materias, cuyo cometido fundamental será
determinar con la representación de la Administración del Estado los traspasos de
medios personales, financieros y materiales que deba recibir la Comunidad Autónoma.
Las Comisiones sectoriales trasladarán sus propuestas de acuerdo a la Comisión Mixta,
que las habrá de ratificar.
5. Será título suficiente para la inscripción en el Registro de la Propiedad del traspaso
de bienes inmuebles del Estado al Principado la certificación por la Comisión Mixta de
los acuerdos gubernamentales debidamente promulgados. Esta certificación deberá
contener los requisitos exigidos por la Ley Hipotecaria.
El cambio de titularidad en los contratos de arrendamiento de locales para oficinas
públicas de los servicios que se transfieran no dará derecho al arrendador a extinguir o
renovar el contrato.
6. El Principado asumirá con carácter definitivo y automático y sin solución de conti-
nuidad, los servicios que hayan sido traspasados al Consejo Regional de Asturias. En
relación a las competencias cuyo traspaso esté en curso de ejecución se continuará su
tramitación de acuerdo con los términos establecidos por el correspondiente decreto
de traspaso. Tanto en uno como en otro caso las transferencias realizadas se adap-
tarán, si fuera preciso, a los términos del presente Estatuto.
7. (Suprimido por LO 1/1999).25

Disposición Transitoria Quinta.
Mientras no se dicten las disposiciones que permitan la financiación de los servicios
transferidos correspondientes a competencias propias del Principado, el Estado contri-
buirá a su sostenimiento partiendo de una cantidad igual al coste efectivo del servicio
en el momento de la transferencia, actualizándola de acuerdo con las circunstancias.
Para garantizar esta financiación, la Comisión Mixta paritaria Estado-Principado deter-
minará en cada momento su alcance.

Disposición Transitoria Sexta. (Modificada por LO 1/1999)
Serán respetados todos los derechos adquiridos de cualquier orden o naturaleza que
en los momentos de las diversas transferencias tengan los funcionarios y personal
adscritos a los servicios estatales o a los de otras instituciones públicas objeto de
dichas transferencias.

25 El texto derogado establecía: “La Comisión Mixta creada de acuerdo con el Real Decreto de 29 de
septiembre de mil novecientos setenta y ocho para las transferencias al Consejo Regional de Asturias se
considerará disuelta cuando se constituya la Comisión Mixta requerida en el apartado uno de esta disposición
transitoria”.
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6. CANTABRIA:
Disposición Transitoria Séptima.
1. Con la finalidad de transferir a la Diputación Regional de Cantabria las funciones y
atribuciones que le corresponden con arreglo al presente Estatuto, se creará una Comi-
sión Mixta paritaria, integrada por representantes del Estado y de la Diputación Regional
de Cantabria. Dicha Comisión Mixta establecerá sus normas de funcionamiento. Los
miembros de la Comisión Mixta representantes de Cantabria darán cuenta periódica-
mente de su gestión ante la Asamblea Regional de Cantabria.
2. Los acuerdos de la Comisión Mixta adoptarán la forma de propuesta al Gobierno, que
los aprobará mediante Real Decreto, figurando aquellos como anejo al mismo y serán
publicados simultáneamente en el Boletín Oficial del Estado y en el Boletín Oficial de
Cantabria, adquiriendo vigencia a través de esta publicación.
3. Para preparar los traspasos y para verificarlos por bloques orgánicos de naturaleza
homogénea, la Comisión Mixta de transferencias estará asistida por Comisiones secto-
riales de ámbito nacional, agrupadas por materias, cuyo cometido fundamental será
determinar con la representación de la Administración del Estado, los traspasos de
medios personales, financieros y materiales que deba recibir la Comunidad Autónoma.
Las Comisiones sectoriales trasladarán sus propuestas, de acuerdo a la Comisión Mixta
que las habrá de ratificar
4. Será título suficiente para la inscripción en el Registro de la Propiedad del traspaso
de bienes inmuebles del Estado a la Comunidad Autónoma, la certificación por la Comi-
sión Mixta de los acuerdos gubernamentales debidamente promulgados. Esta certifica-
ción deberá contener los requisitos exigidos por la Ley Hipotecaria.
El cambio de titularidad en los contratos de arrendamiento de locales para oficinas
públicas de los servicios que se transfieran no darán derecho al arrendador a exigir o
renovar el contrato.

Disposición Transitoria Novena.
1. Los funcionarios adscritos a la Administración del Estado y a otras Administraciones
públicas que resulten afectados por la entrada en vigor de este Estatuto y por los tras-
pasos de competencias a la Comunidad Autónoma de Cantabria, pasarán a depender
de ésta, siéndoles respetados todos los derechos de cualquier otra naturaleza que les
correspondan en el momento del traspaso, de acuerdo con el régimen jurídico especí-
fico vigente, en cada caso, en dicho momento.
Concretamente conservarán su situación administrativa, su nivel retributivo y su derecho
a participar en los concursos de traslado que se convoquen por la Administración
respectiva, en igualdad de condiciones que los restantes miembros del Cuerpo o Escala
al que pertenezcan, pudiendo ejercer su derecho permanente de opción de acuerdo con
la legislación vigente respectiva.
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2. La Diputación Regional de Cantabria quedará subrogada en la titularidad de los
contratos sometidos al derecho administrativo o al derecho laboral, que vinculen al
personal de esta naturaleza y que resulten afectados por la entrada en vigor de este
Estatuto y por los traspasos de competencias a la Comunidad Autónoma de Cantabria.
3. Mientras la Comunidad Autónoma de Cantabria no apruebe el régimen jurídico de su
personal serán de aplicación las disposiciones del Estado y demás Administraciones
públicas vigentes sobre la materia.

Disposición Transitoria Décima.
1. Hasta que se haya completado el traspaso de los servicios correspondientes a las
competencias fijadas en la Comunidad Autónoma de Cantabria en este Estatuto, el
Estado garantizará la financiación de los servicios transferidos a la Comunidad con una
cantidad igual al coste efectivo del servicio en Cantabria, en el momento de la transfe-
rencia.
2. Para garantizar la financiación de los servicios antes referidos, la Comisión Mixta
prevista en la disposición transitoria séptima adoptará un método encaminado a fijar el
porcentaje de participación previsto en el artículo 48 de este Estatuto.
El método a seguir tendrá en cuenta tanto los costes directos como los indirectos de
los servicios, así como los gastos de inversión que correspondan.
3. Al fijar las transferencias para inversiones se tendrá en cuenta, en la forma progre-
siva que se acuerde, la conveniencia de equiparar los niveles de servicios en todo el
territorio del Estado, estableciéndose en su caso las transferencias necesarias para el
funcionamiento de los servicios.
La financiación a que se refiere este apartado tendrá en cuenta las aportaciones que se
realicen a Cantabria, partiendo del Fondo de Compensación a que se refiere el artículo
158 de la Constitución, así como la acción inversora del Estado en Cantabria que no
sea aplicación de dicho Fondo.
4. La Comisión Mixta a que se refiere el apartado 2 de este artículo fijará el citado
porcentaje, mientras dure el período transitorio con una antelación mínima de un mes a
la presentación de los Presupuestos Generales del Estado.
5. A partir del método fijado en el apartado 2 anterior, se establecerá un porcentaje, en
el que se considerará el coste efectivo global de los servicios transferidos por el Estado
a la Comunidad Autónoma, minorado por el total de la recaudación obtenida por la
misma por los tributos cedidos, en relación con la suma de los ingresos obtenidos por
el Estado en los Capítulos I y II del último Presupuesto anterior a la transferencia de los
servicios valorados.
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7. LA RIOJA:
Disposición Transitoria Octava. De las bases para el traspaso de servicios.
El traspaso de los servicios correspondientes a las competencias que, según el
presente Estatuto, se atribuye a la Comunidad Autónoma de La Rioja, se hará conforme
a las siguientes bases:

1ª. En el término de tres meses desde que hayan quedado constituidos los
órganos de gobierno de la Comunidad, se creará una Comisión Mixta de carácter pari-
tario, integrada por representantes del Estado y de La Rioja. El Consejo de Gobierno
designará los miembros representantes de La Rioja, quienes rendirán cuenta de su
gestión a dicho Consejo.

2ª. Será función de esta Comisión Mixta el inventariar los bienes y derechos del
Estado que sean objeto de traspaso a la Comunidad Autónoma, concretar en el tiempo
los servicios y los funcionarios que deban traspasarse, así como la transferencia de los
medios personales y patrimoniales afectos a los mismos.

3ª. Dicha Comisión Mixta establecerá sus normas de funcionamiento.
4ª. Los acuerdos de la Comisión Mixta adoptarán la forma de propuestas al

Gobierno de la Nación, que las aprobará mediante Real Decreto, en el que figurarán
aquéllos como anexos, publicándose en el Boletín Oficial de La Rioja, adquiriendo
vigencia a partir de la publicación en el primero de ellos.

5ª. Para preparar los traspasos y para verificarlos por bloques orgánicos de
naturaleza homogénea, la Comisión Mixta de transferencias estará asistida por Comi-
siones Sectoriales de ámbito nacional, agrupadas por materias, cuyo cometido funda-
mental será determinar con la representación de la Administración del Estado los tras-
pasos de competencias y de medios personales, financieros y materiales que deba
recibir la Comunidad Autónoma.

Las Comisiones Sectoriales trasladarán sus propuestas de acuerdo a la Comi-
sión Mixta, que la habrá de ratificar.

6ª. Será título suficiente para la inscripción en el Registro de la Propiedad del
traspaso de bienes inmuebles y derechos del Estado a la Comunidad Autónoma de La
Rioja la certificación de la Comisión Mixta de los acuerdos gubernamentales debida-
mente promulgados.

7ª. La Comisión Mixta subsistirá hasta tanto no se hayan transferido a La Rioja
la totalidad de los servicios correspondientes a las competencias asumidas.

Disposición Transitoria Novena. De los funcionarios.
1. Serán respetados todos los derechos adquiridos de cualquier orden o naturaleza que
correspondan a los funcionarios y demás personal adscrito al Estado, Diputación Provin-
cial de La Rioja o a los Organismos e Instituciones públicas y que, por razón de las trans-
ferencias de servicios a la Comunidad Autónoma, hayan de depender en el futuro de
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ésta. La Comunidad Autónoma quedará subrogada en la titularidad de los contratos
sometidos al derecho administrativo y laboral.
2. Estos funcionarios y personal quedarán sujetos a la legislación general del Estado y
a la particular de La Rioja en el ámbito de su competencia.

Disposición Transitoria Décima. De la financiación.
1. Mientras no se dicten disposiciones que permitan la financiación total de los servi-
cios transferidos correspondientes a las competencias propias de la Comunidad Autó-
noma de La Rioja, el Estado contribuirá a su sostenimiento partiendo de una cantidad
al coste efectivo del servicio, actualizándola de acuerdo con las circunstancias, estando
facultada la Comunidad Autónoma de La Rioja para no aceptar la transferencia de servi-
cios que no cuenten con financiación suficiente.
2. El alcance de tal financiación será determinado en cada momento por la Comisión
Mixta de transferencias.

8. REGIÓN DE MURCIA:
Disposición Transitoria Cuarta.
Serán respetados los derechos adquiridos de cualquier orden o naturaleza que corres-
pondan a los funcionarios y demás personal adscrito a la Administración del Estado,
Diputación Provincial y Organismos e Instituciones públicas que, por razón de las trans-
ferencias de servicios a la Comunidad Autónoma, hayan de depender de ésta en el
futuro. La Comunidad Autónoma quedará subrogada en la titularidad de los contratos
sometidos al Derecho Administrativo y Laboral.
Los funcionarios de los Cuerpos Nacionales de Administración Local que se encuentran
destinados en la Diputación Provincial pasarán a la Administración Regional, en la que
desempeñarán puestos de análogo rango al de los que actualmente ocupan en aquélla,
con las funciones que se les asignen por los órganos competentes de la Comunidad
Autónoma.
Los funcionarios a que se refieren los dos párrafos anteriores serán respetados en
todos sus derechos adquiridos de cualquier orden y naturaleza, incluso el de participar
en los concursos de traslado que convoque la Administración del Estado en igualdad de
condiciones con los restantes miembros de su Cuerpo, pudiendo ejercer de esta
manera su derecho permanente de opción que corresponde a los funcionarios.

Disposición Transitoria Quinta.
El traspaso de los servicios inherentes a las competencias que según el presente Esta-
tuto corresponden a la Comunidad Autónoma de Murcia, se hará de acuerdo con las
bases siguientes:



518

8.3 DISPOSICIONES TRANSITORIAS

1. En el término máximo de un mes desde el nombramiento del Presidente del Consejo
por el Rey, se nombrará una Comisión Mixta encargada de inventariar los bienes y dere-
chos del Estado que deban ser objeto de transferencia a la Comunidad Autónoma, de
concretar los servicios y funcionarios que deban ser transferidos y de proceder a la
adaptación, si es preciso, de los que pasen a la Competencia de la Comunidad Autó-
noma.
2. La Comisión Mixta estará integrada paritariamente por Vocales designados por el
Gobierno y por el Consejo de Gobierno, y ella misma establecerá sus normas de funcio-
namiento.
Los acuerdos de la Comisión Mixta adoptará la forma de propuesta al Gobierno, que los
aprobará mediante Decreto, figurando aquéllos como anejos al mismo, y serán publi-
cados simultáneamente en el Boletín Oficial del Estado y en el Boletín Oficial de la
Región de Murcia, adquiriendo vigencia a partir de esta publicación.
3. En el plazo máximo de un año, la Comisión Mixta establece el calendario para el tras-
paso de la totalidad de los servicios que deban transferirse de acuerdo con este Esta-
tuto.
4. Para preparar los traspasos y para verificarlos por bloques orgánicos de naturaleza
homogénea, la Comisión Mixta de transferencias estará asistida por Comisiones secto-
riales, de ámbito nacional, agrupadas por materias, cuyo cometido fundamental será
determinar con la representación de la Administración del Estado los traspasos de
medios personales, financieros y materiales que deba recibir la Comunidad Autónoma.
Las Comisiones sectoriales trasladarán sus propuestas de acuerdo a la Comisión Mixta,
que las habrá de ratificar.
5. Será título suficiente para la inscripción en el Registro de la Propiedad del traspaso
de bienes inmuebles del Estado a la Comunidad Autónoma la certificación por la Comi-
sión Mixta de los acuerdos gubernamentales debidamente promulgados. Esta certifica-
ción deberá contener los requisitos exigidos por la Ley Hipotecaria.
El cambio de titularidad en los contratos de arrendamiento de locales para oficinas
públicas de los servicios que se transfieran no dará derecho al arrendador a extinguir
ni modificar los elementos objetivos del contrato.
6. La Comunidad Autónoma asumirá con carácter definitivo y automático, y sin solución
de continuidad, los servicios que hayan sido traspasados al Ente Preautonómico. En
relación con las competencias cuyo traspaso esté en curso de ejecución, se continuará
su tramitación de acuerdo con los términos establecidos por el correspondiente
Decreto de traspaso.
Tanto en uno como en otro caso, las transferencias realizadas se adaptarán, si fuera
preciso, al presente Estatuto.
7. La Comisión Mixta creada de acuerdo con el Real Decreto de 29 de septiembre de
1978, o cualquiera otra establecida posteriormente para las transferencias a la Comu-
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nidad Autónoma de la Región de Murcia, se considerará disuelta cuando se constituya
la Comisión Mixta requerida en el apartado 1 de esta disposición transitoria.

9. COMUNIDAD VALENCIANA:
Disposición Transitoria Cuarta.
1. Con la finalidad de transferir a la Generalidad Valenciana las funciones y atribuciones
que le correspondan con arreglo al presente Estatuto, se creará una Comisión Mixta
paritaria integrada por representantes del Estado y de la Comunidad Autónoma Valen-
ciana. Dicha Comisión Mixta establecerá sus normas de funcionamiento. Los miembros
de la Comisión Mixta, representantes de la Generalidad Valenciana, darán cuenta perió-
dicamente de su gestión ante las Cortes Valencianas.
2. Los acuerdos de la Comisión Mixta adoptarán la forma de propuesta al Gobierno, que
los aprobará mediante Decreto, figurando aquéllos como anexos al mismo, y serán
publicados simultáneamente en el «Boletín Oficial del Estado» y en el «Diario Oficial de
la Generalidad Valenciana», adquiriendo vigencia a partir de esta publicación.
3. Para preparar los traspasos y para verificarlos por bloques orgánicos de naturaleza
homogénea, la Comisión Mixta de Transferencias estará asistida por Comisiones Secto-
riales de ámbito nacional, agrupadas por materias, cuyo cometido fundamental será
determinar, con la representación de la Administración del Estado, los traspasos de
medios personales, financieros y materiales que deba recibir la Comunidad Autónoma.
Las Comisiones Sectoriales trasladarán sus propuestas de acuerdo a la Comisión Mixta
que las habrá de ratificar.
4. Será título suficiente para la inscripción en el Registro de la Propiedad, del traspaso
de bienes y muebles del Estado a la Comunidad Autónoma, la certificación por la Comi-
sión Mixta de los acuerdos gubernamentales debidamente promulgados. Esta certifica-
ción deberá contener los requisitos exigidos por la Ley Hipotecaria.
El cambio de titularidad en los contratos de arrendamiento de locales para oficinas
públicas de los servicios que se transfieran no dará derecho al arrendador a extinguir o
renovar el contrato.
5. Los funcionarios adscritos a servicios de titularidad estatal o a otras instituciones
públicas que resulten afectadas por los traspasos a la Comunidad Autónoma pasarán a
depender de ésta, siéndoles respetados todos los derechos de cualquier orden y natu-
raleza que les corresponda en el momento del traspaso, incluso el de participar en los
concursos de traslado que convoque el Estado en igualdad de condiciones con los
restantes miembros de su Cuerpo, pudiendo ejercer de esta manera su derecho perma-
nente de opción.
Mientras la Generalidad Valenciana no apruebe el régimen estatutario de sus funciona-
rios, serán de aplicación las disposiciones del Estado vigentes sobre la materia.
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6. La Comisión Mixta, creada de acuerdo con el Real Decreto 477/1978, se conside-
rará disuelta cuando se constituya la Comisión Mixta a que se refiere el apartado
primero de la presente Disposición transitoria.

Disposición Transitoria Quinta.
1. Hasta que se haya completado el traspaso de los servicios correspondientes a las
competencias fijadas a la Comunidad Valenciana en este Estatuto, el Estado garantizará
la financiación de los servicios transferidos a ésta, con una cantidad igual al coste efec-
tivo del servicio en el momento de la transferencia.
2. Para garantizar la financiación de los Servicios antes referidos la Comisión Mixta
prevista en la Disposición transitoria anterior adoptará un método encaminado a fijar el
porcentaje de participación previsto en el artículo 52. El método a seguir tendrá en
cuenta tanto los costes directos como los costes indirectos de los servicios, así como
los gastos de inversión que correspondan.
3. Al fijar las transferencias para inversiones se tendrá en cuenta, en la forma progre-
siva que se acuerde, la conveniencia de equiparar los niveles de servicios en todo el
territorio del Estado, estableciéndose, en su caso, las transferencias necesarias para el
funcionamiento de los servicios.
La financiación a que se refiere este apartado tendrá en cuenta las aportaciones que se
realicen en la Generalidad Valenciana, partiendo del Fondo de Compensación a que se
refiere el artículo 158 de la Constitución, así como la acción inversora del Estado en la
Comunidad Valenciana que no sea aplicación de dicho Fondo.
4. La Comisión Mixta a que se refiere el apartado dos de esta Disposición fijará el citado
porcentaje, en el que se considerará el coste efectivo global de los servicios transfe-
ridos por el Estado a la Comunidad Autónoma, minorado por el total de la recaudación
obtenida por ésta por los tributos cedidos en relación con la suma de los ingresos obte-
nidos por el Estado en los capítulos I y II del último presupuesto anterior a la transfe-
rencia de los servicios.

Disposición Transitoria Novena.
1. Hasta que no se constituya definitivamente el Tribunal Superior de Justicia Valen-
ciano, sus competencias serán asumidas por la Audiencia Territorial de Valencia.
2. De acuerdo con lo que disponga la Ley Orgánica del Poder Judicial, la Sala de
Gobierno del Tribunal Superior de Justicia Valenciano cubrirá interinamente las vacantes
existentes o que se produzcan en los órganos jurisdiccionales, en su ámbito territorial.
Igual facultad ostentará respecto a los funcionarios al Servicio de la Administración de
Justicia.
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10. ARAGÓN:
Disposición Transitoria Sexta.
1. Con la finalidad de transferir a la Comunidad Autónoma de Aragón las funciones y atri-
buciones que le correspondan con arreglo al presente Estatuto, se creará, en el término
máximo de un mes, a partir de la constitución de la Diputación General, una Comisión
Mixta paritaria integrada por representantes del Estado y de la Comunidad Autónoma
Aragonesa. Dicha Comisión establecerá sus normas de funcionamiento. Los miembros
de la Comisión representantes de Aragón darán cuenta periódicamente de su gestión
ante las Cortes de Aragón.
La Comisión Mixta establecerá los calendarios y plazos para el traspaso de cada
servicio. En todo caso, la referida Comisión deberá determinar en un plazo de dos años,
desde la fecha de su constitución, el término en que habrá de completarse el traspaso
de todos los servicios que corresponden a la Comunidad Autónoma de Aragón, de
acuerdo con este Estatuto.
2. Los acuerdos de la Comisión Mixta adoptarán la forma de propuesta al Gobierno de
la Nación, que los aprobará mediante Decreto, figurando aquéllos como anejos al
mismo y serán publicados simultáneamente en el «Boletín Oficial del Estado» y en el
«Boletín Oficial de Aragón», adquiriendo vigencia a partir de esta última publicación.
3. Para preparar los traspasos de competencias y verificarlos por bloques orgánicos de
naturaleza homogénea, la Comisión Mixta de transferencias estará asistida por Comi-
siones Sectoriales de ámbito nacional, agrupadas por materias cuyo cometido funda-
mental será el determinar, con la representación de la Administración del Estado, los
traspasos de medios personales, financieros y materiales que deba recibir la Comu-
nidad Autónoma. Dichas Comisiones trasladarán su propuesta de acuerdo a la Comisión
Mixta que las habrá de ratificar.
4. La Comisión Mixta, creada de acuerdo con el Real Decreto 475/1978, de 17 de
marzo, se considerará disuelta cuando se constituya la Comisión Mixta a que se refiere
el apartado 1 de la presente Disposición transitoria.

Disposición Transitoria Séptima.
1. Será título suficiente para inscripción en el Registro de la Propiedad del traspaso de
bienes inmuebles del Estado a la Comunidad Autónoma de Aragón la certificación por
la Comisión Mixta de los acuerdos gubernamentales debidamente promulgados. Esta
certificación deberá contener
los requisitos exigidos por la Ley Hipotecaria.
2. La transferencia o delegación de servicios del Estado implicará la subrogación de la
Comunidad Autónoma en la titularidad de las correspondientes relaciones jurídicas.
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Disposición Transitoria Octava.
1. Los funcionarios y el personal contratado adscritos a servicios de titularidad estatal
o a otras instituciones públicas que resulten afectadas por los traspasos a la Comu-
nidad Autónoma de Aragón pasarán a depender de ésta, siéndoles respetados todos
los derechos de cualquier orden y naturaleza que les corresponda en el momento del
traspaso, incluso el de participar en los concursos de traslado que convoque el Estado
en igualdad de condiciones con los restantes miembros de su Cuerpo, pudiendo ejercer
de esta manera su derecho permanente de opción.
2. Mientras la Comunidad Autónoma de Aragón no apruebe el régimen estatutario de
sus funcionarios, serán de aplicación las disposiciones del Estado vigentes sobre la
materia.

Disposición Transitoria Décima.
La Comunidad Autónoma de Aragón asumirá con carácter definitivo y automático y sin
solución de continuidad los servicios que le hayan sido traspasados hasta la entrada en
vigor del presente Estatuto. En relación a las competencias cuyo traspaso esté en curso
de ejecución, se continuará su tramitación de acuerdo con los términos establecidos
por el correspondiente Decreto de traspaso. Tanto en uno como en otro caso, las trans-
ferencias realizadas se adaptarán, si fuera preciso, a los términos del presente Esta-
tuto.

11. CASTILLA-LA MANCHA:
Disposición Transitoria Quinta.
Uno. Con la finalidad de transferir a la Región las funciones y atribuciones que le corres-
ponden con arreglo al presente Estatuto, se creará en el término máximo de un mes a
partir de la constitución del Consejo de Gobierno, una Comisión Mixta paritaria integrada
por representantes del Estado y de la Comunidad Autónoma, que establecerán sus
normas de funcionamiento.
Dos. Para proponer los traspasos y para verificarlos por bloques orgánicos de natura-
leza homogénea, la Comisión Mixta de Transferencias estará asistida por Comisiones
Sectoriales, de ámbito nacional, agrupadas por materias cuyo cometido fundamental
será determinar con la representación de la Administración del Estado los traspasos de
medios personales, financieros y materiales que deba recibir la Comunidad Autónoma.
Las Comisiones Sectoriales trasladarán sus propuestas de acuerdo a la Comisión Mixta,
que las habrá de ratificar.
Tres. Los acuerdos de la Comisión Mixta adoptarán la forma de propuestas al Gobierno,
que las aprobará mediante Decreto, figurando aquéllos como anejos al mismo y serán
publicados en el Boletín Oficial del Estado y en el Diario Oficial de la región, adquiriendo
vigencia a partir de esta publicación.



523

TRASPASO DE FUNCIONARIOS Y SERVICIOS 8.3.

Cuatro. Será título suficiente para inscripción en el Registro de la Propiedad del tras-
paso de bienes inmuebles del Estado a la Junta de Comunidades la certificación expe-
dida por la Comisión Mixta de los acuerdos gubernamentales, debidamente promul-
gados. Esta certificación deberá contener los requisitos exigidos por la Ley Hipotecaria.
Cinco. Los funcionarios adscritos a servicios de titularidad estatal o a otras instituciones
públicas que resulten afectadas por los traspasos a la región pasarán a depender de
ésta, siéndoles respetados todos los derechos de cualquier orden y naturaleza que les
correspondan en el momento del traspaso, incluso el de participar en los concursos de
traslado que convoque el Estado en igualdad de condiciones con los restantes miem-
bros de su Cuerpo, pudiendo ejercer de esta manera su derecho permanente de opción.
Mientras la Junta de Comunidades no apruebe el régimen estatutario de sus funciona-
rios, serán de aplicación las disposiciones del Estado vigentes sobre la materia.

Disposición Transitoria Sexta.
Uno. Hasta que se haya completado el traspaso de los servicios correspondientes a las
competencias fijadas a la Comunidad Autónoma en este Estatuto, o en cualquier caso
hasta que se hayan cumplidos los seis años desde su entrada en vigor, el Estado garan-
tizará, en el marco de la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas,
la financiación de los servicios transferidos a la Comunidad con una cantidad igual al
coste efectivo del servicio en el territorio de la región en el momento de la transfe-
rencia.
Dos. Para garantizar la financiación de los servicios antes referidos, la Comisión Mixta
prevista en la disposición transitoria quinta adoptará un método encaminado a fijar el
porcentaje de participación previsto en el artículo 46. El método a seguir tendrá en
cuenta tanto los costes directos e indirectos de los servicios como los gastos de inver-
sión que correspondan.
Tres. La Comisión Mixta a que se refiere el apartado 2 fijará el citado porcentaje, mien-
tras dure el período transitorio, con una antelación mínima de un mes a la presentación
de los Presupuestos Generales del Estado en las Cortes.
Cuatro. A partir del método fijado en el apartado 2, se establecerá un porcentaje en el
que se considerará el coste efectivo global de los servicios transferidos por el Estado
a la región, minorado por el total de la recaudación obtenida por ésta por los tributos
cedidos, en relación con la suma de los ingresos obtenidos por el Estado en los Capí-
tulos I y II del último presupuesto anterior a la transferencia de los servicios.
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12. CANARIAS:
Disposición Transitoria Tercera.
1. Con la finalidad de transferir a la Comunidad Autónoma de Canarias las funciones y
atribuciones que le corresponden con arreglo al presente Estatuto, se creará una Comi-
sión Mixta Paritaria, integrada por representantes del Estado y de la Comunidad Autó-
noma de Canarias. Dicha Comisión Mixta establecerá sus normas de funcionamiento.
Los miembros de la Comisión Mixta representantes de Canarias, darán cuenta periódi-
camente de su gestión ante el Parlamento canario.
Para preparar los traspasos y verificarlos por bloques orgánicos de naturaleza homo-
génea, la Comisión Mixta de Transferencias estará asistida por Comisiones sectoriales
de ámbito nacional agrupadas por materias, cuyo contenido fundamental será deter-
minar con la representación de la Administración del Estado, los traspasos de medios
personales, financieros y materiales que deba recibir la Comunidad Autónoma. Las
Comisiones sectoriales trasladarán sus propuestas de acuerdo a la Comisión Mixta que
las habrá de ratificar.
Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, las materias que exijan un trata-
miento específico en función de la peculiaridad del hecho insular canario serán objeto
de negociación y acuerdo en la Comisión Mixta Paritaria, a que se refiere el primer
párrafo de este apartado.
2. Las transferencias de servicios a la Comunidad Autónoma canaria tendrán por objeto
bloques materiales y orgánicos completos y deberán prever los medios personales, finan-
cieros y materiales necesarios para su normal funcionamiento, teniendo en cuenta que en la
asignación de medios el coeficiente de aplicación por habitante no podrá ser para Canarias
inferior a la media del Estado, teniendo presente, en todo caso, el costo de la insularidad.
3. Las Comisiones Mixtas creadas de acuerdo con la legislación vigente sobre la preau-
tonomía de Canarias, quedarán disueltas cuando se constituya la Comisión Mixta a la
que se refiere el apartado número uno de la presente disposición transitoria.

Disposición Transitoria Cuarta.
Los funcionarios adscritos a los servicios de titularidad estatal o a otras instituciones públicas,
que resulten afectados por los traspasos a la Comunidad Autónoma, pasarán a depender de
ésta, siéndoles respetados todos los derechos de cualquier orden y naturaleza que les corres-
pondan en el momento del traspaso, incluso el de participar en los concursos de traslado que
convoque el Estado, en igualdad con los restantes miembros de sus Cuerpos.

Disposición Transitoria Quinta.
La Comunidad Autónoma asumirá la totalidad de derechos y obligaciones de la Junta de
Canarias incluido su personal en las condiciones y régimen jurídico que, en el momento
de la aplicación del presente Estatuto, resulten de aplicación en cada caso.
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Disposición Transitoria Sexta.
Las competencias, medios y recursos que, de acuerdo con el ordenamiento vigente,
corresponden a las Mancomunidades Provinciales Interinsulares, serán traspasados a
las Instituciones de la Comunidad Autónoma.
A estos efectos, se constituirá una Comisión Mixta formada por los represen-
tantes de los poderes de la Comunidad Autónoma y de los Cabildos Insulares,
que procederá a la asignación concreta de aquellas competencias, medios y
recursos, ajustándose a un calendario aprobado al respecto por los Órganos
insulares.
A los actuales integrantes de las plantillas de dichos Organismos, les serán respetados
todos los derechos, de cualquier orden y naturaleza que le correspondan en el momento
del traspaso.

13. NAVARRA:
Disposición Transitoria Cuarta.
La transferencia a Navarra de los servicios relativos a las facultades y competencias
que, conforme a la presente Ley Orgánica. Se corresponden, se ajustará a las
siguientes bases:
1. Previo acuerdo con la Diputación Foral, las transferencias se llevarán a caso por el
Gobierno de la Nación y se promulgarán mediante Real Decreto, que se publicará simul-
táneamente en los Boletines Oficiales del Estado y de Navarra.
2. En virtud de dichos Acuerdos, se transferirán a Navarra los medios personales y
materiales necesarios para el pleno y efectivo ejercicio de las facultades y competen-
cias a que se refieran.
3. A los funcionarios de la Administración del Estado o de otras Administra-
ciones Públicas, que estando adscritos a los servicios que sean objeto de trans-
ferencia, pasen a depender de la Comunidad Foral, les serán respetados los
derechos que les correspondan en el momento de la transferencia, incluso el de
participar en los concursos de traslados que convoque la Administración respec-
tiva en igualdad de condiciones con los restantes miembros del Cuerpo o Escala
a que parte.
4.La transferencia a la Comunidad Foral de bienes o derechos estará exenta de toda
clase de gravámenes fiscales.
El cambio de titularidad en los contratos de arrendamiento de locales para oficinas
publicas de los servicios que sean objeto de transferencias, no dará derecho al arren-
dador a extinguir o renovar el contrato.
5. A los efectos de la adecuada financiación de los servicios que se traspasen a Navarra
se realizará la valoración de los mismos de conformidad con las disposiciones gene-
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rales del Estado, teniendo en cuenta los costes directos e indirectos y los gastos de
inversión que correspondan, para que surta, sobre la aportación económica de la Comu-
nidad Foral a las cargas generales del Estado, los efectos que prevea el Convenio
Económico.
6. Mientras no se produzcan las transferencias a las que se refiere la presente Dispo-
sición transitoria, la Administración del Estado continuará prestando los Servicios
públicos relativos a las mismas, sin que ello implique renuncia por parte de Navarra a
la titularidad de las correspondientes facultades y competencias
7. Se autoriza al Gobierno para transferir a Navarra, en su caso, los montes de titula-
ridad del Estado cuya administración y gestión corresponde actualmente e la Diputación
Foral en la forma y condiciones que se fijen en el correspondiente Convenio.

14. EXTREMADURA26:
Disposición Adicional Tercera. (Modificada por LO 12/1999)
El traspaso de los servicios inherentes a las competencias que, según el presente Esta-
tuto, corresponden a la Comunidad Autónoma se hará de acuerdo con las siguientes
bases:
1. La Comisión Mixta de Transferencias será la encargada de inventariar los bienes y
derechos del Estado que deban ser objeto de traspaso a la Comunidad Autónoma, de
concretar los servicios y funcionarios que deban traspasarse, y de proceder a la adap-
tación, si es preciso, de los que pasen a la competencia de la Comunidad Autónoma.
2. La Comisión Mixta se reunirá a petición del Gobierno o de la Junta, establecerá sus
propias normas de funcionamiento y elevará sus acuerdos al Gobierno para la promul-
gación como Real Decreto.
3. La Comisión Mixta establecerá los calendarios y plazos para el traspaso de cada
servicio, de modo que la Comunidad reciba bloques orgánicos de materias y compe-
tencias que permitan, desde la recepción, una racional y homogénea gestión de los
servicios públicos.
4. Para preparar los traspasos y para verificarlos, la Comisión Mixta de Transferencias
estará asistida por Comisiones Sectoriales de ámbito nacional, agrupadas por materias,
cuyo cometido fundamental será determinar, con la representación de la Administración
del Estado, los traspasos de competencias y medios personales, financieros y mate-
riales que deba recibir la Comunidad Autónoma. Las Comisiones Sectoriales trasladarán
sus propuestas de acuerdo a la Comisión Mixta, que las habrá de ratificar.
5. Será título suficiente para la inscripción en el Registro de la Propiedad el traspaso de
bienes inmuebles del Estado a la Comunidad Autónoma, la certificación de la Comisión

26 Nótese que el EAEX es el único que regula los Traspasos de servicios en las disposiciones adicionales, mien-
tras que todos los demás lo hacen en las Transitorias.
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Mixta de los acuerdos gubernamentales debidamente promulgados. Esta certificación
deberá contener los requisitos exigidos por la Ley Hipotecaria.
El cambio de titularidad de los contratos de arrendamiento de locales para oficinas
públicas de los servicios que se transfieran no dará derecho al arrendador a extinguir o
renovar el contrato.

Disposición Adicional Cuarta . (Modificada por LO 12/1999)
Hasta que se haya completado el traspaso de servicios orgánicos correspondientes a
las competencias asignadas a la Comunidad por este Estatuto o, en cualquier caso,
hasta que se hayan cumplido seis años, el Estado garantizará la financiación de los
servicios transferidos por una cantidad igual al costo efectivo del servicio en Extrema-
dura en el momento de la transferencia.

Disposición Adicional Sexta. (Modificada por LO 12/1999)
1. Los funcionarios adscritos a la Administración del Estado y a otras Administraciones
públicas que resulten afectados por la entrada en vigor de este Estatuto y por los tras-
pasos de competencias a la Junta de Extremadura pasarán a depender de ésta, sién-
doles respetados todos los derechos de cualquier otra naturaleza que les corresponda
en el momento del traspaso, de acuerdo con el régimen jurídico especifico vigente, en
cada caso, en dicho momento.
Conservarán su situación administrativa, su nivel retributivo y su derecho a participar en
los concursos de traslado que se convoquen por la Administración respectiva, en
igualdad de condiciones que los restantes miembros del Cuerpo o Escala al que perte-
nezcan, pudiendo ejercer su derecho permanente de opción de acuerdo con la legisla-
ción vigente respectiva.
2. La Junta de Extremadura quedará subrogada en la titularidad de los contratos some-
tidos al Derecho administrativo o al Derecho laboral, que vinculen al personal de esta
naturaleza y que resulten afectados por la entrada en vigor de este Estatuto y por los
traspasos de competencias a la Junta de Extremadura.

15. ISLAS BALEARES:
Disposición Transitoria Primera. (Modificada por LO 3/1999)
1. Para el traspaso de funciones y de servicios inherentes a las competencias que
corresponden a la Comunidad Autónoma de las Illes Balears según el presente Estatuto,
se creará una comisión mixta.
2. La Comisión Mixta estará integrada paritariamente por vocales designados por el
Gobierno de la Nación y por el de la Comunidad Autónoma. Esta comisión mixta esta-
blecerá sus propias normas de funcionamiento.
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3. Los acuerdos de la Comisión Mixta adoptarán la forma de propuesta al Gobierno del
Estado el cual los aprobará mediante Decreto.
Los acuerdos figurarán como anexos al mismo y deberán ser publicados simultánea-
mente en el Boletín Oficial del Estado y en el Butlletí Oficial de les Illes Balears, y
entrarán en vigor a partir de esta publicación.

Disposición Transitoria Segunda. (Modificado por LO 3/1999).
1. Los funcionarios y el personal laboral adscritos a servicios de titularidad estatal o a
otras instituciones públicas que resulten afectadas por traspasos a la Comunidad Autó-
noma, pasarán a depender de ésta, y les serán respetados todos los derechos de cual-
quier orden y naturaleza que les correspondan, incluido el de poder participar en los
concursos de traslado que convoque el Estado, en igualdad de condiciones con los
demás miembros de su cuerpo, para así poder ejercer en todo momento su derecho
permanente de opción.
2. La Comunidad Autónoma de las Illes Balears dispondrá de los medios necesarios
para que todos los funcionarios y el personal laboral destinados a las islas puedan
adquirir el conocimiento de la lengua y de la cultura de las Illes Balears.

Disposición Transitoria Tercera. (Modificada por LO 3/1999)
1. Hasta que se haya completado el traspaso de los servicios correspondientes a las
competencias fijadas a la Comunidad Autónoma en este Estatuto, o en cualquier caso
hasta que se hayan cumplido los seis años desde su entrada en vigor, el Estado garan-
tizará la financiación de los servicios transferidos a la misma con una cantidad igual al
coste efectivo del servicio en el territorio de la Comunidad en el momento de la trans-
ferencia.
2. Para garantizar la financiación de los servicios antes referidos, se creará una comi-
sión mixta paritaria, Estado-Comunidad Autónoma, que adoptará un método encami-
nado a fijar el porcentaje de participación previsto en el artículo 60 de este Estatuto. El
método a seguir tendrá en cuenta tanto los costes directos como los indirectos de los
servicios traspasados, y también los gastos de inversión que correspondan.
3. La Comisión Mixta del apartado anterior fijará el porcentaje mencionado, mientras
dure el período transitorio, con una antelación mínima de un mes a la presentación de
los Presupuestos Generales del Estado.
4. A partir del método fijado en el apartado 2, se establecerá un porcentaje en el que
se considerará el coste efectivo global de los servicios transferidos por el Estado a la
Comunidad Autónoma, minorado por el total de la recaudación obtenida por la misma
por los tributos cedidos, en relación con la suma de los ingresos obtenidos por el
Estado en los Capítulos 1 y 2 del último Presupuesto anterior a la transferencia de los
servicios valorados.
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16. COMUNIDAD DE MADRID:
Disposición Transitoria Segunda.
El traspaso de los servicios inherentes a las competencias que según el presente Esta-
tuto corresponden a la Comunidad de Madrid se hará de acuerdo con las bases
siguientes:
1. En el plazo máximo de un mes desde el nombramiento del Presidente por el Rey se
nombrará una Comisión Mixta encargada de inventariar los bienes y derechos del
Estado que deben ser objeto de traspaso a la Comunidad, de concretar los servicios y
funcionarios que deban traspasarse y de proceder a la adaptación, si es preciso, de los
que pasen a la competencia de la Comunidad.
2. La Comisión Mixta estará integrada paritariamente por Vocales designados por el
Gobierno de la Nación y la Asamblea, y ella misma establecerá sus normas de funcio-
namiento.
3. Los acuerdos de la Comisión Mixta adoptarán la forma de propuesta al Gobierno de
la Nación, que los aprobará mediante Real Decreto, figurando aquéllos como anexos al
mismo. Serán publicados en el «Boletín Oficial de la Comunidad Autónoma» y en el
«Boletín Oficial del Estado», adquiriendo vigencia a partir de esta publicación.
4. La Comisión Mixta establecerá los calendarios y plazos para el traspaso de cada
servicio. En todo caso, la referida Comisión deberá determinar en un plazo de dos años
desde la fecha de su constitución el término en que habrá de completarse el traspaso
de todos los servicios que correspondan a la Comunidad, de acuerdo con este Estatuto.
5. Para preparar los traspasos y para verificarlos por bloqueos orgánicos de naturaleza
homogénea, la Comisión Mixta de transferencias estará asistida por Comisiones Secto-
riales, de ámbito nacional, agrupadas por materias, cuyo cometido fundamental será
determinar con la representación de la Administración del Estado los traspasos de
medios personales, financieros o materiales que debe recibir la Comunidad de Madrid.
Las Comisiones Sectoriales trasladarán sus propuestas de acuerdo con la Comisión
Mixta que las habrá de ratificar.
6. Será título suficiente para la inscripción en el Registro de la Propiedad del traspaso
de bienes inmuebles del Estado a la Comunidad de Madrid, la certificación por la Comi-
sión Mixta de los acuerdos gubernamentales debidamente promulgados. Esta certifica-
ción contendrá los requisitos exigidos por la Ley Hipotecaria.
7. El cambio de titularidad en los contratos de arrendamiento de los locales para
oficinas públicas de los servicios que se transfieran no dará derecho al arrendador a
extinguir o renovar el contrato.

Disposición Transitoria Tercera.
1. Serán respetados los derechos adquiridos de cualquier orden o naturaleza que en los
momentos de las diversas transferencias tengan los funcionarios y personas adscritos
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a la Diputación Provincial de Madrid, a los servicios estatales o a los de otras institu-
ciones públicas objeto de dichas transferencias.
2. Estos funcionarios y personal quedarán sujetos a la legislación general del Estado y
a la particular de la Comunidad de Madrid, en el ámbito de su competencia.

Disposición Transitoria Sexta.
1. Hasta que se haya completado el traspaso de los servicios correspondientes a las
competencias fijadas en este Estatuto para la Comunidad Autónoma de Madrid, o en
cualquier caso, hasta que se hayan cumplido seis años desde su entrada en vigor, el
Estado garantizará la financiación de los servicios transferidos con una cantidad igual
al coste efectivo del servicio en el territorio de la Comunidad Autónoma en el momento
de la transferencia.
2. Para garantizar la financiación de los servicios antes referidos, la Comisión Mixta de
Transferencias prevista en la Disposición transitoria segunda adoptará un método enca-
minado a fijar el porcentaje de participación en ingresos del Estado, previsto en el artí-
culo 54 de este Estatuto. El método a seguir tendrá en cuenta tanto los costes directos
como los indirectos de los servicios, así como los gastos de inversión que corres-
pondan.
3. La Comisión Mixta de Transferencias fijará el citado porcentaje mientras dure el
período transitorio con una antelación mínima de un mes a la presentación de los Presu-
puestos Generales del Estado en las Cortes.
4. A partir del método fijado en el apartado 2 anterior, se establecerá un porcentaje en
el que se considerará el coste efectivo global de los servicios transferidos por el Estado
a la Comunidad Autónoma, minorando por el total de la recaudación obtenida por la
misma por los tributos cedidos, en relación con la suma de los ingresos obtenidos por
el Estado en los capítulos I y II del último presupuesto anterior a la transferencia de los
servicios valorados.

17. CASTILLA Y LEÓN:
Disposición Transitoria Tercera. Comisión Mixta.
1. Con el fin de transferir a la Comunidad las competencias, atribuciones y funciones
que le corresponden según el presente Estatuto, se constituirá una Comisión Mixta pari-
taria, integrada por representantes de la Administración del Estado y de la Comunidad;
estos últimos elegidos por el Pleno del Consejo General de Castilla y León por un proce-
dimiento que asegure la representación de las minorías. Tales representantes darán
cuenta periódicamente de sus gestiones a las Cortes de Castilla y León y en tanto éstas
no se constituyan, al Consejo General a que se refiere la disposición transitoria primera.
2. Los acuerdos de la Comisión Mixta adoptarán la forma de propuesta al Gobierno, que
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las aprobará mediante Real Decreto, figurando aquéllos como anejos al mismo, publi-
cándose en el Boletín Oficial del Estado y en el Boletín Oficial de Castilla y León.
3. La transferencia de servicios operará de pleno derecho la subrogación de la Comu-
nidad Autónoma en las relaciones jurídicas referidas a dichos servicios en que fuera
parte el Estado. Asimismo, la transferencia de servicios implicará la de las titularidades
que sobre ellos recaigan y las de los archivos, documentos, datos estadísticos y proce-
dimientos pendientes de resolución. El cambio de titularidad en los contratos de arren-
damientos de locales afectos a los servicios que se transfieran no dará derecho al
arrendador a extinguir o modificar el contrato.
4. Los funcionarios adscritos a servicios de titularidad estatal o a otras instituciones
públicas que resulten afectadas por los traspasos, pasarán a depender de la Comunidad,
siéndoles respetados todos los derechos de cualquier orden y naturaleza que les corres-
pondan en el momento del traspaso, incluso el de participar en los concursos de tras-
lado que convoque el Estado en igualdad de condiciones con los restantes funcionarios.
5. La Comisión Mixta, creada por el Real Decreto 1519/1978, de 13 de junio, quedará
disuelta al constituirse la Comisión Mixta prevista en la presente Disposición.
6. Para preparar los traspasos y para verificarlos por bloques orgánicos de naturaleza
homogénea la Comisión Mixta de Transferencias estará asistida por Comisiones Secto-
riales de ámbito nacional, agrupadas por materias, cuyo cometido fundamental será
determinar, con la representación de la Administración del Estado, los traspasos de
competencias y de medios personales, financieros y materiales que deba recibir la
Comunidad Autónoma.
Las Comisiones Sectoriales trasladarán sus propuestas de acuerdo a la Comisión Mixta,
que las habrá de ratificar.

Disposición Transitoria Cuarta. Financiación provisional de los servicios.
1. Hasta que se haya completado el traspaso de los servicios correspondientes a las compe-
tencias fijadas a la Comunidad en este Estatuto o, en cualquier caso, hasta que se hayan
cumplido los seis años desde la entrada en vigor del mismo, el Estado garantizará la finan-
ciación de los servicios transferidos a la Comunidad con una cantidad igual al coste efectivo
del servicio en las provincias incluidas en aquéllas en el momento de la transferencia.
2. Para garantizar la financiación de los servicios antes referidos la Comisión Mixta
prevista en la Disposición transitoria tercera adoptará un método encaminado a fijar el
porcentaje de participación previsto. El método a seguir tendrá en cuenta tanto los
costes directos como los costes indirectos de los servicios, así como los gastos de
inversión que correspondan.
3. La Comisión Mixta fijará el citado porcentaje, mientras dure el período transitorio, con
una antelación mínima de un mes a la presentación de los Presupuestos del Estado en
las Cortes.
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4. A partir del método fijado en el apartado 2 se establecerá un porcentaje en el que
se considerará el coste efectivo global de los servicios transferidos por el Estado a
la Comunidad, minorado por el total de la recaudación obtenida por ésta por los
tributos cedidos, en relación con la suma de los ingresos obtenidos por el Estado en
los Capítulos I y II del último Presupuesto anterior a la transferencia de los servicios
valorados.

18. CEUTA:
Disposición Transitoria Segunda.
El traspaso de los medios personales, materiales y presupuestarios correspondientes
a las competencias asumidas por la ciudad de Ceuta, en virtud del presente Estatuto,
se hará conforme a las bases siguientes:
1. En el término de un mes desde que hayan quedado constituidos los órganos supe-
riores de la Ciudad, se creará una Comisión Mixta, de carácter paritario, integrada por
Vocales designados por el Gobierno de la Nación y el Consejo de Gobierno de la ciudad
de Ceuta.
2. Serán funciones de esta Comisión Mixta concretar, en el tiempo, los servicios y los
medios personales, patrimoniales y financieros afectos a los mismos, que deban ser
objeto de traspaso.
3. Dicha Comisión Mixta establecerá sus propias normas de funcionamiento.
4. Los acuerdos de la Comisión Mixta adoptarán la forma de propuestas al Gobierno de
la Nación, que los aprobará mediante Real Decreto, en los que figurarán aquéllos como
anexos, publicándose en el «Boletín Oficial» de la ciudad y en el «Boletín Oficial del
Estado», adquiriendo vigencia a partir de esta publicación.
5. Será título suficiente para la inscripción en el Registro de la Propiedad del traspaso
de bienes inmuebles y derechos del Estado a la ciudad de Ceuta la certificación de la
Comisión Mixta de los acuerdos debidamente promulgados. Estas certificaciones
contendrán los requisitos exigidos por la Ley Hipotecaria.
6. El cambio de titularidad en los contratos de arrendamientos de locales para oficinas
públicas o para otras finalidades, afectos a los servicios que se transfieran, no dará
derecho al arrendador a rescindir o renovar los contratos.

Disposición Transitoria Cuarta.
Entretanto no se fije el sistema previsto en la disposición adicional tercera del
presente Estatuto, el Estado garantizará la valoración de los servicios transferidos
con una cantidad igual al coste efectivo de los servicios, conforme a la metodo-
logía utilizada al respecto en los traspasos efectuados a las Comunidades Autó-
nomas.
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19. MELILLA:
Disposición Transitoria Segunda.
El traspaso de los medios personales, materiales y presupuestarios correspondientes
a las competencias asumidas por la ciudad de Melilla, en virtud del presente Estatuto,
se hará conforme a las bases siguientes:
1. En el término de un mes desde que hayan quedado constituidos los órganos supe-
riores de la Ciudad, se creará una Comisión Mixta, de carácter paritario, integrada por
Vocales designados por el Gobierno de la Nación y el Consejo de Gobierno de la ciudad
de Melilla.
2. Serán funciones de esta Comisión Mixta concretar en el tiempo los servicios y los
medios personales, patrimoniales y financieros afectos a los mismos, que deban ser
objeto de traspaso.
3. Dicha Comisión Mixta establecerá sus propias normas de funcionamiento.
4. Los acuerdos de la Comisión Mixta adoptarán la forma de propuestas al Gobierno de
la Nación, que los aprobará mediante Real Decreto, en los que figurarán aquéllos como
anexos, publicándose en el «Boletín Oficial» de la ciudad y en el «Boletín Oficial del
Estado», adquiriendo vigencia a partir de esta publicación.
5. Será título suficiente para la inscripción en el Registro de la Propiedad del traspaso
de bienes inmuebles y derechos del Estado a la ciudad de Melilla la certificación de la
Comisión Mixta de los acuerdos debidamente promulgados. Estas certificaciones
contendrán los requisitos exigidos por la Ley Hipotecaria.
6. El cambio de titularidad en los contratos de arrendamiento de locales para oficinas
públicas o para otras finalidades, afectos a los servicios que se transfieran, no dará
derecho al arrendador a rescindir o renovar los contratos.

Disposición Transitoria Cuarta.
Entretanto no se fije el sistema previsto en la disposición adicional tercera del presente
Estatuto, el Estado garantizará la valoración de los servicios transferidos con una
cantidad igual al coste efectivo de los servicios, conforme a la metodología utilizada al
respecto en los traspasos efectuados a las Comunidades Autónomas.
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4. RÉGIMEN DE LA TELEVISIÓN

1. PAÍS VASCO:
Disposición Transitoria Sexta.
La coordinación en la ejecución prevista en el artículo 19.2 será de aplicación en el
supuesto de que el Estado atribuya, en régimen de concesión, a la Comunidad Autó-
noma Vasca la utilización de algún nuevo canal de televisión, de titularidad estatal, que
se cree específicamente para su emisión en el ámbito territorial del País Vasco, en los
términos que prevea la citada concesión.

2. CATALUÑA:
Disposición Transitoria Octava.
En lo relativo a televisión, la aplicación del apartado 3 del artículo 16 del presente Esta-
tuto supone que el Estado otorgará un régimen de concesión a la Generalidad la utili-
zación de un tercer canal, de titularidad estatal, que debe crearse específicamente para
su emisión en el territorio de Cataluña, en los términos que prevea la citada concesión.
Hasta la puesta en funcionamiento efectivo de este nuevo canal de televisión, Radiote-
levisión Española (RTV) articulará a través de su organización en Cataluña un régimen
transitorio de programación específica para el territorio de Cataluña, que Televisión
Española emitirá por la segunda cadena (UHF).
El coste de la programación específica de Televisión a que se refiere el párrafo anterior
se entenderá como base para la determinación de la subvención que pudiera conce-
derse a la Generalidad durante los dos primeros años de funcionamiento del nuevo
canal a que se refiere esta disposición transitoria.

3. GALICIA:
Disposición Transitoria Sexta.
En lo relativo a televisión, la aplicación del apartado 3 del artículo 34 del presente Estatuto
supone que el Estado otorgará en régimen de concesión a la Comunidad Autónoma de Galicia
la utilización de un tercer canal, de titularidad estatal que debe crearse específicamente para
su emisión en el territorio de Galicia, en los términos que prevea la citada concesión.
Hasta la puesta en funcionamiento efectivo de este nuevo canal de televisión, Radiote-
levisión Española (RTVE) articulará a través de su organización en Galicia un régimen
transitorio de programación específica para el territorio de Galicia, que Televisión Espa-
ñola emitirá por la segunda cadena (UHF).
El coste de la programación específica de televisión a que se refiere el párrafo anterior,
se entenderá como base para la determinación de la subvención que pudiera conce-
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derse a la Comunidad Autónoma de Galicia, durante los dos primeros años de funcio-
namiento del nuevo canal a que se refiere esta disposición transitoria.

4. ANDALUCÍA:
Disposición Transitoria Tercera.
1. El Estado otorgará en régimen de concesión a la Comunidad Autónoma la utilización
de un tercer canal de televisión, de titularidad estatal, que debe crearse específica-
mente para su emisión en el territorio de Andalucía, en los términos que prevea la citada
concesión.
Hasta la puesta en funcionamiento efectivo de este nuevo canal de televisión, Radiote-
levisión Española (RTVE) articulará, a través de su organización en Andalucía, un
régimen transitorio de programación específica para la Comunidad Autónoma que se
emitirá por la segunda cadena, garantizándose la cobertura de todo el territorio.
2. El coste de la programación específica de televisión, a que se refiere el párrafo ante-
rior, se entenderá como base para la determinación, de la subvención que pudiera
concederse a la Comunidad Autónoma durante los dos primeros años de funciona-
miento del nuevo canal a que se refiere el apartado primero.

5. ASTURIAS27:

6. CANTABRIA28:

7. LA RIOJA:
Disposición Adicional Cuarta. (Modificada por LO 2/1999)
1. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo noveno, apartado seis, del presente Esta-
tuto, el Estado otorgará en régimen de concesión a la Comunidad Autónoma la utiliza-
ción de un tercer canal de televisión, de titularidad pública, que debe crearse específi-
camente para su emisión en el territorio de La Rioja, en los términos que prevea la
citada concesión.
Hasta la puesta en funcionamiento efectivo de este nuevo canal de televisión o del
previsto en el artículo noveno, apartado seis, de este Estatuto, Radiotelevisión Española
(RTVE) mantendrá en La Rioja, dentro de su organización, un Centro Territorial a través
del cual emitirá, en régimen transitorio, una programación específica para la Comunidad
Autónoma, garantizando la cobertura de todo el territorio.
27 Vid. Art. 17.3 (I. 3, pág. 133)
28 Vid. Art 29 (I. 3, pág. 134)
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2. El coste de la programación específica a que se refiere el apartado anterior, se enten-
derá como base para determinación de la subvención que deberá concederse a la
Comunidad Autónoma durante los dos primeros años de funcionamiento del nuevo canal
a que se refiere el párrafo primero.

8. REGIÓN DE MURCIA29:

9. COMUNIDAD VALENCIANA:
Disposición Transitoria Sexta.
En lo relativo a Televisión, la aplicación del apartado tres del artículo treinta y siete del
presente Estatuto supone que el Estado otorgará en régimen de concesión a la Gene-
ralidad Valenciana la utilización de un tercer canal de titularidad estatal, que debe
crearse específicamente para su emisión en su territorio, en los términos que prevea la
citada concesión.
Hasta la puesta en funcionamiento efectivo de este nuevo canal de televisión, Radiote-
levisión Española (RTVE) articulará, a través de su organización en el territorio de la
Comunidad Valenciana, un régimen transitorio de programación específica para el
mismo, que Televisión Española emitirá por la segunda cadena (UHF). El coste de esta
programación se entenderá como base para la determinación de la subvención que
pudiera concederse a la Generalidad Valenciana, durante los dos primeros años de
funcionamiento del nuevo canal a que se refiere la presente Disposición transitoria.

10. ARAGÓN:
Disposición Transitoria Decimotercera.
Hasta tanto se transfiera el tercer canal de titularidad estatal de televisión, Radiotelevi-
sión Española (RTVE) articulará un régimen transitorio de programación específica para
el territorio de Aragón, que se emitirá por la segunda cadena (UHF). El coste de esta
programación se entenderá como base para la determinación de la subvención que
pudiera concederse a la Comunidad Autónoma de Aragón, durante los dos primeros
años del nuevo canal.

11. CASTILLA-LA MANCHA30

12. CANARIAS31

29 Vid. Art. 14 (I. 3, pág. 136)
30 Vid. Art. 38 (I. 1, pág. 141)
31 Vid. Art. 32.3 (I. 1, pág. 141)
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13. NAVARRA32

14. EXTREMADURA:
Disposición Adicional Quinta. (Modificada por LO 12/1999)
El Estado otorgará, en régimen de concesión, a la Comunidad Autónoma la utilización
de un tercer canal de TV de titularidad estatal, que deberá crearse específicamente para
su emisión en el territorio de Extremadura, en los términos que prevea la citada conce-
sión. Dicho canal podrá explotarse directamente por la Comunidad, por medio de orga-
nismo autónomo, empresa pública o de economía mixta o mediante concesión admi-
nistrativa, en los términos que prevea la legislación básica estatal.

15. ISLAS BALEARES33

16. COMUNIDAD DE MADRID:
Disposición Transitoria Quinta.
En lo relativo a televisión, la aplicación del artículo 31 del presente Estatuto supone que
el Estado otorgará en régimen de concesión a la Comunidad de Madrid la utilización de
un tercer canal, de titularidad estatal, para su emisión en el ámbito territorial de la
Comunidad en los términos que prevea la citada concesión.

17. CASTILLA Y LEÓN:
Disposición Transitoria Sexta. Radio y televisión.
Radiotelevisión Española, en el plazo máximo de un año, a contar desde la entrada en
vigor del presente Estatuto, articulará una programación específica en radio y televisión
que se refiera principalmente al ámbito de la Comunidad y, previo acuerdo con ésta,
propondrá las medidas para la concesión a la Comunidad de un tercer canal de televi-
sión.

18. CEUTA:
Su Estatuto no incluye ninguna disposición sobre esta materia.

19. MELILLA:
Su Estatuto no incluye ninguna disposición sobre esta materia.

32 Vid. Art. 55 (I. 1, pág. 142)
33 Vid. Art. 11.11 (I. 1, pág. 145)
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5. OTRAS DISPOSICIONES

1. PAÍS VASCO:
Disposición Transitoria Octava.
El Primer Concierto Económico que se celebre con anterioridad a la aprobación del
presente Estatuto se inspirará en el contenido material del vigente Concierto Económico
con la provincia de Álava, sin que suponga detrimento alguno para la provincia, y en él
no se concertará la imposición del Estado sobre alcoholes.

2. CATALUÑA:
No incluimos aquí ninguna Disposición Transitoria de su Estatuto.

3. GALICIA:
No incluimos aquí ninguna Disposición Transitoria de su Estatuto.

4. ANDALUCÍA:
No incluimos aquí ninguna Disposición Transitoria de su Estatuto.

5. ASTURIAS:
Disposición Transitoria Séptima.(Modificada  por LO 1/1999)
Hasta tanto se promulgue la legislación del Estado a que hace referencia el artículo 19,
1, de este Estatuto, el Principado de Asturias propondrá, de entre personas de reco-
nocida capacidad para el cargo, tres de los miembros de cada uno de los Consejos de
Administración de las Empresas públicas “Hunosa”.
Dicha propuesta será formulada por la Junta General del Principado dentro de los treinta
días siguientes a su constitución. Cada uno de los miembros de ésta podrá votar, como
máximo, a dos candidatos propuestos.

6. CANTABRIA:
No incluimos aquí ninguna Disposición Transitoria de su Estatuto.
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7. LA RIOJA:
Disposición Transitoria Undécima. Del Tribunal Económico Administrativo.
Entre tanto no se cree una jurisdicción económico administrativa propia de la Comu-
nidad Autónoma de La Rioja, las competencias de ésta se ejercerán por los órganos del
Estado.

Disposición Transitoria Duodécima. Del Impuesto de Lujo.
Hasta que el Impuesto sobre el Valor Añadido entre en vigor, se considerará como
impuesto que puede ser cedido el de lujo que se recaude en destino.

8. REGIÓN DE MURCIA:
Disposición Transitoria Sexta.
Mientras no se dicen las disposiciones que permitan la financiación de los servicios
transferidos correspondientes a competencias propias de la Comunidad Autónoma, el
Estado contribuirá a su sostenimiento partiendo de una cantidad igual al coste efectivo
del servicio en el momento de la transferencia, actualizándola de acuerdo con la evolu-
ción de las circunstancias.
Para garantizar esta financiación, la Comisión Mixta paritaria Estado Comunidad Autó-
noma determinará en cada momento su alcance.

Disposición Transitoria Séptima.
Hasta que no entre en vigor el Impuesto sobre el Valor Añadido, se considerará como
impuesto que puede ser cedido el de lujo que se recaude en destino.

9. COMUNIDAD VALENCIANA:
No incluimos aquí ninguna Disposición Transitoria de su Estatuto.

10. ARAGÓN:
Disposición Transitoria Novena. (Modificada por LO 5/1996)
Hasta que el Impuesto sobre el Valor Añadido entre en vigor, se cede a la Comunidad
Autónoma el de Lujo que se recauda en destino.

Disposición Transitoria Duodécima.
Desde la fecha en que entre en vigor el presente Estatuto, la Diputación General de
Aragón dispondrá de las facultades que atribuye a las Comunidades Autónomas el Real
Decreto 2.869, de 30 de diciembre de 1980, o normas que lo sustituyan.
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11. CASTILLA-LA MANCHA:
Disposición Transitoria Segunda.
Las primeras elecciones a las Cortes de Castilla-La Mancha, tendrán lugar entre el 1 de
febrero y el 31 de mayo de 1.983.

Disposición Transitoria Séptima.
Hasta que el Impuesto sobre el Valor Añadido no entre en vigor, se considera como
Impuesto cedido el de Lujo que se recauda en destino.

12. CANARIAS:
No incluimos aquí ninguna Disposición Transitoria de su Estatuto.

13. NAVARRA:
No incluimos aquí ninguna Disposición Transitoria de su Estatuto.

14. EXTREMADURA:
No incluimos aquí ninguna Disposición Transitoria de su Estatuto.

15. ISLAS BALEARES:
No incluimos aquí ninguna Disposición Transitoria de su Estatuto.

16. COMUNIDAD DE MADRID:
Disposición Transitoria Séptima.
Hasta que el Impuesto sobre el Valor Añadido entre en vigor, se cede a la Comunidad
Autónoma el Impuesto sobre el Lujo que se recaude en destino.

17. CASTILLA Y LEÓN:
Disposición Transitoria Segunda. Régimen de las primeras elecciones.
1. Las primeras elecciones a Cortes de Castilla y León serán convocadas por el
Consejo General de Castilla y León, previo acuerdo con el Gobierno.
2. El número de Procuradores a elegir en cada provincia será el determinado en el artí-
culo 9 del presente Estatuto.
3. En lo no previsto en el presente Estatuto será de aplicación la normativa vigente para
las elecciones legislativas al Congreso de los Diputados de las Cortes Generales. No
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será de aplicación lo dispuesto en el artículo 4, apartado 2, letra a), del Real Decreto
ley 20/1977, de 18 de marzo.
4. En su primera sesión, las Cortes de Castilla y León, presididas por una Mesa de
Edad, procederán a elegir la Mesa Provisional, compuesta por un Presidente, dos Vice-
presidentes, un Secretario y un Vicesecretario.
5. Las primeras elecciones se celebrarán con anterioridad al 31 de mayo de 1983.

18. CEUTA:
No incluimos aquí ninguna Disposición Transitoria de su Estatuto.

19. MELILLA:
No incluimos aquí ninguna Disposición Transitoria de su Estatuto.
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DISPOSICIONES DEROGATORIAS Y FINALES

1. PAÍS VASCO:
Su Estatuto no incluye estos tipos de disposiciones.

2. CATALUÑA:
Su Estatuto no incluye estos tipos de disposiciones.

3. GALICIA:
Su Estatuto no incluye estos tipos de disposiciones.

4. ANDALUCÍA:
Disposición final.
El presente Estatuto entrará en vigor el mismo día de su publicación en el “Boletín Oficial
del Estado”, quedando derogado el Real Decreto ley 11/1978, de 27 de abril, y las
disposiciones generales o particulares que desarrollan el régimen preautonómico.

5. ASTURIAS:     
Su Estatuto no incluye estos tipos de disposiciones.

6. CANTABRIA:
Recogiendo el sentir mayoritariamente ya expresado por la Diputación y Ayuntamientos
de la actual provincia de Santander, la promulgación de este Estatuto conllevará auto-
máticamente el cambio de denominación de la provincia de Santander por provincia de
Cantabria. El Gobierno dictará las disposiciones oportunas para que en el plazo de un
año se haya dado cumplimiento a las consecuencias derivadas de esta disposición final.

7. LA RIOJA:
Su Estatuto no incluye estos tipos de disposiciones.

8. REGIÓN DE MURCIA:
Su Estatuto no incluye estos tipos de disposiciones.
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9. COMUNIDAD VALENCIANA:
Disposición final.
El presente Estatuto entrará en vigor el mismo día de su publicación en el «Boletín Oficial
del Estado».

10. ARAGÓN:
Su Estatuto no incluye estos tipos de disposiciones.

11. CASTILLA-LA MANCHA:
Disposición final.
Uno. El presente Estatuto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Boletín
Oficial del Estado, quedando derogado el Real Decreto Ley 32/1978, de 31 de octubre,
sobre Régimen Preautonómico de la Región de Castilla-La Mancha.
Dos. La actual Junta Preautonómica de Castilla-La Mancha continuará en sus funciones
hasta la elección de los Órganos que hayan de sustituirla de acuerdo con el presente
Estatuto.

12. CANARIAS:
Disposición final.
El presente Estatuto entrará en vigor el día de su publicación en el Boletín Oficial del
Estado.

13. NAVARRA:
Disposición final.
1. Continuará en vigor la Ley de veinticinco de octubre de mil ochocientos treinta y
nueve, la Ley Paccionada, de dieciséis de agosto de mil ochocientos cuarenta y uno, y
disposiciones complementarias, en cuanto no se opongan a lo establecido en la
presente Ley Orgánica.
2. La presente Ley Orgánica entrará en vigor el mismo día de su publicación en el
Boletín Oficial del Estado.

14. EXTREMADURA:
Disposición final.
El presente Estatuto, entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Boletín
Oficial del Estado.
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15. ISLAS BALEARES:
Disposición final.
El presente Estatuto entrará en vigor el mismo día en que se publique la Ley de su apro-
bación por las Cortes Generales en el Boletín Oficial del Estado.

16. COMUNIDAD DE MADRID:
Disposición final.
El presente Estatuto entrará en vigor el mismo día de su publicación en el “Boletín Oficial
del Estado” 

17. CASTILLA Y LEÓN:
Disposición final.
El presente Estatuto entrará en vigor el mismo día en que se publique la Ley Orgánica
de su aprobación por las Cortes Generales en el Boletín Oficial del Estado.

Disposición derogatoria.
A la entrada en vigor del presente Estatuto de Autonomía quedarán derogadas cuantas
disposiciones de rango igual o inferior se opongan al mismo.

18. CEUTA:
Disposición Final Única.

El presente Estatuto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el «Boletín
Oficial del Estado».

19. MELILLA:
Disposición Final Única.
El presente Estatuto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el «Boletín
Oficial del Estado».
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A

ACADEMIAS
1.1: CAT art 9.7; AND art 13.29; AST art 10.19; VAL art 31.7; CL art 32.1.16ª.          

ACTIVIDAD ECONÓMICA
1.1:  PV art 10.25; AST art 10.15 y 10.31; CANT art 24.14 y 24.30; LR art 8.1.4 y
8.1.11; MUR art 10.1.11 y 10.1.27; ARA art 35.1.24ª y 35.1.34ª; CM art 31.1.12ª y
31.1 26ª; EXT art 7.1.27 y 7.1.33; BAL art 10.18, 10.30 y 10.37; CL art 32.1.21ª y
32.1.28ª.
1.2: CAT art 12.1; GAL art 30.1.1; AND art 18.1.1  VAL art 34.1; NAV art 56.1; CAN
art 31.
1.3: AST art 11.8; LR art 9.3; CANT art 25.6; MUR art 11.7; CM art 32.6; CAN art
32.15; EXT art 8.3 y 8.7; BAL art 11.8 y 11.9; MAD art 27.10; CL art 34.1. 4ª.
5.1: ARA art 56; NAV art 18.1.
5.3: BAL art 46.1.
5.4: ARA art 57.2; CM art 53.5; EXT art 61.4 y 61.6.

ACUERDOS DE COOPERACIÓN: Vid. CONVENIOS Y ACUERDOS DE 
COOPERACIÓN

ACUICULTURA
1.1:  PV art 10.10; CAT art 9.17; GAL art 27.15; AND art 13.18; AST arts 10.13; CANT
arts 24.12; LR arts 8.1.21; MUR arts 10.1.9;VAL art 31.17; ARA arts 35.1.17ª; CM art
31.1.10ª; EXT arts 7.1.8; BAL art 10.19; MAD art 26.19; CL art 32.1.9ª.
1.3: MAD art 27.9; CEU art 21.1.9ª; MEL art 21.1.9ª.
3: BAL art 39.4.

ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA
1.2: PV art 17.3.
4: PV arts 13.1, 34.1, 34.3, 35.3 y 36; CAT arts 18, 22 y, 23.1 y, DA 3ª.2; GAL arts
24.1 y 25 ; AND arts 51, 52 y 53.3 ; AST arts 39 y 41 ; CANT art 44.1 ; LR arts 34,
37 y 41 ; MUR arts 37 y 39; VAL art 23.1 y 39; ARA art 32.1; CM arts 23, 25.1 y 28;
CAN arts 28 y 29.3; NAV art 60, 62.3 y 63.1; EXT arts 43 y 45; BAL arts 54.1 y 55:
MAD arts 48 y 49; CL arts 27.1, 29.2 y 30.
8.3: VAL DT 9ª.2.
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ADMINISTRACIÓN LOCAL
1.1: PV art 10.4; ARA art 35.3.
1.3: EXT art 8.5º; BAL art 11.1 y 11.4; CL art 39.3.
3: LR art 33.2; CM art 30.3; NAV art 46.1
5.2: BAL art 69.1.
5.3: NAV art 18.3.
6: ARA art 44.2
8.1: BAL DT 4ª.3.
8.3: MUR  DT 4ª

ADUANERA (LEGISLACIÓN)
1.6: PV art 20.5, CAT art 27.5; AND art 23.1; ARA art 40.5; CAN art 38. 1; MAD art
32.2; CL art 38.5.
2.2: ARA art 16.k; MAD art 16.l.
5.1: CAN art 46.1.

AEROPUERTOS
1.1:  PV art 10.32; CAT art 9.15; GAL art 27.9; AND art 13.11; AST art 10.1.9; CANT
art 24.8; LR art 8.1.28; MUR art 10.1.5; ARA art 35.1.10ª; CM art 31.1.5ª; CAN art
30.22; NAV art 44.3;  EXT art 7.1.5; BAL art 10.5; MAD art 26.1.7; CL art 32.1. 5ª.
1.2: PV art 17.1; CAT art 13.4.
1.3: CEU art 21.1.3ª y  MEL art 21.1.4ª.
1.4: PV art 12.8; CAT art 11.8; AND art 17.7; AST art 12.12; CANT art 26.14; LR art
11.1.9; VAL art 33.7; ARA art 39.9; CL art 33.14; CAN art 33.13; NAV art 58.1.f; BAL
art 12.19; MAD art 28 .1.7; MEL art 36.13.
3: BAL art 39.9.

AGENTES DE CAMBIO Y BOLSA
1.4: PV art 12.3; CAT art 11.4; AND art 17.9; VAL art 33.3.

AGRICULTURA
0.6: AND art 12.3.3; CM art 4.c.
1.1:  PV art 10.9; AST art 10.1.10; CANT art 24.9; LR art 8.1.19; MUR art 10.1.6; ARA
art 35.1.12ª; CM art 31.1.6ª; EXT art 7.1.6; BAL art 10.10; CL art 32.1. 7ª.
1.2: CAT art 12.1.4; GAL art 30.1.3; AND art 18.1.4; VAL art 34.1.4; CAN art 31.1;
MAD art 3.1.4.
1.3: CEU art 21.1.5ª;  MEL art 21.1.5ª.
3: BAL art 39.3.
5.4: MUR art 49.a; CM art 41.3; EXT art 61.1.
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AGRUPACIONES DE MUNICIPIOS
3: CAT art 5;  GAL art 40.2 LR art 27.2; CL art 25.4

AGRUPACIONES ELECTORALES
8.2: PV DT 1ª.

AGUAS MINERALES Y TERMALES
1.1: GAL art 27.14; AND art 13.13; AST art 10.1.12 ; LR art 8.1.17; MUR art 10.1.7;
CM art 31.1.8ª; BAL art 10.8.

AGUAS SUBTERRÁNEAS
1.1: GAL art 27.14; AND art 13.12; AST art 10.1.12 ; LR art 8.1.17; CM art 31.1.8ª.

ALTA INSPECCIÓN
1.2: PV art 16; CAT art 15; GAL arts 31 y 33.4 AND art 19.1; VAL art 35; NAV art 47.
1.3:  PV art 18.4; CAT art 17.4; AND art 20.4; CANT art 28.1; LR art 10.1; MUR art

16.1;VAL art 38.4; ARA art 36; CM art 37.1; CAN art 32.1;  EXT art 12.1; BAL art 15.1;
MAD art 29.1; CL art 35.1.
1.4: PV art 12.2; CAT art 11.2; GAL art 29.1; AND art 17.2; AST art 12.10 y 12.13;
CANT art 26.1 y 26.11; LR art 11.1.3 y 11.1.14; VAL art 33.1; ARA art 39.1.1ª y
39.1.2ª; CM art 33.11; NAV art 58.1.b; EXT art 9.11 y 9.13; BAL art 12.8 y 12.15;
MAD art 28.1.1 y 28.1.12; CL art 36.10 y 36.12.
5.1: PV art 41.2.b.

APROVECHAMIENTOS HIDRÁULICOS, CANALES Y REGADÍOS
1.1:  PV art 10.11; CAT art 9.16; GAL art 27.12; AND art 13.12; MUR art 10.1.7; VAL
art 31.16; ARA art 35.1.16ª; CM art 31.1.8ª; CAN art 30.6; NAV art 44.5;  EXT art
7.1.7; BAL art 10.8; MAD art 26.1.8; CL art 32.1. 6ª.
3: BAL art 39.5

APROVECHAMIENTOS Y SERVICIOS FORESTALES
1.1:  PV art 10.8; CAT art 9.10; VAL art 31.10; ARA art 35.1.15ª.
1.3: AST art 11.1; CANT art 25.1; LR art 9.11; CM art 32. 2; CAN art 32.7; CL art 34.
9ª.

APUESTAS MUTUAS DEPORTIVO-BENÉFICAS
1.1:  PV art 10.35; CAT art 9.32; GAL art 27.27; AND art 13.33; AST art 10.26; CANT
art 24.25; LR art 8.10; VAL art 31.31; CM art 31.1.21ª; CAN art 30.28; NAV art 44.16;
BAL art 10.25; MAD art 26.1.29.
1.3: CEU art 21.1.21ª; MEL art 21.1.21ª
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ARANESA (HABLA): Vid LENGUA

ARCHIVOS, BIBLIOTECAS Y MUSEOS
1.1: PV art 10.20; GAL art 27.18; CAN art 30.9; BAL art 10.20

ARCHIVO DE LA CORONA DE ARAGÓN
2.5: CAT DA 2ª.
5.1: VAL DA 2ª.
6: ARA DA 1ª; BAL DA 1ª.1.

ÁREAS METROPOLITANAS
3: AST art 6.3; LR art 27.3; VAL art 46.3

ARTESANÍA
1.1:  PV art 10.18; CAT art 9.18; GAL art 27.17; AND art 13.19; AST art 10.16; CANT
art 24.15; LR art 8.8; MUR art 10.1.12; VAL art 31.18; ARA art 35.1.31ª; CM art
31.1.14ª; CAN art 30.11; NAV art 44.12; EXT art 7.11; BAL art 10.15; MAD art
26.1.15; CL art 32.1.11ª.
1.3: CEU art 21.1.12ª; MEL art 21.1.12ª.
3: BAL art 39.21.
5.4: MUR art 49.a.

ASAMBLEA: Vid. PARLAMENTO

ASISTENCIA Y SERVICIOS SOCIALES
1.1: AND art 13.22; LR art 8.1.30.

ASOCIACIONES
0.6: CANT art 6; CL art 7.1.
1.1:  PV art 10.13; CAT art 9.24; AND art 13.25; AST art 10.16; VAL art  31.23; CAN
art 30.7; NAV art 44.19.
1.3: PV art 18.5; CAT art 17.5; AND art 20.5; VAL art 38.5.
1.4: AST art 12.2; CANT art 26.2; LR art 11.1.13; MUR art 12.1.1; ARA art 39.1.11ª;
CM art 33.2; EXT art 9.2; BAL art 12.5; MAD art 28.14; CL art 36.1.

ASTURIANÍA: Vid. CONDICIÓN POLÍTICA



551

ÍNDICE ANALÍTICO

B

BABLE: Vid. LENGUAS

BANCA
1.1: PV art 10.26.
1.2: NAV art 56.1.
1.3: PV art 11.2.a; CAT art 10.1.4; AND art 15.1.3; VAL art 32.1.4; CAN art 32.15;
NAV art 57.e.
1.4: AST art 12.14; CANT art 26.15; LR arts 11.1.6; ARA art 39.1.5ª; CM art 33.12;
CAN art 33.10; EXT art 9.14; BAL art 12.17; MAD art 28.13; CL art 36.11.

BANDERA
1.3: PV art 5; CAT art 4; GAL art 6.1; AND art 6.1; AST art 3.1; CANT art 3; LR art 3.1;
MUR art 4.1 y 4.2; ARA art 3; CM art 5.1, 5.2 y 5.4; CAN art 6; NAV art 7.2;  EXT art
4.1; BAL art 4; MAD art 4.1; CL art 5.2 y 5.5; CEU art 3.1; MEL art 3.1.

BELLAS ARTES
1.1:  PV art 10.18; CAT art 9.6; GAL art 27.18; AND art 13.28; AST art 10.1.17; CANT
art 24.16; LR art 8.1.25; MUR art 10.1.13; VAL art 31.6; ARA art 35.1.32ª; CAN art
30.10; NAV art 44.11; EXT art 7.12; BAL art 10.20; MAD art 26.1.18; CL art 32.1.13ª.
3: BAL art 39.6.

BIBLIOTECAS
1.1: PV art 10.20; CAT art 9.6; GAL art 27.18; AND art 13.28; AST art 10.1.17; CANT
art 24.16; LR art 8.1.25; MUR art 10.1.13; VAL art 31.6; ARA art 35.1.32ª; CM art
31.1.15ª; CAN art 30.9; NAV art 44.10; EXT art 7.12; BAL art 10.20; MAD art 26.1.18;
CL art 32.1.13ª.
1.3: CEU art 21.1.13ª; MEL art 21.1.13ª.
1.4: CAT art 11.7; AND art 17.4; AST art 12.5; CANT art 26.5; LR art 11.1.11; MUR
art 12.1.5; VAL art 33.6; ARA art 39.14ª; CM art 33.5; CAN art 33.1; NAV art 58.1.i;
EXT art 9.5; BAL art 12.9; MAD art 28.1.6; CL art 36.4.
3: BAL art 39.6.

BIENES DE DOMINIO PÚBLICO
1.1: PV art 10.7; AND art 13.6; ARA art 35.1.6ª.
1.3: MAD art 27.13.
1.7: AST art 15.3; CM art 39.3.
2.4: CANT art 35.3; LR art 31.5; CL art 39.3; BAL art 62.2.
5.1: MAD art 51; CEU art 34; MEL art 34.
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BIENES PATRIMONIALES
5.1: AST art 43.3; MUR art 41.3; EXT art 55.2.

BOLSAS DE COMERCIO
1.1: PV art 10.29; NAV art 44.28.

C

CABILDOS INSULARES
2.2: CAN art 12.3.
2.4: CAN art 22.3.
5.4: CAN arts 23.5 y 23.6.
7: CAN art 65.
8.9: CAN DT 6ª.

CABLE
1.1:  PV art 10.32; CAT art 9.15; GAL art 27.8; AND art 13.10; AST art 10.1.5; CANT
art 24.6; LR art 8.1.15; MUR art 10.1.4; VAL art 31.15; ARA art 35.1.9ª; CM art
31.1.4ª; CAN art 30.18; EXT art 7.1.4; BAL art 10.5; MAD art 26.1.6; CL art 32.1.4ª.
1.3: CEU art 21.1.3ª; MEL art 21.1.3ª.

CAJAS DE AHORRO
1.1:  PV art 10.26; AST art 10.1.36; CANT art 24.35; LR art 8.1.37; MUR art 10.32;
ARA art 35.1.25ª; CM art 31.1.13ª; EXT art 7.1.36; BAL art 10.37; CL art 32.1.33ª.
1.2: CAT art 12.1.6; GAL art 30.5; AND art 18.3; VAL art 34.6; CAN art 31.6; NAV art
56.1.f; MAD art 3.1.5.
1.3: CEU art 21.1.22ª; MEL art 21.1.22ª.
5.4: CL art 49.

CAJAS RURALES
1.2: AND art 18.

CÁMARAS AGRARIAS
1.1: PV art 10.21; AND art 13.16; ARA art 35.1.21ª; NAV art 44.24.
1.3: MUR art 11.10; EXT art 8.6; CL art 34.1.10ª.

CÁMARAS DE COMERCIO
1.1: PV art 10.21; CAT art 9.22; GAL art 27.29; AND art 13.16; ARA art 35.1.21ª; NAV
art 44.24.
1.3: MUR art 11.10; VAL art 32.1.9; EXT art 8.6; CL art 34.1.10ª.
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CÁMARA DE COMPTOS: Vid. CÁMARA DE CUENTAS

CÁMARA DE CUENTAS
5.3: CAT art 42; CAL art 53.2; AST arts 35 Ter, 55.1 y 55.2; VAL art 59; NAV arts 18.2,
18.3 y 18.4; BAL arts 46.1 y 46.2; MAD art 44/ CL art 51.1.

CÁMARA DE INDUSTRIA Y NAVEGACIÓN
1.1: PV art 10.21; CAT art 9.22; GAL art 27.29; AND art 11.16.
1.3: VAL art 32.1.9.

CÁMARA DE LA PROPIEDAD
1.1: PV art 10.21; AND art13.16; GAL art 27.29; CAT art 9.22; NAV art.
44.24.

1.3: VAL art 32.1.9.

CAMINOS
1.1:  PV art 10.34; CAT art 9.14; AND art 13.10; AST art 10.1.5; CANT art 24.6; LR
art 8.1.15; MUR art 10.1.4; VAL art 31.14; ARA art 35.1.9ª; CM art 31.1.4ª; EXT art
7.1.4; BAL art 10.5; MAD art 26.1.6; CL art 32.1.4ª.
1.3: CEU art 21.1.3ª; MEL art 21.1.3ª.
3: BAL art 39.9.

CANALES
1.1:  PV art 10.11; CAT art 9.16;  GAL art 27.12; AND art 13.12; AST art 10.1.12;
CANT art 24.11; LR art 8.1.17; MUR art 10.1.7; VAL art 31.16; ARA art 35.1.16ª; CM
art 31.1.8ª; CAN art 30.6; NAV art 44.5; EXT art 7.1.7; BAL art 10.8; MAD art 26.1.8;
CL art 32.1.6ª.
3: BAL art 39.5.

CARRETERAS
1.1:  PV art 10.34; CAT art 9.14;  GAL art 27.8; AND art 13.10; AST art 10.1.5; CANT
art 24.6; LR art 8.1.15; MUR art 10.1.4; VAL art 31.14; ARA art 35.1.9ª; CM art
31.1.4ª;CAN art 30.18;  EXT art 7.1.4; BAL art 10.5; MAD art 26.1.6; CL art 32.1.4ª.
1.3: CEU art 21.1.3ª; MEL art 21.1.3ª.
3: BAL art 39.9.

CASINOS, JUEGOS Y APUESTAS
1.1:  PV art 10.35; CAT art 9.32; GAL art 27.27; AND art 13.33; AST art 10.26; CANT
art 24.25; LR art 8.1.10; MUR art 10.1.22; VAL art 31.31; CM art 31.1.21ª; CAN art
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30.28; NAV art 44.16; EXT art 7.1.22; BAL art 10.25; MAD art 26.1.29; CL art
32.1.23ª.
1.3: CEU art 21.1.21ª; MEL art 21.1.21ª.

CATALÁN: Vid. LENGUA

CAZA Y PESCA
1.1: PV art 10.10; CAT art 9.17; AND art 13.18; CANT art 24.12; MUR art 10.1.9; VAL
art 31.17; CM art 31.1.10ª; CL art 32.1.9ª.

CENSO ELECTORAL
2.2: EXT art 23.2; BAL arts 21 y 22.
7: LR art 58.1; MUR art 55.1.

CENTROS DE CONTRATACIÓN Y TERMINALES DE CARGA
1.1:  PV art 10.32; CAT art 9.15; AST art 10.1.7; CANT art 24.6; LR art 8.1.15; MUR
art 10.1.4; VAL art 31.15; ARA art 35.1.9ª; CM art 31.1.4ª; CAN art 30.18; EXT art
7.1.4; BAL art 10.7; MAD art 26.1.6; CL art 32.1.4ª.

CENTROS DE CONTRATACIÓN DE MERCANCÍAS Y VALORES
1.1:PV art 10.29; GAL art 27.28; AND art 13.15; ARA art 35.1.19ª; CAN art 30.29.

CIRCUNSCRIPCIÓN ELECTORAL
2.2:  PV art 26.2; GAL art 11.4; AND art 28.1; CANT art 10.2; LR art 17.3; ARA arts
18.4 y 19; CM art 10.2; CAN art 9.4; EXT art 21.2; MAD art 10.5; CL art 11.2; CEU
art 8.2; MEL art 8.2.
3: BAL art 37.5
8.2: PV DT 1ª; GAL DT 1ª.2; LR DT 5ª.3; VAL DT 7ª.2.a; CM DT1ª.2; CAN DT 1ª.2; NAV
DT 1ª.1.b.

CIVIL (LEGISLACIÓN)
1.1: PV art 10.14; CAT art 9.28; AND art 13.23; MUR art 10.1.18; CAN art 30.14;
EXT art 7.1.32.

COALICIONES  Vid. PARTIDOS POLÍTICOS

COFRADÍAS DE PESCADORES
1.1: PV art 10.21; GAL art 37.29; AND art 13.16.
1.3: MUR art 11.10.
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COLABORACIÓN
0.1: NAV Pre.
0.5: BAL DA 2ª.
1.1:  PV art 10.27; AST art 10.14; CANT art 24.10; LR art 8.1.20; ARA art 35.1.13ª;
CM art 31.1.7ª; NAV art 44.25; EXT art 7.1.34; BAL art 10.39 y 10.40; MAD art
26.1.16; CL art 32.1.31ª.
1.2: CAT art 12.5; GAL art 30.4; VAL art 34.5; CAN art 31.5.
1.3: CL art 33.2.
2.5: CAN art 14.
3: LR art 33.1; CM art 30.5; CAN art 23.4; CL art 26.1.
4: PV art 35.4.
5.1: PV art 41.2.a y 41.2.b; CAT art 46 y, DA 5ª; GAL art 54; AND arts 60 y 65.2; AST
art 45; CANT art 51; LR art 49; MUR art 43; VAL art 54; ARA art 60; CM art 52; CAN
art 62; EXT arts 60.e y 60.f; BAL art 67; MAD art 56; CEU art 38.2; MEL art 38.2.
5.2: CAT art 48.2; GAL art 49.2; AND art 62.3; CANT art 52.2; NAV art 48.2; CL art
52.2.
5.4: BAL art 75.1.
6: AND DA 3ª; VAL art 42.1; ARA art 44.1; EXT art 14.2; MAD art 31.3; CEU DA 5ª;
MEL DA 5ª.

COLEGIOS PROFESIONALES
1.1:  PV art 10.22; CAT art 9.23; AND art 13.24; VAL art 31.22; ARA art 35.1.22ª;
NAV art 44.26.
1.3: LR art 9.10; MUR art 11.10; EXT art 8.6; CL art 34.1.11ª.

COMARCA
0.2: CAT art 2; EXT art 2.2.
0.3: CM art 5.4.
0.5: EXT art 11.2; MUR art 9.2.f; EXT art 6.2.f.
1.1: GAL art 27.2.
1.2: GAL art 30.1.7.c; AND art 18.7.c.
1.4: LR art 11.2.c.
2.2: LR art 19.1.g; MUR art 30.1; VAL art 12.1.
3: CAT art 5.1; GAL art 40.1; AND art 5; AST art 6.1; CANT arts 2.3 y 37; LR arts 5.2
y 27.1; VAL 46; ARA art 5; CM art 29.2.a; CL art 25.3.
5.4: MUR art 48.1; CM art 41.2.
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COMERCIO EXTERIOR
1.1: PV art 10.21; CAT art 9.16; ARA art 35.1.21ª; NAV art 44.24.

COMERCIO INTERIOR
1.1: PV art 10.27; AST art 10.14; CANT art 24.13; LR art 8.1.6; MUR art 10.1.34; ARA
art 35.1.19ª; CM art 31.1.11ª; EXT art 7.1.33; BAL art 10.38; CL art 32.1.10ª.
1.2: CAT art 12.1.5; GAL art 30.1.4; AND art 18.1.6; VAL art 34.1.5; CAN art 31.3;
NAV art 56.1.d; MAD art 26.3.1.2.
1.4: CEU art 22.1.2ª; MEL art 22.1.2ª.

COMISIÓN MIXTA
5.1: PV art 41.2.e; CAT DA 6ª.3; GAL DA 1ª.3; AND art 57.3; AST DA 3ª; CANT DA 1ª.3;
LR DA 1ª.3  y, art 46; MUR DA 1ª.2; VAL art 52.3; ARA art 48 y, DA 2ª.3; CAN art 52.2;
EXT DA 1ª.3; BAL art 73; MAD DA 1ª.3; CL DA1ª.3.
8.4: PV DDTT 2ª, 3ª y 5ª; CAT DDTT 2ª.2, 2ª.3, 6ª.1, 6ª.2, 6ª.3, 6ª.4, 6ª.8 y 7ª; GAL
DDTT 4ª.1, 4ª.2, 4ª3, 4ª.5, 5ª.2, 5ª.4 y 7ª; AND DT 2ª.1, 2ª.6, 6ª.2 y 6ª.3; AST  DDTT
4ª.1, 4ª.2, 4ª.3, 4ª.4, 4ª.5 y 5ª; CANT DDTT 7ª, 10ª.2  y 10ª.4; LR DDTT 8ª y 10ª.2;
MUR DT 5ª.1, 5ª.2, 5ª.3, 5ª.4 y 5ª.7; VAL DDTT 4ª.1, 4ª.2, 4ª.3, 4ª.4, 4ª.6, 5ª.2 y 5ª.4;
ARA DT 6ª y 7ª.1; CM DDTT 5ª.1, 5ª.2, 5ª.3, 5ª.4, 6ª.2 y 6ª.3; CAN DDTT 3ª.1, 3ª.2 y
6ª; EXT DA 3ª; BAL DT 1ª.1, 1ª.2, 1ª.3, 3ª.2 y 3ª.3; MAD DDTT 2ª.1, 2ª.2, 2ª.3, 2ª.5,
2ª.6, 6ª.2 y 6ª.3; CL DDTT 3ª.1, 3ª.2, 3ª.5, 3ª.6, 4ª.2 y 4ª.3; CEU DT 2ª.1, 2ª.2, 2ª.3,
2ª.4 y 2ª.5; MEL DT 2ª.1, 2ª.2, 2ª.3, 2ª.4 y 2ª.5.
8.5: MUR DT 6ª.

COMUNICACIONES
0.6: AND art 12.3.8;  CM art 4.4.h; EXT art 6.2.e; CEU art 5.2.g; MEL art 5.2.g.
5.4: CM art 41.2.

COMUNIDADES SUPRAMUNICIPALES
3: CM art 29.2.c.

CONCEJOS
0.2: AST art 2.
0.6: AST art 7.1.
1.1: AND art 13.16; AST art 10.1.12.
2.2: AST art 24.5.
3: AST art 6.1; NAV art 46.2.
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CONCESIONES ADMINISTRATIVAS
1.3: PV art 11.1.b; CAT art 10.1.2; GAL art  28.2; AND art 15.1.2; VAL art 32.1.2; ARA
art 37.4; CAN art 32.11; BAL art 11.6; MAD art 27.2.
1.7: AST art 15.3; CM art 39.3.
2.4: CANT art 35.3; LR art 31.5; CL art 39.3.
3: BAL art 39.4.

CONCIERTO ECONÓMICO
5.1: PV art 41.1.
8.5: PV DT 8ª.

CONDICIÓN FEMENINA: Vid MUJER

CONDICIÓN POLÍTICA
0.6: PV art 7.1; CAT art 6.1; GAL art 3.1; AND art 8.1; AST arts 7.1 y 8; CANT art 4.1;
LR art 6.1; MUR art 6.1; VAL art 4.1; ARA art 4; CM art 3.1; NAV art 5.1; EXT art 3.1;
BAL art 6.1; MAD art 7.2; CL art 6.1.
2.2: ARA art 18.8; CAN art 10.1; EXT art 21.3.

CONFLICTOS DE ATRIBUCIONES
4: AND art 50.5; LR art 40.3; CANT art 43.2.

CONFLICTOS DE COMPETENCIAS
2.2: ARA art 16.i.
4: VAL art 40.2; BAL art 52.2.

CONFLICTOS DE JURISDICCIÓN
2.3: LR art 24.5.
2.4: AND art 42.1.
4: AND art 50.3.

CONSEJO CONSULTIVO
2.3: CM art 13.2.
2.5: CAT art 41; AST art 35; LR art 42; CM 13.4; CAN art 44.1; BAL art 41.1 y 41.2;
CL art  24.1.

CONSEJO DE CUENTAS: Vid CÁMARA DE CUENTAS
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CONSEJO DE CULTURA
2.5: VAL art 25.
5.1: VAL DA 2ª.

CONSEJO DE ESTADO
1.7: LR art 30.2.
2.5: AND art 44.

CONSEJO DE POLÍTICA FISCAL Y FINANCIERA
5.2: CL art 50.4.

CONSEJO ECONÓMICO Y SOCIAL
2.5: CAN art 36; BAL art 42.1; CL art 54.1.

CONSEJOS INSULARES
1.7: BAL art 49.1, 49.4 y 49.5.
2.1: BAL art 18.2.
2.2: BAL arts 24.6, 26.2 y 28.6.
2.3: BAL art 36.
2.4: BAL art 44.
3: BAL arts 5.1, 37.1, 38, 39 y 40.1.
5.1: BAL art 72.d.
5.2: BAL arts 68 y 69.
8.1: BAL DT 4ª.1.
8.2: BAL DT 5ª.3

CONSEJOS REGULADORES
1.1: LR art 8.1.20.

CONSERVATORIOS
1.1: CAT art 9.6; GAL art 27.18; AND art 13.28; AST art 10.1.17; CANT art 24.16; LR
art 8.1.25; MUR art 10.1.13; VAL art 31.6; ARA art 35.1.32ª; CM art 31.1.15ª ; EXT
art 7.12; BAL art 10.20; MAD art 26.1.18; CL art 32.1.13ª.
1.3: CEU art 21.1.12ª; MEL art 21.1.13ª.
3: BAL art 39.6.

CONSULTAS POPULARES
1.3: CAT art 10.2; AND art 15.2; AST art 11.11; LR art 9.7; MUR art 11.8; VAL art
32.1.8; CAN art 32.5; EXT art 8.12; BAL art 11.16; CL art 34.1.12ª.
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CONSUMIDOR
1.1: PV art 10.28; ARA art 35.1.19ª.
1.2: CAT art 12.1.5; GAL art 30.1.4; AND art 18.6; VAL art 34.1.5; CAN art 31.3; NAV
art 56.1.d.
1.3: AST art 11.8; CANT art 25.6; LR art 9.3; MUR art 11.7; CM art 32.6; EXT art 8.7;
BAL art 11.9; MAD art 27.10; CL art 34.1.4ª.
1.4: CEU art 22.1.2ª; MEL art 22.1.2ª.

CONTRASTE DE METALES
1.4: PV art 12.5; CAT art11.5; AND art 17.10; AST art 12.6; CANT art 26.6; LR art
11.1.8; MUR art 12.1.6; VAL art 33.4; ARA art 39.6ª; CM art 33.6; CAN art 33.5; NAV
art 58.1.d; EXT art 9.6; BAL art 12.10; MAD art 28.1.8; CL art 36.5.

CONTRIBUCIONES ESPECIALES
5.1: CAT arts 44.5 y 50; GAL arts 44.5 y 51.a; AND arts 56.5 y 64.1; AST art 46.1;
CANT arts 47.5 y 54.a; LR arts 45.c, 48.1.b y 55.1; MUR arts 42.b y 45.1; VAL art
51.b; ARA art 47.5; CM arts 44.1 y 49.a; CAN art 49.b; BAL arts 60.c, 63 y 71.b; MAD
arts 53.1 y 59.a; CL art 44.1.1. 

CONVENIO ECONÓMICO
5.1: NAV art 45.1 y 45.3.
8.2: NAV DT 4ª.5.

CONVENIOS Y ACUERDOS DE COOPERACIÓN
1.6: CL art 38.3, 38.4 y 38.5.
2.2: CANT art 9.4; MUR art 23.7º;VAL art 11.i; EXT art 19.2.i; MAD art 16.3.k; CL art
15.13; CEU art 12.1.i; MEL art 12.1.i.
6: PV art 22.3; CAT art 27.2; GAL art 35.2; AND art 72.4; ASR art 21.2; CANT art 31;
LR art 14.4; MUR art 19.1; VAL art 42.1; ARA art 40.2; CM art 40.2; CAN art 39.2;
NAV arts 70.1 y 70.2; EXT art 13.2; BAL art 17.2; MAD art 31.2; CL DA 2ª y art 38. 

CONVENIOS INTERNACIONALES: Vid. TRATADOS

COOPERATIVAS
1.1: PV art 10.23; CAT art 9.21; AND art 13.20; AST art 10.1.27; CANT art 24.26; LR
art 8.1.12; MUR art 10.1.23; VAL art 31.21; ARA art 35.1.23ª; CM art 31.1.22ª ; CAN
art 30.24; NAV art 44.27; EXT art 7.23; BAL art 10.26; MAD art 26.1.4; CL art
32.1.24ª.
1.3: GAL art 28.7.
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3: BAL art 39.22.
4: CAT art 55.1; GAL art 55.3 ; AND art 69.1; CANT art 57.4; LR art 54.3; MUR art
49.b; ARA art 57.1; CM art 53.3; EXT art 61.2; BAL art 57.4.

CORPORACIONES DE DERECHO PÚBLICO
1.1: AND art 13.16.
1.3: AST art 11.9; CANT art 25.5; LR art 9.10; CM art 32.5;CAN art 32.13; EXT art
8.6; BAL art 11.15; MAD art 27.6.

CORPORACIONES LOCALES
1.1: CANT art 24.2.
1.2: PV art 17.2.
2.2: CM art 12.1.
2.3: CM art 13.4.
2.5: CANT art 38.
3: LR art 33.3; VAL arts 44 y 46; CM art 30.5; BAL art 39; CL art 26.3.
4: AND art 50.5; LR art 40.3.
5.1: ARA art 47.9; BAL arts 61.3 y 62.2.
5.2: AST art 5.bis; VAL art 49.1.
5.3: NAV art 18.2.
6: ARA art 44.3., NAV. ART 18.2
8.2: ARA DT 2ª.3.

CORREDORES DE COMERCIO
1.4: PV art 12.3; CAT art 11.4; AND art 17.9; MUR art 12.2; VAL art 33.3; CAN art
33.11.
4: AST art 13; BAL art 56.2.

CUERPOS DE SEGURIDAD DEL ESTADO
1.4: PV art 17.1; CAT arts 13.4, 13.6, 13.7 y 14.1; AND art 14.1.
8.3: PV DT 4ª.

CUESTIÓN DE CONFIANZA
2.2: CM art 21.6.
2.3: AND arts 38 y 39.1; AST art 35.1 y 35.5; CANT art 22.1 y 22.6; LR art 24.6; MUR
art 33.3 y 33.5; VAL art 18; ARA art 23.1; CM art 20.1, 20.2;  CAN art 21.1;  NAV art
34.1; EXT art 32.2 y 32.6; BAL art 31.3; MAD art 19.1; CL art 18.1 y 18.2; CEU art
19.1 y 19.2; MEL art 19.1 y 19.2.
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CUESTIONES DE COMPETENCIA
4: PV art 14.1.d; CAT art 20.1.d; GAL art 22.1.d; AND art 50.4; AST arts 37.1.d y
37.2; CANT art 43.1.c y 43.2; LR art 36.1.d; MUR art 35.1.d; VAL art 40.1.d; CM art
24.1.d;  NAV art 61.1.d; BAL art 52.1.d; MAD art 46.c; CL arts 28.1.d y 28.2.

CULTURA
0.1: VAL Pre; MAD art 1.3; CL Exp Mot y art 1.1.
0.2: CL DT 7ª.3b.
0.4: CL art 3.2.
0.5: PV art 6.5; GAL art 5.3; EXT art 11.2; BAL DA 2ª.
0.6: PV art 9.2.e; CAT art 8.2; GAL arts 4.2 y 7.1; AND arts 8.3, 12.1, 12.2, 12.3.3,
12.3.4, 12.3.7 y 12.3.8; AST arts 8 y 9.2.e; CANT arts 5.2 y 6; LR arts 6.3 y 7.2; MUR
arts 7.2, 9.2.d y 9.2.e; VAL art 2; ARA arts 6.a, 6.c y art 8; CM arts 4.2, 4.3, 4.4.c,
4.4.d, 4.4.h y 7; CAN art 7; EXT arts 3.3, 6.2.a, 6.2.c, 6.2.g, 6.2.h, 6.2.l; BAL arts 8.1
y 9; MAD art 7.4; CL arts 7.1 y 8.2; CEU arts 4.3 y 5.2; MEL art 4.3 y 5.2.
1.1: PV  art 10.13 y 10.17; CAT art 9.4, 9.6 y 9.24; GAL arts 27.19 y 32; AND art
13.25 y 13.26; AST art 10.1.17, 10.1.18 y 10.1.20; CANT art 24.16 y 24.18; LR art
8.1.23, 8.1.24, 8.1. 25, 8.1.26; MUR art 10.1.13, 10.1.14 y 10.1.15; VAL art 31.4,
31.6 y 31.23; ARA art 35.1.26ª, 35.1.27ª, 35.1.30ª y 35.1.33ª; CM art 31.1.16ª y
31.1.17ª; CAN art 30.7 y 30.9; NAV art 44.8, 44.10 y 44.19; EXT art 7.14, 7.15 y
7.19; BAL arts 10.21, 10.22 y 13; MAD art 26.1.18, 26.1.20 y 26.1.25; CL art
32.1.13ª y 32.1.16ª.
1.2: CANT art 30.
1.3: CEU art 21.14ª y 21.1.15ª ; MEL art 21.14ª y 21.1.15ª.
1.4: ARA art 39.11ª.
1.6: CAT  art  27.4 ; GAL art 35.3 ; CAN art 38.3 ; BAL art 17.4.
2.5: VAL art 25.
3: VAL art 47.2., BAL art 39.17.
5.1: CAT DA 5ª; VAL DA 2ª.
6: AND art 72.2 y 72.5; CL DA 2ª.
8.3: BAL DT 2ª.2.

D

DEFENSA DE LA COMPETENCIA
1.1:  PV art 10.27; AST art 10.1.14; CANT art 24.13; LR art 8.1.6; MUR art 10.1.34;
ARA art 35.1.19ª; CM art 31.1.11ª; BAL art 10.38; CL art 32.1.10ª.
1.2: CAT art 12.1.5; GAL art 30.1.4; AND art 18.1.6; VAL art 34.1.5; CAN art 31.3;
NAV art 56.1.d; MAD art 3.1.2.
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DEFENSA DEL CONSUMIDOR
1.1: PV art 10.28; ARA art 35.1.19ª.
1.2: CAT art 12.1.5; GAL art 30.1.4; AND art 18.1.6; VAL art 34.1.5; CAN art 31.3;
NAV art 56.1.d.
1.3: AST art 11.8; LR art 9.3; MUR art 11.7; CM art 32.6; EXT art 8.7; MAD art 27.10;
CL art 34.1.4ª.

DEFENSOR DEL PUEBLO
2.1: ARA art 11.
2.2: ARA art 18.6.
2.3: ARA art 26.
2.5: GAL art 14; AND art 46; CANT art 16.1 y 16.3; LR art 22; ARA art 33.1 y 33.2:
CAN art 14.1 y 14.3.
4: ARA arts 29, 30.1 y 30.2.
8.2: ARA DT 3ª b.

DELEGADO DEL GOBIERNO
1.7: VAL art 26.2.
5.4: CEU art 33; MEL art 33.

DENOMINACIÓN DE ORIGEN
1.1: AST 10.1.14.

DEPORTE
1.1: PV art 10.36; CAT art 9.29; GAL art 27; AND art 13.31; AST art 10.1.23; CANT
art 24.21; LR arts 8.1.27 y 8.1.28; MUR art 10.1.17; VAL art 31.28; ARA arts 35.1.10ª
y 1.10.38ª; CM art 31.1.19ª; CAN art 30.20; NAV art 44.14; EXT art 7.18; BAL art
10.12; MAD arts 26.1.7 y 26.1.22;  CL art 32.1.18ª.
1.3: CEU art 21.1.17ª; MEL art 21.1.17ª.

DERECHO CIVIL
0.6: BAL art 6.2.
1.1: CAT art 9.2; GAL art 27.4; VAL art 31.2; ARA art 35.1.4ª; BAL art 10.23.
1.7: CAT arts 7.1, 7.2 y 26.3; GAL art 38.3; ARA art 9; BAL arts 7 y 50.2.
3: CAT art 20.1.a; GAL art 22.1.a; VAL art 40.1.a; BAL arts 52.1.a, 54.2 y 56.2.

DERECHO CIVIL FORAL
0.6: NAV art 5.3.
1.1: PV art 10.5.
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1.7: NAV art 40.4.
4: PV art 14.1.a.; NAV art 61.1.a.

DERECHO CONSUETUDINARIO
1.2: AST art 16; MUR art 8; EX art 11.1.
4:MUR art 35, EXT art 42.

DERECHO DE GRACIA
4: PV art 13.2.

DERECHO FORAL
1.1: NAV art 44.20.
4: PV art 35.1 y 35.3.
5.1: NAV arts 61.1.e y 63.2.

DERECHO PROPIO
1.7: CAT art 26.2; GAL art 38.1 y 38.2; AND art 10; VAL art 27; ARA art 41; CAN art
43; NAV art 40.3; BAL art 50.1 y 50.3; MAD art 33.
4: ARA arts 30 y 31.

DERECHOS POLÍTICOS
0.6: PV art 7.2; CAT art 6.2; GAL arts 3.2 y 7.1; AND art 8.2 y 8.3; AST arts 7.2 y 8;
CANT arts 4.2 y 6; LR art 6.2 y 6.3; MUR art 7.2; VAL art 4.2; ARA arts 4 y 8; CM arts
3.2 y 7; CAN arts 4.2 y 7; NAV art 5.2; EXT art 3.2 y 3.3; BAL art 8.1; CL art 6.2; CEU
art 4.2; MEL art 4.2.
2.2: AND art 28.4; ARA art 18.8; EXT art 21.3; MAD art 10.8; CEU art 8.1; MEL art
8.1.   

DESARROLLO ECONÓMICO
1.1: PV art 10.25; AST art 10.1.15; LR art 8.1.4; MUR art 10.1.11; ARA art 35.1.24ª;
CM art 31.1.12ª; EXT art 7.1.10; BAL art 10.18; MAD art 26.1.17; CL art 31.1 21ª.
1.2: NAV art 56.1.a.
1.3: CAN art 32.17.
1.4: CEU art 22.1.3ª; MEL art 22.1.3ª.
2.2.: ARA art 16.j; MAD art 16.3.n.
3: BAL art 39.23.
5.1: EXT art 60.i.
5.4: CAT art 52; GAL art 55.4; AND art 66; AST art 49.2; LR art 54.4: VAL art 58.1;
ARA arts 57.1 y 57.4; CM art 53.4; CL art 40.1.
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DEUDA PÚBLICA
2.2: VAL art 11.a; MAD art 16.3.c.
2.3: NAV art 26.a.
5.1: PV art 45.1; CAT art 51.1; GAL arts 47.1 y 51.c; AND art 65.1; AST art 48.1;
CANT art 50.1; LR arts 48.1.d y 57.3; MUR art 47.1; VAL art 56.1; ARA art 51.1; CM
arts 47.1 y 49.c; CAN arts 56.1 y 59.d; NAV art 45.5; EXT art 58.d; BAL arts 66.3 y
71.d; MAD arts 53.9, 55.1 y 55.2; CL art 48.1. 

DIPUTADOS
0.1:CAT Pre.
2.2: CAT arts 31.3, 32.3, 32.4, 32.6, 34.1 y 34.2;  GAL arts 10.1.f, 11.1, 11.7, 12.4
y 13.1; AND arts 26, 27.2, 27.4, 27.5, 28.1, 28.2, 28.3, 30.11, 30.12 y 33.1; AST
art 26.4; CANT arts 29.8, 10.1, 10.3, 11, 12.3, 12.6 y 15.1; LR arts 17.1, 17.4, 17.8,
19.1.l y 20; MUR arts 23.3º, 24.1, 24.2, 25, 26.2 y 29; VAL arts 11.f, 12.1, 13, 14.3,
14.4, 14.6, 14.9 y 16.b; ARA arts 17.2, 18.1, 18.5, 18.8 y 19; CM arts  9.2.h, 10.1,
10.2 y 10.4, 11.3, 11.4, 12.1, 21.2;  CAN arts  9.1, 9.3, 10.4, 10.5, 12.6; EXT arts
19.2.g  y 19.2; BAL arts 20, 21, 23, 24.4, 26.1, 28.2; MAD arts 10.2, 10.3, 11.1,
11.3, 11.4, 11.5, 12.1, 12.2.b, 13.2, 14.3, 15.2, 16.3.h; CL arts 11, 12.2, 12.3,
12.4, 13,3, 13.5, 15.6, 16.1. 
2.3: AND art 39.1; CANT art 22.2 y 22.3; LR arts 24.2, 24.6 y 24.7; MUR art 33.3 y
33.4; VAL art 16.2; ARA art 21.1; CM arts 20.1 y 20.2; NAV art 30.2, 31, 33; BAL arts
31.4, 31.6 y 32.5; MAD arts 19.1 y 20.1; CL arts 18.2 y 22.3.
2.5: BAL arts 29 y 41.2.
3: BAL arts 37.1, 37.4 y 38.
4: BAL art 57.
5.3: BAL art 46.2.
7: CAT art 56.1; ARA 61.1; BAL art 76.1 y 76.4.
8.2: PV DT 1ª; CAT DDTT 4ª.2, 4ª.3, 4ª.4, 4ª.5 y 5ª.4; GAL DT 1ª.5; AND DDTT 4ª.1,
4ª.3, 5ª.2; CANT DDTT 1ª,  4ª.1 y 4ª.2; LR DDTT 2ª.1, 2ª.4 y 5ª.2; MUR DT 1ª.1.b,
1ª.1.c, 1ª.1.e, 1ª.3 y 2ª.4; VAL DT 7ª.2.b y 7ª.2.c; ARA DDTT 1ª y 3ª.c; CM DT 1ª.3 y
3ª; CAN DT 1ª.1; NAV DT 1ª.1.d y 2.a; CL DT 1ª.1.d;
8.5: CL DT 2ª.2 y 2ª.3.

DIPUTADO DEL COMÚN: Vid. DEFENSOR DEL PUEBLO

DOMINIO PÚBLICO
1.1: PV art 10.7; AND art 13.6; ARA art 35.1.6ª.
1.3: CAN art 32.11; MAD art 27.13.
1.7: AST art 15.3; CM art 39.3.
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2.4: CANT art 35.3; LR art 31.5; CL art 39.3.
3: PV art 39.
5.1: AST arts 42 y 43.3; CANT art 45; LR art 43; MUR arts 40 y 41.3; ARA art 47.4;
EXT arts 54 y 55.2; BAL art 62; MAD art 51; CEU art 34; MEL art 34. 

E

EMIGRACIÓN
0.6: AND art 12.3.4; CM art 4.4.e.
2.2: PV art 17.1; CAT art 13.4.
5.1: AND art  58.1.g

EMPLEO
0.6: PV art 9.1.c; AND art 12.3.1 y 12.3.11; AST art 9.2.c; MUR art 9.2.c; CM art
4.4.b y 4.4.i; CAN art 5.2.c; EXT art 6.2.d y 6.2.k; CEU art 5.2.c; MEL art 5.2.c.
1.4: CAT art 11.2; GAL art 29.1; AST art 12.10; CANT art 26.11; LR art 11.3; MUR art
12.1.10; VAL art 33.1; ARA art 39.1.2ª; CM art 33.11; NAV art 58.1.b; EXT arts 9.1 y
11; BAL art 12.15; MAD art 28.1.12; CL art 36.10.
5.1: CEU DA 3ª.1; MEL DA 3ª.1.
5.4: AND art 66; VAL art 58; CM art 41.1; CL art 40.1.

EMPRESAS PÚBLICAS
1.2: NAV art 56.3.
5.1: EXT arts 60.i y 60.j.
5.4: AST art 19.1; CAT arts 53 y 54; GAL art 55.1 y 55.2; AND arts 67 y 68; AST art
49.2; CANT art 57.1, 57.2, 57.3; LR art 54.1 y 54.2; MUR art 17.1 y 48.2; VAL art
58.3; ARA art 57.2 y 57.3; CM art 53.1 y 53.2; CAN art 63.2; EXT art 17; MAD art
63.1; CL art 53.1 y 53.2; CEU art 24.1; MEL art 24.1. 
8.5: AST DT 7ª.

ENCLAVES TERRITORIALES
0.2: LR DA 2ª

ENERGÍA
1.1: PV art 10.11; CAT 9.6; GAL art 27.13; AST art 10.1.31 y 10.1.32; CANT art
24.30 y 24.31; LR art 8.1.11 y 8.1.18; MUR art 10.1.27 y 10.1.28; VAL art 31.16;
ARA art 35.1.18ª y 35.1.34ª; CM art 31.1.26ª y 31.1.27ª; CAN art 30.26; NAV art
44.6; EXT art 7.1.27 y 7.1.28; BAL art 10.30 y 10.31; MAD art 26.1.11; CL art 31.1
28ª y 31.1.29ª.
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1.2: CAT art 12.1.2; GAL 30.1.2; AND art 18.1.5; VAL art 34.1.2; CAN art 31.2; NAV
art 56.1.b; MAD art 26.3.1.3.
1.4: CEU art 22.1.6ª; MEL art 22.1.6ª.

ENSEÑANZA
0.5: CAT art 3.4; AST art 4.1: VAL art 7.5 y 7.6; ARA art 7; NAV art 9.2.
1.1: PV art 10.18; GAL art 27.20; AST art 10.1.20; CAN art 30.10; NAV art 44.11;
BAL art 14; CL art 31.1 13ª.
1.2:  PV art 16; CAT art 15; GAL art 31; AND art 19; AST art 18.1 y 18.2; VAL art 35;
NAV art 47.
1.3: AST art 18.1 y 18.2; CANT art 28.1; LR art 10.1; MUR art 16.1; ARA art 36; CM
art 37.1; CAN art 32.1; EXT art 12.1 y 12.3; BAL art 15.1; MAD art 29.1; CL art 35.1.
3: BAL art 39.19.
6: CEU art 23; MEL art 23.
8.3: PV DA 3ª.1 y 3ª.2;  CAT art DT 7ª; GAL DT 7ª.

ENTES LOCALES
2.2: LR art 19.1.h; BAL art 28.6.
5.1: GAL art 45; CANT art 48; CM art 45; BAL art 72.d.
5.2: CAT art 48; GAL art 49; AND art 62; CANT art 52; LR art 53: VAL art 49.2; ARA
art 53; NAV art 48; CL art 52.

ENTIDAD REGIONAL HISTÓRICA
0.1: MUR art 1.1; EXT art 1.1.

ESCUDO
0.3: GAL art 6.2; AND art 6.2; AST art 3.2; CANT art 3; LR art 3.2; MUR art 4.2; ARA
art 3; CM art 5.3 y 5.4; CAN art 6; NAV art 7; EXT art 4; MAD art 4.2; CL art 5.1 y 5.3;
CEU art 3.2; MEL art 3.1 y 3.2.

ESPACIOS NATURALES
1.1: CAT art 9.10; AND art 13.7; VAL art 31.10; ARA art  35.1.15ª; CAN art 30.16.
1.3: AST  art 11.1; LR art 9.1; MUR art 11.2; CM art 32.2; EXT art 8.2; BAL art 11.7;
MAD art 27.9; CL art 34.1.9ª.

ESPAÑA:        
0.1: CAT Pre; AND art 1.2; CANT Pre; LR art 1.3; MUR art 1.1; CM art 1.2; NAV Pre;
MAD art 1.3; CL Exp Mot; CEU art 1; MEL art 1.
0.3: CM art 5.2.
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0.6: CAT art 6.2;  GAL art 3.2; AND art 8.2; AST art 7.2; CANT art 4.2; LR art 6.2;
MUR arts 6.2 y 9.f; VAL art 4.2; ARA art 4; CM art 3.2; CAN art 4.2; EXT art 3.2; MAD
art 7.3; CL arts 6.2 y 7.1; CEU art 4.2; MEL art 4.2.
1.6: EXT art 15.2.
4: CAT arts 20.2 y 24.1; GAL arts 22.2 y 26.1; AND art 49.2; AST art 37.2; CANT art
43.2; MUR art 35.2; VAL arts 40.2 y 41; ARA art 31.2; CM art 24.1; BAL art 52.2; MAD
art 46; CL art 28.2.
5.1: CAT art 45.1.c; AND art 58.1.d; CANT 49.1.d; CEU art 36.10ª y, DA 2ª; MEL art
36.10ª y DA, 2ª.
5.4: BAL art 14.1.

ESPECTÁCULOS
1.1: PV art 10.38; CAT art 9.31; AND art 13.32; AST art 10.1.28; CANT 24.27;  LR
art 8.1.29; MUR art 10.1.24; VAL art 31.30; ARA art 35.1.39ª; CM art 31.1.23ª; CAN
art 30.20; NAV art 44.15; EXT art 7.1.24; BAL art 10.27; MAD art 26.1.30; CL art 32.1
25ª.
1.4: CEU art 22.1.5ª; MEL art 22.1.5ª.
3: BAL art 39.28.

ESTADÍSTICAS
1.1: PV art 10.37; CAT art 9.33; GAL art 27.6; AND art 13.34; AST art 10.1.29; CANT
24.28; LR art 8.1.33; MUR art 10.1.25; VAL art 31.32; ARA art 35.1.35ª; CM art
31.1.24ª; CAN art 30.23; NAV art 44.21; EXT art 7.1.25; BAL art 10.28; MAD art
26.1.31; CL art 32.1 26ª.
1.3: CEU art 21.1.23ª; MEL art 21.1.23ª.
3: BAL art 39.14.
5.1: BAL art 72.c.

ESTADO ESPAÑOL
0.1: PV art 1; LR art 1.
0.5: CAT art 3.2.
0.6: GAL art 7.2; EXT art 6.2.j; BAL art 8.2.
3: BAL art 14.1.
7: PV art 46.1.a.

EUSKERA: Vid. LENGUA
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EXPROPIACIÓN
1.3: PV art 11.1.b; CAT art 10.1.1 y 10.1.2; GAL art 28.2; AND art 15.1.2; VAL art
32.1.2; NAV 57.b.
1.4: BAL art 12.2.
1.7: MUR art 15.3.b
2.1: AST art 15.2.b; CM art 39.2.b; MAD art 36.1.b.
2.4: CANT art 35.1.b; CL art 39.2.b.

F

FARMACIA: Vid. PRODUCTOS FARMACÉUTICOS

FEDERACIONES Vid. PARTIDOS POLITICOS

FERIAS Y MERCADOS INTERIORES
1.1: PV art 10.27; GAL art 27.16; AND art 13.15; AST art 10.1.14; CANT art 24.13;
LR art 8.1.7; MUR art 10.1.10; ARA art 35.1.19ª; CM art 31.1.11ª; CAN art 30.12; NAV
art 44.22; EXT art 7.1.9; BAL art 10.17; MAD art 26.1.13; CL art 32.1.10ª.

FERROCARRILES
1.1:  PV art 10.32; CAT art 9.15; GAL art 27.8; AND art 13.10; AST art 10.1.5; CANT
art  24.6; LR art 8.1.15;  MUR art 10.1.4; VAL art 31.15; ARA art 35.1.9ª; CM art
31.1.4ª; CAN 30.18;  EXT art 7.1.4; BAL art 10.5; MAD art 26.1.6; CL art 32.1.4ª.

FONDO CULTURAL GALLEGO
1.1: GAL art 32.

FONDO DE COMPENSACIÓN INTERTERRITORIAL
5.1: PV art 42; CAT art 44; GAL art 44.7; AST art 44.5; CANT art 47.7; LR art 45.j;
MUR art 42.i; VAL art 51.h; ARA art 47.7; CM art 44.5; CAN arts 49.f  y 55.3; EXT arts
57.j y  58.g; BAL art 60.i; MAD art 53.6; CL art 44.5; CEU art 36.4; MEL art 36.4.
5.2: CAN art 50.d.
5.4: CM art 41.1.

FONDO DE COMPENSACIÓN REGIONAL
5.4: CL art 40.2.

FONDO DE SOLIDARIDAD INTERINSULAR
5.1: CAN art 57.2.
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FUNDACIONES
1.1: PV art 10.13; CAT art 9.24; GAL art 27.26; AND art 13.25; AST art 10.1.30;
CANT art 24.29; LR art 8.1.34; MUR art 10.1.26; VAL art 31.23; ARA art 35.1.27ª; CM
art 31.1.25ª; CAN art 30.7; NAV art 44.20; EXT art 7.1.26; BAL art 10.29; MAD art
26.1.26; CL art 32.1.27ª.
1.3: PV art 18.4; GAL art 33.4.

G

GANADERÍA
0.6: AND art 12.3; CM 1.4.c.
1.1: PV art 10.9; AST art 10.1.10; CANT art 24.9; LR art 8.1.19; MUR art 10.1.6; ARA
art 35.1.12ª; CM art 31.1.6ª; EXT art 7.1.6; BAL art 10.10; CL art 32.1.7ª.
1.2: CAT art 12.1.4; GAL art 30.3; AND art 18.1.4; VAL art 34.1.4; CAN art 31.1; MAD
art 26.3.1.4.
1.3: CEU art 21.1.5ª; MEL art 21.1.5ª.
3: BAL art 39.3.
5.4: MUR art 49.a; CM art 41.3; EXT art 61.1.

GRUPO PARLAMENTARIO
2.2: CAT art 34.1; ARA art 16.b.
3: BAL art 37.2 y art 37.3.

H

HIDROCARBUROS
1.1: AST art 10.1.31; CANT art 24.1.30; LR art 8.1.11; MUR art 10.1.27; ARA art
35.1.34ª; CM art 31.1.26ª; EXT art 7.1.27; BAL art 10.30; CL art 32.1.28ª.
1.2: CAT art 12.2; GAL art 30.1.2; AND art 18.5; VAL art 34.2; CAN art 31.2; NAV art
56.1.b; MAD art 26.3.1.3.
5.1: CAT DA 6ª.1.k y 6ª.1.ñ; GAL DA 1ª.1.k y 1ª.1.ñ; AND art 57.1.k y 57.1.ñ; AST DA
1.k y 1.ñ; CANT DA 1ª.1.k y 1ª.1.ñ; LR DA 1ª.1.k y 1ª.1.ñ; MUR DA 1ª.1.k y 1ª.1.ñ; VAL
art 52.1.k y 52.1.ñ; ARA DA 2ª.1.k y 2ª.1.ñ; CM DA 1ª.1.k y 1ª.1.ñ; CAN DA 2ª.1.k y
2ª.1.ñ; EXT DA 1ª.1.k y 1ª.1.ñ; BAL DA 3ª.1.k y 3ª.1.ñ; MAD DA 1ª.1.k y 1ª.1.ñ; CL DA
1ª.1.k y 1ª.1.ñ.

HIGIENE
1.1: PV art 10.15; CAT art 9.11; AND art 13.21; VAL art 31.11; ARA art 35.1.40ª; BAL
art 10.14.
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1.3: AND art 15.7; AST art 11.2; CANT art 25.3; LR art 9.5; MUR art 11.1; CM art
32.3; CAN art 32.10; EXT art 8.4; MAD art 27.4; CL art 34.1.1ª; CEU art 21.1.19ª;
MEL art 21.1.19ª.
3: BAL art 39.18.

HIMNO
0.3: AND art 6.2; AST art 3.2; CANT art 3; LR art 3.2; MUR art 4.3; CM art 5.3; EXT
art 4.2; MAD art 4.3; CL art 5.6; CEU art 3.3; MEL art 3.3.

HISPANOAMÉRICA
0.6: EXT art 6.2.h

I

IDENTIDAD
0.1: CAT Pre; GAL art 1.2; AND art 1.1; CANT Pre; LR art 1.1; VAL art 1.1; ARA art 1;
CAN art 1; EXT art 1.1 y 1.2; BAL art 1.1; CL Exp Mot y art 1.1.
0.5: CL art 4.1.
0.6: AND arts 8.3 y 12.3.2; CAN art 5.2.b; EXT arts 3.3 y 6.2.g.
1.2: PV art 17.1; CAT art 13.4.

INICIATIVA LEGISLATIVA
0.1: NAV Pre.
0.5: CM art 36.1; CL art 37.1.
2.2: PV art 27.4; CAT art 32.6; GAL art 13.1; AND art 33; AST art 24.3; CANT arts 9.2
y 15.1; LR arts 19.1.i y 20; VAL art 14.5; ARA arts15.3 y 16.c; CM art 12.1; CAN art
12.5: NAV art 19; EXT art 23.1; MAD art 15.2; CL arts 16.1 y 16.2; CEU art 12.1.b;
MEL art 12.1.b.
8.5: CEU art 41.1; MEL art 41.1.

INMIGRACIÓN
1.2: PV art 17.1; CAT art 13.4.

INTERPELACIONES
2.2: PV art 27.4; AST art 26.3; MUR art 25.3.
2.3: NAV art 32.2.

INTERVENCIÓN DE EMPRESAS
1.3: PV art 11.2.b; CAT art 10.3; GAL art 28.4; AND art 15.4; VAL art 32.3; NAV art
57.d.
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INVESTIGACIÓN
0.6: AND art 12.3.2º; EXT art 6.2.g.
1.1: PV art 10.16; CAT art 9.7; GAL art 27.19; AND art 13.29; AST art 10.1.19; CANT
art 24.19; LR art 8.1.24; MUR art 10.1.15; VAL art 31.7; ARA art 35.1.29ª; CM art
31.1.17ª; CAN art 30.8;  NAV art 44.7; EXT art 7.1.16; BAL art 10.40; MAD art
26.1.20; CL art 32.1.17ª.
1.2: AND art 19.2; 
1.3: CANT art 28.3; ARA art 36; CM art 37.3; EXT art 12.3; CL art 35.3.; AST art 18.1
y 18.3.
1.7: MUR art 15.3.b.; EXT art 47.b; MAD art 36.1.f.
2.2: AST art 29.2; CANT art 12.5; MUR art 28.2; VAL art 11.e; ARA art 14.4; CM art
11.6; BAL art 24.3.
2.4: CANT art 35.1.c; LR art 31.1.b. CAN art 41

INVIOLABILIDAD
2.2: AND art 26.3; AST art 26.2; CANT art 11.1; LR art 17.7; MUR art 25.2; VAL art
12.3; CM art 10.3; NAV art 13.2; EXT art 24.1; BAL art 23.1; MAD art 11.5; CL art
12.3.

INVESTIDURA
2.3: CANT art 17.3; LR art 23.2; MUR art 31.1; CAN art 17.2; EXT art 31.3; BAL art
30.5; MAD art 18.4 y 18.5; CL art 17.3.
8.2: LR DT 7ª 2 y DT 7ª 3.

J

JUECES
1.2: CAT art 13.5.
2.4: AND art 42.1; CANT art 35.1.g.
4: PV art 35.1 y 35.2; CAT arts 21.2, 22 y 23.1; GAL arts 23.2, 24.1 y 25; AND art
53.3; AST arts 38.2 y 39; LR art 37; MUR arts 35.2, 36.2 y 37; VAL arts 22.2 y 23.1;
ARA art 31.1; CM art 25.1; CAN art 29.3; NAV arts 62.2 y 63.1; BAL arts 53.2, 54.1
y 54.2; MAD arts 47.2 y 48; CL art 29.2.

JUEGOS
1.1: PV art 10.35; CAT art 9.32; GAL art 27.27; AND art 13.33; AST art 10.1.26;
CANT art 24.25; LR art 8.10; MUR art 10.22; VAL art 31.31; ARA art 35.1.36ª; CM art
31.1.21ª; CAN art 30.28; NAV art 44.16; EXT art 7.1.22; BAL art 10.25; MAD art
26.1.29; CL art 32.1.23ª; CEU art 21.1.21; MEL art 21.1.21.
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JUNTA DE PORTAVOCES
2.2: CAT art 32.3; GAL art 12.4; AND art 27.5; CANT arts 12.6 y 13; EXT art 26; BAL
art 24.7; MAD arts 12.2.d y 13.2.

JUNTA ELECTORAL
3: BAL art 37.4.

JUNTA ELECTORAL CENTRAL
8.2: CM DT 1ª 4.

JUNTA ELECTORAL PROVINCIAL
8.2: CANT DT 1ª.

JURADO
4: PV art 34.3; AND art 51; CM art 28.

JURISDICCIÓN CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA
1.7: PV art 38.3; AST art 54; CANT art 40; VAL art 29.1 y 29.2; EXT art 46.2; BAL art
45.2; MAD art 43; CEU art 32.1; MEL art 32.1.
2.4: AND art 43.1.
4: NAV art 61.1.c.

JURISDICCIÓN MILITAR
4: PV art 13.1; AND art 52; CAN art 28; NAV art 60.

JUSTICIA DE ARAGÓN (EL): Vid. DEFENSOR DEL PUEBLO

JUVENTUD
1.1: PV art 10.39; CAT art 9.26; AND art 13.30; CANT art 24.22; MUR art 10.1.19;
VAL art 31.25; ARA art 35.1.26ª; CM art 31.1.20ª;  NAV art 44.18; EXT art 7.1.19; BAL
art 10.13; MAD art 26.1.24; CL art 32.1.19ª.

L

LABORAL (LEGISLACIÓN)
1.4: PV art 12.2; CAT art 11.2; GAL art 29.1; AND art 17.2; AST art 12.10; CANT art
26.11; LR art 11.3; MUR art 12.10; VAL art 33.1; ARA art 39.1.2ª; CM art 33.11; CAN
art 33.2; NAV art 58.1.b; EXT art 9.11; BAL art 12.5; MAD art 28.1.12; CL art 36.10.
3: BAL art 39.27.
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LAGUNAS
1.1: AND art 13.7.

LEHENDAKARI: Vid. PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD

LENGUA
0.5: PV art 6; CAT art 3.1 y 3.2; GAL art 5.1 y 5.4; AST arts 4 y 10.1.21;  VAL art 7;
ARA art 7; NAV art 9; BAL art 3.1 y 3.3 y, DA 2ª; CL art 4.
0.6: CAT art 27.4.
1.1: GAL art 27.20; LR art 8.1.24; BAL art 14.
3: BAL arts 54.2 y 56.2.
4: PV art 35.1 y 35.2.
8.4: BAL DT 2ª.2

LEY ELECTORAL
2.2: PV art 26.5; CAT art 31.1; LR art 17.1; VAL arts 12.1 y 13; ARA art 18.7.
8.2: LR DT 5ª y 6ª; CM DT 1ª.

LEY HIPOTECARIA
8.3: CAT DT 6ª.4; GAL DT 4ª3; AND DT 2ª.6; AST  DT 4ª.5; CANT DT 7ª.4; MUR DT
5ª.5; VAL DT 4ª.4; ARA DT 7ª.1; CM DT 5ª.4; EXT DA 3ª.5; MAD DT 2ª.6; CEU DT 2ª.5;
MEL DT 2ª.5.

LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL
4: PV arts 34.1, 35.2, 35.3; CAT arts 18.3º y 22 y, DA 3ª; GAL art 24.1; AND arts
49.1.c; 52.2 y 53.3; AST arts 36, 37.1.c, 38.2, 39 y 41.1; CANT arts 42, 43.1.b y 44;
LR arts 34.2, 35.1, 37 y 39.2; MUR arts 35.1.c, 35.2 y 39.2; VAL art 21, 23.1 y 39.3;
CM arts 23, 24.1.c, 25.1 y 27.b; CAN arts 24.2, 26.1.a, 26.1.c, 28.1, 28.2 y 29.3;
EXT arts 43.b y 44.1.a; BAL arts 51, 52.1.b, 53.2; MAD arts 46.b, 46.c, 47.1, 47.2,
48 y 49; CL arts 27.2, 28.1.c y 30.2.
8.2: VAL DT 9ª.2.

LEYES MARCO
1.5: PV art 20.2; CAT art 28.2; VAL art 43.1; MAD art 30.2.
8.2: CAN DT 2ª.

LITORAL
1.1: PV art 10.31; CAT art 9.9; GAL art 27.3; AND art 13.8; AST art 10.1.3; CANT art
24.3; MUR art 10.1.2; VAL art 31.9; CAN art 30.15; BAL art 10.3.
1.4: PV art 12.10; CAT art 11.10; GAL art 29.4; AND arts 17.6 y 11.11; VAL art 33.9.
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M

MAGISTRADOS, JUECES Y SECRETARIOS
4: PV art 35.1 y 35.2; CAT art 21.2; GAL art 23.2; AST art 38.2; MUR art 36.2; VAL
art 22.2; ARA art 31.1; NAV art 62.2; MAD art 47.2.

MARISMAS
1.1: AND art 13.7.

MARISQUEO
1.1: PV art 10.10; CAT art 9.17; GAL art 27.15; AND art 13.18; AST art 10.1.13; CANT
art 24.13; MUR art 10.1.9;VAL art 31.17; CAN art 30.5.
1.3: CEU art 21.1.9ª; MEL art 21.1.9ª.
3: BAL art 39.4.

MEDIO AMBIENTE
0.6: AND art 12.5; CM art 4.4.f; CAN art 5.2.e; EXT art 6.2.k; CEU art 5.2.e; MEL art
5.2.e.
1.1: GAL art 27.30.
1.3: PV art 11.1.a; CAT art 10.1.6; AND art 15.1.7; AST art 11.5; CANT art 25.7; LR
art 9.1; MUR art 11.3; VAL art 32.1.6; ARA art 37.3; CM art 32.7; CAN art 32.12; NAV
art 57.c; EXT art 8.8; BAL art 11.7; MAD art 27.7; CL art 34.1.5ª.
1.4: CEU art 22.1.1ª; MEL art 22.1.1ª.
3: BAL art 39.8.

MEDIOS DE COMUNICACIÓN SOCIAL
1.3: PV art 19.1 y 19.3; CAT art 16.2; GAL art 34.2; AND art 16.2;  AST art 17.2.;
CANT art 25.9; LR art 9.6; MUR art 11.5; VAL art 37.2 y 37.3; ARA art 37.1; CM art
32.9; CAN art 32.2 y 32.3; EXT art 8.10; BAL art 11.11; MAD art 27.11; CL art
34.1.7ª.
1.4: CEU art 22.1.7ª; MEL art 22.1.7ª.
2.2: AND art 30.7; CANT art 9.12; ARA art 16.ll; EXT art 19.1.h; MAD art 16.3.e.

MENORES
0.6: EXT art 6.2.m.
1.1: PV art 10.14; CAT art 9.28; AND art 13.23; AST art 10.1.25; CANT art 24.23; LR
art 8.1.32; MUR art 10.1.18; VAL art 31.27; ARA art 35.1.28ª; CM arts 31.1.20ª y
31.1.31ª; CAN art 30.14; NAV art 44.23; EXT art 7.1.32; BAL art 10.35; MAD art
26.1.24; CL art 32.1.20ª.
3: BAL art 39.29.
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MERCANCÍAS Y VALORES: Vid. CENTROS DE CONTRATACIÓN DE MERCANCÍAS
Y VALORES

MERINDADES HISTÓRICAS
0.2: NAV art 4.

MINISTERIO FISCAL
0.2: CAT art 13.5.
0.4: PV art 13.2; CAT art 23.2; GAL art 24.2; AND art 53.4; MUR art 38; VAL art 23.2;
ARA art 32.2; CM art 25.2; BAL art 54.3; MAD art 47.3.

MINORÍAS
0.6: AND art 11.
8.3: CL DT 3ª.1.

MIÑONES Y MIQUELETES
1.2: PV art 17.5.b.

MOCIÓN DE CENSURA
2.2: AST art 25.3; LR art 17.6; MUR art 27.4; ARA art 17.1 y 17.2; CM arts 21 y 22.
2.3: AND arts 38, 39.2 y 39.4; AST art 35.2, 35.4, 35.5; CANT arts 19.1.c, 22.3,
22.5, 22.6 y 23.3; LR art 24.7; MUR art 33.4 y 33.5; VAL art 16.2; ARA art 23.2; CAN
21.2; NAV arts 28.1, 30.3 y 35; EXT arts 32.4, 32.5, 32.6 y 34.2; BAL arts 31.4, 31.5
y 32.8; MAD arts 20 y 21.2; CL arts 17.4, 22.3, 23.2.a; CEU arts 18.2 y 19.2; MEL
arts 18.2 y 19.2.

MODALIDADES LINGÜÍSTICAS
0.5: ARA art 7; CL art 4.2.
1.1: AST art 10.1.21; ARA art 35.1.30.

MONTES
1.1: PV art 10.8; CAT art 9.10; GAL art 27.10 y 27.10.11; AND art 13.7; VAL art
31.10; ARA art 35.1.15ª; BAL art 10.9.
1.3: AST art 11.1; CANT art 25.1; LR art 9.11; MUR art 11.2; CM art 32.2; CAN art
32.7; EXT art 8.2; MAD art 27.3; CL art 34.1.9ª.
CEU art 21.1.6ª; MEL art 21.1.6ª.

3: BAL art 39.2.
8.3: NAV DT 4ª.7.
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MUJER
0.6: AND art 12.2; CM art 4.3; EXT art 6.2.c, 6.2.d y 6.2.l.
1.1: PV art 10.39; CAT art 9.27; CANT art 24.22; MUR art 10.1.20; VAL art 31.16;
NAV art 44.18; EXT art 17.1.19; MAD art 26.1.25; CL art 32.1.19ª.
3: BAL art 39.7.

MUNICIPIO
0.1: CL Exp Mot.
0.2: PV art 8.a y 8.b; AND art 2; CANT art 2.1; LR art 2; MUR art 3.1 y 3.3; VAL art 3;
ARA arts 2, 10a y 10.b; CM art 2.1; NAV art 4; EXT art 2; CL art 2, DT 7ª.3 y DT 8ª.
0.3: CM art 5.4; CL art 5.5.
0.4: VAL art 6; MAD art 5.
0.6: PV art 7.1; CAT art 6.1; GAL art 3.1; AND art 8.1; CANT art 4.1; LR art 6.1; MUR
arts 6.1 y 9.2.f; VAL art 4.1; ARA art 4; CM art 3; CAN art 4.1; NAV art 5.1; EXT arts
3.1 y 6.2.f; BAL art 6; MAD art 7.2; CL art 6.1; CEU art 4.1 y 4.2; MEL art 4.1 y 4.2.
1.1: CAT art 9.8; LR art 8.1.3; VAL art 31.8; CAN art 30.3; BAL art 10.2; MAD art
26.1.2.
1.3: EXT art 8.1.
2.1: GAL art 41; AST art 24.6.
2.2: MUR arts 23.5ª, 23.6ª  y 30.1; NAV art 19.1.c.
2.4: BAL art 44; MAD art 38.
3: CAT art 5.1; GAL art 40.1; AND arts 3, 4.1 y 5; AST art 6.1; CANT arts 2.3 y 37;
LR arts 5 y 27.2; VAL arts 45.1 y 46.2; ARA art 5; CM arts 29.1 y 30.1; NAV art 46.2
y 46.3; EXT art 16.4; BAL arts 5.1 y 39.1; MAD art 3.1, 3.2 y 3.3; CL art 25.1, 25.3
y 25.4.
5.1: CM art 46.1.e; CAN art 62.3; CEU art 36.1º y 36.3º; MEL art 36.1º y 36.3º.
7: AST art 56.1; LR art 58.1; MAD art 64.1.
8.2: LR DT 5ª.2; MUR DT 1ª.2.a.

MUSEO: Vid. BIBLIOTECAS

MUTUALIDADES
1.1: PV art 10.23; LR art 8.1.12; ARA art 35.1.23ª; NAV art 44.27; MAD art 26.14.

MUTUALISMO: Vid. MUTUAS

MUTUAS
1.1: CAT art 9.21; AND art 13.20; AST art 10.1.27; CANT art 24.26; MUR art 10.1.23;
VAL art 31.21; CM art 31.1.22ª;  CAN art 30.24; EXT art 7.1.24ª; BAL art 10.26; CL
art 32.1.24ª.
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N

NACIONALIDAD: Vid NACIONALIDADES.

NACIONALIDAD ESPAÑOLA
0.6: PV art 7.2; ARA art 4; BAL art 6.2.
1.7: CAT art 7.2.

NACIONALIDADES
0.1: PV art 1; CAT Pre y art 1; GAL art 1; AND art 1; CANT Pre; LR art 1; VAL art 1;
ARA art 1; CAN art 1; BAL art1.1; MAD art 1.3.

NOTARÍAS
1.4: MUR art 12.2.
4: CAT art 24.1; GAL art 26.1; AND art 53.1; VAL art 41; ARA art 31.2 y 31.3; CAN art
29.1; BAL art 56.1; MAD art 50.1; CL art 30.3.

O

OBRAS PÚBLICAS
3: VAL art 47.2; BAL arts 39.11 y 63; CM art 41.2.

OCIO
1.1: PV art 10.36; CAT  9.29; GAL 27.22; AND art 13.31; AST art 10.1.23; CANT art
24.21; LR art 8.27; MUR art 10.17; VAL art 31.28; ARA art 35.1.38ª; CM art 31.1.19ª;
CAN art 30.20; NAV art 44.14;  EXT art 7.1.18; BAL art 10.22; MAD art 26.1.22; CL
art 32.1.18ª.
1.3: CEU art 21.1.17ª; MEL art 21.1.17ª.
3: BAL art 39.13.

ORDEN DEL DÍA
2.2: PV art 27.3; AND art 27.4; AST art 27.2; CANT arts 12.3 y 13; LR art 18.5; MUR
art 26.2; VAL art 14.3; ARA art 14.9; CM art 11.3; CAN art 12.6; NAV art 17.3; EXT
art 27.3; BAL art 24.4; MAD art 14.3; CL art 13.5.

ORDENACIÓN DEL TERRITORIO
1.1: PV art 10.31; CAT art 9.9; GAL art 27.3; AND art 13.8; AST art 10.1.3; CANT art
24.3; LR art 8.1.16; MUR art 10.1.2; VAL art 31.9; ARA art 35.1.7ª; CM art 31.1.2ª;
CAN art 30.15; NAV art 44.1; EXT art 7.1.2; BAL art 10.3; MAD art 26.1.4; CL art
32.1.2ª.
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1.3: CEU art 21.1.1ª; MEL art 21.1.1ª.
3: BAL art 39.8.
5.4: CM art 41.2.

ORDENACIÓN FARMACÉUTICA
1.1: PV art 10.15; CAT art 9.19; VAL art 31.19; ARA art 35.1.41ª.
1.3: AST art 11.4; CANT art 25.4; LR art 9.12; MUR art 11.1; CM art 32.4; EXT art
8.11; BAL art 11.14; MAD art 27.12; CL art 34.1.8ª.

ORGANISMOS AUTÓNOMOS
1.1: AND art 13.2; CAN art 30.2.

ÓRGANOS ECONÓMICO-ADMINISTRATIVOS
5.1: BAL art 70.
5.3: LR art 51.1.b y 51.2; MUR art 44.1.a, 44.1.b y 44.2.

P

PARROQUIA RURAL
3: GAL art 40.3; AST art 6.2.

PARTIDOS POLÍTICOS
2.2: VAL art 12.2.
8.2: PV DT 1ª; CANT DT 4ª.2; LR DT 5ª.4; VAL DT 3ª; ARA DT 2ª.2; CM DT 1ª.3 y 3ª.1;
CL DT 1ª.1.b.

PASTOS
1.1: PV art 10.8; CAT art 9.10; GAL art 27.10; AND art 13.7; VAL art 31.10; ARA art
35.1.15ª; BAL art 10.9.
1.3: AST art 11.1; CANT art 25.1; LR art 9.11; MUR art 11.2; CM art 32.2; CAN art
32.7; EXT art 8.2; MAD art 27.3; CL art 34.1.9ª.
3: BAL art 39.2.

PATRIMONIO HISTÓRICO, ARTÍSTICO Y CULTURAL
0.5: CL art 4.1.
0.6: AND art 12.3.6º; CM art 4.4.g; CEU art 5.2; MEL art 5.2.f.
1.1: PV art 10.19; CAT art 9.5; GAL art 27.18; AND art 13.27; AST art 10.1.18; CANT
art 24.17; LR art 8.1.26; MUR art 10.1.14; VAL art 31.5; ARA art 35.1.33ª; CM art
31.1.16ª; CAN art 30.9; NAV art 44.9; EXT art 7.1.13; BAL art 10.21; MAD art
26.1.19; CL art 32.1.12ª.
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1.3: CEU art 21.1.14ª; MEL art 21.1.14ª.
3: BAL art 39.6.

PENAL (LEGISLACIÓN)
1.1: PV art 10.14; CAT art 9.28; AND art 13.23; MUR art 10.1.18; CAN art 30.14; EXT
art 7.1.32.

PENITENCIARIA (LEGISLACIÓN)
1.1: PV art 10.14; CAT art 9.28; AND art 13.23; MUR art 10.1.18; CAN art 30.14; EXT
art 7.1.32.

PESAS Y MEDIDAS: Vid. CONTRASTE DE METALES.

PESCA
0.6: AND art 12.3.3º.
1.1: PV art 10.10; CAT art 9.17; GAL art 27.15; AND art 13.18; AST art 10.1.13;
CANT art 24.12; LR art 8.1.21; MUR art 10.1.9; VAL art 31.17; ARA art 35.1.17ª; CM
art 31.1.10ª; CAN art 30.5; EXT art 7.1.8; BAL art 10.19; MAD art 26.1.9; CL art
32.1.9ª.
1.3: MAD art 27.9.
3: BAL art 39.4.
5.4: MUR art 49.a.

POLICÍA
1.1: GAL art 27.25; CANT art 24.24; LR art 8.1.36; MUR art 10.1.21; CM art 31.1.32ª;
EXT art 7.1.21; BAL art 10.16; MAD art 26.1.28.
1.2: PV art 17.1, 17.2, 17.3, 17.4 y 17.5; CAT arts 13 y 14.1; AND art 14; AST art
20; VAL art 36; CAN art 34.2 y 34.3.
1.3: ARA art 38; CL art 33.1 y 33.3; CEU art 21.1.24ª; MEL art 21.1.24ª.
2.4: CANT art 35.4.; CM art 39.4.
4: PV art 36; MUR art 19.4; EXT art 14.5.
8.3: PV DT 4ª.

POLÍTICA CREDITICIA
5.1: PV art 45.2; CAT art 51.2; GAL art 47.2; AND art 65.2; CANT art 50.2; VAL art
56.2; ARA art 51.2; CM art 47.2; BAL art 66.4; MAD art 55.2; CL art 48.2.
5.4: CL art 49.
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POLÍTICA ECONÓMICA
1.1: AST art 10.1.15; CANT art 24.14; LR art 8.1.4; MUR art 10.1.11; ARA art
35.1.24ª; CM art 31.1.12ª; EXT art 7.1.10; MAD art 26.1.17; CL art 32.1.21ª.
2.2: ARA art 16.j; MAD art 16.3.n.
2.3: CAN art 15.3.
5.4: VAL art 57; BAL art 75.1; CL art 40.

POLÍTICA JUVENIL
1.1: PV art 10.39; CANT art 24.22; MUR art 8.1.19; NAV art 44.18.

POLÍTICA MONETARIA
1.1: PV art 10.26; AST art 10.1.31; CANT art 24.30; LR art 8.1.11; MUR art 10.1.27;
ARA art 35.1.34ª; CM art 31.1.26ª; EXT art 7.1.27 y 7.1.33; BAL art 10.30; CL art
32.1.28ª.
1.2: CAT art 12.1; GAL art 30; AND art 18.1.1; VAL art 34.1.1; CAN art 31; NAV art
56.1; MAD art 26.3.1.
1.3: AST art 11.8; CANT art 25.6; LR art 9.3; MUR art 11.7; CM art 32.6; CAN art
32.15; EXT art 8.7; BAL art 11.9; MAD art 27.10; CL art 34.1.14ª.
5.1: ARA art 56.
5.4: CM art 53.5.

POLÍTICA DE PRECIOS: Vid. PRECIOS

POLÍTICA TERRITORIAL
1.1: AND art 13.8.

PÓSITOS
1.1: PV art 10.23; CAT art 9.21; AND art 13.20; LR art 8.1.12; VAL art 31.21; ARA art
35.1.23ª; CAN art 30.24; NAV art 44.27; BAL art 10.26.

POTESTAD EXPROPIATORIA
1.7: EXT art 47.b.
2.4: AND art 42.2; CAN art 41; LR art 31.1.b.

POTESTAD LEGISLATIVA
1.1: AST art 10.2; LR art 8.2; MUR art 10.2; ARA art 35.2; CM art 31.2; BAL art 10.40;
MAD art 26.2.
1.7: CAT art 25.2; GAL art 37.2; AND art 41.2; CANT art 33.2; CAN art 40.2; BAL art
48; MAD art 34.2.
2.1: LR art 16.1.
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2.2: PV art 25.1; CAT arts 30.1 y 33.1; GAL art 10.1.a; AND arts 30.1, 30.2 y 31; AST
arts 23.1 y 31.1; CANT arts 8.1 y 9.1; LR art 19.1.a y 19.3; MUR art 22; VAL art 10;
ARA arts 12, 15.1 y 15.2; CM art 9.2.a; CAN art 13.a;  NAV arts 11 y 21.1 y 21.2; EXT
art 19.2.a; BAL arts 19.1, 26.1 y 27.1; MAD arts 9 y 15.1; CL arts 15.1 y 16.
5.1: EXT art 58.a y 58.b.
8.2: CANT  DT 4ª.3.d; LR DT.2ª.3; MUR DT 2ª.3; CM DT 3ª.3.

POTESTAD REGLAMENTARIA
1.1: AST art 10.2; LR art 8.2; MUR art 10.2; CM art 31.2; BAL art 10.40.
1.3: MAD art 27; CL art 34.2.
1.7: CAT art 25.2; GAL art 37.2 y 37.3; AND art 41.2 y 41.3; CANT art 33.2, 33.3 y
40.2; BAL art 48, 49.2, 49.3 y 49.4; MAD art 34.2 y 34.3.
2.3: AST art 33.1; CANT art 18.1; LR art 24.1; MUR art 32.1; ARA art 24.1; CM art
13.1; CAN art 15.2; BAL art 33; MAD art 22.1; CL art 19.1.
5.1: BAL art 72.a y 72.b. 

POTESTAD TRIBUTARIA
2.2: ARA art 16.l.
5.1: AND art 64.2; LR art 55.2; ARA art 45.3.

POTESTADES Y PRIVILEGIOS
1.7: CAN art 41;MUR art 15.3.; MAD art 36.1; CEU art 28; MEL art 28.
2.4: CANT art 35.1; AST art 15.2; CM art 39.2; CAN art 41; VAL art 30; CL art 39.2.

PRECIOS
1.1: PV art 10.27; AST art 10.1.14; CANT art 24.13; LR art 8.1.6; MUR art 10.1.34;
ARA art 35.1.19ª; CM art 31.1.11ª;  BAL art 10.38; CL art 32.1.10ª.
1.2: CAT art 12.5; GAL art 30.4; AND art 18.1.6; VAL art 34.1.5; CAN art 31.3; NAV
art 56.1.d; MAD art 26.3.1.2.
5.1: ARA art 47.4; EXT art 57.b; MAD art 53.1; CL art 44.1.1.

PREGUNTAS: Vid. INTERPELACIONES

PRENSA
1.3: PV art 19.3; CAT art 16.2 y 16.3;GAL art 34.2 y 34.3; AST art 17.2.; AND art16;
CANT art 25.9; LR art 9.6; MUR art 11.5; VAL art 37.2 y 37.3; ARA art 37.1; CM art
32.9; CAN art 32.2 y 32.3; EXT art 8.10; BAL art 11.11; MAD art 27.11; CL art 34.7.
1.4: CEU art 22.7; MEL art 22.7
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PRESIDENTE DE LA CIUDAD
2.2: CEU arts 9.1 y 12.1.c; MEL arts 9.1 y 12.1.c.
2.3: CEU arts 14.1 y 19.2 ; MEL arts 14.1 y 19.2.
6: CEU art 33; MEL art 33.

PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD
0.1: CL Exp Mot.
0.4: CAN art 3.1.
2.1: CAT art 29.1; AND art 24.1; CM art 8; NAV art 10.c BAL art 18.1; MAD art 8; CL
art 9.1.2º.
2.2: PV art 27.7; CAT arts 32.4 y 33.2; GAL arts 10.1.d  y 13.2; AND arts 30.9 y 31.2;
AST arts 24.1, 25.3, 25.4, 25.5 y 31.2; CANT arts 9.9, 10.3 y 15.2; LR arts 17.5,
17.6, 19.1.c y 21.1; MUR arts 23.1º, 24.3, 27.3, 30.2; VAL art 11.c; CM arts 9.2.f,
10.2, 21.1, 21.5;  CAN art 12.8; NAV art 22; EXT art 21.4 y 21.5; BAL art 27.2; MAD
arts 10.4, 16.1 y 40.1; CL arts 12.1, 15.5 y 16.4.
2.3: PV arts 32.2 y 33.1; CAT arts 36.2 y 38; GAL art 15.2, 15.3, 15.4; AND arts 35.1,
37.1, 37.2, 37.3, 39.1, 39.3, 39.4 y 40.1; AST arts 32.1, 32.2, 32.3, 35.2, 35.3,
35.4, 35.5, 35.bis 1; CANT arts 17.1, 17.3 y 22.5; LR arts 23.2, 24.2 y 24.6; MUR
arts 31.1 y 33.3; VAL arts 15.1, 16, 16.2 y 17.2; ARA art 21.1 y 21.4; CM arts 14.1,
14.2, 14.5, 17.1 y 20.3; CAN arts 17.1, 17.2 y 21.1;  NAV arts 29,1, 29.2, 30.3 y
34.1; EXT arts 30, 31.3, 32, 34.1 y 40.2; BAL arts 30 y 31.3 ; MAD arts 17.1, 18.3,
19, 20.3, 21.1 y 40.2; CL arts 17.1, 17.2, 18.1, 18.3, 19.4, 23.1 y 23.3.
4: CAT art 21.1; AND art 47; AST art 38.1; LR art 35.3; MUR art 36.1; CAN art 25;
BAL art 53.1; MAD art 47.1; CL art 29.1.
8.2: PV DT 1ª; CAT DT 5ª.2, 5ª.3 y 5ª.7, LR DDTT 3ª y 4ª.1; MUR DDTT 1ª.4, 2ª.2, 2ª.4
y 3ª.1; ARA DT 4ª.2; CM DDTT 1ª.2, 1ª.8, 3ª.2 y 3ª.4; NAV DT 2ª.a;  CL DT 1ª.2.

PRESIDENTE DE LA DIPUTACIÓN GENERAL DE ARAGÓN: Vid. PRESIDENTE DE
LA COMUNIDAD

PRESIDENTE DE LA DIPUTACIÓN FORAL: Vid. PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD

PRESIDENTE DE LA GENERALIDAD: Vid. PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD

PRESIDENTE DE LA JUNTA: Vid. PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD

PRESIDENTE DEL GOBIERNO: Vid. PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD

PRESIDENTE DEL PRINCIPADO: Vid. PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD
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PRIVILEGIOS
1.7: MUR art 15.3.; EXT art 47; MAD art 36.1; CEU art 28; MEL art 28.
2.4: AST art 15.2; CANT art 35.1;VAL art 30; CM art 39.2; CAN art 41; CL art 39.2.
5.1: CANT DA 2ª.1; VAL art 48.2; CL art 41.1.

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO
1.1: CAT art 9.3; AND art 13.4; AST art 10.1.33; CANT art 24.32; LR art 8.1.2; MUR
art 10.1.29; VAL art 31.3; ARA art 35.1.5ª; CM art 31.1.28ª; CAN art 30.30; EXT art
7.1.29; BAL art 10.32; MAD art 26.13.
1.3: CAN art 32.14; CEU art 21.20ª; MEL art 21.20ª.
1.7: CM art 39.3; CEU art 30; MEL art 30.
2.4: CANT art 35.3; CL art 39.3.

PROCURADORES: Vid. DIPUTADOS

PRODUCTOS FARMACÉUTICOS
1.3: PV art 18.3; CAT art 17.3; GAL art 33.3.; AND art 20.3; VAL art 38.3.
1.4: AST art 12.8; CANT art 26.8; LR art 11.12; MUR art 12.1.7; ARA art 39.1.12ª;
CM art 33.8; CAN art 33.7; NAV art 58.1.g; EXT art 9.8; BAL art 12.2; MAD art
28.1.10; CL art 36.7.

PROPIEDAD INDUSTRIAL
1.4: PV art 12.4; CAT  art 11.3; GAL art 29.2; AST art 12.9; CANT art 26.9; LR art
11.1.4; MUR art 12.1.8; VAL art 33.2; ARA art 39.1.4ª; CM art 33.9; CAN art 33.8;
NAV art 58.1.c; EXT art 9.9; BAL art 12.13; MAD art 28.1.11; CL art 36.8.

PROPIEDAD INTELECTUAL
1.4: PV art 12.4; CAT 11.3; GAL art 29.2; AST art 12.9; CANT art 26.10; LR art
11.1.5; MUR art 12.1.9; VAL art 33.2; ARA art 39.1.4ª; CM art 33.10; NAV art 58.1.c;
EXT art 9.10; BAL art 12.14; MAD art 28.1.11; CL art 36.9; CEU art 22.1.8ª; MEL art
22.1.8ª.

PROPOSICIONES DE LEY
2.2: PV art 27.4; CAT arts 32.6 y 34.2; GAL arts 10.1.f y 13.1; AND arts 27.3 y 30.11;
CANT art 15.1; MUR art 23.3º; VAL arts 11.f y 14.5; CM art 9.2.h; CAN arts 12.5 y
13.e; EXT arts 19.2.g y 23.2; BAL art 28.2; MAD art 16.3.h.
2.5: CAT art 41; CAN art 44.1.
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PROTECCIÓN CIVIL
2.4: AST art 12.11; BAL art 12.4; CEU art 22.1.4ª; MEL art 22.1.4ª.
3: BAL art 39.20.

PROYECTOS DE LEY
2.2: GAL art 10.1.f; CANT art 9.2; MUR art 23.3; VAL art 11.g; ARA art 14.4; CM art
9.1.h; CAN art 13.e; NAV art 19.1.a; EXT art 19.2.g; MAD art 16.3.h.

PUBLICIDAD
1.1: PV art 10.27; CAT art 9.30; GAL art 27.31, AND art 13.32; AST art 10.1.34;
CANT art 24.33; LR art 8.1.13; MUR art 10.1.30; VAL art 31.29; ARA art 35.1.20ª; CM
art 31.1.29ª;  CAN art 30.25; EXT art 7.1.30; BAL arts 10.33; MAD art 26.1.12; CL
art 31.1.30ª.
1.3: CEU art 22.1.5ª; MEL art 22.1.5ª.
2.2: MAD art 12.2.e.

PUERTOS
1.1: PV art 10.32; CAT art 9.15; GAL art 27.9, AND art 13.11; AST art 10.1.6  y
10.1.9; CANT art 24.7 y 24.8; LR art 8.1.; MUR art 10.1.4 y 10.1.5;  VAL art 31.15;
CAN art 30.19 y 30.22; BAL art 10.5 y 10.6.
1.2: PV art 17.1; CAT art 13.4.
1.3: GAL art 28.8; AND art 15.6; CEU art 21.1.4ª; MEL art 21.1.4ª.
1.4: PV art 12.8; CAT art 11.8; AND art 17.7; AST art 12.12; VAL art 33.7; CAN art
33.13; BAL art 12.19.
3: BAL art 39.9.

Q

QUÓRUM
2.2: CAT art 32.5; MAD art 12.2.e;

R

RADIO
1.3: PV art 19.3; CAT art 16.1 y 16.3; GAL art 34.1 y 34.3; AND arts 16.1º y 16.2º;
AST art 17.3; CANT art 25.9 y art 29; LR art 9.6; MUR art 11.5 y 14; VAL art 37.1 y
37.3; ARA art 37.1; CM art 32.9 y 38; CAN art 32.2 y 32.3; NAV 55 EXT art 8.10; BAL
art 11.11; MAD art 27.11; CL art 34.7ª.
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1.4: CEU art 22.7ª; MEL art 22.7ª.
8.4: CAT DT 8ª; GAL DT 6ª; AND DT 3ª; LR DT 4ª.1; ARA DT 13ª; CL DT 6ª.

REAL ACADEMIA DE LA LENGUA VASCA
0.5: PV art 6.4.

RECLAMACIÓN ADMINISTRATIVA PREVIA
2.4: AND art 43.2.

RECURSO DE CASACIÓN
4: CAT art 20.2; GAL art 22.2; AND art 49.2; AST art 37.2; CANT art 43.2; LR art 36.2;
VAL art 40.2; CM art 24.2; CAN art 26.2; BAL art 52.2; MAD art 46.c; CL art 28.2.

RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD
1.7: AND art 45.2.
2.2: PV art 28.c; CAT art 34.4; MUR art 23.11; ARA art 16.i; EXT art 19.2.f; BAL art
28.4; MAD art 16.3.g.
2.3: CAT art 39; MUR art 32.1; VAL art 20; EXT art 37.2; BAL art 34.

RECURSO ECONÓMICO-ADMINISTRATIVO
5.1: BAL art 70.

RECURSOS GEOTÉRMICOS
1.3: PV art 11.2.c; NAV art 57.f.

RECURSOS HIDRÁULICOS
1.1: CAN art 30.6.

RECURSOS O SERVICIOS ESENCIALES
1.3: CAT art 10.1.3; GAL art 28.4; AND art 15.1.4; VAL art 32.1.3; CAN art 32.8; NAV
art 57.d.

REFERÉNDUM
0.2: PV art 8.b.
7: PV arts 46.1.d, 46.2, 47.1.c, 47.2 y 47.3; CAT arts 56.1 y 56.2; GAL arts 56.1.b,
56.2, 56.3 y 57.c; AND arts 74 y 75.c.
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REFORMA
0.1: NAV Pre.
0.2: AND DA 1ª; MUR DA 2ª; CL DT 7ª.2.
0.6: AND art 12.11; CM art 4.4.i; EXT art 6.2.k.
1.2: AND art 18.1º.4.
1.5: EXT art 10.1; MAD art 30.1.
2.2: AND art 27.2; AST arts 25.2 y 28.1; LR art 19.1.i; MUR art 27.1; ARA art 16.d;
NAV art 16.2; BAL art 24.7; MAD art 12.1; CL arts 13.4 y 15.8.
5.1: AND arts 58.2.d y 59; CANT art 49.1.c; CM art 46.2.c; CAN art 54; BAL art
74.2.c; MAD art 54.1.c; CL art 46.3 y, DA 1ª 2; CEU DA 3ª b; MEL DA 3ª b.
7: PV arts 46 y 47; CAT arts 56 y 57; GAL arts 56 y 57; AND arts 74 y 75; AST arts
56 y 56 bis; CANT art 58; LR art 58; MUR art 55; VAL art 61; ARA art 61; CM art 54;
CAN arts 64 y 65; NAV art 71; EXT arts 62 y 63; BAL art 76; MAD art 64; CL art 55;
CEU art 41; MEL art 41.

REGADÍOS
1.1: PV art 10.11; CAT art 9.16; GAL art 27.12; AND art 13.12; AST art 10.1.12;
CANT art 24.11; LR art 8.1.17; MUR art 10.1.7; VAL art 31.16; ARA art 35.1.16 y
35.1.16; CM art 31.1.8ª; CAN art 30.6; NAV art 44.5; EXT art 7.7; BAL art 10.8; MAD
art 26.1.8; CL art 32.1.6ª.
3: BAL art 39.5.
5.4: CM art 41.2.

RÉGIMEN FORAL
0.1: CANT art 1.3; NAV Pre.
1.2: PV art 17.1; NAV art 24.
3: PV art 37.2; NAV art 45.1.
6: LR art 14.1.
7: NAV art 71.1; EXT art 62.1.

RÉGIMEN MINERO Y ENERGÉTICO
1.1: CAN art 30.26; NAV art 44.6.
1.3: PV art 11.2.c; CAT art 10.1.5; GAL art 28.3; AND art 15.1.5; AST art 11.6; CANT
art 25.8; LR art 9.2; MUR art 11.4; VAL art 32.5; ARA art 37.2; CM art 32.8; NAV art
57.f; EXT art 8.9; BAL art 11.10; MAD art 27.8; CL art 34.1.6.

REGISTRADORES DE LA PROPIEDAD Y MERCANTILES
1.4: MUR art 12.2;
3: CAT art 24.1; GAL art 26.1; AND art 53.2; AST art 13; LR art 38.1; VAL art 41; ARA
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art 31.2; CM art 26.1; CAN art 29.2; EXT art 44.2; BAL art 56.2; MAD art 50.2; CL art
30.3.

REGLAMENTO DEL PARLAMENTO
2.2: CAT art 32.1; AND arts 27.5 y 33.1; LR art 18.2.
2.3: NAV art 35.2.

S

SALVAMENTO MARÍTIMO
1.4: PV art 12.10; CAT art 11.10; GAL art 29.3; AND art 17.11; AST art 12.11; CANT
art 26.12; MUR art 12.11; VAL art 33.9; CAN art 33.9; BAL art 12.16.

SANIDAD
1.1: AND art 13.21; ARA art 35.40ª; BAL art 10.14.
1.3: PV art 18.1, 18.4 y 18.5; CAT art 17.1, 17.4 y 17.5;GAL art 33.1 y 33.4.; AND
art 20.1, 20.4 y 20.5; AST  art 11.2 y 11.8; CANT art 25.3 y 25.6; LR art 9.3 y 9.5;
MUR 11.1 y 11.7; VAL art 38.1, 38.4 y 38.5; CM art 32.3 y 32.6; CAN art 32.10; EXT
art 8.4 y 8.7; BAL art 11.9; MAD arts 27.4 y 27.10; CL arts 34.1.1ª y 34.1.4ª; CEU
art 21.1.19ª; MEL art 21.1.19ª.
3: VAL art 47.2; BAL art 39.18.

SECTOR PESQUERO
1.3: PV art 11.1.c; CAT art 10.1.7; GAL art 28.5; AND art 15.6; AST art 11.7; CANT
art 25.10; MUR art 11.6; VAL art 32.7; CAN art 32.16; BAL art 11.12.

SECTOR PÚBLICO
1.1: PV art 10.24; AST art 10.1.15; CANT art 24.14; LR art 8.5; MUR art 10.1.11; ARA
art 35.1.24; CM art 31.1.12; EXT art 7.1.10; CL art 32.1.21.
1.2: CAT art 12.1.7 y 12.2; GAL art 30.1.6 y 30.2; AND art 18.1.2 y 18.2; VAL art
34.1.7 y 34.2; CAN art 31.4; NAV art 56.1.g y 56.3; MAD art 26.3.1.6 y 26.3.2;
1.3: PV art 11.2.b; CAT art 10.1.3; GAL art 28.4; AND art 15.1.4; VAL art 32.1.3; CAN
art 32.8; NAV art 57.d.
1.4: PV art 12.7; CANT art 26.16; LR art 11.1.1; ARA art 39.1.8; CM art 33.13; CAN
art 33.12; BAL art 12.18; CL art 36.14.
5.1: CL art 50.4.
5.2: MUR art 17.3; CAN art 61.2; NAV art 18.2; BAL art 46.1; CL art 51.1; VAL art
58.2; CAN art 63.1; BAL art 75.2 y 75.3; MAD art 63.2; CL art 53.



588

ÍNDICE ANALÍTICO

SECTORES ECONÓMICOS
1.2: GAL art 30.1.7.a; AND art 18.1.7.a
1.4: AST art 12.7; CANT art 26.7; LR art 11.1.2.a; CAN art 33.6; EXT art 9.7; BAL art
12.11; CL art 36.6.
5.2: MUR art 17.3.
5.4: MUR art 49.a; CM art 41.3; CL art 40.3.

SEGURIDAD SOCIAL
1.1: PV art 10.23; CAT art 9.21; AND art 13.20; AST art 10.1.27; CANT art 24.26; LR
art 8.1.12; MUR art 10.1.23; VAL art 31.21; ARA art 35.1.23ª; CM art 31.1.22ª; CAN
art 30.24; NAV art 44.27; EXT art 7.1.23; BAL art 10.26; MAD art 26.1.14; CL art
32.1.24ª.
1.3: PV art 18.2.b, 18.4 y 18.5; CAT art 17.2, 17.4 y 17.5;GAL art 33.2 y 33.4.; AND
art 20.2.a, 20.4 y 20.5; AST art 11.3; CANT art 25.3; MUR art 11.1; VAL art 38.2,
38.4 y 38.5; CM art 32.3; CAN art 32.18; NAV art. 54; BAL art 11.5; MAD art 27.5;
CL art 34.1.2ª.
1.4: AST art 12.4 y 12.13; CANT art 26.1 y 26.4; LR art 11.1.14 y 11.1.15; MUR art
12.1.3 y 12.1.4; ARA art 39.1.1ª y 39.1.13ª; CM art 33.1 y 33.4; CAN art 33.3; EXT
art 9.4 y 9.13; BAL art 12.7 y 12.8; MAD art 28.1.1 y 28.1.2; CL art 36.3 y 36.12.
3: BAL art 39.26.
5.1: CANT DA 2ª 4.
5.2: CEU DA 3ª 1; MEL DA 3ª 1.
8.3: PV DT 5ª.

SEGUROS
1.2: NAV art 56.1.
1.3: PV art 11.2.a; CAT art 10.1.4; AND art 15.1.3; VAL art 32.4; VAL art 32.4; CAN
art 32.15; NAV art 57.e;
1.4: AST art 12.14; CANT art 26.15; LR art 11.1.6; ARA art 39.1.5; CM art 33.12;
CAN art 33.10; EXT art 9.14; BAL art 12.17; MAD art 28.1.3; CL art 36.11.

SERVICIO METEOROLÓGICO
1.1: PV art 10.32; CAT art 9.15; AST art 10.1.35; CANT art 24.34; LR art 8.35; MUR
art 10.1.31; VAL art 31.15; ARA art 35.1.11ª; CM art 31.1.30ª; CAN art 30.27; NAV
art 44.4; EXT art 7.1.31; BAL art 10.34; MAD art 26.1.32; CL art 32.1.31ª.

SERVICIOS FORESTALES
1.1: PV art 10.8; CAT art 9.10; AND art 13.7; VAL art 31.10; ARA art 35.1.15ª.
1.3: AST art 11.1; CANT art 25.1; LR art 9.11; CM art 32.2; CAN art 32.7; EXT art
8.2; CL art 34.1.9.
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SESIÓN CONSTITUTIVA
2.2: AND art 28.3; MAD art 10.7.
8.2: CAT DT 5ª.2; CANT DT 4ª.5; LR DT 2ª.2; MUR DDTT 1ª.4 y 2ª.2; ARA DT 4ª.2; CM
DDTT 1ª.8 y 3ª.2.

SÍNDIC DE GREUGES: Vid. CÁMARA DE CUENTAS

SINDICATURA DE COMPTES: Vid. CÁMARA DE CUENTAS

SINDICATURA DE CUENTAS: Vid. CÁMARA DE CUENTAS

SÍNDICO DE AGRAVIOS: Vid. DEFENSOR DEL PUEBLO

SISTEMA ELECTORAL
2.2: CAT art 31.1; MUR art 24.1; CAN art 9.2.
8.2: VAL DT 7ª 2.

SOCIEDADES COOPERATIVAS
5.4: CAT art 55.1; GAL art 55.3; AND art 69.1; CANT art 57.4; LR art 54.3; ARA art
57.1; CM art 53.3; EXT art 61.2; BAL art 75.4.

SOLIDARIDAD
0.1: CAT Pre; GAL art 1.2; AND 1.2; CANT Pre; LR art 1.3; CAN art 1; MAD art 1.3; CL
Exp Mot; CEU art 1; MEL art 1.
0.6: AND arts 12.7 y 12.9; MUR 9.2.f; ARA art 6.c; CM art 4.4.a; CAN art 5.2.d; EXT
art 6.2.c y 6.2.f; BAL art 9.
2.2: EXT art 19.2.k.
3: CL art 26.1.
5.1: PV art 41.2.f; CAT art 45.1.c; AND art 58.1; AST art 42; CANT arts 45 y, DA 2ª 1
y DA 2ª 3; LR arts 46 y 47.1; MUR art 40; ARA arts 45.1, 48 y 49; CM art 42.1; CAN
arts 55.2, 57; NAV art 45.3; EXT art 56.1; BAL arts 58.3 y 58.5; BAL art 73 y 74.1;
MAD 54.1; CL arts 41.1, 41.3 y 42.1; MUR 48.1; ARA art 57.5; CM art 41.1; CL arts
40.1 y 40.2.
8.3: PV DT 5ª.

T

TASAS
5.1: CAT arts 44.4 y 50; GAL arts 44.4 y 51.a; AND arts 56.4 y 64.1; AST art 46.1;
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CANT arts 47.4 y 54.a; LR arts 45.c y 48.1.b; LR art 55.1; MUR arts 42.b y 45.1; VAL
art 51.b; ARA art 47.4; CM arts 44.1 y 49.a; CAN art 49.b; BAL arts 60.c, 62.1, 62.2
y 71.b; MAD arts 53.1 y 59.a; CL art 44.1.1.

TECNOLOGÍA EXTRANJERA
1.1: PV art 10.30.
1.2: CAT art 12.1.2; GAL art 30.1.2; AND art 18.5; CAN art 31.2; NAV art 56.1.b.

TELEVISIÓN: Vid. RADIO

TERCERA EDAD
0.6: EXT art 6.2.m.
1.1: PV art 10.39; AND art 13.30; LR art 8.1.31; MUR art 10.1.18; VAL art 31.27; CM
art 31.1.20ª; NAV art 44.18; BAL art 10.13; MAD art 26.1.23.
3: BAL art 39.7.

TERMINALES DE CARGA: Vid. CENTROS DE CONTRATACIÓN

TERRITORIOS HISTÓRICOS
0.2: PV art 2.2; AND DA 1ª.
0.3: PV art 5.2; CM art 5.2.
1.1: PV art 10.1, 10.3, 10.5 y 10.34.
1.7: PV art 39.
3: PV arts 3, 37.1 y 37.5.
5.1: PV arts 41.2.a, 41.2.c y 42.a.
7: PV art 47.1.

TRANSPORTES Y COMUNICACIONES
5.4: CM art 41.2.

TRATADOS Y CONVENIOS INTERNACIONALES
0.6: EXT art 3.3; CL art 7.3.
1.4: BAL art 12.1.
1.6: CAT art 27.3; AND art 23.1 y 23.2; LR art 14.7; ARA art 40.5; CAN art 38.1 y
38.2; NAV art 58.2; EXT art 15.2; BAL art 17.3; MAD art 32.2 y 32.3; CL art 38.5.
2.2: AST art 24.12; MAD art 16.3.l.

TRIBUNAL DE CUENTAS
2.2: CANT art 9.6; LR art 19.1.d; ARA art 16.h; CM art 9.2.j; CEU art 12.1.e; MEL art
12.1.e.
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5.1: VAL art 55.3; BAL art 71.a.
5.3: AND art 70; AST art 55.1; CANT art 41; LR art 32; MUR art 54; CAN art 61.2; NAV
arts 18.3 y 18.4; EXT art 53; BAL art 46.1; MAD art 44; CL art 51.1.

TRIBUNAL DE LAS AGUAS
4: VAL art 39.3.

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA
0.1: CL Exp Mot.
0.4: AND art 7.
1.7: PV art 39.
2.1: AND art 24.2; LR art 15.3.
2.2: PV art 26.6; CAT art 31.2; GAL art 11.3; AND art 26.3; AST art 26.2; CM art 10.3;
NAV art 14.1; EXT art 24.1; CANT art 11.1; LR art 17.7;  MUR art 25.2; VAL art 12.3;
ARA art 18.6; BAL art 23.1; MAD art 11.6; CL art 12.3.
2.3: PV art 32.2; CAT art 38; GAL art 18; AND art 40.1; AST art 35.bis.1; CANT art
20; LR art 24.4.1; MUR art 33.7; ARA art 26; CM art 17.1; CAN art 19.2; EXT art 40.2;
MAD art 25.1; CL art 21.
3: VAL art 47.5.
4: PV arts 34.2 y 35.2; CAT arts 19 y 21 y, DA 3ª; GAL arts 21, 23.1 y 23.2; AND arts
47, 48 y 50; AST arts 36 y 38; CANT  art 42; LR arts 35.1, 35.2 y 40; MUR arts 34 y
36; VAL arts 21 y 22; ARA 29 y 30; CM art 23; CAN arts 24, 25 y 27; NAV arts 59 y
62; EXT arts 41 y 43.b; BAL arts 51, 53 y 57; MAD arts 45 y 47; CL arts 27 y 29.
8.2: CAT art DT 4ª 4; GAL art DT 1ª 4; AND DT 4ª 2; ARA DT 3ª b; CM DT 1ª 5; VAL DT
9ª 1.

TURISMO
0.6: AND art 12.3.3; CM art 4.4.c.
1.1: PV art 10.36;  CAT art 9.12; GAL art 27.21; AND art 13.17; AST 10.1.22; CANT
art 24.20; LR art 8.1.9; MUR art 10.1.16; VAL art 31.12;  ARA art  35.1.37ª; CM art
31.1.18ª; CAN art 30.21; NAV art 44.13; EXT art 7.1.17; BAL art 10.11; MAD art
26.1.21; CL art 32.15ª.
1.3: CEU art 21.1.16ª; MEL art 21.1.16ª.
3: BAL art 39.12.

TUTELA FINANCIERA
5.1: BAL art 72.d.
5.2: CAT art 48.1; GAL art 49.1; AND art 62.1; AST art 51 bis; LR art 53.1; ARA art
53.
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TUTELA DE MENORES
1.1: PV art 10.14; CAT art 9.28; AND art 13.23; AST art 10.1.25; CANT art 24.23, LR
ART 8.1.32; MUR art 10.1.18; ARA art 35.1.28ª; CM art 31.1.31ª; CAN art 30.14; NAV
art 44.23; EXT art 7.1.32; BAL art 10.35; MAD art 26.1.24; CL art 32.1.20ª.
3: BAL art 39.29.

U

UNIVERSIDAD
0.5: BAL DA 2ª.

URBANISMO
1.1: PV art 10.31; CAT art 9.9; GAL art 27.3; AND art 13.8; AST art 10.13; CANT art
24.3; LR art 8.1.16; MUR art 10.2; VAL art 31.9; ARA art 35.1.7ª; CM art 31.1.2ª; CAN
art 30.15; NAV art 44.1; EXT art 7.2; BAL art 10.3; MAD art 26.1.4; CL art 32.1.2ª.
1.3: CEU art 21.1.1ª; MEL art 21.1.1ª.
3: BAL art 39.8.

USUARIO
1.1: PV art 10.28; ARA art 35.1.19ª.
1.2: CAT art 12.5; GAL art 30.4; AND art 18.6; VAL art 34.1.5; CAN art 31.3; NAV art
56.1.d.
1.3: AST art 11.8; CANT art 25.6; LR art 9.3; MUR art 11.7; CM art 32.6; EXT art 8.7;
BAL art 11.9; MAD art 27.10; CL art 34.1.4ª.
1.4: CEU art 22.1.2ª; MEL art 22.1.2ª.

V

VALENCIANO: Vid. LENGUA

VASCUENCE: Vid. LENGUA

VECINDAD ADMINISTRATIVA
0.6: PV art 7; CAT art 6; GAL art 3; AND art 8.1 y 8.2; AST art 7; CANT art 4; LR art
6.1 y 6.2; MUR art 6.2; VAL art 4; ARA art 4; CM art 3; CAN art 4; NAV art 5.1 y 5.2;
EXT art 3.1 y 3.2; BAL art 6.1; MAD art 7.2 y 7.3; CL art 6; CEU art 4.1 y 4.2; MEL art
4.1 y 4.2.
1.7: CAT art 7.3.
2.2: EXT art 29.



593

ÍNDICE ANALÍTICO

VERTIDOS INDUSTRIALES
1.3: AST art 11.5.
1.4: PV art 12.10; CAT art 11.10; GAL art 29.4; AND art 17.6; VAL art 33.9; NAV art
58.1.h; CEU art 22ª.1.1; MEL art 22.1.1ª.

VÍAS PECUARIAS
1.1: PV art 10.8; CAT art 9.10; GAL art 27.10; AND art 13.7; VAL art 31.10; ARA art
35.1.15ª; BAL art 10.9.
1.3: AST art 11.1; CANT art 25.1; LR art 9.11; MUR art 11.2; CM art 32.2; CAN art
32.7; EXT art 8.2; MAD art 27.3; CL art 34.1.9ª.
3: BAL art 39.2.

VIVIENDA
1.1: PV art 10.31; CAT art 9.9; GAL art 27.3; AND art 13.8; AST art 10.3; CANT art
24.3; LR art 8.1.16; MUR art 10.2; VAL art 31.9; ARA art 35.1.7ª; CM art 31.2ª; CAN
art 30.15; NAV art 44.1; EXT art 7.1.2; BAL art 10.3; MAD art 26.1.4; CL art 32.1.2ª.
1.3: CEU art 21.1.1ª; MEL art 21.1.1ª.
3: BAL art 39.8.
5.4: CM art 41.2.

Z

ZONAS DE MONTAÑA
1.1: AND art 13.7; AST art 10.1.11; CANT art 24.4; LR art 8.1.22; MUR art 10.1.35;
VAL art 31.10; ARA art 35.1.14ª; CM art 31.1.9ª; EXT art 7.1.35; BAL art 10.9; MAD
art 26.1.10; CL art 32.1.8ª.




